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Asociación Internacional de Derecho Cooperativo (AIDC): 
Red de comunicaciones e intercambio de experiencias 

entre profesionales y estudiosos del Derecho Cooperativo 
de todo el mundo

Fundada el 28 de febrero de 1989

Sede:  Facultad de Derecho 
Universidad de Deusto 
Apartado 1 
E-48080 Bilbao (España) 
E-mail: aidc@deusto.es

I. Objetivos

— Promover el progreso de los estudios jurídicos relacionados con 
las cooperativas.

— Propender al perfeccionamiento de la legislación cooperativa en 
los diferentes países.

— Difundir los estudios y avances realizados en la materia.

— Servir de nexo para el intercambio de información y experiencias 
entre los estudiosos de la disciplina.

— Mantener contacto con organismos y organizaciones cooperati-
vas internacionales con miras a apoyar iniciativas vinculadas con 
el Derecho Cooperativo.
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— Brindar apoyo a actividades académicas y de investigación sobre 
temas de la especialidad.

II. Realizaciones1

Para el logro de sus objetivos, la AIDC:

— Edita regularmente un boletín de información legislativa, juris-
prudencial y doctrinaria de todo el mundo.

— Apoya la constitución de secciones nacionales, las cuales ya exis-
ten en diversos países.

— Mantiene relaciones de colaboración y apoyo con la Organiza-
ción de las Cooperativas de América (OCA) y la Alianza Coope-
rativa Internacional (ACI).

— En adhesión al Congreso del Centenario de la ACI, publicó un 
libro colectivo sobre los principios cooperativos y la legislación 
cooperativa en el mundo.

— Mantiene relaciones con instituciones, universidades y centros 
de estudio de todo el mundo interesados en el Derecho Coope-
rativo.

1 Para el desarrollo de sus actividades, la IDC cuenta con el apoyo de la Dirección de 
Economía Social del Gobierno Vasco.
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International Association of Cooperative Law (AIDC): 
Communications network and exchange 

of experiences Among professionals and specialists 
in Cooperative Law Around the world

Founded on 28th of February 1989

Headquarters:  Faculty of Law 
University of Deusto 
Apartado 1 
48080 Bilbao (Spain) 
E-mail: aidc@deusto.es

I. Objectives

— To promote the progress of legal studies related to coopera-
tives.

— To tend to the improvement of cooperative legislation in te dif-
ferent countries.

— To spread the studies and advances done in the subject.

— To serve as a link for the exchange of information and experi-
ences among specialists in the subject.

— Keep up contacts with international cooperative bodies and or-
ganizations, with the aim of supporting initiatives related to Co-
operative Law.
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— To offer support to academic and investigation activities on 
subjects of the speciality.

II. Realizations1

In order to achieve is objectives, the AIDC:

— Regularly publishes a journal on legislative, jurisprudential and 
doctrinaire information from the whole world.

— Supports the establishment of national sections, which already 
exist in various counties.

— Keeps in touch with the American Cooperative Organisation 
(OCA) and the International Cooperative Alliance (ACI), collabo-
rating with them and supporting them.

— Sticking to the Congress of the ACI Centenary, it publishes a 
joint book on the cooperative principles and the cooperative leg-
islation in the world.

— Is in touch with institutions, universities and study centers inter-
ested in Cooperative Law around the world.

1 So as to develop its activities, the AIDC relies on the support of the Direction of 
Social Economy of the Basque Government.
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El principio de educación cooperativa 
y su recepción legislativa

(The principle of cooperative education 
and its legislative reception)

Dante Cracogna1

Universidad de Buenos Aires (Argentina)

doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp21-37 Recibido: 26.06.2020 
Aceptado: 25.07.2020

Sumario: I. La educación en los orígenes del cooperativismo. II. 
Los principios cooperativos. III. Educación y educación cooperativa. IV. 
Sentido de la educación cooperativa. V. Diálogo del principio y la le-
gislación. VI. El caso argentino. VII. Conclusión. VIII. Bibliografía

Summary: I. Education in the origins of cooperation. II. Coopera-
tive Principles. III. Education and Cooperative Education. IV. Meaning 
of Cooperative Education. V. Relationship between the principle and 
legislation. VI. The Argentine case. VII. Conclusion. VIII. Bibliography.

Resumen: Es valor entendido que la educación constituye un principio 
cooperativo desde los mismos orígenes de las cooperativas y a lo largo de su 
historia. También es generalmente aceptado —y reclamado— que la legisla-
ción reconozca a los principios cooperativos como elementos caracterizantes 
de las cooperativas. Sin embargo, y a diferencia de lo que sucede con los res-
tantes principios, no resulta igualmente claro ni compartido cómo las legisla-
ciones deberían hacerse cargo de este particular principio habida cuenta de su 
peculiar índole.

En este trabajo se analiza la presencia de la educación en la experiencia 
histórica y en la doctrina de las cooperativas, estudiándose su sentido y su evo-
lución a través del tiempo y de las cambiantes circunstancias del contexto. A 
partir de esa plataforma se proyecta su consideración en el ámbito de la legis-
lación cooperativa procurando establecer cuáles son los mecanismos utiliza-
dos para su recepción, sea de manera expresa o implícita, y cómo éstos mate-
rializan efectivamente el principio o se convierten en meras declaraciones sin 
efecto práctico o en formalidades intrascendentes. Se expone un caso y se ad-
vierte, finalmente, la significativa trascendencia que el principio encierra y la 
consiguiente dificultad de lograr su realización plena. 

Palabras clave: principios cooperativos; legislación cooperativa; educación.

1 E-mail: dcracogna@estudiocracogna.com.ar
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Abstract: It is generally accepted that cooperative education is a cooper-
ative principle since the very origins of the cooperatives and throughout their 
history. It is also accepted, and claimed, that legislation recognizes the coop-
erative principles as characteristics of cooperatives. However, differently from 
what happens with the other principles, it is not clear the manner in which 
legislations should take charge of this particular principle bearing in mind its 
peculiar nature.

This paper analyzes education in the experience and in the doctrine of 
cooperatives along the history paying attention to its sense and evolution 
through time and the varying contextual conditions. From this platform its out-
look is considered in the field of cooperative legislation pointing the mecha-
nisms that are designed for its reception in a declared o implicit form, trying to 
determine the degree to which they effectively materialize the principle or, in-
stead, just become a mere declaration without any practical effect. Further a 
case is studied and finally it is noted both the importance of the principle and 
the difficulty to achieve its real application. 

Keywords: cooperative principles; cooperative legislation; education. 
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La labor educativa, la aspiración a la nobleza moral, pertenece a 
la esencia de la cooperación2.

I. La educación en los orígenes del cooperativismo

Los pioneros de Rochdale no pertenecían al sector ilustrado de 
la sociedad inglesa de mediados del Siglo xix; eran obreros de la in-
dustria textil en pleno auge del desarrollo del capitalismo manches-
teriano, es decir, formaban parte de la working class de la época, 
en su gran mayoría analfabeta. Sin embargo, eran cultos en el sen-
tido de procurar su mejoramiento espiritual y material, como que la 
mayoría de ellos eran seguidores de Robert Owen quien enseñaba 
que la creación de mejores condiciones para los obreros contribui-
ría a formar una nueva sociedad: a New Moral World.3 Por ello no 
es de extrañar que en los fines previstos en el artículo 1.° del esta-
tuto de la Equitable Society of the Rochdale Pioneers se consignara 
que «desde el momento que sea posible esta sociedad emprenderá 
la organización de las fuerzas de la producción, de la distribución, 
de la educación, ...» En suma, concebían a la educación como la 
herramienta fundamental para construir el nuevo mundo al que as-
piraban para superar los graves defectos del que les había tocado 
vivir. 

La comprensión cabal del sentido del principio de educación 
exige conocer el mundo social y económico en el que se gestó el 
origen de las cooperativas como así también la mentalidad de sus 
protagonistas quienes concebían a la acción organizada asociati-
vamente como método idóneo para la transformación social pero, 
conscientes de las limitaciones propias de su condición personal, 
percibieron que su crecimiento cultural y espiritual por medio de la 
educación era indispensable para alcanzar ese logro. No se trataba 

2 Lambert, Paul, La doctrine coopérative, Les Propagateurs de la Coopération 
(Bruxelles) – La Fédération Nationale des Coopératives de Consommation (Paris), 
1959, p. 25.

3 Una obra reveladora del pensamiento de Robert Owen en la que sintetiza su 
pensamiento renovador se titula A New View of Society y el subtítulo denuncia su 
contenido: Essays on the Formation of Character (Everyman’s Library, J.M. Dent & Sons 
Ltd., London, con una introducción de G.D.H. Cole, 1949). Owen conocía en forma 
directa las necesidades de los trabajadores de su tiempo puesto que fue un importante 
industrial que puso en práctica sus innovadoras ideas en sus propias fábricas, además 
de ser un fervoroso difusor de ellas. 
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solamente de aprender a gestionar un almacén de artículos de pri-
mera necesidad, la aspiración era mucho mayor.4 La educación es-
taba concebida como la herramienta básica para la transformación 
económica y social.

La instalación de una sala de lectura en la propia sede de la coope-
rativa y la decisión de destinar a educación el 2,5% de los excedentes 
que arrojaran las operaciones sociales y su gestión a cargo de un co-
mité especial designado por la asamblea5 son medidas prácticas que 
ilustran con toda claridad sobre la preocupación que los fundadores del 
cooperativismo moderno tenían acerca de esta cuestión.

II. Los principios cooperativos

La Alianza Cooperativa Internacional (ACI), fundada en Londres en 
1895, fue creciendo sostenidamente en cantidad y variedad de organi-
zaciones afiliadas de diferentes países, circunstancia que motivó la ne-
cesidad de definir los rasgos fundamentales básicos que caracterizaban 
a las cooperativas a fin de asegurar su coherencia. No podía recurrirse 
a una forma jurídica determinada ni tampoco establecer normas rígidas 
puesto que el carácter internacional de la ACI debía cobijar organiza-
ciones de diversas geografías y economías. Era, pues, necesario acudir 
a pautas que fueran a la vez generales y precisas en sus alcances: sur-
gen así los principios cooperativos.

Para establecer tales principios hubo consenso acerca de que de-
bía recurrirse a la experiencia rochdaleana pues en ella estaban conte-
nidos y a partir de allí contrastarlos con la práctica de las diversas clases 
de cooperativas que fueron apareciendo en distintos países. Esta labor 
fue asumida por la ACI que encomendó a una comisión especial cons-
tituida por reconocidos estudiosos y prácticos del cooperativismo que 
llevaran a cabo una investigación y relevamiento a escala mundial. Fi-
nalmente, el Congreso de la ACI realizado en París en 1937 —después 
de un informe preliminar en el Congreso de 1934— aprobó una de-

4 Holyoake, Georges J., contemporáneo de los pioneros, advirtió agudamente 
esta cuestión y la reflejó en su History of the Rochdale Pioneers publicada pocos 
años después de la experiencia rochdaleana. (Existe versión reducida traducida al 
español, con prólogo del autor: Historia de los pioneros de Rochdale, Intercoop Editora 
Cooperativa, Buenos Aires, 1975). 

5 Estas medidas fueron incorporadas al estatuto de la Cooperativa de Rochdale en 
virtud de la reforma resuelta por la asamblea de 1845 (Cfr. Lambert, Paul, La doctrine 
coopérative, Les Propagateurs de la Coopération (Bruxelles) – La Fédération Nationale 
des Coopératives de Consommation (Paris), 1959, p. 309).
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claración que contenía siete principios, uno de los cuales era, precisa-
mente, el de la educación cooperativa.6 

A partir de entonces, se reconocen como principios cooperativos 
universales los proclamados por la ACI si bien, se los suele denominar 
«Principios de Rochdale» en mérito a su origen. Ello así aun cuando 
determinadas organizaciones cooperativas o conjunto de ellas postulan 
sus propios principios que, por lo general, son sólo variantes de los de-
clarados por la ACI.7 De igual manera, diferentes autores formulan su 
propia versión de ellos aunque el substrato esté enraizado en los princi-
pios universales o constituyan una interpretación de ellos.8 En todos los 
casos, la presencia de la educación cooperativa es una constante, por 
lo común con mucho énfasis, lo cual le da sentido a que se la deno-
mine —desde Rochdale— «regla de oro» del cooperativismo.

Cuando se llevó a cabo una revisión de los principios en la década 
de 1960, la nueva formulación no produjo, tal como era de esperar, 
cambios sustanciales. Sin embargo, en cuanto al principio de educa-
ción cooperativa tuvo lugar una reformulación que no sólo ratifica 
sino que precisa su alcance e, incluso, jerarquiza su ubicación dentro 
del plexo. En efecto, frente al enunciado genérico de 1937, la nueva 
declaración enfatizó que las cooperativas deben proveer a la educa-
ción de sus asociados, dirigentes y empleados y del público en gene-
ral en los principios y técnicas de la cooperación, tanto económicos 
como democráticos.9 Huelga destacar la diferencia de la nueva for-
mulación realizada en el Congreso de Viena de 1966 con el escueto 
enunciado anterior.

La siguiente, y última, revisión de los principios cooperativos tuvo 
lugar en el Congreso del Centenario de la ACI realizado en 1995 en 
Manchester, ciudad distante a pocos kilómetros de donde había nacido 
la histórica cooperativa de los pioneros un siglo y medio antes. La De-

6 Alliance Coopérative Internationale, Compte Rendu du Quinzième Congrès de 
l’Alliance Coopérative Internationale à Paris, du 6 au 9 Septembre 1937, Imprimierie 
Nouvelle, Amiens, 1938, p.  185. El informe que sirvió de base para esta declaración 
destaca que la promoción de la educación «es un principio esencial de los Pioneros de 
Rochdale» y que las cooperativas deben proveer los medios necesarios para desarrollarla 
a fin de contribuir a realizar su ideal (op. cit., p. 177).

7 Así sucede con los de las cooperativas agrarias postulados por la IRU (International 
Raiffeisen Union), los de las cooperativas de ahorro y crédito proclamados por el 
WOCCU (World Council of Credit Unions), los del movimiento de Mondragón, etc.

8 Eguía Villaseñor, Francisco, reproduce varios de ellos en Los principios del 
Cooperativismo de Rochdale a nuestros días, Confederación Mexicana de Cajas 
Populares, México, 1991.

9 International Cooperative Alliance, Twenty-Third Congress. Agenda and Reports, 
N.V. Drukkerij Dico, Amsterdam, 1966, p. 85.
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claración sobre la Identidad Cooperativa aprobada en 199510 fue pre-
cedida de una labor de varios llevada a cabo a lo largo de varios años y 
a una escala global, mucho más amplia que la cumplida en oportunida-
des anteriores.11 A ello debe agregarse que la Declaración contiene dos 
partes que anteceden al enunciado de los principios, a saber: una defi-
nición de cooperativa y la enunciación de los valores sobre los que ella 
se funda. Todo ello forma un contexto que permite una más completa 
y acabada comprensión de la cooperativa como una figura singular y 
con identidad propia dentro del conjunto de organizaciones y empre-
sas que actúan en la sociedad.

En la nueva Declaración se ubica a la educación en un lugar rele-
vante señalando las tres vertientes en la que ella ha de manifestarse: 
los asociados, los dirigentes y funcionarios y el público en general, 
poniendo en este último caso especial énfasis en los jóvenes y en los 
líderes de opinión. De manera que, como ya se insinuaba en la decla-
ración de 1966, se expresan en forma más definida los distintos des-
tinarios a los que debe dirigirse la educación con mensajes y técnicas 
apropiadas para cada uno de ellos; no se trata de un simple mandato 
genérico. Por otra parte, acorde con la realidad contemporánea, se 
apunta más a la capacitación y la difusión que a la educación en el 
sentido general con el que se identificaba el principio en los orígenes 
del cooperativismo.

III. Educación y educación cooperativa

Inicialmente, en la experiencia rochdaleana, se hablaba de «edu-
cación» a secas, es decir en sentido amplio, como manera de pro-
mover la formación de los asociados actuales y potenciales de las 
cooperativas a fin de que estuvieran en condiciones de conocer y 
comprender sus fines y métodos. Ello resulta claramente explicable en 
razón de las condiciones sociales y culturales de quienes constituían 

10 Alianza Cooperativa Internacional, Los principios cooperativos para el Siglo 
XXI, Intercoop Editora Cooperativa, Buenos Aires, 1996. Esta publicación incluye 
el Documento de Referencia redactado por Ian Mac Pherson que ayuda a la mejor 
comprensión de la Declaración.

11 Un documento que sirvió de base para la preparación de la Declaración sobre 
la Identidad Cooperativa fue el informe elaborado por Böök, Sven Aake, Cooperative 
Values in a Changing World, International Cooperative Alliance, Geneva, 1992. Este 
documento es el informe presentado al Congreso de la ACI realizado en Tokyo en 
1992, previo al que se llevó a cabo en Manchester en 1995 en el que se aprobó la 
Declaración sobre la Identidad Cooperativa.
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el núcleo humano en el entorno de las primeras cooperativas, básica-
mente obreros de la Revolución Industrial en auge; era, pues, nece-
sario elevar su nivel de educación común para que pudieran acceder 
a la condición de protagonistas de una renovadora experiencia eco-
nómica y social que les permitiera mejorar su precaria situación. Per-
sonas más cultas, mejor formadas, se orientarían naturalmente hacia 
la cooperación por ser ésta una forma superior de organización de la 
convivencia social.

Sin embargo, con el transcurso del tiempo pasó a hablarse de 
«educación cooperativa»; es decir que se agregó un calificativo al 
sustantivo genérico de educación.12 Se trataba, pues, de una edu-
cación orientada específicamente a la cooperación; no ya de la edu-
cación general que resultaba necesaria en los comienzos del coo-
perativismo según la original concepción de que a medida que se 
progresaba en la educación la tendencia a la cooperación se produci-
ría espontáneamente.

Esta evolución de la educación a la educación cooperativa se ad-
vierte claramente en la enunciación de los principios cooperativos a 
lo largo de la historia. Desde la declaración del Congreso de la ACI de 
193713 a la Declaración sobre la Identidad Cooperativa se ha ido paula-
tinamente acentuando el carácter específico de la educación coopera-
tiva, cada vez con mayor intensidad como es claramente observable en 
las de 1966 y 1995.14

12 Para una visión de la relación entre cooperación y educación como expresión 
vital, doctrinaria y pedagógica: Cracogna, Dante, Cooperación y educación, Instituto de 
Cooperativismo, Universidad de Lima, 1985, reproducido por Gabinete Universitario de 
Investigación, Docencia y Extensión Cooperativa (GIDECOOP), Universidad Nacional del 
Sur, Bahía Blanca, 2012.

13 El informe de la Comisión especial que sirvió de base para la proclamación de 
los principios cooperativos en el Congreso de la ACI de 1937 emplea la expresión 
«promoción de la educación», en tanto que el texto del principio aprobado reza: 
«desarrollo de la educación», conforme surge del original francés contenido en Alliance 
Coopérative Internacionale, Compte Rendu du Quinzième Congrès de l’Alliance 
Coopérative Internationale à Paris, du 6 au 9 Septembre 1937, Imprimerie Nouvelle, 
Amiens, 1938, p. 175-185.

14 Desde el punto de vista legal, la cuestión no es ociosa pues si la legislación 
recoge el principio de «educación cooperativa» las obligaciones que las cooperativas 
deben cumplir se refieren específicamente a ella y no a la educación en general, 
lo cual se traduce en la aplicación de los respectivos recursos con consecuencias, 
entre otras, de orden fiscal. (Cfr. Macías Ruano, Antonio J., «El quinto principio 
internacional: educación, formación e información. Proyección legislativa en España», 
Ciriec – España. Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, N.° 27, Valencia, 
2015, p. 15 y ss).
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IV. Sentido de la educación cooperativa

A fin de lograr una aproximación a la cuestión central de este tra-
bajo —la problemática que plantea la recepción del principio de educa-
ción en la legislación cooperativa— resulta necesario intentar una com-
prensión cabal del sentido del este principio. 

Lo primero que debe tenerse presente es que los principios no 
constituyen un catálogo o lista donde cada uno es autónomo e inde-
pendiente, agrupados en forma más o menos arbitraria y que, consi-
guientemente, pudiera cumplirse uno o más de ellos en forma sepa-
rada danto lugar, entonces, a que puedan existir cooperativas al 30, 
50 ó 70%. Como lo señaló de manera clara y categórica el informe de 
la comisión que sirvió de base para formulación de 1966, los principios 
constituyen un sistema y son inseparables; se sostienen y refuerzan 
mutuamente y deben ser observados en su conjunto para conformar 
una auténtica cooperativa.15

A ello debe sumarse que la educación cooperativa constituye una 
suerte de cemento o argamasa que vincula y consolida a los demás, 
toda vez que la educación fomenta los valores cooperativos y, funda-
mentalmente, impulsa la democracia. Ella no puede circunscribirse, 
conforme con su origen y tradición, a un mero postulado de ciertas 
y determinadas actividades segmentadas con relación al resto de los 
principios que integran el plexo tipificante de las cooperativas.16

Como consecuencia, no podría la adopción del principio de edu-
cación cooperativa circunscribirse a una fórmula de la misma manera 
en que el principio del gobierno democrático puede encapsularse en la 
norma que establece «un socio un voto». La educación plantea exigen-
cias de mayor complejidad, imposibles de reconducirse a determinada 
disposición legal precisa y categórica como la que establece, por ejem-
plo, que todos los socios deben contribuir a la formación del capital de 
la cooperativa.

15 International Cooperative Alliance, Twenty-Third Congress. Agenda and Reports. 
Drukkerij Vico, Amsterdam, 1966, p. 85.

16 Mladenatz, Gromoslav, destaca, a propósito de la experiencia suiza, el vínculo entre 
la pedagogía moderna y la cooperación, lo cual se enlaza con la concepción original de los 
pioneros (Historia de las doctrinas cooperativas, trad. del francés de C. Tumino, Intercoop 
Editora C ooperativa, Buenos Aires, 1969, p. 165 y ss). Por su parte, Watkins, W.P., sostiene 
que «No puede haber Cooperación sin Cooperadores, y los Cooperadores, a diferencia 
de los poetas, no nacen sino que se hacen. Por lo tanto, la Cooperación no puede confiar 
sólo en la educación inconsciente sino que debe emplear de manera consciente formas y 
métodos de educación como instrumentos para alcanzar sus fines» (Co-operative Principles 
today & tomorrow, Holyoake Books, Manchester, 1986, p. 123-134).



El principio de educación cooperativa y su recepción legislativa Dante Cracogna

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 21-37 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp21-37 • http://www.baidc.deusto.es 29

Es que el principio de educación opera en un doble frente; por una 
parte es condicionante de la efectiva vigencia de los otros principios 
pero, al mismo tiempo, es el resultado de esa vigencia. Es decir que la 
educación facilita y promueve la aplicación de los demás principios y, a la 
vez, la educación resulta de la aplicación de ellos. Si los socios son edu-
cados, vale decir formados y capacitados, seguramente habrán de obser-
var los demás principios cooperativos toda vez que dicha observancia es 
consecuencia de su conocimiento y convencimiento. A la vez, la obser-
vancia de los principios por parte de la cooperativa provoca que los so-
cios se vayan formando en los valores y reglas de la cooperación; lo cual 
implica que van adquiriendo una genuina educación cooperativa.

De lo dicho se desprende que puede hablarse de una educación 
para la cooperación y una educación por la cooperación.17 La primera, 
que también puede denominarse educación cooperativa formal, es 
aquélla que se desarrolla de manera intencional orientada a que sus 
destinatarios conozcan y comprendan la cooperativa, sus fines, orga-
nización, funcionamiento, etc., en tanto que la segunda se desarrolla y 
adquiere de manera inconsciente por medio de la práctica de la activi-
dad cooperativa.

Existe cierta controversia acerca del valor y de la eficacia de cada una 
de estas formas de materializar la educación cooperativa, pero es del 
todo evidente que ambas se sostienen y refuerzan mutuamente; que es 
casi imposible realizar sólo una de ellas prescindiendo de la otra. De allí 
la importancia que se atribuye al estudio y consideración de ambas en 
forma simultánea y concurrente. Quizá la recordada expresión de W.P. 
Watkins sintetice apropiadamente esta idea: «La cooperación es un sis-
tema económico que se vale de la educación pero también puede de-
cirse que es un sistema educativo que se vale de la economía.»

La relevancia de la educación en relación con la democracia en ge-
neral es innegable. Las cooperativas son organizaciones esencialmente 
democráticas y para que la democracia funcione en debida forma es 
imprescindible que quienes la ejercen estén adecuadamente forma-
dos y comprendan la responsabilidad que ella entraña. En suma, si el 
gobierno democrático descansa sobre la educación quiere decir que 
ésta es la llave maestra de la actividad cooperativa y su importancia no 

17 Bralich, Jorge, El cooperativismo como método de educación social, Intercoop 
Editora Cooperativa, Buenos Aires, 1963. Este autor destaca un enfoque de la 
educación cooperativa que suele no ser claramente percibido: «Las relaciones de 
éste [el cooperativismo] sobre la educación sólo se veían como la necesidad de una 
educación para el cooperativismo, sin reparar que también había una educación del 
cooperativismo.» 
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puede ser exagerada, pues nunca habrá «demasiada» educación. Y el 
genuino éxito o fracaso de la cooperativa —que no se limita exclusiva-
mente al campo de la economía— se medirá en función de la educa-
ción de sus miembros.

Se ha sostenido que la educación cooperativa es bifronte; vale decir 
que, por un lado, mira hacia el interior de la cooperativa por medio de 
la formación y capacitación de los asociados, directivos, funcionarios y 
empleados para asegurar que ella funcione plenamente conforme con 
su naturaleza y orientada a sus objetivos y, por otro, mira hacia el ex-
terior de la cooperativa procurando informar e ilustrar a la sociedad en 
general acerca de la índole y las finalidades de las cooperativas, propa-
gando sus virtudes y procurando la constante incorporación de nuevos 
miembros.18 En suma, la educación cooperativa aúna y sintetiza ambos 
frentes.

V. Diálogo del principio y la legislación

A esta altura podría formularse el sensato y difícil interrogante de 
cómo puede plasmarse en la legislación cooperativa el principio de 
educación.19 Obviamente, plasmarse en serio, es decir con sentido 
normativo que oriente eficazmente conductas y no como mera decla-
ración o expresión de deseos. Esta traducción del principio en norma 
aparece particularmente difícil con respecto al principio de educa-
ción. En efecto, el principio de limitación de la retribución al capital, 
por ejemplo, es relativamente fácil de incorporarse en la ley de coo-
perativas, puesto que un artículo de ésta puede prescribir, lisa y llana-
mente, que no podrá pagarse al capital aportado por los socios una 
tasa superior a determinado porcentaje o parámetro, como de hecho 
lo hacen muchas leyes, con lo cual se materializa en forma concreta 
y precisa. No sucede de igual manera con el principio de educación 
que, de manera similar a lo que sucede con el principio de preocupa-
ción por la comunidad, no es susceptible de traducirse en fórmulas o 
expresiones legales concretas y precisas toda vez que siempre existe 

18 El aspecto a la vez interno y externo de la educación cooperativa ha sido 
destacado por Arnáez Arce, Vega María, «Educación, formación e información. El 
compromiso cooperativo con la juventud», en Arnáez Arce, Vega María (Coordinadora), 
Difusión de los valores y principios cooperativos entre la juventud, Dykinson, Madrid, 
2015, p. 190.

19 Como se afirma en las Guidance Notes to the Co-operative Principles: 
«El movimiento cooperativo no se basa en normas sino en valores y principios» 
(International Co-operative Alliance, 2015, p. 64).
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un campo más o menos amplio para su realización, más allá de la vi-
sión del legislador.

Por otro lado, cuando se trata del principio de educación en su ver-
sión actual, es decir la formulada por la Declaración sobre la Identidad 
Cooperativa, su expresión abarca distintos universos de destinatarios 
calificados por circunstancias diversas, tales como los socios, los directi-
vos, los funcionarios, los empleados, los jóvenes, los líderes de opinión 
y el público en general, lo cual hace aún más complicada su recepción 
en la legislación cooperativa. En efecto, a una noción genérica de edu-
cación le sigue una especificación de diferentes destinatarios que re-
quieren un tratamiento específico, todo lo cual torna particularmente 
difícil su incorporación legislativa.20

Las legislaciones suelen adoptar distintas fórmulas para expresar el 
principio de educación, y algunas veces más de una, como se apreciará 
a continuación.

1. La primera de ellas, bastante común después del Congreso 
de Manchester, consiste en incorporarlo junto con los demás prin-
cipios dentro de un enunciado general, sea para definir a la coo-
perativa como una entidad que observa tales principios o bien a 
continuación de la definición, que puede ser la contenida en la De-
claración sobre la Identidad Cooperativa u otra adaptada al dere-
cho nacional del país en cuestión. Esta es la fórmula más sencilla y, 
por cierto, también la más imprecisa puesto que se trata solamente 
de un enunciado genérico cuyos significado y alcance deben ser ob-
tenidos por remisión a la doctrina cooperativa, cosa que suele estar 
fuera de la comprensión del público en general, de los funcionarios 
administrativos encargados de la fiscalización de las cooperativas y 
de los jueces llamados a resolver conflictos relacionados con ellas. 
De todas maneras, tiene el mérito de que presenta a la cooperativa 
como una figura jurídica caracterizada por un rasgo que es ajeno 
a las sociedades de capital; es decir que afirma una identidad dife-
rente, lo cual resulta valioso.

20 Esta podría ser una explicación de la ausencia de tratamiento específico de 
este principio dentro del importante trabajo realizado por un grupo de calificados 
profesores especialistas en la materia sobre principios de la legislación cooperativa 
europea. (Cfr.  Fajardo, Gemma – Fici, Antonio – Henrÿ, Hagen – Hiez, David – 
Münkner, Hans-H. – Snaith, Ian, «El nuevo grupo de estudio en derecho cooperativo 
europeo y el proyecto “Los principios del derecho cooperativo europeo”», 
Ciriec – España. Revista Jurídica de Economía Social y Cooperativa, N.° 24, Valencia, 
2013, p. 331 y ss).
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2. Otra forma de inclusión legislativa del principio consiste en es-
tablecer que las cooperativas deben destinar a educación determina-
dos recursos, por lo general un porcentaje de sus excedentes anuales. 
Esta exigencia suele estar acompañada por la obligación de informar, 
sea en la memoria anual o de otra forma, acerca del uso de tales re-
cursos. Este mecanismo puede considerarse idóneo en cuanto obliga a 
afectar fondos para la actividad, si bien no precisa cuál ha de ser ésta, 
dejando librada a cada cooperativa la decisión al respecto lo cual no es 
malo, en principio, pero debe asegurarse que se realice la información 
acerca de la aplicación de esos fondos. Por otro lado, si éstos provienen 
de los excedentes del giro de la cooperativa, como ocurre por lo co-
mún, puede suceder que en determinados períodos el resultado de la 
gestión sea deficitario y, por consiguiente, no existan recursos para la 
actividad educativa. Esta modalidad de recepción del principio tiene, no 
obstante, la importante ventaja de que trasciende la mera declaración y 
provee recursos específicos para la educación lo cual no excluye, obvia-
mente, que la cooperativa pueda destinar a ese propósito recursos adi-
cionales.21

3. Son numerosas las legislaciones que imponen la obligación de 
que las cooperativas cuenten con un órgano especialmente encargado 
de la educación, generalmente llamado comité o comisión de educa-
ción. Este órgano, según los casos, debe ser elegido por la asamblea 
general o bien designado por el consejo de administración entre sus 
miembros. La asignación de responsabilidad a un cuerpo especial con-
tribuye a que su cometido pueda ser desarrollado sin tener que aten-
der simultáneamente otras tareas facilita su gestión y la torna especia-
lizada. Por otro lado, si el órgano es designado por la asamblea debe 
rendir cuentas de su labor ante ella, lo cual refuerza el control demo-
crático. Sin embargo, el cometido de este órgano puede verse dificul-
tado si no cuenta con recursos expresamente afectados a su gestión.

4. Mecanismo que también utilizan algunas legislaciones consiste 
en establecer organismos especializados en educación, que suelen lla-
marse organismos auxiliares, a los que encomienda llevar adelante la 
actividad de educación del conjunto del movimiento cooperativo con-

21 Se ha señalado, sin embargo, que suele ocurrir que la reducida magnitud de esos 
recursos conduzca a una aplicación «a las más dispares e inconexas actividades, muchas 
veces más recreativas que formativas» (Flores Godoy, Sergio O., «Quinto principio: 
la educación cooperativa» en Los principios cooperativos, Asociación de Expertos 
Cooperativos – AEC, Lérida, 1988, p. 111).
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tando para ello con un financiamiento propio que deriva de aportes 
compulsivos que deben realizar las cooperativas. Este sistema tiene a 
su favor que instituye un organismo cuya función específica consiste en 
la educación, lo que permite lograr especialización concentrándose so-
lamente en esa labor, siempre que los recursos asignados al efecto re-
sulten suficientes. El inconveniente con que puede tropezar, aparte del 
económico, reside en que la centralización de la actividad es suscepti-
ble de derivar en burocracia y distanciamiento de las necesidades con-
cretas de las diferentes cooperativas según sus actividades y radicación 
geográfica.

5. Otra forma que suele también adoptarse para incorporar el prin-
cipio radica en poner la educación a cargo de las entidades cooperati-
vas de grado superior —federaciones y confederaciones— que deben 
realizarla conjuntamente con la actividad representativa y otros servi-
cios que la ley les asigna. En tales supuestos, dichas organizaciones de-
ben contar con un departamento o sección especial encargado de la 
educación, paralelamente a otros que atienden las demás funciones. 
La ventaja de este método radica en que las entidades de grado su-
perior suelen conocer acabadamente las necesidades de sus coopera-
tivas asociadas y, por lo tanto, se hallan en condiciones de brindarles 
respuesta adecuada. Por otro lado, los recursos los aportan las propias 
cooperativas, sea en forma general o como contraprestación de los ser-
vicios brindados por la organización superior. La dificultad se presenta 
cuando existen cooperativas que no están asociadas a organizaciones 
de grado superior y que, por lo tanto, están al margen de este sistema; 
y es discutible la conveniencia de que la ley establezca la asociación 
compulsiva.

VI. El caso argentino

Resulta ilustrativo analizar la experiencia argentina en esta mate-
ria puesto que allí la ley de cooperativas combina varios de los meca-
nismos antes referidos.22 Así, en primer lugar, el art. 2.º de la Ley de 
Cooperativas N.º 20.337 establece los rasgos que caracterizan a las 
cooperativas y menciona entre ellos: «Fomentan la educación coo-
perativa». Vale decir que ubica a la educación cooperativa como uno 

22 Cfr. Cracogna, Dante, Comentarios a la ley de cooperativas, 3a.edición 
actualizada, Intercoop, Buenos Aires, 2006, p. 58-60.
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de los rasgos que tipifican a la cooperativa junto con la democracia, 
el libre ingreso y egreso de asociados, el interés limitado al capital, el 
retorno de excedentes en proporción a la utilización de los servicios, 
etc. Cabe destacar que la ley dice «educación cooperativa», es de-
cir educación específicamente orientada hacia la cooperación. Hasta 
aquí prácticamente la ley se circunscribe a una mera declaración, si 
bien confiere a la cooperativa un rasgo que no existe en otras organi-
zaciones jurídicamente reconocidas (sociedades de capital, asociacio-
nes, mutuales, etc).

Más adelante, cuando la ley trata acerca de la distribución de los 
excedentes que arroje el balance del ejercicio económico anual pres-
cribe que el 5% de ellos debe destinarse «al fondo de educación y ca-
pacitación cooperativas» (art.  42, inc.  3.º). Con esta disposición, la 
ley habilita recursos para el fomento de la educación cooperativa que 
prevé el art.  2.º como rasgo que caracteriza a estas entidades. Debe 
advertirse que la norma relativa al fondo dice «educación y capaci-
tación», con lo cual abarca un ámbito muy amplio que debe enten-
derse referido tanto al orden interno como externo de la cooperativa y 
en los aspectos de formación y difusión como de desarrollo de aptitu-
des y habilidades. Esta interpretación resulta acorde con la formulación 
del principio de educación cooperativa en la declaración del Congreso 
de la ACI realizado en Viena en 1966, que era la que se encontraba vi-
gente al momento de sancionarse la Ley 20.337 (1973).23

En otra disposición la ley determina que las cooperativas «deben 
invertir anualmente el fondo de educación y capacitación cooperati-
vas» (art. 46), con lo que obliga a afectarlo al cumplimiento de su fi-
nalidad específica dentro de un plazo determinado, sin que pueda 
acumularse. A continuación establece los canales para su utilización, 
a saber: en forma directa por la propia cooperativa; a través de coo-
perativas de grado superior (federaciones y confederaciones) o de ins-
tituciones especializadas en actividades de educación y capacitación 
cooperativas que cuenten con personería jurídica. De tal suerte, la ley 
habilita distintas maneras de utilizar el fondo, dejando librada su elec-
ción a la decisión de cada cooperativa, lo cual brinda posibilidad de su 
uso más conveniente según las circunstancias de cada una.

Por último, cerrando el circuito normativo sobre el tema, el art. 41, 
inc. 3.º, de la ley impone que la memoria anual que el consejo de ad-

23 La Exposición de Motivos de la Ley 20.337 dice textualmente: «La caracterización 
[de la cooperativa] incluye la enunciación íntegra de los principios del cooperativismo 
universalmente aceptados, tal como fueran formulados por la Alianza Cooperativa 
Internacional en su XXIII Congreso realizado en Viena en 1966.»



El principio de educación cooperativa y su recepción legislativa Dante Cracogna

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 21-37 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp21-37 • http://www.baidc.deusto.es 35

ministración debe someter a consideración de la asamblea informe so-
bre «las sumas invertidas en educación y capacitación cooperativas, 
con indicación de la labor desarrollada o mención de la cooperativa 
de grado superior o institución especializada a la cual se remitieron 
los fondos respectivos para tales fines.» De esa forma, no solamente 
obliga a utilizar los recursos, sino que obliga también a informar a la 
asamblea al respecto.

Por otro lado, como la memoria anual debe remitirse a la autoridad 
de aplicación de la ley de cooperativas, ello permite ejercer la fiscaliza-
ción pública del cumplimiento de las disposiciones legales en esta ma-
teria, incluyendo la eventual aplicación de sanciones por su violación. 
De igual manera, la auditoría privada que la ley exige obligatoriamente 
a todas las cooperativas constituye otro mecanismo de control del 
cumplimiento de las obligaciones en este aspecto.

La ley no establece precisiones acerca del empleo de los recursos24 , 
limitándose a indicar genéricamente «educación y capacitación coope-
rativas» y dejando librado al prudente criterio de cada cooperativa su 
aplicación específica según sus necesidades y conveniencias.25 Obvia-
mente, debe dar cuenta de ello en la memoria anual.

VII. Conclusión

El principio de educación cooperativa es de trascendental impor-
tancia en la doctrina que informa a las cooperativas, desde sus mis-
mos orígenes y a lo largo de la historia. Ello así tanto para definir su 
naturaleza como para asegurar su desarrollo. Sin embargo, a pesar de 
su trascendencia, no parece fácil traducirlo en la normativa legal que 
rige a las cooperativas puesto que, o bien se expresa como una mera 
declaración o bien se manifiesta mediante exigencias no necesaria-
mente conducentes a su efectiva y auténtica realización. Ante la op-
ción de dejarlo librado exclusivamente al arbitrio de cada cooperativa 
—lo cual es posible y hasta podría ser deseable— cabe la posibilidad 
de que la legislación se atenga a la función de habilitar o imponer 
mecanismos que creen una plataforma favorable para su aplicación a 
cargo de aquéllas.

24 Cabe destacar que, con acierto, la ley habla de «inversión» del fondo de 
educación y capacitación, ya que no se trata de un gasto.

25 La autoridad de aplicación de la ley de cooperativas dictó una resolución 
mencionando posibles destinos concretos del fondo, pero con carácter puramente 
indicativo.
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Resumen: Los Valores y Principios cooperativos deben tener arraigo 
en la idiosincrasia de una nación, para establecer las vías de su ejecución. 
El principio de Educación, formación e información requiere de una plata-
forma sólida desarrollada en un excelente sistema educativo. Costa Rica 
desarrolló una Política Pública en Educación desde el Siglo xix, cuyo con-
tenido esencial fue la educación primaria gratuita seguida de la educación 
secundaria, en las décadas siguientes. La educación universitaria también 
ha contado con la ventaja del acceso sin costo, en las universidades públi-
cas o bien con bajos costos y el acceso a la tecnología de la información y 
el desarrollo digital ha permitido que funcione una institución universitaria 
con el método de educación a distancia. Esa política unida al apoyo al Coo-
perativismo ha permitido que instituciones públicas y privadas se ocupen 
de la educación cooperativa en múltiples aspectos, los básicos dados por el 
principio, el resto por el compromiso de las autoridades públicas y los diri-
gentes cooperativistas.

Palabras clave: cooperativas- educación gratuita-educación cooperativa-
desarrollo

Abstract: Cooperative Values and Principles must be rooted in the idi-
osyncrasy of a nation, to establish the ways of its execution. The principle of 
Education, training and information requires a solid platform developed in an 
excellent educational system. Costa Rica developed a Public Policy in Educa-
tion since the 19th century, whose essential content was free primary edu-
cation followed by secondary education in the following decades. University 
education has also had the advantage of free access, in public universities 
or with low costs and access to information technology and digital devel-
opment has allowed a university institution to function with the education 
method to distance.

This policy together with the support for Cooperativism has allowed 
public and private institutions to deal with cooperative education in multiple 
aspects, the basic ones given by the principle, the rest by the commitment of 
the public authorities and cooperative leaders.

Keywords: cooperatives- free education-cooperative education-develop-
ment
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Siglas

CENECOOP R.L. Centro de estudios cooperativos R.L
CONACOOP Consejo Nacional de Cooperativas 
INFOCOOP Instituto Nacional de Fomento Cooperativo 
LAC Ley de asociaciones cooperativas
MEP Ministerio de Educación Pública
MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
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Introducción 

Costa Rica al año 2012 contaba con 594 cooperativas y 88.335 
cooperativistas, lo que representaba el 21% de la población nacional, 
según cifras del IV Censo Nacional Cooperativo (CENSO COOPERATIVO 
2012) y trabajan en todos los sectores de la economía.

El Cooperativismo ha tenido un peso económico en la evolución 
del país, dado que ha formado cooperativistas que participan en to-
dos los ámbitos de la economía y muchas de las instancias políticas. 
En el siglo xx, las universidades públicas se interesaron en crear e im-
pulsar convenios nacionales e internacionales para dar apoyo acadé-
mico al Cooperativismo, sobre todo en el campo de administración o 
gestión de empresa tuvo la oportunidad de ser tomado en cuenta en 
los curricula de las Escuelas de Negocios o Administración Pública. Sin 
embargo, ese espacio se perdió en el siglo xxi, y en la Universidad es-
tatal a distancia, el programa de licenciatura y bachillerato de Admi-
nistración de cooperativas, fue cerrado en el 2017 (UNED, 2017), en 
igual forma sucedió en la Universidad de Costa Rica, en relación con 
la Maestría en Administración de empresas cooperativas que cerró en 
2016.

Ahora bien, otros espacios han permanecido ocupados por entes 
públicos y privados que se dedican a ofrecer la educación cooperativa, 
con programas para la niñez, adolescentes y personas adultas. 

El Ministerio de Educación Pública y el Instituto Nacional de Fo-
mento Cooperativo tiene dentro de sus funciones la obligación de ins-
truir en la Doctrina Cooperativa y dar Asistencia Técnica a los y las coo-
perativistas. En el ámbito privado, el CENECOOP R.L. ofrece programas 
educativos en el seno de la organización y también cuenta con una 
universidad para ofrecer carreras de estudios superiores denominada 
FUNDEPOS. 

Cada una de las cooperativas por ley, deben incluir dentro de sus 
estatutos el Comité de Educación y Bienestar Social, que debe seguir 
las pautas establecidas por el Instituto mencionado, de acuerdo con el 
giro económico en que se desenvuelven.

Entender cómo se ha desarrollado el V Principio cooperativo de 
educación, formación e información requiere la comprensión del de-
sarrollo de la educación en Costa Rica, de tal modo que esta contri-
bución primero ubica al lector, en forma sucinta, en la historia de este 
país, que desde el siglo xix eligió ofrecer educación primaria gratuita a 
sus habitantes, no tener en ejercito como institución permanente en el 
siglo xx y dedicar recursos económicos fijados constitucionalmente a la 
educación primaria, secundaria y superior universitaria.
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1.  Definición y contenido del principio de información, 
educación y formación 

Después de ciento setenta y seis años de nacimiento de la primera 
organización cooperativa denominada Pioneros de Rochdale, con sus 
esenciales ideas de cooperación, mutualidad, ayuda mutua basadas 
en la educación constante de sus pares, dejó planteadas las bases del 
quinto principio cooperativo denominado, actualmente, Principio de 
información, educación y formación, a partir de 1995, en la reunión 
mundial de la Alianza Cooperativa Internacional. No hay duda que si-
gue siendo el Principio de principios del cooperativismo, porque si bien 
en la actualidad el desarrollo de los sistemas educativos, en países en 
desarrollo y desarrollados gozan de numerosos y variados elemen-
tos para lograr la educación, entendida en sentido amplio de forma-
ción y técnicas de aprendizaje, la vivencia diaria del Principio demuestra 
que su desarrollo acertado conduce a la excelencia del cooperativismo, 
como organización social y empresarial de un amplio grupo de perso-
nas que no haber elegido la idea cooperativista como base de su vida, 
serían en este momento, trabajadores dependientes y sin acceso a me-
dios de producción, a crédito empresarial o personal o la misma posibi-
lidad de la educación como puente a vida mejor. 

Así lo expresan los profesores Wilson y Shaw (2015, 63) en las No-
tas interpretativas de los Principios 

«La educación cooperativa también desempeñó una función ele-
mental en el crecimiento de los movimientos de Raiffeisen, Antigo-
nish y Mondragón. La educación ha sido y sigue siendo la energía vi-
tal de todas las cooperativas y un motor del desarrollo cooperativo.»

1.1. Contenido del principio surgido en 1995

El texto actual del quinto principio cooperativo formulado y au-
mentado por la Alianza Cooperativa Internacional, en 1995 es el si-
guiente: 

«5.º Principio: educación, formación e información. 
Las cooperativas brindan educación y formación a sus miembros, 

representantes electos, administradores y empleados para que pue-
dan contribuir con eficacia al desarrollo de la cooperativa. Asimismo, 
informan al público en general, en especial a los jóvenes y a los líde-
res de opinión, sobre el carácter y las ventajas de la cooperación.» 
(Eguía y MacPherson, 1997,55).
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Del artículo primero de los Estatutos de Rochdale de 1844, la 
creación de un fondo de un 2 % de los excedentes en 1854, según 
decisiones de los Pioneros de Rochdale, (Guevara, 1967, 344), consi-
derando la definición del Principio de Educación salida de la revisión a 
su contenido realizada por la ACI, en 1966, ( Böök, 1992, 212), cuya 
vida llegó hasta 1995, momento de la última revisión de los Principios 
Cooperativos, el principio se ha mantenido vivo y en desarrollo cons-
tante, al punto que por iniciativa de la ACI, a través de su Comité de 
Principios, surgió una definición y contenido más profundo e incor-
pora la consideración de Bóök, (1992, 227 y 229) que estableció la 
diferencia entre Principios básicos y prácticas básicas ( reglas), para 
considerar la forma operativa de los Principios, de tal modo que in-
dica que «deben basarse en las distintas ramas cooperativas y expre-
sar concretamente la esencia en términos de prácticas y reglas para 
las mismas.»

En la definición de 1995 de ese principio se perdió en su contenido 
la asignación de recursos para la educación, que estuvo presente desde 
los Pioneros de Rochdale hasta 1995 aun cuando se mantuvo la idea 
de la Reserva de educación, como es el caso costarricense.

La ACI asignó a los profesores Wilson y Shaw (2015, 65) la tarea de 
definir en forma detallada los contenidos del V Principio, que en esen-
cia son: educación, formación e información, que sirven de guía, de 
orientación a las organizaciones cooperativas y sus miembros, así como 
a sus empleados y los terceros que se relacionan con esos entes para 
comprender una parte de la actividad cooperativizada, así como dejar 
claro los límites del concepto de información, sobre todo cuando existe 
una Reserva de Educación Cooperativa, en Costa Rica, que tiene fines 
claramente definidos y se diferencia de la Reserva de Bienestar social, 
según artículos 82 y 83 de la Ley de Asociaciones Cooperativas (LAC) 

Los autores Wilson y Shaw explican que cada concepto tiene una 
función diferente en el desempeño de la educación cooperativa, los 
contenidos se plasman en forma literal, dado que nos dan luces sobre 
los alcances y límites de este principio:

«La “educación” consiste en comprender los principios y valo-
res cooperativos y saber cómo aplicarlos en el funcionamiento dia-
rio de una cooperativa. También se refiere a la educación en sentido 
más amplio que se ofrece a los miembros para su desarrollo social. La 
educación cooperativa implica la dedicación intelectual de miembros, 
líderes electos, administradores y empleados, para que aprehendan 
plenamente la complejidad y riqueza del pensamiento y de la acción 
cooperativas, así como su impacto social.» (2015, 65-66)
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La «formación» consiste en desarrollar las aptitudes prácticas que 
necesitan los miembros y empleados para dirigir una cooperativa de 
acuerdo con prácticas empresariales éticas y eficaces y para controlar 
democráticamente la empresa cooperativa de manera responsable y 
transparente. En todas las cooperativas existe también una necesidad 
de formar empleados y responsables electos para que dirijan la activi-
dad de la cooperativa de modo eficaz en una economía competitiva. 

La «información» consiste en el deber de asegurarse de que los de-
más, que forman parte del público en general, y «en especial los jóve-
nes y los líderes de opinión», conocen la empresa cooperativa. El co-
nocimiento que difunde la información no es simplemente un ejercicio 
de marketing sobre la cooperativa o los servicios que proporciona y 
tampoco es propaganda. Es el deber de informar al público en gene-
ral acerca del carácter de la empresa cooperativa, basado en principios 
y valores, así como de las ventajas que tiene para la sociedad una em-
presa cooperativa. Muchas cooperativas en muchos países hacen caso 
omiso de esta responsabilidad. Sin educación, información y forma-
ción, la gente no apreciará ni apoyará lo que ni siquiera entiende. 

En Costa Rica pareciera que en el nivel nacional, aún la idea del 
Cooperativismo, no ha cuajado en las mentalidades los políticos, que 
insisten en gravar con presupuesto sobre la renta de las cooperativas, 
en forma similar al resto de las entidades mercantiles, cuando existen 
fondos como el dedicado a la educación cooperativa que debe ser re-
bajado de los excedentes, antes de su distribución a los asociados. So-
bre esa lucha una directora del Consejo Nacional de Cooperativas, 
Gilda González, en un comentario realizado en publicación de ese ente 
cooperativo, en mayo de 2019 plantea la siguiente interrogante:

«¿A la pregunta de qué ha generado esta situación? Solo se en-
cuentra una respuesta, falta de conocimiento en la doctrina y princi-
pios cooperativos, si los diputados que hoy piden a gritos gravar las 
cooperativas tuvieran claro que es el cooperativismo, estarían en otra 
posición y el problema de fondo es que son una generación que des-
conoce toda la teoría cooperativa.

Si en nuestro país se hubiese cumplido a cabalidad la Ley 6437, 
ley que establece la enseñanza obligatoria del cooperativismo, ten-
dríamos legisladores informados y un pueblo informado.»

La lucha ha sido constante en el país por mantener la exoneración 
del pago del impuesto de renta, que el artículo 63 de la LAC incluye, al 
final se ganaron algunas batallas, para evitar el pago total de ese im-
puesto, y dirigido sobre todo a los excedentes que se distribuyen a los 
asociados, que paso de un 5% a un 10%, con aplicación gradual que 
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inicio a partir del primero de julio de 2019, con una escala de 7% el 
primer año, e incrementando un 1% anual hasta llegar a una retención 
tope del 10%.así como en los depósitos a plazo que realicen asociados 
y terceros-en el caso de cooperativas de intermediación financiera. Es-
tablecido por la Ley del Impuesto sobre la Renta No. 7092, pagarán en 
impuesto de un 7% de los intereses a partir del primero de julio indi-
cado. (COOPENAE, 2019)

1.2. Los sujetos cooperativos e interesados dentro del principio

El principio se refiere a una diversidad de sujetos, básicamente per-
sonas físicas y no al Estado o personas jurídicas o morales como objeto 
de la actividad de educación y formación, que debe ser dirigida a sus 
miembros, representantes electos, administradores y empleados y de 
información sobre la idea del cooperativismo dirigida a los jóvenes y a 
líderes de opinión. En referencia a los jóvenes y líderes de opinión expli-
can los autores mencionados:

«¿Por qué “en especial los jóvenes y los líderes de opinión”? “Los 
jóvenes”: porque como se explicó en el 2o principio, cuanto más 
fuerte sea la generación de miembros que toma el relevo, más fuerte 
será la organización que sea controlada democráticamente por ellos. 
Y lo que es más importante, por el futuro del planeta y de la socie-
dad civilizada, redun dará en beneficio de los jóvenes el que entien-
dan las ventajas sociales, económicas y medioambientales que crean 
las empresas cooperativas sostenibles. “Los líderes de opinión”: por-
que, como se explicó en la orientación sobre el 4o principio, los lí-
deres de opinión tienen que entender el carácter distintivo de la 
empresa cooperativa y los valores y principios en que se basa para sa-
tisfacer las normas aceptadas internacionalmente y que exigen que 
las condiciones para las cooperativas no sean menos favorables que 
las que se conceden a otras formas de empresa.»

No hay duda sobre el rol que deben jugar los asociados antiguos 
y los jóvenes que empiezan a conocer las ventajas de la organización 
cooperativa, y a propósito de la información, los autores Sabín y Bran-
dés (2014) señalan la importancia de la información al interno de la 
cooperativa como mecanismo dirigido a incrementar la participación 
real de los asociados, indican:

«En segundo lugar, será necesario que se promuevan los me-
canismos adecuados para que las personas puedan realmente par-
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ticipar: que la información importante llegue a todas las personas 
implicadas en la gestión de la empresa —por ejemplo, habilitando 
espacios para facilitar el análisis, la reflexión y el debate—; que se fa-
cilite la conciliación entre la vida personal y profesional; y que exista 
una profunda convicción democrática y de fomento de la participa-
ción por parte de las personas con mayor responsabilidad en la orga-
nización, articulando cauces de participación de abajo a arriba y de 
arriba a abajo. En este sentido, se puede pensar en multiplicar los li-
derazgos para lograr los objetivos.»

La lectura del V Principio y sus interpretaciones tienen la virtud de 
aclarar su comprensión, la forma de su ejecución y la contribución al 
desarrollo de las Cooperativas y sobre todo a las personas físicas que 
las integran, pues como apunta Silva (2010, 77), el principio mencio-
nado, se centra más en el ser humano que en el aspecto económico, 
en sus palabras:

«Pero más allá de pensar en instrumentos precisos de educa-
ción, el quinto principio cooperativo, denominado por algunos in-
vestigadores como el “principio de principios” lo que busca, en úl-
tima instancia, es defender la esencia suprema del cooperativismo: 
el ser humano como centro de la actividad empresarial. Volver al 
ser humano como centro de la actividad económica sólo es una te-
sis posible si, además de educación instrumental, se avanza en el 
paso del principio siguiente: la formación. Y es que más allá de pre-
tender la educación de los asociados mediante la enseñanza de téc-
nicas y la aplicación de instrumentos que permitan desarrollar me-
jores prácticas en la gestión socioeconómica, todas ellas vitales e 
importantes en el quehacer cooperativo, lo que el principio busca 
es garantizar la presencia de mejores individuos en cuanto a sus re-
laciones humanas, personales y sociales.»

Pero, no todo está dado, cuando un autor escribe sus ideas nece-
sita un interlocutor válido, que las lea y analice y hasta las propague, 
eso se logra si el receptor sabe leer e interpretar debidamente la lec-
tura, de ahí que sea importante conocer el desarrollo de la educación 
de cada país, que podría ser una plataforma sólida, como el caso de 
Costa Rica, sobre el cual el desarrollo de la educación, de la formación 
e información puede tener asidero para conseguir sus objetivos. De 
acuerdo con lo indicado, se considera necesario conocer cómo se dio el 
fenómeno educativo en Costa Rica y los beneficios que ha dado y da al 
Cooperativismo
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2. Origen de la política pública en educación en Costa Rica

Con más de 150 años la política pública para la educación, su 
origen en Costa Rica, inició con la Constitución Política de 1869, 
donde se estableció la obligatoriedad y gratuidad de la enseñanza 
primaria; la cual se amplió en 1973 hasta noveno año, según refiere 
Díaz (2017) en reseña del libro del investigador Iván Molina Jimé-
nez denominado La educación en Costa Rica. De la época colonial 
al presente. Molina apunta a las exigencias de la población costa-
rricense para obtener del Estado una educación de calidad y basada 
en principios democráticos. A través de los años, la educación im-
pulsada por el Estado se fue enriqueciendo y afinando con la apro-
bación del Sistema de educación, la regionalización de la educación 
primaria y secundaria, el nacimiento de las universidades públicas, 
tanto en el siglo  xix como el siglo  xx, así como la aplicación de la 
Tecnología Informática y la educación universitaria a distancia, a fi-
nales del siglo pasado.

El Estado ha estado comprometido, en forma permanente, en 
cuanto el financiamiento del sistema educativo, formado por la edu-
cación preescolar, general básica y diversificada, las cuales son obliga-
torias, en el sistema de enseñanza pública, incluida la superior, gra-
tuitas y costeadas por la Nación garantizado por la aprobación de 
una reforma, en el 2011, a la Constitución Política de 1949, que in-
cluyó en su artículo 78 donde se dispuso una norma presupuesta-
ria, con el fin de garantizar el ingreso para la educación estatal, in-
cluida la superior. En el texto constitucional se estableció que el gasto 
público no será inferior al ocho por ciento (8%) anual del producto 
interno. Unido a la eliminación del ejército como institución per-
manente, en la Constitución Política de 1949, ha permitido a gran 
cantidad de costarricenses y extranjeros —que habitan en este país— 
acceder a la educación como una forma de ascenso socio-económica.

3.  Desarrollo de la política de educación cooperativa en Costa Rica

El primer cuerpo normativo de Costa Rica, que contempló una le-
gislación específica y organizada para todas las cooperativas, fue el Có-
digo de Trabajo, promulgado en 1943, sin embargo no incluyó la edu-
cación cooperativa como aspecto de desarrollo del Cooperativismo 
nacional. Veinticinco años después, en 1968 se aprueba una ley espe-
cial para las cooperativas y los Principios Cooperativos obtuvieron su lu-
gar en el artículo 3.
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En el Código de Trabajo, únicamente existió la posibilidad de cons-
tituir cooperativas escolares, reguladas por el artículo 302, con una fi-
nalidad muy restringida, y consistió en el suministro a los asociados de 
material y útiles de estudio; fueron reguladas como una variedad de las 
cooperativas de consumo y se rigieron por las mismas normas estable-
cidas para ese tipo de cooperativas —artículo 301— cuyo objeto era la 
provisión, venta y distribución entre los asociados y sus familiares de ar-
tículos de alimentación, vestuario y de consumo doméstico en general.

4.  Bases legales y reglamentarias que desarrollan el principio de 
educación, formación e información en Costa Rica

Hasta el presente en la LAC se mantiene la redacción original del 
principio sobre educación, pues esa normativa legal se promulgó dos 
años después de la revisión de Principios Cooperativos realizada por la 
ACI, en 1966. El contenido del inciso g) en el artículo 3 se limita al con-
cepto de ese momento y expresa que todas las cooperativas del país 
deben fomentar la educación, el bienestar social y mejoramiento de las 
condiciones de vida de los asociados y sus familias.

Sin embargo, en la ley cooperativa desde 1968 se desarrolla am-
pliamente el Principio de educación cooperativa, y se ha ido ampliando 
con leyes, reglamentos que han impulsado la enseñanza del Coopera-
tivismo para toda la población costarricense. De tal modo que existe 
la posibilidad de obtener la vivencia cooperativa desde la niñez, a tra-
vés de la pertenencia a una cooperativa con características especiales, 
como son las cooperativas juveniles que integran niños y adolescen-
tes guiados por docentes. O bien, cuando se ingresa a una cooperativa 
en la vida adulta, se reciben los beneficios del Comité de Educación y 
Bienestar Social de esa organización, pues la LAC estableció como ór-
gano social permanente la existencia de ese Comité.

La LAC de 1968 contiene disposiciones que regulan las coopera-
tivas escolares y estudiantiles —artículo 24— y en el artículo 25 les 
asigna una función primordialmente educativa, orientada en el sentido 
de que los estudiantes se familiaricen con las prácticas de ayuda mu-
tua, a tomar sus propias decisiones, trabajar en equipo, ser sociables, 
ser respetuosos de los derechos de otras personas y en suma, que tales 
prácticas se constituyan un medio coadyuvante a la formación integral 
de su personalidad.

Ambos tipos de cooperativas, pueden ser constituidas por patrona-
tos escolares, juntas de educación, juntas administrativas, padres de fa-
milia, maestros, profesores y estudiantes, dirigidas a la atención de las 
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necesidades de un plantel educativo y de los propios interesados, se 
pueden citar: el ahorro, servicios de fotocopiado y librería, venta de he-
lados, reforestación y otras labores relacionadas con la actividad edu-
cativa. El mínimo de estudiantes interesados en la constitución de una 
cooperativa, debe ser de veinte y son guiados por un docente asignado 
por el director del Centro Educativo.

4.1.  Del comité de educación y bienestar social como órgano social de 
una cooperativa

Como se refirió, en Costa Rica, todas las cooperativas de base de-
ben tener un Comité de educación y bienestar social es un órgano so-
cial de obligada existencia en toda cooperativa, a excepción de los or-
ganismos de integración y los auxiliares del Cooperativismo. El artículo 
50 establece que dentro de la estructura organizacional de las coope-
rativas debe funcionar ese Comité, constituido por un mínimo de tres 
personas asociadas, cuya responsabilidad es planear y hacer cumplir 
efectivamente los programas educativos y de carácter social. Corres-
ponde a ese Comité establecer las facilidades necesarias para que las 
personas asociadas de la cooperativa y quienes quieran ingresar a ella, 
reciban educación y capacitación cooperativa, y amplíen sus conoci-
mientos en esa materia. 

El artículo 82 dispone que toda cooperativa tendrá una reserva que 
se invertirá exclusivamente en educación y capacitación cooperativa, 
destinándose para ello como mínimo el 5% de los excedentes bru-
tos generados durante el ejercicio económico, además de otros recur-
sos específicos que la ley cooperativa condiciona que sean usados para 
este fin.

4.2.  Del uso de la reserva de educación de las asociaciones cooperativas

El Instituto Nacional de Fomento Cooperativo (INFOCOOP) emitió 
recientemente un reglamento para uso de la reserva de educación de 
las asociaciones cooperativas, (INFOCOOP 2016). A través del conte-
nido de este Reglamento, el INFOCOOP describe en forma amplia, el 
contenido de la nueva formulación del principio en comentario, si bien, 
en el nivel legal no ha sido incorporado y conforme con este regla-
mento no queda duda de las posibilidades de su ejecución. En forma 
sucinta se expone su contenido, el Anexo I, donde se puede consultar 
en forma completa las acciones a realizar por las cooperativas:
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La reserva para educación y capacitación se forma con los siguien-
tes recursos:

a) Un cinco por ciento (5%) como mínimo, deducido del exce-
dente bruto que resulte en la cooperativa, al cierre de cada 
ejercicio económico.

b) Los beneficios indirectos y los excedentes producidos por ope-
raciones realizadas con no asociados.

c) Las sumas que no tuvieran destino específico.
d) El 50% de los intereses y las sumas repartibles que no fueran 

cobradas por los asociados, sus representantes autorizados, o 
sus beneficiarios, dentro del término de un año posterior a la 
fecha en que la Asamblea General de Asociados o Delegados 
haya aprobado los porcentajes por distribuir. El otro 50% co-
rresponde a la reserva de bienestar social, según artículo 82 de 
la Ley 4179 y sus reformas.

e) Los ingresos provenientes de las cuotas de admisión, una vez 
cubiertos los gastos de organización, constitución, e inscripción 
de la cooperativa y en el porcentaje que establezcan los Estatu-
tos.

f) Las sumas específicas que acuerde la Asamblea General.
g) Las partidas que se incluyan en el presupuesto anual de la coo-

perativa para fortalecer la Reserva o Provisión para Educación y 
Capacitación, y 

h) Las donaciones, legados, herencias u otros (artículo 1 de Regla-
mento de la Reserva de Educación)

Las cooperativas de autogestión no están obligadas a constituir la 
reserva de educación. Sin embargo, un 4% de los excedentes netos 
se debe destinar a la formación de un fondo para la promoción y ca-
pacitación de empresas cooperativas de autogestión, conforme el ar-
tículo 114 inciso 4) de la Ley 4179, manejado por la Comisión Perma-
nente de Cooperativas de Autogestión.

Los organismos auxiliares como el CENECOOP R.L. y los de integra-
ción del cooperativismo —federaciones o uniones—, en razón de su 
naturaleza, no están obligados a constituir la reserva de educación

La Reserva de Educación y Capacitación se destina a sufragar den-
tro de la zona de influencia de la cooperativa, actividades y programas 
de divulgación del modelo cooperativo en sus aspectos filosóficos, doc-
trinarios, educativos y de capacitación, tanto en sus formas y procedi-
mientos sociales, para fines administrativos, como en su gestión em-
presarial, incluyendo la enseñanza de metodologías y técnicas para el 
desarrollo de procesos que ayuden a obtener mejores resultados so-
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cioeconómicos de las actividades a que se dedican los asociados, en el 
mayor aprovechamiento de los servicios que otorga la cooperativa, y en 
el fortalecimiento y consolidación de la asociación.

El Comité de Educación y Bienestar Social es el ente responsable 
de la programación y coordinación de los planes de educación, capa-
citación y divulgación cooperativa que se proyecten dentro de la orga-
nización en el nivel central y en todas las localidades donde funcionen 
agencias o sucursales. Debe diseñar un Plan Anual de Educación, Capa-
citación, Formación e Información Empresarial Cooperativa, dirigido a:

1.º Asociados.
2.º Potencialmente asociados
3.º Directores de los órganos de dirección cooperativa.
4.º El personal de la cooperativa.

Las cooperativas incluyen todo el contenido de ese Reglamento 
de Uso de la Reserva de Educación en el Reglamento del Comité de 
Educación y Bienestar Social de Coopejudicial R.L ( Coopejudicial R.L., 
2018).

El Plan Anual de Educación, Capacitación, Formación e Informa-
ción Empresarial Cooperativa debe incluir temas relacionados con los 
siguientes campos:

EDUCACION COOPERATIVA. Dar a conocer y lograr la compren-
sión de los asociados actuales y potenciales, al personal de la coo-
perativa, directores y demás integrantes de los órganos sociales, los 
fundamentos sociales; los valores y los principios; los métodos y los 
procedimientos que deben aplicarse en cooperativismo, para obtener 
los mejores resultados en la administración y dirección superior de la 
cooperativa, y en su gestión empresarial.

Dar a conocer a los asociados y potenciales asociados, las leyes, re-
glamentos, estatuto, normas y procedimientos y otras disposiciones 
que, de acuerdo con el ordenamiento jurídico del país pueden ser apli-
cadas a la cooperativa como persona jurídica o a sus miembros.

GESTION EMPRESARIAL. Coordinar con instituciones públicas o 
privadas, relacionadas o no con el quehacer cooperativo, para que en 
conjunto y por medio de capacitación, infundan en los asociados, en el 
personal, directores y demás integrantes de los órganos sociales, la im-
portancia de aplicar procedimientos modernos de acuerdo con adelan-
tos científicos y tecnológicos, con el objetivo de que logren aumentar 
la productividad y mejorar la calidad de acuerdo con las actividades a 
que se dedican.
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El Comité de Educación podrá coordinar con el INFOCOOP, CENE-
COOP R.L., Uniones, Federaciones u Organismos auxiliares a que perte-
nezca la cooperativa, con instituciones públicas o privadas, nacionales 
o internacionales a fin de lograr colaboración, directa en Programas de 
becas nacionales o en el extranjero para la capacitación de directores, y 
demás integrantes de los órganos sociales, personal de la cooperativa, 
asociados o hijos de estos, Programas formales de estudios de, pre-
grado, grado y posgrado, cursos, seminarios, conferencias, charlas, me-
sas redondas y otras actividades sobre temas cooperativos. 

INFORMACION. Dar a conocer a los asociados y potenciales aso-
ciados, así como a sus directores, demás integrantes de los órganos so-
ciales, y al personal, la estructura organizacional de la cooperativa, los 
derechos, las atribuciones, y las responsabilidades de los órganos que 
la componen y de las personas que los integran. Impulsar campañas 
para atraer nuevos asociados a la organización, o bien para reactivar 
aquellos que presenten el carácter de inactivos.

5.  La actividad académica del Instituto Nacional de Fomento 
Cooperativo (INFOCOOP)

El INFOCOOP fue creado con la LAC en 1968 con la finalidad de 
fomentar, promover, financiar, divulgar y apoyar el cooperativismo 
en todos los niveles, tiene a su cargo la Capacitación y Asistencia téc-
nica y dirección legal de la actividad cooperativa, según artículo 157. 
En el inciso b) le corresponde realizar toda actividad educativa que fo-
mentar la enseñanza y divulgación del cooperativismo en todas sus 
formas y manifestaciones, para lo cual establecerá con preferencia 
cursos permanentes sobre doctrina, administración, contabilidad, ge-
rencia y toda actividad educativa que promueva un verdadero espíritu 
cooperativista nacional. Actualmente desarrolla tales actividades a 
través del Departamento de Innovación Cooperativa con el Programa 
Educación y Doctrina Cooperativa. El INFOCOOP es la institución que 
se ocupa de la promoción de las cooperativas, por lo cual dedica re-
cursos de todo tipo a su logro, entre sus contribuciones se encuentra 
el fascículo denominado Pasos para crear e inscribir una cooperativa 
(INFOCOOP (2004).

El INFOCOOP así como el MEP trabajan en muchas actividades y 
programas en conjunto con el CENECOOP R .L. ente cooperativo au-
xiliar dedicado al desarrollo del principio en estudio, como actividad 
principal.
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6.  El Centro de Estudios y Capacitación Cooperativa R.L. 
(CENECOOP R.L)

El CENECOOP R.L. nació en 1982 como un organismo auxiliar 
cooperativo sin fines de lucro, dedicado a la educación, capacita-
ción y actualización del movimiento cooperativo nacional, con el 
propósito de fortalecer su capacidad competitiva, en consonancia 
con los principios y valores cooperativos. En el estatuto integral de 
1988 se especificaron entre sus objetivos: la educación del campo 
cooperativo y la capacitación de sus dirigentes, funcionarios y aso-
ciados; la realización de estudios e investigaciones sobre diferen-
tes aspectos de la educación, formación y capacitación coopera-
tiva; la gestión de políticas y la consecución de recursos, así como 
la vinculación con entidades y organismos representativos y sis-
temas afines al ideario cooperativo a nivel nacional e internacio-
nal. En el Plan Anual Operativo de 2020 el Centro se ha planteado 
objetivos estratégicos, entre estos se encuentran los relacionados 
con la incorporación de la juventud, por medio del fortalecimiento 
de la participación una nueva generación en la gobernanza y cre-
cimiento de las cooperativas y otros esquemas de asociatividad, 
como desarrollo de la capacitación en temas cooperativos. Rela-
cionado con la formación, que se ubica en la gestión empresarial, 
el Centro se propone contribuir con la profesionalización, estrate-
gia, y modernización operativa de las cooperativas nacionales y de 
la región.

La información como elemento del principio en estudio se 
busca alcanzar con la incorporación de sectores de nueva econo-
mía de innovación y conocimiento en el sistema nacional de coo-
perativas y/u otros esquemas de asociatividad y extender su acti-
vidad en más de un de 20% de participación internacional en el 
conjunto de sus programas, que buscan fomentar la transforma-
ción y capacitación del desempeño económico, social y ambiental 
en el marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030. (CE-
NECOOP R.L., PAO 2020, 7 y 8). La proyección de ingresos para 
el 2020, asciende a la suma de ¢1.044.066.880 (colones) corres-
ponde a la suma de $ 1800115. La fuente de recursos financieros 
del CENECOOP R.L. proviene del porcentaje de los excedentes de 
las cooperativas que establece el Artículo 11 de la Ley 6839 y sus 
reformas, artículo 80 actualmente, (CENECOOP R.L., PAO 2020, 
39 y revisar Sánchez, 2016 para entender mejor el financiamiento 
de este organismo auxiliar. Una relación que ha aportado muchos 
beneficios al Cooperativismo nacional ha sido la relación interins-
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titucional del CENECOOP R.L y el INCAE Business School, escuela 
que proviene de Estados Unidos de América, escuela de negocios 
en América Latina y que se vincula con el Cooperativismo nacional 
con base en la promulgación de la Ley N.° 6839 (CENECOOP R.L., 
PAO 2020, 35). 

La amplia oferta académica del CENECOOP R.L. para este año 
se resume en la siguiente lista extraída del PAO y que busca formar 
tanto a los cooperativistas en sus diferentes roles dentro de la coope-
rativa, como los administradores contratados y formar a formadores 
cooperativistas. Para efectos de consulta, los contenidos de los pro-
gramas académicos se encuentran en el PAO 2020, (CENECOOP R.L., 
PAO 2020, 7 Y 8).

Plan Anual Operativo 2020 ().

A. Programas académicos sobre gestión cooperativa
A.1. Programa Gestión Empresarial Cooperativa
A.2. Programa de Formación e Integración Cooperativa
A.3. Programa de Gestión Educación Virtual
A.4. Programa Educación Formal para cooperativistas.
A.5. Programa de Innovación y Emprendimiento Asociativo

B. Programa de Liderazgo Cooperativo (NJ-01)
B1. Liderazgo Cooperativo
B.2. Proceso Formativo para la Incidencia y Gobernanza Cooperativa
B.3. Especialista Liderazgo Cooperativo
B.4. Fortalecimiento de la educación Cooperativa
B.5. Programa Innovación y Emprendimiento Juvenil

C. Programas de Investigación y Desarrollo
D. Programa de Divulgación Cooperativa

De importancia es el programa de Gerentes Líderes I, nacido 
en el 2011, que surge de la alianza estratégica del Centro de Es-
tudios y Capacitación Cooperativa CENECOOP R.L y el INCAE Bu-
siness School cuyos contenidos que permiten evaluar, corregir y 
desarrollar habilidades y destrezas en la conducción de procesos 
organizativos y el manejo de equipos de alto desempeño a tra-
vés del estudio de temas como: Tendencias en el entorno y alinea-
miento organizacional, Gestión, cambio, ejecución y generación 
del compromiso, Calidad de comunicaciones y relaciones, Desarro-
llo de equipos de alto desempeño, Gestión del talento: coaching y 
empowerment e Inteligencia emocional e impacto personal en la 
empresa (CENECOOP CATEGORY (2017).
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7.  La vida del cooperativismo costarricense a través de los 
informes de Comites de Educación y Bienestar Social

Existen múltiples fuentes documentales que informan sobre la vida 
del cooperativismo costarricense a través de los informes de comités de 
educación y bienestar social de las cooperativas. Por ejemplo, se puede 
encontrar información en la página conjunta del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, donde constan las Asambleas ordinarias y extraordi-
narias, así como las sesiones de integración de las directivas de los ór-
ganos sociales de las cooperativas y entes de integración, los cuales es-
tán exonerados de tener ese Comité si bien realizan actividad educativa 
y formativa.

De la revisión de esa página se encontraron datos interesantes so-
bre el comportamiento de los asociados y del Comité de Educación y 
Bienestar Social:

— En algunas cooperativas no se recibe el informe del Comité y 
solo se da importancia a los informes del Consejo de Administra-
ción, Gerencia y Comité de Vigilancia, un ejemplo es Coopecali-
fornia R.L..

— En otras cooperativas, el Comité ofrece el informe pero no es 
transcrito en el acta. Ejemplo de la falta de transcripción es Coo-
peagrona R.L

— En algunas cooperativas, casi la mayoría de las revisadas, el in-
forme del Comité de Educación y Bienestar Social se refiere úni-
camente a las actividades de tipo social, tales como celebración 
del día del Padre y de la Madre, rifas en el fin de año, ayudas so-
ciales por problemas de los asociados por desastres naturales, al-
gunas ayudas a la comunidad donde se ubica la cooperativa. Se 
pueden mencionar las siguientes cooperativas que han seguido 
esa costumbre: Coopecostura R.L, Coopeguarcoop R:L. y Coo-
peguarcoop R:L.

— Algunas cooperativas tienen su página Web como forma de 
relacionarse con sus asociados y también tienen publicacio-
nes como boletines informativos o revistas como Coopevicto-
ria R.L. que tiene la Revista Acontecer cooperativo (COOPE-
VICTORIA R.L. 2019). La actividad académíca del Comité se 
relaciona más con la capacitación técnica según el giro de la 
cooperativa, dado que el INFOCOOP y el CENECOOP R.L ofre-
cen el apoyo en los aspectos de ideología, identidad y cono-
cimiento del Cooperativismo nacional e internacional. Tam-
bién destaca Coopeguanacaste R.L que incluye en las Actas 
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de Asambleas de asociados los informes del Comité de Edu-
cación y Bienestar Social y aprueba el Plan de Trabajo sobre la 
Reserva de Educación.

— Otras cooperativas no tienen informes de ese Comité, como el 
caso de Coopetaboga R.L. y Coopetade R.L.

En el siguiente cuadro se resume la información antes explicada 
junto con la fecha de constitución de cada cooperativa, su objeto so-
cial, tamaño de la cooperativa, la inclusión o no de los informes del Co-
mité de Educación y Bienestar 

Sobre los informes del Comité de Educación y Bienestar Social de las cooperativas

Cooperativa Constitución y 
actividad

T a m a ñ o 
más de 30 
asociados

INFORMES DE CO-
MITÉ DE. EDUCA-
CION Y BIENESTAR 
SOCIAL

Solo se ven as-
pectos sociales

Coopevictoria R.L. 1943 agrícola 
industrial

si Si y tienen una Re-
v ista Acontecer 
Cooperativo.

Coopeguanacaste 
R.L.

1965 electrifi-
cación

si Si hay informe y se 
aprueba Plan de 
Trabajo sobre la 
Reserva de Educa-
ción

Coopecalifornia R.L. 1985 palma 
africana

SI No hay contenido Asociados pi-
den aclaracio-
nes sobre ayu-
das sociales

Coopecostura R.L 1988 costura 
industrial

si Se unen informes 
de ambos aspectos

Coopetaboga R.L. 1968 si No hay mención 
Coopeagrona R.L. 1984, auto-

gestionaria de 
agricultores

no Solo indica que se 
presentan 

Coopeguarcoop R:L 1986
Ahorro y cré-
dito

si S i  hay informe 
p e r o  s ó l o  e n 
cuanto a activida-
des sociales

Coopetade R.L. 1986 taxistas no No hay informes

Elaborado por la Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, información ob-
tenida del registro denominado Laserfiche del INFOCOOP y Ministerio 

http://www.laserfiche.com/
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de Trabajo y Seguridad Social, donde constan las asambleas ordinarias 
y extraordinarias de los entes cooperativos. 2020.

Las noticias en la web de CENECOOP R.L. reportan múltiples par-
ticipaciones y vínculos entre cooperativas y este ente cooperativo, así 
como el trabajo conjunto con el MEP y el INFOCOOP, sin dejar de lado 
el aporte de las cooperativas a la comunidad donde se desarrollan o al 
sector económico al que pertenecen.

Los ejemplos abundan y se refieren a las tres vertientes en que se 
ha desarrollado en este siglo, el contenido del principio en estudio:

FORMACION: las posibilidades de desarrollo de este elemento del 
V PRINCIPIO COOPERATIVO, son múltiples, sobre todo cuando se cen-
tra en el desarrollo de la persona dentro del cooperativa como un me-
dio de vida, las cooperativas costarricense en un afán de desarrollar el 
valor de solidaridad, a través de la actividad de los Comités de Educa-
ción y Bienestar Social colaboran con otras instituciones educativas, 
como el caso de Coopemep R.L.- cooperativa de educadores, que rea-
lizó un importante aporte económico al Colegio Ricardo Castro Beer de 
Orotina, para restaurar su Biblioteca y adquirir 50 sillas para el uso de 
los estudiantes.

Otro caso fue la acción de la Federación de Cooperativas de aho-
rro y crédito R.L. (FEDEAC R.L. 2018) que propició un Encuentro de Co-
mités de Educación, con el objeto de materializar la identidad coope-
rativa, impulsando entre las cooperativas de ahorro y crédito, un alto 
valor percibido al componente de pensamiento y a partir de ahí empe-
zar a construir un modelo que propicie un valor agregado al modelo de 
hacer negocios. Pues en opinión de sus dirigentes «El Comité de Edu-
cación de cada cooperativa de ahorro y crédito, son llamados a fomen-
tar la educación cooperativa, mediante experiencias perdurables que 
mejoren la calidad de vida de las personas y comunidades en todo el 
país.»

CAPACITACION: Se encuentra la participación de CENECOOP R.L 
junto con la Unión Regional de Cooperativas de Guanacaste R.L. (UR-
COGUA R.L.) capacitó en «Planificación Estratégica». Los objetivos fue-
ron proporcionar a los participantes, los conocimientos necesarios para 
comprender el proceso de planeación estratégica, como una herra-
mienta más del control estratégico y la evaluación de riesgos en la em-
presa.

INFORMACIÓN: En el caso de la Cooperativa nacional de educa-
dores R.L. COOPENAE R.L., el CENECOOP R.L. refirió la experiencia de-

https://www.facebook.com/cenecoop/?__cft__%5b0%5d=AZXI4LaGWzL7hnFlW4939EANZ3WvVuWv1oZpO_YUFgyIsDx14ufKYd22y4txEMmEKcDCkDOKhT_hiF11S9ZKCK4g6yleDL0OivsEJeelDG2fHk6YcoFrxvDzT-5CkEAqt3aU4Vt-DHXTbuw2l7ndQGvWzanV9deGhrjKfdN8VJpiDlSZbbevO9qWZr9ybD8sSRmz_64g4__qRn6jGTQp3YayLKqOSepqD46elI-FsnIF1OBqoA_9i5zy1GuyJbxLq68&__tn__=-UC%2CP-R
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nominada Cenecoop R.L. JÓVENES APRENDEN DEL COOPERATIVISMO 
HACIENDO USO DE LA MAGIA para relatar como COOPENAE R.L. con 
el objetivo de enseñar a las nuevas generaciones los principios del Coo-
perativismo, los beneficios de ser parte de una cooperativa y la impor-
tancia de invertir y ahorrar a una edad temprana, COOPENAE realizó 
un ciclo de charlas informativas en distintos centros educativos del país 
como parte de las celebraciones de la Semana del Cooperativismo.

8.  Los servicios de educación desarrollados por cooperativas

Las cooperativas formadas por educadores o padres de familia tam-
bién son otra manifestación de la aplicación de la idea cooperativa, en 
Costa Rica y que han dado excelentes frutos desde el punto de vista de 
la gestión de la empresa cooperativa fundamentada en los Valores y 
Principios Cooperativos.

Servicios pedagógicos con rostro cooperativo

Cooperativa Centro educativo

COOPECOCEIC R.L Col. Cooperativo de Educación integral, Coronado, 2000

CENECOOP R.L. Universidad Fundepos

COOPECEP R.L. Centro Educativo de Pindeco, Buenos Aires, creada en 2015

COOPEJOVO R.L. Colegio Jorge Volio Jiménez, Cartago creada en 1993

COOPESELI R.L. Caribean College, Limón, creada en 1969

EDUCOOP R.L. Instituto Educativo San Gerardo, Alajuela

URCOZON R.L. Centro Educativo San Carlos Borromeo, Ciudad Quesada

Fuente: Infocoop bajado de .https://www.aciamericas.coop/Crecen-los-servicios-educativos-coope-
rativos-en-Costa-Rica. 

Por ejemplo COOPESELI R.L. (El independiente 2018) surgió con 
el propósito de satisfacer la urgente necesidad de enseñanza bilin-
güe para los hijos del personal extranjero que laboraba en las compa-
ñías transnacionales residentes en la Provincia de Limón. COOPEJOVO 
R.L., en Cartago, es una cooperativa donde los padres de familia son 
los propietarios del Colegio Jorge Volio. En el 2013 tomaron la decisión 

https://www.cene.coop/category/cenecoop/
https://www.cene.coop/jovenes-aprenden-del-cooperativismo-haciendo-uso-de-la-magia/
https://www.cene.coop/jovenes-aprenden-del-cooperativismo-haciendo-uso-de-la-magia/
https://www.aciamericas.coop/Crecen-los-servicios-educativos-cooperativos-en-Costa-Rica
https://www.aciamericas.coop/Crecen-los-servicios-educativos-cooperativos-en-Costa-Rica


El impulso y ejercicio del principio de educación, formación e información Ligia Roxana Sánchez Boza

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 39-69 

60 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp39-69 • http://www.baidc.deusto.es 

de comprar su propio terreno y fue así como adquirieron un lote de 
12.000 m2. COOPECOCEIC R.L. COOPECEP R.L., son los profesores los 
dueños de la cooperativa que brinda servicios educativos de preescolar, 
primaria y secundaria en Buenos Aires de Puntarenas.

9.  Enseñanza obligatoria del cooperativismo en todos los 
centros educativos del país

En 1973 se promulgó la Ley de incorporación de la enseñanza del 
cooperativismo en escuelas, colegios y centros nacionales, ley N.º 5184 
derogada por la Ley N.6437 de 15 de mayo de 1980 que estableció la 
enseñanza obligatoria del cooperativismo en todos los centros educati-
vos del país, sean públicos o privados, para incorporar la enseñanza del 
cooperativismo, en sus planes de estudios. El propósito fundamental de 
la noma es lograr un equilibrio entre los aspectos teóricos y prácticos. 
También, se legisla para que las instituciones formadoras de docen-
tes den especial importancia a la enseñanza del cooperativismo, con 
el propósito de que los futuros educadores estén en capacidad de de-
sarrollar esa materia con sus educandos.

Las Cooperativas Escolares (de primaria y secundaria) se registran 
en el Departamento de Gestión de Empresas y Educación Cooperativa, 
el cual asesora, supervisa y evalúa el cooperativismo escolar del país. 
A ese departamento le corresponde la elaboración de diferentes do-
cumentos y capacitaciones relacionadas con el tema de la Educación 
Cooperativa y la Gestión de Empresas. Está formado por dos áreas: una 
que fomenta la cultura emprendedora y brinda seguimiento en la eje-
cución de proyectos productivos, que motiven a los jóvenes a ser em-
presarios. Y otra que tiene como objetivo la implementación de la Edu-
cación Cooperativa, en la oferta curricular, garantizando el derecho de 
los estudiantes de recibir una educación sustentada en principios y va-
lores cooperativos.

Las cooperativas juveniles se registran en el Registro de Coopera-
tivas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ubicado en el De-
partamento de Organizaciones Sociales. En el artículo 7 se promueven 
las cooperativas de este tipo, siempre y cuando en el centro educativo 
exista el interés de los educandos y las condiciones adecuadas. Un dato 
de 2016 es la cantidad de cooperativas inscritas en el MEP, era de 277 
con una membresía de 35.000 estudiantes asociados (MEP, 2016)

Desde 2005 funciona el Programa Nacional de Educación Coo-
perativa, su eje de acción, es el desarrollo de la cultura emprende-
dora cooperativa en los niños y jóvenes, de diferentes niveles que 
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integran el sistema educativo nacional de una forma articulada. IN-
FOCOOP lo desarrolla con el Ministerio de Educación Pública, para 
cumplir con la Ley 6437 de enseñanza obligatoria del cooperati-
vismo resulta de vital importancia, funciona por medio de la cons-
trucción junto con el personal docente de recursos didácticos que 
promuevan de manera lúdica, participativa y amena, actividades 
que fomenten el enfoque de la Educación Cooperativa, y cuenta 
con los siguientes recursos:

Los contenidos de los programas de educación cooperativa están 
dirigidos a profundizar sobre la responsabilidad de los asociados con su 
cooperativa, su sentido de pertenencia, los derechos de los asociados, 
a exigir de sus dirigentes una actuación transparente, comunicación 
oportuna de las decisiones que tienen efectos económicos y sociales 
en cada cooperativa, en la Guía verde El cooperativismo escolar y estu-
diantil en Costa Rica, se introducen a los niños y jóvenes sobre la his-
toria del Cooperativismo mundial y costarricense y cómo constituir una 
cooperativa y su funcionamiento (MEP, 2010).

10.  La creacion de un sistema integrado de educación 
cooperativa y solidaria. Propuesta aun no ejecutada

En otros aportes de la autora relacionados con el desarrollo de una 
política pública para impulsar un Sector de Economía Solidaria (Sán-
chez, 2019) se hizo referencia a los proyectos impulsados en la Asam-
blea Legislativa para lograr ese objetivo, parte de esa iniciativa fue la 
promulgación de varios decretos, que únicamente se describen, por su 
relación con la Educación cooperativa:

Decreto N.º 39.836/MEP/MTSS 19 de julio de 2016. Crea el Sistema 
Integrado Nacional de Educación Cooperativa y Economía Social Soli-
daria para el Fomento de la Educación Cooperativa, Asociativismo de 
la Economía Social Solidaria y del Emprendedurismo Asociativo (SINE-
COOPESS), con el fin de mejorar el uso eficiente de los recursos des-
tinados a la Educación Cooperativa y el Emprendedurismo asociativo, 
como un consejo de trabajo interinstitucional. El SINECOOPESS estaría 
coordinado, articulado y representado por medio de un equipo inte-
rinstitucional para organizar, promover y planificar el desarrollo de es-
trategias y acciones que buscaban el cumplimiento de la legislación en 
materia de educación cooperativa, asociativismo en Economía Social 
Solidaria y Emprendedurismo asociativo, en todas las organizaciones e 
instituciones relacionadas dentro y fuera del movimiento cooperativo y 
las organizaciones de la Economía Social Solidaria. 
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Decreto N.º 39089-MP-MTSS – Declara de interés público y nacio-
nal el fomento, creación, desarrollo y formalización de los grupos, or-
ganizaciones y empresas de la Economía Social Solidaria.2015-07-16. 

Decreto N.º 41328-MEP-MTSS – Deroga el Decreto N.º 
39836-MEP-MTSS, que crea el Sistema Integrado Nacional de Educa-
ción Cooperativa y Economía Social Solidaria para el Fomento de la 
Educación Cooperativa, Asociativismo de la Economía Social Solidaria y 
del Emprendedurismo Asociativo. El cual deroga el anterior, dado que 
el Consejo Presidencial de Economía Social Solidaria mediante la Polí-
tica Nacional de Economía Social Solidaria por construirse en 2019, in-
corporaría acciones tendientes a favorecer la educación cooperativa y 
para el sector de economía social solidaria, dado el 14 de noviembre de 
2018.

Conclusiones

Un importante porcentaje de los costarricenses ha tenido y tiene la 
oportunidad de acceder a las ventajas del Cooperativismo, aunque de 
una revisión al Censo Cooperativo de 2012, la mayor parte de los coo-
perativistas se ubican en el sector de intermediación financiera, no hay 
duda que la educación en valores y principios del Cooperativismo con-
tribuyen a profundizar los principios éticos recibidos a través de la fami-
lia y la escuela.

Existen muchos programas de formación, sobre todo en el aspecto 
de la Identidad cooperativa y los Principios cooperativos a cargo esen-
cialmente del MEP y el INFOCOOP. Las cooperativas y entes de integra-
ción cooperativa, además del CENECOOP R.L. se ocupan más de la ges-
tión empresarial y la asistencia técnica a los asociados. También existen 
algunos programas dirigidos a informar el público acerca de las bon-
dades de la organización cooperativa, sin embargo, no son suficien-
tes para dejar de lado el reclamo por falta de pago del impuesto de la 
renta como lo hacen el resto de empresas en el país.

La ausencia de las universidades públicas como actores educati-
vos del Cooperativismo, es parte de la omisión en el estudio de la le-
gislación y el Derecho Cooperativo, pues sus curricula, incluían cursos 
al respecto. Esa situación hace pensar en la necesidad de profundizar 
más en la enseñanza del Derecho Cooperativo como una forma más 
acertada de transmitir el conocimiento sobre los derechos y debe-
res de la Cooperativa como ente jurídico y de sus asociados. Entre los 
temas de mayor interés desde el punto de vista de la autora, se en-
cuentra a la interpretación e integración de la normativa cooperativa 

http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC148797
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC148797
http://www.fao.org/faolex/results/details/en/c/LEX-FAOC148797
http://faolex.fao.org/docs/pdf/cos191197.pdf
http://faolex.fao.org/docs/pdf/cos191197.pdf
http://faolex.fao.org/docs/pdf/cos191197.pdf
http://faolex.fao.org/docs/pdf/cos191197.pdf
http://faolex.fao.org/docs/pdf/cos191197.pdf
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con otros cuerpos normativos que contempla la LAC-artículo 131- 
que remite al Código de Trabajo, del Código de Comercio y del Có-
digo Civil para resolver situaciones jurídicas no resueltas por la LAC y 
que por su naturaleza o similitud, puedan ser aplicables a estas aso-
ciaciones, siempre que no contravengan los principios, la doctrina y la 
filosofía cooperativas, y se deja como ejemplo para futuras investiga-
ciones la regulación de la responsabilidad civil del gerente y del Con-
sejo de Administración..

También, hay lagunas en la supervisión y orientación sobre el uso 
de la reserva en las cooperativas, por parte del INFOCOOP, pues si bien 
existe un Reglamento de uso de tal reserva, muchas cooperativas de-
dican los recursos de la misma, a actividades sociales, como quedó de-
mostrado en el cuadro incorporado a este ensayo. 

Ahora bien, recientemente, en el 2017 se obtuvieron datos fres-
cos de la situación del cooperativismo costarricense, que indicó que 
el Cooperativismo representaba el 40% de la Población Económica-
mente Activa y el 21% de la población nacional. A partir de esos da-
tos, en la Dirección del Programa The Social Progress Imperative se 
realizó una investigación en 12 cantones de 81 que tiene Costa Rica, 
con el fin de medir el impacto de las cooperativas en el progreso so-
cial de esos cantones y en opinión del Ing. Rodolfo Navas, Gerente de 
CENECOOP R.L, fue la primera vez que se hace un ejercicio para me-
dir el IPS en un modelo productivo como el cooperativismo. (CENE-
COOP R.L, 2017, p. 9). Un resumen de las tendencias de esa investi-
gación se puede encontrar en Sánchez Boza, L. R. ( 2019) como una 
prueba indudable de los efectos del Cooperativismo en Costa Rica, 
que no se hubieran podido logar sin las bases ofrecidas por la edu-
cación pública y el compromiso estatal con la educación cooperativa, 
declarada obligatoria:
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Anexo I

Contenidos del Plan anual de educación, capacitación, formación e 
información empresarial cooperativa. según Reglamento de uso de re-
serva de educación

a) Dar a conocer y lograr la comprensión de los asociados actuales 
y potenciales, al personal de la cooperativa, directores y demás 
integrantes de los órganos sociales, los fundamentos sociales; 
los valores y los principios; los métodos y los procedimientos 
que deben aplicarse en cooperativismo, para obtener los me-
jores resultados en la administración y dirección superior de la 
cooperativa, y en su gestión empresarial.

b) Educar, formar y capacitar a sus asociados, directores y demás 
integrantes de los órganos sociales, y al personal, para que 
atiendan los deberes y funciones que les corresponde en la coo-
perativa.

c) Motivar a los asociados para que ejerzan sus derechos en la 
cooperativa.

d) Dar a conocer a los asociados y potenciales asociados, así como 
a sus directores, demás integrantes de los órganos sociales, y al 
personal, la estructura organizacional de la cooperativa, los de-
rechos, las atribuciones, y las responsabilidades de los órganos 
que la componen y de las personas que los integran.

e) Dar a conocer a los asociados y potenciales asociados, las leyes, 
reglamentos, estatuto, normas y procedimientos y otras dispo-
siciones que, de acuerdo con el ordenamiento jurídico del país 
pueden ser aplicadas a la cooperativa como persona jurídica o a 
sus miembros.
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f) Fortalecer en los asociados la democracia participativa para ele-
gir y ser electos en órganos sociales, y destacar el derecho de 
propiedad o sentido de pertenencia de su cooperativa.

g) Divulgar y motivar a los asociados sobre el buen uso de los ser-
vicios cooperativos y el cumplimiento de los compromisos ad-
quiridos.

h) Coordinar con instituciones públicas o privadas, relacionadas 
o no con el quehacer cooperativo, para que en conjunto y por 
medio de capacitación, infundan en los asociados, en el perso-
nal, directores y demás integrantes de los órganos sociales, la 
importancia de aplicar procedimientos modernos de acuerdo 
con adelantos científicos y tecnológicos, con el objetivo de 
que logren aumentar la productividad y mejorar la calidad de 
acuerdo con las actividades a que se dedican.

i) Impulsar planes, métodos y programas que capaciten a los aso-
ciados para aprovechar al máximo los recursos naturales que 
sean necesarios para su subsistencia y desarrollo, sin debilitar 
dañar o destruir el medio ambiente.

j) Impulsar campañas para atraer nuevos asociados a la organiza-
ción, o bien para reactivar aquellos que presenten el carácter de 
inactivos.

k) Fortalecer la capacitación y participación de las mujeres, la ju-
ventud y la niñez en el ámbito cooperativo.

l) Formular programas de educación, capacitación y formación 
empresarial cooperativa continua, para mejorar el nivel de efi-
ciencia de la cooperativa.

El Comité de Educación deberá aprobar dicho Plan Anual de Edu-
cación, Capacitación, Formación e Información Empresarial Coopera-
tiva, antes del cierre del presupuesto.

El Comité de Educación podrá coordinar con el INFOCOOP, CENE-
COOP R.L., Uniones, Federaciones u Organismos auxiliares a que perte-
nezca la cooperativa, con instituciones públicas o privadas, nacionales 
o internacionales a fin de lograr colaboración, directa en: 

a) Programas de becas nacionales o en el extranjero para la 
capacitación de directores, y demás integrantes de los ór-
ganos sociales, personal de la cooperativa, asociados o hijos 
de estos.

b) Publicaciones en el ámbito de acción cooperativa.
c) Programas formales de estudios de, pregrado, grado y pos-

grado, cursos, seminarios, conferencias, charlas, mesas redon-
das y otras actividades sobre temas cooperativos. El manejo y 
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control financiero de los recursos de la reserva para educación y 
capacitación, estarán a cargo de la Administración Gerencial de 
la Cooperativa o de aquellos que tiendan al mejoramiento de la 
calidad o cantidad de la producción de la cooperativa o de sus 
asociados.
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activity of the cooperative.2.4. The relevance of education and train-
ing for effective democratic participation. 2.5. The relevance of edu-
cation and training for the professionalization of management and 
effective supervision of the cooperative. 2.6. The relevance of coop-
erative information in the relationship with the community. 3. The re-
serve for cooperative education and training as a instrument to im-
plement the principle of education, training and information. 3.1. 
Preliminary. 3.2. The establishment and sources of the reserve for co-
operative education and training. 3.3. The ownership of the manage-
ment of the reserve. 3.4. The legal nature of the reserve. 3.5. The in-
divisibility of the reserve for education and training. 4. Conclusions. 5. 
Bibliography

Resumo: O princípio da educação, formação e informação é um princípio 
estratégico nas cooperativas, apresentando-se como uma condição de aplica-
bilidade e eficácia de outros princípios, nomeadamente o princípio da gestão 
democrática pelos membros, o princípio da adesão voluntária e livre e o princí-
pio do interesse pela comunidade. Trata-se de um princípio polivalente, abran-
gendo os vetores da educação, formação e informação, tendo como destinatá-
rios os membros, os representantes eleitos, os dirigentes, os trabalhadores da 
cooperativa e a comunidade. A educação e formação dirigidas à qualificação 
cívica, organizacional e profissional dos cooperadores, dos titulares dos órgãos 
de administração e fiscalização, e dos trabalhadores contribuirão para a me-
lhor compreensão dos modelos de governação e fiscalização da cooperativa, 
potenciando a profissionalização da gestão e induzindo os cooperadores a par-
ticipar ativamente na sua cooperativa, a deliberar corretamente nas assem-
bleias, a eleger conscientemente os seus órgãos e a controlar a sua atuação. 
A informação cooperativa, ao direcionar-se ao público em geral, permite uma 
inserção dinâmica das cooperativas na comunidade, sensibilizando-a quanto à 
natureza e benefícios da cooperação, potenciando, deste modo, adesões cons-
cientes. Em Portugal, este princípio projeta-se no estatuto jurídico dos coope-
radores, mediante o reconhecimento de um direito de participar nas atividades 
de educação e formação cooperativas, com a consequente obrigação de as 
cooperativas organizarem tais atividades de educação, formação e informação, 
devendo para o efeito constituir obrigatoriamente uma reserva, a qual se apre-
senta com caráter absolutamente irrepartível, constituindo uma das maiores 
especificidades do regime jurídico das cooperativas portuguesas.

Palavras-Chave: princípio da educação, formação e informação, partici-
pação, profissionalização da gestão, reserva de educação e formação coopera-
tivas.

Abstract: The principle of education, training and information is a strate-
gic principle in cooperatives. It is a condition for the applicability and effective-
ness of other principles, namely the principle of democratic member control, 
voluntary and open membership, and the principle of interest for the com-
munity. It is a polyvalent principle, comprising the vectors of education, train-
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ing and information, addressed to members, elected representatives, leaders, 
workers of the cooperative and the community. Education and training ori-
ented to the civic, organizational and professional qualification of the coopera-
tors, of the management and supervisory board holders, and the workers will 
contribute to a better understanding of the models of governance and super-
vision of the cooperative, strengthening the professionalization of the man-
agement and inducing the cooperators to participate actively in their coop-
erative, to deliberate correctly in the assemblies, to consciously elect its bodies 
and to control its performance. By addressing the general public, cooperative 
information allows the dynamic insertion of cooperatives in the community, 
making them aware of the nature and benefits of cooperation, thus enhancing 
conscious membership. In Portugal, this principle is projected in the legal sta-
tus of cooperators, through the recognition of a right to participate in coop-
erative education and training activities, with the consequent obligation of co-
operatives to organize such education, training and information activities, and 
for this purpose must constitute a reserve, which is absolutely indivisible, con-
stituting one of the significant specificities of the legal regime of Portuguese 
cooperatives.

Keywords: principle of education, training and information, participa-
tion, professionalization of management, reserve for cooperative education 
and training.
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1. Introdução e delimitação do objeto de estudo

Nas palavras de António Sérgio (1974, p. 235)., doutrinador e prin-
cipal referência cooperativa em Portugal, no séc. XX, «O cooperati-
vismo é um movimento de ascensão moral, de reforma social, que se 
serve, como instrumento, das necessidades económicas dos homens». 
A reforma moral reporta-se, segundo o autor, à importante missão pe-
dagógica e social que o cooperativismo pode desempenhar (Costa, 
1983, p.  24). É no contexto desta missão que deve ser percebido o 
princípio cooperativo da educação, formação e informação, o qual se 
apresenta como um elemento estruturante da identidade cooperativa, 
sendo a melhor evidência das singularidades das cooperativas (Namo-
rado, 2001; Fici, 2013).

Segundo Namorado (1999, p.  27), estamos perante um princí-
pio «verdadeiramente estratégico, da maior importância como fator 
de legitimação social da cooperatividade e como elemento de divul-
gação das experiências cooperativas». Carlos Torres Lara (1983, p. 89) 
chama-lhe a «regra de ouro do cooperativismo», sendo condição de 
aplicabilidade dos outros princípios e fator da sua vigência e eficácia 
(Namorado, 1995).

Os princípios cooperativos integram, conjuntamente com os va-
lores cooperativos, o conceito de Identidade Cooperativa, conceito 
definido pela Aliança Cooperativa Internacional (ACI), em Manches-
ter, em 1995. Os princípios cooperativos estão descritos no art. 3.º do 
Código Cooperativo português (CCoop)2, a saber: adesão voluntária 
e livre; gestão democrática pelos membros; participação económica 
dos membros; autonomia e independência; educação, formação e in-
formação; intercooperação; e interesse pela comunidade. Os valores 
cooperativos, que enformam aqueles princípios, são: i) os valores de 
autoajuda, responsabilidade individual, democracia, igualdade, equi-
dade e solidariedade, nos quais assenta a atividade das cooperativas 
como organizações; ii) os valores da honestidade, transparência, res-
ponsabilidade social e altruísmo que se dirigem ao comportamento 
individual dos cooperadores enquanto tais (Meira & Ramos, 2015; 
Namorado, 2018).

Em Portugal, os princípios cooperativos são de obediência obri-
gatória, sendo inclusivamente acolhidos pela própria Constituição da 
República (CRP). Neste sentido, o art. 61.º, n.º 2, da CRP dispõe que 

2 Lei n.º  119/2015, de 31 de agosto, com as alterações constantes da Lei 
n.º 66/2017, de 9 de agosto.
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«a todos é reconhecido o direito à livre constituição de cooperati-
vas, desde que observados os princípios cooperativos». Por sua vez, a 
al. a) do n.º 4 do art. 82.º da CRP consagra que o subsetor coopera-
tivo «abrange os meios de produção possuídos e geridos por coope-
rativas, em obediência aos princípios cooperativos» (Meira & Ramos, 
2015).

Nesta linha, o Código Cooperativo associa a definição legal de 
cooperativa à necessária obediência aos princípios cooperativos. As-
sim, nos termos do n.º 1 do art. 2.º do CCoop, serão cooperativas as 
«pessoas coletivas autónomas, de livre constituição, de capital e com-
posição variáveis, que, através da cooperação e entreajuda dos seus 
membros, com obediência aos princípios cooperativos, visam, sem fins 
lucrativos, a satisfação das necessidades e aspirações económicas, so-
ciais ou culturais daqueles». 

Daí que, no seu funcionamento, o desrespeito da cooperativa pelos 
princípios cooperativos constituía causa de dissolução da mesma (al. h) 
do n.º 1 do art. 112.º do CCoop). Trata-se de uma causa de dissolução 
compulsiva por via judicial (Meira, 2016a; Cunha, 2018). 

Como veremos ao longo deste estudo, o princípio da educação, 
formação e informação carateriza-se por uma forte polivalência, por 
uma multiplicidade de destinatários, por uma intensa conexão com os 
demais princípios, servindo-se de um importante instrumento para a 
concretização das suas finalidades, que é a reserva de educação, for-
mação e informação. 

O objetivo deste estudo é o de identificar e analisar as principais 
projeções jurídicas deste princípio no ordenamento português, as cone-
xões que estabelece com os demais princípios cooperativos, bem como 
as especificidades do regime jurídico da reserva de educação formação 
e informação. 

2.  A polivalência, as projeções e as conexões do princípio da 
educação, formação e informação

2.1. Vetores, finalidades e destinatários do princípio 

O princípio da educação, formação e informação aparece descrito 
no art. 3.º do CCoop, tal como foi formulado pela ACI, em 1995, a sa-
ber: «As cooperativas promoverão a educação e a formação dos seus 
membros, dos representantes eleitos, dos dirigentes e dos trabalha-
dores, de modo que possam contribuir eficazmente para o desenvol-
vimento das suas cooperativas. Elas devem informar o grande público, 
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particularmente os jovens e os líderes de opinião, sobre a natureza e as 
vantagens da cooperação».

Este princípio realça a importância vital de três vetores: a educação, 
a formação e a informação. Os dois primeiros vetores têm uma relevân-
cia predominante no âmbito interno e o terceiro vetor no âmbito ex-
terno (Gutiérrez Fernández, 1995).

Seguindo o pensamento de Ian MacPherson (1996, p. 33), «educa-
ção significará, mais do que distribuir informação, empenhar as mentes 
dos membros, líderes eleitos, gestores e trabalhadores na compreensão 
total da complexidade e riqueza do pensamento e ação cooperativa». 
A «formação significará assegurar que todos os que estão envolvidos 
nas cooperativas terão as capacidades necessárias para assumir as suas 
responsabilidades de modo efetivo». 

A informação centrar-se-á na difusão das especificidades e vanta-
gens da cooperação junto da comunidade em que a cooperativa se in-
sere (García Pedraza, García Ruiz & Figueras Matos, 2018).

O movimento cooperativo sempre assentou no paradigma do de-
senvolvimento integral dos seus membros. Assim, para além da com-
ponente cívica, a educação e a formação cooperativas pretendem que 
o cooperador adquira capacidades e conhecimentos que reforcem a 
sua cultura organizacional, assente nos princípios e valores cooperati-
vos, bem como adequadas ferramentas e competências técnico-profis-
sionais (Corberá Martínez, 2005). 

Os destinatários da educação e formação cooperativas serão: os 
membros, os representantes eleitos, os dirigentes e os trabalhadores da 
cooperativa. O destinatário da informação cooperativa é a comunidade 
em que se insere.

Nos termos do enunciado do princípio, a educação e formação têm 
como objetivo o de «contribuir eficazmente para o desenvolvimento 
das suas cooperativas».

A dimensão externa do princípio evidencia-se no dever de infor-
mação que incide «sobre a natureza e as vantagens da cooperação», 
tendo como destinatários «o grande público», o mesmo é dizer a co-
munidade, e dentro desta nomeadamente os jovens e os líderes de 
opinião. A informação permitirá uma inserção dinâmica das coope-
rativas na comunidade, fomentando o sentido de solidariedade e de 
responsabilidade da população em geral, sensibilizando-a quanto à 
natureza e benefícios da cooperação, potenciando, deste modo, a le-
gitimação social das cooperativas (Namorado, 1995; Macías Ruano, 
2015).
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2.2.  O direito/dever do cooperador de participar nas atividades de 
educação e formação

Uma das projeções internas deste princípio é o reconhecimento 
aos cooperadores do direito de participar nas atividades de educação 
e formação cooperativas (al. f) do n.º 1) do art. 21.º do CCoop). O re-
conhecimento deste direito ao cooperador tem como contrapartida a 
obrigação das cooperativas de organizar tais atividades de educação e 
formação, devendo para o efeito constituir uma reserva «para a educa-
ção e formação cultural e técnica dos cooperadores, dos trabalhadores 
da cooperativa e da comunidade» (art. 97.º, n.º 1 do CCoop), de que 
falaremos mais adiante. A organização destas atividades de educação e 
formação é uma das competências típicas das federações e confedera-
ções de cooperativas. De facto, o art. 108, n.º 1, al. d) do CCoop dis-
põe que compete às federações e confederações «fomentar e promo-
ver a formação e educação cooperativas podendo gerir as reservas de 
educação e formação dos membros» (Fici, 2018a). 

Faz parte do ADN das cooperativas a promoção e o fomento da 
educação quanto aos valores e princípios cooperativos, para que os 
cooperadores vivam de forma plena a sua qualidade de membro, cons-
cientes dos seus direitos e deveres, bem como da necessária participa-
ção na atividade da cooperativa. Deve o cooperador ou o aspirante a 
cooperador ter plena consciência de que: (i) a cooperativa cumpre não 
apenas uma função económica, traduzida na satisfação das necessida-
des dos seus membros, mas também uma função social, evidenciada 
pela primazia do indivíduo e dos objetivos sociais sobre o capital, pelo 
reinvestimento de fundos excedentários nos objetivos de desenvolvi-
mento a longo prazo, pela conjugação dos interesses dos membros 
com o interesse geral; (ii) a cooperativa é uma empresa de propriedade 
coletiva e gerida democraticamente pelos membros; (Meira, 2012). 

O reconhecimento e a interiorização destas especificidades das 
cooperativas são imprescindíveis para uma adequada participação dos 
cooperadores na atividade da cooperativa, quer na sua dimensão eco-
nómica, quer na sua dimensão política, quer na sua dimensão de ges-
tão e fiscalização (Meira, 2017; Rodríguez González, 2018). 

2.3.  A relevância da educação e formação para uma efetiva 
participação na atividade económica da cooperativa

Diversamente de uma sociedade comercial, o fim principal da coo-
perativa não é a obtenção de lucros para depois os repartir, mas maxi-
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mizar a vantagem que os membros retiram das operações que realizam 
com a cooperativa ou através da cooperativa. Efetivamente, as coope-
rativas não têm um fim próprio ou autónomo face aos seus membros, 
sendo um instrumento de satisfação das necessidades individuais (de 
todos e de cada um) dos cooperadores, que, no seio dela, e através 
dela trabalham, consomem, vendem e prestam serviços (Fajardo et al., 
2017). Por força do seu escopo mutualístico, as cooperativas operam 
com os seus membros, no âmbito de uma atividade que a eles se di-
rige e na qual participam cooperando (al. c) do n.º 2 do art. 22.º do 
CCoop). Esta participação, assente na cooperação e entreajuda, tradu-
zir-se-á num intercâmbio recíproco de prestações entre a cooperativa e 
os cooperadores, prestações essas que são próprias do objeto social da 
cooperativa (Meira, 2018a). 

Deste modo, a motivação central de um cooperador não se con-
funde com a motivação central de um sócio de uma sociedade comer-
cial. Para um cooperador essa motivação não será a rentabilização de um 
capital para o qual contribui, como acontece com os sócios das socie-
dades comerciais, mas a participação na atividade da cooperativa, com 
vista à satisfação das suas necessidades. Rui Namorado (2005, p. 162) 
destaca que «um sócio de uma sociedade comercial cumpre para com 
ela os seus deveres mais relevantes, nos termos do art. 20.º do Código 
das Sociedades Comerciais, se realizar as entradas a que se comprome-
teu e se quinhoar nas perdas, se elas correrem. Pode até participar nas 
assembleias gerais, mas abster-se-á de qualquer outra atividade que o 
relacione com a sociedade enquanto sócio, sem que por isso deixe de 
dar conteúdo útil à sua posição. Receberá os dividendos proporcionais 
ao seu investimento, como qualquer outro, dando assim sentido prático 
à sua qualidade de sócio». Diversamente, um cooperador que se limite 
à subscrição dos títulos de capital, abstendo-se de qualquer participa-
ção na atividade da cooperativa, não viverá de forma plena a sua qua-
lidade de cooperador, retirando dela poucas vantagens, mesmo se nos 
focarmos apenas nas económicas. Assim, por exemplo, se, no respetivo 
exercício, forem gerados excedentes e se os mesmos forem distribuídos, 
nada lhe caberá, uma vez que, a distribuição dos excedentes coopera-
tivos, quando tem lugar, depende do volume de transações entre cada 
cooperador e a cooperativa, e não do número de títulos de capital deti-
dos por cada cooperador (Meira, 2009).

Torna-se, por isso, imperioso educar e formar o cooperador quer 
para utilizar os serviços da cooperativa ou para desenvolver o traba-
lho que a integração na cooperativa implicará, quer para aceitar a 
cultura organizacional assente na observância dos valores e princípios 
cooperativos (Rodríguez González, 2018). 
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Esta educação e formação deverão ser contínuas, mas assumem 
uma particular relevância no tempo inicial da aquisição da qualidade 
de cooperador. É neste contexto que deve ser percebida a consagra-
ção em certos ordenamentos jurídicos de um período de prova, que 
consiste numa medida de precaução ou prudência que visa possibili-
tar ao cooperador admitido certificar-se que as condições humanas, lo-
gísticas, ambientais proporcionadas são as esperadas, dando-lhe a co-
nhecer, por via da educação e formação cooperativas, os princípios e 
valores cooperativos, os seus direitos e deveres e o modo peculiar de 
funcionamento da cooperativa. Assim, o legislador cooperativo espa-
nhol acolheu a possibilidade de os estatutos da cooperativa de primeiro 
grau preverem um período de prueba, período durante o qual se dá a 
conhecer, ao aspirante a cooperador, o tipo de cooperativa que esco-
lheu, os órgãos da mesma, o seu funcionamento, os seus direitos e de-
veres como cooperador. Se, durante esse período, o aspirante a coo-
perador — que beneficia, como qualquer membro de pleno direito, 
de todos os serviços que lhe poderá prestar a cooperativa — demons-
trar aos restantes cooperadores que foi capaz de se adaptar a esse fun-
cionamento, será definitivamente admitido (assim, por exemplo, a Lei 
5/1998, de Cooperativas de Galicia prevê, no seu art. 27.º, os socios a 
prueba). A este propósito, Adoración Mozas Moral (2001, p. 156) con-
sidera que a aceitação da cultura e valores cooperativos pelo aspirante 
a cooperador deverá ser considerado como um requisito imprescindível 
para aceder a qualquer cooperativa, uma vez que o seu bom funciona-
mento e, por consequência, o seu êxito disso depende. Esta figura foi 
também acolhida no direito italiano. Assim, o art. 2 527, parágrafo 2.º, 
do Codice Civile remete para o ato constitutivo a possibilidade de ad-
missão de soci in prova. Segundo Grabiele Racugno (2006, p. 68-69), 
estaremos perante uma espécie de tirocínio, com a duração máxima de 
cinco anos, em que se permite às partes — à cooperativa, por um lado, 
e ao aspirante a cooperador, por outro — avaliar e ponderar a recí-
proca conveniência e interesse na permanência na cooperativa. A legis-
lação cooperativa portuguesa é omissa quanto a este período de prova, 
no qual a educação e a formação cooperativas terão evidentemente 
um papel determinante na manutenção do vínculo cooperativo.

2.4.  A relevância da educação e formação para uma efetiva 
participação democrática

O direito e o dever à educação e formação surgem, igualmente, 
como uma condição da aplicabilidade do direito de participação demo-
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crática, que decorre do princípio cooperativo da gestão democrática 
pelos membros (art. 3.º do CCoop).

Segundo Namorado (2018, p. 31) este princípio valoriza especial-
mente a participação dos cooperadores no funcionamento das coope-
rativas e sublinha a responsabilidade dos dirigentes perante os coope-
radores que os elegem.

Deste princípio resulta que os membros controlam democratica-
mente a cooperativa, devendo participar ativamente na formulação de 
políticas e na tomada de decisões fundamentais, com base na regra 
de um membro, um voto (art. 40.º, n.º 1 do CCoop) (Meira & Ramos, 
2018; Vargas, 1999). 

O direito de tomar parte na assembleia geral e de votar as propos-
tas constantes da ordem de trabalhos constitui «o «núcleo duro» do 
direito de participação de um cooperador numa cooperativa, uma vez 
que a «assembleia geral é o órgão supremo da cooperativa» (art. 33.º, 
n.º 1 do CCoop) (Fici, 2018a) . 

Esta supremacia da assembleia geral significa que este órgão 
se encontra numa relação hierárquica relativamente aos órgãos de 
administração e fiscalização. Assim: (i) as mais importantes e de-
cisivas matérias da vida da cooperativa integram-se na esfera de 
competências da assembleia geral, competências estas que abran-
gem inclusivamente matérias de gestão (arts. 38.º, 109.º e 110.º do 
CCoop); (ii) os titulares dos órgãos sociais são eleitos e destituídos 
pela assembleia geral (arts. 29.º e 38.º, al. a) do CCoop); (iii) as de-
liberações da assembleia geral são obrigatórias para os restantes ór-
gãos e para todos os membros (art. 33.º, n.º 1 do CCoop) (Snaith, 
2017; Abreu, 2018).

Esta participação na assembleia geral não se esgota no direito de 
emitir uma declaração de vontade através do voto. Na verdade, o di-
reito de participar na assembleia geral abrange, para além do direito 
de voto, outros direitos como sejam os de estar presente (ou represen-
tado) na reunião dos cooperadores, de apresentar propostas, de inter-
vir na discussão das propostas (Meira & Ramos, 2019).

A educação e a formação cooperativas deverão proporcionar aos 
membros da cooperativa conhecimentos adequados acerca dos prin-
cípios e métodos cooperativos, de forma a que estes participem ativa-
mente e de forma plena na sua cooperativa, deliberem corretamente 
nas assembleias, elejam conscientemente os seus órgãos e controlem a 
sua atuação.

A educação e a formação cooperativas revelam-se, deste modo, es-
senciais para que esta participação democrática decorra em toda a sua 
extensão e profundidade.
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2.5.  A relevância da educação e formação para a profissionalização da 
gestão e efetiva fiscalização da cooperativa

Os cooperadores, quando optam por constituir uma cooperativa, 
pretendem satisfazer as suas necessidades através de uma empresa 
que eles próprios possam gerir e controlar (Fici, 2015). 

Assim, o art. 29.º, n.º 1, do CCoop determina que os «titulares dos 
órgãos sociais são eleitos em assembleia geral de entre os cooperado-
res». Consequentemente, seja qual for o modelo de administração e 
fiscalização adotado pela cooperativa (art. 28.º do CCoop), os órgãos 
são providos com cooperadores. Acresce que constitui um dever de 
cada cooperador exercer os cargos sociais para os quais tenham sido 
eleitos, salvo motivo justificado de escusa (art.  22.º, n.º  2, al. b), do 
CCoop)(Fici, 2018b).

De acordo com os modelos de administração e de fiscalização da 
cooperativa previstos no art. 28.º do CCoop, a administração da coo-
perativa está a cargo, consoante o modelo em causa, do conselho de 
administração ou do conselho de administração executivo (Martins, 
2018). Ora, seja qual for o modelo de administração, o órgão adminis-
trador é composto por cooperadores (art.  29.º, 1, do CCoop)(Costa, 
2018).

A fiscalização da gestão da cooperativa e o poder de controlo so-
bre as decisões empresariais do órgão de administração é um aspeto 
crucial do governo destas entidades. A fiscalização da cooperativa está 
a cargo, consoante o modelo em causa, do conselho fiscal, da comis-
são de auditoria e revisor oficial de contas, de conselho geral e de su-
pervisão e de revisor oficial de contas. A fiscalização da gestão da coo-
perativa e o poder de controlo sobre as decisões empresariais do órgão 
de administração é um aspeto crucial do governo destas entidades. 
Ora, seja qual for o modelo de fiscalização, o órgão fiscalizador é, em 
regra, composto por cooperadores (art. 29.º, 1, do CCoop).

Segundo Hans-H. Münkner (1982, p.  73), esta exigência de que 
os titulares dos órgãos sejam cooperadores permitirá que os interesses 
dos cooperadores estejam diretamente representados nos seus órgãos, 
apresentando a vantagem de os dirigentes da cooperativa, orientados 
pela sua própria experiência, terem permanentemente presentes os in-
teresses dos cooperadores, não se desviando da finalidade principal da 
cooperativa, que é, como vimos, a de satisfazer as necessidades dos 
seus membros. 

Para além de restringir a qualidade de titular dos órgãos à pes-
soa dos cooperadores, o Código Cooperativo não estabelece expres-
samente requisitos particulares de carácter técnico, de idoneidade e 
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de experiência para os cargos, o que poderá representar um obstáculo 
acrescido à profissionalização da gestão das cooperativas, dado que 
todos os titulares do órgão de administração e fiscalização são coo-
peradores, não sendo possível recrutar, fora do universo dos mem-
bros, profissionais devidamente habilitados para exercer as funções de 
administrador(Münkner, 1995).

O princípio cooperativo da educação, formação e informação é a 
melhor evidência que o legislador cooperativo não é indiferente à ne-
cessidade de qualificação dos titulares dos órgãos responsáveis pela ad-
ministração e fiscalização da cooperativa. De facto, este princípio realça 
a obrigação de as cooperativas, na sua atividade, assegurarem a edu-
cação e formação dos titulares dos seus órgãos eleitos, dos seus admi-
nistradores e dos seus trabalhadores, ensinando os dirigentes a orien-
tar e expandir adequadamente as atividades comuns, fornecendo-lhe 
conhecimentos técnicos e doutrinais necessários para o seu correto 
desempenho Quanto aos membros, a educação e a formação coope-
rativas deverão induzi-los a eleger conscientemente os seus órgãos e 
a controlar a sua atuação (Monzón,1995; Agirre, 2001; Mozas et al., 
2005).

2.6.  A relevância da informação cooperativa no relacionamento com a 
comunidade

Segundo García-Gutiérrez Fernández (1982, p.  73), a informação 
cooperativa relaciona-se com a função publicitária e promotora do 
princípio cooperativo da educação, formação e informação. 

A informação cooperativa direciona-se ao público em geral, de 
modo a sensibilizá-lo quanto à forma empresarial especial que a coo-
perativa é, quanto à filosofia e ideais que prossegue, quanto à natu-
reza e benefícios da cooperação. 

Tal significa que o princípio da educação, formação e informação 
surge como uma condição de aplicabilidade e fator de eficácia do prin-
cípio cooperativo da adesão voluntária e livre, que corresponde ao tra-
dicional princípio da porta aberta e que aparece formulado também no 
art. 3.º do CCoop, nos seguintes termos: «As cooperativas são organi-
zações voluntárias, abertas a todas as pessoas aptas a utilizar os seus 
serviços e dispostas a assumir a responsabilidade de membro, sem dis-
criminações de sexo, sociais, políticas, raciais ou religiosas». Este princí-
pio poderá ser encarado através de duas perspetivas, a saber: em pri-
meiro lugar, a adesão deverá ser voluntária, uma vez que dependerá, 
exclusivamente, da vontade do cooperador; em segundo lugar, a ade-
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são deverá ser aberta a todas as pessoas, desde que estas, como can-
didatas a cooperadores, preencham duas condições: a possibilidade de 
fruírem da utilidade própria da cooperativa; e a aceitação das responsa-
bilidades inerentes à filiação. A cooperativa satisfará, antes de mais, os 
interesses dos seus membros ao trabalho, ao crédito, à casa e, contem-
poraneamente, transbordará para o exterior, difundindo os seus servi-
ços também a favor daqueles que, apesar de não serem membros da 
cooperativa, têm as mesmas necessidades que estes últimos, podendo, 
deste modo, gerar-se novas adesões (Meira, 2019).

O princípio da educação, formação e informação apresenta, tam-
bém, uma forte conexão com o princípio cooperativo princípio do inte-
resse pela comunidade, que aparece enunciado no art. 3.º do CCoop: 
«as cooperativas trabalham para o desenvolvimento sustentável das 
suas comunidades, através de políticas aprovadas pelos membros». 
Deste princípio decorre, portanto, o envolvimento das cooperativas no 
contexto social, cabendo aos cooperadores a escolha das políticas atra-
vés das quais esse envolvimento se concretizará (Martínez Charterina, 
2015; Fici, 2015).

3.  A reserva para a educação e formação cooperativas enquanto 
instrumento de concretização do princípio da educação, 
formação e informação 

3.1.  Preliminar

A reserva para a educação e formação cooperativas é regulada pelo 
art. 97.º do CCoop, e é de constituição obrigatória por força da lei.

Segundo o art.  97.º do CCoop, estaremos perante uma reserva 
obrigatória «para a educação cooperativa e a formação cultural e téc-
nica dos cooperadores, dos trabalhadores da cooperativa e da comuni-
dade», surgindo, deste modo como o instrumento de concretização do 
princípio cooperativo da educação, formação e informação.

3.2.  A constituição e as fontes da reserva para a educação e formação 
cooperativas

Nos termos do art. 97.º, n.º 2, do CCoop, reverterão para esta re-
serva: a parte das joias que não for afetada à reserva legal; pelo menos 
1% dos excedentes líquidos anuais, provenientes das operações com 
os cooperadores (sendo que esta percentagem poderá ser mais elevada 
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se os estatutos ou a assembleia geral assim o entenderem); os donati-
vos e os subsídios que forem especialmente destinados à finalidade da 
reserva; e os resultados anuais líquidos provenientes de operações com 
terceiros que não forem afetados a outras reservas.

As fontes da reserva de edução e formação cooperativas refletem 
a variedade e a complexidade dos resultados e das fontes de finan-
ciamento que são identificáveis na estrutura financeira da cooperativa 
(Macias Ruano, 2015).

Refira-se quanto às joias que, nos termos do Código Cooperativo 
português, os estatutos da cooperativa podem exigir a realização de 
uma joia de admissão, pagável de uma só vez ou em prestações perió-
dicas (art. 90.º, n.º 1). Trata-se de uma contribuição a fundo perdido, 
sem que o cooperador receba qualquer direito em contrapartida. Além 
disso, na estrutura financeira da cooperativa, a joia ingressa no patri-
mónio da cooperativa e não no capital social, pelo que o cooperador 
não terá direito a recuperá-la em caso de demissão. Assim, o n.º 2 do 
art. 90.º do CCoop dispôs que o montante das joias «reverte para re-
servas obrigatórias, conforme constar dos estatutos, dentro dos limites 
da lei». Um mínimo de 5% do valor das joias reverterá para a reserva 
legal até que esta «atinja um montante igual ao máximo do capital 
atingido pela cooperativa» (art. 96.º, n.os 2 e 3, do CCoop). O valor re-
manescente das joias deverá reverter para a reserva para a educação e 
formação cooperativas (art. 97.º, n.º 2, al. a) do CCoop).

A exigência da joia, no momento da admissão do cooperador, fun-
cionará como: (i) um contributo a fundo perdido, reclamado a cada 
cooperador e motivado pelas despesas que o seu ingresso implica, as 
quais serão suportadas pela cooperativa (despesas de instalação de no-
vos instrumentos de trabalho, despesas de manutenção acrescidas, e 
outras); (ii) uma forma de compensar, em parte, a contribuição dos an-
teriores cooperadores para o património comum da cooperativa (Fa-
jardo, 1997, Bonfante, 1999).

Quanto aos excedentes, que correspondem aos resultados positi-
vos provenientes da atividade económica desenvolvida entre a coope-
rativa e os seus membros cooperadores, o legislador determina que 
uma percentagem do excedente de exercício, resultante das operações 
com os cooperadores, reverterá para a reserva legal (n.º 2 do art. 96.º 
do CCoop) e para a reserva para educação e formação cooperativas (al. 
b) do n.º 2 do art. 97.º do CCoop), assim como para o eventual paga-
mento de juros pelos títulos de capital (n.º 1 do art. 100.º do CCoop).

No que respeita a esta fonte da reserva, o legislador fixou uma per-
centagem que «não poderá ser inferior a 1% dos excedentes líquidos 
anuais», ficando, portanto, a lei satisfeita se for utilizada aquela per-
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centagem. Todavia, esta percentagem foi referida como «não inferior», 
compreendendo-se, então, que os estatutos da cooperativa ou a As-
sembleia geral possam estipular uma percentagem superior a essa.

Também poderão reverter para esta reserva os resultados prove-
nientes de operações com terceiros que não forem afetados a outras 
reservas irrepartíveis. Refira-se, a este propósito, que o n.º 2 do art. 2.º 
do CCoop consagra a possibilidade de as cooperativas, na prossecução 
dos seus objetivos, poderem «realizar operações com terceiros, sem 
prejuízo de eventuais limites fixados pelas leis próprias de cada ramo». 
Ainda que a lei não defina o que se deve entender por «terceiros», pa-
rece ser doutrina assente que, na esteira dos ensinamentos de Rui Na-
morado (2005, p. 184), «terceiros, de um ponto de vista cooperativo, 
são todos aqueles que mantenham com uma cooperativa relações que 
se enquadrem na prossecução do seu objeto principal, como se fossem 
seus membros embora de facto não o sejam». Tal significa que as ativi-
dades com terceiros, de que fala o legislador, se reportarão a atividades 
do mesmo tipo da atividade desenvolvida com os cooperadores, pelo 
que as operações com terceiros estão ainda compreendidas no objeto 
social da cooperativa (Meira, 2009). Ora, para preservar o escopo mu-
tualístico —acautelando uma transformação camuflada de uma coo-
perativa em uma sociedade comercial3— o legislador cooperativo im-
pede que os resultados provenientes de operações com terceiros sejam 
repartidos entre os cooperadores, quer durante a vida da cooperativa, 
quer no momento da sua dissolução (n.º 1 do art. 100.º e art. 114.º do 
CCoop), sendo transferidos integralmente para reservas irrepartíveis. O 
fundamento deste regime prende-se com o facto de os resultados ge-
rados nas operações da cooperativa com terceiros serem lucros (obje-
tivos); ainda que, por não serem distribuíveis pelos cooperadores, não 
se possa falar de escopo lucrativo, uma vez não há lucro subjetivo (Fa-
jardo, 2015, Abreu, 2015).

Quanto à outra fonte da reserva, correspondente aos donativos e 
aos subsídios que forem especialmente destinados à finalidade da re-
serva, não podemos deixar de destacar os provenientes de entidades 
públicas, na decorrência do princípio da proteção do setor coopera-
tivo e social (al. f) do art. 80.º da CRP). Este princípio fundamenta, quer 
as discriminações positivas deste setor relativamente aos restantes, 
quer a previsão de medidas materiais que permitam o seu desenvolvi-

3 O Código Cooperativo proíbe a transformação da cooperativa em sociedade 
comercial, dispondo, no seu art.  111.º, que «é nula a transformação de uma 
cooperativa em qualquer tipo de sociedade comercial, sendo também feridos de 
nulidade os atos que contrariem ou iludam esta proibição legal».
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mento. Na decorrência deste princípio, o art. 85.º da CRP dispõe, no 
seu n.º 1, o estímulo e o apoio à criação, e à atividade das cooperati-
vas por parte do Estado, garantindo, no seu n.º 2, que «a lei definirá os 
benefícios fiscais e financeiros das cooperativas, bem como condições 
mais favoráveis à obtenção de crédito e auxílio técnico». O «estímulo» 
decorrerá, sobretudo, de medidas de natureza legislativa que susci-
tem o interesse pelo exercício da atividade cooperativa, enquanto que 
o «apoio» decorrerá, essencialmente, de medidas de natureza admi-
nistrativa que visem, em concreto, facilitar esse mesmo exercício. Esta 
discriminação positiva das cooperativas relativamente ao setor privado 
implicará, em concreto, a definição de formas de fomento à criação e 
atividade das cooperativas, impondo-se ao legislador a definição de be-
nefícios fiscais e financeiros, bem como o estabelecimento de condi-
ções privilegiadas em matéria de acesso ao crédito e ao auxílio técnico 
(Meira, 2011a).

Refira-se finalmente que o legislador não estabelece nem um mon-
tante mínimo nem um limite máximo para a constituição desta reserva, 
a partir do qual as reversões para a constituição da reserva deixam de 
ser obrigatórias. Assim, durante toda a vida da cooperativa, subsistirá 
a obrigação legal de dotação da reserva de educação e formação coo-
perativa, independentemente da sua quantia ou do tempo decorrido 
(Meira, 2017).

3.3. Titularidade da gestão da reserva

Competirá à assembleia geral, quer a definição das linhas básicas 
de aplicação desta reserva, quer o controlo posterior da sua aplicação, 
recaindo sobre o órgão de administração da cooperativa o dever de 
integrar anualmente, no plano de atividades, um plano de formação 
para aplicação desta reserva (n.º 4 do art. 97.º do CCoop).

A assembleia geral pode permitir ao órgão de administração a en-
trega, total ou parcial, do montante desta reserva a uma cooperativa 
de grau superior, sob condição de esta prosseguir a finalidade da re-
serva em causa e de ter um plano de atividades em que aquela coope-
rativa seja envolvida. Não esqueçamos que entre as competências das 
federações e confederações se inclui a de fomentar e promover a for-
mação e a educação cooperativas, podendo, para o efeito, gerir as re-
servas de educação e formação dos membros (n.º 5 do art. 97.º e al. f) 
do art. 108.º do CCoop).

O Código Cooperativo permite, ainda, a possibilidade de uma 
parte ou da totalidade desta reserva ser afetada a projetos de educa-
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ção e formação que, conjunta ou separadamente, impliquem a coope-
rativa em causa e: (i) uma ou mais pessoas coletivas de direito público; 
(ii) uma ou mais pessoas coletivas de direito privado, sem fins lucrati-
vos; (iii) outra ou outras cooperativas (n.º 6 do art. 97.º do CCoop) (Ro-
mero Civera, 2010; Meira, 2017).

3.4. A natureza jurídica da reserva

Numa perspetiva técnico-jurídica, a reserva é uma conta que apa-
rece inscrita no lado do balanço onde está registado o passivo, inte-
grando os capitais próprios da cooperativa. Assim, serão valores que, 
pelo facto de aparecerem inscritos no passivo do balanço, estarão re-
presentados pelos bens inscritos no ativo. Todavia, esta correspondên-
cia é global e abstrata, ou seja, não há nenhuma parte concreta do 
ativo que fique afetada a uma determinada reserva, salvo lei em con-
trário. Tal significa que as reservas não são conjuntos de bens que se 
destacam do património global, apresentando-se como um patrimó-
nio autónomo, afetado a uma determinada finalidade. As reservas são 
«contas, em sentido contabilístico, de capitais próprios» (Pita, 1989, 
p. 39), sem que o legislador consagre qualquer diferenciação, para este 
efeito, entre as reservas, tendo em conta as finalidades das mesmas 
(Meira, Bandeira & Ávida, 2018).

Daqui resulta que, diversamente de outros ordenamentos, na legis-
lação cooperativa portuguesa, a reserva para a educação e formação 
cooperativas não foi configurada como um fundo especial, constituído 
em património autónomo, mas apenas como uma conta, em sentido 
contabilístico, de capitais próprios (Fajardo & Meira, 2017).

Contudo, consideramos que os bens afetados a esta reserva, por fi-
delidade à sua vocação legal, só responderão pelo pagamento das dívi-
das contraídas na atividade a que está adstrita e não pelas restantes dí-
vidas da cooperativa. Para esta última finalidade, existe no património 
da cooperativa a reserva legal, a qual se destina, em exclusivo, à co-
bertura de eventuais perdas de exercício (n.º 1 do art. 96.º do CCoop) 
(Meira, 2011b). Note-se que quando o legislador afirma que a reserva 
legal só poderá ser utilizada para cobrir a parte do prejuízo do exercício 
que não possa ser coberto pela utilização de outras reservas, ou a parte 
dos prejuízos transitados do exercício anterior que não possa ser co-
berta pelo resultado do exercício nem pela utilização de outras reservas 
(als. a) e b) do n.º 4 do art. 96.º), não está a incluir na expressão «ou-
tras reservas» a reserva de educação e formação cooperativas (Meira, 
2016b).
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O nosso entendimento alicerça-se no facto de que esta reserva visa 
a prossecução de finalidades ligadas ao movimento cooperativo, desig-
nadamente a promoção do ensino dos princípios e técnicas cooperati-
vas que, quando em confronto com os interesses dos credores da coo-
perativa, se lhes sobrepõem. Estará aqui em causa o próprio interesse 
público que se evidencia no estímulo e apoio à atividade das cooperati-
vas (art. 85.º, n.º 1, da CRP).

Assim, em coerência com as finalidades desta reserva, o legislador, 
na reforma de 2015, passou a consagrar, expressamente, que esta re-
serva não responde pelas dívidas da cooperativa perante terceiros, mas 
apenas pelas obrigações contraídas no âmbito da atividade a que está 
adstrita (n.º 7 do art. 97.º do CCoop) (Meira & Ramos, 2014).

3.5. A irrepartibilidade da reserva para a educação e formação

A reserva para a educação e formação cooperativas, bem como a 
reserva legal e as reservas constituídas com resultados provenientes de 
operações com terceiros, serão insuscetíveis de qualquer tipo de repar-
tição entre os membros da cooperativa (art. 99.º do CCoop).

No momento da liquidação do património da cooperativa, o 
art. 114.º dispôs, no seu n.º 3, que, «quando à cooperativa em liquida-
ção não suceder nenhuma entidade cooperativa nova, a aplicação do 
saldo de reservas obrigatórias reverte para outra cooperativa, preferen-
cialmente do mesmo município, a determinar pela federação ou confe-
deração representativa da atividade principal da cooperativa».

Esta impossibilidade de distribuir o património residual, em caso 
de liquidação, deriva, desde logo, da função social que a cooperativa é 
chamada a cumprir e que implica que o seu destino, após a liquidação, 
seja a promoção do cooperativismo (o chamado Princípio da distribui-
ção desinteressada) (Llobregat Hurtado, 1990; Fajardo & Meira, 2017).

Acresce que a eventual distribuição das reservas entre os coopera-
dores seria incompatível com o Princípio da adesão voluntária e livre. 
De facto, este princípio só se poderia praticar nos casos em que todos 
os membros da cooperativa renunciassem a uma parte dos excedentes 
líquidos do ativo. De contrário, os cooperadores que permanecessem 
na cooperativa até ao momento da liquidação seriam os únicos a be-
neficiar das reservas obrigatórias geradas com o esforço dos coopera-
dores que, entretanto, saíram da cooperativa. Mesmo no pressuposto 
de que nenhum cooperador se tenha demitido da cooperativa até ao 
momento da liquidação, qualquer distribuição destas reservas obriga-
tórias pelos cooperadores, na ausência de uma contabilidade analítica 
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que evidenciasse o contributo de cada um deles para a formação des-
tas reservas, causaria prejuízos aos cooperadores fundadores relativa-
mente àqueles que ingressaram em momento posterior na cooperativa. 
Daí que, da mesma maneira que os cooperadores não disporão, no 
momento em que se demitirem da cooperativa, do direito de reclamar 
uma quota-parte das reservas obrigatórias, haverá da mesma forma 
que impedir, chegada a fase da dissolução da cooperativa, a repartição 
entre aqueles do ativo líquido desta última. Neste contexto, o regime 
da irrepartibilidade permitirá evitar demissões especulativas.

Um outro argumento contra a possibilidade de repartição assenta 
na particular natureza destas reservas e, sobretudo, no facto de que es-
tas são integradas, igualmente, por resultados provenientes de opera-
ções com terceiros, que se fossem distribuídos entre os cooperadores 
constituiriam um dividendo, pondo em causa o escopo não lucrativo da 
cooperativa (Fajardo & Meira, 2017).

4. Conclusões

O princípio da educação, formação e informação é um princípio 
estratégico e um fator de legitimação social das cooperativas, eviden-
ciando que a cooperativa é não só uma organização económica, mas 
também uma organização com finalidades pedagógicas e sociais.

Estamos perante um princípio polivalente, que abrange três veto-
res: a educação e a formação que se projetam predominantemente no 
âmbito interno; e a informação que se projeta predominantemente no 
âmbito externo.

Este princípio tem como destinatários os membros, os representan-
tes eleitos, os dirigentes, os trabalhadores da cooperativa e a comuni-
dade.

Através da educação e formação visa-se contribuir eficazmente 
para o desenvolvimento da cooperativa, facultando aos membros, re-
presentantes eleitos, dirigentes e trabalhadores da cooperativa, capa-
cidades e conhecimentos que reforcem a sua cultura organizacional, 
assente nos princípios e valores cooperativos, bem como adequadas 
ferramentas e competências técnico-profissionais.

A educação e formação dirigidas à qualificação cívica, organizacio-
nal e profissional dos cooperadores, dos membros titulares dos órgãos 
de administração e fiscalização, e dos trabalhadores contribuirão para 
a melhor compreensão dos modelos de governação e fiscalização da 
cooperativa, potenciando a profissionalização da gestão e induzindo 
os cooperadores a participar ativamente na sua cooperativa, a delibe-
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rar corretamente nas assembleias, a eleger conscientemente os seus ór-
gãos e a controlar a sua atuação. Potencia-se o escopo mutualístico da 
cooperativa e o seu funcionamento democrático e participativo.

A informação cooperativa ao direcionar-se ao público em geral 
— de modo a sensibilizá-lo quanto às especificidades do modelo coo-
perativo, quanto à filosofia e ideais que prossegue — fomentará novas 
adesões e, sobretudo, adesões conscientes, permitindo uma inserção 
dinâmica das cooperativas na comunidade, sensibilizando a população 
em geral quanto à natureza e benefícios da cooperação, potenciando, 
deste modo, a legitimação social das cooperativas.

Este princípio tem, deste modo, uma utilidade social direta, que se re-
porta aos membros, titulares dos órgãos e trabalhadores da cooperativa, e 
uma utilidade social indireta, que se projeta em toda a comunidade. 

Este princípio apresenta-se como uma condição de aplicabilidade 
de outros princípios, nomeadamente o princípio da gestão democrática 
pelos membros, o princípio da adesão voluntária e livre e o princípio do 
interesse pela comunidade.

Este princípio projeta-se no estatuto dos cooperadores reconhe-
cendo-lhes um direito de participar nas atividades de educação e for-
mação cooperativas (al. f) do n.º 1) do art. 21.º do CCoop), com a con-
sequente obrigação das cooperativas de organizar tais atividades de 
educação e formação, devendo para o efeito constituir uma reserva «para 
a educação e formação cultural e técnica dos cooperadores, dos traba-
lhadores da cooperativa e da comunidade» (art. 97.º,n.º 1 do CCoop). 

A organização das atividades de educação e formação é uma das 
competências típicas das federações e confederações de cooperativas, 
podendo, para o efeito, gerir as reservas de educação e formação dos 
membros.

A reserva de educação formação e informação constitui uma das 
maiores especificidades do regime jurídico das cooperativas. Trata-se 
de uma reserva de constituição obrigatória por força da lei, com cará-
ter absolutamente irrepartível e que responde apenas pelas obrigações 
contraídas no âmbito da atividade a que está adstrita.
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Resumen: La promulgación de la Declaración sobre la Identidad Coo-
perativa, por la Alianza Cooperativa Internacional, representó un ejercicio de 
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rescate de las raíces de los valores y principios originales que han orientado el 
ejercicio de los Probos Pioneros de Rochdale. Además del concepto de la so-
ciedad cooperativa, la Declaración enumero los valores y los principios coope-
rativos, dejando en evidencia que estos resguardan un aspecto universal que 
impide una interpretación o aplicación aislada. No obstante, el principio de la 
educación, de la formación e información es esencial a la efectividad de to-
dos los principios y la tenacidad del propio Cooperativismo. Por esto, poner en 
práctica el quinto principio cooperativo, en el mundo pos-pandemia, es funda-
mental para que el mundo encuentre las alternativas adecuadas a la supera-
ción de la crisis sanitaria y económica en que se ve involucrado.

Palabras clave: Educación, formación e información, Identidad coopera-
tiva, Crisis, Nuevo coronavirus.

Abstract: The promulgation of the Declaration on Cooperative Identity, 
by the International Cooperative Alliance, represented an exercise in rescuing 
the roots of the original values and principles that have guided the exercise 
of the Proven Rochdale Pioneers. In addition to the concept of the coopera-
tive society, the Declaration enumerates the values and the cooperative prin-
ciples, showing that these safeguard a universal aspect that prevents an isola-
ted interpretation or application. However, the principle of education, training 
and information is essential to the effectiveness of all the principles and the 
tenacity of Cooperativism itself. For this reason, putting the fifth cooperative 
principle into practice in the post-pandemic world is essential for the world to 
find the appropriate alternatives to overcome the health and economic crisis in 
which it is involved.

Keywords: Education, training and information, Cooperative identity, 
Crisis, New coronavirus.
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El hombre se hace humano por la educación. La civilización pro-
gresa aceleradamente siempre por la acción formativa o educativa en 
la línea de búsqueda de valores humanos y sociales.

José María Arizmendiarrieta (1988, p. 80)

Introducción 

Cuando el Congreso de Manchester, del año de 1995, pasa a re-
presentar una quimera distante de la realidad del Cooperativismo glo-
bal, el tema de la identidad cooperativa es una cuestión que sigue ob-
jeto de debate e incertidumbres. A pesar de la expectativa generada 
por la Declaración da la ACI sobre la Identidad Cooperativa, aún hoy 
los cooperativistas del mundo discuten su esencia identitária, y, por 
este camino, siguen entablando teorías para mejor explicarla y aplicarla 
en el contexto de la cooperatividad. 

En este sentido, el Cooperativismo, cada vez más articulando su in-
clusión en los distintos sectores del mercado económico, enuncia es-
trategias imprescindibles para el fortalecimiento de las sociedades 
cooperativas como entidades dotadas de las características y cualidades 
adecuadas a su enfrentamiento a las variables de un escenario de com-
petencia imparable.

Competiendo con empresas capitalistas, las sociedades coopera-
tivas sufren distintas influencias del ambiente de su inserción, y, por 
ello, enfrentan grandes dificultades para resguardar sus propiedades 
innatas, difundiendo entre los socios la génesis de la pilastra de los va-
lores y principios que resguardan la esencia del Cooperativismo, para 
que pueda fortalecer, con efectividad, su propia identidad y papel en la 
economía global. (ACI, 1996, p. 71)

La apropiación sobre la identidad cooperativa revelase indispensa-
ble a la supervivencia del Cooperativismo y manutención de la sociedad 
cooperativa como una organización peculiar, de aspecto socioeconó-
mico, que puede ser utilizada para transformar la vida completamente 
la vida de las personas. 

Así siendo, y teniendo en cuenta el grado de importancia que las 
cooperativas asumen en el contexto de distintos contextos, como alter-
nativa económica y social, no se puede despreciar que solamente el co-
nocimiento sobre el sentido de la plenitud de los valores y principios de 
la cooperación, permitirá que las personas generen el dominio adecuado 
de los elementos y factores necesarios para que logren conformar los 
preceptos de la empresa u alcanzar una vida estable y harmónica.
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Es en este sentido que no se pude dejar de lado que los principios 
cooperativos, mientras significan mandamientos firmes que deben ser 
seguidos de manera literal, proporcionando una norma de conducta 
actitudinal, también precisan ser entendidos como medidas adecuadas 
para restringir, incluso prohibir ciertas acciones, y estimular otras, con-
vergentes con el espíritu de la cooperación. 

Además de ello, no se pude olvidar que hoy por hoy, llevándose en 
consideración la actual crisis que el planeta enfrenta con la pandemia 
del nuevo coronavirus, las cooperativas asumen una posición de pro-
tagonista para el desarrollo de nuevas alternativas imprescindibles para 
minimizar los terribles efectos de la crisis sanitaria y económica.

Por todo esto, este trabajo tiene el propósito de analizar el princi-
pio de la información, educación y formación, desde su inserción efec-
tiva en el contexto socio-económico, de manera que se pueda observar 
su influencia en el proceso de integración, y preservación, incluso, de la 
identidad de las sociedades cooperativas. 

Asimismo, busca dimensionar los hechos decurrentes de la apli-
cación meramente formal, del quinto principio, y su importancia para 
la preservación de la auténtica alternativa cooperativa en el escenario 
pos-pandemia.

Es quinto principio cooperativo e es la célula mater para la pre-
servación de la identidad cooperativa, de acuerdo con la perspec-
tiva originaria del espíritu cooperativo que siempre situó el hombre 
como el inicio y el fin del Cooperativismo. Para que esto sea posi-
ble, es necesario que las gentes conozcan la esencia de la verdadera 
cooperatvividad.

I.  La Declaración sobre la Identidad Cooperativa del Congreso de 
Manchester, del 1995

En el proceso histórico de elaboración de los principios cooperati-
vos, la Alianza Cooperativa Internacional, a partir del año de 1988, em-
prendió una revisión global de la palanca axio-principilógica, para que 
se pudiese elevar el Cooperativismo a su significado natural de «sis-
tema ordenador de la vida social, no sólo una mera forma de empresa. 
Aunque a los acomodados en sus posiciones no les agrade, es cierta-
mente (o mejor, puede serlo) la «medianera» entre el capitalismo y el 
estatalismo colectivista, y puede servir de ósmosis y de pacificación en-
tre los bloques opuestos. Sería una grave irresponsabilidad el permitir 
su engullimiento por adaptaciones acomodaticias en uno u otro blo-
que» (Divar, 1985, p. 99)
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Teniendo en cuenta que, desde sus comienzos, «las cooperativas se 
han basado en valores y principios que les diferencian de otros tipos de 
empresas» (ACI, 1996, p. 71), la ACI comprendió fundamental preser-
var la identidad característica del Cooperativismo en los años futuros. 
En este sentido, es necesario decir que:

[…] el verdadero éxito de la Cooperación y su difusión en el mundo, 
el paso del tiempo y la inevitable tendencia de las instituciones de 
asegurar su propia supervivencia aceptando las condiciones del me-
dio, conspiran para aumentar el riesgo de que sus principios sean mal 
entendidos, mal interpretados, diluidos o desnaturalizados. (Watkins, 
1989. p. 22)

Hay que decirse que, en esta época, Ake Böök señaló que la solidez 
del movimiento cooperativo necesitaba su comprensión como un pro-
ceso por lo cual las condiciones para la identidad y autonomía precisa-
ban ser objeto de exploración continua. (Ake Böök, 1993)

No se puede olvidar que «los cambios acaecidos a escala mundial 
(de naturaleza política, demográfica, social, económica, ecológica y 
tecnológica), han afectado a la estructura cooperativista.» (Miranda, 
2012, p.  31) Las transformaciones sociales, la competencia empresa-
rial y una política gubernamental de aspecto paternal3, han afectado la 
estructura de las cooperativas, determinando una grave crisis de iden-
tidad de todo el sistema. En esta época, «las cooperativas, su personal 
y sus dirigentes están influenciados por las prácticas duras y crueles del 
mercado» (Marcus, 1992, p. 61) Como bien se observa en Divar:

En el curso de esta evolución, las cooperativas han tenido que en-
frentar, y siguen enfrentando, nuevos desafíos. Se han ido convir-
tiendo en organizaciones cada vez más complejas, sujetas a un nú-
mero creciente de imperativos administrativos, técnicos y financieros. 
Han adoptado técnicas de gestión modernas como ser el procesa-
miento de datos, la comercialización, tecnologías avanzadas, etc. E 
hicieron bien en hacerlo.

3 Sobre la política gubernamental, y tratando de la realidad española, Castaño i 
Colomer manifiesta que, «cuando han cesado las subvenciones y los encargos, han 
cesado estas supuestas cooperativas. Es justo decir que todas las cooperativas en 
España han sido creadas bajo el señuelo de unas subvenciones y unos beneficios 
fiscales; las hay, ciertamente que han sido y son fruto del trabajo y del esfuerzo 
de sus socios, y que se comportan a la vez como empresas avanzadas y como 
sociedades democráticas, pero desgraciadamente estas últimas no son mayoría» 
(Castaño i Colomer, 1982, p. 40 y 41).
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Además de esto, imposible descartar que la ruptura del atributo de 
la cooperación original, que debe demarcar la existencia de una coo-
perativa, resulta de las «crescentes dificuldades dos membros se con-
hecerem uns aos outros, de saber algo uns sobre os outros, e assim de 
se identificarem enquanto grupo de pessoas trabalhando em conjunto 
para o mesmo fim. Por outras palavras é cada vez mais difícil dar o 
passo da acção individual para a ação coletiva: e esse é o fundamento 
da vida cooperativa». (Ake Böök, 1993, p. 115)

Por entonces, en mediados de los años de 1980, la fórmula coope-
rativa fue adoptada únicamente como un instrumento formal para ge-
nerar la expectativa de que las personas tendrían una herramienta para 
resolver las limitaciones y suplir sus respectivas necesidades. 

Agobiados por el encaje de los requisitos necesarios a la supervi-
vencia del mercado, los cooperacionistas «no lograron tener presentes 
los objetivos específicos de las cooperativas y sus nuevas responsabili-
dades en este contexto diferente. Se deberían haber elaborado normas 
de acción apropiadas para que las prácticas tradicionales, que se han 
vuelto obsoletas en este grado de desarrollo, no se convirtieran en un 
freno para el crecimiento y desarrollo económico que nuestras empre-
sas cooperativas procuran lograr.» (Divar, 1985, p. 112)

Ocurre que la mala administración, los escasos conocimientos de 
los miembros, «la dificultad para la formación de recursos financieros, 
el olvido de los ideales cooperativos, la exagerada sumisión a las fór-
mulas de empresas capitalistas y la creciente competitividad del mer-
cado culminan por derrumbar unidades individuales y hasta complejos 
sistemas cooperativos.» (Miranda, 2012, p. 31) 

Con ello, el Cooperativismo perdió su credibilidad, los cooperativis-
tas derrocharon su identidad y las sociedades cooperativas quedaron 
sin dirección.

Es en virtud de esta realidad que en el año de 1995, en el Con-
greso de Manchester, la Alianza Cooperativa Internacional adoptó la 
Declaración sobre la Identidad Cooperativa, por la cual presentó la de-
finición de la sociedad cooperativa, y recogió los valores y los principios 
del Cooperativismo. 

II. La tenacidad de la Identidad Cooperativa

Prospectar la tenacidad de la Identidad Cooperativa, es perseguir la 
manera adecuada para demarcar la fuerza que este requisito representa 
para la comprensión efectiva del significado en sí mismo del Cooperati-
vismo, y de las sociedades cooperativas. «No es fácil la clasificación del 
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Cooperativismo por bloques ideológicos, pues al ser un movimiento po-
pulista y universal se han producido históricamente muchas y variadas 
tendencias en él, además de que por su carácter solidarista y humanista 
ha sido considerado instrumento de utilidad por numerosas creencias e 
ideologías liberadoras y redentoras» (Divar, 1985, p. 95)

Es necesario asimilar los elementos nucleares que configuran el sen-
tido identitário de la cooperatividad, para que la acción cooperativa ge-
nere sentido multidimensional, alcanzando el público interno y externo 
de la sociedad cooperativa, para que todos sepan qué este tipo de en-
tidad simboliza una efectiva posibilidad de progreso económico y social.

Por este camino, es importante subrayar que la Declaración de la 
Identidad Cooperativa surge a través del reconocimiento de que las 
cooperativas crecieron dentro de cinco tradiciones diferentes, relacio-
nadas a las cooperativas de consumo, de trabajo, de crédito, agrícolas 
y de servicios. (ACI, 1996, p. 71)

Verificando las peculiaridades de cada una de las tradiciones, la ACI 
reconoce de manera formal que todas son iguales, acentuando la «vi-
talidad» de cada una, y sus respectivas influencias históricas, sociales y 
temporales. 

Apropiándose de este contenido, la Alianza Cooperativa Interna-
cional inicia la declaración diciendo que la sociedad cooperativa es una 
«asociación autónoma de personas que se han unido de forma volun-
taria para satisfacer sus necesidades económicas, sociales y culturales 
en común, mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión 
democrática.» (ACI, 1996, p. 81).

En la definición de cooperativa presente en la Declaración sobre 
la Identidad, la ACI realza la voluntariedad, la propiedad conjunta y la 
gestión democrática como características más notables de este tipo de 
sociedad. 

Es así que es posible decir que «en efecto, la cooperativa es en ori-
gen un recurso para obtener de forma compartida la satisfacción de 
una necesidad común. Es una alternativa a las posibilidades o a la falta 
de posibilidades, y una aplicación más de la obtención de la “fuerza” 
mediante la “unión”». (Charterina, 2014, p. 35)

De otra forma, no se puede olvidar que «esta definición no es una 
definición jurídica en sentido estricto, pretende ser una declaración de 
mínimos, útil para la redacción de las legislaciones, la educación de 
los socios y la preparación de libros de texto.» (Divar y Gadea, 2007, 
p. 138) 

De este modo, y visto lo anterior, se puede comprender que las 
cooperativas son entidades organizadas por sus socios, para la bús-
queda de beneficios individuales y mutuos. 
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En la medida que las cooperativas deben funcionar en el mercado, 
necesitan ser conducidas de manera eficaz y prudente, para que pue-
dan alcanzar los fines definidos por los socios. «Igualmente, es espe-
cialmente significativa la conceptuación de la cooperativa como em-
presa de propiedad conjunta y de gestión democrática. Estas dos 
características son las que deben tomarse como referencia para distin-
guir las cooperativas de otros tipos de organizaciones, especialmente 
las empresas controladas por el capital o las organizaciones controladas 
por el gobierno.» (Divar y Gadea, 2007, p. 138)

La definición de sociedad cooperativa presente en la Declaración 
sobre la Identidad, editada por la ACI en el Congreso de Manchester, 
gana importancia en el tiempo, y revelase día tras día. «A medida que 
se la utilice comúnmente en debates públicos, se la incluya en la legis-
lación y encuentre su lugar en el material educativo y de formación, 
ayudará a que se logre comprender claramente la estructura y los pro-
pósitos únicos de las cooperativas» (Mac Pherson, 1995, p. 16).

En relación a los principios cooperativos, la ACI estableció que los 
mismos se revisten del aspecto representativo de un modelo de com-
portamiento y de la toma de decisiones. Y cuando decimos que los 
principios se revisten de este aspecto, lo decimos considerando el con-
junto de todos ellos, y no uno a uno. «Los principios que forman el co-
razón de las cooperativas, no son independientes el uno del otro. Están 
unidos sutilmente; cuando se pasa uno por alto, todos se resienten. No 
hay que evaluar las cooperativas exclusivamente en base a un principio 
dado; más bien, deben ser evaluadas en base a cómo se adhieren a los 
principios en su totalidad.» (ACI, 1996, p. 88)

Considerándose la evolución histórica de los estudios sobre los 
principios cooperativos, desde la época de la Cooperativa de los Pio-
neros de Rochdale, se puede comprender que los principios son ele-
mentos indispensables de la cooperación. Por ello, Watkins firma que 
llamar la cooperación en sí misma como un principio es un verdadero 
error. (Watkins, 1989)

Por este camino, Watkins señala que «ni por idea, ni como práctica 
es algo elemental, primordial, simple. Debe su urgencia por desarrollar 
una forma de organización social que satisfaga y reconcilie ciertas ne-
cesidades humanas vitales, que son diferentes, a menudo divergentes 
y que pueden ser, en algún grado y bajo condiciones particulares, con-
flictivas.» (Watkins, 1989. p. 29)

De una manera muy peculiar, la Declaración sobre la Identidad 
Cooperativa no quita la idea de que los principios cooperativos siguen 
como verdaderas columnas de sustentación de la ideología general que 
orienta la constitución, el desarrollo y la gobernanza de las sociedades 



La influencia del principio de la educación… José Eduardo de Miranda y Andrea Corrêa Lima

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 95-111 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp95-111 • http://www.baidc.deusto.es 103

cooperativas, en el sentido de preservación de una técnica de organiza-
ción social y alternativa económica. «Su fuerza como medio de justicia 
social y pacificación sociales es posiblemente única para alcanzar el de-
seo de armonía universal, el camino para la gran utopía. Haya justicia 
social y goce después cada cual de sus libertades con toda amplitud de 
consciencia.» (Divar, 1995, p. 95)

Estas ideas expresan la reflexión inductiva sobre la experiencia de 
realidades sociales universales. Los principios cooperativos, mientras 
sean las pautas para la aplicación de los valores cooperativos, revís-
tense de un carácter rector que sirve de guía actitudinal para la solu-
ción de los problemas sociales y también económicos. 

Por ello, es imposible negar que los principios cooperativos sean 
comunes a los diversos tipos de cooperativas. Quizás, por esta razón, 
«la nueva formulación de los principios cooperativos (asociada a la de-
claración de los valores) refleja la señal de alarma para que los hombres 
del Cooperativismo se percaten de las exigencias, de las ideologías, de 
los objetivos, de las causas y de los fines del movimiento cooperativo.» 
(Miranda, 2012, p. 53)

A través del Congreso de Manchester, la Alianza Cooperativa In-
ternacional llamó el Cooperativismo para rescatar la razón primera de 
su quehacer, cuyo fin supera el de promover algo más que los inte-
reses de los miembros individuales que componen una cooperativa. 
«Los principios (y por supuesto, los valores), bajo el aspecto represen-
tativo de un modelo de comportamiento y de la toma de decisiones, 
muestran nuevamente que el objetivo del Cooperativismo, ante todo, 
es fomentar el progreso y el bienestar de la humanidad, preocupán-
dose por la transformación moral de los hombres.» (Miranda, 2012, 
p. 53)

Para cumplir con este propósito, la ACI listó, en La Declaración so-
bre la Identidad Cooperativa, los sietes principios del Cooperativismo: 

1. Adhesión voluntaria y abierta;
2. Gestión democrática por parte de los socios;
3. Participación económica de los socios;
4. Autonomía e independencia;
5. Educación, formación e información;
6. Cooperación entre las cooperativas;
7. Preocupación por la comunidad

Ubicando la universalidad de los principios cooperativos en el am-
biente del Cooperativismo, y, por supuesto, en el escenario de actua-
ción de las sociedades cooperativas, los principios, como reflejo de las 
características intrínsecas al modelo empresarial, y al paradigma acti-
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tudinal de los cooperados, y colaboradores del «negocio», son nece-
sarios para dejar en evidencia «la certeza de que la empresa coope-
rativa, además de poner en práctica su eficacia comercial, contribuir 
a la difusión de los valores morales y sociales que elevan la vida hu-
mana por encima de los valores meramente materiales.» (Miranda, 
2012, p. 53) 

Es necesario repetir, una y otra vez, que «en efecto, en primer lu-
gar la cooperativa presenta una dimensión que atiende a la persona 
y su beneficio toda vez que se trata de una reunión de personas que 
comparten unos intereses y que pretenden realizarlos, pero inmedia-
tamente esa realización se llevará a cabo entre todos y no de cualquier 
forma, sino a través de una empresa que pretende exhibir unos valores 
determinados y para ello va a actuar siguiendo unos principios» (Char-
terina, 2014, p. 37) que describen el modelo singular, y único de este 
modelo de empresa.

III.  El sentido del principio de la información, educación 
y formación cooperativa

El estudio sobre los principios cooperativos tiene como punto de 
partida el análisis de los estatutos de los Probos Pioneros de Rochdale. 
Por este camino, se puede construir la certeza de que los precursores 
del Cooperativismo moderno edificaron una experiencia que buscó, de 
todas las formas, superar las fracasadas iniciativas cooperativas anterio-
res. 

Por ello, y dentro de las características estatutarias que compren-
den la estructura del Cooperativismo rochdaleano, encontrase la regla 
que determinó la destinación de 2,5% de los beneficios para las obras 
de educación y enseñanza, necesarias al fomento del perfecciona-
miento de los miembros. 

Aranzadi recuerda que «la educación fue un objetivo que figuraba 
en el artículo 1.º del Estatuto primitivo de 1844 de Rochdale, y en el 
nuevo estatuto de 1854 en su artículo 42 se establecían medidas con-
cretas para disponer de un fondo con la finalidad de perfeccionar inte-
lectualmente a los asociados y a sus familiares, y otros medios de ins-
trucción». (Aranzadi, 2002, p. 44)

A partir de la base primaria de los estatutos de los Pioneros de Ro-
chdale, la Alianza Cooperativa Internacional, a lo largo de los estudios 
y trabajos de actualización de los principios cooperativos, resguarda la 
educación como un guía de orientación formativa, sea para miembros, 
dirigentes y empleados, sea para el público general. 
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Así es que integrar la educación en el contexto principiológico del 
Cooperativismo «es de importancia suprema, puesto que en el ámbito 
del Cooperativismo el concepto de educación refleja un proceso que 
dura toda la vida» (Pérez Baró, 1968, p. 100), y alcanza, además, a to-
das las personas vinculadas o no al sistema cooperativo. 

Es una verdad indiscutible que, examinándose «el contenido del 
principio de una forma estricta, es posible decir que los aspectos re-
lacionados con la educación y formación tienen una connotación in-
terna, y la información apunta hacia el exterior, como función publici-
taria e informadora» (Miranda, 2017, p. 129). 

La educación es tan importante que «hoy en día no se puede decir 
que sin educación cooperativa no hay verdadero Movimiento Coopera-
tivo» (Rojas Coria, 1982, p. 70

A lo largo del desarrollo económico de las empresas cooperativas, 
la importancia de la educación ha sufrido cierta tendencia a ser mini-
mizada por parte de aquellos que se han acostumbrado a tomar de-
cisiones, asumir responsabilidades o dictar órdenes. «En las actuales 
circunstancias, la necesidad de formación se hace crítica en aquellos 
centros vitales de la empresa, sobre los que se sustenta la viabilidad de 
la misma» (Martínez De Aguirre, 1986. p. 97). 

Por esto, parece muy oportuno subrayar que dentro de la acepción 
que el término educación es utilizado, los contenidos no están exclusi-
vamente relacionados con el proceso cognitivo, sino que alcanzan a los 
valores, la manera de pensar, de actuar, los hábitos, etc. 

Dentro de esta concepción, la Alianza Cooperativa Internacional 
dijo, en Manchester, que «las cooperativas proporcionan educación, 
formación e información a los socios, a los representantes elegidos, a 
los directivos y a los empleados para que puedan contribuir de forma 
eficaz al desarrollo de sus cooperativas. Informan al gran público, espe-
cialmente a los jóvenes y a los líderes de opinión, de la naturaleza y be-
neficios de la cooperación.» (ACI, 1996, p. 98)

Hay que aplicarse el principio de la educación, formación e infor-
mación de una manera muy amplia, para que se pueda transmitir la 
transcendencia del Cooperativismo, despertando la atracción y el en-
volvimiento de las personas por el sentido primero de la cooperación: 
el bien estar del hombre. 

Por ello, el educador se «convierte en una persona capaz de com-
prender realmente, distinguir concepciones y sentimientos y de expre-
sar los suyos propios, sin tratar de imponerlos a los demás» (Rogers, 
1978. p. 17)
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IV.  La importancia del quinto principio para el fortalecimiento de 
la identidad cooperativa

Sin abandonar la representación de universalidad, o de no inter-
pretación aislada de uno o de otro principio cooperativo, el quinto 
principio resultante de la Declaración sobre la Identidad Cooperativa 
puede ser observado como uno de los principales, pues, a través de su 
aplicación, es posible la comprensión adecuada sobre la efectividad de 
cada uno. 

Fundamentalmente, es preciso estar atento sobre la importan-
cia del constante ofrecimiento de la educación, de la formación, y de 
la información sobre el Cooperativismo. Una persona bien informada 
está en proceso continuo de crecimiento, de manera que amplía su 
mirada hacia el mundo, pasando a envolverse con cuestiones inheren-
tes al propio Cooperativismo, y situaciones del cuotidiano de su am-
biente de vida. 

No obstante, restringir el proceso educativo y formativo a los lí-
mites que separan la cooperativa del mundo exterior representa una 
equivocación irreparable. «La tarea formadora no se circunscribe úni-
camente en al interior de la entidad, pues este mandato se extiende 
allende de sus propias fronteras, para abarcar al público en general, es-
pecialmente a los jóvenes y a los líderes de opinión, como los políticos 
y los responsables de medios de información.» (Miranda, 2017, p. 130)

Por tanto, es interesante subrayar que una educación sin fronteras 
permite la difusión de los valores que son puestos en práctica por los 
propios principios cooperativos. 

La ACI, cuando de la divulgación de la Declaración sobre la Identi-
dad Cooperativa, afirmó que «las cooperativas tienen una responsabi-
lidad especial de informar a los jóvenes y a los líderes de opinión (por 
ejemplo, políticos, funcionarios, representantes de los medios informa-
tivos, y formadores) sobre la naturaleza y beneficios de la cooperación. 
En las últimas décadas, demasiadas cooperativas en demasiados paí-
ses han pasado por alto esta responsabilidad. Si las cooperativas están 
dispuestas a desempeñar los papeles de los que son capaces en el fu-
turo, deberán cumplir mejor esta responsabilidad. Nadie va a apreciar 
ni apoyar a lo que no entiende.» (ACI, 1996, p. 98)

Es preciso comprender que la gestión del saber alimenta el modo 
de desarrollo y la perspectiva del Cooperativismo. La educación impulsa 
el movimiento cooperacionista hacia delante, con el tiempo intacto del 
futuro. 

En este sentido, Rosembuj explica que la educación debe ser la 
imaginación utópica del Cooperativismo, su horizonte de futuro. Ade-
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más, «sin utopía, en su sentido de imaginación social, no hay futuro 
posible; sólo el sueño de destino incierto. La educación es la apuesta 
hacia adelante y, al mismo tiempo, la respuesta al presente, desde su 
diferencia» (ROSEMBUJ, 1982, p. 38).

Así como en los tiempos pasados, actualmente también no se pude 
despreciar que la competencia del mercado está cada vez más opre-
sora. Las estrategias ponen en relieve valores de naturaleza eminen-
temente material, derrocando valores transcendentes, inherentes a la 
cooperación original, que desechan la satisfacción de las necesidades 
humanas como una de las grandes finalidades del Cooperativismo. 

En vista de ello, el profesor Divar manifiesta que «el Cooperati-
vismo incardinado en el sistema capitalista puede fácilmente perder su 
rumbo y encandilarse con «cantos de sirenas» (entiéndase acomodarse 
a unos logros limitados, perdiendo su objetivo final de cambio social), 
resultando finalmente un pesadísimo lastre en la consecución de la em-
presa autogestionaria.» (Divar, 1995, p. 67)

V.  Reflexiones finales: de las consecuencias prácticas de la 
aplicación meramente formal hacia la preservación de la 
esencia del Cooperativismo en el escenario pos-pandemia

En efecto, la Declaración sobre la Identidad Cooperativa, de la ACI, 
surgió como una carta indicativa de los elementos mínimos para la 
conformación del significado y entendimiento sobre el Cooperativismo 
y sobre la sociedad cooperativa. De este modo, los principios cooperati-
vos no pueden ser meras formulaciones técnicas, con aspecto de man-
damiento declaratorio presente de manera formal en estatutos y leyes.

Más allá de estar en el cuerpo estatutario, y hacer parte de tex-
tos legislativos, los principios cooperativos precisan estar en el alma de 
las cooperativas, para que puedan ser transmitidos a las personas de 
un modo general. Es fundamental anotar que la firmeza de la cultura 
cooperativa, y su promoción indiscriminada, está asociada a la con-
ducta actitudinal de los individuos que están directamente vinculados 
con una sociedad cooperativa.

Es, entonces, que se puede notar que la crisis de identidad que 
llevó la ACI a promover la Declaración sobre la Identidad Coopera-
tiva resultó de la necesidad de provocarse un repensar del quehacer 
cooperativo, pues las sociedades cooperativas, y los actores de la coo-
peratividad, se habían olvidado, o, posiblemente, desprestigiado que 
el Cooperativismo siempre fue más que únicamente una organización 
empresarial para el éxito de actividades económicas. 
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El Cooperativismo, es si un sistema que ofrece la sociedad coope-
rativa como forma distinta para el ejercicio de actividades económicas, 
pero no desecha la necesidad de entenderse que la actividad econó-
mica en si mimo nace con una nueva apariencia, teniendo en cuenta 
que el resultado buscado no es de naturaleza eminentemente finan-
ciero. Lo económico es una consecuencia secundaria de la transforma-
ción del hombre, en todos los aspectos, inclusive el espiritual.

Por tanto, actualmente, más de lo que en épocas pasadas, es im-
portante percibir que la conformación de los principios cooperativos, 
y el desarrollo del quinto principio, en el ambiente de la sociedad coo-
perativa, no puede ser una práctica meramente formal para el cumpli-
miento de un requisito de la ley, o de la ornamentación del estatuto.

La educación, la formación y la información no llevada a la práctica 
en el entorno de existencia de la sociedad cooperativa, tanto provoca 
una ruptura relacional entre los socios, de estos con la propia entidad, 
y de ambos con el medio social de inserción cooperativista. 

En el primer caso, los socios rompen cualquier posibilidad de en-
volverse unos con los demás, para fortalecer la sociedad de la cual son 
dueños, usuarios y paradigmas morales. En la segunda situación, la 
quiebra del vínculo del socio con la sociedad cooperativa genera con-
secuencias jurídicas y económicas. Fatalmente nos es más aislada la si-
tuación de ruptura societaria que genera una acción judicial del socio 
contra la cooperativa, para la búsqueda de indemnizaciones o de otras 
ganancias decurrentes del hecho de haber firmado el estatuto social. 

Finalmente, el rompimiento relacional de la cooperativa y de los 
miembros con el espacio social en donde se encuentran, oprime po-
sibilidades de desarrollo y crecimiento como causa de la ausencia par-
ticipativa interpretación y búsqueda por solución de problemas que 
impiden la superación de necesidades de unos, que directa o indirecta-
mente pueden ser de todos.

Por todo esto, entendiese que la Declaración de la ACI sobre la 
Identidad Cooperativa es un documento representativo de la recapaci-
tación de las ideas originales planteadas por los precursores del sistema 
cooperativo, puestos en práctica por los Pioneros de Rochdale, a través 
de la sociedad fundada en el año de 1984. 

Para justificar la propuesta de recapacitación de las ideas originales 
planteadas por los predecesores del movimiento cooperativo, se puede 
decir que hoy por hoy, considerados los cambios de todos los órdenes, 
las modificaciones técnicas, los avances empresariales y el mundo glo-
balizado encontrase delante de una crisis común, cuyos efectos pueden 
mostrarse tan nocivos como aquellos que la humanidad experimentó 
cuando de la Revolución Industrial.
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Si en otros tiempos la humanidad se transformó en víctima de la 
máquina, hoy, queda cada vez más rehén del Covid-19. Verificada la 
velocidad de diseminación del virus, y de alargamiento de la pandemia, 
el nuevo coronavirus, que provocó la más grave crisis sanitaria en el 
Mundo, desde la Gripe Española del 1918, ya afecta más 190 países y 
territorios, provocando, en fines de julio, casi 650 mil muertes. 

Además de los óbitos, las consecuencias previstas tienden a ser trá-
gicas, determinantes de una crisis en los sistemas de salud, y de una 
consecuente caída de la economía, provocando la disminución de la 
producción, la reducción de la oferta de servicios y productos, y conse-
cuentemente elevando el número de personas en el paro. 

Hoy, en Brasil, muchas personas son diariamente encaminadas al 
paro, justo en el momento en que las plazas de trabajo son escasas, 
casi que inexistentes. Infelizmente, «à medida que medidas de dis-
tanciamento social são implementadas para retardar a disseminação 
da COVID-19, os choques no número de empregos estão agravando 
uma situação já desafiadora para os trabalhadores brasileiros.» (BIRD, 
2020, p. 13) De una manera general, la pandemia deja el mundo de-
lante de una recesión económica grave y difícil. Especificamente en 
Brasil:

O Banco Mundial estima um crescimento de –8 por cento em 
2020. Embora se espere que os serviços sejam os atingidos da pior 
maneira, as exportações do setor agrícola (como a soja) devem au-
mentar, beneficiandose de uma taxa de câmbio real efetiva e mais 
competitiva. Embora a inflação seja de modo geral baixa, espera-se 
que a crise coloque alguma pressão sobre os preços dos alimentos. 
(BIRD, 2020, p. 6)

Con el aumento de la recesión, la crisis económica será incremen-
tada, afectando la estructura de las pequeñas y medias empresas, con-
moviendo los prestadores de servicios esenciales, desestabilizando la 
educación y conmoviendo la base tributaria de los países. Como conse-
cuencia directa, la sociedad global contemplará el crecimiento de la po-
breza y la expansión del número de personas marginadas, situadas en 
condiciones sociales y económicas de miseria y sin perspectivas.

En tierras brasileñas, la situación es absolutamente grave, pues el 
propio Banco Mundial prevé un desmedido aumento de la desigual-
dad, dejando cerca de 7,2 millones de brasileños, o 22,7% de la po-
blación, en condición de pobreza. Es importante tenerse en cuenta que 
«os principais canais de transmissão pelos quais a crise da COVID-19 
afetará as famílias são pela demanda do mercado e choques de oferta 
que se traduzem em perdas de renda.» (BIRD, 2020, p. 108) 
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Considerándose la situación brasileña, una gran proporción de las 
familias «enfrenta um alto risco de perder sua renda: dois em cada 
cinco brasileiros dependem principalmente de fontes de renda não pro-
tegidas por programas sociais. Em sua maioria, a renda familiar provém 
de trabalhos informais, autônomos e empregos formais com menos de 
seis meses de contrato e sem direito ao seguro desemprego em caso 
de perda de emprego.39 Para os 20 por cento mais pobres, a parcela 
de pessoas que depende de renda sem proteção aumenta para metade 
da população». (BIRD, 2020, p. 108)

Es en este escenario complejo, de elevación de la precariedad eco-
nómica y social, que el Cooperativismo surge nuevamente como op-
ción para superación de la crisis, especialmente por la crisis socioeconó-
mica resultante de la pandemia del coronavirus.

Además de criar estrategias para ayudas humanitarias al as perso-
nas necesitadas, que se encuentren en lugares vulnerables, el Coope-
rativismo debe iniciar una rápida inserción educacional, formativa e in-
formativa en el seno de la sociedad, para difundir su cultura como una 
alternativa adecuada antes la crisis que quita diariamente la esperanza 
de muchedumbres.

Hay que comprenderse, definitivamente, que la raíz axio-principio-
lógica desvela que, desde sus orígenes, el Cooperativismo resguardase 
bajo un manto de valor humanitario que delega a la sociedad coopera-
tiva una responsabilidad social que debe ser ejercida desde una triple ex-
tensión de solidaridad: la solidaridad entre sus miembros; la solidaridad 
con otras cooperativas; y, sobre todo, la solidaridad con la comunidad.

Si esta no se transformar en la causa que debe guiar el principio de 
la educación, formación e información, pronto el Cooperativismo es-
tará sometido a otra crisis de identidad, que, el día menos pensado, 
puede quitarle la razón de existir como alternativa socioeconómica.
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Modelo del Profesional del Derecho en Cuba: particularidades para 
la asesoría jurídica. III. Marco legal de la labor educativa e informativa 
del asesor jurídico en las cooperativas cubanas. IV. Algunas propuestas 
para potenciar la educación, capacitación e información cooperativas 
en Cuba desde la asesoría jurídica V. Conclusiones.

Summary: I. Introduction II. The educational dimension within 
the Model of the Law Professional in Cuba: particularities for legal ad-
vice. III. Legal framework of the educational and informative work of 
the legal adviser in Cuban cooperatives. IV. Some proposals to pro-
mote cooperative education, training and information in Cuba from 
legal advice V. Conclusions.

Resumen: El modelo socioeconómico cubano de las últimas seis décadas 
se ha caracterizado por un Estado fuerte, que en sus relaciones con las coope-
rativas ha sido absorbente. Esta dinámica también ha llegado a la educación, 
capacitación e información de estas formas asociativas, así como a su asesoría 
jurídica. El presente trabajo tiene como objetivo fundamentar algunas ideas so-
bre la incidencia de la asesoría jurídica en la educación, capacitación e infor-
mación en las cooperativas cubanas. Con este propósito, se analiza el lugar 
que ocupa la dimensión educativa en el Modelo del Profesional del Derecho 
en Cuba. A continuación, se explica el marco legal en el que se desarrolla la la-
bor educativa e informativa del asesor jurídico en las cooperativas. Sobre esta 
base, se argumentan un grupo de recomendaciones para perfeccionar esta ac-
tividad.
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Palabras claves: asesoría jurídica; educación, capacitación e información 
cooperativas.

Abstract: The Cuban socioeconomic model of the last six decades has 
been characterized by a strong state, which has been absorbing in its relations 
with cooperatives. This dynamic has also reached the education, training and 
information of these associative forms, as well as their legal advice. The pre-
sent work aims to base some ideas on the incidence of legal advice in educa-
tion, training and information in Cuban cooperatives. With this purpose, the 
place of the educational dimension in the Model of the Professional of Law in 
Cuba is analyzed. Next, the legal framework in which the educational and in-
formative work of the legal adviser in cooperatives is carried out is explained. 
On this basis, a group of recommendations are made to improve this activity.

Keywords: legal advice; cooperative education, training and information.
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I. Introducción

Como señalan Arnáez Arce y Atxabal Rada «Desde sus orígenes, el 
movimiento cooperativo ha tenido un compromiso claro y firme con la 
educación. No debemos olvidar que el desarrollo del modelo de coope-
ración de Rochdale y su funcionamiento fueron el resultado directo de 
un proceso de Educación-Aprendizaje3» (2015, 79). Por ello es perfec-
tamente comprensible que el quinto principio de la Declaración sobre 
la Identidad Cooperativa, aprobada en el Congreso de Manchester en 
1995, fuera el de «Educación, capacitación e información», definido 
en los términos que siguen: «Las cooperativas brindan educación y ca-
pacitación a sus asociados, representantes elegidos, funcionarios y em-
pleados, de manera que puedan contribuir efectivamente al desarrollo 
de ellas. Informan al público en general, particularmente a los jóvenes 
y a los líderes de opinión, acerca de la naturaleza y los beneficios de la 
cooperación» (Alianza Cooperativa Internacional, 1995).

Las solas acciones que dan nombre al principio evidencian la am-
plitud del mismo. La educación puede ser entendida como un proceso 
constante en la vida a través del cual, se adquieren conocimientos, ha-
bilidades, creencias, valores o hábitos, por distintos métodos y en gra-
dos diversos de profundidad. La capacitación, sería entonces, una mo-
dalidad educativa encaminada particularmente a crear conocimientos 
técnicos, teóricos y prácticos en los individuos para el desempeño de 
una determinada actividad. Por último, la información supone el ac-
ceso a un grupo organizado de datos, relativos a un ente o fenómeno, 
que integran un mensaje y permiten que se adquiera el nivel de conoci-
miento necesario para la toma de decisiones.

Si se examina con detenimiento se hace notorio, además, que este 
principio entraña una doble perspectiva: una interna, que consiste en 
la educación y las actividades formativas dirigidas a los socios, a los di-
rectivos, representantes y empleados de las cooperativas y otra externa, 
que se concreta en las actividades informativas, de difusión y divulga-
ción de los principios y valores cooperativos a la sociedad en general, 
a los líderes de opinión y a las administraciones públicas (Arnáez Arce, 
2015, 190).

En Cuba, el modelo socioeconómico socialista asumido durante las 
últimas seis décadas, se ha caracterizado por un Estado fuerte, que en 
sus relaciones con las cooperativas ha sido —como regla— absorbente. 
Esta dinámica también ha llegado a la educación, capacitación e infor-

3 Traducción de los autores.
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mación de las cooperativas, así como a la asesoría jurídica de estas for-
mas asociativas. Al respecto, téngase en cuenta que la educación y la 
capacitación de los socios ha llegado, generalmente, motivada por un 
interés público a través de acciones oficiales direccionadas, más que 
del acompañamiento que considere sus intereses y necesidades. Por su 
parte, los asesores jurídicos de las cooperativas cubanas, no sostienen 
con ellas vínculos laborales y mucho menos societarios, sino que estos 
desempeñan su labor en representación de otras entidades encargadas 
de esta función.
Teniendo en cuenta este contexto, el presente trabajo tiene como objetivo 
fundamentar algunas ideas que ilustren sobre la posible incidencia de 
la asesoría jurídica en la educación, capacitación e información en las 
cooperativas cubanas. Con este propósito, inicialmente se analiza el 
lugar que ocupa la dimensión educativa en el Modelo del Profesional 
del Derecho en Cuba. A continuación, se explica el marco legal en el 
que se desarrolla la labor educativa e informativa del asesor jurídico en 
las cooperativas cubanas. Sobre esta base, se argumentan un conjunto 
de recomendaciones que pueden contribuir a perfeccionar la aludida 
actividad.

II.  La dimensión educativa dentro del Modelo del Profesional del 
Derecho en Cuba: particularidades para la asesoría jurídica

El modo de actuación, según Addine Fernández, es una generaliza-
ción de los métodos profesionales que hace posible el actuar sobre los 
diferentes objetos inherentes a la ocupación. Este es el resultado de la 
asimilación por el egresado de los contenidos esenciales de la ciencia 
durante el proceso de formación, el cual debe haber estado en interac-
ción con la lógica esencial de la profesión (Addine Fernández 2006, 1). 

Siguiendo esta línea de pensamiento, Alfonso Caveda apunta que 
«el modo de actuación profesional, al ser generalización de los mé-
todos de trabajo del profesional, se configura a partir de potenciar el 
máximo nivel de integración de núcleos de conocimientos, invarian-
tes de habilidades y valores de las áreas disciplinares, en la solución de 
los problemas presentes en los objetos de trabajo, a través de lo cual 
se va construyendo el objeto de la profesión, en el tránsito del estu-
diante por cada uno de los años de su proceso de formación, expre-
sando la lógica con que actúa y su identidad profesional» (Alfonso Ca-
veda 2014, 6).

Como consecuencia de esta concepción, en este término de la pe-
dagogía se comprenden otras categorías del macrodiseño curricular 
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(González Jiménez 2005). Así pues en los planes de estudios, al refe-
rirse al Modelo del Profesional, se parte de una caracterización de la 
carrera y de la profesión, dando paso a la determinación de su objeto, 
los principales problemas que esta debe resolver, sus modos de actua-
ción, campos de acción, esferas de actuación y las funciones principales 
del profesional, todo lo cual, como es lógico debe guardar una estre-
cha relación.

En el Plan de Estudios D de la Licenciatura en Derecho se consideró 
que una generalización de las multifacéticas actividades del jurista con-
ducía a «distinguir con claridad cuatro grandes modos de actuación del 
egresado: la asesoría, la representación, el control y preservación de la 
legalidad y la impartición de justicia» (Comisión Nacional de Carrera 
2008, 9). Si bien entonces la Comisión Nacional de Carrera no contem-
pló un modo de actuación particular que expresara las competencias 
del profesional para desenvolverse en tareas vinculadas a la enseñanza, 
sí estableció que uno de los objetivos generales de la carrera, era que 
al concluir sus estudios, los egresados fueran capaces de «ejercer la do-
cencia utilizando los rudimentos esenciales de la pedagogía» (Comisión 
Nacional de Carrera 2008, 11), lo cual explica que una de las esferas de 
actuación contempladas fueran las «actividades académicas de la edu-
cación superior» (Comisión Nacional de Carrera 2008, 9).

Por su parte, el Plan de Estudios E, que ha sido diseñado a la me-
dida de las necesidades, posibilidades y exigencias particulares de cada 
Centro de Educación Superior, permitió a la Universidad de Pinar del 
Río incluir un modo de actuación del egresado que, aunque no logra 
sintetizar el mismo nivel de generalidad que los anteriores, avanza en 
el camino de triangular el enfoque formador del jurista. El mismo reza: 
«También podrán trabajar como docentes en actividades académicas 
de la educación superior» (Departamento de Derecho 2018, 12). 

A pesar de las diferencias apuntadas entre los dos planes de estu-
dios de base ahora vigentes —toda vez que el Plan D está en liquida-
ción, mientras el Plan E avanza en su segundo curso académico— se 
aprecia la importancia atribuida a formar habilidades para el ejercicio 
de funciones educativas. La limitación en ese sentido puede ubicarse, 
en primer lugar, en la falta de sistemática en la forma de reflejar este 
modo de actuación en los distintos elementos del Modelo del Profesio-
nal (V. gr.: problemas que debe afrontar y resolver, así como campos 
de acción). 

Por otro lado, si bien ha tenido un reconocimiento estable el modo 
de actuación denominado «asesoría jurídica», en los ya analizados pla-
nes de estudio se aprecian dificultades para precisar su naturaleza. En 
el Plan D se plantea que uno de los problemas que debe afrontar y re-
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solver el jurista es «la asesoría, en las entidades de que se trate, sobre 
lo concerniente al cumplimiento y aplicación de la legislación corres-
pondiente en el desarrollo de la actividad de las mismas» (Comisión 
Nacional de Carrera, 2008, 8). Más allá del dudoso carácter de pro-
blema profesional del enunciado citado, a este parece corresponder 
la esfera de actuación prevista en «organismos, instituciones, empre-
sas y otras entidades» (Comisión Nacional de Carrera, 2008, 9), con lo 
cual estaría en línea con la tipología de actividad que se reconoce en la 
práctica con tal denominación.

Sin embargo, al definir el modo de actuación este Plan de Estudios 
se debate, sin arribar a una conclusión evidente, en la disyuntiva en-
tre considerar como «asesoría» a la que considera «visión muy reduc-
cionista», aquella que «se les ha otorgado entre nosotros a los juristas 
que se desempeñan en los organismos, empresas, instituciones, etc.» 
(Comisión Nacional de Carrera, 2008, 9) y la que entiende como «el ni-
vel básico de competencia de un jurista» y que «realizan casi todos los 
profesionales del Derecho», cuyas habilidades son esencialmente: «de-
terminar si la situación que se somete a su consideración conforma o 
no una relación jurídica; en caso de serlo, definir la rama o ramas del 
Derecho en que se encuentra tutelada; y, previa interpretación de la 
norma o normas pertinentes, orientar las vías apropiadas para su solu-
ción conforme a derecho» (Comisión Nacional de Carrera, 2008, 10). 

Esta ambigüedad en los pronunciamientos puede ser asumida 
como una consecuencia o reflejo de la realidad material. Nótese que 
los servicios de asesoramiento legal a instituciones y entidades, estata-
les o no, estuvieron fraccionados, por años, entre la Organización Na-
cional de Bufetes Colectivos; un grupo de sociedades civiles de servi-
cios, patrocinadas por el Ministerio de Justicia, para prestar servicios a 
las empresas mixtas y demás formas de asociación económica; las em-
presas especializadas en entidades del sector del transporte; el asesora-
miento propio o interno; y las Consultorías Jurídicas subordinadas a las 
Direcciones de Justicia de los Órganos de Gobierno Local. A ello debe 
añadirse la notable dispersión en las regulaciones que ordenaban la ac-
tividad, de la cual dan cuenta, en perfecta síntesis, Rivero Morejón y 
Navarro Pentón (2017, 70). 

Por su parte, en el Plan E, que es antecedido por el reordenamiento 
de la actividad de asesoría iniciado en enero de 2018, se aprecia un li-
gero proceso de corrección de las dificultades de su predecesor. Los 
principales problemas a resolver por el profesional del Derecho están 
concebidos con universalidad, de manera que resultan comunes para 
cualquier especialista del ramo, y otro tanto se hace al enumerar los 
modos de actuación en «una valedera generalización de las multifacé-
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ticas actividades del jurista» (Departamento de Derecho, 2018, 12). De 
tal forma que cuando en este documento se alude a la «asesoría», no 
se está refiriendo al desempeño de aquellos que operan en las esferas 
de actuación reservada para el ejercicio en «organismos, instituciones, 
empresas y otras entidades» (Departamento de Derecho, 2018, 12). 

Si bien estos niveles de abstracción tienen méritos notables, dejan 
sin respuesta la cuestión relativa a qué distingue al asesoramiento jurí-
dico propiamente dicho y, en consecuencia, cuáles deben ser las ade-
cuaciones para formar las habilidades necesarias que demanda la eje-
cución del conjunto de acciones a él asociadas, tomando en cuenta, 
además, que estas pueden variar atendiendo al tipo de persona des-
tinataria de sus servicios (física o colectiva) y de las normas vigentes al 
efecto. 

De la combinación de elementos apuntados resulta que, si bien el 
profesional del Derecho está capacitado para la labor educativa, sus 
aptitudes parecen restringidas a los procesos institucionalizados en la 
esfera de la educación superior. Ello entraña un doble distanciamiento 
con respecto a las exigencias que, de tales destrezas, puede tener un 
asesor legal dado, en primer orden, que este precisa de herramientas 
educativas para ámbitos más informales y, en segundo lugar, que re-
sulta complejo determinar la envergadura que deben tener las mismas 
puesto que las habilidades básicas de tal modo de actuación no están 
claramente determinadas en el Modelo del Profesional.

III.  Marco legal de la labor educativa e informativa del asesor 
jurídico en las cooperativas cubanas

La asesoría jurídica en Cuba se ordena a partir del Decreto Ley 349 
de 24 de enero de 2018, «Del Asesoramiento Jurídico» y la Resolución 
41 de 3 de marzo de 2018 del Ministerio de Justicia «Reglamento para 
el ejercicio de la actividad de asesoramiento jurídico». Dichas normas, 
si bien contemplan a las cooperativas entre los sujetos destinatarios 
de este servicio, no tienen como objetivo particularizar en la especiali-
zación del desempeño de estos profesionales según las características 
que singularizan a los sujetos asesorados.

No obstante, en el artículo 5 se establece, con una formulación 
general, la necesidad de que la actividad de asesoramiento se ajuste, 
desde el conocimiento, a aquellos elementos que se consideran defi-
nitorios para un desenvolvimiento exitoso de los entes asesorados. Al 
respecto se dispone que «Para el ejercicio de la actividad de asesora-
miento jurídico, los juristas tienen que conocer de los objetivos de tra-
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bajo y planificación de las actividades del sistema a que pertenece la 
entidad donde se desarrolla el asesoramiento legal, y participar del 
cumplimiento de los objetivos, criterios de medida y planes propios de 
la actividad de asesoramiento jurídico» (MINJUS, Resolución No. 41 
2018).

Si se interpreta el precepto aludido, este permite amparar las exi-
gencias propias de la asesoría jurídica de las cooperativas, toda vez 
que ellas poseen un conjunto de particularidades que las diferencian 
de otras empresas. Esta identidad propia, impone a los asesores que 
asuman compromisos en este campo, un determinado nivel de espe-
cialización.

Los elementos que ofrecen contenido a la identidad cooperativa 
son disímiles (Rodríguez Musa 2017, 39). Ahora vale apuntar, desde 
este enfoque, que el asesor debe reconocer en la cooperativa un fenó-
meno socioeconómico integral, que trasciende el mero espacio empre-
sarial y se complejiza sanamente. Ello obedece a que la cooperativa es 
una empresa, pero en ella también toman forma jurídica vínculos aso-
ciativos inspirados en valores nacidos de necesidades sociales, por lo 
cual, se superponen en su interior, sin conflictos, roles tradicionalmente 
enfrentados como el de propietario y trabajador, o el de empresario y 
consumidor. Además, la finalidad de servicio a los asociados que la ca-
racteriza, trastoca la perspectiva tradicional del lucro, también porque 
la misma no tiene en la responsabilidad social un apéndice impuesto, 
sino porque es inherente a su naturaleza y estructura institucional. En 
el mismo sentido, trasciende el hecho de que su funcionamiento se 
asienta en principios como la voluntariedad, la igualdad, el control de-
mocrático, la distribución equitativa, la autonomía y la educación. 

Siguiendo el enfoque transversal que se asume en este trabajo so-
bre la función educativa del jurista, tomando como bases a las funcio-
nes del Derecho y la teoría de la actividad, se puede sostener que el 
asesor está comprometido en su accionar a asumir, no solo el rol de 
comunicador y educador, sino que, en el caso de las cooperativas, el 
papel del jurista debe ser coherente con los elementos identitarios de 
estas formas asociativas.

En estrecha relación con lo anterior, la Resolución No. 41/2018 del 
Ministerio de Justicia se proyecta en los términos del artículo 6, ya no por 
el carácter implícito de la labor formativa, sino en pro de asegurarle un 
espacio propio, al disponer que «Las prioridades del asesoramiento jurí-
dico son las siguientes: (…) 11. Planificación y desarrollo de actividades 
divulgativas y de capacitación en temas jurídicos». Esta atribución puede 
emplearse para tratar asuntos relativos a las necesidades propias de las 
cooperativas, sea por interés del cliente o del asesor.
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Para afrontar esta tarea, el asesor se encuentra respaldado, desde 
el plano legal, por la posibilidad de superación y la oportunidad de vin-
cularse a la investigación. Ambas constituyen importantes fuentes de 
actualización para sostener un proceso de formación continua en las 
habilidades y conocimientos demandados para el desempeño profesio-
nal, luego del egreso del pregrado. 

En cuanto a la superación, esta, más que una alternativa, está pre-
vista como una exigencia. De tal forma se planifica y se controla, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 10, inciso c) y 11, inciso d), 
del Decreto-Ley No. 349/2018; así como en el artículo 8, apartado 2 de 
la Resolución No. 41/2018.

Por su parte, la incorporación a la investigación, aunque no está 
prevista en los términos de la superación, es objetivamente una alter-
nativa para los profesionales del sector. La Resolución No. 287/2019 
del Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medio Ambiente, contentiva del 
«Reglamento para el sistema de programas y proyectos de ciencia, tec-
nología e innovación», presenta una previsión abierta para que toda 
persona, colectiva o natural, con capacidad para ejecutar actividades 
de esta naturaleza, pueda presentar propuestas de proyectos por in-
terés propio en la convocatoria de los Programas destinados a este fin 
(art. 15).

Así pues, la sistemática legal que le permite al jurista que se desem-
peña en el asesoramiento superarse, integrarse a la generación de nue-
vos saberes útiles a través de la investigación y que le dan un espacio 
en la propia actividad de asesoría para divulgar y capacitar, lo legitiman 
como un sujeto externo a la cooperativa con especial aptitud para inci-
dir en la dimensión educativa de esta, que es no solo una arista de ella 
misma, sino una cualidad intrínseca a la figura.

Por ello, entre los principios rectores de las cooperativas cubanas 
se reconoce «la regla de oro del cooperativismo», exigiéndose en tér-
minos relativamente semejantes tanto para las cooperativas agrope-
cuarias (Decreto-Ley No. 365 de 2019, art. 8 inciso i, en relación con el 
art. 17 inciso d), como para las no agropecuarias (Decreto-Ley No. 366 
de 2019, art. 6, inciso h). 

De las normas referidas, hay que destacar el acierto de ponderar el 
derecho a la educación, al reconocerle en esta variante particular. De 
conformidad con ello, el Decreto-Ley No. 365 de 2019, concibió como 
parte de la responsabilidad del Estado en el fomento de las Cooperati-
vas Agropecuarias propiciar «la asignación de plazas en los planes de 
continuidad de estudio para la formación de la fuerza de trabajo ca-
lificada de nivel medio, capacidades en programas de nivel de educa-
ción superior de ciclo corto y carreras en las universidades, así como 
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promueve y gestiona la recalificación y superación posgraduada de 
sus técnicos» (art. 17, inciso d). Respecto a las Cooperativas No Agro-
pecuarias, el Decreto No. 356, «Reglamento de las Cooperativas no 
Agropecuarias», que entró en vigor el propio año 2019, le encargó al 
Ministerio de Educación Superior la elaboración «del programa de pre-
paración y formación sobre los principios de funcionamiento de las 
cooperativas» (Disposición Final Cuarta).

Sin demeritar el avance que suponen tales regulaciones, con-
viene hacer notar que tal exigencia recae principalmente en el plano 
interno de la cooperativa, con el objetivo de promover la formación 
de sus miembros respecto a las actividades a desarrollar, así como 
en los principios del cooperativismo; sin embargo, se subvalora la 
esfera externa del principio en cuestión, su contenido informativo 
y las potencialidades de los asesores jurídicos para colaborar con su 
realización.

IV.  Algunas propuestas para potenciar la educación, capacitación 
e información cooperativas en Cuba desde la asesoría jurídica

A partir de las reflexiones anteriores es posible identificar un grupo 
de ideas cuya implementación podría contribuir a potenciar la educa-
ción, capacitación e información cooperativas desde la asesoría jurídica 
en Cuba, a saber:

Concebir la labor educativa e informativa como parte del modo de 
actuación del asesor jurídico

Ante todo, conviene apuntar la ausencia de fundamento para 
constreñir el actuar educativo de cualquiera jurista al ámbito de la Edu-
cación Superior. Ello supone preterir que, entre las funciones del Dere-
cho están la orientación de comportamientos y la educativa (Fernández 
Bulté 2004, 46), lo cual convierte a cada profesional en un potencial 
agente formador, a partir de sus conocimientos.

Por tal motivo, la educación jurídica no se restringe al espacio uni-
versitario, sino que ha de entenderse como «un proceso consciente de 
enseñanza y aprendizaje, de acercamiento continuo al derecho para 
apropiarse de su contenido político, social, ideológico, deontológico, 
axiológico, normativo y conductual, (…) mediante el estudio de las nor-
mas jurídicas y encaminado a la formación ética del ciudadano, sobre 
la base de la dialéctica de deberes y derechos» (Sierra Socorro 2004).
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En particular, Por cuanto alude a la labor del asesor jurídico, es per-
tinente precisar que una sistematización de sus actividades fundamen-
tales permite contemplar, dentro de dicho modo de actuación, lo si-
guiente (Bruch 2016) (Garcìa 2017):

— Diagnosticar: implica la determinación del estado de cualquier 
fenómeno. Los resultados conseguidos deben funcionar como 
punto de partida para trazar y ejecutar el plan de acciones desti-
nado a eliminar las dificultades jurídicas detectadas.

— Orientar: se manifiesta cuando se aconseja sobre las opciones 
y medios jurídicos con que se cuenta para satisfacer sus intere-
ses, esclareciendo dudas y advirtiendo sobre el alcance y posi-
bles efectos jurídicos de las acciones a emprender relativas a sus 
asuntos.

— Redactar: requiere de la «ingeniería» o creatividad del asesor, 
para reflejar principios e intereses concretos en documentos de 
trascendencia jurídica.

— Representar: se configura cuando un cliente, manifiesta su vo-
luntad para que se ejecuten las acciones legales pertinentes que 
le permitan brindar solución a la situación jurídica en que se en-
cuentra, actuando en interés y por cuenta de esta.

— Supervisar: se materializa fundamentalmente al realizar la vigi-
lancia en favor de la legalidad de los actos o procedimientos de-
sarrollados.

Si bien ninguna de las actividades relacionadas explicita la dimen-
sión formativa del quehacer del jurista encargado de tal función, con-
viene tener presente que la misma está implícita. Ello es perfectamente 
comprensible si se advierte que la actividad existe en forma de acciones 
o grupos de acciones, siendo la acción un proceso que se subordina 
a la representación de aquel resultado que habrá de ser alcanzado; 
es decir, un proceso subordinado a un objetivo consciente (Leontiev 
1981). 

Dada la proximidad que deriva de la relación entre cliente y asesor, 
se establece un vínculo de confianza que tiene su asiento en el inter-
cambio constante, a fin de equilibrar los intereses del cliente y el inte-
rés general expresado en las exigencias legales. Precisamente esta di-
námica le atribuye una particular y sistemática labor en la generación y 
divulgación del saber jurídico al asesor, lo cual le da una especial opor-
tunidad para contribuir a las dos funciones del Derecho apuntadas pre-
viamente. 

Como señala Añón al referirse a la función de orientación social del 
Derecho, esta «se pone de relieve cuando se analiza el Derecho como 
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forma de comunicación (…) [por lo cual] habría toda una red de men-
sajes en muchas direcciones dirigidos a persuadir a otro para que siga 
un modelo de conducta» (Añón 2006, 122). En cuanto a la función 
educativa, la misma autora asume que se trata de «algo así como un 
efecto derivado» de la función antes mencionada. En ella el valor de 
los operadores legales estriba en que, como «agentes que han de apli-
car el Derecho acepten los modelos normativos» (Añón 2006, 125), o 
sea, que sean capaces de entender, respetar y hacer respetar su legiti-
midad en todos los extremos de su desenvolvimiento.

Si se examinan con detenimiento las disímiles acciones relativas al 
asesoramiento legal, se aprecia que la comunicación de conocimientos 
jurídicos está presente de manera constante y que, en razón de su pro-
fesión, es él el encargado de la difusión del respeto por la legalidad en 
su integralidad. Además, como jurista, se convierte en una persona con 
una importante responsabilidad respecto a ese entramado comunica-
tivo descrito. Es por esto que, a fin de que se asimilen sus conocimien-
tos entre los sujetos asesorados, resultan inestimables las herramientas 
didácticas que debe adquirir en su proceso formativo.

Reforzar la institucionalidad que sostiene la educación, capacitación 
e información de las cooperativas desde la asesoría jurídica

La Constitución cubana del 10 de abril de 2019 reconoce, en su ar-
tículo 73, que «La educación es un derecho de todas las personas…». 
En tanto es este derecho, en primera instancia, «responsabilidad del Es-
tado, que garantiza servicios de educación gratuitos, asequibles y de 
calidad para la formación integral, desde la primera infancia hasta la 
enseñanza universitaria de posgrado», corresponde al propio Estado 
crear las condiciones para respaldarlo, no solo desde el punto de vista 
material, sino también jurídico-institucional ante sus posibles vulnera-
ciones. Para ello, el país está urgido de una Ley de Educación, que or-
ganice el ejercicio y defensa de este derecho, con la participación res-
ponsable de «la sociedad y las familias», tal como exige la nueva Carta 
Magna.

Respecto al reconocimiento constitucional del derecho a la infor-
mación (artículos 53 y 80, inciso i), sostiene Pérez Véliz (2019, p. 63) 
que su reconocimiento «es condición para garantizar la transparencia 
en cuatro sentidos: como condición de garantía jurídica, en el enten-
dido de contar con un respaldo legal para exigir el acceso a la informa-
ción gubernamental; como condición de garantía institucional, en el 
entendido de contar con un órgano u organismo al que se le pueda re-
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clamar el cumplimiento por el Estado del deber de informar; como con-
dición de garantía jurisdiccional, en el entendido de contar con un pro-
ceso jurisdiccional especial, preferente y sumario que permita obligar al 
Estado coactivamente a cumplir con su deber de informar; y como con-
dición de garantía material, en el entendido de la existencia de unas 
condiciones materiales mínimas para que cualquier ciudadano pueda 
acceder a la información pública». 

En esta dirección, conviene destacar que el Cronograma Legisla-
tivo para el período 2019-2022 (Asamblea Nacional del Poder Popular 
2019), aprobado para la implementación de la Constitución, se ha pla-
nificado elaborar la «Ley de transparencia y acceso a la información», a 
fin de regular el derecho de toda persona a solicitar y recibir del Estado 
información veraz, objetiva y oportuna, así como las garantías a este 
derecho. Sin embargo, no se prevé en este Cronograma a corto plazo 
la Ley de Educación.

En la forma en que las cooperativas cubanas se involucran en la 
materialización de estos derecho fundamentales para dar contenido 
al principio que nos ocupa, resulta esencial la labor del asesor jurídico, 
quien debe contribuir a la conciencia de sus miembros en el contenido 
de los derechos y en su afinidad con la identidad cooperativa; en la res-
ponsabilidad de la cooperativa con su concreción; en la articulación de 
su práctica y defensa desde las normas internas; y en la formalización 
de los vínculos necesarios —usando instrumentos jurídicos como los 
convenios— con los centros de educación e investigación oficiales para 
definir acciones de este tipo, que respondan a las necesidades propias 
de la asociación.

Para hacer efectivo este propósito, es necesario que la actividad 
de asesoría jurídica resulte coherente con la naturaleza de las coope-
rativas, lo cual no ha sido favorecido desde la enseñanza de pregrado 
del Derecho, donde los planes de estudio han considerado la institu-
ción tan solo de forma incidental desde otras materias como el Dere-
cho Constitucional, Agrario o Mercantil, pero nunca desde el Derecho 
Cooperativo, pese a los avances que en esta dirección ha mostrado La-
tinoamérica desde mediados del siglo pasado. 

Sin embargo, tanto el Plan de Estudios D (en liquidación), como el 
Plan de Estudios E (en implementación), cuentan con las bondades ne-
cesarias para, desde el currículo optativo y desde el posgrado, ofrecer 
una formación orientada a las particulares exigencias de cada territorio 
y de cada uno de los modos de actuación del profesional. En particular, 
para los asesores jurídicos, conviene trabajar en la consolidación de las 
habilidades que precisan para desarrollar su labor educativa e informa-
tiva en las cooperativas.
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Este ha sido el caso, por ejemplo, de la Carrera de Derecho en la 
Universidad de Pinar del Río (UPR) donde, utilizándose como referen-
tes resultados de investigación previos, se imparte una asignatura op-
tativa sobre «Introducción al Derecho Cooperativo» desde hace seis 
cursos, se han concluido cinco cursos de postgrado tocantes o relati-
vos a la materia, de los que se han graduado más de 30 asesores ju-
rídicos del territorio, vinculados en su mayoría a la Empresa Provin-
cial de Servicios Legales. A tono con ello, se formalizó desde 2018 un 
Convenio de colaboración entre esta Empresa y la UPR, contentivo de 
un Proyecto de Investigación, Desarrollo e innovación destinado a im-
plementar una «Metodología para perfeccionar el proceso de aseso-
ría jurídica de las Cooperativas No Agropecuarias en la provincia de 
Pinar del Río». El objetivo de este Proyecto, que a futuro podrían ge-
neralizarse hacia otros lugares del país es potenciar, desde la labor 
del asesor, los rasgos que identifican universalmente esta particular 
forma asociativa.

Por último, es pertinente reflexionar sobre el lugar en que se en-
cuentran los asesores jurídicos de las cooperativas cubanas, quienes de-
sarrollan su función vinculados a entidades diferentes a la cooperativa 
(V. gr.: Empresa de Servicios Legales; Organización Nacional de Bufetes 
Colectivos, etc.) y no se conocen casos de cooperativas donde los ase-
sores sean propios, es decir, donde el jurista sea un asociado más, con 
derechos, deberes y responsabilidades sociales, que con su labor tri-
bute a la realización del objeto social de la entidad. Esta situación de 
contar con asesor jurídico propio, pese a que es común en las empre-
sas estatales del país y a no conocerse ningún impedimento legal para 
que también sea así en las cooperativas4, parece favorable para la efec-
tividad de la función educativa e informativa del asesor, en tanto au-
mentaría su compromiso personal con la asociación cuando estos tam-
bién sean los suyos.

4 Al respecto vale mencionar que la Dirección de Asesoramiento Jurídico del 
Ministerio de Justicia (2013), en sus «Indicaciones Metodológicas para el Asesoramiento 
Jurídico a las Cooperativas No Agropecuarias» advirtió —desde el 1ro. de los 
principios que las informan— que este asesoramiento «…se hará efectivo a través 
de la contratación de servicios jurídicos a las Consultorías Jurídicas subordinadas a 
los Consejos de la Administración Provinciales y las entidades que prestan servicios 
legales especializados. En dependencia de los resultados que se obtengan al concluir 
la evaluación de las normas que con carácter experimental han sido aprobadas (…) 
se autorizarán otras modalidades de asesoramiento jurídico para las mismas». Sin 
embargo, hasta la fecha no se conoce ninguna disposición jurídica de carácter general 
que reafirme o decline tal intención.
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Concebir de manera diferenciada la labor del asesor jurídico en materia 
de educación, capacitación e información

Como ha quedado expuesto, el rol del asesor jurídico está directa-
mente ligado a la realización por parte de la cooperativa del principio 
que nos ocupa. Sin embargo, aun cuando la actividad de este profesio-
nal hace parte de un todo, su desempeño tiene particularidades que 
deben concebirse de manera independiente.

Ha de entenderse que el proceso comunicacional que corresponde 
al asesor, como responsabilidad individual principal y exclusiva, está de-
limitado en razón de su competencia, por la ciencia del Derecho. A su 
vez, debe tenerse en cuenta que la materia jurídica no resulta lineal, 
sino que las relaciones sociales que tutela el Derecho terminan por in-
tersectarse, por lo cual no es posible establecer un catálogo excluyente 
de ramas que enmarquen su desempeño, en ningún sentido, incluido 
el de la educación, capacitación e información. Por tanto, la diversidad 
que se enfrenta en la entidad de las relaciones jurídicas, condiciona el 
alcance y contenido de la materia legal a tratarse en cada caso.

Como quedó sentado al inicio de este trabajo, la educación tiene 
carácter de proceso estable y duradero; variable intensidad y metodo-
logía; y una considerable complejidad puesto que integra contenidos, 
habilidades, valores, etc. En consecuencia, las cuestiones susceptibles 
de un actuar del asesor en tal sentido, pueden concebirse entre las de 
mayor amplitud, enfocadas a difundir conocimientos generales o espe-
cíficos, según se precise, entre los socios. Si bien es primordial que se 
fomenten —con prioridad— los saberes asociados al Derecho Coope-
rativo, no son estos los únicos reservados al efecto.

Cuando se piensa en la capacitación jurídica, se alude a una prepa-
ración concreta encaminada a la superación para perfeccionar aptitu-
des técnicas o habilidades ejecutivas en actividades de índole profesio-
nal. De tal forma, la exigencia que pesa sobre el letrado, está centrada 
en ciertas cuestiones relevantes para ocupaciones determinadas dentro 
de la cooperativa. En este sentido piénsese, por ejemplo, en el secreta-
rio de la Asamblea General, que puede perfeccionar su labor con algu-
nas herramientas relativas a la redacción de documentos oficiales, o los 
directivos de la entidad, que pueden hacer mejor su trabajo si reciben 
una preparación sobre las normas que ordenan las principales activida-
des que ejecutan: contratos, tributación, relaciones laborales, etc.

En materia de información, ha de precisarse la opinión de los au-
tores sobre la doble implicación, interna y externa, de esta pretensión. 
Hacia dentro la cooperativa precisa, por su carácter democrático, de un 
nivel de acceso a la misma que asegure la transparencia de la gestión. 
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Siendo así, cualquier proceso legal, o cualquier decisión que revista 
forma jurídica, cae en la esfera de los contenidos que el asesor debe 
poner a disposición de todos los socios, siempre que no exista pronun-
ciamiento legal que indique lo contrario. 

En la dimensión externa de la información, habría que distinguir 
qué asuntos jurídicos, y hasta qué punto, conviene que sean divul-
gados. Como regla, estos ameritan una aprobación expresa para su 
divulgación. Para precisarlo, primeramente deben seguirse las indi-
caciones contenidas en disposiciones generales, en especial aquellas 
que ordenan el sector cooperativo y la actividad socioeconómica que 
la entidad desarrolla conforme a su objeto social. Además, deben te-
nerse en cuenta los estatutos y cualquier otra norma interna de la 
cooperativa.
La conjunción de todas estas actividades de variable contenido deriva 
en una carga para el asesor que demanda su preparación continua, así 
como una constante revisión y optimización de su labor.

V. Conclusiones

1. Si bien el profesional del Derecho en Cuba está capacitado para 
la labor educativa, sus aptitudes parecen restringidas a los pro-
cesos institucionalizados en la esfera de la educación superior. 
Ello entraña un doble distanciamiento con respecto a las exi-
gencias que, de tales destrezas, puede recaer sobre un asesor 
jurídico, en primer orden, porque este profesional precisa de 
herramientas educativas para ámbitos más informales y, en se-
gundo lugar, porque resulta complejo determinar la enverga-
dura que deben tener estas herramientas, pues las habilidades 
básicas de tal modo de actuación no están claramente determi-
nadas en el Modelo del Profesional.

2. El marco legal de la labor educativa e informativa del asesor ju-
rídico en las cooperativas cubanas permite amparar las exigen-
cias propias de la asesoría jurídica de estas formas asociativas, 
cuya identidad impone a los asesores que asuman compromisos 
en este campo, determinados niveles de especialización. Para 
afrontar esta tarea, el asesor se encuentra respaldado por la po-
sibilidad de superación y por la oportunidad de vincularse a la 
investigación. 

3. Para potenciar la educación, capacitación e información coope-
rativas en Cuba desde la asesoría jurídica, conveniente sería:
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— concebir la labor educativa e informativa como parte del 
modo de actuación del asesor jurídico, la cual no se restringe 
al espacio universitario, en tanto la necesidad de difundir el 
respeto por la legalidad en su integralidad está presente de 
manera constante; pero, para que se asimilen los conoci-
mientos entre los sujetos asesorados, resultan inestimables 
las herramientas didácticas que debe adquirir el asesor en su 
proceso formativo. 

— reforzar la institucionalidad que sostiene la educación, ca-
pacitación e información de las cooperativas, para lo cual 
el asesor jurídico puede contribuir a la conciencia de sus 
miembros sobre la afinidad de los derechos fundamentales 
a la educación y al acceso a la información, con la identidad 
cooperativa; en la responsabilidad de la institución con su 
materialización; en la necesaria articulación de su práctica y 
defensa desde las normas internas; y en la formalización de 
los vínculos necesarios con los centros de educación e inves-
tigación oficiales para concretar acciones de este tipo que 
respondan a las necesidades de la cooperativa.

— concebir de manera diferenciada la labor del asesor jurídico 
en materia de educación, capacitación e información, la pri-
mera enfocada a difundir conocimientos entre los socios, 
priorizando el Derecho Cooperativo; la segunda destinada a 
potenciar las aptitudes técnicas o habilidades ejecutivas en 
actividades profesionales; y la última, hacia dentro asegu-
rando la transparencia, y hacia fuera distinguiendo, en aten-
ción a las normas internas y externas de la cooperativa, qué 
asuntos jurídicos conviene que sean divulgados.
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lativos a la educación cooperativa. 5. Bibliografía.

Summary: 1. The fifth cooperative principle and its historical 
references. 2. Analysis of the principle. 3. Relationship of the princi-
ple with the cooperative values. 4. Concerns and future approaches 
relatives to cooperative education. 5. Bibliography.

Resumen: El principio de educación ha sido considerado razonable-
mente la «regla de oro» del cooperativismo. Constituye la puerta al co-
nocimiento de los caracteres esenciales de la cooperativa y al ejercicio de 
los derechos y responsabilidades de los socios. Al mismo tiempo acerca la 
cooperativa como empresa a la sociedad, y muy especialmente a los jóvenes 
que pueden encontrar en ella un futuro satisfactorio, dando continuidad al 
movimiento cooperativo en el tiempo.

Palabras clave: cooperativas, identidad cooperativa, principios coope-
rativos

Abstract: The principle of education has reasonably been considered 
the «golden standard» of cooperativism. It is the gateway to knowledge 
of the essential characteristics of the cooperative and to the exercise of the 
rights and responsabilities of the partners. At the same time it brings the co-

1 Texto basado en la ponencia del mismo título presentada en el Congreso de la 
Asociación Internacional de Derecho Cooperativo y la Academia Vasca de Derecho 
sobre «El principio de educación, formación e información de las cooperativas», en 
Bilbao, el 13 de noviembre de 2019.

2 Catedrático Emérito de la Universidad de Deusto. E-mail: amartin@deusto.es.
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operative as a company close to society, and specially to young people who 
can find in it a satisfactory future, continuing the cooperative movement 
through the time.

Keywords: cooperatives, cooperative identity, cooperative principles.
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1. El quinto principio cooperativo y sus referencias históricas

La educación ha constituido un elemento esencial e inseparable de 
la actividad empresarial cooperativa en todo momento.

Antes, incluso, de la Cooperativa de Rochdale, la que consideramos 
el origen del cooperativismo moderno, encontramos a los llamados 
precursores que concedieron una gran importancia a la educación en el 
marco de sus proyectos.

En el falansterio de Charles Fourier no sólo hay biblioteca y salas de 
estudio3, sino que existe un programa de educación de autorrealiza-
ción por etapas, crítico con el sistema educativo convencional4.

Del mismo modo, Robert Owen mostró su inquietud por la edu-
cación desde la infancia, con excelentes resultados en su obra New-
Lanark, en la que el programa educativo, que debía proporcionar el 
desarrollo físico y moral, se extendía hasta los 14 años en escuelas ele-
mentales y a partir de esa edad en escuelas politécnicas5.

Por su parte, William King, discípulo de Owen, creó en Brighton 
y su entorno escuelas cooperativas, en el contexto de las múltiples 
cooperativas de consumo que se fueron formando bajo su impulso, 
a las que asignaba una tarea de educación profunda6. Es de destacar 
también la publicación del periódico The Cooperator, que realizó, re-
dactándolo personalmente, durante veintiocho meses, entre 1828 y 
18307.

Y también en otros precursores, como Louis Blanc, Peztalozzi, Fu-
llenberg, Grundtvig, Fröbel, y varios más, está presente la importancia 
de la educación en sus obras8.

En los Estatutos Primitivos de la Cooperativa de Rochdale, de 1844, 
en su artículo primero se dice: «Desde el momento en que sea posi-
ble, esta sociedad emprenderá la organización de las fuerzas de la pro-
ducción, de la distribución, de la educación y del gobierno, o, dicho 
en otras palabras, el establecimiento de una colonia que se baste a sí 
misma y en la que se unirán los intereses, o bien prestará ayuda a otras 
sociedades para establecer colonias de esta clase». Y añade a conti-
nuación: «Para desarrollar la sobriedad, se abrirá una Sala de Tem-

3 Gromoslav Mladenatz, Historia de las doctrinas cooperativas, (1969), p. 42
4 Puede verse Dominique Desanti, Los socialistas utópicos, (1973), ps. 213 ss.
5 Alicia Kaplan de Drimer y Bernardo Drimer, Las cooperativas: fundamentos, 

historia, doctrina, (1981), p. 206.
6 Paul Lambert, La doctrina cooperativa, (1970), p. 40.
7 Alicia Kaplan de Drimer y Bernardo Drimer, o.c., (1981), p. 212.
8 Puede verse Margot Hendges, El principio de la educación cooperativa: estudio y 

aplicación en la región del «Vale dos sinos» - Brasil, (2005), ps. 112-114.
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planza tan pronto como se crea conveniente, en una de las casas de la 
sociedad»9. 

Situados en Manchester, en el segundo cuarto del siglo XIX, en el 
contexto de un proceso de industrialización que ha hecho aparecer 
la clase trabajadora y el «problema social» que viene asociado a este 
proceso, no habiendo podido los trabajadores conseguir un aumento 
de sus salarios a pesar de la buena situación económica de la que ve-
nían gozando las empresas, de entre los distintos movimientos polí-
tico-sociales que van apareciendo, los veintiocho tejedores que van 
a promover la Cooperativa de Rochdale se van a enfrentar a la situa-
ción del comercio minorista de provisiones que les lleva a vivir endeu-
dados con la tienda de su barrio y a soportar pesos y calidades infe-
riores a los deseados.

Para hacer comprender la situación a estas personas es imprescindi-
ble una acción educativa: «educar a la gente de escasos recursos antes 
de poderla servir», en expresión de Holyoake10. 

«Los primeros cooperativistas vivían en sociedades en las que la 
educación estaba reservada a los privilegiados», y como sucede en la 
actualidad, se dieron cuenta de la necesidad de alcanzar un grado edu-
cativo que facilitara una vida mejor11.

El almacén se instala en el bajo de una casa en la calle Tood Lane 
de Rochdale, que alquilan por tres años. El edificio tenía tres pisos y 
buhardilla. Poco tiempo después, en 1848, alquilaron el edifico entero 
por 21 años más. 

El segundo piso se convirtió en sala de reuniones y fue provista de 
diarios para el uso de los socios. Pronto se estableció una sección de 
venta de libros y diarios, y los beneficios de esta sección se destinaban 
a la adquisición de libros para la sociedad12.

En 1850 se puso en marcha una escuela para niños, y pocos años 
después se amplió con una nueva aula destinada a personas entre 14 y 
40 años13.

9 «That as son as practicable, this society shall proceed to arrange the powers of 
production, distribution, education, and government, or in other words to stablish a 
self-supporting home-colony of united interests, or assist other societies in establishing 
such colonies», y «That for the promotion of sobriety a Temperance Hotel be opened in 
one of the society’s houses, as son as convenient». Laws and objects of the Rochdale 
Society of Equitable Pioneers (1844), p. 3.

10 Georges Jacob Holyoake, Historia de los Pioneros de Rochdale, (1989), p. 19
11 Alianza Cooperativa Internacional, Notas de orientación para los principios 

cooperativos, (2015), p. 63.
12 Georges Jacob Holyoake, o.c., (1989), p. 28.
13 Georges Jacob Holyoake, o.c., (1989), p. 88.



El principio cooperativo de educación, formación e información… Alejandro Martínez Charterina

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 133-145 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp133-145 • http://www.baidc.deusto.es 137

Diez años después de la constitución de la Sociedad, en los Estatu-
tos que adopta la Asamblea General de 23 de octubre de 1854, se es-
tablece la constitución de un fondo para el perfeccionamiento intelec-
tual de los socios y sus familias, para el mantenimiento de la biblioteca 
que iba creciendo en esos años, y para otros medios de instrucción que 
fueran adoptados. El fondo se constituye con el 2,5% de los beneficios 
y por el importe acumulado de las multas por infracción de los Estatu-
tos, y su gestión se realizará por una comisión de 11 miembros14.

Unos años antes, en 1849, la Sociedad había organizado la reco-
gida de donativos de dinero y libros para la Biblioteca y había consti-
tuido un comité directivo para su gestión, poniendo en marcha, de esa 
forma, lo que después se denominó Departamento de Educación15. 

Con todo ello, como pone de manifiesto Holyoake, a través de la 
educación, a la que denomina «regla de oro», se pretendió contribuir 
al progreso moral e intelectual de los miembros de la cooperativa16.

De este modo se establece en la cooperativa de Rochdale, junto a 
las demás reglas aplicables en la misma, la de promover la educación 
entre sus miembros, tratando éstos pioneros de elevar a las personas a 
un nivel moral más elevado a través del cooperativismo17.

A partir de la creación de la Alianza Cooperativa Internacional, en 
1895, será ésta organización la que se ocupará de la custodia y actuali-
zación de los principios cooperativos18. 

Si durante bastantes años no hubo una acción directa sobre el 
tema, en el X Congreso de la Alianza, celebrado en Basilea en 1921, 
mediante una resolución se reconocieron los principios de Rochdale, pi-
diendo a las cooperativas afiliadas a las organizaciones miembros que 
sus comportamientos se adecuaran a los mismos19.

Desde entonces la Alianza ha revisado en tres ocasiones los princi-
pios para acomodarlos, hasta desembocar en la Declaración de la iden-
tidad cooperativa, en su centenario.

La primera de las revisiones se produjo en el XV Congreso que tuvo 
lugar en París en 1937. En esta revisión se aprobó el informe del Co-
mité especial que se constituyó para ello, quedando los siete principios 

14 Paul Lambert, o.c., (1970), p. 334.
15 G.J. Holyoake, o.c. (1989), p. 87.
16 G.J. Holyoake, o.c. (1989), p. 93.
17 Paul Lambert, o.c., (1970), p. 87.
18 En el artículo 1 del Reglamento de la Alianza Cooperativa Internacional, de 11 de 

abril de 2013 (modificado el 13 de noviembre de 2015 y el 17 de noviembre de 2017), 
se dice «la ACI es la guardiana de los valores y principios cooperativos».

19 José Odelso Schneider, Democracia, participaçao e autonomía cooperativa, 
(1991), p. 49.
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cooperativos divididos en dos categorías, los cuatro primeros necesa-
rios para la afiliación de una cooperativa a la Alianza, y los tres últimos 
recomendables, aunque no necesarios. El tercero de estos era precisa-
mente la promoción de la educación.

El Comité concluía que debía mantenerse la promoción de la educa-
ción como principio, sin determinar qué recursos habían de comprometer 
para ello, lo que podía variar según las circunstancias, si bien aconsejando 
dedicar una parte de los excedentes netos de la cooperativa a tal fin20.

La segunda revisión se encargó en el XXII Congreso de la Alianza 
a una Comisión para el estudio de los principios, en Bournemouth en 
1963, y la reforma se aprobó en el XXIII Congreso, que se celebró en 
Viena en 1966. 

Los principios eran seis, todos ellos necesarios, y el quinto de ellos 
era el de educación, redactado en estos términos:

«Todas las sociedades cooperativas deben tomar medidas para 
promover la educación de sus miembros, dirigentes, empleados y 
público en general, en los principios y métodos de la cooperación, 
desde el punto de vista económico y democrático»21.

El Informe realizado a la Alianza para la reforma de los principios 
en 1966 entiende que la educación debe ser norma fundamental, con-
siderando que este principio «hace posible la efectiva vigencia de los 
demás principios cooperativos», toda vez que «el cooperativismo no se 
funda en los impulsos egoístas del hombre ni en la ciega obediencia, 
sino en la autodisciplina colectiva, y requiere por lo tanto la adopción 
de nuevas ideas y nuevas normas de conducta que solo pueden adqui-
rirse por una apropiada educación»22.

Al mismo tiempo el principio de educación extiende ésta a los 
miembros de la cooperativa, para facilitar una realización correcta de 
sus derechos y obligaciones como socios, a los dirigentes, ya sean so-
cios elegidos o administradores contratados, para el correcto desenvol-
vimiento de la gestión de la empresa, y, además de dirigirse al interior, 
el principio se proyecta al exterior, al dirigirse al público en general, al 
que se desea informar acerca de la cooperativa y sus actividades, en-
tendiendo que ésta se sitúa en un entorno social con el que debe rela-
cionarse e interactuar23.

20 Alicia Kaplan de Drimer y Bernardo Drimer, o.c., (1981), p. 565.
21 Tomado de Alicia Kaplan de Drimer y Bernardo Drimer, o.c., (1981), p. 565.
22 Alicia Kaplan de Drimer y Bernardo Drimer, o.c., (1981), p. 565.
23 En este sentido, Alicia Kaplan de Drimer y Bernardo Drimer, o.c., (1981), p. 566.
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En el Congreso centenario de la Alianza Cooperativa Internacio-
nal, celebrado en Manchester en 1995, se aprobará la Declaración de 
la Identidad Cooperativa que supone la última de las revisiones de los 
principios cooperativos, así como la introducción de los valores coope-
rativos conformando esta identidad. Entre los principios, de nuevo en 
quinto lugar, el de educación, bajo el nombre de «educación, forma-
ción e información».

El enunciado del principio en el texto de la Declaración es el si-
guiente: «Las cooperativas proporcionan educación y formación a 
los socios, a los representantes elegidos, a los directivos y a los em-
pleados para que puedan contribuir de forma eficaz al desarrollo de 
sus cooperativas. Informan al gran público, especialmente a los jó-
venes y a los líderes de opinión, de la naturaleza y beneficios de la 
cooperación»24.

Además de estos tres Congresos en los que se establecen actualiza-
ciones de los principios, son muchos los que se han ocupado del prin-
cipio de educación25, referidos en orden cronológico y sin ánimo de ser 
exhaustivo:

— El I Congreso de Londres, 1895. En la resolución 11 del mismo 
se considera que para promover la educación social de las perso-
nas las cooperativas podrían establecer fundaciones educativas, 
secciones de mujeres y otras instituciones auxiliares.

— El II Congreso de París, 1896. En este Congreso hay propuestas 
para que la cooperación se considere materia de enseñanza y se 
promocione la educación de adultos.

— El IV Congreso de París, 1900. Una resolución invita a que las 
cooperativas de todos los países promocionen la educación de 
sus miembros.

— El IX Congreso de Glasgow, 1913. Se recomienda en esta Con-
greso que las Uniones Cooperativas publiquen periódicos de 
forma regular como instrumento de educación de los miembros 
de las cooperativas y de sus familias.

— El X Congreso de Basilea, 1921. El informe del Presidente de la 
Alianza dedica una parte a la educación, la importancia de las 
lenguas, de la propaganda y la información. Se felicita la crea-
ción de la Cátedra de Cooperativismo en la Universidad de París, 
y se establece la celebración del Día de la Cooperación.

24 I.C.A.: Declaración de la Alianza Cooperativa Internacional sobre la Identidad 
Cooperativa, (1996), p. 19.

25 Ampliamente estudiado en Margot Hendges, o.c., (2005), ps. 140-170.
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— El XII Congreso de Estocolmo, 1927. Se trataron temas acerca 
de la información entre movimientos cooperativos de los distin-
tos países en el campo de la educación profesional cooperativa, 
y a tales efectos la publicación de la Alianza, el Boletín, podría 
facilitar intercambios de información en dicha materia.

— El XIII Congreso de Viena, 1930. En este Congreso se planteó el 
estado de aplicación de los principios de Rochdale en los distin-
tos países y se nombró un Comité preparatorio de las recomen-
daciones para la actualización de los principios del Congreso de 
1937.

— El XVIII Congreso de Copenhague, 1951. Una resolución plan-
tea la dificultad para afrontar la problemática de su tiempo sin 
la educación precisa y pide, en consecuencia, contacto con los 
educadores para utilizar su conocimiento y técnicas en favor de 
la educación cooperativa. Considera la importancia de los gre-
mios de mujeres en la educación organizada de los niños. Pide 
utilizar la prensa cooperativa, y supervisar la educación del per-
sonal de las cooperativas.

— El XXII Congreso de Bournemouth, 1963. De nuevo se creó una 
Comisión para el estudio de los principios cooperativos y su re-
forma, cuyo informe se llevó al siguiente Congreso en el que se 
actualizaron dichos principios. En este Congreso se trató tam-
bién de la importancia del Centro Educativo del sudeste asiático 
de la Alianza para reforzar la educación cooperativa a través de 
las organizaciones cooperativas, los gobiernos y las Universida-
des, en esta región.

— El XXIV Congreso de Hamburgo, 1969. En este Congreso se pre-
sentó un informe acerca de la educación de los miembros de las 
cooperativas, considerando la educación como un proceso que 
dura toda la vida, y destacando los métodos para llevarla a cabo.

— El XXV Congreso de Varsovia, 1972. Al igual que en el anterior 
se presentó informe sobre la educación del periodo 69-72. En 
este periodo la ACI intensificó su relación con la UNESCO, de 
modo que en la Conferencia General de esta última se aprobó 
una resolución en la que se reconocen las ventajas del movi-
miento cooperativo para la educación de adultos, especialmente 
en países en vías de desarrollo. También se produjo el recono-
cimiento de la Alianza de la importancia de la educación desde 
sus orígenes para el desarrollo del movimiento cooperativo.

— El XXVI Congreso de París, 1976. En el Informe sobre el trabajo 
que el Comité Central de la Alianza realizó en materia de educa-
ción en el periodo inmediatamente anterior, se presenta la cons-
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titución del Cuerpo Consultivo de Educación en 1973, que en 
sus dos años de duración realizó el proyecto CET, una tarea de 
preparación de los materiales disponibles para la educación en 
los países en vías de desarrollo. También se llevó a cabo el pro-
yecto CEMAS, servicio consultivo de materiales para la educa-
ción cooperativa. 

— El XXVII Congreso de Moscú, 1980. El Informe que presentó 
Alex F. Laidlaw titulado «Las cooperativas en el año 2000», 
dedicó también su atención a la educación y, aunque no hubo 
una resolución sobre ella, se aprobó una moción para el uso 
de los medios de comunicación masivos en el movimiento 
cooperativo.

— El XXVIII Congreso de Hamburgo, 1984. Continuando en la lí-
nea del Informe Laidlaw, se da importancia a la educación y se 
destaca la necesidad de trasladar a los jóvenes la información de 
la presencia del cooperativismo en la sociedad.

— El XXIX Congreso de Estocolmo, 1988. Se trata el tema de los 
valores básicos del cooperativismo. Entre los que se presen-
tan están los vinculados a la educación: conocimiento, entendi-
miento, intuición. Se apoyó también la propuesta de la UNESCO 
para la proclamación de un año contra el analfabetismo.

— El XXX Congreso de Tokio, 1992. Tras los Congresos de Moscú, 
que identificó los problemas del futuro, de Hamburgo, que trató 
las perspectivas, y de Estocolmo, que profundizó en ellas, quedó 
para Tokio la preparación de lo que se llevaría al Congreso Cen-
tenario de Manchester de 1995, en el que se aprobaría la De-
claración de la Identidad Cooperativa, a la que nos hemos refe-
rido, y, en consecuencia, el principio de educación, formación, e 
información, así como los valores cooperativos que constituyen 
sus aspiraciones.

2. Análisis del principio

El texto del principio en la Declaración de Identidad Cooperativa, 
que hemos transcrito anteriormente, refiere que las cooperativas pro-
porcionan educación y formación a las personas que se encuentran 
dentro de la cooperativa como socios, representantes elegidos, directi-
vos y empleados, pero también a las que están fuera, es decir a la so-
ciedad en general, al gran público, en especial, a los jóvenes y a los lí-
deres de opinión.
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Con relación a los primeros, la educación les proporciona «el cono-
cimiento de los fundamentos del cooperativismo, el sentido mismo, los 
valores y principios a los que se acomoda la actividad cooperativizada, 
los derechos y responsabilidades. Es la forma en que unos y otros pue-
den entenderse en el marco de la cooperativa, pueden comprender las 
necesidades de los otros y el sentido de su aportación»26.

Los representantes elegidos, al igual que los directivos y emplea-
dos, han de estar bien formados disponiendo del conocimiento pro-
fesional necesario para el buen desempeño de sus funciones: «La for-
mación significa asegurar que todos los que están implicados en las 
cooperativas tengan las habilidades necesarias para llevar a cabo sus 
responsabilidades eficazmente»27. En el pasado en muchos lugares 
tuvo gran importancia la presencia de administradores competentes en 
las cooperativas, que permitieron crecer a muchas de ellas en los fuer-
tes entornos competitivos de los grandes mercados dejando atrás las 
pequeñas dimensiones locales que tenían.

Y, del mismo modo, las cooperativas, insertas en la sociedad, de-
ben transmitir a ésta sus aportaciones y, tomando en consideración que 
la gestión democrática y social de la cooperativa puede resultar atractiva 
para ese cuerpo social, deben informar de los beneficios de la coopera-
ción, especialmente a los jóvenes que se pueden sentir atraídos por «la 
diferencia cooperativa», en la consideración de Birchall28, así como a los 
líderes de opinión, verdaderos altavoces de movilización social29.

Por cuanto se refiere a los miembros de la cooperativa, la educación 
les llevará al conocimiento de los valores y principios cooperativos, así 
como a la forma de aplicarlos en el funcionamiento diario de la coope-
rativa, logrando, de este modo, cooperativistas más comprometidos.

 Además, por extensión, la educación les conducirá a ser ciudada-
nos más activos, en la medida en que se proyecta en el desarrollo social 
de los miembros. En este sentido llamó Owen llamó a su primera es-
cuela «Instituto para la formación del carácter»30.

La formación les permitirá tanto a los miembros representan-
tes elegidos, como a los directivos y empleados desarrollar aptitudes 
prácticas que les permitan dirigir la cooperativa de forma ética y res-
ponsable31.

26 Alejandro Martínez Charterina, La cooperativa y su identidad, (2016), p. 69.
27 I.C.A.: Declaración…, o.c., (1996), p. 61.
28 Johnston Birchall, «Co-operative principles ten years on», (2005), p. 57.
29 Alejandro Martínez Charterina, o.c., (2016), p. 70.
30 A.C.I., Notas…, o.c., (2015), p. 67.
31 A.C.I., Notas…, o.c., (2015), ps. 65-66.
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La información al público trata de dar conocimiento de la empresa 
cooperativa, una empresa gestionada democráticamente a través de 
sus valores y principios, sabiendo que no se va a apreciar ni apoyar 
aquello que no se entiende. Destinatarios de esta información los 
jóvenes que se enfrentan a un mundo más duro y menos igualitario, 
resultado de la crisis financiera pasada, así como de la crisis presente 
y futura consecuencia del fenómeno de la pandemia del coronavirus 
COVID-19 a escala mundial.

Y junto a los jóvenes, esta información a la sociedad se dirige espe-
cialmente a los líderes de opinión: «todos aquellos que influyen en la 
opinión pública, tales como políticos, funcionarios, agentes de los me-
dios de comunicación y educadores»32.

En este sentido han tenido gran importancia las informaciones del 
Año Internacional de las Cooperativas 2012, así como los diversos in-
formes de Naciones Unidas y de la Organización Internacional del Tra-
bajo sobre las cooperativas y su importancia cara a un futuro mejor.

3. Relación del principio con los valores cooperativos

El principio de educación está especialmente relacionado con los 
valores cooperativos de autoayuda y autorresponsabilidad.

El Informe que acompaña al texto de la Declaración sobre la Iden-
tidad Cooperativa de la A.C.I. indica que la autoayuda, como valor 
cooperativo, está basada en la creencia de que cada persona es capaz 
de dirigir y controlar su propio destino. En la cooperativa la autoa-
yuda se ejercita de modo conjunto con los demás socios de la misma 
a través de la acción colectiva y la mutua responsabilidad. Ahora 
bien, a través de la educación las personas, cada una, progresan en 
su propio desarrollo, mejorando sus capacidades como socio y como 
persona.

Al mismo tiempo, la educación ha de ayudar notablemente a que 
los socios sean capaces de asumir la responsabilidad del funciona-
miento de su cooperativa, de su promoción en la sociedad, y del man-
tenimiento de la independencia de la misma de cualquier otra organi-
zación pública y privada33.

Pero se debe señalar que la educación es la puerta de la com-
prensión de todos los valores y principios que conforman la identidad 

32 A.C.I., Notas…, o.c., (2015), p. 65.
33 Puede verse I.C.A, Declaración…, o.c., (1996), p.  37; A.C.I., Notas…, o.c., 

(2015), p. 66; Alejandro Martínez Charterina, o.c., (2016), p. 90.
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cooperativa. Es por lo que se ha venido llamando al principio de edu-
cación la «regla de oro» de la cooperativa, o por lo que se califica a la 
educación como energía vital y motor de desarrollo cooperativo34.

4.  Inquietudes y planteamientos de futuro relativos a la 
educación cooperativa

Estamos estudiando la educación como motor del desarrollo 
cooperativo en la consideración de que la educación, a través de la ac-
tividad de las personas, eleva el nivel de vida de la sociedad. Los mo-
vimientos cooperativos nacionales se esforzaron mucho en el pasado 
para proporcionar educación de las más diversas formas: editaron pe-
riódicos, revistas y libros; fueron pioneros en temas tales como la edu-
cación de adultos, el aprendizaje a distancia, y la idea de aprendizaje 
para toda la vida; formaron bibliotecas, pusieron en marcha colegios 
cooperativos. El resultado fue el progreso de las cooperativas en mu-
chos países35.

La educación debe seguir siendo en el futuro ese motor de desarro-
llo cooperativo: «la educación en las cooperativas debe seguir siendo 
igual de atrevida, innovadora e imaginativa» como lo fue en el pa-
sado36.

Naturalmente las nuevas tecnologías ofrecen hoy unas posibilida-
des que deben aprovecharse para ello. 

La Alianza Cooperativa Internacional propone entre los diversos 
temas relacionados con la educación a considerar en el futuro los si-
guientes37:

— El aprovechamiento del legado cooperativo, como fuente de in-
formación ejemplar para las cooperativas de hoy38.

— La educación cooperativa en los estudios primarios, secundarios, 
universitarios y de postgrado.

— El apoyo a la educación en las economías emergentes, especial-
mente en África y otras economías en desarrollo, como apoyo a 
la consecución de los objetivos de desarrollo sostenible de Na-
ciones Unidas.

34 A.C.I., Notas…, o.c., (2015), p. 63.
35 I.C.A.: Declaración…, o.c., (1996), ps. 79-81.
36 A.C.I., Notas…, o.c., (2015), p. 64. 
37 A.C.I., Notas…, o.c., (2015), ps. 73-76.
38 Puede verse el sitio web Stories.coop, a modo de ejemplo.
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— La importancia de creación de Instituciones de educación supe-
rior de enseñanza cooperativa.

— La investigación académica y la colaboración en la misma.
— La mejora en la comprensión de la sociedad del significado de la 

empresa cooperativa, facilitando datos, estadísticas de empleo, 
resultado de la acción cooperativa.

Finalizo con la consideración de que la acción responsable del socio 
en su cooperativa, así como el reconocimiento de la aportación de las 
cooperativas en la sociedad se consigue mediante el ejercicio constante 
del principio de educación.
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Summary: 1. Introduction. 2. The impact that the exposure to 
certain atmospheres and environments may cause on cooperatives 
members and their work. 3. The impact of the cooperatives’ work on 
the environment. 4. The search for new markets in the green or blue 
economy. 5. Conclusions. 6. Bibliography. 

Resumen: El objetivo de este artículo consiste en responder a la pregunta 
de por qué las cooperativas deben centrar su atención en la formación de sus 
socios y trabajadores en aspectos medioambientales. Como principal hipótesis, 
se considera que, básicamente, son tres los motivos que conducen a la preocu-
pación por el medio ambiente en las cooperativas y, por ende, a la necesidad 
de formación en dicha materia, en coherencia con el 5.º principio cooperativo. 

1 Este trabajo forma parte del Proyecto de Investigación titulado «Las cooperativas 
como instrumento de política de empleo ante los nuevos retos del mundo del trabajo» 
(RTI2018-097715-B-I00). El proyecto ha sido financiado por el Ministerio de Ciencia, 
Innovación y Universidad del Gobierno español, la Agencia Estatal de Investigación 
y el Fondo Europeo de Desarrollo Regional de la Unión Europea, en el marco de la 
Convocatoria correspondiente a 2018 de Proyectos de I+D+i «Retos de investigación» 
del Programa Estatal de I+D+i orientado a los retos de la sociedad.

Asimismo, este trabajo fue expuesto como ponencia en el Congreso «El principio 
de educación, formación e información de las cooperativas. Consecuencias jurídicas 
y económicas derivadas de su aplicación práctica», organizado por la Asociación 
Internacional de Derecho Cooperativo, la Academia Vasca de Derecho y la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Deusto, y celebrado en la Universidad de Deusto, los días 
13 y 14 de noviembre de 2019.

2 Profesor titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad 
de Deusto. Email: javier.arrieta@deusto.es.
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En ese sentido, en primer lugar, se abordará el impacto que la exposición a 
determinados medios o ambientes puede ocasionar sobre los socios y trabaja-
dores de las cooperativas. Ello conlleva la necesidad de estudiar las formas en 
las que se organiza y gestiona la prevención frente a los riesgos ambientales 
en las cooperativas, así como el preguntarse por las particularidades que estas 
presentan al respecto. 

En segundo lugar, se analizará el impacto del trabajo de la cooperativa en 
el medio ambiente. Por consiguiente, también se tratará la forma en la que di-
cho impacto puede gestionarse en las cooperativas ante el mandato que trae 
causa del 7.º principio cooperativo. 

Finalmente, se profundizará en la importancia que tiene considerar el me-
dio ambiente a efectos de poder buscar nuevos mercados en la economía 
verde o azul.

Desde el punto de vista metodológico, se seguirán, por una parte, los mé-
todos descriptivo y comparativo para analizar la normativa aplicable en la ma-
teria, y, por otra parte, el método propositivo, para responder a aquellas cues-
tiones no contempladas en la normativa.

Palabras clave: Cooperativas; medio ambiente; formación; prevención; 
economías verdes y azules.

Abstract: The purpose of this paper lies in answering the question of why 
cooperatives need to focus the attention on the training of their members and 
workers in environmental aspects. As the main hypothesis, we consider that 
there are three reasons that lead to the concern of cooperatives about the en-
vironment and, therefore, to the need of training in this issue, in coherence 
with the fifth cooperative principle. 

In this sense, firstly, we will address the impact that the exposure to cer-
tain means or environments can cause on the cooperative members and work-
ers. It entails the need to study the ways in which the prevention is organized 
and managed in front of environmental risks in cooperatives, as well as to see 
the peculiarities of cooperatives in this regard. 

Secondly, we will study the impact of the cooperative work in the environ-
ment. Therefore, we will address the way in which that impact can be man-
aged in cooperatives before the mandate derived from the seventh coopera-
tive principle.

Finally, we will delve into the importance of considering environment for 
the purpose of looking for new markets in the green and blue economy.

From a methodological perspective, we will follow, on the one hand, the 
descriptive and comparative methods in order to analyse the applicable rules 
applicable in the subject, and, on the other hand, the proactive method in or-
der to give an answer to the issues that are not contemplated in regulations.

Keywords: Cooperatives; environment; training; prevention; green and 
blue economies.
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1. Introducción

Los principios cooperativos, que establece la Alianza Cooperativa 
Internacional, organización de carácter consultivo de la ONU e institu-
ción que une y representa a todas las cooperativas del mundo, cons-
tituyen las directrices mediante las cuales las cooperativas ponen en 
práctica sus valores. Es más, como recuerda la Ley 11/2019, de 20 de 
diciembre, de Cooperativas de Euskadi3, los principios y valores del 
cooperativismo deben ser destacados en el marco o dentro del con-
cepto más amplio de la Economía Social, que no es un concepto solo 
teórico, sino toda una realidad constatada en su cuantificación, exce-
lencia empresarial e indiscutible y esperanzadora utilidad social (cfr. 
Exposición de Motivos, apartado I). No en vano, conforme a lo esta-
blecido por la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social4, para 
alcanzar el estatus de entidad de Economía Social es necesario que las 
entidades enumeradas como tales en el artículo 5, entre las que se en-
cuentran las cooperativas, se rijan por los principios orientativos del ar-
tículo 4, además de realizar actividades económicas y empresariales y 
cumplir la exigencia finalista de la satisfacción bien del interés colecti-
vos de sus integrantes, bien el interés general económico y social, o de 
ambos5.

De ahí que, como hace la Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de 
Cooperativas de Euskadi, resulte acertado introducir en los textos 
normativos, junto a la definición o concepto de cooperativa, el de-
ber que esta tiene de ajustar su estructura y funcionamiento a los 
principios cooperativos (cfr. artículo 1.2). Con otras palabras, el res-
peto a tales principios en la práctica diaria de la cooperativa es una 
obligación.

Entre los principios cooperativos, a los efectos de este estudio, se 
encuentra, enumerado como quinto principio, el relativo a la educa-
ción, formación e información. Concretamente, respecto a la forma-
ción, el Informe sobre la Declaración de la Alianza Cooperativa Interna-

3 BOPV de 30 de diciembre de 2019, núm. 247.
4 BOE de 30 de marzo de 2011, núm. 76.
5 Paniagua Zurera, M. (2011, p.  66). En el mismo sentido, es preciso que 

más allá de la genérica afirmación realizada en la Exposición de Motivos de la 
Ley 5/2011, de que todas las entidades mencionadas «comparten los principios 
orientadores de la Economía Social (cfr. apartado II), debe superarse el nomem iuris 
genérico de cada entidad para centrarse en la realidad subyacente de cada caso 
concreto y observar que se cumplen los principios de Economía Social tanto en las 
reglas internas como en el funcionamiento diario de las entidades en cuestión» 
[Arrieta Idiakez, F.J. (2014, p. 40)].
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cional sobre la Identidad Cooperativa (1995), señala que este «significa 
asegurar que todos los que están implicados en las cooperativas ten-
gan las habilidades necesarias para llevar a cabo sus responsabilidades 
eficazmente»6.

Dicha definición, conlleva la necesidad de que los socios compren-
dan, asuman, interioricen y pongan en práctica el resto de principios 
cooperativos. 

Precisamente, este estudio centra la atención en la conexión que 
presenta el principio de formación con los aspectos medioambientales 
a considerar por las cooperativas, teniendo en cuenta que el séptimo 
principio cooperativo, bajo la rúbrica «Interés por la Comunidad», esta-
blece que las cooperativas «tienen una responsabilidad de trabajar a un 
ritmo constante para la protección medioambiental» de las comunida-
des a las que están estrechamente ligadas7.

Ahora bien, partiendo de dicha responsabilidad, la verdad es que 
la preocupación en las cooperativas por el medio ambiente obedece a 
tres razones:

(a) Abordar el impacto que la exposición a determinados medios o 
ambientes puede ocasionar sobre los socios y su trabajo.

(b) Abordar el impacto del trabajo de la cooperativa en el medio 
ambiente.

(c) Buscar nuevos mercados en la economía verde o azul.

Teniendo claro que los socios no pueden obviar dicha responsabi-
lidad medioambiental, no es menos cierto que dicho principio aboga 
por que sean los socios quienes decidan «en qué profundidad y de 
qué forma específica una cooperativa debe hacer sus aportaciones a su 
comunidad»8. 

Pero considerando las tres razones aludidas parece evidente que las 
aportaciones deben ser importantes. De ahí la necesidad de formar a 
los socios en la materia. Estamos ante otra forma de generar bienestar. 
Ante una forma no artificial, dado que no es posible sostener que solo 
la generación de bienes mercantiles genera dicho bienestar, en la me-
dida en que existe una premisa previa, a saber, la propia existencia del 
planeta y del ser humano9. 

No en vano, la preocupación por el medio ambiente se vincula 
necesariamente al concepto de trabajo decente que maneja la OIT, 

6 MacPherson, I. (1995, p. 30).
7 MacPherson, I. (1995, p. 32).
8 Ibidem.
9 En este sentido, véase Escribano Gutiérrez, J. (2015, pp. 135-136). 
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entendido, de un modo extensivo, como aquel trabajo productivo 
desarrollado en condiciones de libertad, equidad, seguridad y digni-
dad10. Ello debe servir para combatir la idea de que limitando los gas-
tos en los acuerdos relativos al medioambiente laboral se ayuda a re-
ducir costes11. Ciertamente, ello puede repercutir negativamente en 
la salud tanto de los socios o trabajadores, como de la ciudadanía, en 
general. Además, de todo ello pueden derivarse consecuencias nega-
tivas para la empresa, bien porque genere rechazo entre sus clientes, 
bien porque pueda llegar a ser sancionada por la Administración.

En esa línea, previamente, y como consecuencia del condicio-
nante que supone para las cooperativas el séptimo principio respecto 
a su actitud para con el medio ambiente, debe precisarse una cues-
tión, como punto de partida fundamental a la hora de abordar cada 
una de las tres razones mencionadas: la relación existente entre la na-
turaleza y el trabajo, en tanto que ambas no pueden ser consideradas 
como puras y meras mercancías, sino que como valores en sí mismos 
y vinculadas entre sí. 

En ese sentido, cabe recordar que la Declaración de Filadelfia de 
10 de mayo de 1944, relativa a los fines y objetivos de la OIT, reafirma 
como uno de los principios fundamentales sobre los cuales está basada 
la OIT, que «el trabajo no es una mercancía». 

Es más, como ha manifestado la doctrina científica, «no es fácil se-
parar los límites del riesgo profesional y del riesgo ecológico puro, ya 
que las fronteras entre uno y otro a veces son movedizas, dada la con-
vergencia del Derecho Medioambiental y del Derecho del Trabajo en la 
necesidad de protección de las personas»12.

En verdad, como ha señalado la doctrina científica, «existe una 
interacción recíproca entre ambos, ya que la tutela adecuada del 
medio ambiente natural o exterior solo podrá conseguirse desde 
una perspectiva integrada que contemple la acción de las organiza-
ciones productivas tanto en sus efectos externos como en sus efec-
tos internos. Es más, la protección medioambiental en su dimensión 
externa acabará incidiendo, significativamente, también en una me-
jora del medio ambiente de trabajo y viceversa, la mejora en la pro-
tección del medio ambiente de trabajo acabará, significativamente, 
incidiendo en una mejora del medio ambiente natural o externo a la 
empresa»13.

10 Monereo Pérez, J.L. y Perán Quesada, S. (2018, p. 3).
11 Servais, J.M. (2012, p. 5).
12 Escribano Gutiérrez, J. (2015, pp. 138-139).
13 Gutiérrez Pérez, M. (2010, p. 5).
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Desde el punto de vista práctico, así lo demuestra la Ley francesa 
núm.  2009-967, de 3 de agosto de 2009, que supone la clara con-
fluencia entre las normas de Derecho medioambiental y el Derecho 
del Trabajo, al obligar a la empresa a informar y dar participación a los 
representantes de los trabajadores en todo aquello que implicara un 
riesgo al medio ambiente externo. Se generaliza con ello la normativa 
hasta entonces residenciada en la Ley Bachelot de 30 de julio de 2003, 
específica para empresas cuya actividad es potencialmente peligrosa 
para el medio ambiente, que traía causa de la explosión de un stock de 
nitrato de amonio en la empresa química AZF en Tolouse, el 21 de sep-
tiembre de 2001, que produjo 31 muertos, 2500 heridos graves, unos 
8.000 heridos leves y la evacuación de un área metropolitana de cien-
tos de miles de personas.

Por ello, «es evidente que una tutela efectiva del medio ambiente 
interior conllevará una reducción del impacto sobre el ambiente ex-
terno de la empresa y, en sentido contrario, una protección del medio 
ambiente externo generará la consiguiente mejora de las condiciones 
de vida y trabajo de trabajadores»14. Tal y como señala el Papa Fran-
cisco en su Carta Encíclica Laudato Si, sobre el cuidado de la casa co-
mún, de 24 de mayo de 2015, «no hay dos crisis separadas, una am-
biental y otra social, sino una sola y compleja crisis socio-ambiental» 
(apartado 139)15.

Una vez realizada esta introducción, a continuación, se centrará la 
atención en cada una de las razones mencionadas que conducen a que 
las cooperativas se preocupen por el medio ambiente y realicen aporta-
ciones al respecto. Realmente, su concreción permitirá también deter-
minar el alcance de las necesidades formativas.

2.  El impacto que la exposición a determinados medios o 
ambientes puede ocasionar sobre los socios y su trabajo

Para el análisis del impacto que la exposición a determinados me-
dios o ambientes puede ocasionar sobre los socios y su trabajo, debe 
partirse del Convenio OIT núm. 148 de 1977, sobre medio ambiente 
de trabajo, dado que establece por vez primera la relación existente en-
tre, por una parte, la protección de la seguridad y salud de los trabaja-
dores y, por otra parte, el medio ambiente, con el objetivo de prevenir 

14 Escribano Gutiérrez, J. (2015, p. 142).
15 Esta Encíclica puede consultarse en: http://www.vatican.va/content/francesco/es/

encyclicals/documents/papa-francesco_20150524_enciclica-laudato-si.html.

http://www.vatican.va/content/francesco/es/encyclicals/documents/papa-francesco_20150524_enciclica-laudato-si.html
http://www.vatican.va/content/francesco/es/encyclicals/documents/papa-francesco_20150524_enciclica-laudato-si.html
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y limitar los riesgos profesionales debidos a la contaminación del aire, 
el ruido y las vibraciones, y, en consecuencia, proteger a los trabajado-
res contra tales riesgos16.

Posteriormente, el Convenio OIT núm. 155, de 1981, sobre segu-
ridad y salud de los trabajadores, trasciende el mero marco del espa-
cio físico de la empresa para abarcar también el medio ambiente del 
trabajo como fuente de riesgos laborales a proteger. En efecto, la no-
vedad que supone este convenio radica en que, si bien aún se basa, 
principalmente, en la protección de la seguridad y salud de los traba-
jadores, «avanza en la configuración del «medio ambiente de trabajo» 
como bien a defender, aproximándose así, a la salvaguardia del medio 
ambiente»17. Asimismo, se ha destacado de este convenio la especial 
atención que dedica a la formación, las calificaciones y la motivación 
de las personas para el logro de niveles adecuados de seguridad y sa-
lud en el trabajo a todos los niveles18.

En la UE el artículo 153 del TFUE se refiere al «entorno del trabajo, 
para proteger la salud y la seguridad de los trabajadores». 

En su desarrollo, la Directiva 89/391/CEE, de 12 de junio de 1989, 
relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la segu-
ridad y de la salud de los trabajadores en el trabajo19, en sus conside-
randos, de entrada, se refiere a que «los trabajadores pueden estar ex-
puestos en su lugar de trabajo y a lo largo de toda su vida profesional 
a la influencia de factores ambientales peligrosos». 

Ya el apartado 2.g) del artículo 6, considera como principio general 
de prevención «planificar la prevención buscando un conjunto cohe-
rente que integre en ella la técnica, la organización del trabajo, las con-
diciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores 
ambientales en el trabajo». 

Y el apartado 3.c) del artículo 6 establece que «el empresario de-
berá, habida cuenta el tipo de actividades de la empresa y / o del es-
tablecimiento: procurar que la planificación y la introducción de nue-
vas tecnologías sean objeto de consultas con los trabajadores y / o 
sus representantes, por lo que se refiere a las consecuencias para la 
seguridad y la salud de los trabajadores, relacionadas con la elección 
de los equipos, el acondicionamiento de las condiciones de trabajo y 
el impacto de los factores ambientales en el trabajo».

16 Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, M. (1999, p. 8).
17 Pérez Amorós, F. (2017, p. 218).
18 Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, M. (2009, p. 4).
19 DOCE de 29 de junio de 1989, L 183.
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En España, la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales (LPRL)20, define, en su artículo 4.7.b) las «condicio-
nes de trabajo» como «cualquier característica del mismo que pueda 
tener una influencia significativa en la generación de riesgos para la se-
guridad y la salud del trabajador. Quedan específicamente incluidas en 
esta definición: La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológi-
cos presentes en el ambiente de trabajo y sus correspondientes intensi-
dades, concentraciones o niveles de presencia».

En el artículo 5.3, bajo la rúbrica, «Objetivos de la política», se se-
ñala que las Administraciones Públicas «podrán adoptar programas 
específicos dirigidos a promover la mejora del ambiente de trabajo y 
el perfeccionamiento de los niveles de protección. Los programas po-
drán instrumentarse a través de la concesión de los incentivos que re-
glamentariamente se determinen que se destinarán especialmente a las 
pequeñas y medianas empresas».

Por su parte, el artículo 15.1.g) recoge entre los principios de la ac-
ción preventiva: «Planificar la prevención, buscando un conjunto cohe-
rente que integre en ella la técnica, la organización del trabajo, las con-
diciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores 
ambientales en el trabajo».

En materia de consulta y participación de los trabajadores, el ar-
tículo 33.1.a) establece la obligación del empresario de «consultar a los 
trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las decisiones 
relativas a: La planificación y la organización del trabajo en la empresa 
y la introducción de nuevas tecnologías, en todo lo relacionado con las 
consecuencias que estas pudieran tener para la seguridad y la salud de 
los trabajadores, derivadas de la elección de los equipos, la determina-
ción y la adecuación de las condiciones de trabajo y el impacto de los 
factores ambientales en el trabajo».

En materia de Delegados de Prevención, el artículo 36.2.a) dis-
pone que «en el ejercicio de las competencias atribuidas a los Dele-
gados de Prevención, estos estarán facultados para: Acompañar a 
los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio am-
biente de trabajo, así como, en los términos previstos en el artículo 
40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social en 
las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para 
comprobar el cumplimiento de la normativa sobre prevención de ries-
gos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que es-
timen oportunas».

20 BOE de 10 de noviembre de 1995, núm. 269.
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Por otro lado, tampoco cabe descartar que el trabajador pueda 
ser sancionado si no cumple con el deber de vigilancia en materia de 
ambiente de trabajo, dado que conforme al artículo 29 tiene la obli-
gación de velar por su propia seguridad y salud en el trabajo y res-
pecto a aquellas otras personas a las que pueda afectar su actividad 
profesional.

Ahora bien, tras analizar el marco normativo de referencia, la pre-
gunta que cabe realizar es cómo se proyecta todo ello en las coope-
rativas.

Pues bien, la LPRL prevé expresamente ya en el apartado 3 de su 
Exposición de Motivos que «el ámbito de aplicación de la Ley incluye 
(…) a los socios trabajadores o de trabajo de los distintos tipos de 
cooperativas». 

Ello está en sintonía con el marco político y papel de los gobier-
nos que establece la Recomendación OIT núm. 193, de 20 de junio 
de 2002, sobre la promoción de las cooperativas, conforme al cual 
«las políticas nacionales deberían, especialmente: promover la adop-
ción de medidas relativas a la seguridad y salud en el trabajo» (cfr. ar-
tículo 8.1.g).

Más concretamente, el artículo 3.1 de la LPRL establece como la 
LPRL y sus normas de desarrollo «serán aplicables a las sociedades 
cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les sea 
de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la 
prestación de un trabajo personal, con las peculiaridades derivadas de 
su normativa específica». 

Además, este no es un planteamiento novedoso, ya que la Ley 
3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas21, ya contemplaba la 
sujeción de los socios cooperativistas a las normas de seguridad e hi-
giene. 

Incluso la actual Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas22, 
establece que «serán de aplicación a los centros de trabajo y a los so-
cios trabajadores las normas sobre salud laboral y sobre la prevención 
de riesgos laborales, todas las cuales se aplicarán teniendo en cuenta 
las especialidades propias de la relación societaria y autogestionada 
de los socios trabajadores que les vincula con su cooperativa» (cfr. ar-
tículo 80.5). 

En la misma línea, la Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de Coope-
rativas de Euskadi, respecto a las cooperativas de trabajo asociado, 

21 BOE de 8 de abril de 1987, núm. 84.
22 BOE de 17 de julio de 1999, núm. 170.
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prevé que «serán de aplicación a los centros de trabajo de estas coope-
rativas y a sus personas socias las normas generales sobre prevención 
de riesgos laborales» (cfr. artículo 103.7). En cualquier caso, este pre-
cepto se aplica también a los socios de trabajo que prestan sus servicios 
en otras modalidades de cooperativas.

De todos modos, no cabe olvidar que conforme a la Disposición 
Adicional tercera de la LPRL «esta Ley, así como las normas reglamen-
tarias que dicte el Gobierno (…) constituyen legislación laboral, dictada 
al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución». Con otras pala-
bras, tratándose de una materia de competencia exclusiva del Estado, 
no hay margen de interpretación y aplicación por parte las legislaciones 
autonómicas sobre cooperativas. Pero nada obsta para que las coope-
rativas instrumenten una mejora de los derechos y una mayor exigen-
cia de las obligaciones preventivas normativas por la vía de la autorre-
gulación interna (estatutos sociales y reglamentos de régimen interno). 
Ello, obviamente, afecta a la formación en materia de medio ambiente 
de trabajo.

Dicho todo esto, cabe preguntarse qué peculiaridades son las exis-
tentes para con las cooperativas en materia preventiva.

Así, del análisis de la LPRL se deduce que tales peculiaridades se 
producen, con la consiguiente modulación o ajuste, entre otras, en 
la siguiente cuestión: las formas de representación en materia pre-
ventiva de los socios cooperativistas y, en su caso, de los trabajadores 
asalariados.

Se trata de una cuestión que afecta, precisamente, al medio am-
biente del trabajo, en tanto en cuanto dicha representación es la que 
ostenta funciones específicas al respecto. Y relacionado también con 
ello, las peculiaridades se extienden, igualmente, al cómputo de los 
«trabajadores» integrantes de la plantilla a los efectos preventivos.

De este modo, respecto a los delegados de prevención23, que son 
los representantes de los socios y trabajadores con funciones específi-
cas en materia de prevención de riesgos laborales, la Disposición Adi-
cional décima de la LPRL diferencia dos situaciones:

23 Conforme al artículo 35.2 de la LPRL, debe estarse a la siguiente escala: 
—De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención.
—De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados de Prevención.
—De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención.
—De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5 Delegados de Prevención.
—De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención.
—De 3.001 a 4.000 trabajadores: 7 Delegados de Prevención.
—De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención.
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(a) En las sociedades cooperativas que no cuenten con asalariados 
deberá estar previsto en sus Estatutos o ser objeto de acuerdo 
en Asamblea General (autorregulación interna).

(b) Cuando, además de los socios que prestan su trabajo personal, 
existan asalariados se computarán ambos colectivos. Y en este 
caso, la designación de los Delegados de Prevención se realizará 
conjuntamente por los socios que prestan trabajo y los trabaja-
dores asalariados o, en su caso, los representantes de éstos24.

Asimismo, los delegados de prevención constituirán, junto a igual 
número de personas designadas por la cooperativa, el Comité de Se-
guridad y Salud en las cooperativas de 50 o más socios y trabajado-
res25. Se trata del órgano destinado a la consulta regular y periódica 
de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos 
laborales. 

Por último, respecto a los servicios de prevención, que son los que 
organizan la prevención en función de la planificación realizada tras la 
evaluación de los riesgos, existen distintas modalidades:

(a) La designación por la cooperativa de socios o trabajadores para 
encargarse de la prevención. Entre otros requisitos, los designa-
dos deberán tener la capacidad necesaria, y, por tanto, forma-

24 La duda que debe resolverse en este caso es la relativa a cómo computan los 
trabajadores de cada uno de los colectivos, dado que la LPRL guarda silencio.

Como advierte Pérez Canet, los trabajadores pertenecientes al colectivo de asala-
riados de la cooperativa no suponen un problema, pues el propio artículo 35 de la LPRL 
establece cómo se realizará el cómputo de este colectivo a estos efectos. Así, de con-
formidad con dicho precepto, el volumen del colectivo de asalariados, a estos efectos, 
viene determinado por los trabajadores fijos de plantilla y por los trabajadores de la em-
presa (en este caso, en la cooperativa) vinculados por un contrato de duración determi-
nada superior a un año. En cuanto a los asalariados temporales cuyo vínculo con la 
cooperativa sea inferior a un año, la LPRL establece el criterio de que estos computarán 
en función de la suma de los días trabajados en el período de un año anterior a la de-
signación. Así, cada doscientos días trabajados o fracción se tomará como un trabajador 
más de la plantilla.

Por su parte, en lo que se refiere al cómputo del colectivo de socios trabajadores, 
deben computarse los socios trabajadores que estén vinculados a la cooperativa por una 
relación indefinida, pero también los socios trabajadores que presenten una vinculación 
temporal, aplicándose analógicamente respecto a estos últimos lo ya indicado para los 
asalariados temporales [Pérez Canet, A. (2016, p. 252)].

25 Para el cómputo de estos 50 socios y trabajadores, se entiende que, como 
los delegados de prevención son los que constituyen la «parte social» del Comité de 
Seguridad y Salud, debe extrapolarse la solución legislativa prevista para determinar 
el volumen de plantilla a los efectos de los delegados de prevención [Pérez Canet, A. 
(2016, p. 253)].
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ción en materia de medio ambiente de trabajo, entre otros as-
pectos preventivos.

(b) Constitución de un servicio de prevención propio: necesaria-
mente en cooperativas de más de 500 socios y trabajadores, 
así como en cooperativas de más de 250 socios y trabajadores 
cuando estas realicen actividades peligrosas y así lo decida la 
Autoridad Laboral. Como mínimo debe contar con dos de las 
especialidades, técnicas o ciencias preventivas [Higiene Indus-
trial (en lo que interesa para la protección del medio ambiente 
del trabajo), Psicosociología, Ergonomía, Seguridad en el tra-
bajo, Medicina de Trabajo, Política social].

(c) Concierto con un servicio de prevención ajeno.

Al margen de todo ello, por consiguiente, la cooperativa, en 
cuanto a empresario, debe cumplir con las rutinas preventivas, es de-
cir, la evaluación de riesgos26, la planificación de la actividad preven-
tiva y la puesta en práctica de la planificación, por ejemplo, a través de 
la entrega de EPIs, la información a los socios y trabajadores, la forma-
ción de los socios y trabajadores, la consulta y participación en materia 
preventiva de los socios y trabajadores en los órganos preventivos, y la 
vigilancia de la salud de los socios y trabajadores. De ese modo, en di-
chas rutinas debiera incluirse la perspectiva medioambiental27.

3.  El impacto del trabajo de la cooperativa en el medio 
ambiente

Con frecuencia se comprueba que detrás de muchos atenta-
dos contra el medio ambiente se encuentran las empresas, también 
las cooperativas. Piénsese, de entrada, por ejemplo, en algo tan sim-
ple como el mero hecho de que el 40% de los desplazamientos con 
vehículos a motor tienen como origen la actividad laboral28. 

Pero más allá de este concreto dato, los efectos nocivos que en 
la actualidad genera la actividad industrial sobre el medio ambiente 
se relacionan con el cambio climático, entendido por este «un cam-
bio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana 

26 A los efectos de este estudio interesan los riesgos provocados por agentes físicos: 
ruido, vibraciones, radiaciones, iluminación, temperatura; agentes químicos; y agentes 
biológicos: bacterias, protozoos, virus, hongos y gusanos parásitos.

27 Morato García, R.M. (2009, pp. 23-24).
28 Falguera Baró, M.A. (2013, p. 197).
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que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la 
variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo 
comparables»29, la drástica reducción de la biodiversidad en el planeta 
y el impacto de las sustancias tóxicas y de las no biodegradables (v.gr. 
la plastificación de nuestros mares).

Ciertamente, el modelo de producción de la actual sociedad indus-
trial e incluso postindustrial necesita de importantes recursos naturales 
en forma de imputs del proceso productivo: aire, agua, materias pri-
mas y energía. Así, no cabe olvidar que los recursos naturales pueden 
ser renovables o no renovables y, por tanto, finitos. Y los renovables 
pueden estar bien o mal gestionados, lo que en su caso puede suponer 
su agotamiento. Igualmente, las fuentes de energía pueden ser reno-
vables y limpias o derivadas de las reservas de petróleo, carbón, gas o 
uranio y, por tanto, finitas y contaminantes.

Asimismo, como consecuencia de los bienes y servicios objeto de 
producción se generan una serie de outputs del proceso: emisiones, 
vertidos, ruidos, residuos sólidos, residuos peligrosos etc. que tienen un 
impacto negativo en el medio y revelan ineficiencias del sistema pro-
ductivo.

Por todo ello, se concluye que el modelo de desarrollo actual es in-
sostenible, no solo desde el punto de vista ambiental, sino que también 
desde la perspectiva económica, social y del empleo30.

Así, conforme a dicho informe, «si continúa predominando el es-
cenario actual, los modelos de producción y consumo que producen 
muchos residuos junto a la degradación del suelo, la deforestación, la 
sobreexplotación pesquera y el cambio climático resultarán en un au-
mento de la escasez de agua y en el incremento del precio de los ali-
mentos, la energía y otros productos básicos. Esta situación agravará 
problemas como la pobreza y las desigualdades, así como la malnutri-
ción y la inseguridad alimentaria»31.

Por todo ello surge la normativa de ordenación del medio am-
biente a nivel mundial, regional e interno, con normas como la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 
de 9 de mayo de 1992 y el Protocolo de Kioto derivada de la misma; 
la Decisión 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de noviembre de 2013, relativa al Programa General de Ac-
ción de la Unión en materia de Medio Ambiente hasta 2020 «Vivir 

29 Artículo 1.2 de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático de 1992.

30 OIT (2012, p. VII).
31 Ibidem.
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bien, respetando los límites de nuestro planeta»32; diversas leyes au-
tonómicas como la Ley 16/2017, de 1 de agosto, del cambio climático 
(Cataluña)33 o la Ley 10/2019, de 22 de febrero, de cambio climático y 
transición energética (Islas Baleares)34.

Derivado de todo ello, afloran los peligros de la mala gestión am-
biental por parte de las empresas. Peligros que son de naturaleza so-
cial, laboral y económica. Así, junto a los clásicos riesgos para la se-
guridad y la salud de los trabajadores, que ya han sido analizados, se 
producen las sanciones que traen causa del incumplimiento de la le-
gislación medioambiental y que se traducen en una disminución de la 
competitividad, la mala imagen y la pérdida de confianza ante los clien-
tes y los consumidores.

Ante todo ello, las empresas comienzan a reaccionar y a integrar 
en su gestión el control de las consecuencias medioambientales deri-
vadas de su producción o actuación hacia el exterior, es decir, hacia la 
comunidad en la que se ubica. Dicho con otras palabras, comienzan a 
adquirir conciencia de su responsabilidad en la gestión racional de los 
recursos, en las necesidades de protección del medio ambiente y en la 
mejora de la calidad de vida de las personas.

En concreto, en el caso de las cooperativas, ello resulta ser un man-
dato derivado del séptimo principio cooperativo, según se ha adelan-
tado.

La gran cuestión es entonces saber cómo se puede llevar a cabo di-
cha gestión. Pero independientemente de ello, parece evidente que esa 
gestión, cualquiera que sea la forma de implementarla, conlleva la ne-
cesidad de formar a los socios y trabajadores de la cooperativa en cues-
tión. Con otras palabras, la gestión y formación en materia medioam-
biental quedan fusionadas en la sociedad cooperativa como una 
obligación que esta debe cumplir no solo desde la plasmación del sép-
timo principio cooperativo por imperativo legal, sino que desde el con-
vencimiento y el estilo propio del ser y del hacer o actuar que la deben 
caracterizar e identificar.

Además, en la fórmula cooperativa, como consecuencia del se-
gundo principio cooperativo, relativo a la gestión democrática por 
parte de los socios, y que consiste en que los socios deben partici-
par activamente en la fijación de las políticas y de la toma de deci-
siones de las cooperativas, no basta con la mera colaboración a la 
que se refiere el artículo 64.7.c) del Real Decreto Legislativo 2/2015, 

32 DOUE de 28 de diciembre de 2012, L 354.
33 BOE de 28 de septiembre de 2017, núm. 234.
34 BOE de 13 de abril de 2019, núm. 89.
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de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores (TRLET), que prevé como compe-
tencia del comité de empresa «colaborar con la dirección de la em-
presa para conseguir el establecimiento de cuantas medidas procu-
ren el mantenimiento y el incremento de la productividad, así como 
la sostenibilidad ambiental de la empresa, si así está pactado en los 
convenios colectivos». Es decir, que la última palabra la tiene el em-
presario.

Por consiguiente, en las cooperativas deben implementarse formas 
de participación efectivas en la gestión medioambiental35. Para ello ca-
ben distintas posibilidades:

(a) Ampliar las competencias de los delegados de prevención y de 
los comités de salud y seguridad, lo que puede suponer una so-
brecarga de funciones.

(b) Crear delegados medioambientales especializados en la norma-
tiva medioambiental que afecte a la cooperativa.

Así, la función de los delegados medioambientales podría consis-
tir en colaborar con la Dirección de la cooperativa en la mejora de la 
acción medioambiental de la cooperativa, así como en promover y fo-
mentar la cooperación de los socios y trabajadores en la ejecución de la 
normativa medioambiental, ejercer una labor de vigilancia y control del 
cumplimiento de las políticas adoptadas en materia medioambiental, y 
proponer iniciativas, jornadas de sensibilización o proyectos relaciona-
dos con la protección del medio ambiente.

Para su designación se seguiría el procedimiento ya indicado para 
con los delegados de prevención, es decir, tendrían que ser nombrados 
por los socios y trabajadores de la cooperativa, o ser directamente de-
signados por los representantes de los trabajadores. Obviamente, estos 
delegados debieran estar formados sobre la normativa medioambiental 
que afecta a su cooperativa36.

Creada la forma participativa para encauzar la gestión medioam-
biental, la Dirección de la cooperativa y los delegados medioambienta-
les pueden implantar las políticas medioambientales de la cooperativa a 
través de distintos sistemas que tengan por objetivo integrar el medio 
ambiente en todos los niveles de la cooperativa asignando funciones y 
responsabilidades derivadas a los socios y trabajadores.

35 Sobre la importancia de la participación de los trabajadores véase Olmo Gascón, 
A. (2017, p. 66).

36 Álvarez Cuesta, H. (2016, p. 115).
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Asimismo, el Consejo Social, en su función de asesoramiento, de-
biera emitir informe preceptivo sobre las normas adoptadas en la 
cooperativa sobre materia medioambiental. 

En concreto, respecto a los sistemas para implantar y, posterior-
mente, certificar o verificar las políticas medioambientales de la coope-
rativa, pueden utilizarse la Norma UNE-EN-ISO 14001:201537 y el Re-
glamento (CE) 1221/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 25 de noviembre de 2009, relativo a la participación voluntaria 
de organizaciones en un sistema comunitario de gestión y auditoría 
medioambientales (EMAS)38. 

En ambos casos deben seguirse cuatro etapas generales e inte-
rrelacionadas, a saber, la planificación, la aplicación, la verificación, 
y la revisión39. 

Precisamente, en la fase de aplicación, que es la base para dirigir 
y coordinar eficazmente los recursos asignados al sistema de gestión 

37 Como ejemplo de lo que supone la Norma UNE-EN-ISO 14001:2015 en 
cuanto a sistema de gestión ambiental, puede citarse su reconocimiento expreso 
en el Código de Conducta del Modelo de Organización y Gestión del Grupo 
Cikautxo, que incluye a las Sociedades Controladas por Cikautxo, S. Coop., y se 
extiende, en la medida de lo posible, a Proveedores, Personas Asociadas y Clientes. 
Así, en dicho Código de Conducta se establece que el Grupo está comprometido 
en minimizar el impacto ambiental de su actividad, y que, por ello, dispone de un 
sistema de gestión ambiental certificado según la norma ISO 14001 que asegura el 
cumplimiento de la legislación y apuesta por la mejora continua. A continuación, 
se señala que «Las personas de la organización deben esforzarse por minimizar el 
impacto ambiental derivado de la utilización de las instalaciones, activos y recursos 
puestos a su disposición. Así mismo, se comprometen activa y responsablemente 
con la conservación del medio ambiente y deben conocer y cumplir la política, los 
procedimientos e instrucciones del Sistema de Gestión Ambiental vigentes en su 
lugar de trabajo y en el ámbito de su responsabilidad. El Grupo Cikautxo adquiere el 
compromiso de mejorar las condiciones de las instalaciones desde el punto de vista 
ambiental» (https://www.cikautxo.es/downloads/CIKAUTXO%20-%20Code%20
of%20Conduct.pdf).

Debe destacarse de este Código de Conducta el hecho de que se extienda, en la 
medida de lo posible, a Proveedores, Personas Asociadas y Clientes, pues con ello se ge-
nera lo que viene denominándose un «deber de influencia» del Grupo respecto de los 
colaboradores externos en virtud del cual es posible incluir una especie de cláusula so-
cial de respeto del medio ambiente en los acuerdos establecidos con los mismos, como 
condición de establecimiento de relaciones comerciales. En virtud de tales cláusulas de 
influencia, el Grupo se obliga a informar a los colaboradores, es decir, empresas contra-
tistas y proveedores, sobre el alcance de las disposiciones medioambientales que viene 
aplicando en su seno, y a invitarles a adherirse a las mismas [López Rodríguez, J. (2018, 
p. 358)].

38 DOUE de 22 de diciembre de 2009, L 342.
39 Ansola González, G. (2017, pp. 92-95, 98-100).

https://www.cikautxo.es/downloads/CIKAUTXO - Code of Conduct.pdf
https://www.cikautxo.es/downloads/CIKAUTXO - Code of Conduct.pdf
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medioambiental, cobra importancia la formación del personal impli-
cado40. 

En ese sentido, debe fijarse la capacidad necesaria de las personas 
que realizan los trabajos de control, que afecte a su desempeño am-
biental y su idoneidad para cumplir los requisitos legales y otros requisi-
tos, debe asegurarse de que estas personas sean competentes, basán-
dose en su educación ambiental, formación o experiencia apropiadas, 
o en caso contrario deben determinarse y proporcionarse las necesida-
des de formación asociadas con los aspectos medioambientales y el sis-
tema de gestión medioambiental de la organización.

A tales efectos, cabe recordar la importancia del fondo de educa-
ción y promoción de las cooperativas, pues el mismo está destinado a 
la formación y educación de los socios cooperativistas y de los trabaja-
dores de la cooperativa en los principios y valores cooperativos, o en 
materias específicas de su actividad societaria o laboral y demás activi-
dades cooperativas; a la difusión del cooperativismo; a la promoción de 
las relaciones intercooperativas y otras actividades en beneficio del en-
torno local o de la comunidad en general; así como a acciones de pro-
tección medioambiental41.

4.  La búsqueda de nuevos mercados en la economía verde o azul

Del informe Empleos verdes: Hacia el trabajo decente para un 
mundo sostenible y con bajas emisiones de carbono. Mensajes nor-
mativos y principales para los responsables de la toma de decisiones, 
se concluye que las posibilidades de empleo de los sectores económi-
cos respetuosos con el medio ambiente son significativamente mayores 
que las de sectores de fuerte impacto medioambiental42.

Es decir, se percibe que una buena gestión ambiental además de 
garantizar la estabilidad y continuidad de la empresa, conlleva la me-
jora de la salud y la seguridad, y favorece la creación de nuevos em-
pleos.

De ahí que se vea en el empleo verde y en el empleo azul una 
oportunidad para la creación del empleo. En esa línea, y a sensu con-

40 Pérez Amorós, F. (2010, p. 196).
41 Mata Diestro, H. (2018, p. 303).
42 Informe elaborado en 2008 por Worldwatch Institute para el Programa de las 

Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), con las aportaciones, entre otros, 
de la OIT, la Organización Internacional de Empleadores (OIE) y la Confederación 
Sindical Internacional (CSI).
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trario, puede constatarse como desde el prisma del Derecho del Tra-
bajo la jurisprudencia contempla supuestos de despidos objetivos re-
lacionados con la necesaria adaptación de la empresa a determinadas 
exigencias medioambientales43.

Así, para la OIT sólo son empleos verdes aquellos que conjuguen el 
trabajo decente con, o bien una actividad económica respetuosa con el 
medio ambiente o bien aquéllos que proporcionen productos o servi-
cios verdes44.

Por su parte, el concepto de economía azul, según el Parlamento 
Europeo, «abarca una amplia gama de sectores económicos relacio-
nados con los mares y los océanos, incluyendo sectores tradiciona-
les o establecidos y sectores emergentes, como lo siguientes: pesca, 
acuicultura, transportes marítimos y fluviales, puertos y logística, tu-
rismo, navegación de recreo y de crucero, construcción y reparación 
de buques, obras marítimas y de defensa de la franja costera, pros-
pección y explotación de recursos minerales en el mar, explotación 
de la energía eólica marina y de la energía de los mares y biotecno-
logía». Y se considera que el desarrollo de esta economía azul «debe 
centrarse en actividades económicas sostenibles que respondan a las 
necesidades de las generaciones actuales y futuras y generen prospe-
ridad para la sociedad»45.

Y como advierte la Resolución del Parlamento Europeo, de 8 de ju-
lio de 2015, sobre «la iniciativa de empleo verde: aprovechar el poten-
cial de la creación de empleo de la economía verde»46, o se deduce de 
la Resolución del Parlamento Europeo, de 8 de septiembre de 2015, 
sobre «Explotar el potencial de la investigación y la innovación en la 
economía azul para crear puestos de trabajo y crecimiento», debe ha-
cerse hincapié en las competencias profesionales para los empleos ver-
des y azules.

Sin duda, el quinto principio cooperativo, relativo a la educación, 
formación e información, debe jugar aquí un papel relevante, tanto 
para la adaptación de las cooperativas a las nuevas realidades como 
para la creación de nuevas cooperativas.

43 Por todas, STSJ Canarias/Santa Cruz de Tenerife (4.ª), de 28 de mayo de 2008 
(Ar. 353/08).

44 Álvarez Cuesta, H. (2016, p. 24).
45 Resolución del Parlamento Europeo, de 8 de septiembre de 2015, sobre 

«Explotar el potencial de la investigación y la innovación en la economía azul para 
crear puestos de trabajo y crecimiento» (DOUE de 22 de septiembre de 2017, C 316) 
(Considerandos A y B).

46 DOUE de 11 de agosto de 2017, C 265.
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5. Conclusiones

Primera. Las cooperativas deben buscar las fórmulas adecuadas 
para vincular el quinto principio cooperativo, en lo que atañe a la for-
mación de socios y trabajadores, con el séptimo principio cooperativo, 
en lo que se refiere a la protección del medio ambiente. Se trata de un 
deber que trae causa tanto de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Eco-
nomía Social, como de la normativa cooperativa, en tanto en cuanto 
las cooperativas tienen el deber de ajustar su estructura y funciona-
miento a los principios cooperativos.

Segunda. La protección del medio ambiente presenta en la actua-
lidad una doble vertiente en las empresas, en el sentido de que se pro-
yecta hacia dentro de la empresa, vinculándose claramente a la preven-
ción de riesgos laborales, pero también hacia fuera de la empresa, en 
cuanto debe velar por la protección del planeta en términos de sosteni-
bilidad que hagan posible vivir y trabajar en el mismo. Precisamente, la 
segunda de las vertientes cobra, si cabe, un mayor protagonismo en las 
cooperativas, ya que se convierte en un imperativo, al referirse el sép-
timo principio cooperativo al interés por la comunidad.

Del mismo modo, la sinergia de ambas vertientes se produce a tra-
vés del trabajo digno o decente al que se refiere la OIT, de forma y ma-
nera que, sin protección del medio ambiente en ambas vertientes, no 
cabe hablar de trabajo decente o digno. Además, el trabajo decente o 
digno resulta inherente a la cooperativa, pues el empleo de calidad es 
una manifestación del tercer principio orientador de las entidades de la 
Economía Social, relativo a la promoción de la solidaridad interna y con 
la sociedad, según la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, 
y un fin en sí mismo del cooperativismo, tal y como se deduce de la 
Recomendación OIT núm. 193, de 20 de junio de 2002, sobre la pro-
moción de las cooperativas, al referirse al empleo decente y sostenible 
como objetivo de las cooperativas.

Tercera. Tanto la normativa internacional como la española inci-
den en la obligación de proteger en las empresas a los trabajadores 
frente a los riesgos ambientales, a través de la prevención de riesgos la-
borales. En concreto, la LPRL resulta también de aplicación a las coope-
rativas, pero con particularidades en cuanto a la forma en la que deben 
participar los socios y trabajadores de las cooperativas en los órganos 
dedicados a la defensa y organización de la prevención. Como en cual-
quier empresa, la cooperativa debe cumplir con las rutinas preventivas, 
incluyendo en las mismas también la perspectiva medioambiental. En 
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ese sentido, la formación, como rutina preventiva, es fundamental para 
que los socios y trabajadores de la cooperativa ejerzan su labor adecua-
damente en los órganos dedicados a la defensa y organización de la 
prevención, cuando esta se refiera a aspectos relacionados con los fac-
tores ambientales en el trabajo.

Cuarta. Teniendo en cuenta que el modelo de desarrollo actual re-
sulta insostenible, no solo desde el punto de vista ambiental, sino que 
también desde la perspectiva económica, social y del empleo, se es-
tán creando normas, de distinto ámbito, para proteger el medio am-
biente y sancionar a las empresas que lo dañan. De ahí que las empre-
sas comiencen a adquirir conciencia de su responsabilidad en la gestión 
racional de los recursos, en las necesidades de protección del medio 
ambiente y en la mejora de la calidad de vida de las personas. En con-
creto, en el caso de las cooperativas, ello resulta ser un mandato deri-
vado del séptimo principio cooperativo. 

Quinta. La gestión medioambiental de toda empresa y, por ende, 
también de la empresa cooperativa, requiere la necesidad de formar 
en la materia a los socios y trabajadores. Además, dicha formación ad-
quiere un mayor valor en las cooperativas, pues en la fórmula coope-
rativa, como consecuencia del segundo principio cooperativo, relativo 
a la gestión democrática por parte de los socios, no basta con la mera 
colaboración con la empresa, sino que deben implementarse formas de 
participación efectivas en la gestión medioambiental.

Sexta. En las cooperativas, como en cualquier empresa, la par-
ticipación de los socios y trabajadores en la gestión medioambiental 
puede encauzarse y materializarse, bien ampliando las competencias 
de los órganos dedicados a la prevención de riesgos laborales o bien 
creando delegados medioambientales especializados en la normativa 
medioambiental que afecte a la cooperativa. 

Ahora bien, el aumento del número de normas relativas al me-
dio ambiente y las especialidades de las mismas para con la nor-
mativa de prevención de riesgos laborales hacen que la figura de 
los delegados medioambientales sea más adecuada. Además, en el 
caso de los delegados medioambientes de las cooperativas su parti-
cipación debe ser algo más que una mera colaboración con la Direc-
ción de la cooperativa. 

En efecto, entre ambos debieran implantar las políticas medioam-
bientales de la cooperativa a través de distintos sistemas que ten-
gan por objetivo integrar el medio ambiente en todos los niveles de 



Aspectos medioambientales a considerar en la formación de los socios… Francisco Javier Arrieta Idiakez

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 147-169 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp147-169 • http://www.baidc.deusto.es 167

la cooperativa asignando funciones y responsabilidades derivadas a 
los socios y trabajadores. Asimismo, en las cooperativas debiera jugar 
una función importante el Consejo social, asesorando sobre las normas 
adoptadas sobre la materia.

Séptima. Respecto a los sistemas para implantar y, posteriormente, 
certificar o verificar las políticas medioambientales de la cooperativa 
pueden utilizarse la Norma UNE-EN-ISO 14001:2015 y el Reglamento 
(CE) 1221/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de no-
viembre de 2009, relativo a la participación voluntaria de organizacio-
nes en un sistema comunitario de gestión y auditoría medioambienta-
les (EMAS).

En ambos casos deben seguirse cuatro etapas generales e interre-
lacionadas, a saber, la planificación, la aplicación, la verificación, y la 
revisión. En la fase de aplicaciones es donde cobra importancia la for-
mación del personal implicado. A tales efectos, cabe recordar la impor-
tancia del fondo de educación y promoción de las cooperativas.

Octava. Una buena gestión ambiental, además de garantizar la es-
tabilidad y continuidad de la empresa, conlleva la mejora de la salud 
y la seguridad, y favorece la creación de nuevos empleos. Por consi-
guiente, el empleo verde y el empleo azul constituyen verdaderos ni-
chos de empleo. Pero para ello es esencial que los socios y trabajadores 
de las cooperativas adquieran las competencias profesionales adecua-
das y necesarias, lo que requiere, asimismo, la puesta en práctica del 
quinto principio cooperativo, relativo a la educación, formación e in-
formación, tanto para que las cooperativas existentes se adapten a la 
nueva realidad como para que puedan crearse nuevas cooperativas 
acordes a esa nueva realidad.
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ture. 5.3 Specific technical training in cooperatives attending to their 
productive needs. 6. Conclusions. 7. Bibliography. 

Resumen: Las cooperativas modernas, hunden sus raíces en unos valores 
y principios cooperativos que fijan su identidad. En los tiempos actuales y ha-
bida cuenta de los profundos cambios a los que el mundo se está viendo so-
metido, la formación cooperativa se muestra como una herramienta esencial 
para consolidar dicha original identidad.

Palabras clave: Cooperativas, Identidad cooperativa, Formación coopera-
tiva, Movimiento cooperativo.

Abstract: Modern cooperatives have their roots in cooperative values and 
principles that establish their identity. In current times and given the profound 
changes to which the world is being subjected, cooperative training is shown 
as an essential tool to consolidate this identity.

Keywords: Cooperatives, Identity, Cooperative movement.
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1. Introducción

El contexto de crisis económica de los últimos años, ha condicio-
nado la forma de actuar en el mercado de los diferentes tipos de so-
ciedades mercantiles, entre ellas las sociedades cooperativas2. En una 
realidad de mercado tan globalizada y competitiva como la actual, las 
sociedades cooperativas, deben profundizar en el afianzamiento de 
su identidad cooperativa, de cara a que las sociedades en las que de-
sarrollan sus actividades, venden sus productos y ofertan sus servicios 
sean conscientes de los elementos diferenciadores que como socieda-
des mercantiles cooperativas que son les asisten. Por ello, los valores 
cooperativos a los que aspiran y los principios cooperativos de los que 
se dotan para alcanzarlos, deben ser reforzados y actualizados hacia 
adentro y explicados hacia afuera, siendo el medio idóneo para ello y 
en la actualidad la educación y la formación.

La finalidad última de todo ello no ha de ser otra que la de poner 
un grano de arena en el desierto de un mercado cada vez más com-
plejo e internacionalizado, tratando de conseguir convertir dichos va-
lores cooperativos, en valores sociales que trasciendan de la propia 
cooperativa, tratando de producir de esta forma sinergias sociedad-
cooperativa y viceversa, que permitan a las cooperativas seguir exis-
tiendo y progresando en el mundo actual y en los venideros. 

2. ¿Qué es y en qué consiste la identidad cooperativa?

A la hora de desgranar qué hemos de entender por identidad 
cooperativa a lo largo de este trabajo, conviene precisar los términos, 
pues no son pocas las veces que éstos son utilizados o percibidos de 
formas muy diversas. Por ello, y con un afán metodológico claro, el 
inicio de esta aproximación terminológica no debe ser otro que el de 
acercarse a la realidad de lo que es y significa la identidad desde un 
punto de vista estrictamente etimológico, para a continuación comple-
tar su significado una vez añadido el calificativo de «cooperativa». 

Siguiendo las definiciones recogidas por el diccionario de la Real 
Academia Española3 (en adelante RAE), y más concretamente las acep-
ciones segunda y tercera del concepto de identidad, hemos de enten-
der por tal, «el conjunto de rasgos propios de un individuo o de una 

2 Gaminde Egia, Eba (2018, 33-69)
3 Diccionario de la Real Academia española. Edición actualizada, año 2018.
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colectividad que los caracterizan frente a los demás (acepción segunda) 
y conciencia que una persona tiene de ser ella misma y distinta a las 
demás» (acepción tercera).

De igual forma y en lo que al calificativo de «cooperativa» se re-
fiere, y siguiendo su referencia etimológica a través de lo recogido en 
la acepción segunda del diccionario de la RAE, entenderemos desde 
este instante por «cooperativa», sociedad cooperativa. Dicho así, la 
base de esta investigación no es otra que la de profundizar en el análi-
sis de la identidad de la cooperativa, para a partir de ahí tratar de com-
prenderla en aras de aportar propuestas para reforzarla.

 Por ello, entenderemos, que la sociedad cooperativa es una socie-
dad constituida por personas que se asocian libremente, en régimen 
de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de actividades 
empresariales, encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiracio-
nes económicas y sociales, con estructura y funcionamiento democrá-
tico. Este tipo sociedades cooperativas pueden ser útiles para empresas 
que tengan por objeto y finalidad la colaboración de sus socios para el 
logro de un objetivo común, sobre la base de la ayuda mutua y de la 
creación de un patrimonio común irrepartible.

Si nos atenemos a las definiciones legales que recogen tanto la 
Ley vasca4 como la española5, la definición legal de sociedad coope-
rativa se completa en cada caso con otras precisiones establecidas por 
los respectivos legisladores. Así, en el caso de la definición de socie-
dad cooperativa que establece la normativa autonómica vasca, a día de 
hoy vigente6, en su artículo primero, la sociedad cooperativa es «aque-
lla sociedad que desarrolla una empresa que tiene por objeto priorita-
rio la promoción de las actividades económicas y sociales de sus miem-
bros y la satisfacción de sus necesidades con la participación activa de 
los mismos, observando los principios del cooperativismo y atendiendo 
a la comunidad de su entorno (párrafo 1.º)». A lo que añade en sus 
párrafos siguientes que «la cooperativa deberá ajustar su estructura y 
funcionamiento a los principios cooperativos, que serán aplicados en el 
marco de la presente Ley. Dentro de ésta actuará con plena autonomía 
e independencia respecto de cualesquiera organizaciones y entidades, 

4 Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de Euskadi, publicada en el BOPV 
n.º 135, de 19 de julio de 1993.

5 Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, publicada en el BOE n.º 170, de 19 
de julio de 1999.

6 El procedimiento legislativo para la aprobación de una nueva Ley vasca de 
cooperativas está a día de hoy en marcha, con lo que, desconocemos si el legislador 
pueda identificar la necesidad de modificar de algún modo esta definición.
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públicas o privadas» (párrafo segundo), para concluir en el párrafo ter-
cero que «las cooperativas pueden realizar cualquier actividad econó-
mica o social, salvo expresa prohibición legal basada en la incompatibi-
lidad con las exigencias y principios básicos del cooperativismo».

En el caso de la legislación española, y más concretamente en 
los párrafos primero y segundo del artículo primero, que es donde se 
aborda el concepto, (los siguientes párrafos hacen referencia a otras 
cuestiones como su denominación o las diferentes formas que pueden 
éstas adoptar), la sociedad cooperativa se define como «una sociedad 
constituida por personas que se asocian, en régimen de libre adhesión 
y baja voluntaria, para la realización de actividades empresariales, en-
caminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y so-
ciales, con estructura y funcionamiento democrático, conforme a los 
principios formulados por la alianza cooperativa internacional, en los 
términos resultantes de la presente Ley» (párrafo primero), para a con-
tinuación precisar en el párrafo segundo que, «cualquier actividad eco-
nómica lícita podrá ser organizada y desarrollada mediante una socie-
dad constituida al amparo de la presente Ley».

Estas definiciones legales, no son sino dos ejemplos, de cómo el le-
gislador estatal o autonómico en el caso español y en su caso, precisa, 
completa y pone el punto de mira en los legítimos intereses que le son 
propios como legislador a la hora de perfeccionar el significado legal 
de esta realidad. Con lo cual, y en el caso que nos ocupa, encontramos 
en el ordenamiento jurídico español tantas definiciones como norma-
tivas autonómicas existen7, si bien subyace a todas ellas una serie de 

7 Valgan de ejemplo las siguientes normas autonómicas y las definiciones 
conceptuales que acompañan sus textos habitualmente en sus primeros artículos, en 
los que bajo las premisas comunes a todas ellas y que aludía en el texto cada una fija su 
impronta con algún elemento característico diferenciador del resto. Así:

Andalucía: Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de sociedades cooperativas andalu-
zas, publicada en el BOE n.º 17 de 20 de enero de 2012, en cuyo segundo artículo fija 
la realidad de las cooperativas andaluzas como «las sociedades cooperativas andaluzas 
son empresas organizadas y gestionadas democráticamente que realizan su actividad de 
forma responsable y solidaria con la comunidad y en las que sus miembros, además de 
participar en el capital, lo hacen también en la actividad societaria prestando su trabajo, 
satisfaciendo su consumo o valiéndose de sus servicios para añadir valor a su propia ac-
tividad empresarial».

Asturias: Ley del Principado de Asturias 4/2010, de 29 de junio, de cooperativas, pu-
blicada en el BOE n.º 232 de 24 de septiembre, en cuyo primer artículo párrafo define 
la cooperativa como «una sociedad constituida por personas físicas o jurídicas que se 
asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la satisfacción conjunta de 
sus necesidades e intereses socioeconómicos comunes, a través del desarrollo de activi-
dades empresariales y de la adopción de una estructura, funcionamiento y gestión de-
mocráticos, siempre con el propósito de mejorar la situación económica y social de sus 
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elementos que las hacen reconocibles, tales como, la libre adhesión y 
voluntaria de sus miembros, el régimen democrático de su funciona-
miento, su finalidad social etc… al margen de otros tantos que están 
ya perfectamente insertados en el imaginario colectivo de la ciudada-
nía, lo que les permite, poder identificar una sociedad cooperativa y ser 
capaces de diferenciarlas de otro tipo de formas jurídico-societarias de 
carácter mercantil como por ejemplo una sociedad anónima o una so-
ciedad limitada.

miembros y de su entorno comunitario». Esta última referencia al propósito social re-
sulta identificadora de las pretensiones del legislador asturiano a la hora de definir la so-
ciedad cooperativa.

Cantabria: Ley 6/2013, de 6 de noviembre, de cooperativas de Cantabria, publi-
cada en el BOE n.º 284, de 27 de noviembre de 2013, en cuyo artículo segundo define 
cooperativa como:

1. A los efectos de esta Ley, las cooperativas son sociedades constituidas por per-
sonas que se asocian en régimen de libre adhesión y baja voluntaria para satisfa-
cer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, dotadas de estructura, 
funcionamiento y gestión democráticos y en las que sus miembros, además de 
participar en el capital, lo hacen también en la actividad societaria prestando su 
trabajo, satisfaciendo su consumo o valiéndose de sus servicios, con el propósito 
de mejorar la situación económica y social de sus miembros y el entorno comu-
nitario.

2. La sociedad cooperativa se ajustará a los principios formulados por la Alianza 
Cooperativa Internacional, en los términos resultantes de la presente Ley.

3. Cualquier actividad económica y social lícita podrá ser organizada y desarrollada 
mediante una sociedad cooperativa constituida al amparo de la presente Ley.

Destaca a mi juicio como elemento clarificador, las exigencias formales y materiales 
que establece para la figura del socio.

Galicia: Ley 5/1998, de 18 de diciembre, de cooperativas de Galicia, publicada en el 
BOE n.º 72 de 25 de marzo de 1999, en cuyo primer artículo la cooperativa queda defi-
nida como una sociedad de capital variable que, con estructura y gestión democráticas, 
en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, desarrolla una empresa de propiedad 
conjunta, a través del ejercicio de actividades socioeconómicas, para prestar servicios y 
satisfacer necesidades y aspiraciones de sus socios, y en interés por la comunidad, me-
diante la participación activa de los mismos, distribuyendo los resultados en función de 
la actividad cooperativizada.

Extremadura: Por el momento la última ley de cooperativas autonómicas apro-
bada Ley 9/2018, de 30 de octubre de cooperativas de Extremadura, publicada en el 
BOE n.º 289, de 30 de noviembre de 2018, en cuyo artículo inicial define la cooperativa 
como «La sociedad cooperativa es una sociedad de base mutualista, con personalidad 
jurídica propia, en la que los socios se unen de forma voluntaria para satisfacer sus ne-
cesidades mediante la realización de actividad cooperativizada, realizan aportaciones al 
capital social y administran democráticamente la empresa, ostentando el derecho esen-
cial a participar en la gestión de los asuntos sociales».

Sobre estas cuestiones resulta de interés Gadea Soler, Enrique (2015, 13-27) (2014, 
97-111).
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En ese imaginario colectivo ciudadano del que hablo en el párrafo 
inmediatamente anterior, están ubicados también alguno de los valo-
res cooperativos a las que las sociedades cooperativas aspiran o deben 
aspirar en el ejercicio de su actuaciones, en busca de sus legítimos fi-
nes sociales, así como los principios de actuación para lograrlos, que 
desde Rochdale hasta nuestro días, y con el importante influjo de la 
Asociación Cooperativa Internacional (ACI), han pretendido y preten-
den ser una guía o una hoja de ruta en el funcionamiento de este tipo 
de sociedades. Tanta es su importancia, la de la ACI a la hora de ha-
cer de guía en el establecimiento de una serie de principios universal-
mente reconocidos, que la propia legislación española los identifica en 
el concepto propio de cooperativa recogido en el artículo primero de 
su norma8.

Esta cuestión resulta trascendental, pues gracias a la ACI quedan fi-
jados unos marcos de referencia teóricos-formales y para la totalidad 
del movimiento cooperativo que se precie como tal, siendo este marco, 
un marco universal y mínimamente exigible para el reconocimiento y la 
identificación de las cooperativas, y poder de esta forma, tener los cri-
terios adecuados para poder distinguirlas de otras formas jurídicas que 
potencialmente puedan aprovecharse de sus aspectos más favorables 
para sus intereses y puedan hacer caso omiso de sus obligaciones y pa-
trones de comportamiento como cooperativas.

Esta precisión conceptual que hace la legislación española para los 
principios cooperativos, y la referencia a la hora de quedar fijados en 
relación con los planteamientos que haga en este sentido la ACI, en-
tiendo que es positiva, pues desde la propia norma se establece una 
referencia homogeneizada de los mismos y en cierta forma dichos 
principios se erigen en referencia normativizada para las numerosas 
cooperativas ubicadas en este caso en España.

No ocurre los mismo en la referencia que la Constitución española 
de 19789 lleva a cabo en el artículo 129.210 por la cual se establece la 
exigencia de la promoción por parte de los poderes públicos del coope-
rativismo, en la que se echa en falta desde mi punto de vista una con-
creción conceptual de lo que debe ser el tipo de cooperativismo que ha 

8 Ibidem, p.3.
9 Constitución Española de 1978, publicada en el BOE n.º 311, de 29 de diciembre 

de 1978.
10 Artículo 129.2 de la CE de 1978: «los poderes públicos promoverán eficazmente 

las diversas formas de participación en la empresa y fomentarán, mediante una 
legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También establecerán los medios que 
faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción».
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de ser promocionado por parte de los poderes públicos. Bien es cierto 
que para el constituyente tal vez resultase inimaginable que una iden-
tificación tan clara de las sociedades cooperativas como aquel enton-
ces11 se tornara tan compleja y pudiera tener cuarenta años después, 
los matices sobre su realidad que hoy enmascaran algunas formas ju-
rídicas que cuestionan la idiosincrasia de las auténticas cooperativas 
como el caso de las «falsas cooperativas» u formas empresariales que 
operan en nuestros mercados y que no pocas veces confunden a los 
ciudadanos y consumidores a las que me referiré más adelante. 

Lo que es evidente, es que el constituyente identificó como reali-
dades a potenciar por parte de los poderes públicos a las cooperativas, 
porque de alguna manera deben perseguir finalidades sociales que se 
identifican con el bien de la comunidad a la escala que sea, local, auto-
nómica o estatal. La cuestión relevante en la actualidad, es qué tipo de 
sociedades cooperativas han de promoverse desde los poderes públicos 
y cuáles no, pues bajo la forma jurídica cooperativa, se han colado en 
los últimos tiempos realidades societarias, que seguro distan mucho de 
la visión que el constituyente tenía de las sociedades cooperativas que 
debían ser promovidas por parte de los poderes públicos.

Por ello, y recordando la inicial definición de identidad, como el 
conjunto de rasgos propios de un individuo o de una colectividad que 
los caracterizan frente a los demás y la conciencia que una persona 
tiene de ser ella misma y distinta a las demás, es conveniente preci-
sar, para no titubear en la identificación de las cooperativas hoy en día, 
cuáles son esos rasgos característicos que las hacen diferenciarse del 
resto de sociedades mercantiles, y que por tanto les llevan a ser cons-
cientes de su realidad diferenciada. Es aquí donde conviene resaltar 
que las sociedades cooperativas son sociedades mercantiles que aspi-
ran al cumplimiento de unos valores como son los valores cooperativos, 
para lo que se dotan de principios de actuación que son los principios 
cooperativos, aspirando a la consecución de una serie de valores, que 
son los valores cooperativos.

Este doble plano valores-principios requiere de un deslinde concep-
tual ya realizado por mí12 y por la de tantos autores13, que en tantas 

11 Hablamos del periodo o etapa constituyente iniciado en 1977 y que finalizó con 
la aprobación del texto constitucional actual.

12 Martínez Etxeberria, G. (2018, 19-23).
13 Atxabal Rada, A. (2016), Cracogna, D. (1991) (1994), Divar Garteiz-Aurrecoa, 

J. y Gadea Soler, E., (2002), Divar Garteiz-Aurrecoa, J. (2016), Fici, A. (2014), Gadea 
Soler, E. (2009), Lambert, P. (1970), Marcus, L. (1988), Martínez Charterina, A. (2016), 
Vaquero Sánchez, J. M, (2015).
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ocasiones no resulta sencillo, habida cuenta de la ubicación en ambos 
planos de realidades esenciales para la configuración de la identidad 
cooperativa, como puede ser la cooperación, la democracia, la solidari-
dad, la ayuda y tantas otras.

3.  Un breve análisis histórico de la evolución en la construcción 
de una identidad cooperativa reconocible

Cuando hablamos de identidad cooperativa y siguiendo a la pro-
fesora GAMINDE EGIA14 es preciso advertir que «pretender definir el 
ADN cooperativo constituye una tarea muy compleja. Como ya hace 
tiempo señalaba el profesor CIURANA15, «intentar determinar la esen-
cia de la cooperación no supone hallar una norma segura para resolver 
acerca de la ortodoxia de una cooperativa; pero sí supone encontrar los 
rasgos esenciales o ideas fundamentales que sirven para estructurar la 
misma». 

Sin afán alguno de codificar y analizar toda la secuencia de ADN de 
estas cooperativas, sí que conviene recorrer brevemente el camino his-
tórico hasta llegar al momento en el que nos encontramos, que no es 
otro que el de la existencia de un cooperativismo reconocido y recono-
cible, que convive con unas nuevas formas jurídico-societarias que en-
carnan un mal llamado cooperativismo, caracterizadas por ser opues-
tas a los valores y a los principios del verdadero cooperativismo y de 
los que brevemente daba cuenta previamente. No obstante, fijar unos 
mínimos elementos comunes que permitan establecer las bases para la 
identificación de estas sociedades cooperativas auténticas puede resul-
tar algo más sencillo. 

En esa tarea ha destacado históricamente la ACI, que no es sino 
una asociación internacional que ya desde 1895 cuando se reúne por 
primera vez en Londres ha estado al servicio de las cooperativas, y en-
tre cuyas funciones y no pocas veces a lo largo de la historia, está, ha 
estado y estará en el debate y la reflexión en torno a estas cuestiones 
identitarias así como en otras no tan centradas en la filosofía coope-
rativa, básicas en cualquier caso para la pervivencia del movimiento 
cooperativo tal y como lo hemos venido conociendo hasta nuestros 
días.

14 Gaminde Egia, E. y Martínez Etxeberria, G., (2019, 97-114).
15 Ciurana Fernández, J. M., (1965).
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En este sentido, no han sido pocas las asambleas mundiales de esta 
institución en la que las cuestiones en torno a los valores y los princi-
pios hayan sido el eje de las mismas, destacando sobremanera, la de 
Manchester (Reino Unido) de 1995, en la que el debate en torno a los 
valores, posibilitó una Declaración, la conocida como Declaración de 
Manchester16, en la que se fijaban una serie de mínimos en este ám-
bito. La Declaración de Manchester al fin y a la postre, posibilitó reco-
ger en una declaración institucional, los valores cooperativos universal-
mente reconocidos, siendo éstos, los valores que habrían de ser válidos 
para la entrada de las cooperativas en el nuevo siglo. La citada Declara-
ción de Manchester, incluía una nueva definición de cooperativa y re-
cogía una importante revisión del sistema de principios cooperativos 
que había funcionado durante los últimos cien años, procediendo a 
deslindar conceptual y metodológicamente y de forma expresa la rea-
lidad de los valores y de los principios cooperativos. Así, la Declaración 
se iba a estructurar en dos partes diferenciadas pero complementarias 
entre sí.

De una, la primera y titulada «Declaración de la Alianza Coopera-
tiva Internacional sobre la Identidad Cooperativa», en la cual se recoge 
la definición de cooperativa y una lista en la que quedan descritos cier-
tos valores cooperativos de referencia, los cuáles quedan clasificados 
y estructurados por un lado, los valores básicos «autoayuda, autorres-
ponsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad» y por otro, 
los valores éticos, tales como la «honestidad, transparencia, responsa-
bilidad y vocación social».

 En lo que a la definición y los principios cooperativos se refiere, 
queda establecido en la Declaración, que «los principios cooperati-
vos son pautas mediante las cuales las cooperativas ponen en prác-
tica sus valores», siendo éstos los siguientes: «adhesión voluntaria y 
abierta; gestión democrática por parte de los socios; participación eco-
nómica de los socios; autonomía e independencia; educación, forma-
ción e información; cooperación entre cooperativas; e interés por la 
comunidad)17».

De otra, la segunda parte y denominada «Informe sobre la Declara-
ción de la Alianza Cooperativa Internacional sobre la Identidad Coope-
rativa», viene a clarificar el contenido de la primera parte.

16 Declaración de la ACI sobre la Identidad Cooperativa adoptada por la II Asamblea 
General de la Alianza Cooperativa Internacional en septiembre de 1995 en Manchester 
con motivo del Centenario de la Alianza Cooperativa Internacional.

17 Declaración de la Alianza Cooperativa Internacional sobre la Identidad 
Cooperativa, pp. 16-19.
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El mínimo común denominador de las cooperativas a lo largo y an-
cho del mundo y que viene a clarificar la referenciada Declaración, ya 
sean éstas cooperativas que desarrollan sus servicios y actividades en 
sociedades ricas o pobres, en oriente o en occidente, en el marco de 
regímenes capitalistas y comunistas, democráticos o no democráticos 
etc… lo constituye la identidad cooperativa, sobre cuya realidad trabaja 
y reflexiona la ACI, quien finalmente traslada estos trabajos y reflexio-
nes a Informes o Declaraciones como la antes analizada de Manchester 
de 1995, que establecen un marco cuasi-normativo respetado por la 
mayoría de las cooperativas en todo el mundo.

En cualquier caso, si queremos comenzar desde el inicio y en lo que 
a la construcción del ADN cooperativo se refiere, es preciso hacer men-
ción a la Sociedad de Rochdale18 y a los principios de funcionamiento 
que establecían sus Estatutos de constitución, pues en estos estatu-
tos se reglamentaron los que podíamos enumerar como los principios 
cooperativos, que fueron: la ayuda mutua, el control societario demo-
crático, la gratuidad de los cargos, la libre adhesión y dimisión de los 
socios, la compraventa al contado, los intereses limitados al capital so-
cial y los retornos cooperativos. Si bien algunos de estos principios ori-
ginales y originarios, como por ejemplo la compraventa al contado, hoy 
no encuentran sentido en nuestras sociedades actuales, no es menos 
cierto, que el resto de ellos, dos siglos después siguen estando vigentes 
y siguen siendo referentes de las cooperativas, lo que nos da pistas de 
la trascendencia de los mismos.

Cabe recordar que los principios originarios inicialmente recogidos 
en los Estatutos de la sociedad de Rochdale, han sido posteriormente 
revisados y actualizados por la ACI a lo largo de su historia y en las di-
ferentes asambleas internacionales realizadas, siendo la ACI una de las 
más importantes referencias a la hora de fijar los elementos que han 
ido configurando lo que conocemos como la identidad cooperativa. 
No obstante, hoy en día la importancia que las cooperativas y la propia 

18 En muchos manuales, artículos y estudios monográficos se reconoce a los 
pioneros de Rochdale como «realizadores del cooperativismo». Entre otros, Möller E. 
(1986, 23); Kaplan de Drimer, A. y Drimer B. (1981, 227); Mladenatz, G. (1969, 68); 
Uribe Garzón, C. (2001, 68). No obstante, también hay opiniones en otro sentido. 
Carrasco, por ejemplo, puntualiza que «habría que aclarar que no fue la de los Pioneros 
de Rochdale la primera experiencia asociativa habida en la historia y que su carácter 
pionero se refiere más que a la experiencia en sí, a la elaboración por parte de sus 
promotores de unos estatutos propios». Carrasco Carrasco, M. (1991, 2). En la misma 
línea Miranda señala que «el cooperativismo no nace en el año 1844: es el resultado 
de un proceso multisecular que se inicia en la cooperación primaria». Miranda, J. E. de 
(2012, 140). 
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ACI otorga a los principios a la hora de fijar los elementos para estable-
cer la identidad cooperativa, convive con la importancia, cada vez ma-
yor, que tanto las cooperativas como la propia ACI concede a los valo-
res cooperativos que las cooperativas aspiran a conseguir cumpliendo 
los principios de los que se dotan.

4.  Los peligros a los que se enfrenta el movimiento cooperativo 
desde el punto de vista de su identidad

Las sociedades cooperativas desarrollan sus actividades y prestan 
sus servicios por todo el mundo, en el que conviven distintos marcos 
económicos. Así, en el mundo del s.  xxi en el que nos encontramos, 
podemos encontrar una mayoría de estados cuyas economías, son eco-
nomías de mercado, frente una minoría de estados (el desmorona-
miento desde finales del s. xx del bloque comunista, no ha hecho sino 
reducir considerablemente aquellos estados intervencionistas, pues la 
gran mayoría de éstos, pasaron rápidamente a adoptar rápidamente 
la economía de mercado como el marco de desarrollo de sus respecti-
vas economías) en cuyas economías interviene y planifica el Estado con 
mayor o menor intensidad.

Los peligros que acechan a las cooperativas en estos tiempos, tie-
nen similitudes y diferencias en tanto en cuanto se encuentren en un 
marco de desarrollo económico o en otro. No obstante, elementos 
como las crisis económicas o los condicionamientos a la autonomía de 
las cooperativas (por diferentes cuestiones que luego trataremos) son 
comunes a ambos marcos, como comunes son también los diferentes 
peligros a los que las cooperativas deben y deberán hacer frente.

4.1.  Los peligros a los que se enfrentan las cooperativas en los países 
con economías de mercado 

Las reiteradas crisis económicas que en el marco del desarrollo eco-
nómico de la economía de mercado se han plantado19, se plantean y 
presumiblemente se plantearán, afectan a la totalidad de los opera-
dores que compiten en un mercado cada vez más especializado, más 

19 La crisis del petróleo en los inicios de los años 70, las más locales a nivel español 
y vasco de inicios de los años 80 y de los años 90, y finalmente y tras varios años de una 
situación de bonanza, la devastadora crisis financiera internacional iniciada en 2008 en 
USA y con posteriores ramificaciones a lo largo y ancho del mundo occidental.
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competitivo y más globalizado. Entre esos operadores económicos, se 
encuentran las cooperativas, las cuales, con sus defectos y virtudes, 
propias de su especial naturaleza, han de afrontar los embites de la 
economía y el mercado junto con el resto de operadores económicos 
con los que compiten.

Son en estos contextos de crisis donde mejor se pueden visualizar 
los peligros a los que las sociedades mercantiles capitalistas en general 
y las sociedades mercantiles cooperativas en particular pueden enfren-
tarse. Entre éstos, destacaré aquellos que afectan a lo más profundo de 
la identidad cooperativa, y que en demasiadas ocasiones quedan so-
lapados a otros peligros también importantes como los aquellos que 
afectan al cortoplacista resultado económico del ejercicio u otros de si-
milar naturaleza. Es en esa visión de los problemas que van más allá del 
corto plazo o del ejercicio económico concreto donde pondré el punto 
de mira a lo largo de este trabajo.

En los últimos 30 años, más concretamente desde que allá por 
1989 cayese el telón de acero, la hegemonía de los países y las socie-
dades en las que el modelo capitalista es el modelo económico de re-
ferencia es indiscutible cualitativa y cuantitativamente, por lo menos 
en lo que se refiere a los estándares y variables macro y microeco-
nómicas que manejan las grandes instituciones para evaluar la rea-
lidad socio-económico de los países20. Bien es cierto, que dentro de 
estas sociedades conviven diferentes realidades, con sus especificida-
des, sus colores y tonalidades, que abarcan todos los espectros, y que 
oscilan desde aquellos países radicalmente neoliberales en los que el 
Estado aparece como un observador de lo que acontece en el deve-
nir del juego del mercado, hasta aquellos países en los que las reglas 
del mercado conviven con una mayor participación del Estado, que 
va más allá de la mera observancia, y que se muestra más o menos 
activa en cada caso a la hora de buscar ciertos equilibrios en pos de 
cierta justicia social que la economía de mercado por sí misma no es 
capaz de conseguir.

En cualquier caso, ya sean unos u otros, la percepción de que las 
sociedades en teoría más avanzadas desde el punto de vista del bienes-
tar material y de la economía son cada vez sociedades más individualis-
tas, es una constatación, pues no hay sino que ver la realidad que nos 
rodea en cuestiones como la gestión de las reiteradas y cíclicas crisis 
migratorias (valgan de ejemplo las crisis migratorias americanas y la del 

20 Me refiero preferentemente, aunque no de forma exclusiva al Banco Mundial y al 
Fondo Monetario Internacional.
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Mediterráneo, al margen de otras igualmente trágicas y más silencias 
en nuestros entornos mediáticos más próximos), o tantas otras realida-
des más en las que se pone de manifiesto la crisis de valores en las que 
estas sociedades a mi juicio se ven sumergidas.

Valores como la solidaridad, la cooperación y tantos otros que han 
sido pilares sobre los que se han asentado la construcción de las so-
ciedades más modernas y avanzadas, están cada vez más cuestiona-
dos, si bien no se puede obviar en este análisis aquellas personas y or-
ganizaciones que hacen de la defensa de estos valores su día a día. No 
obstante, la percepción de una visión de retroceso y de crisis de éstos 
valores, creo que es una percepción cada vez más peligrosamente ge-
neralizada.

Es precisamente en este contexto donde las cooperativas deben 
reivindicarse21, pues son sociedades en cuya identidad debe estar gra-
bada la aspiración a la consecución de una serie de valores cooperati-
vos como los comentados previamente de solidaridad y cooperación, al 
margen de otros más modernos que ya condicionan las agendas de és-
tas, como la protección del medio ambiente, la defensa ecológica del 
planeta etc…

Es en este contexto, donde las cooperativas deben posicionarse y 
más que nunca proyectarse como tal, para dar servicio y ofrecer pro-
ductos a aquellas personas, ciudadanos, que puedan estar echando en 
falta el compromiso y el desarrollo de estos valores en otro tipo de so-
ciedades mercantiles y en consecuencia, se decanten por los produc-
tos y servicios que puedan ofrecer las cooperativas, por ser plenamente 
conscientes que esto implica al margen de la calidad que el producto o 
el servicio pueda ofrecer, aspirar a la consecución de unos valores com-
partidos con la cooperativa, apoyando también una forma de hacer 
que comparte y respeta, y con la que de cierta forma pueda sentirse 
identificado.

Bien es cierto que las cooperativas no viven aisladas, sino que 
conviven con otras sociedades mercantiles capitalistas, cuyos fines 
igualmente legítimos como la obtención exclusiva del lucro o aspi-
rar a un mejor posicionamiento en el mercado, son perseguidos con 
otras pautas de actuación o si se prefiere, con otros principios. Esta 

21 Puede consultarse el Boletín de la Asociación Internacional de Derecho 
Cooperativa, en su número 36 del año 2002, en el que varios autores reflexionaron 
sobre este particular, valga de por ejemplo, Rosemburg, T. (2002, 15-25), Ispizua 
Zuazua, A. (2002, 25-37), Divar Garteizaurrecoa, J. y Gadea Soler, E., (2002, 37-45), 
Farías, C.A, (2002, 45-51), Del Burgo García, U., (2002, 51-121), Estarlich Martorell, V., 
(2002, 121-139.
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feroz competencia con otros operadores ha podido llevar a las coope-
rativas y en no pocas ocasiones a la fijación de objetivos cortopla-
cistas que han podido difuminar el verdadero fin social de la coope-
rativa22. No obstante, es preciso advertir que para lograr esos fines 
sociales y de forma previa, se ha de cumplir el primero de los obje-
tivos de las cooperativas y de todas las sociedades mercantiles que 
como tal se precien, y que no es otro que el de la mera supervivencia, 
objetivo éste que en el contexto de crisis cíclicas vividas en los últimos 
tiempos ha sido en demasiadas ocasiones uno de los objetivos priori-
tarios sino el primero de los objetivos a cumplir por las cooperativas a 
lo largo y ancho del mundo.

La cuestión que trasciende a las actuaciones concretas de las 
cooperativas en busca de su supervivencia, no es otra que si estas 
cooperativas, habida cuenta de con quien compiten, en que marco, 
contexto y situación lo hacen, se alejan de estos valores, consciente o 
inconscientemente, pudiendo parecerse cada vez más a otras socieda-
des mercantiles capitalistas, y si además, ese distanciamiento o aleja-
miento de los valores cooperativos identificativos e identificadores de 
su realidad, es percibido o no por las sociedades en las que se desarro-
llan y ofrecen sus servicios y venden sus productos.

Este distanciamiento, al margen de los problemas de identidad a 
los que me referiré, también pueden generar una serie de problemas 
que van más allá de la propia cooperativa, pero que inciden en su posi-
cionamiento en las sociedades y los mercados en los que están presen-
tes, y en los que compiten precisamente por su idiosincrasia y vocación 
social y a modo de ejemplo, con unos tipos impositivos más benefi-
ciosos respecto de otras sociedades de capital en impuestos como por 
ejemplo el Impuesto de sociedades.

Así en el caso, de España y más concretamente en el caso de Eus-
kadi y en lo que se refiere a la regulación impositiva del impuesto de 
sociedades en el Territorio Histórico de Bizkaia23, reflexiones cómo las 

22 Del Burgo García, U., op. cit, (2002. 51).
23 Los Territorios Históricos de Araba-Álava, Bizkaia y Gipuzkoa, conforme a la Ley 

de Concierto Económico vasco (Ley 12/1981, de 13 de mayo, del Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, publicada en el BOE, n .º 127, de 28 
de mayo de 1981, Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto 
Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco publicada en el BOE, n .º 124, 
de 24 de mayo de 2002), tienen y asumen el ejercicio de las competencias exclusivas 
que en materia normativa fiscal y tributaria en impuestos directos como el que estamos 
comentando del Impuesto de sociedades, que en el caso de Bizkaia queda regulado en 
la actualidad a través de la NF 11/2013, del Impuesto de Sociedades, de 5 de diciembre, 
publicada en el BOB n.º 238, de 13 de diciembre de 2013). 



El reforzamiento de la identidad cooperativa a través de la formación Gonzalo Martínez Etxeberria

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 171-205 

186 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp171-205 • http://www.baidc.deusto.es 

realizadas por CEBEK (la asociación empresarial más representativa de 
las sociedades de capital del Territorio Histórico de Bizkaia) en mayo 
de 201724 y que abogaban por reducir el tipo impositivo de las socie-
dades de capital hasta el mismo tipo impositivo que el de las socieda-
des cooperativas, es decir, una reducción de 8 puntos, desde el 28% 
del tipo general hasta el 20% del tipo impositivo para las cooperativas, 
no hacen sino trasladar una realidad que hace mención al anhelo de las 
sociedades de capital de equiparase en el tratamiento fiscal de las so-
ciedades cooperativas. Este histórico anhelo, reclamado de forma cí-
clica por algunas asociaciones como la comentada, reflejan en mi opi-
nión un sentir que me lleva a plantearme la siguiente cuestión: ¿por 
qué se ha planteado históricamente y se ha de plantear una fiscalidad 
diferente para el caso de las sociedades cooperativas y el resto de so-
ciedades de capital?

La respuesta resulta sencilla desde un punto de vista teórico25, pues 
es precisamente la especial naturaleza e idiosincrasia de las cooperati-
vas, que hunden sus raíces en las finalidades sociales que persiguen, 
la que hace que la colectividad, a través de sus representantes e insti-
tuciones, establezcan normas como las que acabo de ejemplificar, en 
este caso de carácter fiscal y tributario, que hacen a las cooperativas 
acreedoras de un trato fiscal beneficioso respecto de otras formas jurí-
dicas societarias, por entroncar con valores que deben hacer uno con el 
interés general. 

El problema más que desde el punto de vista teórico, se plantea, 
en el caso de que las cooperativas se alejen de esta forma de proceder 
y de orientar sus finalidades sociales, en definitiva, en el caso de que 
las cooperativas se desnaturalizasen26, y consecuentemente se equipa-
rasen a otro tipo de sociedades que no son acreedoras de este trato, 
y por ende careciese de sentido cualquier protección o beneficio por 
parte de la comunidad hacia éstas. Por esta y por otras cuestiones que 
afectan directamente a su forma de ser como sociedades cooperativas 
deben profundizar y asentar su naturaleza cooperativa. 

Al margen del previamente analizado tratamiento fiscal en el im-
puesto de sociedades del que se pueden beneficiar las cooperativas, 

24 Fuente Diario Deia de 10 de mayo de 2017. «El presidente de los empresarios 
vizcaínos aboga por que esta reforma fiscal, que debe ser «sosegada y coordinada» en-
tre las tres haciendas forales, incluya también cambios para rebajar la presión fiscal de 
las empresas comunes hasta la que tienen las cooperativas».

25 Sobre esta materia ha trabajado en profundidad Atxabal Rada, quien ha publi-
cado destacados artículos entre los cuales se encuentran Atxabal Rada, A., (2018, 137-
166); y (2016, pp. 285-307).

26 Del Burgo García, U., op. cit, (2002, 51).
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amén de otros tributos, es preciso advertir, que en el hipotético caso 
de posibles desnaturalizaciones de su identidad, cabe pensar en la po-
sibilidad real de que este tratamiento fiscal y tributario singular pueda 
correr peligro en un futuro más o menos lejano, pudiendo consecuen-
temente y en el caso de que se produjese, poner en peligro el equilibrio 
económico de las cooperativas.

Al margen de estas potenciales afecciones en su tributación que 
pudiesen plantearse a futuro ante la desnaturalización de la iden-
tidad cooperativa, existen otros peligros que se ciernen sobre las 
cooperativas y su identidad que también constituyen un peligro. Me 
estoy refiriendo a la apropiación de alguno de sus elementos defini-
torios más reconocidos, por parte de terceros interesados, quienes, 
sin ser verdaderas cooperativas, es decir, siendo «falsas cooperati-
vas», actúen como auténticas cooperativas o bajo la proyección pú-
blica de que lo son, pudiendo llegar a confundir a la ciudadanía de 
las sociedades en las que se desarrollan, ofrecen sus servicios y ven-
den sus productos.

En este sentido cabe señalar que estas falsas cooperativas no ha-
cen sino fraude de ley con el fin de obtener las condiciones más fa-
vorables de las que se pueden beneficiar las verdaderas cooperativas, 
tales como las ya comentadas ventajas fiscales y tributarias o algunos 
aspectos regulatorios de las relaciones laborales de sus miembros27. 
No obstante, es preciso distinguir en la práctica la existencia dos fenó-
menos antagónicos como el de las hasta ahora comentadas las «falsas 
cooperativas», entendidas estas como sociedades con forma jurídica de 
cooperativa que, sin embargo, se apartan de sus rasgos configuradores 
y definitorios como cooperativas, y las «cooperativas de hecho, pero 
no de Derecho», entidades que cumplen voluntariamente con los prin-
cipios cooperativos, pero por diferentes razones (régimen legal, fiscali-
dad…) han preferido constituirse en otro tipo legal. 

Respecto de los problemas referidos a su identidad como coopera-
tivas, son las primeras las verdaderamente peligrosas para las auténti-
cas cooperativas que cumplen con los valores y principios cooperativos 

27 Esta cuestión ya fue planteada y observada por Orozco Vilches, J. hace ya más 
de veinte años, cuando afirmaba que «la auténtica cooperativa se propone servir 
adecuadamente a las necesidades de sus socios (económicos o no), en armonía 
y supeditadas a la sociedad entera. Constituyen un magnífico ejemplo de ayuda 
mutua y no debe hallarse dominada ni por la idea de grupo ni por el egoísmo de sus 
componentes: en ella predominará la idea de servicio y desinterés, y estos servirá para 
diferenciarlas de todas las falsas cooperativas organizadas en plan de negocio». Orozco 
Vílchez, J. (1997,59).
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y con las leyes reguladoras de su realidad, y los son por varios motivos 
entre los que a mi juicio sobresalen los siguientes:

El primero de ellos hace mención a la confusión que pueden gene-
rar entre la ciudadanía a la que ofertan sus productos y servicios, y que 
en muchas ocasiones puedan acercarse a la «falsa cooperativa» cre-
yendo de manera equivocada que es una cooperativa con unos valores 
cooperativos a cuyo cumplimiento aspira y unos principios cooperativos 
que son sus pautas de actuación y sus elementos distintivos respecto 
de la forma de operar de otras sociedades mercantiles.

En segundo lugar, destacaría aquellas cuestiones que tienen que 
ver con el desvío etimológico y el «merchandaising» comercial que 
las «falsas cooperativas» utilizan deslealmente respecto de realidades 
esenciales para proyectar lo que el verdadero cooperativismo significa. 
Realidades como cooperativo o colaborativo, enmarcadas en un con-
texto de economía cooperativa o colaborativa28, reclaman mi atención 
por importantes razones.

Entre estas razones resulta muy llamativa el desvío intencionado 
entre la realidad de las cosas y la proyección de las mismas que estas 
mercantiles realizan. Así por ejemplo cuando hablamos de la econo-
mía colaborativa, ésta, en esencia puede evocar al altruismo, la mutua 
ayuda en la búsqueda de una finalidad común etc…, lo que no ocurre 
en la realidad de plataformas autodenominadas de economía colabora-
tiva del transporte como Uber o Blablacar, en la que éstas plataformas 
intermediarias de servicios (con sus diferencias en cuestiones organiza-
tivas, de servicio etc…) logran pingues beneficios por la intermediación 
entre usuarios con distintos intereses y con uno común a todos ellos, 
minimizar el costo de un servicio conforme a los patrones tradicionales 
de la prestación de servicios para el transporte de pasajeros29. Para evi-
tar esos desvíos intencionados y siguiendo a ARRIETA IDIAKEZ30, resulta 
necesaria la colaboración público-privada en el fomento de la econo-
mía colaborativa con el fin último de ser una alternativa a la economía 
informal de la que en su opinión trae causa de la falsa economía cola-
borativa.

28 Economía colaborativa concepto que en lo que a su calificativo proviene 
etimológicamente de colaborar lo que significa atendiendo a la primera acepción que 
la propia RAE recoge en su diccionario: «Trabajar conjuntamente con otras personas 
en una tarea común, normalmente en obras de creación, y en especial cuando se hace 
como ayuda o de forma desinteresada».

29 Resulta interesante en mi opinión y respecto al establecimiento de una postura 
crítica con el concepto de economía colaborativa, el libro de Slee, T. (2016).

30 Arrieta Idiakez, F. J, (2019, 23).
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Más allá del estudio de las múltiples ramificaciones y afecciones 
jurídicas que este tipo de realidades implica y sobre las que no es mi 
objetivo profundizar en el presente trabajo, lo que es una constata-
ción es el desvío intencionado entre lo que es en realidad colaborar 
y lo que estas sociedades mercantiles realizan, lo que en mi opinión 
se ha convertido en un importante «merchandaising» comercial de 
este tipo de plataformas, que permite construir artificialmente una 
imagen que tantos años y esfuerzo ha tardado en conseguir el coo-
perativismo proyectando sus valores y principios de actuación. Por 
ello, el cooperativismo como movimiento, debe estar vigilante de-
biendo contrarrestar es «merchandaising» comercial reforzando su 
compromiso con los valores y principios, pero también proyectándo-
los hacia afuera.

4.2.  Los peligros a los que se enfrentan las cooperativas en los países 
con economía intervencionistas

En los países del mundo en los que la intervención del estado en las 
cuestiones económicas es total o cuando menos muy amplia, el pro-
blema de fondo que condiciona los elementos definitorios de la identi-
dad cooperativa por encima de los demás, es la falta de autonomía de 
las cooperativas en el desarrollo de sus operaciones en busca del cum-
plimiento de sus fines societarios, manifestándose esa falta de autono-
mía y en muchos de los casos desde el momento mismo del nacimiento 
de la cooperativa.

Siguiendo a modo de ejemplo el caso de la República de Cuba31 
y los planteamientos socialistas sobre la que asienta su desarrollo, las 
cooperativas de trabajo se erigen en una alternativa de los trabajado-
res al sistema capitalista. En este sentido autores referencia del pen-
samiento conocido socialismo utópico como FOURIER SAINT-SIMON u 
OWEN32 ya identificaron en su momento y de forma teórica que la rea-
lidad de cooperación y la idea de socialismo que defendían, podrían es-
tar emparentadas.

En la actualidad y como recogía previamente, la ACI como la aso-
ciación que identifica los principios del cooperativismo a nivel mundial 
y establece las aspiraciones cooperativas en clave de valores, fija cuales 

31 Por ser uno de los pocos países que mantiene una intervención férrea de la 
economía por parte de los poderes públicos, a pesar de las últimas tibias aperturas que 
afectan a los llamados cuentapropistas.

32 Lichtheim, G., (1975).
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han de ser las cualidades de las cooperativas, estableciendo las diferen-
cias con las sociedades genuinamente capitalistas, a pesar de lo cual, 
resulta preciso advertir que «cada cooperativa constituye una realidad 
concreta y determinada, sujeta a condicionantes de tipo cultural, eco-
nómico, histórico, político y social, que las particularizan de análogas 
sociedades de igual naturaleza jurídica33».

En el caso que vamos a tratar en este trabajo y que ejemplifica los 
problemas a los que se pueden enfrentar las cooperativas en los países 
cuyos poderes públicos intervienen en la planificación de la economía, 
es por conocido, el caso de Cuba. En este caso, los principios y valo-
res cooperativos recogidas recurrentemente por la ACI en sus Declara-
ciones, concuerdan cuando menos desde el punto de vista teórico (la 
práctica es otra cuestión, si cabe más compleja) con algunos de valores 
y principios que inspiran la propia Constitución cubana.

Siguiendo ya no sólo la Constitución cubana, sino su desarro-
llo normativo, y haciendo mías las conclusiones a las que llega PUYO 
ARLUCIAGA34 tras analizar el Decreto-Ley cubano 305/201235, de 
las cooperativas no agropecuarias, y más concretamente su artículo 
cuarto, podemos afirmar que realidades como la «voluntariedad, 
cooperación y ayuda mutua, decisión colectiva e igualdad de derechos 
de los socios, autonomía y sustentabilidad económica, disciplina coope-
rativista, responsabilidad social, contribución al desarrollo planificado 
de la economía y al bienestar de sus socios y familiares, se aproximan 
bastante a los siete principios enunciados por la ACI en su congreso de 
Manchester en 1995».

No obstante, esta identificación formal se ve alejada en la aplica-
ción práctica de los mismos, pues en el caso cubano, la interpretación 
«sui generis» de estos principios y valores resulta a mi parecer desta-
cable, pues es una interpretación que merma en la mayoría de los ca-
sos la autonomía de las cooperativas, aproximándolas en su praxis más 
a empresas de carácter estatal que a cooperativas homologables a las 
que conocemos en los países occidentales.

La actualización de la interpretación de la Constitución cu-
bana extendiendo la inicialmente constitucionalizada realidad de las 

33 Martínez Etxeberria, G. y Mata Diestro, H., (2018).
34 Puyo Arluciaga, A.M., 2014, (180-181).
35 Decreto-Ley 305 del Consejo de Estado (CE): «De las Cooperativas no 

Agropecuarias». Gaceta Oficial de la República de Cuba No. 053 Extraordinaria de 11 
de diciembre de 2012, La Habana.
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cooperativa agropecuaria al resto de las cooperativas36 y motivada 
precisamente por el surgimiento de cooperativas en otros sectores eco-
nómicos y ante las cíclicas crisis sistémicas de su economía, ha puesto 
de manifiesto ante el desarrollo de éstas, que la cooperativa puede ser 
un modelo que «encaje» también en estos sistemas, siempre y cuando 
el Estado garantice su autonomía y no estrangule las mimas. 

5.  La educación y la formación cooperativa: una realidad 
necesaria en la consolidación de una identidad cooperativa 
para el s. xxi

Independientemente de la subsunción de la educación en la ca-
tegoría de los principios cooperativos, más concretamente siendo el 
quinto principio cooperativo y al margen de las discusiones doctrinales 
en las que se plantea si también la educación puede considerarse un 
valor cooperativo al que las cooperativas deban aspirar, lo que resulta 
evidente es la necesidad en muchos casos y contextos, de una forma-
ción adecuada de los miembros que integran las sociedades cooperati-
vas y también de quienes se relacionan con ellas en muchos y cada vez 
más ámbitos que afectan a su día a día.

Esta educación y formación cooperativa ha de estar orientada y di-
rigida preferentemente que no exclusivamente37 a la totalidad de los 
miembros que integran la comunidad cooperativa, y resulta si cabe 
más necesaria en el caso de las personas que aspiran a integrarse en 
una sociedad cooperativa por primera vez, independientemente del 
sector estratégico en el que éstas desarrollen sus actividades y ofrez-
can sus servicios y no sólo desde un punto de vista de la cualificación 
técnica exigible, sino desde la exigencia cada vez más necesaria de 
una cualificación en valores cooperativos de las personas que aspiren a 
completar las estructuras de las sociedades cooperativas modernas del 
s. xxi, pues son ellas quienes encarnan el modelo y por ende son las lla-
madas preferentemente a defenderlo frente a los peligros que se cier-
nen sobre ellas, independientemente se encuentren en un escenario 
socioeconómico de economía de mercado o intervencionista por parte 
del Estado.

36 Sobre estas cuestiones resultan de interés las aportaciones de Fernández Peiso, 
A. (2012); Donéstevez Sánchez, G. (2016, 60).

37 Resulta de interés, en el análisis de la proyección de la cultura cooperativa 
en la educación general la obra de Inglada, M. E., Sastre Centeno., J. M. y Villaroya 
Lequericaonaindia, M. B, (2015, 122-147).
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Es por ello, que el ámbito educativo y formativo cooperativo debe 
erigirse en un pilar sobre el que se asienten las cooperativas de pre-
sente y de futuro. Por ello, resulta necesaria una formación integral del 
cooperativista, sobre todo aquellos cooperativistas jóvenes que abar-
que ámbitos educativos y formativos diferentes y complementarios38, 
como son el ámbito de la formación específica en valores y principios 
cooperativos, el ámbito propio de los condicionantes de gestión de las 
cooperativas y el de la formación técnica y específica atendiendo al sec-
tor estratégico y la actividad a la que se dedique la cooperativa.

Para todo ello, las cooperativas tienen una herramienta específica 
de su forma jurídica que es el fondo de educación y promoción39, fondo 
que, siguiendo a MARTÍN CASTRO40, «es un instrumento orientado a ga-
rantizar la efectiva aplicación de los principios cooperativos, puesto que 
es el elemento de financiación reservado por disposición legal, que re-
sulta inembargable, irrepartible e indisponible, para el desarrollo de los 
compromisos que conllevan los enunciados de los principios»

5.1. La formación en valores cooperativos 

La forma en que las cooperativas compiten en el mercado globali-
zado es, efectivamente, una forma singular, con muchos años de his-
toria, que les ha permitido posicionarse de una manera distinta en ese 
mercado, si bien la cada vez mayor competencia y los cada vez más 
complejos retos a los que se enfrentan todas las sociedades mercanti-
les en general y las cooperativas en particular, obliga a éstas a incorpo-
rar y crear nuevas «formas de hacer» y ampliar y expandir sus áreas de 
negocio posibilitando la aparición un riesgo, como es el de poder per-
der sus rasgos de identidad original, en definitiva su desnaturalización 
como cooperativa. 

A fin de evitarlo, resulta a mi juicio trascendental reforzar la identi-
dad cooperativa de sus miembros (y más en aquellos entornos, situacio-

38 Como los que posibilita la formación dual, tipo de formación impulsado por las 
nuevas políticas educativas (ejemplo de eficacia en la inserción al mundo laboral de los 
jóvenes en Euskadi), sobre las que profundizan los autores Prieto Padín, P. (2016, 237-
268) y Arrieta Idiakez, F.J. (2018, 75-96).

39 En opinión de PASTOR SEMPERE, el fondo de reserva de educación y promoción 
cooperativa, «es un elemento realmente específico de la sociedad cooperativa, hasta el 
punto de que constituye uno de sus rasgos tipológicos sobresalientes». Pastor Sempere, 
C. (2001, 81-127).

40 Martín Castro, M.P., en la obra colectiva Vázquez Ruano, T (Coord.) (2013, 643-
655). También puede consultarse Macías Ruano, A.J., (2017).
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nes y casos, en los que la transmisión de estos valores y el conocimiento 
de los principios no se haya podido transmitir de la forma natural, es 
decir, a través de la familia o el entorno cooperativo más próximo), a 
través de la formación en principios y valores, garantizando así que los 
nuevos profesionales (ya sean éstos socios cooperativos o trabajadores 
que desempeñen sus funciones en las cooperativas) que se incorporen 
al mundo cooperativo conozcan la idiosincrasia cooperativa, base de la 
diferenciación frente a otros modelos societarios y la clave del mayor o 
menor éxito que pueda alcanzar como organización cooperativa.

En definitiva, la formación en valores cooperativos debe ser uno de 
los elementos básicos en la cualificación profesional de los miembros 
a integrar por las cooperativas y un elemento importante a considerar 
en las personas y mercantiles que se relacionen con la cooperativa a la 
hora de desarrollar sus fines sociales.

Al margen de la formación específica en valores y principios orien-
tada a los miembros que integran la cooperativa, la educación coope-
rativa en valores y principios cooperativos como realidad más amplia 
y expansiva, debe desarrollarse más allá de la propia cooperativa, in-
cidiendo especialmente en el área en el que su nivel de influencia sea 
importante o esté llamado a serlo, siendo el fin último de todo ello el 
trasladar la filosofía del cooperativismo y sus pautas de funcionamiento 
no sólo a sus miembros sino al de la ciudadanía receptora de sus servi-
cios y consumidora de sus productos.

Por ello, las claves educativas en el traslado de los valores y prin-
cipios cooperativos, habrán de adecuarse a la evolución del coopera-
tivismo en dichas áreas y contextos, posibilitando un mayor conoci-
miento de las cooperativas y su realidad distintiva respecto de otras 
realidades societarias, lo que en ciertos casos en los que haya una iden-
tificación con sus valores y principios, pueda llevar a estos ciudadanos a 
«apostar» por las cooperativas en detrimento de otras opciones.

Sólo a través de la educación y formación cooperativa, se podrá 
conseguir que la sociedad en general41, y los jóvenes en especial como 

41 La importancia de la educación y la formación en la transmisión de los valores y 
principios sobre los que se asientan las cooperativas, no sólo depende de ellas mismas, 
sino que el contexto en el que desarrollan y su ámbito educativo resulta decisivo en 
la posibilidad de implantación de las distintas políticas educativas. En este sentido, y 
habida cuenta de la importancia que tiene el movimiento cooperativo en Euskadi y cuya 
realidad se ha trasladado en este trabajo en varias ocasiones y a modo de ejemplo, resulta 
destacable en este ámbito, es decir, en el de la Comunidad Autónoma de Euskadi, el 
funcionamiento de su actual modelo institucional y territorial, modelo que ha ayudado de 
forma clara en el desarrollo humano y social del País, en particular si se tienen en cuenta 
los datos relativos al IDH (Índice de Desarrollo Humano), que mide el desarrollo de un país 
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gestores del futuro42, conozcan las bondades del sistema cooperativo y 
su potencial para erigirse en un agente transformador más del entorno 
en el que se ubican y en el que se desarrollan.

En esa educación y formación cooperativa, al margen de cono-
cer las esencias del cooperativismo, habrán de estar presentes también 
nuevos valores que las cooperativas deben hacer suyos si aspiran a ser 
una «vanguardia» a nivel global. Entre estos valores de nuevo cuño no 
deben faltar el conocimiento de lo que es y significa el trabajo digno y 
de calidad43 y la potenciación en sus estructuras corporativas de este 
tipo de trabajo, con el fin último de erigirse en sociedades mercantiles 
creadoras de un tipo empleo, caracterizado por la protección de sus so-
cios y trabajadores en lo que se refiere a cuestiones como el desarrollo 
personal y profesional del trabajador, la conciliación personal y familiar, 
amén de otros condicionantes laborales más, siendo uno de los prin-
cipales retos al que se enfrentan las cooperativas actualmente, pues 
deben ser vanguardia en estas cuestiones además de competir en un 
mercado globalizado cada vez más exigente en ámbitos como la cali-
dad del servicio, el coste del producto o servicio ofertado, etc… 

También debe ser referencia para el cooperativismo y sus políti-
cas societarias la proyección y formación sobre nuevos valores sociales 
y por ende nuevos valores cooperativos como el respeto al medio am-
biente, el desarrollo sostenible en su producción y sus políticas de cre-
cimiento y expansión, y la potenciación de los valores del ecologismo.

en función de tres dimensiones: salud, educación y nivel económico, que vaya por delante 
son realidades trascendentales para cualquier sociedad avanzada pero también para las 
cooperativas en el cumplimiento de sus objetivos sociales. Respecto de la importancia 
del modelo institucional y territorial vasco en el desarrollo humano y social y humano de 
Euskadi ha profundizado Larrazabal Basañez, S., (2018, 328).

42 El profesor Martínez Etxeberria, G. habla de la juventud como valor cooperativo 
en las sociedades mercantiles cooperativas del siglo XXI (Martínez Etxeberria, G. 2014, 
68). En dicho capítulo resalta el valor de juventud y el valor de los jóvenes como 
presente y futuro del movimiento cooperativo. Sobre estas cuestiones, profundiza 
Arrieta Idiakez, F.J., 2017, (123-154).

43 Arrieta Idiakez, J., López Rodríguez, J. y Martínez Etxeberria, G., «¿En qué 
medida las cooperativas, como entidades de la economía social, ofrecen una protección 
social adecuada a sus socios?», ponencia defendida en el marco del Congreso 
conmemorativo del centenario de la OIT, celebrado en Sevilla en el mes de febrero de 
2019. El artículo científico presentado para su publicación ante el Comité científico ha 
sido aceptado y su publicación está pendiente. López Rodríguez, J., (2019, 115-129).
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5.2.  La formación específica relacionada con la gestión de la 
cooperativa atendiendo a su especial naturaleza

Las cooperativas de igual manera que otras sociedades mercanti-
les en el desempeño de sus funciones societarias, desarrollan actuacio-
nes concretas en diferentes ámbitos como la gestión empresarial, las 
responsabilidades de sus gestores, el liderazgo, las relaciones laborales 
etc… En el caso de las cooperativas y teniendo en cuenta su especial 
naturaleza, la formación en estas áreas se torna si cabe más necesaria, 
pues los condicionantes en la toma de decisiones se multiplican frente 
a otros formatos societarios, debido a su finalidad social, su funciona-
miento democrático y por la cualificación del socio-cooperativista. Para 
ello, y como comentaba previamente, la cooperativa cuenta con una 
herramienta financiera y normativa como es el fondo de educación y 
promoción.

La especial idiosincrasia de la cooperativa, así como la democracia 
reflejada en la participación de sus socios en la gestión de la coope-
rativa a través de sus órganos legal y estatutariamente establecidos, 
también requiere en muchas ocasiones y en los tiempos que corren de 
políticas formativas específicas que han de completar la previamente 
trabajada educación y formación en valores.

En este sentido, al margen de las tradicionales formaciones especí-
ficas para el afianzamiento de la gestión de la cooperativa que puedan 
afectar a cuestiones más tradicionales como el liderazgo, las relacio-
nes societarias etc… se plantean como necesarias otras más novedo-
sas políticas formativas que precisamente tiendan a mejorar gestión de 
la cooperativa a la par que profundicen en su democratización, mejo-
rando el canal de comunicación e información a los socios y a los tra-
bajadores, como paso y elemento previo al fomento de su participación 
en la vida de la cooperativa más allá de las obligaciones específicas que 
tengan sean éstas de tipo laboral o de otro tipo.

Para ello, al margen de un conocimiento mayor de la realidad so-
cietaria cooperativa a nivel normativo y estatutario, que fácilmente 
puede obtenerse a través de una mínima formación en aspectos jurí-
dico-societarios, resulta más necesaria si cabe una formación específica 
en TICs como una herramienta novedosa, no sólo ya desde el punto de 
vista de la mejora técnica y profesional del socio y el trabajador (de la 
que daré cuenta en el próximo epígrafe), sino desde el punto de vista 
de la profundización en la participación democrática de los socios en 
las cuestiones que afectan a la propia cooperativa, posibilitando una 
mejor canalización de la comunicación entre los socios cooperativistas, 
mayor y más rápida comunicación de la información que afecta a la 
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cooperativa, lo que favorezca una mayor transparencia de la misma y 
por tanto pueda reflejar un mayor sentimiento de participación y adhe-
sión de sus socios para con la cooperativa.

En conclusión, avanzar hacia un nuevo modelo de gestión de la 
cooperativa que seguro aporte, la oportunidad para los más jóvenes de 
iniciar una vida profesional en un entorno diferente con el que se sien-
ten identificados, no sólo ya desde el punto de vista de la aspiración a 
la consecución de unos valores como los de solidaridad, democracia y 
responsabilidad, a los que la cooperativa aspira y son hoy más necesa-
rios que nunca, sino desde el punto de vista de sus formas de gestión, 
en el que la participación democrática en la misma les haga partícipes 
activos en la toma de decisiones, siendo y sintiéndose por tanto res-
ponsables de un proyecto compartido.

En esas sensaciones y como foco de atracción para los más jóvenes, 
el uso de las herramientas TIC puede ser de destacable ayuda, erigién-
dose en el canal principal que no el único elegido para llevar a cabo tal 
fin como es el de informar y la comunicar, como paso previo a partici-
par cono conocimiento y responsabilidad.

5.3.  La formación técnica específica en las cooperativas atendiendo a 
sus necesidades productivas44

En primer lugar y de forma previa, entenderemos por formación 
técnica y para este trabajo de investigación, aquella que tiene relación 
directa con aspectos y realidades esenciales para el desarrollo de acti-
vidades que tengan relación con la actividad de la cooperativa, ya sea 
ésta a nivel productivo, administrativo, o comercial.

Respecto de la impartición de este tipo de formación en el ámbito 
de Euskadi y conforme al proyecto de investigación referenciado, re-
sulta importante destacar que las cooperativas se apoyan en centros 
educativos y formativos de su entorno más próximo y también suelen 
acudir en función de las necesidades específicas que circunstancial-

44 Las conclusiones que se trasladan a este artículo traen causa del proyecto 
de investigación conocido como Trebatzen II, del que el grupo de investigación 
«Cooperativismo, Fiscalidad, Fomento, Relaciones Laborales y Protección Social» 
de la Facultad de Derecho de la Universidad de Deusto al que pertenezco junto con 
otras universidades como la UPV/EHU y la Mondragoneko Unibertsitatea, participa. 
Resolución del Directo de Economía Social por la que se resuelve el expediente de 
petición de ayuda al amparo de la Orden de 29 de agosto de 2018, de la Consejera de 
Trabajo y Justicia, por la que se convocan y regulan las ayudas para la Formación de la 
Economía Social, publicada en el BOPV n.º 173, de 7 de septiembre de 2018.
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mente puedan tener a formadores específicos (consultores) para traba-
jar determinados temas o, a los proveedores, para la formación sobre 
aspectos técnicos que inciden en su actividad, o incluso apoyarse en 
otras asociaciones supra–cooperativa en las que las cooperativas parti-
cipen la Federación de cooperativas.

En lo que respecta a la financiación de la educación y la formación 
por parte de las cooperativas, en muchos de los casos, la misma es sub-
vencionada por las Administraciones Públicas a través de subvenciones 
y otros mecanismos normativamente previstos, y en otras ocasiones es 
la propia cooperativa la que financia la misma a través de los mecanis-
mos corporativos establecidos a tales efectos como el previamente re-
flejado fondo de educación y promoción.

Este tipo de formación suele responder a las necesidades con-
cretas del sector, de los puestos de trabajo o de los proyectos en los 
que la cooperativa esté o pueda verse inmersa en un plazo temporal 
próximo, pudiendo venir delimitada por los proyectos y por los pla-
nes de gestión, en los cuales se detectan necesidades muy especí-
ficas. En este sentido resulta preciso destacar, los planes de forma-
ción que las cooperativas establecen periódicamente en busca de 
una serie de objetivos prioritarios para la cooperativa, orientando la 
formación a materias en relación directa con la gestión de la coope-
rativa ya trabajada en el epígrafe anterior, como el liderazgo, el de-
sarrollo de equipos y personas, u otras más específicas atendiendo 
a las necesidades de los distintos departamentos que conforman la 
estructura empresarial cooperativa como puedan ser materias como 
la prevención de riesgos laborales, los idiomas, las nuevas tecnolo-
gías de la comunicación y la información desde su perspectiva más 
técnica y en relación con su manejo y uso, amén de otras relaciona-
das directamente con las necesidades productivas concretas de cada 
cooperativa.

Finalmente, cabe indicar que las necesidades formativas de los so-
cios y trabajadores de las cooperativas quedan reflejadas en los planes 
de formación que las cooperativas fijan temporal y periódicamente, y 
éstos, no difieren mucho de cualesquiera otros planes formativos que 
establezcan otras formas jurídicas para la formación de sus trabajado-
res, pues para las cooperativas así como para el resto de las formas ju-
rídicas empresariales, la formación continua de los trabajadores y sus 
cuadros directivos es a día de hoy un elemento esencial para su super-
vivencia ante los cada vez más rápidos cambios en todas las áreas posi-
bles que afectan a su ámbito de negocio y desarrollo.
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6. Conclusiones

PRIMERA: Las sucesivas y periódicas crisis económicas que han su-
frido a lo largo de la historia las economías y las sociedades han impul-
sado en innumerables ocasiones una forma de emprender y gestionar 
que en momentos de bonanza suele ser menos habitual, la coopera-
tiva, con su especial naturaleza e idiosincrasia.

Desde sus orígenes allá por 1844 con la puesta en marcha de la ex-
periencia de Rochdale y desde 1895 a través del espacio de reflexión 
que ha posibilitado y posibilita la Alianza Cooperativa Internacional, la 
cooperativa primero y el cooperativismo después, se han guiado en el 
cumplimiento de sus objetivos sociales por unos principios, los princi-
pios cooperativos, que constituyen la base filosófica del movimiento 
cooperativo, como son: la adhesión voluntaria y abierta; gestión de-
mocrática; participación económica de los miembros; autonomía e in-
dependencia; educación, formación e información; cooperación entre 
cooperativas y preocupación por la comunidad. Estos principios han 
sido recogidos de forma expresa en diferentes formatos como la De-
claración sobre la Identidad Cooperativa de Manchester de 1995, los 
diferentes textos legislativos a nivel estatal y los estatutos corporativos 
de las cooperativas que operan a lo largo del mundo, lo que ha posibi-
litado un importante grado de asunción de los mismos por parte de los 
cooperativistas y otros operadores que han desarrollado diferentes fun-
ciones en torno a las cooperativas.

Desde sus más remotos orígenes los principios cooperativos han 
ido evolucionando y adaptándose a las nuevas circunstancias de la 
mano de la Alianza Cooperativa Internacional, como han ido evolu-
cionando los valores a cuyo cumplimiento aspiran las cooperativas. 
Sin embargo, hoy en el marco de un mundo globalizado e interco-
nectado como el que vivimos, en el que la revolución digital es una 
constatación que está cambiando la forma en la que las personas nos 
hemos relacionado en los últimos siglos y en el que una crisis de valo-
res de los valores cooperativos más tradicionales como la cooperación 
o la solidaridad asola las sociedades en teoría económicamente más 
avanzadas, y más que nunca, han de trabajarse y proyectarse hacia 
el futuro los valores cooperativos como la cooperación, la solidaridad 
y la democracia, amén de otros nuevos valores en los que la coope-
rativa deber erigirse en ejemplo en su seguimiento como la sosteni-
bilidad, la protección del medio ambiente o el desarrollo de políticas 
laborales en pos de un trabajo digno y de calidad, para intentar al-
canzar una salida fiable y lo más duradera posible al permanente con-
texto de crisis.
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SEGUNDA: En esa labor, es decir, en la labor de transmitir y pro-
yectar dichos valores, la educación y formación no sólo de carácter 
técnico y profesional, sino también la formación al nivel de los valo-
res cooperativos dirigida a los dirigentes, trabajadores y socios de las 
empresas cooperativas y a quienes con ellos se puedan relacionar en 
distintos niveles, ha de ser la herramienta empleada, pues se ha pro-
ducido un cambio en el paradigma de la transmisión de los valores y 
los principios cooperativos, cuando menos en las sociedades más eco-
nómicamente avanzadas, pues los nuevos cooperativistas, a diferen-
cia de aquellos que por su realidad vital no recibieron o no requirie-
ron de una política educativa y formativa corporativa en esta materia 
para conocer y asumir la realidad de los planteamientos cooperati-
vos, necesitan en muchos casos y para conocer la tradición coopera-
tiva ser educados y formados en dicha dirección. Precisamente, y por 
ese cambio de paradigma, lo que antaño hubiese sido impensable, es 
decir, formar en valores a los cooperativistas y su entorno, se mues-
tra hoy una necesidad que ha de completarse como en cualquier otra 
forma jurídica empresarial con la formación técnica y profesional y la 
formación de gestión, en pos de mejorar la realidad empresarial de la 
propia cooperativa.

Por ello, y al margen de la formación en el ámbito más interno de 
la cooperativa, resulta necesaria de la misma manera, una labor educa-
tiva cooperativa más amplia enfocada no sólo a la propia cooperativa y 
a quienes de forma más o menos directa se relacionan con ella, sino al 
el resto de las sociedades en las que las cooperativas desarrollan sus ac-
tividades, pues el riesgo de desnaturalización del cooperativismo y de 
su percepción como realidad mercantil específica sobrevuela la realidad 
de no pocas cooperativas sobre todo en los estados más avanzados 
económicamente.

TERCERA: El reforzamiento educativo y formativo del movimiento 
cooperativo y su entorno es más necesario que nunca, pues acechan 
al movimiento en un contexto globalizado y de mayor competencia 
empresarial, de surgimiento de cada vez más nuevos y originales pro-
ductos y servicios, de cada vez más novedosos condicionamientos eco-
nómicos a nivel macro y microeconómico, de nuevas y cada vez más 
complejas relaciones socio-laborales etc… una serie de peligros como 
la intención de beneficiarse del modelo por parte de terceros que ni 
son ni asumen los verdaderos postulados del cooperativismo (las «fal-
sas cooperativas») o la intención de otras formas jurídicas de equipar 
a las cooperativas con sus formas jurídicas en pos de obtener un trata-
miento fiscal y tributario lo más análogo posible. En este contexto, la 
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exigencia de cada vez más y mayor flexibilidad, mayor creatividad e in-
novación en términos de creación de valor, no deben afectar a la ver-
dadera esencia de las cooperativas, que son los principios y valores que 
constituyen su ADN, sino que deben plantearse como retos e incenti-
vos para la mejora continua de las cooperativas y para la consolidación 
del modelo cooperativo a nivel global.

CUARTA: Para hacer frente a esos peligros como el referido de las 
«falsas cooperativas», el cooperativismo debe erigirse en el mayor va-
ledor de su realidad y acompañar a los poderes públicos en la labor de 
identificación de las sociedades cooperativas que como se establece 
constitucionalmente en España, han de ser fomentadas por ellos. En 
este sentido, la elaboración de rankings con criterios objetivos que per-
mitan identificar «verdaderas cooperativas» puede ser un instrumente 
aceptable a fin de evitar el intrusismo de otras formas jurídicas que sólo 
pretendan el beneficio que les confiera la forma jurídica cooperativa y 
no los deberes y responsabilidades que la forma jurídica cooperativa 
comporta.

ÚLTIMA: El cooperativismo y para posibilitar su supervivencia en los 
términos en los que se ha venido desarrollando a la lo largo de la his-
toria y hasta nuestros días, debe erigirse en vanguardia de los valores 
cooperativos y de los nuevos valores que han de ser asumidos por las 
cooperativas en tanto en cuanto se identifiquen con ellas, y lo es con-
veniente que lo haga porque puede, porque es reconocible como reali-
dad, porque tiene implantación a lo largo y ancho del mundo, porque 
cuenta con los medios para hacerlo y porque lo necesita si quiere posi-
cionarse en el mundo globalizado como movimiento reconocible.
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Summary: I. Introduction. II. Cooperative education and work-
ing emancipation. III. Mecanisms for an integral development of co-
operativism. IV. Cooperative education as a basis for an integral de-
velopment of cooperativism. V. Conclusions. VI. Bibliography

Resumen: El presente trabajo de investigación centra su análisis en di-
versos mecanismos para un desarrollo integral del cooperativismo, con es-
pecial atención al principio de educación cooperativa. En primer lugar, se 
realiza un análisis histórico de este principio y su formulación, en relación a 
los orígenes del cooperativismo moderno y sus aspiraciones de conquista, 
como método explicativo para la justificación de su indivisibilidad. A con-
tinuación, se esbozan una serie de mecanismos para un desarrollo integral 
del fenómeno cooperativo. Por último, se trata la educación cooperativa 
como base para dicho desarrollo.

Palabras clave: educación, cooperativa, desarrollo, integral

Abstract: The main aim of this research project is to analyze the dif-
ferent mecanisms used during the integral development of cooperativ-
ism by paying especial attention to the origin of the cooperative educa-
tion process. In the first part of this project, a formulation and a historical 
analysis of this principle has been done. This first analysis has been re-
lated to the origin of modern cooperativism and to its aim of conquer as 
an explicative method in order to justify its undivisibility. Secondly, a com-

1 Licenciado en Derecho. E-mail: hector.mata@opendeusto.es
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bination of mecanisms that allow the integral developement of the co-
operative phenomena have been proposed. And finally, cooperative ed-
ucation is taken into account as the basis of the previously mentioned 
development.

Keywords: education, cooperative, development, integral
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I. Introducción

El vínculo entre educación y desarrollo cooperativo se remonta a 
los orígenes del propio cooperativismo. Lo que no puede desligarse del 
resto del movimiento obrero organizado, su surgimiento y sus aspira-
ciones emancipatorias. En este sentido, la formulación del principio de 
educación cooperativa y del resto de principios del cooperativismo re-
sulta muy ilustrativa, especialmente cuando se conecta con su máxima 
y más vieja aspiración.

Por este motivo, los principios del cooperativismo, especialmente, 
el principio de educación cooperativa, deben ser tenidos en cuenta a la 
hora de establecer diversos mecanismos para un desarrollo integral del 
fenómeno cooperativo.

El presente trabajo está relacionado con una investigación docto-
ral más amplia que busca aportar bases teóricas y mecanismos para 
un desarrollo integral del cooperativismo que sea conforme a su iden-
tidad, con base en las experiencias de Cuba, Yugoslavia y Mondragón. 
Por cuestiones de formato y contenido, en el presente artículo se cita-
rán brevemente algunos de ellos y solo se desarrollará con cierta ampli-
tud la educación cooperativa como base para un desarrollo integral del 
cooperativismo. A pesar de lo cual, su propósito es ofrecer una serie de 
conclusiones generales.

II. Educación cooperativa y emancipación obrera

Desde los orígenes del cooperativismo moderno ha existido un 
claro vínculo entre sociedad cooperativa y educación popular (Mata 
Diestro 2018b, 296-300). Así, por ejemplo, podemos citar el caso de 
la Sociedad de las Hilanderas de Fenwick (1761), una de las primeras 
cooperativas de la que se conservan registros completos, la cual creó la 
primera biblioteca de su ciudad, dejando constancia de su compromiso 
con la difusión cultural en su propia normativa interna (John 2002, 
252). A su vez, en los condados ingleses de Lancashire y Yorkshire, 
con largas tradiciones de sindicalismo y ayuda mutua, el movimiento 
cooperativo reunió también las tradiciones de superación personal y es-
fuerzo educativo, proporcionando salones de lectura, escuelas y con-
ferencias itinerantes (Thompson 2012, 844). El propósito de estos pro-
yectos no era otro que elevar la educación intelectual de la propia clase 
obrera (Engels 1976, 272).

Más adelante, en 1844, el campesinado pobre del pueblo danés 
de Rodding creará escuelas cooperativas de nivel secundario, mien-
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tras que, en 1893, las cooperativas inglesas ayudarán con alrededor de 
35.000 libras esterlinas a los centros culturales obreros, así como a mu-
chas huelgas (Gil de San Vicente 2013, 27-49).

Esto es precisamente lo que plantea Freire, «sobre la inserción crí-
tica de las masas en su realidad, a través de la praxis, por el hecho de 
que ninguna realidad se transforma a sí misma. La pedagogía del opri-
mido que, en el fondo, es la pedagogía de los hombres que se empe-
ñan en la lucha por su liberación, tiene sus raíces ahí. Y debe tener, 
en los propios oprimidos que se saben o empiezan a conocerse críti-
camente como oprimidos, uno de sus sujetos. (…) Los oprimidos han 
de ser el ejemplo de sí mismos, en la lucha por su redención» (Freire 
1976, 52).

No debemos olvidar que el cooperativismo nació en el mismo me-
dio social en el que se concretaron el sindicalismo y el socialismo, im-
pulsado por la misma concepción de vida, y siempre en la búsqueda de 
soluciones superadoras de la situación existente para la clase obrera, 
compartiendo, por ello, desde su origen, una misma identidad (Merino 
Hernández 2005, 175).

De hecho, «en la segunda mitad de la década de 1820, el desarro-
llo de la organización y política sindical, por un lado, y de las ideas y 
proyectos cooperativistas, por otro, llevaron a relacionar ambos mo-
vimientos, cuya unión pareció ofrecer grandes esperanzas a una clase 
obrera que veía “los comienzos del derrumbe del orden antiguo y el 
advenimiento de una era en la cual la clase obrera quedaría libre para 
dar forma a su propio futuro”»; así se elaboraron «grandes proyectos 
para desarrollar la producción y el comercio cooperativos como un pri-
mer paso para establecer de una manera completa el sistema coopera-
tivo» (Cole 1964, 126-128).

Posteriormente, la «Sociedad de los Pioneros de Rochdale» (1844), 
considerada «el punto de arranque del llamado cooperativismo mo-
derno y piedra angular de la filosofía cooperativa actual» (Eguia Villa-
señor 1984), creará «un fondo especial de educación para el desarro-
llo intelectual de los socios, para el sostén y fomento de la biblioteca y 
para cualquier otro medio de acción educacional que se estime conve-
niente» (Holyoake 1989, 34).

Para entonces, la Sociedad de Rochdale ya había constituido «un 
comité directivo para recoger las donaciones voluntarias de dinero y de 
libros», creado «una escuela para niños» y luego «otra sala con capa-
cidad para 20 a 30 alumnos [que] fue destinada a las personas de 14 
a 40 años de edad que desearan instruirse mutuamente» (Holyoake 
1989, 87-88). No obstante, en opinión de Holyoake, «debemos hacer 
resaltar que la sabia disposición de designar el 2,5% de los beneficios 
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netos a fines de educación general es lo que ha elevado, a la Sociedad 
de Rochdale, entre todas las sociedades cooperativas» (Holyoake 1989, 
92-93).

Como sabemos, los Estatutos de Rochdale recogieron entre sus 
principios: el «compromiso social de la cooperativa», la «promoción 
de la educación entre los miembros» y la «aspiración de cooperativizar 
la organización económica y social del mundo» (Martínez Charterina 
2016, 45-47). En este sentido, llegaron a afirmar: «Desde el momento 
en que sea posible, esta sociedad comprenderá la organización de las 
fuerzas de la producción, de la distribución, de la educación y del go-
bierno» (Eguia Villaseñor 1984).

De este modo, podemos ver como existía una clara relación entre 
la promoción de la educación cooperativa y la aspiración de coopera-
tivizar la organización económica y social. Algo que, por otro lado, se 
desprende de muchas de las primeras experiencias cooperativas y de 
la obra de los llamados «padres del cooperativismo» o socialistas utó-
picos. Así, por ejemplo, owen habló de un nuevo sistema social inte-
grado de asociaciones independientes pero vinculadas, compuestas de 
«personas que hayan acordado cooperar con su trabajo y sus habilida-
des, en medidas encaminadas a la producción, la distribución y el dis-
frute, de la manera más ventajosa posible, de un flujo de suministro 
de necesidades y de comodidades para la vida; y que hayan acordado 
cooperar para asegurar a sus hijos la mejor educación física e intelec-
tual» (Owen 2015).

La experiencia cooperativista de estos primeros años será recono-
cida en el Manifiesto inaugural de la Primera Internacional, fundada 
por representantes de diversas organizaciones y asociaciones del movi-
miento obrero (Mata Diestro 2018b, 301). Internacional obrera que, en 
su I Congreso, celebrado en Ginebra del 3 al 8 de septiembre de 1866, 
señaló que, a fin de «convertir la producción social en un sistema ar-
mónico y vasto de trabajo cooperativo», era indispensable llevar a cabo 
cambios sociales generales, los cuales, se decía, sólo podrían lograrse 
«mediante el paso de las fuerzas organizadas de la sociedad, es decir, 
del poder político, de manos de los capitalistas y propietarios de tierras 
a manos de los productores mismos», dando lugar a un nuevo sistema 
de producción, la «asociación de productores libres e iguales» (Marx 
1979). Con este fin, el I Congreso de la Internacional recomendaba «a 
todas las sociedades cooperativas que conviertan una parte de sus in-
gresos comunes en fondo de propaganda de sus principios, tanto con 
el ejemplo, como con la palabra, a saber, contribuyendo al estableci-
miento de nuevas sociedades cooperativas de producción, a la par con 
la difusión de su doctrina» (Marx 1979).
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Sin embargo, la síntesis de esta idea la realizara lenin al afir-
mar, tras el triunfo de la Revolución de Octubre (1917), lo siguiente: 
«cuando los medios de producción pertenecen a la sociedad, cuando 
es un hecho el triunfo de clase del proletariado sobre la burguesía, el 
régimen de los cooperativistas cultos es el socialismo» (Lenin 1979).

Los principios de Rochdale a los que se ha hecho referencia, fue-
ron posteriormente reconocidos por la Alianza Cooperativa Interna-
cional (ACI) en su X Congreso, que tuvo lugar en Basilea en 1921. A 
partir de esta aceptación formal de los principios de Rochdale como 
principios cooperativos, la Alianza Cooperativa Internacional actuará 
en tres ocasiones, 1937, 1966 y 1995, para reformarlos y actuali-
zarlos hasta la Declaración sobre la Identidad Cooperativa (Martínez 
Charterina 2016, 47-48).

De este modo, llegamos a la Declaración sobre la Identidad Coope-
rativa, aprobada en el Congreso Centenario de la ACI, que tuvo lugar 
en Manchester en 1995, la cual contiene la situación actual de los prin-
cipios cooperativos, entre ellos el de Educación, formación e informa-
ción: «Las cooperativas proporcionan educación y formación a los so-
cios, a los directivos y a los empleados para que puedan contribuir de 
forma eficaz al desarrollo de sus cooperativas. Informan al gran pú-
blico, especialmente a los jóvenes y a los líderes de opinión, de la natu-
raleza y beneficios de la cooperativa» (ACI 1996, 17-19).

Por otro lado, «la relación dialéctica entre la propuesta coopera-
tiva y la socialista, la cual se vio favorecida en origen, explica la influen-
cia de las ideas socialistas en la fijación de los denominados «Principios 
de Rochdale». Una relación que, si bien puede haberse visto desfavo-
recida, cuando, en apariencia, ambas discurrían por caminos diferen-
tes, aparece en la revisión y reformulación de estos principios por parte 
de la cooperación organizada. Relación dialéctica que se ve favorecida 
nuevamente, cuando los principios organizativos del cooperativismo 
cumplen con su máxima y más vieja aspiración, aquella de “cooperati-
vizar la organización económica y social”» (Mata Diestro 2018a).

III. Mecanismos para un desarrollo integral del cooperativismo

Los principios cooperativos son imprescindibles a la hora de poder 
identificar mecanismos para un desarrollo integral del cooperativismo, 
partiendo, para ello, de la necesaria constitucionalización de la institu-
ción cooperativa. Una regulación constitucional que debe completarse 
además a través de una Ley General que unifique el sector (Rodríguez 
Musa 2017, 154). En este sentido, abarcar la matriz, los principios, el 



La educación cooperativa como base para un desarrollo integral… Héctor Mata Diestro

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 207-223 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp207-223 • http://www.baidc.deusto.es 213

contenido y los fines del asociacionismo cooperativo es esencial (Fer-
nández Peiso 2012, 188-189).

La identidad cooperativa es la que también justifica la existencia de 
un derecho cooperativo (Henrÿ 2018). Motivo por el cual, la propia ACI 
definió el derecho cooperativo como uno de los cinco ejes de su Plan 
de acción para una década cooperativa 2011-2020 (ACI 2013).

Por otro lado, la seguridad jurídica de la Cooperativa, de los ter-
ceros y del Estado y la responsabilidad de los integrantes, solo se lo-
gra cuando el acto constitutivo y su inscripción se someten a la fe pú-
blica por acto notarial inscrito en registro constitutivo (Fernández Peiso 
2012, 248). Resulta por tanto necesario un Registro de Cooperativas.

De igual modo, la cooperativa requiere de un tratamiento tributario 
propio que no violente su naturaleza (Rodríguez Musa 2017, 81). Tam-
bién puede ser conveniente establecer políticas públicas que privilegien 
a las cooperativas sobre otras empresas no estatales (Piñeiro Harnecker 
2013, 168).

A su vez, en la práctica internacional es habitual que exista «una 
institución de alcance nacional, o un departamento en alguna institu-
ción, como el Ministerio del Trabajo o el de Economía, especializada 
en la supervisión de cooperativas. Esta institución generalmente tiene 
la potestad para intervenir en cooperativas que incumplen con las nor-
mativas o tienen conflictos internos que no logran solucionar entre sus 
miembros» (Piñeiro Harnecker 2014). Esta institución puede así sancio-
nar los casos de simulación de cooperativa para la realización de frau-
des de financiamiento, o de goce indebido de beneficios contractuales 
públicos, así como para la ejecución de fraude laboral, de la seguridad 
social y la comisión de fraude fiscal (García Müller 2007, 115).

Las cooperativas deben contar también con asesoramiento de di-
verso tipo. Con este propósito existen las «instituciones auxiliares», 
también denominadas «organizaciones o servicios de apoyo», que 
«son las instituciones destinadas a la prestación de servicios, la asis-
tencia técnica o financiera y el control de las unidades del sector. 
Aquellas instituciones destinadas a proporcionar servicios de aseso-
ría, técnicos, educacionales, económicos, operacionales, de auditoría 
y administrativos preferentemente al sector cooperativo» (García Mü-
ller 2014, 1145).

Existe igualmente la necesidad de fomentar la diversificación de so-
ciedades cooperativas en el medio rural, urbano o periurbano en pro-
ducciones, servicios, industrialización, distribución, consumo y demás 
servicios sociales (Fernández Peiso 2012, 195).

También debe contemplarse la posibilidad de transmitir, total o 
parcialmente, bienes de propiedad estatal a las cooperativas, esto 
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es, la transmisión de la propiedad o de otros derechos que no impli-
quen transferencia de propiedad sobre estos bienes (Rodríguez Musa 
2012, 73-74). En este sentido, siguiendo a arnáez arce, «podemos 
afirmar que la colaboración con cooperativas se manifiesta, no sólo 
como la opción preferente para dar respuesta a las necesidades so-
ciales no suficientemente cubiertas por el Estado, sino también como 
la forma idea para que los ciudadanos participen más y mejor en los 
asuntos públicos. Para que, toda vez que se respeten los valores y 
principios cooperativos, los usuarios de los servicios públicos sean to-
mados en cuenta para su diseño, planificación y prestación, en aras 
de su accesibilidad e integridad y, por ende, su calidad» (Arnáez 
Arce 2018).

Respecto a participación cooperativista en la economía nacional, 
en un informe presentado al XXVII Congreso de la ACI, celebrado en 
Moscú del 13 al 16 de octubre de 1980, se consideró el tema de «las 
cooperativas y el Estado» como «uno de los asuntos más difíciles de 
tratar en relación con la teoría y la práctica cooperativas», proponiendo 
que, cuando sea política estatal utilizar las cooperativas como instru-
mento de desarrollo económico en los planes nacionales, esto deberá 
llevarse a cabo en consulta con el movimiento cooperativo, y no de 
manera unilateral por parte de quienes realizan la planificación desde 
el Estado (Laidlaw 1982, 70-80).

Por último, es imprescindible crear asociaciones empresariales su-
periores como las cooperativas de segundo y tercer grado, así como fa-
vorecer, jurídica e institucionalmente una unidad socio-política guiada 
por el propósito de defender, ayudar, promover y representar las 
cooperativas; así como de garantizar, mediante la auto-regulación y el 
auto-control, la responsabilidad social que le corresponde (Rodríguez 
Musa 2017, 151).

IV.  La educación cooperativa como base para un desarrollo 
integral del cooperativismo

La educación cooperativa, decía Fernández Peiso, «no es un gasto 
más del proceso humano; es una inversión para perfeccionar, engran-
decer y ascender ese proceso; con ella se perfeccionan los que la re-
ciben a través de la transmisión y aprendizaje de los procesos tec-
nológicos, culturales y de comportamiento personal, societario y 
medioambiental; con ello el ser humano alcanza maduración y pleni-
tud, o al menos aprende y aprehende las metas y métodos para lograr-
las» (Fernández Peiso 2018).
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A su vez, la carencia actual de cultura cooperativa coloca, con un 
significado especial, a la preparación cooperativa previa y cierta para 
los aspirantes a constituirlas o integrarse a esta forma societaria y por 
ello forma parte de las acciones imprescindibles del fomento para la 
creación de cooperativas (Fernández Peiso 2012, 248).

Es por ello que no debemos «subestimar la importancia de que 
exista una política de educación sobre cooperativas. Si en realidad se 
desea promover la expansión de esas organizaciones (…), el sistema de 
educación, las vías no formales y los medios de comunicación deberían 
desempeñar un rol fundamental» (Fernández Peiso 2012, 28-29). Así, 
«la introducción del mensaje cooperativo en el sistema educativo es 
uno de los más importantes retos del cooperativismo, abarcando dos 
perspectivas: una interna, que consiste en la educación y las actividades 
formativas dirigidas a los socios, a los directivos, representantes y em-
pleados de las cooperativas y otra externa, que se concreta en las acti-
vidades informativas, de difusión y divulgación de los principios y valo-
res cooperativos a la sociedad en general» (Rodríguez Musa 2017, 52). 
De tal manera que, la formación cooperativa, debe incluir a la comuni-
dad como un factor decisivo para el desarrollo del movimiento lo que, 
a su vez, permitirá su relevo generacional (Rodríguez Membrado y Ló-
pez Labrada 2011).

Cuando en el año 1963, el XXII Congreso de la ACI encargó a una 
comisión el estudio de los principios cooperativos y su posible reforma, 
ésta estableció lo siguiente:

«Para los propósitos del movimiento, la educación debe ser de-
finida en un sentido amplio, que incluye enseñanza académica va-
riada y muchos otros aspectos, además. (…) El concepto cooperativo 
de la educación es el de un proceso que dura toda la vida. Todas las 
personas vinculadas a la cooperación, tienen necesidad de participar 
en este proceso de educación y re-educación. Para este análisis pue-
den ser subdivididas en tres grupos. Ellos son, primero, los socios en 
cuyo en cuyo interés han sido creadas las cooperativas, y que, por la 
estructura democrática de ellas, ejercen colectivamente la autoridad 
suprema. En segundo lugar, están los dirigentes, sean representan-
tes elegidos por los socios o empleados profesionales. La educación 
que estos dos grupos necesitan comprende principalmente conoci-
miento, adquisición de alguna habilidad técnica y adiestramiento en 
conducta, y comportamiento cooperativos. (…) Deben conocer no 
sólo las formas especiales de cooperación a las que están vinculados, 
sino también el medio económico y social en que opera su coope-
rativa. Con respecto a los dirigentes de elección, su formación debe 
comprender el conocimiento profundo de los negocios; en cuanto 
a los empleados, se debe incluir todo lo que los haga competentes 
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como aquellos que ocupan puestos similares en los sectores público 
y privado de la economía. Es evidente que los empleados necesitan el 
mejor adiestramiento en las técnicas apropiadas; lo que no es tan evi-
dente y por lo tanto, necesita énfasis, es que los procesos democrá-
ticos de la cooperación precisan de tanta capacidad técnica como los 
económicos. Los socios y sus representantes necesitan ser adiestrados 
para el uso hábil y efectivo de tales procesos en beneficio de sus so-
ciedades. Sin trazar líneas absolutas, se puede decir que la educación 
de los socios forma parte de los sistemas de educación de adultos y 
en la actualidad se la práctica de manera descentralizada por medio 
de grupos de discusión y varios tipos de trabajo de grupo, mientras 
que la educación de empleados y administradores para una carrera 
en el movimiento cooperativo es impartida en los institutos técnicos 
y universidades (…). El tercer grupo está formado por cooperadores, 
más bien potenciales que efectivos, o sea, por esa mayoría de per-
sonas que aún está fuera del movimiento. Con el avance del tiempo 
y la cooperación se verá más y más obligada que en el pasado, si 
quiere marcar rumbos, a mantener informado al público, sobre sus 
objetivos, su organización y sus métodos» (ACI 1984).

En todo caso, según advirtió la propia Comisión de la ACI, nada re-
levará al movimiento cooperativo de la responsabilidad que le cabe a él 
solo de educar al pueblo en los ideales de la cooperación y en los mé-
todos adecuados para aplicar sus principios (ACI 1984).

De tal manera que, el proceso de formación para el cooperati-
vismo, es definido como «un proceso específico de formación, que 
requiere de un carácter continuo y sistemático, capaz de inculcar la 
cooperación económica y social entre todos los miembros de una en-
tidad cooperativa, haciéndolos portadores del sentido de pertenen-
cia y la identidad con los principios y valores del cooperativismo que 
les permita consolidar la cultura organizacional de la cooperativa, con 
adecuados niveles de eficiencia económica, productiva y una alta res-
ponsabilidad social»; el cual debe incluir: la formación ético-filosófica 
doctrinaria (con especial atención a los valores y principios cooperati-
vos); la formación técnica-especializada; y la formación científica (para 
el perfeccionamiento y desarrollo integral de las cooperativas) (Marín 
de León, Labrador Machín y Mirabal González 2013, 63-64).

Con este propósito, se puede propiciar la enseñanza del cooperati-
vismo en todos los niveles del sistema educativo, y apoyar la creación y 
el funcionamiento de cooperativas escolares (García Müller 2007, 115). 
Una enseñanza que no estaría completa si se prescindiese de la ense-
ñanza del Derecho Cooperativo, y no solo en el nivel universitario (Díaz 
López y Santana Santana 2018, 166). Pues, sin la dimensión jurídica, 
que aporta conceptos y principios propios para la defensa de la figura 
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y de los derechos que la secundan, estaría incompleta la educación 
cooperativa (Rodríguez Musa 2017, 53).

Debe tenerse en cuenta también que, la educación cooperativa, 
es un proceso de formación continua para la creación de habilidades y 
competencias que permite asegurar una cultura organizacional, basada 
en la solidaridad, la autonomía y la responsabilidad, promoviendo los 
valores y principios del cooperativismo, de forma que se consolide la 
gestión económica y social de la cooperativa, a la vez que se fomenta 
el sentido de pertenencia y la formación integral de las personas aso-
ciadas y la propia comunidad (Marín de León, Labrador Machín y Mira-
bal González 2013, 62).

Así por ejemplo, en la historia de la Experiencia Cooperativa de 
Mondragón, tal y como apuntan Foote Whyte y King Whyte, «los fun-
dadores aprendieron la importancia de integrar en su concepción so-
cial un alto nivel de competencia en materias técnicas y económicas. 
Esta vinculación de las ideas sociales, tecnológicas y económicas fue 
importante no sólo para determinar el desarrollo interno de cada una 
de las cooperativas, sino para iniciar el desarrollo de una red de coope-
rativas que se respaldasen entre sí» (Foote Whyte y King Whyte 1989, 
66). «La educación fue de hecho una de las principales preocupaciones 
de Arizmendiarrieta. Desde su llegada a Mondragón hasta la creación 
de la primera cooperativa no hizo nada más y nada menos que edu-
car. (…) Él afirmaba que «el trabajador no puede ser emancipado: solo 
puede y debe emanciparse a sí mismo» y para lograr tal objetivo defen-
día una educación integral que combinara la capacitación profesional 
—o educación técnica— con la formación social y moral» (Altuna Ga-
bilondo; Loyola Idiakez y Pagalday Tricio 2011).

En este sentido, los inicios de la experiencia cooperativa de Mon-
dragón «pusieron de manifiesto un espíritu de articular un movimiento 
para cooperativizar no solo el trabajo, sino también el ahorro o la edu-
cación, dentro de un esquema amplio de transformación social. Esa vi-
sión integral también se proyectó en el impulso comarcal: se fueron 
creando infraestructuras sanitarias, educativas y residenciales» (Altuna 
Gabilondo; Loyola Idiakez y Pagalday Tricio 2011).

Superar las posibles carencias en el área de la educación coopera-
tiva, permitiría asimismo revertir el efecto negativo que las mismas tie-
nen desde la perspectiva de género (Rodríguez Musa y Valle Ríos 2019, 
78). De este modo, el principio de educación, capacitación e informa-
ción (ligado a los de asociación abierta y voluntaria y al de democracia), 
permiten, en palabras de Hernández Aguilar, «completar un círculo de 
tratamiento integral de las cuestiones de género, si estas se enfocan 
adecuadamente, desde la inclusión de las socias, su participación y su-
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peración dentro del marco cooperativo, pues es impensable una enti-
dad de asociados democráticamente organizados en la que no se con-
sidere medular la integración de todos sus miembros, con todas sus 
características, incluidas las de género, como elemento esencial para 
su credibilidad, legitimidad, eficiencia y eficacia» (Hernández Aguilar 
2012, 303-304).

Para más abundamiento, la única forma de preservar los valores 
que acompañan al movimiento cooperativo en incluso posibilitar el 
establecimiento de otros nuevos, como indica Martínez Etxeberria, 
«es la formación y educación de los cooperativistas, así como de la 
labor formativa y formadora que las cooperativas deben desarrollar 
en su entorno, de cara a posicionarse con sus virtudes y sus defec-
tos de una forma clara e indubitada, para los propios cooperativis-
tas así como para el resto de ciudadanos. De igual manera sería in-
teresante que ese «entorno» educase a sus miembros trasladando 
las peculiaridades del cooperativismo, si bien como esa opción no 
está en manos del movimiento cooperativo no deja de ser sino una 
aspiración, diferencia de la primera que ha de ser una obligación 
para el cooperativismo, si pretende reforzarse en el presente ideoló-
gicamente y afrontar con mayor éxito el futuro» (Martínez Etxebe-
rria 2018, 48-49).

Llegados a este punto, es importante recordar como, la necesidad 
de potenciación de la formación de los miembros cooperativistas en 
clave de valores cooperativos, y del entorno en la que estas cooperati-
vas desarrollan sus actividades en la misma línea, cuenta con los fondos 
de educación y promoción (Martínez Etxeberria 2018, 49-50).

Los fondos de educación y promoción están destinados a la for-
mación y educación de las personas asociadas y trabajadoras en los 
principios y valores cooperativos, o en materias especificas de su ac-
tividad societaria o laboral y demás actividades cooperativas; a la di-
fusión del cooperativismo; a la promoción de las relaciones intercoo-
perativas y otras actividades en beneficio del entorno local o de la 
comunidad en general; así como a acciones de protección medioam-
biental. Es lo que lasserre llamó el «sector social» del cooperativismo 
y destacó como particularmente desarrollado en las cooperativas de 
reclutamiento obrero e inspiración socialista (Lasserre 1972, 21-22).

Unos fondos sociales cuya irrepartibilidad se remonta a la géne-
sis del cooperativismo moderno y del resto del asociacionismo obrero 
(Mata Diestro 2018b, 305). Por lo que su existencia «forma parte de 
la propia razón de ser de las sociedades mercantiles cooperativas, 
más concretamente en lo que se refiere a estas cooperativas como 
realidades que completan su razón específica de ser en la mejora eco-
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nómica y social del entorno en que desarrolla su actividad. En esen-
cia, la creación de estos fondos responde a la necesidad de adecuarse 
a los principios cooperativos, más concretamente a los principios ter-
cero “participación económica de los miembros”, quinto “Educación, 
entrenamiento e información”, sexto “Cooperación entre cooperati-
vas” y séptimo “Compromiso con la comunidad”» (Martínez Etxebe-
rria 2018, 58-59).

Al mismo tiempo, la educación cooperativa que justifica la exis-
tencia de tales fondos, está relacionada con el aumento del sentido 
de pertenencia (Marín de León, Labrador Machín y Mirabal González 
2013, 60). Lo que implica un salto cualitativo de «vivir de la coopera-
tiva» a «vivir la cooperativa», de manera que, la relación de las per-
sonas asociadas con la propia cooperativa, «trasciende a ella misma, 
siendo el centro de sus vidas más allá de las horas que desarrollan en 
ella» (Martínez Etxeberria 2018, 40).

Por ello, resulta imprescindible generar avances en la conciencia de 
las personas asociadas que vayan más allá de los requeridos por la sim-
ple cotidianeidad de sus procesos internos, permitiendo un cambio en 
la subjetividad o la conciencia política de las mismas (Ruggeri 2011). En 
otras palabras, «tiene que existir el factor educativo que permita de-
sarrollar el factor conciencia» (Che Guevara 2006, 300).

A pesar de lo dicho, las diferentes realidades cooperativas que con-
viven a lo largo y ancho del mundo actual, necesitaran de distintas 
perspectivas de formación y educación cooperativa, la cual deberá ade-
cuarse en función de diferentes necesidades que derivan en cada caso 
de cuestiones decisivas, tales como la ubicación geográfica, el nivel de 
desarrollo del entorno en el que las cooperativas desarrollan sus objeti-
vos etc. (Martínez Etxeberria 2018, 48-49).

Se dice que la educación cooperativa constituye «La Regla de Oro 
del Cooperativismo». Es por ello que deben redoblarse los esfuerzos 
para retomar y robustecer la realización del principio de educación 
cooperativa. Algo que, sin duda, resulta imprescindible a la hora de lo-
grar un desarrollo integral del fenómeno cooperativo.

V. Conclusiones

Existe una clara relación entre educación cooperativa y la máxima 
y más vieja aspiración del cooperativismo, aquella de «cooperativizar 
la organización económica y social». Algo que no solo se desprende 
de muchas de las primeras experiencias cooperativas, sino también del 
resto del movimiento organizado y sus aspiraciones emancipatorias.
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Para un desarrollo integral del cooperativismo es necesario, en-
tre otras cosas, constitucionalizar la cooperativa, como base para una 
ley general que unifique el sector; la diversificación cooperativa y la 
intercooperación; que exista un Derecho Cooperativo; un registro de 
cooperativas y una institución de supervisión; garantizar el asesora-
miento técnico-jurídico de las cooperativas; un tratamiento tributario 
adecuado a su naturaleza; priorizar a la cooperativa en las políticas pú-
blicas; la transmisión total o parcial de bienes de propiedad estatal a las 
cooperativas; así como posibilitar la participación cooperativista en la 
gestión de la economía.

Al mismo tiempo, se debe fomentar una educación cooperativa 
que abarque al conjunto de la sociedad, comprendiendo tanto las vías 
formales como las no formales, para una formación integral (con espe-
cial atención a los valores y principios cooperativos), esto es: doctrinal, 
técnico-especializada y científica. No debe olvidarse que la educación 
es el principio que hace posible la observancia y la aplicación efectiva 
del resto de principios cooperativos. A su vez, se debe promover el sen-
tido de pertenencia, esto es, desarrollar el «factor conciencia», permi-
tiendo un salto cualitativo de «vivir de la cooperativa» a «vivir la coope-
rativa».

En definitiva, se deben redoblar los esfuerzos para retomar y robus-
tecer la realización del principio de educación cooperativa como «La 
Regla de Oro del Cooperativismo». Lo que posibilitara un desarrollo in-
tegral del fenómeno cooperativo. Siempre con la vista puesta en el ho-
rizonte de las y los «cooperativistas cultos».
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Resumen: En este trabajo se aborda el estudio del régimen de responsa-
bilidad de los socios cooperativistas en el marco de la legislación vigente, ana-
lizando los principales problemas de interpretación que nos plantea la proli-
feración de leyes autonómicas y la falta de un tratamiento uniforme. El autor 
contrasta su tesis sobre la responsabilidad limitada del socio con una selección 
de la jurisprudencia de nuestros tribunales.
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Abstract: This paper addresses the study of the regulation of liability of 
cooperative partners within the framework of the current legislation. It anal-
yses the main problems of interpretation that arise from the proliferation of 
laws for each Autonomous Community and the lack of standardized treat-
ment. The author contrasts his thesis on the limited liability of partners with a 
selection of our Courts case law.
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1.  Planteamiento de la cuestión y aproximación al debate 
doctrinal existente

Probablemente el principal problema que plantea el régimen legal 
de las cooperativas en nuestro país, es la falta de seguridad jurídica por 
la actual dispersión normativa, fruto de la abundante legislación auto-
nómica, que lejos de regular las cooperativas de manera uniforme pre-
senta importantes diferencias, entre las que, por señalar como ejem-
plo de cuestiones sustantivas, con un tratamiento dispar, entre otras, 
las siguientes: i)el estatuto jurídico del socio, y su régimen de respon-
sabilidad, o ii) las consecuencias económicas del derecho de la baja, 
la calificación de la baja, o los plazos para el reembolso, iii) la configu-
ración del órgano de administración y su régimen de responsabilidad, 
iv) el tratamiento y destino de los resultados económicos positivos de 
los acuerdos intercooperativos, v) el régimen del fondo de educación y 
promoción, vi) los efectos de las pérdidas como causa de disolución, vii) 
las diferentes lagunas que presentan algunas de las leyes autonómicas 
sobre el régimen de las modificaciones estructurales. 

Las críticas doctrinales sobre la falta de armonización legislativa y 
los problemas de interpretación que genera la proliferación de leyes 
autonómicas están justificadas.2Estas diferencias de tratamiento no es-
tán motivadas solo por cuestiones dogmáticas, dependientes de la pos-
tura previa de los expertos que participan en su elaboración, que son 
distintos en cada una de las leyes, sino que a veces tienen su explica-
ción solo en intereses que responden a la presión/sugerencias de distin-
tos sectores cooperativos con mayor presencia en cada una de las co-
munidades autónomas que plantean sus reivindicaciones de una ley a 
la medida de sus necesidades.

Tales diferencias de tratamiento legislativo no son solo un pro-
blema a efectos doctrinales, la realidad es que al final no favorecen el 
desarrollo del movimiento cooperativo, distorsionan el mercado y crean 
una importante inseguridad jurídica. Al final choca con la idea injusta 
de encontrarnos con un empresario de menor categoría, que, como 
no es una sociedad de capital, puede encontrar un régimen legal con 
un tratamiento diferente en cada comunidad autónoma. A pesar de 
ello, habiéndose consolidado a estas alturas el proceso legislativo au-
tonómico, el intérprete, ante un concreto problema que afecte a más 
de una ley autonómica, llega a la desesperación al comprobar que no 

2 Vicent Chulia, Introducción al Derecho mercantil I, 23 Ed Tirant lo Blanch, 
p. 1.180, apunta que es el único país del mundo donde se produce esta multiplicación 
de leyes cooperativas, sin una ventaja visible para estas.
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hay un interés por establecer unas bases mínimas para armonizar el ré-
gimen jurídico, y que, en definitiva, cada comunidad autónoma, reivin-
dica su potestad legislativa con la correspondiente ley de cooperativas 
o reforma de turno, en las que cada vez tiene una mayor participación 
del sector cooperativo local (es destacable que, a veces por aquello de 
contentar a todos, se toman iniciativas o reivindicaciones del sector 
para incorporarlas al texto legal, sin reflexionar suficientemente, sobre 
la coherencia de tales propuestas con los principios y valores cooperati-
vos3, y aparentemente sin valorar siquiera la formación o intereses par-
ticulares que pueda tener el autor de la propuesta),y es por ello, entre 
otros motivos, por lo que el resultado final es que se legisla frecuen-
temente para contentar al sector o solucionar los problemas concre-
tos que encuentran las cooperativas de mayor importancia en cada co-
munidad, sin que tampoco nadie repare en que las cooperativas, con 
independencia del domicilio de su sede social, pueden desarrollar su 
actividad fuera de la concreta comunidad autónoma, y que, con tan-
tas leyes y sus diferencias de tratamiento jurídico, se ponen cada vez 
más puertas al sector, desconfigurándose el tipo cooperativo, sin que 
aporte otras ventajas que el poder celebrar como un éxito el consenso 
político entre el sector y gobierno autonómico cada vez que se aprueba 
un nuevo texto en la autonomía de turno. Por supuesto, que es impor-
tante tener en cuenta las necesidades del sector cooperativo porque no 
se puede legislar sin atender a la realidad y los problemas que plantea, 
pero creo que lo que en ningún caso se debe hacer es legislar, como 
está ocurriendo con frecuencia, sin atender a consideraciones de segu-
ridad jurídica, y sin velar por armonizar las reglas del mercado.

Este contexto de proliferación legislativa lleva a que cada vez que 
se analice un tema relacionado con el régimen jurídico de las coope-
rativas, su estudio se convierta en una cita prolija de leyes autonómi-
cas, destacando sus singularidades, como si las mismas fueran fruto 

3 Incluso nos encontramos con normas contrarias a esos principios, como ocurre 
con el nuevo régimen de las cooperativas de viviendas previsto en la nueva Ley de 
cooperativas vasca (LEY 11/2019, de 20 de diciembre, de Cooperativas de Euskadi), 
que con nulo respeto al principio de puertas abiertas limita la posibilidad del socio de 
solicitar la baja. En concreto el art.119.6 establece que «La persona socia que cause 
baja de la cooperativa antes de la formalización de la adjudica ción de su vivienda o local 
deberá seguir haciendo frente a los compromisos asumidos para su edificación, con el 
límite máximo que resulte del precio final para su adjudicación. Todo ello hasta que no 
sea sustituida en sus derechos y obligaciones por persona socia o por tercera persona 
no socia en la vivienda o local que tuviese adjudicado, pero mantendrá sus obligaciones 
cuando se incorporase una nueva persona socia o una tercera persona no socia a la que 
se le asignase otra vivienda o local diferente al suyo».
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de concienzudos análisis jurídicos y no de meras oportunidades políti-
cas. No se puede olvidar que las cooperativas son sociedades mercan-
tiles de naturaleza especial, siendo indiscutible su carácter empresarial, 
y que, como se ha indicado, coinciden en un mismo mercado nacional 
(consumo, servicios, o agroalimentario), con otras cooperativas y dis-
tintos operadores, con independencia de la Ley autonómica que les re-
sulte aplicable. Por ello, como indicábamos, antes o después, si no se 
produce una armonización legislativa y se establecen unas bases por 
lo menos en los temas esenciales, este marco legislativo actual le resta 
credibilidad a la cooperativa como operador del mercado, ¿Cómo si 
no explicar a un proveedor alemán que trabaja con distintas coopera-
tivas de diferentes comunidades autónomas, que según cual sea esta, 
la diligencia y responsabilidad de los administradores se mide con pará-
metros distintos, y que ante un incumplimiento, su protección es dife-
rente?.

Una de las cuestiones que más debería preocupar desde el punto 
de vista legislativo es la relativa a la regulación del régimen de la res-
ponsabilidad del socio4, que a pesar de ser un elemento configurador 
del tipo, es regulado con matices diferenciados en las distintas leyes 
autonómicas y que, además, es una materia cuyo estudio se complica, 
por la falta de consenso en la doctrina, en la que encontramos cons-
trucciones diferentes que pueden llevar a cuestionar si la responsabili-
dad limitada del socio es la regla general. He tenido la oportunidad de 
aproximarme a este tema en distintas ocasiones, tanto con la prepara-
ción de publicaciones sobre el régimen de la cooperativa, como en el 
día a día, a través del asesoramiento y la presentación de informes para 
socios o cooperativas de distintas comunidades autónomas, que en si-
tuaciones de crisis, se plantean si el socio tiene una responsabilidad 
personal por las deudas sociales, o si un administrador concursal puede 

4 Cuando se pregunta al sector cooperativo sobre cuáles son sus principales 
demandas suele reclamarse un mayor apoyo desde la administración, y desde el punto 
de vista legislativo, generalmente una de las primeras cuestiones que se plantea es la 
de la necesidad de reformar/actualizar el régimen fiscal, adaptándolo a una idea de 
la cooperativa que responda a una concepción más abierta y moderna, entendiendo 
que el actual régimen de la Ley 20/1990 está ya obsoleto y que su régimen ofrece 
cada vez menos ventajas frente al general del impuesto de sociedades. Cuando se les 
pide opinión sobre un texto legal, suelen ver la oportunidad para trasladar al mismo 
la solución a sus necesidades particulares, pero rara vez se plantean los problemas de 
armonización legislativa. Esta falta de armonización solo la consideran un problema 
como tal, cuando sufren directamente sus consecuencias, que no son pocas, como 
ocurriría por ej. Si ante una complicada situación económica quieren abordar una fusión 
con una cooperativa de otra comunidad y se enfrentan a las deficiencias del sistema 
actual.
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reclamar a un socio la imputación de pérdidas por encima de las apor-
taciones al capital social. 

La crisis económica que vivimos en este momento justifica la actua-
lidad del tema, y la importancia de aportar argumentos para resolver el 
debate doctrinal. Por ello, con este trabajo, pretendo exponer las ideas 
propias, tratando de contribuir a esclarecer el debate, sin desarrollar 
las tesis contrarias, que tienen entre sus defensores prestigiosos juris-
tas. Adelanto que, atendiendo a la dimensión de este trabajo, no voy a 
referirme a todas y cada una de las leyes autonómicas para abordar la 
cuestión, y pido por anticipado disculpas a aquellos otros que defien-
den lo contrario, por no ser este el foro en el que voy a rebatir los ar-
gumentos que no comparto. Para tratar de facilitar la tarea voy a ha-
cer algunas remisiones en cursiva a lo publicado en el libro colectivo 
Vargas/ Gadea/Sacristan «Derecho de las sociedades cooperativas. Ré-
gimen económico, integración, modificaciones estructurales y diso-
lución» Ed Wolters Kluwer, 2017 (donde se tratan con más precisión 
debates doctrinales y referencias legislativas. En adelante este libro se 
citará como Derecho de sociedades cooperativas II), y para contrastar 
debidamente la tesis defendida, presentaré un breve resumen de rese-
ñas de jurisprudencia, que es clarificador a pesar de que no recogeré 
la escasa la jurisprudencia en sentido contrario, para no excederme del 
espacio concedido a este trabajo para su publicación.

El punto de partida de la tesis defendida es que los socios no res-
ponden de las deudas sociales, la responsabilidad del socio de una 
cooperativa por las deudas de la sociedad está limitada y solo res-
ponde/tiene el riesgo de perder sus aportaciones sociales al capital, 
salvo que la legislación autonómica aplicable permita que en los es-
tatutos se disponga lo contrario y que, en su caso, los estatutos así lo 
hayan estipulado expresamente. Consideramos que, a efectos de ana-
lizar la limitación de responsabilidad del socio, no se debe distinguir en-
tre relaciones externas de la sociedad con terceros y relaciones internas 
en el ámbito de la posición del socio en la cooperativa, de manera que 
su ámbito de responsabilidad es único y el límite máximo de la respon-
sabilidad del socio está siempre en las aportaciones al capital social, 
las realizadas y las pendientes de desembolsar, tanto frente a terceros 
como frente a la cooperativa.

Tal construcción requiere partir de dos ideas previas, que conside-
ramos centrales a estos efectos:

1.º Que el régimen de imputación de pérdidas no es una excepción 
a la regla de la responsabilidad limitada del socio, es solo una 
técnica de aplicación de resultados económicos que debe inter-
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pretarse en coherencia con la responsabilidad personal limitada 
del socio a las aportaciones sociales. 

2.º Que resulta esencial detenerse en la relación socio sociedad, 
para distinguir dos planos: i)la esfera estrictamente societa-
ria, o estatuto del socio, como conjunto de derechos y obliga-
ciones de los socios, regulados en la Ley aplicable y en los es-
tatutos sociales, que determinan la posición de socio, de ii) la 
existencia de una relación personal socio-cooperativa, que se 
desarrolla en la relación mutualística, en la que el socio, como 
sujeto que participa en la actividad de la cooperativa, utiliza 
los servicios de la cooperativa, que no son gratuitos y asume 
compromisos personales de pago con esta o incluso por haber 
otorgado un aval personal a la cooperativa frente a tercero. 
En estos últimos casos, se trata de deudas que derivan de ac-
tuaciones personales y obligaciones contractuales propias de 
cada socio. 
Es decir, el socio que recibe carburantes, bienes de consumo de 
la cooperativa, o al que presta servicios la cooperativa, o que se 
ha beneficiado de unas ayudas de la cooperativa, debe pagar-
los o devolverlos en su caso, y lo debe hacer para cumplir con 
una obligación personal que nada tiene que ver con las obliga-
ciones de la cooperativa con terceros. En ese ámbito de la re-
lación personal socio-cooperativa, la responsabilidad asumida 
por el socio vincula a su propio patrimonio y está fuera de la es-
fera de la responsabilidad patrimonial de la cooperativa frente 
a terceros. Y en estos casos, el socio tiene una deuda personal 
frente a la cooperativa y si la cooperativa le reclama su cumpli-
miento, el socio no puede oponer la responsabilidad limitada, 
sencillamente porque la deuda reclamada es personal y no de 
la cooperativa. Son por tanto dos planos y marcos legales dis-
tintos: i) el corporativo y ii) el contractual, que son distintos, y 
conviven en las relaciones socio cooperativa, debiendo diferen-
ciarse.

Respecto de la imputación de pérdidas, y su exigibilidad al socio, 
su aplicación práctica lleva a algunos autores a afirmar que hay dos 
planos diferentes de responsabilidad del socio, la externa por las deu-
das sociales, con limitación de responsabilidad y la interna donde se 
le pueden imputar pérdidas de forma ilimitada. Como se señala en 
Derecho de sociedades cooperativas II, cit., pág. 177 sobre este tema: 
La doctrina discrepa sobre el alcance de la misma sobre el patrimonio 
de los socios:
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1.º Un sector considera que, si los estatutos no lo remedian, a los 
socios pueden imputárseles cualquier tipo de pérdidas sociales, por 
las que responden ilimitadamente5. Para estos autores el principio de 
la responsabilidad limitada del socio solo tiene vigencia frente a ter-
ceros, y ello por el hecho de referirse expresamente el legislador a las 
deudas sociales, defendiendo que vía imputación de pérdidas los so-
cios responden ilimitadamente frente a la Cooperativa, distinguiendo 
así entre responsabilidad interna y externa. 

2.º En contra de esta posición, y a favor de la responsabilidad li-
mitada, se señala como posible la cancelación de deudas imputables 
por el abandono de capital a modo de pago por cesión de capital, 
pero no la exigencia directa de las pérdidas al socio, por exigir con-
sentimiento expreso e individual de cada socio, de conformidad con 
el artículo 15.3 LCOOP, que prevé la responsabilidad limitada de és-
tos a las aportaciones al capital que hayan suscrito6. 

En el marco de este debate, ya hemos adelantado que conside-
ramos como punto de partida que el principio general es el de la res-
ponsabilidad limitada del socio y que la responsabilidad del socio por 
las deudas sociales está limitada por el importe de las aportaciones al 
capital social en todo caso, operando esta limitación tanto frente a 
terceros como frente a la cooperativa, por lo que afirmamos que la li-
mitación de responsabilidad del socio frente a terceros y la imputación 
de pérdidas no son la distinta cara de una misma moneda con resulta-
dos contradictorios, son elementos diferentes del régimen jurídico de 
la cooperativa, que son compatibles y no excluyentes, y que respon-
den a la necesidad de resolver cuestiones jurídicas distintas, como son 
la de determinar el marco legal de la responsabilidad personal de los 
socios, y respecto de la imputación de pérdidas, la de resolver conta-

5 Paniagua, La sociedad cooperativa. Las sociedades mutuas de seguro y las 
mutualidades de previsión social, Vol. 1, TXXII del Tratado de Derecho Mercantil. Cord 
Jiménez Sánchez, Marcial Pons 2005, pp.  222 y ss.; en el mismo sentido, aunque en 
relación con la legislación precedente, ha señalado Paz Canalejo, El nuevo Derecho 
cooperativo español, Madrid, DIGESA, 1979, p.  107, que el socio responderá del 
cumplimiento de sus obligaciones frente a la cooperativa con todos sus bienes presentes 
y futuros, aunque tenga responsabilidad limitada; así, también Fajardo, La gestión 
económica de la cooperativa: responsabilidad de los socios, Madrid, Tecnos, 1997,. 
pp. 243-245, Morillas/Feliu, Curso de Cooperativas, 2.ª ED, 2002, P.203; Vicent Chulia, 
Introducción al Derecho mercantil I, 23 Ed Tirant lo Blanch, p.1186.

6 Gómez Villa, Cooperativas. Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de julio, Coord. 
García Sánchez, Madrid, Colegios Notariales de España, 2001, pp. 332-335; se cuestiona 
también la compatibilidad entre la responsabilidad limitada de los socios y el sistema de 
imputación de pérdidas en la LGC de 1987, DÍAZ, «El Fondo de reserva obligatorio en la 
nueva Ley General de Cooperativas», REVESCO, ns. 56-57, 1988-1989, p. 197.
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blemente la aplicación de resultados del ejercicio social. Por ello, de-
ben interpretarse de forma integradora (tal y como proponíamos en 
derecho de cooperativas II pág. 178), de manera que el límite de la 
imputación de pérdidas al socio, está siempre en el capital social apor-
tado y, si el importe de las pérdidas que le corresponde asumir al so-
cio supera sus aportaciones al capital, hay dos posibilidades: i) el so-
cio libremente reestablece el equilibrio actualizando las aportaciones 
después de reintegrar las pérdidas y se pone al día con las correspon-
dientes aportaciones al capital, ii) deja de ser socio. Y en la anterior 
afirmación, no hay ninguna injusticia/abuso por parte del socio que 
abandona su posición, dándose de baja en la cooperativa, después de 
perder sus aportaciones o siendo expulsado por no realizarlas, ni res-
pecto de la situación de los acreedores de la cooperativa. 

La cooperativa como sujeto con personalidad jurídica diferenciada 
de sus socios, tiene capacidad y personalidad jurídica plena y responde 
frente a los acreedores sociales con todo su patrimonio, como sujeto 
independiente de sus socios. Los acreedores sociales se relacionan con 
la cooperativa, como persona jurídica, y no con sus socios, por lo que 
no tienen per se, ningún derecho frente a ellos, salvo que estos hayan 
asumido expresamente obligaciones personales. Si no se discute que 
el socio de una sociedad limitada no responde de las deudas sociales 
frente al acreedor (Vid. art. 1 de Ley de sociedades de capital), no en-
contramos ningún argumento para hacerlo en sede cooperativa.

En todo caso, no hay un problema de tutela de terceros como 
consecuencia de la responsabilidad limitada de los socios, porque el 
derecho de cooperativas, también establece herramientas, como ocu-
rre en sede de sociedades de capital, para que en los casos de abu-
sos, los perjudicados tengan tutela, y así por ej. cuando, se puede 
acudir a exigir responsabilidades, cuando se verifique que concurren 
sus presupuestos entre otros medios, mediante el ejercicio de accio-
nes de responsabilidad de administradores, bien por su actuación ne-
gligente o por no promover la declaración de disolución o concurso 
(Ver Vargas/Gadea/Sacristan, Derecho de las sociedades cooperativas. 
Introducción, constitución, estatuto del socio, y órganos, Ed La Ley, 
2015, págs. 410 y sig.).

En definitiva, como hemos señalado la imputación de pérdidas es 
un simple mecanismo económico/contable de aplicación de resultados, 
propio de las sociedades cooperativas, que no supone una excepción 
al régimen de responsabilidad limitada de los socios, y que, como ve-
remos su régimen depende de lo previsto en los estatutos dentro del 
marco de las reglas legales, y su aplicación, que no es automática, de 
los acuerdos adoptados al efecto en la asamblea.
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2. Breve aproximación al marco legislativo actual

El debate doctrinal planteado en torno a la responsabilidad del so-
cio, al que nos hemos referido en el apartado anterior, existe, en gran 
parte, porque hay un marco legal deficiente. Como reflejo de ello, va-
mos a referirnos a lo dispuesto en la Ley estatal y a lo previsto en una 
muestra, seleccionada como ejemplo, de lo dispuesto en las leyes au-
tonómicas. Veremos que las diferencias de unas normas a otras son 
apreciables para cualquier lector, y no se trata solo de diferencias de 
contenido, sino que también afectan a la técnica legislativa empleada 
para regularlo, distinguiéndose entre las distintas leyes autonómicas 
aquellas que se refieren a la responsabilidad limitada del socio en el 
marco de los artículos que regulan la parte correspondiente a las dis-
posiciones generales, o aquellas otras que lo tratan al regular el régi-
men económico. Entendemos que tal opción legislativa, no debe in-
terpretarse como una declaración de intenciones del legislador, de 
manera que, si estuviera previsto en el marco del régimen general, la 
responsabilidad limitada del socio es un elemento de configuración 
del tipo sociedad cooperativa, y no lo es, en el caso de estar regulado 
en marco del régimen económico. En un caso y otro, la responsabi-
lidad del socio es un elemento configurador del tipo y consideramos 
que, como hemos indicado más arriba, el punto de partida debe ser 
que la responsabilidad del socio de una cooperativa, salvo disposición 
contraria de los estatutos (excepción atribuida exclusivamente a la vo-
luntad del legislador autonómico de turno), es una responsabilidad li-
mitada a las aportaciones al capital social. A continuación, citamos los 
siguientes textos legales:

En la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas estatal, el régi-
men de responsabilidad del socio está previsto en el art. 15, en los si-
guientes términos:

3. La responsabilidad del socio por las deudas sociales estará limi-
tada a las aportaciones al capital social que hubiera suscrito, estén o 
no desembolsadas en su totalidad.

4. No obstante, el socio que cause baja en la cooperativa respon-
derá personalmente por las deudas sociales, previa exclusión del ha-
ber social, durante cinco años desde la pérdida de su condición de 
socio, por las obligaciones contraídas por la cooperativa con anterio-
ridad a su baja, hasta el importe reembolsado de sus aportaciones al 
capital social.

Ley reciente Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de Cooperativas de 
Euskadi, regula la materia en su artículo 59:
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1.—La cooperativa responderá por las deudas sociales con todo 
su patrimonio presente y futuro, excepto el correspondiente a la con-
tribución para la educación y promoción cooperativa y otros fines de 
interés público, que solo responderá de las obligaciones contraídas 
para el cumplimiento de sus fines. 

2.—Las personas socias no responderán personalmente de las 
deudas sociales. Su responsa bilidad por dichas deudas estará limitada 
a las aportaciones al capital social que hubieran suscrito. 

3.—Una vez fijado el importe de las aportaciones a reembolsar, 
las personas socias que causen baja no tendrán responsabilidad al-
guna por las deudas que hubiese contraído la cooperativa con ante-
rioridad a su baja. 

4.—Las personas socias que hubieran expresa y específicamente, 
suscrito contratos o asumido obligaciones con la sociedad coope-
rativa y que, por su naturaleza, no se extinguen con la pérdida de 
la condición de persona socia responderán de su cumplimiento aún 
después de causar baja.

Por su parte, la Ley 4/1999, de 30 de marzo, de Cooperativas de la 
Comunidad de Madrid, se refiere a la responsabilidad del socio en el 
art. 5, en los siguientes términos:

1. La Cooperativa responderá de sus deudas con todo su patrimo-
nio presente y futuro, excepto el correspondiente a la reserva de edu-
cación y promoción cooperativa, que sólo responderá de las obliga-
ciones estipuladas para el cumplimiento de sus fines.

2. La responsabilidad de los socios por las deudas sociales que-
dará limitada al importe nominal de las aportaciones al capital social.

3. Si los Estatutos lo prevén, podrá exigirse una responsabilidad 
adicional del socio para el caso de insolvencia de la Cooperativa o 
una responsabilidad ilimitada, por las deudas sociales. En estos casos, 
la responsabilidad entre los socios será mancomunada salvo previsión 
contraria en los Estatutos.

La Ley 2/1998, de 26 de marzo, de Sociedades Cooperativas de Ex-
tremadura, establece en el art. 48 que:

La responsabilidad del socio y, en su caso, del asociado por las 
deudas sociales, salvo disposición en contrario fijada en los estatutos, 
estará limitada a las aportaciones suscritas del capital social.

El socio y, si existiera, el asociado sigue siendo responsable ante la 
sociedad cooperativa, durante cinco años, hasta el límite de las apor-
taciones suscritas al capital social, por las obligaciones contraídas por 
la misma con anterioridad a la fecha de la pérdida de la condición de 
socio o asociado.
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Por su parte, y como última muestra, citamos la Ley 5/1998, de 18 
de diciembre, de Cooperativas de Galicia, que en su artículo 6 esta-
blece que:

1. Los socios responderán de las deudas sociales solo hasta el lí-
mite de sus aportaciones suscritas al capital social, estén o no desem-
bolsadas en su totalidad.

2. El socio que cause baja en la cooperativa responderá perso-
nalmente durante cinco años desde la pérdida de su condición por 
las deudas sociales, previa excusión del haber social, derivadas de las 
obligaciones contraídas por la cooperativa con anterioridad a su baja 
y hasta el importe reembolsado de sus aportaciones al capital social.

Atendiendo a los textos legales citados, podemos llegar a las si-
guientes conclusiones:

1.º Se declara como punto de partida que la responsabilidad de los 
socios por las deudas sociales está limitada a las aportaciones al 
capital social7. El socio arriesga lo que aporta a la sociedad.

2.º Y en nuestro ámbito legislativo, alguna ley autonómica permite 
que los estatutos establezcan una responsabilidad personal de 
los socios por las deudas sociales8. Pero, tampoco las leyes que lo 
contemplan lo hacen en los mismos términos, así hemos podido 
comprobar que, en la Ley madrileña, tal opción está prevista solo 
para los supuestos de insolvencia y sería una responsabilidad 
mancomunada, pero que en caso de la Ley extremeña podría es-
tablecerse para cualquier supuesto y nada se dice de su carácter 
mancomunado o solidario9. 

7 En el Codice Civile Italiano, establece en su versión vigente en el art.  2518, se 
establece en este mismo sentido que: En la sociedad cooperativa por las obligaciones 
sociales responde solo la sociedad con su patrimonio. Superando así la distinción 
anterior entre cooperativa de responsabilidad limitada e ilimitada Vid Paolucci F., Le 
societá Cooperative dopo la Riforma, CEDAM, 2004, p. 25.

8 Además de las citadas, también pueden verse en este sentido, permitiendo 
disposición estatutaria: art. 47 Ley de Coop. Aragonesas, art. 4.2 Ley de Coop. Valenciana, 
o el art. 8 de la Ley Coop. Navarra. No contemplan esta posibilidad, entre otras, la Ley Coop 
Baleares art. 28, Ley Coop Castilla La Mancha art. 7.4, o el art. 28 de la Ley Coop. Murcia.

9 7. Entendemos que resulta ilustrativo, referirnos también al art. 1 del Reglamento 
(CE) n.º 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003, que establece el Estatuto de la 
sociedad cooperativa europea (SCE), en el que se dispone que:

Salvo en los casos en que los estatutos de una SCE dispongan otra cosa cuando ésta 
se constituya, cada socio sólo responderá hasta el límite del capital que haya suscrito. 
Cuando los miembros de una SCE tengan una responsabilidad limitada, la denomina-
ción de dicha SCE deberá terminar con la mención «limitada».
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3.º Respecto de los socios dados de baja, a quienes deben liquidarse 
sus aportaciones se declara en la nueva Ley de Euskadi, que he-
cha la liquidación no tienen responsabilidad por las deudas an-
teriores, mientras que en la Ley extremeña, de forma coherente 
a lo previsto también para las sociedades de capital (arts. 331.3 
y 357 LSC),el socio sigue siendo responsable ante la sociedad 
cooperativa, durante cinco años, hasta el límite de las aporta-
ciones suscritas al capital social, por las obligaciones contraí-
das por la misma con anterioridad a la fecha de la pérdida de la 
condición de socio o asociado.

La responsabilidad del socio dado de baja, por las deudas anterio-
res, esto es, por las deudas asumidas por la cooperativa mientras era 
socio, está limitada hasta el importe recibido en la liquidación, lo que 
resulta coherente con el necesario tratamiento igual de los socios, que 
lo eran en el momento de generarse el pasivo, y es acorde con lo pre-
visto en derecho de sociedades con carácter general, siendo una res-
ponsabilidad temporal, limitada al plazo de cinco años, que es un plazo 
razonable para evitar enriquecimientos injustos o discriminaciones en-
tre los socios que se quedan y los que se dan de baja, y limitada a lo 
percibido en la liquidación. Téngase en cuenta que, a los socios dados 
de baja, debe liquidárseles sus aportaciones al capital y, en su caso, hay 
que imputarles las pérdidas en el momento de la liquidación.

La inseguridad jurídica que se plantea respecto de la responsabili-
dad del socio por los matices e importantes diferencias/deficiencias le-
gislativas expuestas más arriba provoca, además, que las distintas inter-
pretaciones y las polémicas y debates doctrinales estén servidos. Pero 
si atendiéramos a la realidad y lo que percibe el sector cooperativo, y 
en particular los socios, téngase en cuenta que, si se hiciera una en-
cuesta a los socios cooperativistas preguntándoles sobre cuál es el régi-
men de su responsabilidad, muchos de ellos, después de formar parte 
de la cooperativa durante años, no se habrán leído nunca los estatu-
tos y, casi todos, tendrán la idea general con la que se incorporan a la 
misma, por la que consideran que arriesgan solo lo aportado a la socie-
dad y no tienen responsabilidad personal por las deudas sociales. Si los 
socios fueran conscientes de los problemas que les pueden provocar 
esta dispersión normativa, no se sentirían tan cómodos y a lo mejor de-
jaban de sentirse tan identificados con la legislación autonómica aplica-
ble, que, en esta materia, puede generar, como hemos visto, verdade-
ros agravios comparativos.

Cuando se permite expresamente por una Ley autonómica que es-
tatutariamente se pueda establecer un régimen de responsabilidad ili-
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mitada del socio, convierte el legislador en derecho dispositivo un ele-
mento esencial, que es determinante para la elección del tipo societario 
en el que participa y, además de constituir un error, considero que de-
bería exigirse en el marco de estas leyes que como mínimo se estable-
ciera la obligación legal de información previa sobre la responsabilidad 
asumida por el socio, configurándose como una obligación formal y 
por escrito, de manera que se garantizase que si los estatutos estable-
cen un régimen de responsabilidad ilimitada de los socios, lo puedan 
conocer todos los candidatos a ser socios de la cooperativa antes de 
darse de alta. 

Sin perjuicio de lo anterior, debo manifestar que no alcanzo a en-
tender cuáles son los motivos técnicos o dogmáticos por los que se 
permite por alguna de las leyes autonómicas la posibilidad de estable-
cer un régimen de responsabilidad personal e ilimitada del socio en los 
estatutos. Y al no encontrar la justificación, me genera mucha preo-
cupación que se puedan dar supuestos de abuso en contra de los in-
tereses de los socios, que al darse de alta no sean, previamente, in-
formados de sus obligaciones, de manera que en aquellos procesos 
cooperativos en los que la iniciativa parte de promotores no socios, 
que van a tener más adelante vínculos contractuales con la cooperativa 
(como gestores, asesores…), este carácter dispositivo del régimen de 
responsabilidad pueda provocar abusos y se convierta en un arma in-
justificada y de consecuencias irreparables para los socios en favor de 
los intereses del promotor/gestor/asesor que prepara, generalmente, 
los estatutos antes de la incorporación de los socios, como podría ocu-
rrir por ej. en una cooperativa de viviendas, en la que al gestor/pro-
motor le podría interesar establecerla responsabilidad ilimitada del so-
cios al objeto de garantizarse el cobro de los honorarios de la gestora a 
cargo del socio si el proyecto no llega a buen puerto. Creo que debería 
valorarse, con un mínimo de cautela, que para garantizar la seguridad 
jurídica de los futuros socios en todos aquellos casos en los que la pre-
paración de los estatutos y el proyecto de constitución de la coopera-
tiva este impulsado por promotores distintos de los propios socios, pro-
cedería prohibir la posibilidad de establecer un régimen estatutario de 
responsabilidad ilimitada de los socios en el momento de la constitu-
ción de la cooperativa.

En relación con la imputación de pérdidas, como ya hemos indi-
cado, ésta se configura o debería configurarse como un mecanismo 
de aplicación de resultados. Aunque el legislador deja margen de re-
gulación en los estatutos al régimen de la imputación de pérdidas, así 
puede verse en el art. 59 de la Ley estatal, establece un sistema de re-
glas mínimas de aplicación en cascada a las que debe sujetarse la im-
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putación, por las que se permite compensar parte de las pérdidas con 
los fondos de reserva obligatorios y voluntarios, así también con bene-
ficios futuros, sin que, por tanto, deba necesariamente hacerse contra 
las aportaciones de capital de los socios, dependiendo siempre de los 
acuerdos adoptados por la Asamblea respetando las reglas previstas. 

Así, el artículo 59establece sobre la imputación de pérdidas que:

1. Los Estatutos deberán fijar los criterios para la compensación 
de las pérdidas, siendo válido imputarlas a una cuenta especial para 
su amortización con cargo a futuros resultados positivos, dentro del 
plazo máximo de siete años.

2. En la compensación de pérdidas la cooperativa habrá de suje-
tarse a las siguientes reglas:

a) A los fondos de reserva voluntarios, si existiesen, podrá impu-
tarse la totalidad de las pérdidas.

b) Al fondo de reserva obligatorio podrán imputarse, como 
máximo, dependiendo del origen de las pérdidas, los porcentajes me-
dios de los excedentes cooperativos o beneficios extracooperativos y 
extraordinarios que se hayan destinado a dicho fondo en los últimos 
cinco años o desde su constitución, si ésta no fuera anterior a dichos 
cinco años.

c) La cuantía no compensada con los fondos obligatorios y volun-
tarios se imputará a los socios en proporción a las operaciones, servi-
cios o actividades realizadas por cada uno de ellos con la cooperativa. 
Si estas operaciones o servicios realizados fueran inferiores a los que 
como mínimo está obligado a realizar el socio conforme a lo estable-
cido en el artículo 15.2.b), la imputación de las referidas pérdidas se 
efectuará en proporción a la actividad cooperativizada mínima obli-
gatoria.

3. Las pérdidas imputadas a cada socio se satisfarán de alguna de 
las formas siguientes:

a) El socio podrá optar entre su abono directo o mediante deduc-
ciones en sus aportaciones al capital social o, en su caso, en cualquier 
inversión financiera del socio en la cooperativa que permita esta im-
putación, dentro del ejercicio siguiente a aquél en que se hubiera 
producido.

b) Con cargo a los retornos que puedan corresponder al socio en 
los siete años siguientes, si así lo acuerda la Asamblea General. Si 
quedasen pérdidas sin compensar, transcurrido dicho período, éstas 
deberán ser satisfechas por el socio en el plazo máximo de un mes 
a partir del requerimiento expreso formulado por el Consejo Rector.

Como se señaló en el libro Derecho de cooperativas II cit, pág 179, 
respecto de la regulación por las distintas leyes autonómicas del régi-
men de imputación de perdidas encontramos importantes diferencias, 
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de unas leyes a otras. Hay que destacar, que las distintas Leyes contem-
plan dos sistemas de imputación en función de la procedencia de las 
pérdidas:

1.º Las normas que regulan un sistema de imputación diferen-
ciado para las pérdidas procedentes de la actividad económica reali-
zada por la cooperativa con los socios y para resto de las pérdidas so-
cietarias10. 

2.º Las normas que fijan un único sistema de compensación11. 

En segundo lugar, de las diferentes Leyes podemos extraer orienta-
ciones distintas sobre el alcance de la imputación de las pérdidas de la 
Cooperativa en el patrimonio de los socios: 

1.º Leyes que no se pronuncian sobre el alcance de la imputa-
ción. Dentro de este apartado cabe situar la Ley estatal de coope-
rativas y la vasca. Estas normas prevén la responsabilidad limitada 
de socios a las aportaciones al capital que hayan suscrito (art. 15.3 
LCOOPy art. 56.1 LCPV), aunque, posteriormente, al regular la im-
putación de pérdidas (art. 59 LCOOP y art. 69 LCPV12) señalan que 
la cuantía no compensada con los fondos obligatorios y voluntarios 
se imputará a los socios en proporción a las operaciones, servicios o 
actividades realizadas por cada uno de ellos con la cooperativa. Las 
pérdidas imputadas a cada socio se satisfarán de alguna de las for-
mas siguientes:

1. Directamente o mediante deducciones en sus aportaciones al 
capital social o, en su caso, en cualquier inversión financiera del socio 
en la cooperativa que permita esa imputación, dentro del ejercicio si-
guiente a aquél en que se hubiera producido.

2. Con cargo a los retornos que puedan corresponder al socio en 
los cinco años siguientes. Si quedasen pérdidas sin compensar éstas 
deberán satisfacerse por el socio en el plazo máximo de un mes.

Efectivamente, tal y como se indicaba en el libro de referencia, es 
cierto que la redacción de los preceptos es confusa y que, formalmente 
no se establecen límites a la imputación, por lo que leyendo alguno de 

10 Art. 58.5 LEY COOP.  ARAGON, art. 69.4 LEY COOP VALENCIANA, art. 63 LEY 
COOP. EXTREMEÑA, art. 61 LEY COOP MADRILEÑA etc..

11 Art. 59 LCOOP., art. 67.2 LEY COOP. CATALANA.
12 Los artículos citados de la Ley Vasca se corresponden con los actuales art. 59 y 73 

de la nueva Ley 11/2019 de Cooperativas de Euskadi, que, siguiendo la tesis defendida 
en este trabajo, expresamente establece en su apartado 4, que la persona socia deberá 
causar baja cuando sus aportaciones queden por debajo del mínimo estatutariamente 
establecido y no realice estas nuevas aportaciones.
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los preceptos podría tratar de mantenerse la imputación ilimitada de 
pérdidas al socio, pero entendemos que solo sería posible llegar a esa 
conclusión, si no se realiza una interpretación coordinada con el resto 
de los preceptos de la Ley, de manera que si la Ley establece que la res-
ponsabilidad del socio está en todo caso limitada a las aportaciones al 
capital social, la imputación está limitada a esas aportaciones, sin que 
sea necesario que la Ley lo reitere al regular la imputación de pérdidas, 
porque ya ha establecido el principio que rige la posición del socio en 
otro precepto.

En definitiva, consideramos que el debate al que nos venimos 
refiriendo tiene mucho de artificioso, porque no puede/debe inter-
pretarse que no se señala cual es el limite a la imputación al socio, 
simplemente por estar ya previsto en otros preceptos de la Ley cua-
les son los límites de la responsabilidad del socio, sin que sea cohe-
rente decir en una misma ley, una cosa (la responsabilidad del so-
cio es una responsabilidad limitada, el socio solo arriesga lo que 
aporta a la sociedad), y la contraria (la imputación de pérdidas al 
socio no tiene límites legales estando obligado a cubrir las que le 
correspondan).

Por ello, salvo que se regule un régimen estatutario distinto, por-
que la Ley aplicable permita establecer en los estatutos la responsa-
bilidad ilimitada del socio, o se establezca una regla especial de im-
putación en la ley, la regla general es limitar la imputación hasta las 
aportaciones al capital13.

En este sentido hay que señalar que, si hay Leyes autonómicas que 
evitan errores de interpretación y establecen, expresamente, que las 
pérdidas de la cooperativa sólo podrán imputarse al socio hasta el lí-
mite de sus aportaciones al capital, así:

La Ley 18/2002 de Cooperativas de Cataluña, establece en su ar-
tículo 82.4:

Las pérdidas que, transcurrido el plazo al que se refiere el apar-
tado 1, queden sin compensar deben satisfacerse directamente por el 
socio en el plazo de un mes hasta el límite de sus aportaciones a ca-
pital, si no se insta al concurso de la cooperativa o se acuerda el in-
cremento de aportaciones sociales, sin perjuicio de lo dispuesto por 
el artículo 69.

13 VILLAFAÑEZ, Cooperativa y concurso. Estudio de las relaciones jurídicas con sus 
socios, Ed Marcial Pons, 2014. p 257, concluye, que Así, la legislación cooperativa, 
al regular la imputación de perdidas, se estaría refiriendo en realidad a las perdidas 
imputables al capital social.
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Y por su parte de cooperativas andaluzas14, dispone en el art. 69.2 c 
que:

c) La diferencia resultante, en su caso, se imputará a cada per-
sona socia en proporción a las operaciones, servicios o actividades 
cooperativizadas efectivamente realizados por cada una de ellas. Si 
esta actividad fuese inferior a la que estuviese obligada a realizar 
conforme a lo establecido en los estatutos, la imputación de las pér-
didas se efectuará en proporción a esa participación mínima obliga-
toria fijada estatutariamente.

Las pérdidas se imputarán al socio o socia hasta el límite de sus 
aportaciones al capital social.

Lo anterior, pone claramente de manifiesto que una técnica legisla-
tiva adecuada elimina problemas de interpretación, pero también, que 
el problema desaparece con una correcta interpretación jurídica acorde 
a lo dispuesto en el art. 3 del Código civil15, de forma que no hay nin-
guna regla en derecho, por la que si una Ley autonómica no establece 
expresamente un límite a la imputación de pérdidas al socio, pueda 
plantearse una cooperativa imputar pérdidas superando el límite de las 
aportaciones al capital social, cuando la ley aplicable, declare que el so-
cio solo responde de las obligaciones sociales con las aportaciones al 
capital social.

Por todo ello, atendiendo a lo expuesto, consideramos que solo se 
puede sostener la imputación de pérdidas al socio de forma ilimitada 
contra su patrimonio personal, cuando haya una previsión estatutaria 
(que solo será posible cuando la ley autonómica aplicable permita eli-
minar la limitación de responsabilidad), o cuando la Ley aplicable lo es-
tablezca expresamente, como ocurre en el caso de la Ley de coopera-
tivas de la Comunidad Valenciana que señala en su artículo 69.3 que: 
Si los estatutos sociales lo establecen, las pérdidas derivadas de la acti-
vidad cooperativizada con los socios que se imputen a éstos, alcanza-

14 Muy crítico, con esta norma, defendiendo una tesis contraria a la expuesta en 
este trabajo, puede verse: PANIAGUA, Determinación y aplicación de resultados, en 
VVAA, Tratado de Derecho de Cooperativas T I, Dr. Peinado García, JI, Ed Tirant lo 
Blanch, 2013, p. 701.

15 Art. 3 Cc: 1. Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, 
en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social 
del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y 
finalidad de aquellas.

2. La equidad habrá de ponderarse en la aplicación de las normas, si bien las 
resoluciones de los Tribunales sólo podrán descansar de manera exclusiva en ella 
cuando la ley expresamente lo permita.



Sobre la limitación de la responsabilidad de los socios cooperativistas Fernando Sacristán Bergia

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 225-251 

242 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp225-251 • http://www.baidc.deusto.es 

rán como máximo el importe total de los anticipos asignados a los so-
cios en el ejercicio económico, más sus aportaciones a capital social y 
su participación en las reservas repartibles (tal precepto, al referirse solo 
a los resultados de la actividad cooperativizada en particular, establece 
que la regla general para los demás supuestos es la defendida en este 
trabajo).

3.  Sobre la limitación de responsabilidad de los socios y la 
jurisprudencia

Consideramos que para contrastar las tesis expuestas resulta opor-
tuno hacer una aproximación a la jurisprudencia y a las conclusiones 
alcanzadas por nuestros tribunales, para lo que, a continuación, se in-
cluye una breve selección de sentencias, y sus principales fundamentos 
que son compatibles con las tesis defendidas en este trabajo.

Sentencia del Tribunal Supremo n.º 772/ 2005, de 19 de octubre 
de 2005.

Los socios no responderán personalmente de las deudas sociales, 
salvo disposición en contrario de los Estatutos, en cuyo supuesto de-
berán determinar el alcance de la responsabilidad; no obstante, en 
todo caso, el socio que cause baja en la Cooperativa responderá per-
sonalmente por las deudas sociales, previa excusión del haber social, 
durante cinco años desde la pérdida de su condición de socio, por 
las obligaciones contraídas por la Cooperativa con anterioridad a su 
baja, hasta el importe de sus aportaciones al Capital social». La Sen-
tencia de la Audiencia no aplica dicho precepto, pero se basa en ju-
risprudencia de esta Sala, sin citarla, pero que sí la cita la parte ape-
lante, en su escrito-nota para la Vista del Recurso (S.S. de 20-II-89, 
6-III-90 y 22-V-92), y ello para entender suficientemente probado 
que los socios debían responder por ser la Cooperativa de Viviendas, 
que han sido construidas para ellos, y a quienes les fueron adjudica-
das y las habitaron. 

C) Tratándose, como ocurre en el presente caso, de una obra de 
viviendas y locales (construcción de un bloque, perteneciente a una 
Urbanización más amplia), siendo Promotora la Cooperativa, y cum-
pliéndose el objeto social de la misma en la adjudicación y entrega de 
tales unidades de obra, a los cooperativistas (o, en su caso, a los que 
les sucedieran, por subrogación autorizada por la Cooperativa, tras 
la previa adquisición, por traspaso, de esa condición de socios), la ju-
risprudencia de esta Sala considera que éstos son co-promotores, y 
que adeudan, para evitar un enriquecimiento injusto a su favor, a la 
Constructora, las cantidades no pagadas, por los trabajos y materia-
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les que se invirtieron en la misma, es decir, en cada una de las unida-
des (viviendas o locales) de los que los mismos, como adjudicatarios, 
obtienen provecho, al llegar a ser propietarios y poseedores de ellos:

1.—Así, la S. de esta Sala, n.º 472/93, de 19 de mayo, dice al res-
pecto, que, «admitiendo que la Cooperativa, una vez construidos 
los pisos, los adjudicara, es evidente que antes debió afrontar todos 
los pagos, que al no hacerlo así, eludió sus obligaciones, y que los 
cooperativistas tuvieron que hacer nuevas aportaciones», añadiendo 
a continuación que, «por todo ello, cuando (los cooperativistas) re-
ciben los pisos sin haber pagado todo su costo, se produce un en-
riquecimiento sin causa o una falta de empobrecimiento no justifi-
cado, (lo que) es también evidente», y concluyendo que «tal entrega 
de los pisos no legitima el impago de los materiales, con el que se 
han enriquecido los cooperativistas».

2.—Aún más claro, lo dice la S. n.º 477/1992, de 22 de mayo (ci-
tada en la Apelación por el hoy recurrido), para la que «cuando las vi-
viendas de protección oficial son construidas en régimen de Coope-
rativa para ser adjudicadas exclusivamente a sus asociados, y no para 
destinarlas al tráfico con terceros compradores para obtener beneficio 
económico (no consta, en el presente caso, que en él este supuesto se 
diera), los propios cooperativistas se convierten en socios co-promoto-
res de la construcción de dichas viviendas, y, como tales, vienen obliga-
dos a sufragar el costo real de la construcción de las mismas, según se 
desprende de lo establecido en el art. 104 del Reglamento de Coope-
rativas, de 16 de noviembre de 1978» ..., como «tiene declarado esta 
Sala en S.S. de 20-II-1989 y 6-III-1990, en las que se afirma que la ad-
judicación de las viviendas a los socios cooperativistas y la aportación 
de las cantidades resultantes de la distribución y derrama del costo de 
la construcción, son operaciones a todas luces diferenciables de la idea 
de venta a persona ajena a la constructora».

Sentencia del Tribunal Supremo n.º 229/2009, Sentencia de 14 
de abril de 2009

La sentencia impugnada habría infringido la doctrina de esta Sala 
sobre el carácter subsidiario de la acción por enriquecimiento injusto 
al considerar acción específica, impeditiva de la acción de enrique-
cimiento contra los socios de la Cooperativa, la de responsabilidad 
de los miembros de su consejo rector. Para la recurrente no cabe 
este planteamiento porque la responsabilidad de administradores y 
cooperativistas tiene un mismo presupuesto, que es la insolvencia de 
la Cooperativa, de modo que el tribunal tendría razón si en este liti-
gio se hubiera demandado por enriquecimiento a la Cooperativa o a 
sus socios sin antes haber ejercitado la correspondiente acción por in-
cumplimiento contractual contra la Cooperativa, pero no cuando re-
sulta que tal incumplimiento se declaró anteriormente por un laudo 
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arbitral que condenaba a la Cooperativa y a continuación se promo-
vió este litigio para que, por insolvencia de dicha Cooperativa, res-
pondieran los miembros de su consejo rector y sus socios por dos tí-
tulos diferentes: los primeros por su gestión desleal y los segundos 
por su enriquecimiento al no haber hecho las aportaciones necesarias 
para nivelar la pérdida que supuso la condena de la Cooperativa.

Pues bien, semejante planteamiento no puede ser aceptado por-
que el principio prohibitivo del enriquecimiento injusto no puede ser-
vir de pretexto para hacer que los socios respondan personalmente 
de las deudas sociales más allá del régimen establecido por la ley 
para cada tipo de sociedad. Si bien se mira, la tesis de la parte recu-
rrente sería trasladable a las sociedades anónimas para que los socios 
respondieran también de las deudas sociales con su propio patrimo-
nio, pues igualmente se habrían enriquecido no haciendo las apor-
taciones necesarias para atender la deuda. Por ello la cuestión debe 
resolverse no desde hipótesis más o menos aventuradas sobre la sub-
sidiariedad de la acción de enriquecimiento en este caso sino desde 
la terminante disposición del art. 5 de la Ley 2/1999, de 31 de marzo, 
de Sociedades Cooperativas Andaluzas que, de la misma forma que 
el art.  15.3 de la Ley estatal 27/1999, de 16 de julio , de Coope-
rativas, limita la responsabilidad de los socios por las deudas de la 
Cooperativa a sus aportaciones al capital social, sin extenderlas lógi-
camente a las que tendrían que hacer para atender cada deuda social 
en caso de insolvencia de la Cooperativa porque, de ser así, se estaría 
imponiendo a los socios una responsabilidad personal ilimitada por 
las deudas sociales.

Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid n.º  226/2008, 
Secc 11, de 30 de abril de 2008.

Aplicando anterior doctrina al caso de autos, la estimación de la 
demanda respecto a los socios cooperativistas de la Fase I, en princi-
pio, es procedente y ello porque ha quedado acreditado que las can-
tidades a ellos reclamadas, al menos en gran parte, proceden de la 
asunción por la propia Cooperativa, de la realización directa de la 
obra que restaba por hacer —si bien no llegó a concluirse faltando 
un 3% que hicieron los propios cooperativistas, así como del pago 
de las deudas provenientes de proveedores de dicha fase, a los que 
la constructora dejó de pagar. Es cierto que, en principio esta situa-
ción, debería de haber dado lugar a su solución dentro del ámbito de 
la propia fase en la que se presentó el problema, tomando en consi-
deración lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley de Cooperativas de 
2 de Abril de 1.987 , mas aunque se individualizara la gestión —aquí 
no parece que formalmente se infringiera este precepto—, lo cierto 
es que ante reclamaciones de terceros frente a Nuevo Perfil, Sociedad 
Cooperativa Limitada de Viviendas, la individualización de responsa-
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bilidades por fases, frente a terceros, es difícil de llevar a la práctica, 
y lo que aquí se hizo, posiblemente porque no se podía hacer otra 
cosa, fue ir atendiendo a las necesidades de la fase I, con aportacio-
nes de la siguiente y así sucesivamente hasta que la última, precisa-
mente la correspondiente a Viviendas de Protección Oficial, sufrió las 
consecuencias del 9 / 11 desfase habido en la construcción de la pri-
mera, que no asumieron sus socios, quienes, a su vez, estaban dis-
conformes con la gestión realizada al encontrarse con un sobrepre-
cio de su vivienda. No pudiendo aceptarse que los cooperativistas de 
una fase, por el mero hecho de ser la última, carguen con las conse-
cuencias y sobreprecios habidos en la primera, siendo éstos los que 
deben de asumir dicho descubierto y, en su caso, de existir una mala 
gestión o cualquier otra conducta reprochable, dirigirse, una vez abo-
nado el desfase, contra los responsables del mismo. Por tanto, en 
este concreto punto, procede la estimación de la demanda, si bien a 
expensas de la concreción y acreditación de las cuantías reclamadas.

Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Secc 28.º (de lo 
mercantil) a 17 de noviembre de 2017.

La Administración Concursal, en su Informe concursal, se ha limi-
tado a reconocer los derechos de crédito titularidad de Blas Infante 
Scoopm frente a socios cooperativistas derivados de una concreta re-
lación contractual, y no a imputar pérdidas algunas a los socios.

Debe recordarse que cuando el contrato habla de pérdida no es 
la del resultado del ejercicio económico de la actividad Cooperativa, 
al que se refiere el art.  61 LCOOPM, sino algo totalmente distinto, 
la de la diferencia entre el posible precio de venta a terceros y la del 
coste de adquisición de esa cuota parte por el socio. Igual que que-
dará a su favor el beneficio si lo hubiera en tal operación.

La Administración Concursal no imputa a los socios las pérdi-
das de la actividad Cooperativa, sino que se limita a indicar en su In-
forme que dichos socios asumirán el beneficio o pérdida que resulte 
de la venta de los locales, respecto del precio que establecieron para 
ellos en el contrato de adjudicación de la cuota parte indivisa, lo que 
es algo radicalmente distinto, y que es lo que resulta de los contratos 
suscritos.

Sentencia de la Audiencia Provincial de Cuenca, n.º   251/2011, 
de 20 de diciembre de 201116.

Resulta aplicable la doctrina establecida por la Sala 1.ª del Tri-
bunal Supremo en Sentencia, por ejemplo, de 14.04.2009, recurso 

16 En el mismo sentido se pronuncia también, la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Cuenca, n.º 78/2012, de 22 de febrero de 2012.
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686/2004 , al establecer, (interpretando los artículos 5 de la Ley 
de Sociedades Cooperativas Andaluzas, —que en esencia viene a 
coincidir con lo establecido en el artículo 5.2 de la Ley de Coope-
rativas de Castilla-La Mancha vigente a la fecha de las actuacio-
nes que nos ocupan; el cual a su vez venía a ser coincidente con el 
contenido del art. 50.1 de los Estatutos de la Cooperativa deman-
dante—, y 15.3 de la Ley estatal de Cooperativas), que la Ley limita 
la responsabilidad de los socios por las deudas de la Cooperativa a 
sus aportaciones al capital social, sin extenderlas lógicamente a las 
que tendrían que hacer para atender cada deuda social en caso de 
insolvencia de la Cooperativa, porque, de ser así, se estaría impo-
niendo a los socios una responsabilidad personal y limitada por las 
deudas sociales. Y ese mismo criterio viene a deducirse de la Sen-
tencia de la Sala 1.ª del Tribunal Supremo de 02.03.2011, recurso 
2074/2007, al establecer, (también interpretando el artículo 5 de la 
Ley de Sociedades Cooperativas Andaluzas; que, como ya se ha di-
cho, en esencia viene a coincidir con la redacción de los artículos 
5.2 de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha vigente a la fe-
cha de las actuaciones que nos ocupan y 50.1 de los Estatutos de la 
Cooperativa demandante), que de la calificación que se haga como 
deudas de los socios con la Cooperativa, o deudas de la Coopera-
tiva, depende la decisión a adoptar, toda vez que únicamente en el 
primer caso, (y ese no es, como ya se ha dicho, el del supuesto que 
nos ocupa), no resultaría aplicable la limitación de la responsabili-
dad del socio por las deudas de la Cooperativa a las aportaciones 
suscritas al capital social, (y tal criterio Jurisprudencial ha venido a 
plasmarse expresamente en el art. 7.4 de la actual Ley de Coopera-
tivas de Castilla-La Mancha, al establecer que los socios no respon-
derán personalmente de las deudas sociales, limitándose su respon-
sabilidad exclusivamente al importe de las participaciones sociales 
que hubieren suscrito, estuvieren o no desembolsadas). Ante tal 
doctrina del T.S. resulta irrelevante la Sentencia de la A.P. de Tarra-
gona invocada por la parte apelante en su recurso.

En consecuencia, podemos afirmar que la responsabilidad del socio 
cooperativista por las deudas de la sociedad queda limitada a sus apor-
taciones al capital social. El socio solo respondería personalmente por 
deudas propias con la Cooperativa (en el sentido ya indicado de ser-
vicios prestados, avales personales…), y en situaciones excepcionales, 
para evitar abuso de derecho, aplicando de forma restrictiva el princi-
pio de prohibición de enriquecimiento injusto.

La posible aplicación de la doctrina del enriquecimiento injusto no 
se presenta con carácter general como una vía para exigir responsabi-
lidad a los socios, su aplicación es muy restrictiva, y solo se ha aplicado 
a supuestos concretos, valorando caso por caso, en los que el socio de 
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una cooperativa de viviendas ha recibido su vivienda y la cooperativa 
no ha pagado el precio a un concreto proveedor. De lo que se puede 
extraer que, si el proyecto cooperativo ha fracasado y el socio no recibe 
la vivienda, ninguna responsabilidad tiene frente al tercer proveedor 
puesto que no hay ningún enriquecimiento de este —si no se le ha en-
tregado la vivienda— y, por lo tanto, ningún injusto desequilibra la re-
lación con el proveedor.

Es precisamente en este contexto de las cooperativas de viviendas 
en las que el socio recibe su vivienda, cuando se ha deslizado la idea 
del socio copromotor, pero ello se produce en el marco de la aplicación 
de la doctrina del enriquecimiento injusto, sin que exista un axioma por 
el que se pueda considerar con carácter general a un socio cooperati-
vista como copromotor de la cooperativa. Incluso en el marco de las 
cooperativas de viviendas, es discutible que cuando haya una gestora/ 
promotora de la cooperativa, en caso de incumplimiento de sus obliga-
ciones pueda pretender ésta una responsabilidad compartida por el so-
cio so pretexto de que es un copromotor (tal razonamiento sería una 
burla de derecho, pretendiéndose que el administrador de hecho res-
ponde conjuntamente con el socio al que tenía que haber procurado 
con su gestión una vivienda. Pero este tema excede de este trabajo y 
seguro lo desarrollaremos en otra ocasión.

4. Sobre la imputación de pérdidas y la jurisprudencia

A continuación, exponemos brevemente una selección de jurispru-
dencia y de las conclusiones de nuestros tribunales sobre la imputación 
de pérdidas y sus límites:

Sentencia del Tribunal Supremo, n.º  48/2014, de 6 de febrero 
de 2014.

Las leyes de Cooperativas, tanto la estatal como las autonómicas, 
eluden conscientemente utilizar el término «participación» para refe-
rirse a la contribución del socio al capital social de la Cooperativa, para 
evitar que pueda entenderse que es titular de una cuota del patrimo-
nio social. Por ello, el socio cooperativista no tiene derecho a un «va-
lor razonable» de su participación en el capital social, consistente en 
una cuota del patrimonio social de la Cooperativa, fijada, a falta de 
acuerdo, por un experto independiente, como ocurre en el caso de 
ejercicio del derecho de separación por el socio de una sociedad de ca-
pital (art. 353 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital). 
Tiene derecho al reembolso de las aportaciones obligatorias y volunta-
rias según el valor acreditado que tengan a partir del balance de cierre 
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del ejercicio social en el que se ha originado el derecho al reembolso 
(art.  61.1 de la ley autonómica). Estas podrán haber sido actualiza-
das respecto de su valor inicial (art. 59.2 de la ley autonómica). Si exis-
ten pérdidas no compensadas, las pérdidas imputadas o imputables al 
socio, reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el que se pro-
duzca la baja, ya correspondan a dicho ejercicio o provengan de otros 
anteriores, podrán deducirse del valor acreditado de sus aportaciones 
(art. 61.2.a de la ley autonómica), lo que, junto al plazo de hasta cinco 
años para hacer efectivo el reembolso, impedirá la despatrimonializa-
ción de la sociedad Cooperativa como consecuencia del reembolso de 
las aportaciones a los socios que se dan de baja.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sala Ci-
vil y Penal, n.º 71/2014, de 6 de noviembre de 2014.

Resulta claro, pues, que, aunque la legislación catalana distinga, 
como es lógico, entre deuda social y pérdida, establece claramente 
una limitación de la responsabilidad del socio cooperativista en orden 
a su pago, limitación que no tiene lugar cuando se trate de deudas 
contraídas directamente por los socios en el marco de sus relaciones 
individuales con la Cooperativa respecto de las cuales, según indica el 
Preámbulo de la ley y el art. 26, su responsabilidad es ilimitada.

Ello se deduce con claridad del art.  67,4 antes transcrito. Con 
carácter general y sin perjuicio de que estatutariamente haya una 
previsión en sentido contrario —que no existe en la Cooperativa 
demandada cuyos estatutos actualizados se limitan a trascribir las dis-
posiciones legales antes citadas— el socio de la Cooperativa tiene una 
responsabilidad limitada, tanto a efectos internos como externos.

En relación con terceros la responsabilidad se limita a las aporta-
ciones al capital social, y en relación con las pérdidas de la Coopera-
tiva al importe de las aportaciones al capital social y al resultado de la 
actividad cooperativizada (fondos de reserva, retornos, excedentes...).

Así lo entendimos en la STSJC de 9-2- 2006, en pleito seguido 
por la misma Cooperativa y otros socios, en la que expresamente se 
decía que en el caso de que las pérdidas de la Cooperativa pudie-
sen ser imputadas sin limitación a los socios, la responsabilidad limi-
tada se convertiría en una entelequia o que en el supuesto de que 
se tuviesen que asumir en su integridad las pérdidas de la Coopera-
tiva estas entidades en pocos casos tendrían deudas sociales ya que 
siempre se podría acudir a los socios para enjuagar sus necesidades 
económicas.

Por tal razón esta Sala declaró que las pérdidas de la Coopera-
tiva Copaga, hoy demandada, aprobada en la Asamblea de 31 de 
octubre de 2002 respecto del balance cerrado a 31 de diciembre de 
2001, solo se podían imputar a los socios con el límite de sus aporta-
ciones sociales».
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Tribunal Superior de Justicia de Navarra, de fecha 2 de julio de 
2019

El motivo principal del recurso interpuesto por ambas represen-
taciones de los demandados es el alcance que debe atribuírsele a la 
responsabilidad de los socios cooperativistas por las pérdidas de la 
Cooperativa y, en concreto, si es limitada (a sus aportaciones) o ili-
mitada, sosteniendo los recurrentes en casación la primera de las 
posturas citadas, tanto en lo referente a las deudas sociales como a 
las pérdidas, mientras que la representación de la recurrida entiende 
que tal interpretación no se desprende del artículo 8 de la Ley Fo-
ral 14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra. Dicho 
precepto establece que: 1. La responsabilidad de los socios podrá ser 
limitada o ilimitada según dispongan los estatutos. A falta de dispo-
sición expresa, la responsabilidad de los socios por las deudas socia-
les frente a terceros estará limitada a las aportaciones al capital social 
suscritas, con independencia de que estén o no desembolsadas.

2. La responsabilidad de los socios tendrá carácter mancomunado 
o solidario según dispongan los estatutos. A falta de disposición ex-
presa, se entenderá que la responsabilidad de los socios tiene carác-
ter mancomunado.

Los partidarios de la limitación de la responsabilidad se basan, en-
tre otros argumentos, en la primera parte del apartado 1 de dicho 
precepto, que remite a los estatutos para dirimir si tal responsabilidad 
ha de ser o no limitada, y lo hace de una forma genérica, refiriéndose 
a la responsabilidad de los socios, sin distinguir uno u otro tipo de 
deudas o pérdidas. Por el contrario, la segunda parte de dicho apar-
tado se refiere de forma específica a la responsabilidad de los socios 
por deudas sociales y ahí, siempre en ausencia de disposición esta-
tutaria expresa, establece el límite de la misma a las aportaciones al 
capital social suscrito. Dicha alusión a la responsabilidad por deudas 
sociales lleva a pensar a los defensores de esta tesis que se pretende 
una contraposición con la responsabilidad por pérdidas.

Otra de las peculiaridades de las Cooperativas es que sus socios 
pueden ser a la vez proveedores, trabajadores, o consumidores de 
la entidad. Esta doble condición determina que intervengan en la 
toma de decisiones y en los flujos económicos de la Cooperativa de 
modo que la participación en las decisiones no se realiza en consi-
deración al capital social sino en virtud del principio democrático de 
un voto por socio. La participación en los flujos económicos se pro-
duce porque los socios proveedores suministran a la Cooperativa 
productos, con lo que sustituyen a los proveedores de las empresas 
ordinarias y también son los socios los clientes que consumen o uti-
lizan los productos de la Cooperativa aunque igualmente y cada vez 
con mayor amplitud la Cooperativa pueda operar con terceros no 
cooperativistas.
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Es por ello que un importante sector doctrinal se muestra parti-
dario de la posible reclamación directa al socio de las pérdidas de la 
Cooperativa sobre la base de la especial naturaleza de la actividad 
desarrollada por la Cooperativa, que es una actividad económica rea-
lizada en nombre propio y por cuenta de sus socios. Se estima que 
en el desarrollo de su objeto social, la Cooperativa gestiona bienes 
y fondos que son propiedad de sus socios, y los gestiona en nom-
bre propio y que, como consecuencia de esa gestión, tiene derecho 
a trasladar éstos los resultados económicos positivos o adversos de la 
misma y, en definitiva, el riesgo contraído. Se defiende así que me-
diante la imputación de pérdidas, los cooperativistas responden ili-
mitadamente frente a la Cooperativa de cualquier tipo de pérdida, 
indicando que el principio de responsabilidad limitada del socio sólo 
tiene vigencia frente a terceros. Tal tesis se basa fundamentalmente 
en la normativa estatal de Cooperativas, ley 27/1999, de 16 de julio, 
de Cooperativas, en cuyo artículo 59,3 no se limita la responsabilidad 
del socio por las pérdidas de la Cooperativa aunque si lo haga en el 
art. 15,3 —en relación con las deudas sociales y en algunas legisla-
ciones de Cooperativas autonómicas. De este modo las legislaciones 
distinguen entre deuda social y pérdidas de la Cooperativa. La deuda 
se produce porque en una determinada relación jurídica una de las 
partes no cumple con la entrega de la prestación debida, en este 
caso, la Cooperativa frente a terceros.

La pérdida es una situación económica interna y contable que se 
produce por el resultado negativo de un determinado ejercicio eco-
nómico cuando el importe de los gastos de la Cooperativa supera al 
de sus ingresos... Sin embargo, lo cierto es que en las modernas le-
gislaciones se tiende a limitar la responsabilidad de los socios Coope-
rativistas no solo en relación con las deudas contraídas con terceros 
sino también en orden a las pérdidas sociales aproximando la respon-
sabilidad de los socios de las Cooperativas a la responsabilidad de los 
socios de las sociedades de capital, ello con el fin de favorecer el de-
sarrollo de estas formas societarias.

En definitiva, la mayoría de la Sala considera que la imputación de 
pérdidas a los socios cooperativistas debe tener como límite el de sus 
aportaciones a la Cooperativa y, en consecuencia, procede la estima-
ción del primer motivo de casación planteado, casando y anulando la 
sentencia dictada por la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de 
Navarra en fecha 5 de septiembre de 2018.

Atendiendo a lo dispuesto por la jurisprudencia citada, la imputa-
ción de pérdidas a los socios se agota en sus aportaciones al capital so-
cial. Cuestión distinta, es que, si el socio quiere seguir siéndolo después 
de la imputación que le lleva a perder sus aportaciones al capital, debe 
aportar los importes que le corresponden derivados de una liquidación 
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de signo negativo, y realizar nuevamente sus aportaciones al capital 
conforme establezcan los estatutos.
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calling the inspiring principles of the International Cooperative Alliance it raises 
those points of regulation that it believes could be improved. 

Keywords: Cooperatives, Education and Promotion Fund, Contribution 
to cooperative education and promotion and other purposes of social inter-
est, endowment, destination, deadlines, channeling, immunity from seizure, 
control.
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I. Regulación vasca vigente

LEY 11/2019, de 20 de diciembre, de Cooperativas de Euskadi, de 
30 de diciembre de 2019 (BOPV 247)

I.1. Regulación básica. Arts. 70 (números 1 a 3) y 72

«Artículo 70.—Distribución de excedentes. 

1.—Los excedentes netos, una vez deducidas las cantidades que 
se destinen a compensar pérdidas de ejercicios anteriores y a atender 
los impuestos exigibles, constituirán los excedentes disponibles. 

2.—Anualmente, de los excedentes disponibles se destinará: 
a) Al Fondo de Reserva Obligatorio y a la contribución para la 

educación y promoción cooperativa y otros fines de interés público 
una cuantía global del treinta por ciento, al menos, destinándose, 
como mínimo, un diez por ciento a la contribución para la educación 
y promoción cooperativa y otros fines de interés público y un veinte 
por ciento al Fondo de Reserva Obligatorio. 

b) El resto estará a disposición de la asamblea general, que podrá 
distribuirlo en la forma siguiente: retorno a las personas socias; dota-
ción a fondos de reserva voluntarios, con el carácter irrepartible o re-
partible que establezcan los estatutos o, en su defecto, la asamblea 
general; y, en su caso, participación de las personas trabajadoras asa-
lariadas en los resultados de la coopera tiva, sin perjuicio de su trata-
miento contable como gasto. 

3.—En tanto que el Fondo de Reserva Obligatorio no alcance un 
importe igual al cincuenta por ciento del capital social, la dotación 
mínima establecida en favor de la contribución para la educa ción y 
promoción cooperativa y otros fines de interés público podrá redu-
cirse a la mitad. (…)»

«Artículo 72.—Contribución para la educación y promoción 
cooperativa y otros fines de interés público. 

1.—La contribución obligatoria impuesta sobre los excedentes ci-
tada en el artículo 70.2.a) se destinará, en aplicación de las líneas bá-
sicas fijadas por los estatutos o la asamblea general, a alguna de las 
siguientes finalidades de interés público: 

a) La formación y educación de sus personas socias y personas 
trabajadoras sobre el coopera tivismo, actividades cooperativas y otras 
materias no relacionadas con el puesto de trabajo. 

b) La promoción de las relaciones intercooperativas, incluyendo la 
cobertura de gastos por la participación en entidades creadas para la 
promoción, asistencia, dirección común o actividades de apoyo entre 
cooperativas. 
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c) La promoción educativa, cultural, profesional y asistencial, así 
como la difusión de las carac terísticas del cooperativismo en el en-
torno social en que se desenvuelva la cooperativa y en la sociedad en 
general.

d) La promoción del uso del euskera. 
e) La promoción de nuevas empresas cooperativas mediante 

aportaciones dinerarias a una entidad sin ánimo de lucro promovida 
por el movimiento cooperativo vasco. 

f) La formación y educación de las personas socias y trabajadoras 
para el fomento en las socie dades cooperativas de una política efec-
tiva para avanzar hacia la igualdad de mujeres y hombres. 

2.—El destino de esta contribución obligatoria podrá canalizarse, 
para las finalidades indicadas en el apartado anterior, a través de 
aportaciones dinerarias a entidades sin ánimo de lucro o a alguna de 
las entidades de intercooperación citadas en el apartado 1.b anterior. 

Esta entrega a entidades intermediarias estará condicionada a su 
destino a las finalidades de interés público indicadas, a través de ac-
tuaciones de la propia entidad intermediaria o de otras personas físi-
cas o jurídicas a las que dicha entidad destine los recursos recibidos. 

3.—La cooperativa no tiene poder de disposición sobre esta con-
tribución, más allá de destinarla a las finalidades de interés público 
indicadas, por lo que es, en consecuencia, inembargable y debe figu-
rar en el pasivo del balance. 

4.—A los fines previstos para esta contribución se destinarán las 
sanciones económicas que imponga la cooperativa a sus personas socias. 

5.—El importe de la referida contribución que no se haya des-
tinado a las finalidades de interés público indicadas por la propia 
cooperativa deberá entregarse, dentro del ejercicio económico si-
guiente a aquel en el que se aprobó la distribución del excedente, a 
entidades sin ánimo de lucro para su destino a las finalidades de inte-
rés público establecidas para esta contribución.»

I.2.  Regulación en caso de modificación estructural y disolución y 
liquidación. Arts. 87.1, 88.5, 89.4 cuarto párrafo, 98.2 letra a)

«Artículo 87.—Fusiones especiales. 

1.—Siempre que no exista precepto legal que lo prohíba expre-
samente, las sociedades civiles, mercantiles o entidades de cualquier 
otro tipo podrán fusionarse con cooperativas mediante la absorción 
de aquellas por estas o constituyendo una nueva sociedad. En el su-
puesto de fusión por absorción de una cooperativa por una entidad 
de otro tipo, se aplicará lo regulado en el artículo 89.4 de esta ley 
respecto de la transformación, en relación con los fondos a que se 
refiere el mismo.»
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«Artículo 88.—Escisión de la cooperativa.(…)

5.—En aquellos supuestos en los que se segrega el patrimonio 
y/o las personas socias de la cooperativa en favor de una entidad no 
cooperativa y, adicionalmente, como consecuencia de la ejecución de 
la segregación, se transfieren total o parcialmente los fondos a que 
se refiere el artículo 89.4 de esta ley para la transformación, registra-
dos en el pasivo del balance de la coope rativa, se aplicarán las reglas 
previstas en dicho artículo.»

Artículo 89.—Transformación de cooperativas.

4.—(…) cuarto párrafo
«La contribución para la educación y promoción cooperativa y 

otros fines de interés público ten drá la aplicación estatutariamente 
prevista y, en su defecto, la establecida en el artículo 98.2.a) para el 
supuesto de liquidación de la cooperativa.»

Disolución y liquidación. (…) Artículo 98.—Adjudicación del ha-
ber social.

«2.—Satisfechas dichas deudas, el resto del haber social se adju-
dicará por el siguiente orden: 

La contribución para la educación y promoción cooperativa y 
otros fines de interés público se pondrá a disposición del Consejo Su-
perior de Cooperativas de Euskadi.(…)»

I.3. Comentario general

a) noVedad del texto

La exposición de motivos se refería a este y al FRO de la siguiente forma:

«En cuanto a la aplicación de los excedentes respecto al Fondo de 
Reserva Obligatorio y a la con tribución para la educación y promo-
ción cooperativa y otros fines de interés público, se mantiene la re-
gulación introducida en 2008 en relación con la citada contribución, 
con la novedad de su aplica ción para la formación y educación de las 
personas socias y trabajadoras con el fin de avanzar en la igualdad de 
mujeres y hombres».

No es la única modificación que se introduce, pero políticamente 
puede que sea la más relevante. Junto a ella se reescriben dos apar-
tados y sobre todo se generaliza la opción de usar las figuras del 72.2 
para su canalización.
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b) su dotación

La ley sólo contempla, expresamente, que el fondo se nutra por 
dos vías:

— La principal será el porcentaje de los excedentes disponibles 
que se recoge en el artículo 70.2 a) aunque su cuantía puede 
oscilar conforme al 70.3. Anualmente debe destinarse un mí-
nimo de un diez por ciento de los excedentes disponibles a 
la contribución para la educación y promoción cooperativa y 
otros fines de interés público. Porcentaje que puede reducirse 
a la mitad mientras el Fondo de Reserva Obligatorio no alcance 
un importe igual al cincuenta por ciento del capital social.

— Otra, menos habitual, serán las sanciones económicas que im-
ponga la cooperativa a sus socios que se recoge en el artículo 
72.4. Las mismas deben destinarse a los fines previstos para esta 
contribución.

c) su destino

El destino debe realizarse conforme a las líneas básicas que se 
pueden establecer en los estatutos o ser fijadas por la asamblea 
general, de las finalidades de interés público señaladas en el ar-
tículo 72.1:

— La formación y educación de sus socios y trabajadores sobre el 
coopera tivismo, actividades cooperativas y otras materias no re-
lacionadas con el puesto de trabajo. 

— La promoción de las relaciones intercooperativas, incluyendo la 
cobertura de gastos por la participación en entidades creadas 
para la promoción, asistencia, dirección común o actividades de 
apoyo entre cooperativas. 

— La promoción educativa, cultural, profesional y asistencial, así 
como la difusión de las carac terísticas del cooperativismo en el 
entorno social en que se desenvuelva la cooperativa y en la so-
ciedad en general.

— La promoción del uso del euskera. 
— La promoción de nuevas empresas cooperativas mediante apor-

taciones dinerarias a una entidad sin ánimo de lucro promovida 
por el movimiento cooperativo vasco. 

— La formación y educación de los socios y trabajadores para el fo-
mento en las socie dades cooperativas de una política efectiva 
para avanzar hacia la igualdad de mujeres y hombres. 
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d) Formas de canalización

La aplicación de la «contribución» puede realizarse de dos formas:

— La habitual será la decisión directa de la propia cooperativa, nor-
malmente tomada por el órgano de administración, dentro de 
las líneas de aplicación que dentro de la ley se hayan establecido 
en los estatutos o determine la asamblea.

— Adicionalmente, el artículo 72.2 posibilita su entrega a entida-
des sin ánimo de lucro o a alguna de las entidades intercoope-
rativas que se señalaban como destinatarias en la letra b de su 
número 1. En este caso, los receptores deberán aplicarlas a al-
guna de las finalidades de interés público señaladas, a través 
de actuaciones de la propia entidad intermediaria o de otras 
personas físicas o jurídicas a las que dicha entidad destine los 
recursos recibidos. La entrega a las entidades debe ser en apor-
taciones dinerarias.

e) Plazo Para su aPlicación

El 72.5 limita temporalmente el plazo de ejecución directa al esta-
blecer que el importe de la referida «contribución» que no se haya des-
tinado, dentro del ejercicio económico siguiente a aquel en el que se 
aprobó la distribución del excedente, debe entregarse a entidades sin 
ánimo de lucro para su destino a las finalidades de interés público esta-
blecidas para esta contribución.

f) inembargabilidad e irrePartibilidad

El 72.3 remarca que la cooperativa no tiene poder de disposición 
sobre esta contribución, más allá de destinarla a las finalidades de inte-
rés público indicadas, por lo que es, en consecuencia, inembargable y 
debe figurar en el pasivo del balance. 

Dado lo anterior tampoco cabe que se reparta directamente en-
tre los socios, al estar afectos a unos fines, sin perjuicio de que pue-
dan ser beneficiarios de su aplicación dentro de los fines establecidos 
(art. 72.1). 

g)  regulación en caso de modiFicación estructural, disolución o 
liquidación

La regulación de los artículos arts. 87.1, 88.5, 89.4 cuarto párrafo 
y 98.2 letra a) obedece a la señalada irrepartibilidad de la «contribu-
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ción». Los supuestos previstos son de salida del mundo cooperativo 
existiendo «contribución» aún sin aplicar.

Así:

— Disolución y liquidación. En la adjudicación del haber social, 
una vez satisfechas las deudas que se indican, el resto del 
haber social se adjudica poniendo en primer lugar a disposi-
ción del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi la con-
tribución para la educación y promoción cooperativa y otros 
fines de interés público (art. 98.2 letra a). La literal redacción 
del artículo parece indicar que la «contribución» debe res-
ponder de las deudas previamente indicadas siendo así du-
dosa su inembargabilidad.

— Transformación de cooperativas a no cooperativa. Se da a la 
contribución para la educación y promoción cooperativa y otros 
fines de interés público la aplicación estatutariamente pre-
vista y, en su defecto, la establecida en el artículo 98.2.a) para 
el supuesto de liquidación de la cooperativa, entrega al CSCE 
(art. 89.4. cuarto párrafo).

— Fusión por absorción de no cooperativa a cooperativa. En el su-
puesto de fusión por absorción de una cooperativa por una 
entidad de otro tipo, se aplica lo regulado en el artículo 89.4 
(transformación) en relación con contribución para la educa-
ción y promoción cooperativa y otros fines de interés público 
(art. 87.1).

— Segregación de patrimonio y/o socios con transferencia de fon-
dos de los de la contribución para la educación y promoción 
cooperativa y otros fines de interés público a favor de una no 
cooperativa. En los supuestos en los que se segrega el patrimo-
nio y/o los socios de la cooperativa en favor de una entidad no 
cooperativa y, adicionalmente, como consecuencia de la ejecu-
ción de la segregación, se transfieren total o parcialmente los 
fondos a que se refiere el artículo 89.4 de esta ley para la trans-
formación, registrados en el pasivo del balance de la coope-
rativa, se aplica a los mismos las reglas previstas en dicho ar-
tículo (art. 88.5).

II. Evolución de la legislación vasca 

En el análisis de la regulación del fondo en la legislación vasca 
nos limitaremos al de su regulación básica, dejando al margen los 
cambios estructurales y la disolución y liquidación, por entenderlos 
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de menor interés de cara a las cuestiones que plantearemos al final 
del artículo.

II.1.  La ley de 1982. Ley 1/1982, de 11 de febrero, sobre 
«Cooperativas». BOPV núm. 33, de 10 de marzo. Art. 27

a) noVedad del texto

La exposición de motivos se refería a la actual «contribución» de-
nominándola Fondo de Educación y Promoción Social y al FRO de la si-
guiente forma:

«Otra novedad la constituye el incremento de los Fondos Obli-
gatorios, así como el cambio de nomenclatura utilizada al refe-
rirnos a los mismos, denominándose respectivamente Fondo de 
Reserva Obligatorio y Fondo de Educación y Promoción Social, du-
plicándose la aportación al Fondo de Reserva Obligatorio, al que 
debe destinarse como mínimo el treinta por ciento de los Exce-
dentes Netos, y configurándose este Fondo como una Cuenta de 
Resultados cuyo fin es la consolidación y viabilidad de la Coopera-
tiva, siendo esencial su perfecta consolidación en situaciones de 
crisis estructurales como las que padecemos, adquiriendo carácter 
de subsidiariedad el Fondo de Educación y promoción Sociales, ya 
que es preciso para poder dotar dicho Fondo consolidad previa-
mente el Fondo de reserva Obligatorio »

La ley fue la primera del Parlamento vasco en desarrollo de la com-
petencia recogida en el artículo 10.23 del Estatuto de Autonomía.

En momentos de grave crisis económica se reforzó la idea de que 
primero debe consolidarse el FRO para que se consolide la Cooperativa 
y logrado esto se pueda empezar a desarrollar el FEPS.

b) su dotación

La ley sólo contempla, expresamente, que el fondo se nutra por 
dos vías, las mismas de la actual ley de 2019:

— La principal será el porcentaje de los excedentes netos (que 
se definen en el artículo 26 deducidos los impuestos) que se 
establece en su artículo 27.1 dedicado a Fondos Obligato-
rios. Primero debía destinase anualmente, como mínimo, un 
treinta por ciento de los mismos al Fondo de Reserva Obligato-
rio, hasta que éste alcanzase un importe igual al cincuenta por 
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ciento del Capital Social. Una vez alcanzado dicho importe se 
debía destinar, al menos un diez por ciento, al Fondo de Edu-
cación y Promoción Social y un veinte por ciento al Fondo de 
Reserva Obligatorio.

— Otra, menos frecuente, eran las multas y demás sanciones que 
por vía disciplinaria se impusieran por la Cooperativa a sus que 
se recoge en el artículo 27.3. 

c) su destino

El destino debe realizarse conforme a las líneas básicas fijadas por 
la asamblea general pero dentro de las finalidades señaladas en el ar-
tículo 27.4:

— El fomento de la asistencia técnica, la creación de supraes-
tructuras de apoyo a las Cooperativas y, en general, cuantas 
actividades puedan enmarcarse en el principio de la Intercoo-
peración.

— La formación y educación de los socios en los principios y téc-
nicas cooperativas, así como la difusión de las características de 
cooperativismo en el medio social en que se desenvuelva la acti-
vidad de la Cooperativa.

— De carácter cultural, profesional o benéfico, con destino a la pro-
moción Social del entorno local o de la comunidad en general.

d) Formas de canalización

La cuestión no se abordaba, siendo lo habitual que fuera la coope-
rativa la que canalizara de forma directa el fondo.

e) Plazo Para su aPlicación

La cuestión no se abordaba.

f) inembargabilidad e irrePartibilidad

El 27.3 remarca que el Fondo de Educación y Promoción Social es 
inembargable. 

Dado lo anterior tampoco cabe que se reparta directamente en-
tre los socios, al estar afectos a unos fines, sin perjuicio de que pue-
dan ser beneficiarios de su aplicación dentro de los fines establecidos 
(art. 27.4). 
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II.2.  La ley de 1993. Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de 
Euskadi. BOPV núm. 135, de 19 de julio de 1993. BOE núm. 35, 
de 10 de febrero de 2012. Arts. 67 y 68

a) noVedad del texto

La exposición de motivos se refería al Fondo de Educación y Promo-
ción Social de la ley de 1982 como Fondo de Educación y Promoción 
Cooperativa de la siguiente forma:

«En cuanto a los fondos obligatorios, se mantiene la dotación 
global a los mismos en un treinta por ciento de los excedentes po-
sitivos, debiéndose mantener una dotación mínima al Fondo de 
Educación y Promoción Cooperativa desde la constitución de la 
sociedad (…)

Finalmente, se concretan los criterios básicos sobre posibles desti-
nos del fondo de educación y promoción Cooperativa (…)».

Se establece por tanto la obligación de dotar el fondo desde el ini-
cio, ampliándose la enumeración de destinos del mismo. 

b) su dotación

La ley establece tres vías por las que se nutre el fondo:

— La principal será el porcentaje de los excedentes disponibles 
(que se definen en el artículo 67.1) que se establece en su ar-
tículo 67.2 a) y ajustado en el 67.3 dedicado a Fondos Obligato-
rios. Debe destinarse al Fondo de Reserva Obligatorio y al Fondo 
de Educación y Promoción Cooperativa una cuantía global del 
treinta por ciento al menos, desglosándose en un mínimo de un 
diez por ciento al FEPC y un veinte al FRO (67.2.a). No obstante, 
hasta que el FRO alcance el cincuenta por ciento del capital so-
cial, se posibilita reducir la dotación al FEPC a la mitad. Dado 
que el total mínimo sigue siendo del 30% la reducción del FEPC 
implica el mismo aumento proporcional del FRO (67.3 y 68.4.a). 
Respetando esos mínimos de destinarán al FEPC el porcentaje de 
excedentes disponibles que establezcan los estatutos o la Asam-
blea General (art. 68.4.a).

— Otra, menos frecuente, eran las sanciones económicas que im-
ponga la cooperativa a sus socios (art. 68.4.b). 

— Adicionalmente, los rendimientos financieros obtenidos por la 
materialización, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se 
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haya efectuado la dotación, en títulos de deuda Pública de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco (art.  68.5. segundo pá-
rrafo). Dichos títulos fueron inexistentes durante la mayor parte 
de la vigencia de la ley.

c) su destino

El destino debe realizarse conforme a las líneas básicas fijadas por 
los Estatutos o la Asamblea General pero a actividades que cumplan al-
guna de las finalidades señaladas en el artículo 68.3:

— La formación y educación de sus socios y trabajadores en los 
principios cooperativos y en sus valores o en materias relaciona-
das con el trabajo y demás actividades cooperativas.

— La promoción de las relaciones intercooperativas, incluyendo la 
cobertura de gastos por la participación en cooperativas de se-
gundo grado, cooperativas de integración y demás entidades 
creadas para la promoción, asistencia, dirección común o activi-
dades de apoyo entre cooperativas.

— La promoción cultural, profesional o asistencial, así como la di-
fusión de las características del cooperativismo en el entorno 
social en que se desenvuelva la cooperativa y en la sociedad en 
general.

d) Formas de canalización

La cuestión no se abordaba, siendo lo habitual que fuera la coope-
rativa la que canalizara de forma directa el fondo.

e) Plazo Para su aPlicación

La cuestión no se aborda directamente, pero se obliga a materiali-
zar el FEPC, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se haya efec-
tuado la dotación, en títulos de Deuda Pública de la Comunidad Autó-
noma del País Vasco (art. 68.5. segundo párrafo). Parece una fórmula 
de cubrir el interés social de la CAPV obteniendo un interés, mientras 
se busca un destino definitivo conforme a los posibles.

f) inembargabilidad e irrePartibilidad

El 68.5 establece que el Fondo de Educación y Promoción Coope-
rativo es inembargable y que sus dotaciones deben figurar en el pasivo 
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del balance con separación de otras partidas. Igualmente, su segundo 
párrafo establece que la deuda Pública en que se haya materializado 
no podrá ser pignorada, ni afectada a préstamos o cuentas de crédito.

Dado lo anterior tampoco cabe que se reparta directamente en-
tre los socios, al estar afectos a unos fines, sin perjuicio de que pue-
dan ser beneficiarios de su aplicación dentro de los fines establecidos 
(art. 68.3). 

II.3.  El reglamento de 2005. Decreto 58/2005, de 29 de marzo, por 
el que se aprueba el reglamento de la Ley de Cooperativas de 
Euskadi. BOPV núm. 73, de 19 de abril. Art. 14

a) noVedad del texto

La regulación del FEPC no se ve afectada por la primera reforma 
de la Ley de Cooperativas realizada por la ley 1/2000, de 29 de junio 
(BOPV núm. 146, de 1 de agosto) pero si por su reglamento de 2005, 
que en muchos puntos puede considerarse una segunda reforma de 
la ley.

La exposición de motivos se refería al Fondo de Educación y Promo-
ción Social de la ley de 1982 como Fondo de Educación y Promoción 
Cooperativa de la siguiente forma:

«Regula el destino del fondo de educación y promoción coope-
rativa, a través de otras entidades e incluso a través de sus entidades 
asociativas.»

b) su destino

No se altera el destino, pero se establece la obligación de que el 
informe de gestión o, en su caso, la memoria de la cooperativa recoja 
las cantidades que con cargo a dicho fondo se hayan destinado a los 
fines del mismo, con indicación de la labor realizada y, en su caso, 
mención de las sociedades o entidades previstas en el párrafo 1 del 
artículo 14 a las que se remitieron para el cumplimento de sus fines 
(art. 14.4).

c) Formas de canalización

A la existente canalización directa del fondo se añade la posibili-
dad de colaborar con otras sociedades y entidades, pudiendo aportarse 
a las mismas total o parcialmente, su dotación, para que las destinen 
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a cualquiera de los fines previstos legalmente para el cumplimiento de 
los fines del Fondo de Educación y Promoción (14.1).

 En concreto, se posibilita que el Fondo de Educación y Promoción 
Cooperativa pueda destinarse a su finalidad a través de cooperativas de 
segundo o ulterior grado, entidades asociativas de cooperativas o en-
tidades de otro tipo, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

— Que la entrega esté condicionada al destino de las cantidades 
correspondientes por parte de la entidad colaboradora a finali-
dades incluidas entre los destinos legalmente previstos para el 
Fondo de Educación y Promoción Cooperativa. 

— Que dichas finalidades pactadas sean coherentes con las finali-
dades estatutarias de la entidad colaboradora que canaliza los 
recursos (14.2).

d) Plazo Para su aPlicación

La cuestión se aborda directamente al obligarse a aplicar la canti-
dad que pudiera quedar pendiente en el plazo máximo de dos ejerci-
cios desde que se materializara en los títulos de deuda pública previstos 
en la Ley (14.3). 

II.4.  La modificación de 2008 de la ley de 1993. Ley 6/2008, de 
25 de junio, de la Sociedad Cooperativa Pequeña de Euskadi. 
BOPV núm. 127, de 4 de julio de 2008. BOE núm. 212, de 3 de 
septiembre de 2011. Nuevos arts. 67, 68 y 68 bis introducidos 
mediante su disposición adicional 4.ª

a) noVedad del texto

La regulación del FEPC escapa de la siguiente modificación de la ley 
realizada a través de la Ley 8/2006, de 1 de diciembre, de segunda mo-
dificación de la Ley de Cooperativas de Euskadi (BOPV núm. 238, de 
15 de diciembre de 2006 y BOE núm. 266 de 4 de noviembre de 2011) 
pero no así de la de 2008.

La exposición de motivos se refiere a los cambios que introducen 
en la regulación el Fondo que pasa a llamarse «contribución»:

«La disposición adicional cuarta establece una modificación de 
la Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de Euskadi, en el sen-
tido de clarificar la naturaleza de los recursos destinados a finalida-
des de interés público. Para ello, se han revisado su denominación y 
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sus finalidades, subrayando su carácter obligatorio. Además, las mo-
dificaciones introducidas incorporan una nueva denominación que se 
ajusta mejor a su verdadera naturaleza; se han revisado sus finalida-
des tratando de compaginar la realidad social cooperativa con el ca-
rácter de interés público de dichas finalidades, y se han actualizado 
las características de su gestión a la nueva regulación.»

Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 67, derogándose los 
3, 4 y 5 del artículo 68 relativos a la regulación de la «contribución» 
que pasa a ser regulada en el nuevo artículo 68 bis (D.A. 4.ª).

El número tercero de la disposición adicional 4.ª, con una peculiar 
técnica legislativa, establece la sustituir del término «Fondo de Educa-
ción y Promoción Cooperativa» por «contribución para educación y 
promoción cooperativa y otros fines de interés público» en el apartado 
4 del artículo 85, en los apartados 2 y 3 del artículo 94 y en los aparta-
dos 3.a) y 3.b) del artículo 139.

b) su dotación

La ley vuelve a contemplar que la «contribución» se nutre por dos vías:

— La principal será el porcentaje de los excedentes disponibles (que 
se definen en el artículo 67.1) que se establece en su artículo 
67.2 b) y ajustado en el 67.3 dedicado a Fondos Obligatorios. 
Debe destinarse un mínimo del diez por ciento, como contri-
bución obligatoria para educación y promoción cooperativa y a 
otros fines de interés público. No obstante, hasta que el FRO al-
cance el cincuenta por ciento del capital social, se posibilita mo-
dificar las cuantías obligatorias reguladas en los apartados 2.a) y 
2.b), destinando un veinticinco por ciento al Fondo de Reserva 
Obligatorio y un cinco por ciento como contribución obligatoria.

— La segunda sigue siendo las sanciones económicas que imponga 
la cooperativa a sus socios (art. 68.bis. 4). 

Desaparecen por tanto los intereses de la deuda pública y se da 
nueva redacción con idéntico contenido a los artículos.

c) su destino

El destino debe realizarse conforme a las líneas básicas fijadas por 
los Estatutos o la Asamblea General, pero a actividades que cumplan 
alguna de las finalidades de interés público señaladas en el artículo 
68.bis 1:
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— La formación y educación de sus socios y trabajadores sobre el 
cooperativismo, actividades cooperativas y otras materias no re-
lacionadas con el puesto de trabajo. 

— La promoción de las relaciones intercooperativas, incluyendo la 
cobertura de gastos por la participación en entidades creadas 
para la promoción, asistencia, dirección común o actividades de 
apoyo entre cooperativas. 

— La promoción educativa, cultural, profesional y asistencial, así 
como la difusión de las características del cooperativismo, en el 
entorno social en que se desenvuelva la cooperativa y en la so-
ciedad en general, y la promoción del uso del euskera. 

— La promoción de nuevas empresas cooperativas mediante apor-
taciones dinerarias a una entidad sin ánimo de lucro promovida 
por el movimiento cooperativo vasco. 

Por tanto, desaparecen como destino las materias relacionadas con 
el trabajo, aunque puede dudarse de si sigue cabiendo en «demás ac-
tividades cooperativas» y desaparece la mención a cooperativas de se-
gundo grado, cooperativas de integración, sin que pueda por ello afir-
marse que estén excluidas ya que siguen cabiendo en la redacción 
general, máxime en las cooperativas de trabajo asociado y con socios 
trabajadores. Y aparece la promoción educativa externa a la coopera-
tiva (la interna está en el primer punto), diferenciándola de la cultural y 
se incorpora la promoción del uso del euskera y la de nuevas empresas 
cooperativas mediante aportaciones dinerarias a una entidad sin ánimo 
de lucro promovida por el cooperativismo vasco.

d) Formas de canalización

La aplicación de la «contribución» se estable de dos formas, incor-
porando la previsión del reglamento:

— La habitual será la decisión directa de la propia cooperativa, nor-
malmente tomada por el órgano de administración, dentro de 
las líneas de aplicación que dentro de la ley se hayan establecido 
en los estatutos o determine la asamblea.

— Adicionalmente, el artículo 68.bis.2 posibilita respecto de los tres 
primeros fines (letras a, b y c del 68 bis 1) su entrega a entidades 
sin ánimo de lucro o a alguna de las entidades de intercoopera-
ción citadas en el apartado 1.b del artículo 68 bis. En este caso, 
los receptores deberán aplicarlas a alguna de las finalidades de 
interés público señaladas, a través de actuaciones de la propia 
entidad intermediaria o de otras personas físicas o jurídicas a las 
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que dicha entidad destine los recursos recibidos. La entrega a las 
entidades debe ser en aportaciones dinerarias.

e) Plazo Para su aPlicación

El 68.bis.5 limita temporalmente el plazo de ejecución directa al es-
tablecer que el importe de la referida «contribución» que no se haya 
destinado, dentro del ejercicio económico siguiente a aquel en el que 
se aprobó la distribución del excedente, debe entregarse a entidades 
sin ánimo de lucro para su destino a las finalidades de interés público 
establecidas para esta contribución.

f) inembargabilidad e irrePartibilidad

El 68.bis.3 establece que la cooperativa no tiene poder de disposi-
ción sobre esta contribución, más allá de destinarla a las finalidades de 
interés público indicadas, siendo, en consecuencia, inembargable y de-
biendo figurar en el pasivo del balance. 
Desaparece la mención a separada y las relativas a la deuda pública. 

Dado lo anterior tampoco cabe que se reparta directamente entre 
los socios, al estar afectos a unos fines, sin perjuicio de que puedan ser 
beneficiarios de su aplicación dentro de los fines establecidos (art. 68.
bis.1). 

III.  Regulación estatal. Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas. BOE núm. 170, de 17 de julio. Arts. 56 y 58.

a) recordatorio

Creemos conveniente subrayar que, a diferencia de la legislación 
vasca, la normativa estatal sigue diferenciando resultados cooperativos 
de extracooperativos y extraordinarios y estableciendo diversas reglas 
mínimas en la aplicación de los excedente según de cuales se trate.

El Fondo se denominada de Educación y Promoción.

b) su dotación

La ley contempla cuatro vías por las que se nutre el fondo:

— La mínima principal será el 5% de los excedentes cooperativos 
o de los resultados que establezcan los Estatutos o fije la Asam-
blea General contemplados en el artículo 58.1 de la Ley.
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— Otra menos frecuente serán las sanciones económicas que im-
ponga la cooperativa a sus socios (art. 56.4.b). 

— Adicionalmente, los rendimientos financieros obtenidos por la 
materialización, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se 
haya efectuado la dotación, en cuentas de ahorro, en títulos de 
la Deuda Pública o títulos de Deuda Pública emitidos por las Co-
munidades Autónomas (art. 56.6). 

— Una cuarta sería la posible aplicación de beneficios extracoope-
rativos y extraordinarios, conforme al artículo 58.3.

c) su destino

El destino debe realizarse conforme a las líneas básicas fijadas por 
los Estatutos o la Asamblea General, pero a actividades que cumplan 
alguna de las finalidades señaladas en el artículo 56. 1:

— La formación y educación de sus socios y trabajadores en los 
principios y valores cooperativos, o en materias específicas de 
su actividad societaria o laboral y demás actividades coopera-
tivas.

— La difusión del cooperativismo, así como la promoción de las re-
laciones intercooperativas.

— La promoción cultural, profesional y asistencial del entorno local 
o de la comunidad en general, así como la mejora de la calidad 
de vida y del desarrollo comunitario y las acciones de protección 
medioambiental.

d) Formas de canalización

La aplicación del FEP se estable de dos formas:

— La habitual será la decisión directa de la propia cooperativa, 
normalmente tomada por el órgano de administración, dentro 
de las líneas de aplicación que dentro de la ley se hayan esta-
blecido en los estatutos o determine la asamblea.

— Adicionalmente, el artículo 56.2 posibilita que para el cumpli-
miento de los fines del fondo se pueda colaborar con otras so-
ciedades y entidades, pudiendo aportar, total o parcialmente, 
su dotación. Asimismo, tal aportación puede llevarse a cabo a 
favor de la unión o federación de cooperativas en la que esté 
asociada para el cumplimiento de las funciones que sean coin-
cidentes con las propias del referido fondo.
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A efectos de dar transparencia a la aplicación se exige que el in-
forme de gestión recoja con detalle las cantidades que con cargo a 
dicho fondo se hayan destinado a los fines del mismo, con indicación 
de la labor realizada y, en su caso, mención de las sociedades o en-
tidades a las que se remitieron para el cumplimiento de dichos fines 
(art. 56.3).

e) Plazo Para su aPlicación

La cuestión no se aborda directamente, pero se obliga a materia-
lizar el FEP, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se haya efec-
tuado la dotación, en cuentas de ahorro, en títulos de la Deuda Pública 
o títulos de Deuda Pública emitidos por las Comunidades Autónomas, 
cuyos rendimientos financieros se aplicarán al mismo fin (art. 56.6). 

f) inembargabilidad e irrePartibilidad

El 56.5 establece que fondo de educación y promoción es inembar-
gable e irrepartible entre los socios, incluso en el caso de liquidación de 
la cooperativa, y que sus dotaciones deben figurar en el pasivo del ba-
lance con separación de otras partidas.

El artículo es en ese punto de difícil conciliación con el 75.2 a que 
sólo dispone la entrega del FEP una vez satisfechas íntegramente las 
deudas sociales.

Nada dice de los activos contrapartida del fondo.
Respecto de la materialización en cuentas de ahorro, en títulos de 

la Deuda Pública o títulos de Deuda Pública emitidos por las Comuni-
dades Autónomas, se establece que los mismos no podrán ser pignora-
dos ni afectados a préstamos o cuentas de crédito (56.6).

IV. Principios cooperativos que lo sustentan

El Fondo de Educación y Promoción, en sus diversas denominacio-
nes, es característico de las cooperativas y supone destinar una parte 
de los excedentes anuales al cumplimiento de unas finalidades con-
cretas, contempladas a nivel mundial en los principios cooperativos 
quinto, sexto y séptimo de la Alianza Cooperativa Internacional. Redac-
tados como Declaración sobre Identidad Cooperativa, adoptada en el 
Congreso de Manchester de 1995, aparecen hoy en el Reglamento de 
la ACI aprobado por su Asamblea General, el 11 de abril de 2013, den-
tro de su artículo 7:
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«5.º principio: Educación, capacitación e información Las coope-
rativas ofrecen educación y capacitación a sus miembros, represen-
tantes electos, administradores y empleados de manera que puedan 
contribuir de manera efectiva al desarrollo de sus cooperativas. Ofre-
cen información al público en general, particularmente a los jóvenes 
y a los líderes de opinión, acerca de la naturaleza y los beneficios de 
la cooperación. 

6.º principio: Cooperación entre cooperativas Las cooperativas sir-
ven a sus miembros con mayor eficacia y fortalecen el movimiento 
cooperativo trabajando unidas a través de estructuras locales, nacio-
nales, regionales e internacionales. 

7.º principio: Interés por la comunidad Las cooperativas trabajan 
en pro del desarrollo sostenible de sus comunidades aplicando políti-
cas adoptadas por sus miembros.»

Ellos son los principios en los que se basa el Fondo y que marcan 
las finalidades del mismo que con mayor o menor fortuna nos encon-
tramos redactadas en la legislación cooperativa española: estatal y au-
tonómica.

V. Cuestiones que plantea

a) denominación

El Fondo de Educación y Promoción experimenta en ley vasca diver-
sas modificaciones en cuanto a su denominación, cambiando el ape-
llido Social por el Cooperativo, hoy Contribución para la educación 
y promoción cooperativa y otros fines de interés público desde 
2008.

Por un lado, no puedo compartir la necesidad, ni conveniencia de 
cambiar de nombre a algo comúnmente conocido como tal, sin que 
personalmente haya detectado en cooperativa alguna motivo para el 
cambio. Si lo analizamos veremos que el nuevo nombre parece obede-
cer al carácter temporal de algo generado en la cooperativa pero que 
debe aplicarse en corto plazo o entregarse. Lo cual tampoco me con-
vence como analizaré en el oportuno punto (destino).

Es un Fondo que se genera por la cooperativa, basado en los princi-
pios en los que el modelo se sustenta y que puede aplicase a una bate-
ría de fines. Con el cambio no se introdujo ninguno que no estuviera y 
simplemente se introdujeron algunos en su denominación, pero con un 
carácter abierto («y otros fines de interés público»).

Por otro, no acabo de ver las ventajas de que cada autonomía 
llame de forma distinta a lo mismo (sin discutir la competencia para 



Regulación en legislación cooperativa vasca de la contribución para la educación… Iñigo Nagore Aparicio

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 253-278 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp253-278 • http://www.baidc.deusto.es 273

que lo haga), ni que pueda ir desvirtuándolo de los principios que 
la ACI se encarga de ir actualizando mediante añadidos diversos 
que no sólo clarifican lo que ya estaba pero que con la redacción 
que reciben pueden llevar a la confusión de considerar excluidos 
los similares.

Tampoco desde un punto de vista práctico me convence por ser 
una denominación interminable que acaba reducida a COFYP, que dice 
aún menos que la tradicional de Fondo de Educación y Promoción.

b) su dotación

La ley contempla dos vías de dotación, aunque llegó a contemplar 
tres: un porcentaje sobre los excedentes cooperativos fijado en estatu-
tos o por la Asamblea y que esta puede incrementar salvo fijación es-
tatutaria y las posibles sanciones económicas que la cooperativa inter-
ponga a sus socios.

Han desaparecido los intereses que la propia «contribución» pu-
diera generar. Esta desaparición parece obedecer al escaso plazo que 
se prevé pueda estar en la cooperativa y tal vez a motivos fiscales.

Si atentemos al panorama cooperativo nacional nos encontramos 
con que otras regulaciones se refieren a su aplicación a cuentas de 
ahorro o títulos de deuda pública (pe. Ley estatal 56.5 D. Legislativo 
valenciano 2/2015). Esos destinos generarán intereses y la lógica del 
fondo nos debería llevar a su afección al mismo.

Adicionalmente, otras leyes cooperativas incluyen como fuentes 
las subvenciones, dotaciones y cualquier tipo de ayuda recibida de 
los socios o de terceros para el cumplimiento de los fines propios 
del Fondo (p.e legislaciones cooperativas andaluza, navarra y valen-
ciana).

Entiendo por tanto que pueden aumentarse en la ley las vías de do-
tación, sin perjuicio de que estas puedan producirse al margen de la 
misma.

c) su destino

La redacción tampoco me parece adecuada, prefiriendo personal-
mente la de la Ley de 1993 en su versión inicial o la de la Ley estatal 
actual y ello tanto por dejar fuera (o parecer que los deja) aspectos que 
entiendo comprendidos, como por optar a una enunciación de fines 
parciales que deberían ser meros ejemplos y que pueden interpretarse 
como excluyentes de otros que, a mi juicio, deberían estar igualmente 
amparados.
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La Ley de 1993 en su versión original agrupaba, como la actual 
estatal, los destinos en tres Grupos. En el 2008, profundizado en el 
2019, desaparecen las materias relacionadas con el trabajo, aunque se 
mantiene la promoción profesional en el entorno social y se empieza a 
ampliar la lista. Entiendo que las tres últimas de la actual ley tiene en-
caje en las tres primeras, resultando reiterativas.

No puedo compartir la técnica enunciativa, que puede ser clarifica-
dora pero que a mi juicio, de no indicarse que no es limitativa, puede 
servir por ejemplo para discutir que planes de igualdad racial no estén 
contemplados o que la educación en otros idiomas no quepa como 
destino de la «contribución» cuando parecen caber sin duda dentro de 
la enunciación ACI. Igualmente, la eliminación de las materias relacio-
nadas con el trabajo, de no reinterpretarse incorporada en otro punto, 
puede chocar con el 5.º Principio que habla de capacitación y con la 
tradición cooperativa del fondo que lo sustenta.

Igualmente, me genera dudas que los gastos de estructura inter-
cooperativa (cooperativas de segunda grado o Grupos) puedan lle-
gar a absorber la totalidad del Fondo mediante el simple desplaza-
miento de socios trabajadores de las cooperativas miembro a las de 
estructura.

d) Formas de canalización

La aplicación del FEP se estable de dos formas: la directa por la 
cooperativa y la indirecta, mediante la entrega de aportaciones dinera-
rias a un tercero.

El sistema plantea varias cuestiones:

— A la vista de que los excedentes cooperativos varían año a año y 
pueden ser muy distintos, ¿por qué no se permite que la coope-
rativa retenga la «contribución» a fin de garantizar unos ingre-
sos recurrentes a las organizaciones beneficiarias?
En la práctica me he encontrado con cooperativas con proble-
mas para buscar beneficiarios en años especialmente buenos y 
con cooperativas que han tenido que denegar apoyo a terceros 
que eran beneficiarios en años malos.
Considero que si lo que pretende es que la «contribución» 
se use, se mueva, hay formas de control que permitan que la 
cooperativa administre su «contribución» a fin de que los pro-
gramas beneficiarios puedan garantizarse temporalmente.
Cada vez más es importante no sólo lo que se recibe, sino que la 
cantidad sea recurrente estando garantizada durante un plazo.
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No se trataría tanto de que efectivamente lo usen como de que 
dispongan de un plan sobre su aplicación. Por ejemplo, entregar 
la cantidad en cinco anualidades de forma que se financie la to-
talidad de un proyecto reteniendo, todo o parte, a fin de garan-
tizar el control de su correcta ejecución.

— ¿Por qué se permite la entrega a un tercero para que lo destine 
sin exigir plazo y no se permite crear algo similar en la propia 
cooperativa sin necesidad de recurrir a una nueva persona jurí-
dica externa? Piénsese en algo similar a lo que podría ser el ré-
gimen de secciones aplicado a este fin. Un patrimonio afecto al 
fin, administrado por la propia cooperativa.
Debe considerarse que si la o las cooperativas generan suficien-
tes fondos pueden crear una estructura intercooperativa para el 
desarrollo del fin o hasta por ejemplo una fundación ¿por qué 
imposibilitar a las pequeñas hacer lo que pueden hacer las gran-
des o por qué obligar a crear una fundación o asociación inde-
pendiente?

— Si la entidad a la que se entrega la «contribución» cumple es-
tatutariamente los fines y se obliga a ello ¿Cuál es la respon-
sabilidad de la cooperativa en caso de que la entidad interme-
dia no lo destine finalmente a uno de los fines previstos en la 
ley 27/1999? Y ello tanto ante la Administración como frente 
a la entidad intermedia y en cuanto a legitimaciones y procedi-
mientos.

Por último, creo altamente recomendable por transparencia, por 
control y por concienciación a los socios de que mantenga la obligato-
riedad de incluir en el informe de gestión, con detalle, las cantidades 
que con cargo a dicho fondo se hayan destinado a los fines del mismo, 
con indicación de la labor realizada y, en su caso, mención de las socie-
dades o entidades a las que se remitieron para el cumplimiento de di-
chos fines en términos similares a los exigido por la Ley estatal, anda-
luza o riojana y hoy previstos en el Reglamento de 2005.

e) Plazo Para su aPlicación

Aun entendiendo que la limitación temporal es para garantizar 
que realmente se use en alguno de los destinos previsto, no puedo 
compartirla.

Creo que le exigencia debería centrarse en la existencia de 
un plan de gasto aprobado por el órgano de administración de la 
cooperativa en un plazo más amplio que el señalado por la ley. Un 
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plan que permita asegurar que la financiación del mismo no esta 
sujeta a ciclos económicos y que no deba abandonarse cuando 
haya pérdidas. Un plan que podría controlarse y que podría ser ob-
jeto de revisión.

Se trataría de pasar de la obligación de usar por haber obtenido ex-
cedentes a obligar tener un plan de actuación a desarrollar con garan-
tías de ejecución, aunque haya pérdidas.

Por último, desde un punto de vista práctico debo decir que no he 
conocido desde 2008, año en que está en vigor el actual sistema, nin-
guna actuación de control sobre el uso del fondo, ni en plazo, ni en 
contenido.

f) inembargabilidad e irrePartibilidad

Con la actual redacción parece que la «contribución» responde 
ante las deudas sociales dada la redacción del artículo 98.2 a), no 
quedando tampoco claramente al margen en procesos concursales.

El problema no se resuelve porque sus dotaciones figuren en el 
pasivo del balance con separación de otras partidas. Lo embargable 
no es el pasivo sino el activo en el que aquel recae. Si añadimos que 
en muchos casos son aportaciones dinerarias no separadas que otras 
serán de imposible individualización.

La parte positiva es la poca incidencia práctica que suelen tener, 
máxime si deben usarse en un periodo tan corto como para evitar 
que se puedan ir acumulando durante años.

Desde un punto de vista teórico creemos que la regulación de la 
inembargabilidad debe perfeccionarse. Máxime si quisiera desarro-
llarse un sistema que permita encauzar el fondo a proyectos a medio 
y largo plazo. 

En otras normas autonómicas (p.e. Madrid o Valencia) se prevé 
su posible materialización en bienes de inmovilizado y una mención 
en el Registro de la Propiedad en el que se halle inscrito, a su carác-
ter inembargable. Esta lógica solución puede no ser adecuada en ca-
sos como los de la afección de una sala de reuniones de la empresa 
a formación, en la que la inscripción de ese posible derecho podría 
hacer inconstituible una hipoteca por las dificultades prácticas en su 
realización.

Por último, resultaría lógica la salvedad presente en la legislación 
madrileña de que el fondo debe responder por las deudas contraídas 
en la ejecución de sus fines. Si se contrata una formación con cargo 
al fondo y no se paga este debería responder. En la práctica se de-
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mandará a la cooperativa por todos sus bienes, pero la cuestión es 
no hallar argumento jurídico para defender en ese caso la inembar-
gabilidad del fondo.

g) decisión sobre Porcentaje dotado:

Con la ley de 1982 era habitual que las cooperativas estableciesen, 
a la hora de distribuir los excedentes, en la Asamblea General Ordina-
ria el porcentaje que dotarían al Fondo de Educación y Promoción. Pese 
a la posibilidad legal de incrementarlo, lo habitual era su dotación mí-
nima. Aunque fuera algo mecánico, la Asamblea dotaba el Fondo y re-
cordaba así su existencia.

Por normativa contable la dotación del fondo, que se convirtió 
en gasto, pasó a realizarse al cierre de cuentas anuales, incorporán-
dose en las que aprueban muchas Asambleas Generales Ordinarias y 
ya no tanto como decisión de distribución de excedentes. Dado que 
las cuentas están cerradas, son gasto y afectan al propio impuesto 
de sociedades también calculado, nos encontramos que difícilmente 
la Asamblea va a plantearse incrementar la dotación mínima ya que 
ese incremento implicaría probablemente reformular las cuentas.

Hoy en día nos encontramos cooperativas que deciden el por-
centaje en Asamblea (el que ya esta en las cuentas, lo aprueban), 
otras en las que se informa del porcentaje y otras que se aprueban 
las cuentas en general estando el fondo deducido como gasto en 
las mismas.

Sin perjuicio de su carácter de gasto, sigo creyendo en la conve-
niencia didáctica de que los socios sepan que el Fondo existe, que lo 
doten y conozcan en que se gasta, para que sirve. Que conozcan lo 
que a través del mismo se aporta a la cooperativa o a la sociedad en la 
que se desarrolla y que se les recuerde que la dotación mínima es un 
mínimo que la Asamblea debe tener la posibilidad real de incrementar. 
Todo ello puede seguir haciéndose, pero que con la actual redacción 
también puede y suele evitarse.
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Sumario: I. Introducción. II. Aportaciones de los socios en las 
cooperativas de viviendas: a) Cantidades desembolsadas como aporta-
ciones a capital social. b) Cantidades desembolsadas a cuenta de ad-
judicación de vivienda. III. Estructura del Patrimonio Neto en las socie-
dades cooperativas, según la Ley vasca. IV. El embargo de los bienes 
y derechos en el Código Civil: breve acercamiento. V. Embargabilidad 
de las aportaciones y fondos obligatorios en las cooperativas de vivien-
das de Euskadi. VI. Conclusiones. VII. Bibliografía. 

Summary: I. Introduction. II. Contributions of the members in 
housing cooperatives: a) Amounts disbursed as contributions to capi-
tal stock. b) Amounts disbursed on account of housing allocations (or 
other elements). III. Structure of Shareholders’ Equity in cooperative 
societies, according to Basque Law. IV. Seizure of property and rights 
in the Civil Code: brief introduction. V. Seizability of the amounts dis-
bursed and the mandatory funds in the housing cooperatives of the 
Basque Country. VI. Conclusions. VII. Bibliography.

Resumen: Las cooperativas de viviendas tienen varias particularidades 
respecto al resto de clases de cooperativas, destacando entre ellas el régimen 
económico de las cantidades desembolsadas por los socios. Aportaciones que 
llevan aparejado un reflejo contable determinado, con afección directa sobre 
el Patrimonio Neto de la sociedad, que resulta además diferente al de otros ti-
pos jurídicos societarios. Cuestiones que, irremediablemente, afectan al régi-
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men de responsabilidad de la propia sociedad y de los socios que la confor-
man frente a las deudas con terceros acreedores. Así, regulando la Ley vasca 
el carácter embargable o no de aquéllas partidas que conforman el Patrimonio 
Neto, se estima interesante el estudio de la embargabilidad de las aportaciones 
desembolsadas por los socios, formen o no éstas parte del mismo.

Palabras clave: Socio, Aportaciones, Patrimonio, Responsabilidad, Em-
bargo

Abstract: Housing cooperatives have several distinctive features with re-
spect to the other types of cooperatives, in particular, the economic regime of 
the amounts disbursed by their members. These contributions carry a specific 
accounting record, with a direct effect on the Shareholders’ Equity of the Soci-
ety, which is also different from that in other types of societies. Such issues in-
evitably affect the liability regime of the cooperative society and the members 
that comprise it against debts with third-party creditors. Thus, taking into con-
sideration that the Basque Law regulates the seizable or non-seizable nature of 
the items that make up the Shareholders’ Equity, it is interesting to study the 
seizability of the contributions disbursed by the members whether or not they 
add to the Equity.

Keywords: Member, Contributions, Equity, Liability, Seizure
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I. Introducción

Las cooperativas de viviendas se han consolidado en Euskadi y en 
el conjunto del Estado como una alternativa al acceso a la vivienda, 
incrementándose este modelo de promoción de viviendas durante es-
tos últimos años. Su justificación se ve reflejada, entre otros motivos, 
en el ahorro que supone para el socio el prescindir de la intervención 
de una promotora profesional y la restricción del crédito a la pobla-
ción por parte del sector financiero.3

Los expertos venían haciéndose eco de una eventual y previsible 
nueva crisis a nivel mundial, con afección a los distintos sectores eco-
nómicos, entre otros el inmobiliario, como consecuencia del padeci-
miento de la economía familiar. Y todo hace indicar que aquella crisis 
se ha podido ver acelerada e incluso incrementada por la actual situa-
ción provocada por el COVID-19. Es decir, las cooperativas de vivien-
das y sus socios se verían afectados por esta crisis debido, entre otras 
causas, a la disminución de la concesión de crédito, el descenso del 
consumo y de la inversión, la falta de liquidez de la empresa, las con-
secuencias jurídico laborales que afecten a los socios a consecuencia 
del Covid-19 (concretamente los ERTEs, los cuales muchos derivarán 
probablemente en EREs). Situación que, como consecuencia de la mi-
noración o falta de ingresos inicialmente previstos puede derivar en 
impagos de los socios hacia la cooperativa y de ésta respecto a las 
constructoras e instituciones, incrementándose el peligro de impago 
de éstos hacia sus acreedores.

En este sentido, y en relación con el régimen de responsabilidad, 
surge la duda de si cabe la posibilidad de que los acreedores, tanto 
de la cooperativa como de los propios socios, pueden embargar las 
cantidades que ingresan los socios a la cooperativa en caso de no po-
der cobrar sus derechos de crédito por la insolvencia de sus respecti-
vos deudores.

La embargabilidad de las aportaciones de los socios en las coope-
rativas cobra especial relevancia en este tipo de cooperativas por di-
versos motivos. Por una parte, la condición de socio está vinculada 
a menudo al hecho familiar, entendido como unidad convivencial, 
estando supeditado este último enormemente al devenir de dichas 
aportaciones, debido al impacto elevadísimo que supone para la eco-
nomía familiar las cantidades que el socio entrega a cuenta para la fi-

3 Etxezarreta Etxarri, A. y Merino Hernández, S. «Las cooperativas de vivienda como 
alternativa al problema de la vivienda en la actual crisis económica». Revesco: Revista de 
Estudios Cooperativos, núm. 113, 2014, p. 104. 
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nanciación de la adjudicación de su vivienda, por ser éstas cuantio-
sas, aspecto en el que se profundizará más adelante en el presente 
artículo.

Por otra parte, la embargabilidad no supone un riesgo solamente 
para el socio que ha aportado esas cantidades, sino también para la 
cooperativa en sí y, por ende, para los demás socios que la confor-
man junto con aquel, pudiendo, por un lado, acarrear problemas de 
financiación para el oportuno y debido desarrollo de la actividad pro-
mocional y, por otro lado, afectar a las cantidades aportadas por los 
demás socios pudiendo venir éstos obligados a realizar más desem-
bolsos de capital —aportaciones— que las iniciales para poder llevar 
a cabo la adjudicación de viviendas y/o el pago de las deudas contraí-
das, precisamente por esa necesidad de autofinanciación, al menos 
parcial, inherente a las cooperativas de viviendas, en su condición de 
autopromotores.

El presente artículo pretende ahondar en la problemática del 
eventual embargo de los fondos obligatorios y de las cantidades de-
positadas por los socios en las cooperativas de viviendas de Euskadi. 
Para ello, es imprescindible examinar, antes de nada, los límites de la 
embargabilidad establecidos en el Código Civil para, a continuación, 
analizar los límites desde el punto de vista del régimen de responsabi-
lidad de la cooperativa y de sus socios en la reciente Ley 11/2019, de 
20 de diciembre, de Cooperativas de Euskadi (en adelante LCE), y fi-
nalizar este estudio centrándolo en el régimen económico y la embar-
gabilidad de las distintas dotaciones que la pueden conformar en las 
cooperativas de viviendas de Euskadi.

II. Aportaciones de los socios en las cooperativas de viviendas

a) Cantidades desembolsadas como aportaciones a capital social

Las cooperativas de viviendas, a tenor de lo dispuesto por el artículo 
117 de la LCE: 

«tienen por objeto procurar a sus personas socias viviendas o loca-
les, edificaciones e instalaciones complementarias; mejorar, conservar 
y administrar dichos inmuebles y los elementos, zonas o edificacio-
nes comunes; crear y prestar los servicios correspondientes, así como 
rehabilitar viviendas, locales y edificaciones e instalaciones destinadas 
a las personas socias.» 
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Aun así, estas cooperativas normalmente se constituyen básica-
mente para proporcionar viviendas o locales a sus socios.4 El principal 
factor atractivo de este modelo es la ausencia de la figura del promo-
tor externo, adquiriendo dicha función los socios y, por ende, procu-
rando éstos ahorrar los costes derivados del beneficio empresarial del 
promotor inmobiliario.5 Aún así, hay que tener en cuenta que el gasto 
que debe asumir el socio es el que deriva del riesgo empresarial que ad-
quiere. Es decir, ser socio implica actuar como un empresario, partici-
pando en la gestión de la sociedad, esto es, arriesgando el dinero entre-
gado en la cooperativa y teniendo que afrontar las hipotéticas pérdidas 
y sobrecostes, ya que una cooperativa es una empresa al fin y al cabo.6

Las aportaciones que deben realizar los socios de las cooperativas 
de viviendas se pueden dividir en tres apartados. Por una parte, nos en-
contraríamos con la cuota de ingreso (la cual se destina al Fondo de 
Reserva Obligatorio —en adelante FRO—) y las sanciones (las cuales se 
destinan a la Contribución para la educación y promoción cooperativa 
y otros fines de interés público —en adelante COFIP—), aportaciones 
que serán analizadas en el siguiente epígrafe de este trabajo.

Por otra parte, tendríamos también las aportaciones de los socios 
al capital social, desembolsadas en concepto de aportación, básica-
mente obligatoria para adquirir la condición de tal socio. Éstas cantida-
des se ingresan como capital social de la cooperativa, formando parte 
del Patrimonio Neto de la misma, y quedan supeditadas al riesgo co-
mercial inherente a la propia actividad cooperativizada.7 Pero no de-
bemos equiparar capital social a Patrimonio Neto, por cuanto éstos re-
sultarán coincidentes en el momento de la constitución de la sociedad, 
pero una vez iniciado el desarrollo de la actividad el valor del Patrimo-
nio Neto podrá verse modificado como consecuencia del resultado que 
se derivase de aquella actividad, aún cuando las aportaciones a capital 
social se mantuvieren inamovibles.8

4 Gadea Soler, E. Derecho de las cooperativas: Análisis de la Ley 4/1993, de 24 de 
junio, de cooperativas del País Vasco, Universidad de Deusto, Bilbao, 2001, p. 268.

5  Merino Hernández, S. «Realidad de las cooperativas de viviendas en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco». Revista Vasca de Economía Social. núm.  15, 
2018, p. 280.

6 Gondra Elguezabal, G. «Euskadiko Etxebizitza Kooperatibak (iruzkinak)». Revista 
Vasca de Economía Social, núm. 0, 2004, p. 120.

7 Puy Fernández, G. «Naturaleza de los bienes susceptibles de ser aportados al 
capital social cooperativa andaluza». Trabajo: Revista iberoamericana de relaciones 
laborales. n.º 4, 1998, pp. 147-148.

8 Gadea Soler, E. Manual de Derecho de Sociedades Cooperativas. Universidad del País 
Vasco junto con el Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, Vitoria, 2008, p. 158.
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El capital social tiene una función de garantía, pero limitada al ca-
pital mínimo exigido por la Ley o por los Estatutos de la cooperativa, 
por el hecho de que dicha cantidad puede variar debido al principio de 
puertas abiertas.9 Remarcar la singularidad de las cooperativas que, a 
diferencia de las sociedades mercantiles, son Sociedades de capital va-
riable consecuencia de dicho principio. Mientras que en estas últimas 
es necesaria la modificación de los estatutos, en las cooperativas el ca-
pital puede variar sin necesidad de modificar éstos. El capital aumen-
tará cuando ingrese un nuevo socio y disminuirá con la separación o 
expulsión.10

La LCE en su art. 60 dispone que el capital social de la cooperativa 
estará constituido por aportaciones realizadas por los socios, tanto obli-
gatorias como voluntarias, con derecho de reembolso o cuyo reem-
bolso puede ser rehusado por la asamblea o el consejo rector, o dinera-
rias o no dinerarias. 

Por lo que concierne a las aportaciones obligatorias, su fin es do-
tar a la cooperativa de los recursos suficientes para llevar a cabo su ac-
tividad cooperativizada.11 La aportación mínima exigida es relevante, 
ya que la cuantía exigida debe fijarse teniendo en cuenta que el con-
junto de aportaciones obligatorias deben constituir una cifra de capi-
tal adecuada para la empresa.»12 Dicha importancia se ve reflejada en 
el artículo 61.2 de la LCE, disponiendo que la aportación obligatoria, 
sin importar que sea dineraria o no dineraria «deberá desembolsarse, al 
menos, en un veinticinco por ciento en el momento de la suscripción, 
y el resto en el plazo que se establezca por los estatutos o la asamblea 
general, que como máximo será de cuatro años.»

Estas aportaciones, según el art. 61.1 de la LCE, son requisito ne-
cesario para obtener la condición de socio en la cooperativa, y pueden 
realizarse en el momento de constitución de la cooperativa, posterior-
mente por los nuevos socios que entren en la sociedad o por imposi-
ción mediante acuerdo adoptado por la Asamblea General, a tenor del 
art. 61.4 de la LCE. En caso de imposición, el socio disconforme puede 
darse de baja, en base al principio de puertas abiertas, considerándose 
ésta justificada, aunque la LCE en su art. 61.4 permite usar las aporta-

9 Gadea Soler, E. Derecho de las cooperativas… op. cit., p. 208.
10 Fajardo García, G. La gestión económica de la cooperativa: responsabilidad de los 

socios. Tesis Doctoral (Universidad de Valencia), Tecnos, Madrid, 1997, p. 21 [consulta: 
23 de octubre de 2019]. Disponible en web: http://roderic.uv.es/handle/10550/38450.

11 Torres Pérez, F.J. Régimen Jurídico de las Aportaciones Sociales en la Sociedad 
Cooperativa. Aranzadi, Pamplona, 2012. p. 80.

12 Gadea Soler, E. Derecho de las cooperativas… op. cit., p. 209.

http://roderic.uv.es/handle/10550/38450
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ciones voluntarias preexistentes para cubrir nuevas aportaciones obliga-
torias y así evitar la baja del socio.

Por otro lado, las aportaciones voluntarias son aquellas aportacio-
nes que integran el capital social de la cooperativa pero que, como su 
nombre bien indica, son de carácter voluntario. Dicho de otra manera, 
por una parte, aunque la Asamblea General adopte la decisión de sus-
cribir dichas aportaciones, el socio que no desee hacerlo no podrá ser 
obligado a ello, y por otra parte, no son conditio sine qua non para ser 
miembro de la Sociedad aunque, al ser aportaciones sociales como las 
obligatorias, pueden ser utilizadas para sufragar las deudas de la em-
presa; es decir, tienen también como finalidad la autofinanciación para 
la consecución del objeto social.13 Todo ello sin perjuicio de señalar la 
posibilidad de la modificación del carácter voluntario de dichas aporta-
ciones por parte de la Asamblea General, convirtiéndolas en obligato-
rias (y viceversa) e, incluso, en su caso, su eventual transformación en 
cantidades entregadas a cuenta para adjudicación de vivienda, con la 
consiguiente regularización contable (salida del Patrimonio Neto y reco-
nocimiento como cuenta acreedora) y fiscal (sujetos al Impuesto Sobre 
el Valor Añadido —en adelante IVA—…) que se derivaría de tal hecho.

En cuanto a las cooperativas de viviendas, el capital social es un 
componente financiero ínfimo, sobre todo si lo comparamos con las 
cantidades entregadas a cuenta para adjudicación de vivienda.»14 Por 
lo que normalmente la relevancia de inembargabilidad de las apor-
taciones de los socios en las cooperativas de vivienda no recae en las 
aportaciones integradas en el Capital social de la sociedad.

b) Cantidades desembolsadas a cuenta de adjudicación de vivienda 

A su vez, los socios deben aportar las denominadas cantida-
des entregadas a cuenta para la adjudicación de su vivienda, es de-
cir, cantidades que sirven para financiar la actividad cooperativa con 
el fin de adjudicar a los socios sus respectivas viviendas. Sobre es-
tas cantidades, aunque la cooperativa deba gestionarlas y emplearlas 
para la financiación, promoción y construcción de las viviendas, ésta 
tiene libertad de disposición sobre ellas.15 Se debe señalar que no son 

13 Gadea Soler, E. Manual de Derecho de Sociedades… op. cit., p. 160.
14 Merino Hernández, S. Manual de Derecho de Sociedades Cooperativas. 

Universidad del País Vasco junto con el Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, 
Vitoria, 2008, p. 345.

15 Fajardo García, G. La gestión económica de la cooperativa… p. 218.
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aportaciones al Capital social, no debiéndose contabilizar como re-
cursos propios de la sociedad, sino recursos ajenos asimilables a una 
cuenta con socios o deudas con terceros.16

Es más, a diferencia del Capital social, en las cooperativas de vi-
viendas las cantidades entregadas a cuenta suelen ser cuantiosas, su-
poniendo un gran esfuerzo económico para sus socios17. Y, a su vez, 
dichas cantidades son imprescindibles para poder llevar a cabo la cons-
trucción de las viviendas, siendo sumamente importante su desembolso 
para la cooperativa y el conjunto de los socios; enmarcado dentro de la 
actividad auto promocional. Por lo que el estudio sobre la eventual em-
bargabilidad de estas cantidades cobra especial relevancia en esta clase 
de cooperativas.

Destaca también, desde un punto de vista contable, que estas 
cantidades entregadas por parte de los socios a cuenta de la adjudi-
cación de su futura vivienda deberán figurar en el pasivo del balance, 
dentro de una cuenta contable de «acreedores a largo plazo», man-
teniéndose como tal incluso en el supuesto de que alguno de ellos 
causare baja voluntaria, atendiendo al régimen de reembolso legal-
mente establecido. En este sentido, dispone el art.  119.6 de la LCE 
que el reembolso de estas cantidades procederá en el momento en el 
que otra persona se subrogue en su posición (derechos y obligacio-
nes), quedando sujeto por tanto a un plazo indeterminado que invita, 
en aplicación del criterio de prudencia, a mantener las cantidades 
desembolsadas por el socio saliente para la adjudicación de vivienda 
en la mencionada cuenta, a la que se pasarán también, inicialmente, 
las aportaciones obligatorias para adquirir la condición de socio. He-
cho que lleva también a la discusión meta jurídica, por cuanto jurí-
dicamente se encuentra resuelto, tal y como a continuación expon-
dremos, del deber de los socios de constituir garantía sobre esas 
aportaciones por ellos mismos desembolsadas y gestionadas, viniendo 
por tanto obligados a incurrir en el gasto financiero inherente a dicha 
operación.

La Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edifica-
ción, en su Disposición adicional primera, establece la obligatoriedad 
de garantizar las cantidades entregadas a cuenta en las cooperativas 
mediante aval solidario emitido por entidades de crédito o contrato 
de seguro de caución suscrito con entidades aseguradoras, teniendo 

16 Merino Hernández, S. Manual de Derecho de Sociedades… op. cit., pp. 345-346.
17 Gondra Elguezabal, G. y Bilbao Zorrozua, A. «Alcance del régimen de 

responsabilidad de los socios en las cooperativas de viviendas en Euskadi». Revista Vasca 
de Economía Social, núm. 16, 2019, p. 155.
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ambas la obligación de estar debidamente autorizadas para operar en 
España.

Este deber de entregar garantía suficiente es legalmente obliga-
torio en las cooperativas, aunque parece no tener mucho sentido, ya 
que esto implica que la persona socia deba avalar las aportaciones 
por ella misma desembolsadas, incurriendo en un gasto más, a di-
ferencia del caso de exigir a un promotor externo dicha garantía, el 
cual sí cobra sentido ya que éste gestiona cantidades ajenas. Parece 
lógico concluir que el hecho de avalar o garantizar las aportaciones 
de los socios debiera ser voluntario, por lo que podría deducirse que 
si legalmente es obligatorio, se debe al convencimiento del legislador 
de que en numerosas ocasiones las promoción bajo fórmula coope-
rativa se lleva a cabo a través de otros agentes: gestoras de coopera-
tivas de vivienda, consultoras inmobiliarias… No podemos ser ajenos 
al hecho de que no resulta fácil que varias personas coincidan con los 
mismos intereses autopromocionales, lo que implica una labor de co-
mercialización previa por parte de terceros, a fin de conseguir captar 
a personas interesadas en adquirir la condición de socios adjudicata-
rios. Cuestión sobre la que el legislador ha pretendido y logrado in-
cidir sustancialmente en el art. 119 de la LEC, cuando condiciona la 
propia constitución de la cooperativa a que venga conformada de ini-
cio por al menos el 50% de los socios adjudicatarios que requerirá la 
sociedad en su proyecto promocional. Sin perjuicio de que ese mismo 
hecho conlleve también la obligatoriedad de la existencia de un pro-
yecto promocional al menos inicial, desarrollado con carácter previo a 
la constitución.

Hay que tener en cuenta que, a su vez, para que no haya un enri-
quecimiento injusto por parte de los socios a la hora de adjudicarles las 
viviendas, los socios deberán soportar los gastos producidos en la cons-
trucción de las viviendas y los incrementos de precio de las viviendas 
por aumento de gastos proporcionalmente a la cuota de cada uno en 
la sociedad, en caso de que la cooperativa no sea solvente para hacer 
frente a esas deudas18, pudiendo elevarse considerablemente el gasto 
al que deben hacer frente. El concepto de cuota ha de entenderse 
como actividad cooperativizada, que habitualmente se determina por 
el precio y/o metros cuadrados de los elementos de los que hubieran 
resultado adjudicatarios. Normalmente el precio se fija en función de 
los referidos metros, además de alturas, ubicación de la vivienda y ane-

18 Lambea Rueda, A. Cooperativas de viviendas. Promoción, construcción y 
adjudicación de la vivienda al socio cooperativo, Comares, Granada, 2012, p. 349.
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jos en la edificación… Los criterios utilizados son los comúnmente em-
pleados en el sector inmobiliario.

III.  Estructura del Patrimonio Neto en las sociedades 
cooperativas, según la Ley vasca

Respecto al régimen económico de las cooperativas de Euskadi, el 
objetivo de la Ley vasca es fortalecer empresarialmente a estas socie-
dades, regulando tanto las aportaciones obligatorias como voluntarias 
y nuevas fórmulas de financiación, teniendo presente, a su vez, la pro-
tección de terceros por medio de garantías, regulando el sistema de 
imputación de pérdidas, por ejemplo.19

Antes de nada, con respecto a la entrada en vigor de la nueva Ley 
11/2019, de 20 de diciembre, de cooperativas de Euskadi (en adelante 
LCE), hacer hincapié en que no ha variado el régimen económico, res-
pecto a la Ley anterior, de las cantidades depositadas por los socios 
en el patrimonio de la cooperativa. La única modificación introducida 
ha sido en relación con el límite de imputación de las pérdidas al FRO, 
como bien se refleja en el séptimo punto de la exposición de motivos 
de la LCE. 

Adentrándonos en lo que se pretende investigar en el marco del 
presente apartado, el Patrimonio Neto de las cooperativas, como to-
das las sociedades, está conformado por el Capital social, el cual se 
constituye y conforma, tal como se ha venido a explicar en el ante-
rior epígrafe de este artículo, con las aportaciones obligatorias y vo-
luntarias de las personas socias, siendo las cooperativas de viviendas 
sociedades con Capital social normalmente simbólico, cumpliendo 
el mínimo legalmente establecido, sin perjuicio de la actividad pro-
motora que fueran a desarrollar. Estas aportaciones, como todas las 
contribuciones societarias a Capital social, no están sujetas al IVA ya 
que no son un desembolso destinado para la posterior adquisición 
de un bien o prestación de un servicio20, y es por ese mismo razona-
miento que el resto de aportaciones dinerarias destinadas a financiar 

19 Gadea Soler, E. Derecho de las cooperativas: Análisis de la Ley 4/1993, de 24 de 
junio, de cooperativas del País Vasco, Universidad de Deusto, Bilbao, 2001, p. 201.

20 La Dirección General de Tributos en la consulta n.º 2077/2033 de 4 de diciembre 
de 2003 advierte que en las cooperativas de viviendas, ocasionalmente, las aportaciones 
al capital social pueden estar sujetas a IVA cuando se desembolsan como pagos 
anticipados efectuados a cuenta de las futuras entregas de viviendas que realizará la 
cooperativa para la persona socia.
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la adjudicación de vivienda sí que están sujetas al referido impuesto, 
ya que se consideran pagos anticipados a la entrega de la vivienda 
realizados a una empresa, devengando el IVA en el momento que los 
socios desembolsen estas aportaciones, a tenor de cuanto dispone el 
art. 75 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

Junto a las aportaciones a Capital social, la LCE establece como 
parte del Patrimonio Neto la posibilidad de la existencia de dos fon-
dos obligatorios, cuyo régimen dotacional y de aplicabilidad procura 
regular, en mayor o menor grado, la propia legislación. Obligato-
riedad dotacional que es ajena a las particularidades que pudieran 
derivarse de las distintas clases de cooperativas, incluidas las de vi-
viendas. Es decir, se estima importante señalar que la regulación del 
régimen económico contenida en la LCE es genérica, al margen de 
las especificidades que más adelante se procuran para cada clase de 
cooperativa.

La ley hace referencia, por una parte, al FRO, el cual está desti-
nado, según el art. 71 de la LCE «a la consolidación, desarrollo y ga-
rantía de la cooperativa.», vale decir, a la promoción de la actividad de 
la sociedad y a la conservación de la cooperativa. 

El FRO desempeña básicamente dos funciones21, las cuales son 
necesarias para cumplir el cometido de este Fondo, dado que, por 
una parte, sirve a la cooperativa para autofinanciarse y aumentar los 
recursos propios y, por otra parte, las cantidades ingresadas actúan 
como garantía para los acreedores y para la sociedad en sí, ya que 
proporciona un margen de reacción frente a situaciones de crisis eco-
nómicas al compensar con este Fondo, en caso de no existir otras re-
servas, las pérdidas del ejercicio, a tenor de cuanto dispone el art. 73 
de la LCE. 

Desde un punto de vista contable, el FRO vendrá reflejado en el 
patrimonio neto en el pasivo del balance de la cooperativa, resul-
tando irrepartible entre las personas socias (excepto en los supuestos 
expresamente previstos en la LCE).22 Atendiendo a la regulación con-
tenida en relación al régimen económico, el destino de este Fondo se 
circunscribe básicamente a la compensación de pérdidas, con los lí-

21 Alzola Berriozabalgoitia, I. y Esnaola Etcheverry, J.M. Manual de Derecho de 
Sociedades Cooperativas, Universidad del País Vasco junto con el Consejo Superior de 
Cooperativas de Euskadi, Vitoria-Gasteiz, 2008, p. 184.

22 Los estatutos de las cooperativas mixtas, con la autorización del Consejo Superior 
de Cooperativas de Euskadi, pueden prever que sea repartible en caso de liquidación 
(art. 155.7 LCE).
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mites porcentuales legalmente establecidos. Posibilidad, la de la im-
putación de pérdidas con cargo a dicho Fondo que resulta lícita aun 
cuando pudieran existir otras reservas disponibles para ello. Límite le-
gal que se ha visto flexibilizado respecto a la normativa anterior, dis-
poniendo el art. 73.1 apartado b) de la LCE como imputación máxima 
el resultante de aplicar el porcentaje medio de lo destinado a los fon-
dos legalmente obligatorios en los últimos cinco años de excedentes 
positivos, o desde su constitución si esta no fuera anterior a dichos 
cinco años (regulación ya contenida en la ley derogada), excepto en 
el supuesto de que el FRO superase el cincuenta por ciento del capital 
social de la cooperativa, en cuyo caso el importe que exceda de dicho 
porcentaje se podrá también emplear para compensar las pérdidas 
(novedad contenida en la nueva LCE).

En caso de acordarse la imputación de las pérdidas con cargo al 
FRO, se procederá a cargar en la cuenta en la que se refleje el Fondo 
directamente la cuenta representativa de las pérdidas a compensar. 
Lo que en caso alguno implica ni debe interpretarse como obliga-
ción de mantener las cantidades dotacionales del FRO como inamovi-
bles, por ejemplo, en una cuenta corriente titularidad de la empresa y 
bajo dicha denominación, sin posibilidad alguna de disponibilidad de 
aquellos Fondos por parte de los administradores de la cooperativa. 
Es decir, pueden estos administradores hacer uso libremente de todos 
aquellos importes que forman parte de la liquidez —tesorería— de 
la cooperativa en el tráfico corriente de la sociedad, con la finalidad 
de adquirir bienes o prestar servicios imprescindibles para la actividad 
empresarial, a diferencia de cuanto sucede con el otro Fondo obliga-
torio, tal y como a continuación expondremos. Es decir, la compensa-
ción de las pérdidas con cargo al FRO se limita a una anotación con-
table, ajena a la libre disponibilidad por parte de los administradores 
de la tesorería con la que cuente la sociedad para la correcta gestión 
y desempeño del tráfico ordinario derivado del desarrollo de la activi-
dad de la sociedad. 23 

El FRO, siendo parte del Patrimonio Neto, es el músculo financiero 
que dispone la empresa para autofinanciarse. Esta afirmación lo co-
rrobora el hecho de que la dotación de esta reserva proviene, mayo-
ritariamente, de haberse obtenido resultados positivos —beneficios— 
durante los ejercicios económicos anteriores. Ahora bien, igual que 
la circunstancia de que se generen unas pérdidas no va irremediable-

23 Gadea Soler, E. «Equilibrio entre el mantenimiento de la identidad cooperativa y 
el adecuado tratamiento del Fondo de Reserva Obligatorio (FRO)». Sociedad y utopía: 
Revista de ciencias sociales, núm. 40, 2012, p. 260.
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mente ligado a que la empresa tenga deudas pendientes de liquidar, 
sino que se deriva del hecho de que los gastos han superado a los in-
gresos, la dotación del FRO tampoco implica la imposibilidad de hacer 
uso de esas cantidades en la gestión del día a día de la sociedad. Se 
trata de un concepto también contable, sujeto al riesgo empresarial. 
De esta manera, ni un resultado de pérdidas conlleva necesariamente 
tener deudas no atendidas, siendo aquél un concepto contable, ni el 
hecho de tener un FRO conlleva que esas «deudas» deban ser atendi-
das por la cooperativa a través de las cantidades dotadas en cumpli-
miento de la legislación vigente a favor de dicha Reserva, tal y como 
ya advertíamos con anterioridad. 

El mencionado Fondo, a cuanto regula el art. 71 de la LCE, se dota 
de varios recursos, concretamente de los resultados positivos del ejer-
cicio económico, de las deducciones sobre las aportaciones al capital 
en caso de baja del socio y de las cuotas de ingreso. A continuación, se 
profundizará en éstas últimas, puesto que al ser elementos patrimonia-
les aportados directamente por los socios persiguen la finalidad de in-
vestigación de este trabajo.

A este respecto las cuotas de ingreso se definen como el desem-
bolso adicional que se exige realizar al nuevo socio con el fin de im-
pedir o aminorar la consecuencia de que su incorporación disminuya 
la relación entre el patrimonio neto y los socios anteriores.24 El pro-
blema legislativo en relación a estas cantidades es la diversidad de 
criterios de limitación de este concepto.25 Por poner un ejemplo, la 
LCE no tiene en consideración la cuantía de las reservas, disponiendo 
solamente en su art. 68.2 que «Las cuotas de ingreso no podrán ser 
superiores al veinticinco por ciento de la aportación obligatoria al ca-
pital social vigente en cada momento para adquirir la condición de 
persona socia», mientras que la Ley de Cooperativas de la Comuni-
dad Valenciana (en adelante «LCCV») toma en consideración la Re-
serva Obligatoria a la hora de limitar la cuota de ingreso en los casos 
en los que los estatutos de la cooperativa no determinen la cuantía 
de ésta.

Por otra parte, la LCE mantiene la denominación de Contribu-
ción para la educación y promoción cooperativa y otros fines de inte-
rés público (en adelante COFIP) que ya adquirió en base a la Disposi-
ción Adicional Cuarta de la Ley 6/2008, de 25 de junio, de la Sociedad 

24 Vargas Vasserot, C., Gadea Soler, E. y Sacristán Bergia, F. Derecho de las 
sociedades cooperativas. Régimen económico, integración, modificaciones estructurales 
y disolución, La Ley, Madrid, 2017, p. 77.

25 Ibid., p. 77.
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Cooperativa Pequeña de Euskadi, para referirse al antiguo Fondo de 
Educación y Promoción Cooperativa26. Todo ello como contribución 
obligatoria que se dedica para una serie de finalidades expresamente 
tipificadas en el art. 72, como son la formación, la intercooperación y 
la promoción socio-cultural, y más concretamente:

a) La formación y educación de sus personas socias y personas 
trabajadoras sobre el cooperativismo, actividades coopera-
tivas y otras materias no relacionadas con el puesto de tra-
bajo.

b) La promoción de las relaciones intercooperativas, incluyendo la 
cobertura de gastos por la participación en entidades creadas 
para la promoción, asistencia, dirección común o actividades de 
apoyo entre cooperativas.

c) La promoción educativa, cultural, profesional y asistencial, así 
como la difusión de las características del cooperativismo en el 
entorno social en que se desenvuelva la cooperativa y en la so-
ciedad en general.

d) La promoción del uso del euskera.
e) La promoción de nuevas empresas cooperativas mediante apor-

taciones dinerarias a una entidad sin ánimo de lucro promovida 
por el movimiento cooperativo vasco.

f) La formación y educación de las personas socias y trabajado-
ras para el fomento en las sociedades cooperativas de una 
política efectiva para avanzar hacia la igualdad de mujeres y 
hombres.

Las aportaciones que se realizan a este Fondo son los resultados 
positivos del ejercicio, en el porcentaje mínimo legalmente estable-
cido (art. 70.2 de la LCE), la plusvalía que pudiera resultar de la regu-
larización del balance, en su caso, (art.  64.2 de la LCE) y las sancio-
nes económicas que la cooperativa imponga a sus socios (a tenor del 
art. 72.4 de la LCE). Sanciones que, en su caso, deberán obligatoria-
mente figurar recogidas en los Estatutos Sociales, junto con la relación 
de eventuales infracciones de las que podrían derivarse aquéllas; todo 
ello junto al procedimiento sancionador, a tenor de cuanto dispone el 
art. 29 de la LCE. 

No siendo objeto del presente artículo el análisis profuso de las par-
ticularidades que rodean a este Fondo, que se estima son lo suficiente-

26 Ómez De la Iglesia, R. El Fondo de Educación y Promoción Cooperativa: una 
visión desde el patrocinio empresarial, Federación de Cooperativas de Trabajo Asociado 
en Euskadi, Vitoria-Gasteiz, 1994, p. 47.
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mente abundantes como para justificar otro artículo, sí debemos repa-
rar, necesariamente, en el hecho de que la propia regulación contenida 
en la LCE advierte que:

a) La cooperativa no tendrá poder de disposición sobre esta contri-
bución, más allá de destinarla a las finalidades de interés público 
anteriormente enunciadas y, consecuentemente

b) Es inembargable.

A diferencia de cuanto se estipula respecto al FRO, cuya dotación 
resulta «meramente» contable, pudiendo los administradores destinar 
los referidos importes dotacionales del fondo a sufragar, como parte 
de la tesorería de la sociedad, los gastos derivados de la gestión y re-
presentación de ésta, la LCE establece que las cantidades destinadas 
a o que forman parte del COFIP sólo pueden aplicarse a las finalida-
des expresamente reguladas por la LCE.  En relación al control del des-
tino del COFIP, el art. 14.4 del Decreto 58/2005, de 29 de marzo, por 
el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Cooperativa de Euskadi 
(en adelante «Reglamento de la LCE»)27, establece la obligatoriedad 
de recoger en el informe de gestión o, en su caso, en la memoria de la 
cooperativa «las cantidades que con cargo a dicho fondo se hayan des-
tinado a los fines del mismo», debiendo señalarse las actividades de in-
terés público que se hayan realizado con éstas.

Por otro lado, y también en contraste al FRO, el COFIP es inembar-
gable (aspecto en el que se profundizará en el quinto epígrafe del pre-
sente artículo), hecho que deviene de la falta de poder de disposición 
de la cooperativa sobre este último Fondo, tal y como ya adelantába-
mos. Es decir, además de que los administradores de la sociedad ven-
gan obligados a gestionar el COFIP atendiendo a los límites de interés 
público tasados por la LCE y estén obligados a rendir cuentas sobre la 
gestión de dicho fondo, dicha ley viene a proteger las cantidades de-
positadas en éste de posibles embargos de acreedores. Aunque, tal y 
como analizaremos más adelante, esto no significa que sus dotaciones 
estén protegidas ante cualquier situación, ya que la cooperativa podría 
venir obligada a responder por las deudas contraídas para la realización 
de las finalidades de interés público recogidas en el art. 72 de LCE con 
cargo a los importes dotacionales del COFIP, aun cuando no hubiera 
sido esa su pretensión inicial, en caso de no disponer patrimonio sufi-
ciente para satisfacer dichas deudas.

27 Entendemos que el Decreto 58/2005 sigue vigente, no integrándose dentro de 
los supuestos enumerados en la Disposición Derogatoria de la reciente LCE ya que no se 
opone a lo establecido en esta última.
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Finalmente, señalar en relación a la partida de balance que se de-
riva de la cuenta de explotación (pérdidas y ganancias), es decir, el re-
sultado del ejercicio con reflejo en el Patrimonio Neto de la sociedad, 
que no cobra especial relevancia en las cooperativas de viviendas por 
su finalidad en sí. Por lo común, esta clase de cooperativas no tienen 
por objeto la especulación habitual y casi inherente al hecho promo-
cional en el que se basa el sector inmobiliario ni, consecuentemente, 
la distribución de resultados positivos, sino más bien todo lo contrario; 
evitar sobrecostes derivados de la participación de intermediarios, pro-
curando su autopromoción. 

En todo caso, sí se estima interesante remarcar la práctica habitual 
que resulta en las cooperativas de viviendas respecto a la cuenta de 
explotación. Así, durante la vida y el desarrollo de la ejecución de la 
promoción, y hasta la efectiva adjudicación —escrituración— de los 
elementos promovidos, la cuenta de explotación (resultado del ejercicio) 
se tiende a igualar a cero, aprovechando la posibilidad que otorgan las 
normas de contabilidad28, de activar como «existencias» (activo) todos 
los gastos en los que hubiera incurrido la sociedad en el ejercicio de su 
actividad promocional durante el ejercicio económico. Recogiéndose los 
ingresos, fundamentalmente cantidades desembolsadas por los socios a 
cuenta de la vivienda, como partida acreedora (pasivo). Será el momento 
de la efectiva adjudicación —escrituración y transmisión de la titularidad 
de los elementos promovidos— cuando aflore el verdadero resultado de 
la sociedad, derivada de su actividad promocional.

IV.  El embargo de los bienes y derechos en el Código Civil: breve 
acercamiento

El art. 1.911 del Código Civil (en adelante «CC») establece que el 
deudor responde de sus obligaciones universalmente, es decir, «con to-
dos sus bienes, presentes y futuros». Aun así, este precepto se ve limi-
tado por la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en ade-
lante «LEC»), concretamente por los art. 605, 606 y 607. 

El art. 605 enumera aquellos bienes que se consideran inembarga-
bles, disponiendo que ostentarán la condición de tal los bienes y de-
rechos accesorios declarados inalienables, los bienes que carezcan de 
contenido patrimonial (es decir, derechos sin carácter económico) y los 

28 Orden EHA/3360/2010, de 21 de diciembre, por la que se aprueban las normas 
sobre los aspectos contables de las sociedades cooperativas.
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bienes declarados inembargables por disposición legal. En otras pala-
bras, dicho precepto establece la plena y absoluta inembargabilidad de 
esos bienes, con independencia de su valor, cantidad o titular de éstos. 
En cuanto a la regulación de la inembargabilidad total de bienes deter-
minada por disposición ajena a la LEC, se deduce que solo cabe regu-
larizarla mediante normas de rango de ley, debido al término «disposi-
ción legal» empleado en el art. 605.29

Por otra parte, el art. 606 detalla otros bienes o derechos conside-
rados relativamente inembargables30, esto es porque, por una parte, 
tienen las condiciones necesarias para ser objeto de embargo debido a 
su contenido patrimonial y alienabilidad pero, por otra parte, con el fin 
de proteger los derechos del ejecutado por intereses que el legislador 
estima conveniente salvaguardar, la LEC determina la total o parcial 
inembargabilidad de estos bienes o derechos:

1.º El mobiliario y el menaje de la casa, así como las ropas del eje-
cutado y de su familia, en lo que no pueda considerarse superfluo. 
En general, aquellos bienes como alimentos, combustible y otros 
que, a juicio del tribunal, resulten imprescindibles para que el ejecu-
tado y las personas de él dependientes puedan atender con razona-
ble dignidad a su subsistencia.

2.º Los libros e instrumentos necesarios para el ejercicio de la pro-
fesión, arte u oficio a que se dedique el ejecutado, cuando su valor 
no guarde proporción con la cuantía de la deuda reclamada.

3.º Los bienes sacros y los dedicados al culto de las religiones le-
galmente registradas.

4.º Las cantidades expresamente declaradas inembargables por 
Ley.

5.º Los bienes y cantidades declarados inembargables por Trata-
dos ratificados por España.

Por último, el art.  607 establece la inembargabilidad de «el sala-
rio, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no exceda de la 
cuantía señalada para el salario mínimo interprofesional», protegiendo 
la ley incluso las cantidades que excedan de ese límite, estableciendo 

29 Salinas Molina, F. «Bienes absolutamente inembargables». En: El proceso civil VI, 
Tirant lo blanch, Valencia, 2001, tomado de Tirant online: 

https://www.tirantonline.com/tol/documento/show/71884?index=5&librodoctrina=2
297&general=bienes+inembargables&searchtype=substring.

30 Salinas Molina, F. «Bienes inembargables del ejecutado». En: El proceso civil VI, 
Tirant lo blanch, Valencia, 2001, tomado de Tirant online: 

https://www.tirantonline.com/tol/documento/show/71885?index=16&librodoctrina=
2297&searchtype=substring

https://www.tirantonline.com/tol/documento/show/71884?index=5&librodoctrina=2297&general=bienes+inembargables&searchtype=substring
https://www.tirantonline.com/tol/documento/show/71884?index=5&librodoctrina=2297&general=bienes+inembargables&searchtype=substring
https://www.tirantonline.com/tol/documento/show/71885?index=16&librodoctrina=2297&searchtype=substring
https://www.tirantonline.com/tol/documento/show/71885?index=16&librodoctrina=2297&searchtype=substring
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el art. 607.2 una escala determinando los porcentajes aplicables a las 
sumas que rebasen dicho margen, como máximo hasta el 90 por 100, 
siendo embargable solo la cantidad resultante.

La razón de ser de la inembargabilidad de dichos bienes y dere-
chos radica, como bien explica el Tribunal Constitucional en su Senten-
cia 113/1989 de 22 de junio de 1989 (Cuestión de Inconstitucionalidad 
n.º 68/1985) en su Fundamento Tercero:

«Entre esas variadas razones que motivar, las declaraciones lega-
les de inembargabilidad, bastante numerosas en nuestro Derecho vi-
gente, destaca la social de impedir que la ejecución forzosa destruya 
por completo la vida económica del ejecutado y se ponga en peligro 
su subsistencia personal y la de su familia [...]»31

Cabe señalar en relación a lo pronunciado por el Tribunal Constitu-
cional que, aunque la LEC dote de protección a bienes y derechos ne-
cesarios para el desarrollo de una vida digna del ejecutado y, por ende, 
su familia, también ha excluido de esta protección algunos bienes o de-
rechos imprescindibles para la subsistencia personal del deudor y el he-
cho familiar, como es el caso de declarar la inembargabilidad de la vi-
vienda habitual.32 

Resulta de especial relevancia, atendiendo a la vinculación al he-
cho familiar (unidad convivencial) que habitualmente lleva aparejado la 
condición de socio de una cooperativa de viviendas, tal y como adver-
tíamos ya en la introducción, el hecho de que el artículo 606 toma en 
consideración los bienes necesarios para la subsistencia, tanto personal 
del deudor como la de su familia, estableciendo la inembargabilidad de 
bienes concretos como mobiliario, ropas necesarias y alimentos, entre 
otros.

El embargo de bienes considerados inembargables será nulo de 
pleno derecho, en base al art. 609, permitiendo al embargado denun-
ciar este hecho ante los tribunales.

Para finalizar con el presente apartado, el art. 588.1 del Código 
Civil establece la nulidad del embargo indeterminado, es decir, el 
embargo realizado sobre bienes y derechos cuya efectiva existen-
cia no conste. Con la limitación que establece el art. 588.2 «podrán 
embargarse los depósitos bancarios y los saldos favorables que arro-
jaren las cuentas abiertas en entidades de crédito, siempre que, en 
razón del título ejecutivo, se determine por el Letrado de la Admi-

31 STC 113/1989 de 22 de junio de 1989 , F.j.3., n.º 68/1985, Ref. La Ley, 314-JF/0000.
32 Salinas Molina, F. «Bienes absolutamente inembargables…», op. cit.
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nistración de Justicia una cantidad como límite máximo.» Si los fon-
dos se encuentren depositados en cuentas a nombre de varios titu-
lares solo se embargará la parte correspondiente al deudor. 

V.  Embargabilidad de las aportaciones y fondos obligatorios en 
las cooperativas de viviendas de Euskadi

En primer lugar, quisiéramos señalar que es objeto del presente 
punto el de procurar el análisis de la embargabilidad del patrimo-
nio de las sociedades cooperativas de viviendas, tomando como re-
ferencia patrimonial no sólo el Patrimonio Neto en sí, sino también 
las cantidades entregadas a cuenta de adjudicación de vivienda por 
parte de los socios, por cuanto en la práctica resultan parte funda-
mental de la financiación de la actividad promocional, junto con la 
financiación externa (préstamo promotor facilitado por las entidades 
financieras). Y ello porque, tratándose de una autopromoción, son 
precisamente los desembolsos realizados por los socios los que, a la 
postre, procuran la liquidación de todos los gastos originados, inclui-
dos los gastos financieros derivados del eventual préstamo promotor 
que se hubiera podido formalizar con la finalidad de facilitar aqué-
lla; sin perjuicio de la habitual ulterior transformación total o parcial 
del mismo en préstamos hipotecarios individualizados de cada socio, 
convertido ya en propietario de los elementos de los que hubiera re-
sultado adjudicatario.

Es por ello que procederemos, en primer lugar, al análisis de la em-
bargabilidad o no de las cantidades reflejadas en las cuentas que con-
forman el Patrimonio Neto (capital social, FRO y COFIP), para finalizar 
con el estudio de la eventual embargabilidad de las cantidades entre-
gadas a cuenta de adjudicación de vivienda por parte de los socios, y 
que figuran en el pasivo del balance, dentro de una partida acreedora 
por desembolsos de los propios socios.

Una vez matizada la finalidad perseguida por quienes suscriben, 
y comenzando el análisis acerca de la supuesta embargabilidad de las 
aportaciones al capital social de la sociedad, como anteriormente 
se ha señalado, éstas se integran en el patrimonio de la cooperativa y 
comportan un riesgo quedando reflejados en el balance de la coopera-
tiva dentro del patrimonio.

Atendiendo a la ubicación del capital social, varias leyes autonó-
micas junto a la ley de cooperativas estatal (Ley 27/1999, de 16 de ju-
lio, de Cooperativas), establecen la inembargabilidad por parte de los 
acreedores personales de los socios de las aportaciones realizadas por 
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éstos. Ahora bien, todo ello sin perjuicio del derecho de los menciona-
dos acreedores a ejercer acciones procurando la compensación de sus 
créditos con cargo a los eventuales reembolsos, intereses y retornos 
que pudieran corresponderle al socio.33 Criterio que viene reforzado 
por la Doctrina.34

La antigua Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de Eus-
kadi no se pronuncia al respecto. Sin embargo, la reciente LCE en su 
art. 65.2 sí regula este aspecto de manera idéntica a las leyes autonó-
micas citadas, disponiendo: 

«Los acreedores personales de las personas socias no tendrán de-
recho alguno sobre los bienes de las cooperativas ni sobre las aporta-
ciones de las personas socias al capital social, que son inembargables. 
Todo ello, sin menoscabo de los derechos que pueda ejercer el acree-
dor o acreedora sobre los reembolsos, intereses y retornos que co-
rrespondan a la persona socia.»

Por lo que corresponde a las reservas obligatorias, éstas se dotan 
tangencialmente de las aportaciones de los socios, y principalmente 
como resultado de la aplicación de cuanto dispone el art. 70 de la LCE 
respecto al destino, que debe procurar mínimamente la cooperativa de 
los resultados positivos que pudiera obtener a la finalización de cada 
ejercicio económico. Debemos reseñar que la calificación como tangen-
cial de la relevancia de las aportaciones de los socios a dichos fondos se 
debe básicamente a su carácter residual. Y ello porque solo procede di-
cha dotación en caso de aplicación de deducciones para los supuestos 
de baja no justificada y desembolso de cuotas de ingreso para adquirir 
la condición de socio (con destino al FRO), y las sanciones económicas 
que pudieran imponerse a los socios como consecuencia de la comisión 
de infracciones (con destino al COFIP). Importes en todo caso normal-
mente simbólicos, por cuanto ni las aportaciones obligatorias para ad-
quirir la condición de socio sobre las que se aplicarían las deducciones, 
atendiendo en todo caso a los límites legalmente establecidos35, resultan 

33 Véase: Decreto-Ley 2/2015, de 15 de mayo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, art. 60.6; Ley 4/1999, 
de 30 de marzo, de Cooperativas de la Comunidad de Madrid, art. 54.6; Ley 27/1999, 
de 16 de julio, de Cooperativas, disposición adicional tercera.

34 Véase: Torres Pérez, F.J. Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad 
Cooperativa. Tesis doctoral. Universidad de Vigo, Vigo, 2011, p.  138 [consulta:23 de 
octubre de 2019]. Disponible en web: http://www.investigo.biblioteca.uvigo.es/xmlui/
handle/11093/315. 

35 Art. 66.1 de la LCE.

http://www.investigo.biblioteca.uvigo.es/xmlui/handle/11093/315
http://www.investigo.biblioteca.uvigo.es/xmlui/handle/11093/315
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relevantes, como ya señalábamos con anterioridad; ni resulta habi-
tual el requerimiento de desembolso de cuotas de ingreso para ad-
quirir la mencionada condición de socio, que, en todo caso, se en-
cuentra también limitado, al igual que las deducciones referidas, al 
importe de la aportación obligatoria; y rara vez se imponen sanciones 
pecuniarias a los socios por la comisión de alguna infracción legal o 
estatutariamente prevista, requiriendo además las sanciones por in-
fracciones graves y muy graves, económicamente más destacables, de 
la oportuna tramitación de expediente disciplinario, con la dificultad 
jurídico-procesal que de tal hecho se deriva para la propia sociedad 
cooperativa y sus administradores, lo que lo convierte, en la práctica, 
en un procedimiento muy poco atractivo y, por ende, eficaz. Todo lo 
cual exponemos sin perjuicio de reiterar que los resultados económi-
cos de las cooperativas de viviendas durante el desarrollo de la ac-
tividad promocional y hasta el ejercicio de la efectiva adjudicación 
—escrituración— de los elementos promovidos tienden a ser cero. 
Consecuentemente, durante la vida de la actividad promocional en-
tendida en sentido estricto estas cooperativas o bien no tienen cons-
tituidos fondos obligatorios, por falta de dotación, o si se encuentran 
constituidos lo están por importes dotacionales insignificantes. Cues-
tión distinta es la dotación económica que pudiera derivarse a favor 
de dichos fondos obligatorios como consecuencia de aplicar al resul-
tado positivo que hubiere podido obtener la cooperativa a la finali-
zación del ejercicio en el que se produjera la efectiva adjudicación de 
los elementos promovidos, tanto a favor de los socios adjudicatarios 
como, en su caso, de terceros36, aquellos porcentajes de distribución 
establecidos por el art. 70 de la LCE. Es decir, aflorando a cierre del 
referido ejercicio económico un diferencial positivo entre los ingresos 
obtenidos fruto de la adjudicación (socios) y/o enajenación (terceros) 
de los elementos promovidos, y los gastos en los que hubiera incu-
rrido la sociedad para, precisamente, poder llevar a cabo la ejecución 
—actividad promocional de los elementos mencionados.

La Ley Vasca establece consecuencias divergentes en cuanto a la 
posibilidad de embargo según la reserva. Con respecto al FRO la LCE, 
como la Ley estatal y las leyes autonómicas, no establece la inembar-
gabilidad de éste, por lo que, aparte de poder imputar a este Fondo 
las pérdidas del ejercicio, se podría concluir que las cuotas de ingreso 
de los socios podrán ser objeto de embargo por los acreedores de la 
cooperativa. 

36 Art. 117.2 de la LCE.
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En consideración a la supuesta embargabilidad del COFIP, la 
LCE deja claro en su art. 72.2 que es inembargable debido a que «la 
cooperativa no tiene poder de disposición sobre esta contribución.» 
La inembargabilidad de este Fondo está generalizada a las demás le-
yes autonómicas, como es el caso de la Ley 12/2015, de 9 de julio, de 
cooperativas de la Comunidad Autónoma de Cataluña (art.  85.3), la 
Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas Andalu-
zas (art. 71.1) y el Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Con-
sell, por el que se aprueba el texto refundido de la LCCV (art. 72.3), e 
incluso la ley estatal (art.  56.5) de aplicación única y exclusivamente 
subsidiaria para lo no regulado por las legislaciones autonómicas, tal y 
como ya advertíamos con anterioridad, señala expresamente el carácter 
inembargable del COFIP.

A diferencia de la Ley 4/1999, de 30 de marzo, de Cooperativas 
de la Comunidad de Madrid (art. 64.4) y de la ley estatal (art. 56.6), 
entre otras, la LCE no establece la prohibición de que los depósitos 
bancarios o los títulos de deuda pública de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco (art. 14.3 del Reglamento de la LCE) en los que se ma-
terialice esta reserva sean pignorados o afectados a cuentas de cré-
dito o préstamos. Estos contratos bancarios (depósitos bancarios) y 
títulos-valores (títulos de deuda pública) en los que se puede mate-
rializar el COFIP proporcionan seguridad, liquidez y rentabilidad a la 
cooperativa y a sus socios. Por lo cual, el hecho de no establecer esta 
prohibición puede originar consecuencias en sentido contrario, de-
bido a que la Reserva podría estar vinculada a un derecho de crédito 
u obligación de pago, los cuales pueden acarrear que el acreedor so-
licite el embargo de las cantidades depositadas en el Fondo en caso 
de no ver satisfecha su deuda, cuando a tenor del art. 72.3 de la LCE 
éste es inembargable. 

A su vez, la LCE no regula, a diferencia de, por ejemplo, la ley es-
tatal (art. 64.4) y la LCCV (art. 72.5), la obligatoriedad de expresar la 
inembargabilidad de bienes inmovilizados en el Registro de la propie-
dad, o en aquél en el que el bien se halle inscrito, si el fondo o parte 
de éste se aplicase en estos bienes. Nuevamente, esto puede ocasionar 
problemas en cuanto a la seguridad del Fondo, ya que los acreedores 
podrían exigir el embargo del bien afecto a éste y, en caso de no ver 
satisfechos sus créditos, ejercer su derecho a reclamar la realización del 
embargo del bien, acción que es contraria al precepto regulado en el 
art. 72.3 de la LCE sobre la inembargabilidad del Fondo. 

Estas disposiciones son una garantía para la inembargabilidad de 
dicha Reserva Obligatoria. Aun así, esto no significa que el legislador 
vasco no haya procurado la referida garantía por otros medios, como 
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es el caso de controlar el destino de este Fondo mediante el informe de 
gestión regulado en el art. 14.4 del Reglamento de la LCE. 

Para finalizar, el artículo 59.1 de la LCE deja claro que, respecto al 
COFIP, las cantidades desembolsadas por los socios a este Fondo, con-
cretamente las sanciones disciplinarias impuestas por la cooperativa a 
éstos, solo podrán verse afectadas por las obligaciones contraídas para 
el cumplimiento de los fines del COFIP. Esta regulación establece un 
blindaje en relación a dicho Fondo37. 

A efectos prácticos, en el supuesto de que el patrimonio de la 
cooperativa no fuera suficiente para responder de las deudas de los 
acreedores, éstos no podrán dirigirse contra la sociedad para satisfa-
cer su crédito con cargo a los importes dotacionales del COFIP, a no 
ser que esa deuda trajera causa precisamente de la realización de al-
guno de los propósitos y finalidades legalmente enmarcadas para di-
cho Fondo como, por ejemplo, debido a la creación de infraestructuras 
para la formación, gastos de participación en un grupo corporativo de 
una cooperativa, edición de publicaciones, pagos a las entidades aso-
ciativas de sus respectivas cuotas… Y ello sin perder nunca de vista, 
además, la absoluta libertad de los administradores y de la cooperativa 
para acordar la liquidación de aquéllas deudas que pudieran enmar-
carse incluso dentro del ámbito de aplicabilidad del Fondo, con cargo 
al COFIP, o a través de otros medios.

Debemos aclarar también que, para el supuesto contrario, es decir 
que los importes dotaciones del COFIP fueran insuficientes para hacer 
frente a las obligaciones contraídas para el cumplimiento de los fines 
de éste, se estima que los acreedores sí que podrían dirigirse contra el 
resto del patrimonio cooperativo.38

Entendemos por tanto que el legislador autonómico ha atendido a 
las particularidades de las dotaciones y finalidades perseguidas a través 
de la aplicabilidad del COFIP, y que ha sido congruente, procurando 
una mayor clarificación respecto a su inembargabilidad, reforzando as-
pectos que con la regulación anterior pudieran quedar en tela de juicio, 
sin perjuicio de que el legislador no haya entrado a regular la total ca-
suística que podría darse. Todo ello sin perjuicio de las distintas inter-
pretaciones jurídicas que puedan desprenderse de la materia estudiada.

Resumiendo, en cuanto a las cantidades integradas en los fondos 
de reserva obligatorias estimamos manifiesto concluir el carácter em-
bargable del FRO y la naturaleza inembargable del COFIP, sin perjuicio 

37 El art. 56 de la anterior Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de Euskadi, 
el cual regulaba la responsabilidad por las deudas sociales, no ofrecía dicha garantía.

38 Fajardo García, G. La gestión económica… op. cit., p. 477.
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tanto de la falta de una coincidencia íntegra entre las finalidades per-
seguidas por el legislador vasco, frente a otras realidades legislativas 
autonómicas, como, sobre todo, de una regulación más específica en 
materia de garantías, como por ejemplo la prohibición de pignorar o 
afectar a préstamos o cuentas de crédito. La inembargabilidad es con-
secuencia de los límites legalmente establecidos al poder de disposición 
a la sociedad, poder que permite a los administradores disponer de la 
parte líquida (tesorería) de la que forme parte el FRO para el desarrollo 
de la actividad ordinaria, no así de los importes que formen parte del 
COFIP. 

Por último, en relación con la embargabilidad de las cantidades 
entregadas a cuenta para adjudicación de vivienda, lo más rele-
vante es saber si se integrarán en el patrimonio de la cooperativa o si 
seguirán en el patrimonio del socio. Por una parte, puede que las can-
tidades se integren en el patrimonio cooperativo, supuesto que lo po-
sibilitan varias leyes autonómicas, al establecer que a través de los 
estatutos se pueda acordar que dichas aportaciones sí integren el patri-
monio cooperativo.39

Su ubicación tiene gran importancia, ya que la masa que sea pro-
piedad del socio no responderá frente a los acreedores sociales de la 
cooperativa, y la que es propiedad de la cooperativa estará a salvo de 
los acreedores personales de los socios.40 Por todo ello, en caso de que 
las cantidades entregadas ingresen en el patrimonio de la cooperativa, 
los acreedores sociales de la cooperativa podrán reclamar de esa canti-
dad su crédito correspondiente, al contrario de los acreedores persona-
les del socio.

Respecto a la posibilidad de integrar estas cantidades en el patri-
monio cooperativo, no tiene relevancia para el acreedor personal del 
socio, ya que la cooperativa, al disponerlas a título fiduciario, podría 
utilizarse para el pago de deudas.41 

Por otra parte, la LCE en su art.  68.3 estipula que las cantidades 
entregadas a cuenta no integran el patrimonio cooperativo, prohi-
biendo que puedan ser embargadas por los acreedores sociales de la 
cooperativa:

39 Véase: Ley 4/1999, de 30 de marzo, de Cooperativas de la Comunidad de 
Madrid, art.  57.2; Decreto-Ley 2/2015, de 15 de mayo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, art. 64.3; Ley 
11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, art. 83.2.

40 Fajardo García, G. La gestión económica… op. cit., p. 220.
41 González Tausz, R. «Las cooperativas de viviendas de responsabilidad limitada 

no existen». Revesco: Revista de Estudios Cooperativas. 1.er cuatrimestre 1999, n.º 67, 
p. 118.
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«La entrega por las personas socias de cualquier tipo de bienes o 
la prestación de servicios para la gestión cooperativa y, en general, los 
pagos para la obtención de los servicios cooperativos no integran el ca-
pital social y están sujetos a las condiciones fijadas y contratadas con la 
cooperativa. Aquellas entregas no integran el patrimonio de la coope-
rativa, y no podrán ser embargadas por los acreedores sociales.»

Entendemos que el mencionado artículo no habilita la posibilidad 
de integrar las cantidades entregadas a cuenta de adjudicación de vi-
vienda por los socios en el patrimonio de la cooperativa, al contra-
rio de cuanto expresamente disponen otras leyes autonómicas. Es por 
ello que, en base a la regulación contenida en la LCE, se estima que las 
cantidades desembolsadas por los socios a cuenta de la futura adjudi-
cación de su vivienda deben considerarse como parte integrante e inse-
parable del patrimonio personal de los mismos, debiendo contabilizar-
las la cooperativa como tales, en una cuenta acreedora de su pasivo.42

En este mismo sentido se pronuncia parte importante de la doc-
trina al defender la interpretación de que si las cantidades entregadas 
a cuenta no integran, basándonos en lo estipulado en el art. 68.3 de 
la LCE, el Patrimonio Neto de la cooperativa, los acreedores personales 
del socio podrán embargar dichas cantidades para satisfacer su crédito, 
sin perjuicio de privar de esta posibilidad a los acreedores sociales de la 
cooperativa. Acreedores sociales que verán sus acciones reivindicatorias 
limitadas al patrimonio de la cooperativa, conformado, entre otros, por 
su capital social y su bienes.43 De esta manera, la práctica habitual de la 
identificación de los elementos de los que resultare adjudicatario cada 
socio al inicio de la actividad promocional —ejecución de la obra— y, 
más concretamente, en el marco de la formalización del pertinente 
contrato de adjudicación, viene a reforzar la interpretación de la em-
bargabilidad de las cantidades entregadas a cuenta de la futura adjudi-
cación. Pero no podemos obviar en este sentido que el socio adquiere 
también, normalmente al mismo tiempo de la formalización de aquel 
contrato de adjudicación, una serie de obligaciones socio económicas 
para con la cooperativa, cuyo vencimiento resulta igualmente antici-
pado a la efectiva adjudicación —escrituración. Es por ello que los de-

42 Vargas Vasserot, C. «El derecho del socio en caso de baja y el concurso de 
las sociedades cooperativas». CIRIEC-España. Revista jurídica de economía social y 
cooperativa. 2010, n.º 21, p. 48.

43 Defienden este criterio Torres Pérez, F.J. Régimen de las aportaciones… op. cit., 
pp 138-139; Fajardo García, G. La gestión económica… op.  cit, p.  203; y González 
Tausz, R. «Las cooperativas de viviendas...», op.  cit, p.  118; Vargas Vasserot, C. «El 
derecho del socio…» op. cit., p. 49.
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rechos de la cooperativa frente a los socios que la conforman derivados 
de los citados compromisos socio económicos adquiridos por éstos no 
puedan resultar perjudicados por aquella embargabilidad.44

Por lo cual, al tiempo que la LCE (art. 65.2) disipa la duda sobre la 
embargabilidad de las aportaciones de los socios al capital social que 
provocaba la regulación contenida en la antigua Ley 4/1993, de 24 de 
junio, de Cooperativas de Euskadi (derogada por la LCE), señalando su 
inembargabilidad por parte de los acreedores personales de los socios, si-
gue sin aclarar de manera expresa la eventualidad del embargo por parte 
de los acreedores personales de los socios de las cantidades entregadas 
por éstos a cuenta de adjudicación de vivienda (o los elementos promo-
vidos de los que hubiere resultado adjudicatario), y que no forman parte 
del capital social. Compartiendo el criterio jurídico-contable doctrinal re-
lativo a que dichas cantidades no forman parte del capital social ni, por 
ende, del Patrimonio Neto de la sociedad, no podemos participar de las 
conclusiones contenidas en otras legislaciones autonómicas en este sen-
tido, además de por lo ya expuesto, porque estimamos lógico concluir 
que si el legislador de la LCE no lo ha recogido así ha sido de manera in-
tencionada, a diferencia de cuanto ha procurado respecto a las aporta-
ciones a capital social, y porque tampoco lo dispone la ley estatal, en lo 
que pudiera conllevar una aplicación supletoria.

En base a todo lo expuesto, si bien podría concluirse el eventual in-
terés de los socios adjudicatarios para que todos sus desembolsos pre-
vios al momento de la efectiva adjudicación de los elementos promovi-
dos pudieran computarse como aportaciones a capital social, al objeto 
de su calificación como inembargables por parte de los acreedores per-
sonales, no debemos olvidar tampoco que la Cooperativa responde 
con su capital social frente a sus acreedores sociales. Al tiempo que di-
cha práctica también conllevaría repercusión fiscal irremediablemente 
vinculada a las autoliquidaciones del IVA que pudiera llevar a cabo la 
cooperativa. Es por ello que para la debida calificación jurídico-econó-
mica de las cantidades desembolsadas por los socios se deberá aten-
der, caso por caso, al hecho de si aquéllas llevan o no aparejada de 
alguna manera, ya sea explícita o implícita, la transmisión de los dere-
chos sobre los elementos promovidos.45 

44 Véase: FAJARDO GARCÍA, G. La gestión económica… op.  cit, p.  216; TORRES 
PÉREZ, F.J. Régimen de las aportaciones… op. cit., p. 139. 

45 PANIAGUA ZURERA, M. La sociedad cooperativa. Las sociedades mutuas de 
seguros y las mutualidades de previsión social. Madrid: Ed. Marcial Pons, Ediciones 
Jurídicas y Sociales, 2001, p. 251, tomado de VARGAS VASSEROT, C. «El derecho del 
socio… op. cit., p. 49.
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VI. Conclusiones

Primera. Debemos destacar de entre las especificidades de las 
cooperativas de viviendas, respecto al resto de clases de cooperativas, 
las siguientes:

— La existencia de desembolso de cantidades por parte de los so-
cios adjudicatarios que no van destinadas al capital social como 
aportaciones, ni obligatorias ni voluntarias, sino a cuenta de ad-
judicación de la futura vivienda. Y por ello, sujetas al tipo impo-
sitivo correspondiente del IVA.

— La posibilidad de la activación como «existencias» en el balance 
de situación de todos los gastos en los que vaya incurriendo la 
sociedad en el desarrollo de su actividad promocional hasta el 
ejercicio de la efectiva adjudicación y enajenación —escritura-
ción— de los elementos promovidos. Es decir, procurándose de 
esta manera el cierre —cuenta de explotación— de los ejercicios 
económicos señalados a cero.

Segunda. Atendiendo al régimen económico dotacional legal-
mente establecido para los fondos obligatorios (FRO y COFIP), y como 
consecuencia de lo anteriormente expuesto, el estudio de los mencio-
nados fondos no reviste sustancial trascendencia durante el período de 
actividad promocional —ejecución de la obra— de las cooperativas de 
viviendas.

Tercera. Sí resulta en cambio interesante el estudio genérico de 
la embargabilidad de los referidos fondos obligatorios, por la even-
tualidad de que pudieran aflorar cantidades dotacionales destinados a 
aquellos como consecuencia de un resultado económico positivo a par-
tir del ejercicio en el que se produjera la efectiva adjudicación y/o ena-
jenación de los elementos promovidos.

Cuarta. De esta manera, la legislación vasca regula expresamente 
la inembargabilidad del COFIP, debiendo entenderse el FRO como em-
bargable por cuanto nada dispone el legislador en sentido contrario; 
pareciendo lógico concluir que, si así lo hubiere pretendido, no hubiera 
tenido más que repetir o remitirse a lo ya preceptuado en tal sentido 
para el primero.

Quinta. En cuanto a las aportaciones desembolsadas por los so-
cios a la cooperativa:

— No existiendo particularidad alguna que ataña en exclusiva 
a las cooperativas de viviendas frente al resto de clases de 
cooperativas en relación a las aportaciones a capital social, sí 
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resulta reseñable el hecho de que el legislador haya incorpo-
rado explícitamente en la nueva LCE el carácter inembarga-
ble de las mismas, tanto por parte de los acreedores socia-
les como de los personales, procurando así disipar cualquier 
duda que hubiera podido existir hasta la fecha como conse-
cuencia de su falta de previsión expresa en la legislación ante-
rior derogada.

— Con respecto a las cantidades entregadas para adjudicación 
de vivienda, no podemos más que concluir su embargabilidad 
por parte de los acreedores personales, por cuanto continúan 
formando parte del patrimonio de los propios socios hasta el 
momento de la efectiva adjudicación de los elementos promo-
vidos de los que hubieren resultado beneficiarios. No así por 
parte de los acreedores sociales, dado que aquellas cantidades 
no pasan a formar parte del patrimonio de la cooperativa hasta 
tanto no se produzca la referida efectiva adjudicación —escri-
turación. Criterio que se estima reforzado por el hecho de que 
el legislador haya regulado expresamente su inembargabilidad 
por parte de los acreedores sociales, pareciendo lógico concluir 
que, si así lo hubiera pretendido también para los personales, 
lo hubiera recogido. Inembargabilidad que tampoco contiene 
en la legislación estatal, para el supuesto de que se estimare su 
eventual aplicación supletoria.
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Sumario: I. Introducción. II. Material y métodos. III. Morbilidad y 
áreas de oportunidad de las cooperativas de la Región de la Costa de 
Oaxaca. IV. Causas sistémicas de la morbilidad y áreas de oportunidad 
encontradas. V. Conclusiones. VI. Referencias. VII. Anexo uno Cédula 
de Evaluación Diagnóstica.

Summary: I. Introduction. II. Material and methods. III. Morbid-
ity and areas of opportunity for cooperatives in the region of Costa 
de Oaxaca. IV. Systemic causes of morbidity and areas of opportunity 
found. V. Conclusions. VI. References. VII. Appendix one Diagnostic 
Evaluation Form.

Resumen: En este trabajo se describen las diez principales deficiencias 
o áreas de oportunidad que afectan el desarrollo de treinta cooperativas de 
producción de la Región de la Costa de Oaxaca en México, abarcando las di-
mensiones normativa-institucional, social, económica, administrativa, técnica 
y política a partir de considerar que los fenómenos de la realidad son multidi-
mensionales. Asimismo, a partir del análisis de la literatura teórica reciente en 
el área de las Ciencias Sociales y Económico Administrativas, se identifican seis 
causas estratégicas externas de fondo de los problemas encontrados: 1) Exce-
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siva precariedad económica de los socios cooperativistas; 2) Política educativa 
alienada, sin programas académicos para la economía social y el emprendi-
miento; 3) Deficiente arreglo normativo-institucional; 4) Deficientes y limitadas 
políticas públicas de apoyo a la economía social; 5) Desarrollo de una cultura 
individualista y oportunista en el supra-sistema, y 6) Educación formal escasa y 
no pertinente a las necesidades de la región.

Palabras clave: Morbilidad de las cooperativas; Diagnóstico de las coope-
rativas; Costa de Oaxaca; Capital humano laboral.

Abstract: This paper describes the ten main and most frequent deficien-
cies or opportunity areas that affect the development of thirty cooperatives of 
the Oaxaca Coast Region in Mexico, covering the social, economic, adminis-
trative, technical and political dimensions more institutional rules from con-
sidering that the reality phenomena are multidimensional. Likewise, based on 
the analysis of the theoretical literature more recent of the Social, Administra-
tive and Economic Sciences areas, are identified six underlying strategic exter-
nal causes of the problems found: 1) Excessive economic precariousness of the 
cooperative members; 2) Alienated educational policy, without academic pro-
grams for social economy and entrepreneurship; 3) Deficient institutional ar-
rangement; 4) Deficient and limited public policies to support the social econ-
omy; 5) Development of an individualistic and opportunistic culture in the 
supra-system, and 6) Formal education scarce and not suitable to the needs of 
the region.

Keywords: Cooperatives morbidity; Cooperatives Diagnosis; Oaxaca 
Coast; Human and labor capital.
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I. Introducción

La economía social y el cooperativismo son opciones de desarro-
llo alternativo que en diversas regiones del mundo han demostrado 
ser efectivas para promover el desarrollo sustentable e inclusivo, sobre 
todo en momentos de crisis del modelo hegemónico. La importancia 
del cooperativismo en el mundo es notable ya que actualmente exis-
ten alrededor de tres millones de organizaciones cooperativas que dan 
empleo a más de ochocientos millones de personas, generan ingre-
sos anuales de 2.1 trillones de dólares y benefician de manera directa 
o indirecta a más de tres mil millones de personas (Kliksberg, 2012 y 
Alianza Cooperativa Internacional ACI, 2018).

Sobre las bondades del modelo cooperativo y su importancia en la 
construcción de una economía más humana, sustentable e incluyente, 
la Alianza Cooperativa Internacional destaca que «El modelo de nego-
cio cooperativo se basa en valores y principios éticos que dan prioridad 
a las necesidades y aspiraciones de sus miembros por delante del puro 
y simple objetivo de maximizar la utilidad financiera. A través de la au-
toayuda y del empoderamiento, reinvirtiendo en sus comunidades y 
preocupándose por el bienestar de las personas y del mundo en el que 
vivimos, las cooperativas adoptan una visión a largo plazo sobre el cre-
cimiento económico sostenible, el desarrollo social y la responsabilidad 
medioambiental» (ACI, 2018:5).

Desafortunadamente, la economía social y el cooperativismo han 
sido relativamente poco estudiados, en comparación con las corpora-
ciones privadas y las organizaciones gubernamentales, especialmente 
en relación a la «morbilidad» entendida como la incidencia de enfer-
medades o disfunciones de un organismo. Lo que se ha estudiado del 
cooperativismo tiende a centrarse en los llamados «casos exitosos» que 
abarcan un grupo muy reducido de cooperativas en el mundo que han 
tenido un destacado desarrollo y se han considerado modelos a seguir; 
sin embargo, se puede afirmar que se puede aprender más de los fra-
casos que de los éxitos cooperativistas, sobre todo si los fracasos supe-
ran por lo menos en un número de setenta a uno a los éxitos de este 
tipo de organizaciones. Considerando que la morbilidad lleva a la mor-
talidad de los organismos, se considera necesario estudiar las disfuncio-
nes, problemas o áreas de oportunidad más comunes de las cooperati-
vas y sobre todo las causas de fondo de la morbilidad y mortalidad de 
estas organizaciones. Esto, como requisito previo para el diseño o redi-
seño de las políticas públicas de apoyo a la economía social. Sólo así se 
puede garantizar un diseño inteligente y una implementación efectiva 
de las políticas respectivas. Por el contrario, centrarse en el estudio de 
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casos exitosos, equivale a tratar de prepararse para resolver una pan-
demia humana estudiando únicamente a las personas que están sanas. 
Si se quiere generar conocimiento sobre cómo fortalecer el cooperati-
vismo, se debe hacer énfasis en estudiar estas variables con un énfasis 
en las causas de fondo de las mismas. 

Se puede suponer que la morbilidad de las cooperativas las lleva, 
tarde o temprano, al fracaso y extinción de las mismas. El fracaso se 
puede entender como el hecho de que estas organizaciones no logren 
satisfacer en lo mínimo las necesidades de sostenibilidad económica de 
sus miembros, generando empleo, ingresos u otro tipo de beneficios 
económicos y sociales de manera constante y suficiente para sus so-
cios; asimismo, que no logren cumplir su propósito de mantener en el 
tiempo una actividad de producción y comercialización, según su giro 
específico, sin pérdidas financieras. Esto, independientemente de bene-
ficiar o no a la comunidad y al medio ambiente, ya que esto es también 
parte de la naturaleza de las cooperativas. Sobre el fracaso, desapari-
ción o «mortalidad» de las Cooperativas, todo parece indicar que no 
existen datos confiables en México y el mundo, sin embargo, se puede 
inferir la magnitud de este fenómeno al ubicarlas dentro de las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas, mejor conocidas como MiPyMEs. En el 
caso de México, la mortalidad de las MiPyMEs a nivel nacional es de al-
rededor del 65% antes de los primeros cinco años de operación (INEGI, 
2015). Sin embargo, considerando que en general la problemática de 
las Cooperativas tiende a ser más compleja que las MiPyMES privadas, 
sobre todo por problemas de capital humano, financiamiento y gober-
nanza interna, se puede suponer que la mortalidad sea mayor. En el 
caso de la Costa de Oaxaca, un estudio preliminar reciente señala una 
mortalidad de alrededor del 90% de las cooperativas (Sosa, Gómez, 
Carmona y Medel, 2019).

Con relación a la morbilidad y áreas de oportunidad de las coope-
rativas, una revisión bibliográfica muestra que tampoco existen estu-
dios suficientes sobre el tema, por lo menos en México. Esto, elimina la 
posibilidad de que el gobierno impulse políticas públicas efectivas que 
aporten de manera inteligente al fortalecimiento del cooperativismo y 
la economía social. Asimismo, se debe señalar la carencia de planes de 
estudios o currículos académicos sobre administración cooperativa en 
casi todos los países del mundo. Para el caso de las cooperativas, en-
tidades de la economía social u organismos del Tercer Sector, como 
suele llamárseles (Monzón, 2006), las áreas de oportunidad no pueden 
atenderse ya que no existe una disciplina académica que forme profe-
sionistas de la gestión o administración social o cooperativista, con ex-
cepción de algunos pocos países, además de que la investigación no 



Diagnóstico multidimensional y morbilidad de las cooperativas… José Luis Sergio Sosa González

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 309-350 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp309-350 • http://www.baidc.deusto.es 313

enfatiza en las áreas de oportunidad de este sector y mucho menos en 
identificar y estudiar las causas de fondo de las mismas. 

Se puede considerar entonces como necesario desarrollar una vi-
sión realista y crítica del fenómeno con miras a describir los problemas 
principales del cooperativismo y estudiar las causas de fondo que han 
limitado, por lo menos en México, el desarrollo de las organizaciones 
del sector social de la economía. Sólo de esta forma se puede avanzar 
en la generación de conocimientos más confiables y acertados para im-
pulsar el desarrollo de este sector como opción alternativa, confiable y 
conveniente ante la crisis del modelo económico hegemónico. 

En cuanto al cooperativismo en México, según Izquierdo (2013) en 
el año 2000 se reportaban más de 20,000 cooperativas registradas, 
con un total de 469,200 socios sin considerar las cajas populares de 
ahorro y préstamo y las cooperativas de trabajadores. El mismo autor 
señala que en 2012 se calculaba que en México existían «más de 7 mi-
llones de personas relacionadas directamente con actividades coopera-
tivas, de las cuales 5 millones aproximadamente participan en el sector 
de ahorro y préstamo popular» (Izquierdo, 2013: 99). 

Con relación al estado de Oaxaca, según Medina y Flores (2015) 
para el año 2012 se reportaban 363 sociedades cooperativas registra-
das, con diversos giros económicos como producción agrícola, comer-
cialización, industrialización de alimentos, transporte, servicios turísti-
cos, hospedaje, ahorro y préstamo, entre otros. La Región de la Costa 
de Oaxaca abarca 44 municipios en los que se reporta la existencia de 
56 cooperativas, lo que equivale al 15.43% del total de cooperativas 
de la entidad (Medina y Flores, 2015).

El estado de Oaxaca es el tercer estado más pobre del país y cuenta 
con una población de 3.97 millones de habitantes distribuidos en 570 
municipios. Además, en el año 2015, esta entidad federativa llegó al 
primer lugar en rezago social y presenta disminución del número de 
cooperativas entre los años de 2015 a 2018 (Medina y Flores, 2020). 
La Región de la Costa de Oaxaca es una de las regiones más pobres y 
marginadas de ese estado, pero al mismo tiempo es una de las regio-
nes más pobladas de Oaxaca lo cual denota la importancia de impulsar 
el cooperativismo como una forma de combate a la pobreza y margi-
nación. Según Gutiérrez, Sosa y Carrillo (2015) en los últimos años el 
gobierno ha impulsado en esta región la creación de cooperativas para 
combatir la pobreza extrema, todo ello en el marco del Programa Esta-
tal de los Humedales de la Costa de Oaxaca. 

A partir de lo anterior, este trabajo tiene como objetivo descri-
bir y analizar las principales deficiencias o áreas de oportunidad de 
las cooperativas de la Región de la Costa de Oaxaca, en México. Asi-
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mismo, reflexionar sobre las causas sociales, económicas, administrati-
vas, institucionales, técnicas y políticas que subyacen o dan lugar a di-
chas limitaciones y que deben atenderse para estar en posibilidades de 
emancipar la economía social. 

Para cumplir con este objetivo, el trabajo se presenta dividido en 
tres apartados y una sección de conclusiones generales. En el primer 
apartado se explica el material y métodos utilizados en el estudio. En 
el segundo apartado se presentan los resultados de la investigación de 
campo, referentes a las principales áreas de oportunidad encontradas y 
la frecuencia de ellas. Para apreciar la magnitud del problema, este se-
gundo apartado inicia con un análisis breve del ciclo de vida y la morta-
lidad de las cooperativas estudiadas. En el tercer apartado se reflexiona 
sobre las aportaciones teóricas que pudieran señalar las causas de 
fondo de los problemas encontrados. Esto último, con el propósito de 
establecer una agenda de investigación que permita confirmar conoci-
mientos sobre las causas de fondo de la morbilidad de estas organiza-
ciones en México. Finalmente, se presentan las conclusiones generales 
que pueden obtenerse de la investigación, enfatizando en las principa-
les áreas de oportunidad encontradas y en las causas de fondo que se 
pueden inferir a partir de los marcos teóricos actuales.

II. Material y métodos

Para cumplir con el objetivo de la investigación se utilizó el método 
genético, entendido como aquel que busca identificar y separar los 
problemas, las causas y los síntomas. Para recabar la información 
necesaria, se aplicaron cincuenta entrevistas estructuradas en 
profundidad a informantes clave de treinta cooperativas de 
producción de la región de estudio; asimismo se realizó una encuesta 
estandarizada a 380 habitantes de las comunidades donde se ubican 
estas organizaciones en una proporción de 50% cooperativistas y 50% 
no cooperativistas. El propósito de la encuesta fue el de identificar 
diferencias significativas entre cooperativistas y no cooperativistas 
en aspectos de ingresos, escolaridad, calidad de vida, capital social y 
percepción de oportunismo en las actividades colectivas. Ante la falta 
de un padrón de cooperativas por parte de las autoridades respectivas, 
se utilizó el muestreo de recomendación o «bola de nieve» para 
contactar a los involucrados, abarcando finalmente el 54 % de las 
cooperativas de la Región reportadas en la literatura. Las entrevistas en 
profundidad se aplicaron principalmente a los presidentes, secretarios 
y asesores de las cooperativas, apoyándose con grabación de audio 
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y/o video para luego capturar los diálogos en un software de textos. 
Para procesar las entrevistas, se diseñó una cédula de evaluación 
diagnóstica para organizar y calificar de forma cualitativa los diferentes 
problemas o áreas de oportunidad encontrados en una escala Likert 
simétrica de cinco opciones (ver anexo número uno al final de éste 
trabajo). La encuesta se capturó y proceso en un software estadístico 
para identificar las diferencias entre la población cooperativista y no 
cooperativista. Finalmente, se realizó una investigación documental 
exhaustiva sobre la literatura existente para identificar las posibles 
causas de fondo de las áreas de oportunidad encontradas, buscando 
así establecer una agenda de investigación confirmatoria futura.

III.  Morbilidad y areas de oportunidad de las cooperativas de la 
región de la Costa de Oaxaca

Una primera aproximación al estudio de las cooperativas de la Re-
gión de la Costa de Oaxaca muestra que el ciclo de vida de estas orga-
nizaciones es muy corto y accidentado y se puede resumir de manera 
general en cinco etapas: a) cohesión social inicial; b) definición del pro-
yecto cooperativo; c) formulación técnica de los proyectos y gestión del 
financiamiento; d) puesta en marcha y operaciones; e) desintegración 
o consolidación (Sosa, et al., 2019). Sobre la mortalidad de las coope-
rativas en esta región, se puede decir que el 90% se encuentra en una 
fase de posible desintegración real. Los estudios señalan que «por lo 
menos la mitad de las cooperativas estudiadas dan muestras claras de 
haber entrado en un lento proceso de desintegración y otro 40% tie-
nen problemas con el modelo de negocio que implementaron. En con-
traparte, sólo un 10% muestra evidencia de viabilidad económica y por 
tanto de una posible consolidación» (Sosa, et al., 2019:18).

Considerando que el grado de mortalidad de estas cooperativas 
es muy alto, comparado con las MiPyMEs en general del país, y dada 
la importancia de la economía social, se procedió a determinar, a par-
tir de la información recabada, las principales deficiencias o áreas de 
oportunidad que subyacen o dan lugar a esta mortalidad. Se diseñó 
una cédula para calificar cada rubro o área de oportunidad en una es-
cala Likert simétrica de cinco opciones la cual fue llenada a partir del 
análisis minucioso de las entrevistas.

Las áreas de oportunidad más frecuentes y que se consideraron de 
mayor impacto para explicar la «mortalidad o fracaso» de las coopera-
tivas de la región estudiada, son las que se explican a continuación, en 
orden de importancia: 
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3.1.  Deficiente capital humano y ausencia de capital laboral para 
enfrentar las dificultades de un emprendimiento social

El capital humano se puede definir como el conjunto de conoci-
mientos, capacidades, competencias y habilidades que tienen los indivi-
duos y que les sirve para realizar actividades productivas que les permi-
tan generar satisfactores y obtener beneficios para mejorar su calidad 
de vida. Un indicador muy utilizado para tratar de ponderar el capital 
humano es el número de años de escolaridad formal de cada indivi-
duo ya que existe la idea generalizada de que la educación formal de-
sarrolla el capital humano. Más allá de que se esté de acuerdo o no en 
medir el capital humano de esa forma, lo cierto es que resulta la apro-
ximación más sencilla y práctica. Debido a ello, en la encuesta estanda-
rizada aplicada se incorporaron preguntas sobre la escolaridad formal 
de los encuestados. 

Según el INEGI (2015) el grado promedio de escolaridad de la Re-
gión de la Costa de Oaxaca es de 5.6 años, lo cual significa que en 
promedio la escolaridad apenas alcanza el sexto año de primaria; este 
promedio se encuentra debajo del promedio estatal (6.9 años)y de-
bajo del promedio nacional (8.6 años) y se puede considerar como 
totalmente insuficiente para lograr emprendimientos sociales exitosos 
debido a la complejidad que es inherente a la creación y desarrollo 
de cualquier empresa productiva, sea social o privada (Kliksberg y Sil-
berstein, 2015). 

Según la encuesta realizada, la escolaridad formal de los cooperati-
vistas tiende a concentrarse entre primaria (33%) y secundaria (34%), 
mientras que un 18% reporta estudios de bachillerato, un 2% carrera 
técnica y un 6% estudios de licenciatura. Se puede decir que el prome-
dio de escolaridad formal de los cooperativistas es ligeramente superior 
al regional y al estatal. Sin embargo, también se debe señalar que en 
ningún caso los estudios realizados por los miembros de las coopera-
tivas incluyen conocimientos relacionados con emprendimientos priva-
dos o sociales o con economía social, debido a que esta temática está 
ausente en el currículo de todos los estudios formales de la región y el 
país. Esto es algo que parece suceder en varias partes del mundo, se-
gún lo documentan Martín, Fernández, Bel y Lejarriaga (2013). En otras 
palabras, las habilidades, conocimientos, capacidades y competencias 
que se requieren para asegurar el éxito de un emprendimiento social 
no son desarrolladas o adquiridas en la educación formal por lo que se 
puede afirmar que el capital humano de los cooperativistas, está com-
pletamente ajeno a las necesidades de los emprendimientos sociales y 
productivos de la región. 
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Por otra parte, considerando que un emprendimiento social im-
plica una gran complejidad y por tanto conocimientos y habilidades di-
versas, se puede afirmar que incluso los estudios de licenciatura, que 
no se refieren específicamente a emprendimientos privados o sociales, 
son insuficientes para enfrentar las exigencias de una actividad de este 
tipo. Con relación a la baja escolaridad formal de los cooperativistas, 
Consuelo Mújica Hernández, Secretaría del Consejo de Vigilancia de 
la Cooperativa «Turismo Alternativo Tututepec», menciona que «hay 
dos jóvenes que ellos estudiaron el bachillerato, de allí sólo secundaria 
y primaria. Hay que aprender, el presidente no sabe leer, ponga usted 
que no sabe ni expresarse bien pero él ha ido buscando y nos ha moti-
vado mucho a nosotros». En el mismo sentido, Perfecto Escamilla Mar-
tínez, Secretario del Consejo de Administración de la cooperativa «Ser-
vicios Eco-turísticos de la Ventanilla» explica que «yo era el único que 
tenía secundaria cuando iniciamos, los demás primaria y los que entra-
ron después ya con secundaria, algunos tienen bachillerato de los que 
entraron después».

Sobre el capital laboral, éste se considera como un tipo de capi-
tal humano, pero que no se adquiere en la educación formal. Este 
tipo de capital se puede definir como los «conocimientos, experien-
cias, habilidades y relaciones adquiridas a través de una relación la-
boral subordinada, pero relativas a procesos económicos integrales, 
que son susceptibles de usarse en el futuro para emprender de forma 
exitosa una actividad económica independiente». (Sosa, 2013:58). 
Se observó que alrededor del 10 a 15% de las cooperativas cuentan 
con miembros que en algún momento trabajaron en actividades pro-
ductivas relacionadas con el proyecto productivo cooperativista. En 
esta condición destacan las cooperativas relacionadas con los recorri-
dos turísticos o transporte en lancha, ya sea en las playas de la región 
o en las Lagunas de Chacahua, así como las cooperativas pesqueras, 
ya que en ambos casos existe experiencia laboral previa de algunos 
miembros, tal es el caso de las cooperativas: Producción Pesquera Ri-
bereña de Manialtepec; Flama Extraña; El Lagartero Tututepec y Faro 
de Chacahua. 

En los casos anteriores, los cooperativistas que tienen experiencia 
previa contribuyen al éxito de la cooperativa, sin embargo, también tie-
nen limitaciones debido a que su experiencia no es integral sino cen-
trada en actividades productivas y no tienen experiencia en áreas es-
tratégicas como son agregación de valor, negocios, comercialización, 
finanzas y mercadotecnia. En otras palabras, no cuentan con capital la-
boral de emprendimiento, sino únicamente con experiencia laboral so-
bre actividades parciales de una organización productiva.
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Las políticas públicas de apoyo a los emprendimientos productivos 
en México han reconocido de alguna forma la problemática anterior, 
por lo que desde hace décadas algunas Secretarías de Estado han im-
pulsado la figura del Prestador de Servicios Profesionales (PSPs) como 
sustituto a los técnicos extensionistas que trabajaban al servicio del Es-
tado antes de la época neoliberal. Sin embargo, la función de los des-
pachos privados de PSPs no ha generado los resultados esperado, tal y 
como se observa a continuación.

3.2. Asesoría fragmentada y falta de acompañamiento profesional

La asesoría y el acompañamiento profesional han sido considera-
dos por algunos estudiosos como aspectos fundamentales sin e qua 
non para el éxito de los emprendimientos productivos, sobre todo en 
el caso de grupos sociales excluidos (Aguilar, Altamirano, Reyes y Ren-
dón, 2010) y (Abiétar, Ros-garrido y Marhuenda, 2018). Sobre la nece-
sidad del acompañamiento profesional, se observó que los emprendi-
mientos sociales que dan lugar a las cooperativas estudiadas presentan 
un grado de complejidad muy alto pues se trata realmente de diseñar, 
construir y desarrollar una organización productiva prácticamente de 
nada, con todas las complicaciones que ello puede tener. Esto exige 
conocimientos y habilidades muy diversas como son conocimientos de 
índole administrativo, financiero, comercial, técnico productivo, adqui-
siciones, entre otros; así como habilidades de análisis, síntesis, prospec-
tiva, comunicación, relaciones humanas, manejo de conflictos, entre 
otras. Sin embargo, como se describió en el punto anterior, práctica-
mente el 100% de los miembros de las cooperativas de la Región no 
tienen estudios profesionales o técnicos donde se adquieran estos co-
nocimientos y habilidades. 

Debido a esto, la mayoría de los grupos buscan asesoría externa 
con quienes consideran pueden orientarlos de mejor manera. Para ello 
recurren o son contactados por funcionarios públicos, despachos pri-
vados de PSPs, Redes de Cooperativas o activistas individuales promo-
tores de la economía social en la región. Sin embargo, la relación que 
se establece con estos facilitadores o asesores externos es meramente 
circunstancial, esporádica y poco eficaz, con excepción de las Redes 
de Cooperativas que observan cierta continuidad en la relación. Sobre 
esto, Lucia Santos López, Presidenta de la Cooperativa Flama Extraña 
señaló que «nos afecta que no tenemos quien nos apoye o quien nos 
asesore para poder organizarnos bien y para trabajar como debe de 
ser, como cooperativa. Sin acompañamiento no vale uno nada».
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Incluyendo las Redes de Cooperativas, los facilitadores o asesores 
externos demuestran poco compromiso y conocimiento de la evolución 
de las cooperativas y de los problemas que enfrentan. Normalmente se 
limitan a ofrecer asesoría muy específica, únicamente para gestionar 
asuntos muy concretos, por ejemplo: para llenar un expediente y rea-
lizar un trámite administrativo; elaborar un proyecto de inversión que 
parezca viable, de tal manera que se obtenga financiamiento guber-
namental; inscribirlos en el padrón de la autoridad fiscal; gestionar un 
permiso oficial específico; impartir un curso de capacitación sobre un 
tema muy concreto; entre otros. 

Por cada uno de estos servicios, los facilitadores reciben una cuota 
específica que implica su ganancia. Sin embargo, no hay un acompaña-
miento integral ni permanente en el que se apoye a los cooperativistas 
para enfrentar los diversos obstáculos organizacionales, técnicos, ad-
ministrativos, humanos o financieros que implica un emprendimiento 
social, lo que repercute negativamente en la viabilidad de las coopera-
tivas. Sobre los servicios de asesoría recibidos, José Emilio Pascual Ca-
rreño, miembro de la Cooperativa El Cabonanche, señala que «aquí 
hay varios que se dedican como asesores, técnicos, nos han dado cur-
sos y todo eso y han hecho la gestoría para hacer los trámites con las 
dependencias y ya ellos agarran una parte, por ejemplo en lo de las ca-
bañas, tuvimos un biólogo, él era nuestro asesor, le pagamos 70 mil 
pesos, eran sus honorarios por cada millón obtenido del gobierno».

Por otra parte, aquellas cooperativas que logran la asesoría más 
permanente de las Redes o Federaciones de Cooperativas, tienden a 
poder enfrentar de manera más exitosa los problemas cotidianos de 
operación y puesta en marcha del proyecto cooperativo. Esto, debido 
a que estas organizaciones de segundo piso procuran recibir e impartir 
más cursos de capacitación, aunque el acompañamiento sigue siendo 
limitado e insuficiente. 

Sólo seis de las cooperativas estudiadas (20%) cuentan con la ase-
soría de alguna organización de segundo piso. Dentro de estas Redes o 
Fundaciones se señalan a la Red de los Humedales de la Costa de Oa-
xaca (RHCO) que asesora a las cooperativas «Producción y Servicios 
Ecoturisticos Playa Del Cacalote; Producción y Servicios Ecoturisticos 
Playa La Encomienda; Servicios Ecoturisticos La Ventanilla y El Castillo 
Guelaguichi, Tehuantepec. Asimismo, la Red Comunitaria Lagunas de 
Chacahua (RCLCH) que asesora a la cooperativa «Turismo Alternativo 
Tututepec». Finalmente, la Fundación Sembrando Trabajo (FST) que 
asesora a la cooperativa «Productoras Ecológicas de El Tomatal». 

Sobre el apoyo de las organizaciones de segundo piso, Ernesto 
García Ramírez, Presidente de la Cooperativa Playa Tilapia comenta que 
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«con la red está bien porque estamos organizados, solos es más traba-
joso porque no nos atienden, no nos hacen caso de ninguna solicitud, 
o si nos hacen caso es muy tardado, ya con la red no, porque como es-
tamos organizados con varias cooperativas ellos meten varias solicitu-
des, ya ellos van personalmente a Oaxaca o a México ya los atienden 
más a ellos».

El deficiente capital humano, la ausencia de capital laboral de em-
prendimiento y la ausencia casi total de una asesoría y acompaña-
miento integral, se puede decir que son los aspectos que más inciden 
en el fracaso de las cooperativas de la región estudiada. Ante ello, la 
capacitación adecuada y constante para los cooperativistas podría ser 
una opción conveniente que los habilitara para enfrentar los retos que 
implican los emprendimientos sociales. 

3.3.  Capacitación insuficiente y no pertinente a las necesidades de las 
cooperativas

La capacitación a organizaciones productivas conformadas por gru-
pos marginados es una acción concreta y evidente que realizan los ám-
bitos de gobierno federal, estatal y municipal en México. Se busca ha-
bilitar a las personas y grupos para la productividad y la competitividad 
y para insertarse al mercado laboral y productivo. Sin embargo, la co-
bertura y pertinencia de esta capacitación se aprecia con graves defi-
ciencias sobre todo en su ejercicio en las cooperativas de la región es-
tudiada. 

Si bien es cierto que varias cooperativas reportan haber recibido 
cursos de capacitación, se aprecia claramente que estos cursos no tie-
nen un vínculo directo con los problemas y retos que enfrentan estas 
organizaciones. Se pudo constatar que ninguna cooperativa ha reci-
bido capacitación sobre agregación de valor, gestión financiera, mer-
cadotecnia, trámites administrativos, resolución de conflictos u otra te-
mática que se relacione con los emprendimientos privados o sociales. 
De la misma forma, ninguna cooperativa reporta haber recibido algún 
curso sobre cooperativismo o sus principios, de hecho en las entrevistas 
se observa que prácticamente los desconocen. 

Los pocos cursos de capacitación que reportan haber recibido se 
refieren únicamente a aspectos técnicos muy concretos tales como: tra-
tar bien al turista; concientización sobre el turismo; seguridad en las 
lanchas; conservación de tortugas; manejo de recursos en áreas natu-
rales; guías ambientales y de turistas; entre otros, los cuales aunque se 
pueden considerar positivos, lo cierto es que los confinan a tener una 
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visión fragmentada de los procesos económicos y por tanto los conde-
nan al fracaso como emprendedores sociales.

Sobre cursos de capacitación más acordes a sus necesidades, úni-
camente la cooperativa «Turismo Alternativo Tututepec» reporta ha-
ber recibido un curso sobre cómo manejar un negocio. Asimismo, la 
cooperativa «Servicios Eco-turísticos de la Ventanilla» señala haber re-
cibido un curso sobre proyectos de inversión. Este tipo de cursos se po-
drían considerar más vinculados y útiles para la problemática que en-
frenta un emprendimiento social o privado.

Con relación a la falta de cursos estratégicos de capacitación para 
impulsar una organización productiva privada o social, Carmelo Silva 
Hernández, Secretario General de la cooperativa «Producción Pesquera 
Ribereña de Manialtepec» explica que «No nos han dado ningún curso 
de esos, hubo una ocasión, cuando nos dieron las lanchas, nos dieron 
asesorías solamente para el turismo, ni para pesca no nos han dado». 
Asimismo, Arturo Méndez y Fermín Amadeo García Ramírez, asesores 
independientes del movimiento cooperativista, subrayan que «el go-
bierno no capacita a las cooperativas ni a los técnicos que apoyan a las 
cooperativas…por supuesto, necesitamos que el gobierno nos capa-
cite para que podamos nosotros dar un valor agregado a nuestro pro-
ducto…es importante que el gobierno nos capacite para saber dónde 
hay mercado para el pescador, para los trámites, para los proyectos, 
para bajar recursos, para ver cómo puede el sector pesquero desarro-
llarse; solos no podemos».

Como se puede observar hasta aquí, el panorama de las coope-
rativas de la Costa de Oaxaca no es nada alentador. Los tres aspec-
tos analizados hasta este momento condenan a estas organizaciones 
al fracaso por estar relacionadas con el activo más importante de cual-
quier organización, es decir «el capital humano», considerado así por 
la teoría respectiva2. Este activo fundamental puede acrecentarse, dis-
minuirse o sustituirse en función de la capacitación, la escolaridad for-
mal, la experiencia laboral y el acompañamiento por parte de expertos, 
aspectos en los cuales las organizaciones estudiadas muestran grandes 
deficiencias. 

2 La Teoría del Capital Humano señala que la productividad y el crecimiento 
económico de una región (y de sus organizaciones) están determinados por el 
agregado de conocimientos, capacidades y aptitudes de los individuos involucrados 
en los procesos productivos. Independientemente de estar de acuerdo o no con esta 
afirmación, lo cierto es que ésta es una teoría muy aceptada en el ámbito académico. 
Para mayor información, se puede consultar Villalobos y Pedroza (2009) y Ciruela 
(2009).
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Con relación a la importancia de estos elementos, Sánchez, López, 
Bel Durán y Lejarriaga, (2018) plantean que la deficiencia de capital 
humano y más específicamente la falta de «formación en emprendi-
miento social», se pueden considerar como el germen o la causa prin-
cipal que, de una u otra forma, determina las deficiencias o áreas de 
oportunidad de las cooperativas, por lo que podrían explicar las demás 
áreas de oportunidad que se analizan a continuación.

3.4.  Proyectos productivos no viables ni pertinentes desde el punto de 
vista económico y técnico

Fue posible apreciar que la mayoría de los proyectos productivos 
sobre los que se fundamentó la creación de las cooperativas de la Re-
gión no muestran ser viables ni pertinentes desde el punto de vista 
económico y técnico. Aún sin necesidad de ser expertos en evaluación 
de proyectos, resulta evidente que la mayoría de las actividades pro-
ductivas de las cooperativas no corresponden con las necesidades del 
mercado y los procesos técnicos no aseguran la producción necesaria. 

Un ejemplo destacado de lo anterior, lo constituye la «Cooperativa 
de Turismo Alternativo Tututepec» de la comunidad de «La Pastoría» 
en el municipio de Tututepec. Esta cooperativa obtuvo financiamiento 
gubernamental, a fondo perdido3, por más de dos millones de pesos 
en el año 2013, los cuales destinó a la construcción y equipamiento de 
un restaurante grande, adquisición de mobiliario de madera labrada, 
así como construcción y equipamiento de cabañas para hospedaje 
junto a una de las Lagunas de Chacahua. 

El proyecto cooperativo fue concebido para proporcionar servicios 
de hospedaje, alimentación y esparcimiento al turismo alternativo que 
desea conocer el proceso artesanal de producción de sal en grano que 
se realiza en las orillas de la laguna. Desafortunadamente, las grandes 
y costosas instalaciones de esta cooperativa no generan ingresos para 
los cooperativistas ya que los turistas no asisten al lugar por diversas 
razones entre las que destacan las siguientes: a) lo insalubre de la la-
guna, que genera un hedor fétido la mayor parte del tiempo, dando 
la impresión de que fueran aguas de drenaje o un pantano más que 
una laguna; b) el difícil acceso a las cabañas, ubicadas sobre una cima, 

3 La modalidad «a fondo perdido» indica que los beneficiarios del apoyo 
gubernamental no deben pagar o regresar los recursos recibidos, únicamente están 
obligados a demostrar que se invirtieron efectivamente en aquellos rubros para los que 
fueron proporcionados.
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que no cuentan con acceso por escaleras sino sólo una vereda de tie-
rra, siendo muy común que los usuarios resbalen constantemente en 
la misma antes de llegar a sus habitaciones, además de que no cuen-
tan con servicio de agua ni se terminaron de construir por falta de re-
cursos; c) el acceso a la comunidad y posteriormente a las instalaciones 
construidas (cabañas y restaurante), a través de una vereda, sin señala-
mientos, donde difícilmente entran los automóviles y se corre el riesgo 
de atascarse en época de lluvias; d) El espacio donde se obtiene la sal 
en grano se encuentra aún más alejado, entre huertos y pastizales de 
muy difícil acceso. El turista no puede resguardarse del sol y el calor 
que llega a superar los cuarenta grados centígrados. La demostración 
que recibe el turista sobre el proceso artesanal de obtención de la sal, 
tarda más de una hora, bajo el sol en un lugar totalmente despoblado 
y lejos de la civilización. Todo esto hace inviable, desde el punto de 
vista económico y técnico este proyecto de servicios. 

Algo parecido sucede con otros proyectos productivos para turismo 
alternativo que cuentan con infraestructura de hospedaje y restauran-
tes, como es el caso de las cooperativas «El Cabonanche», «Flama Ex-
traña», «La Ventanilla» y «Lagarto Real». Las instalaciones tienden a 
ser poco confortables y se ubican en lugares poco visitados y de difí-
cil acceso por lo que constantemente se encuentran desocupadas y no 
generan los ingresos necesarios. Sobre esto, Lucia Santo López, pre-
sidenta de la «Cooperativa Flama Extraña», explica su experiencia se-
ñalando que «las cabañas eran para restaurante y para hospedar a la 
gente, pero como apenas comenzábamos sólo nos preguntaban. Lo 
mínimo eran 100 pesos la noche… no generaba dinero, sólo invertía-
mos y eso era lo que veían los compañeros, que todo el tiempo íbamos 
a estar así, por eso muchos se salieron». 

Por otra parte, también destacan las cooperativas que han obte-
nido fondos para construir estanques para producción de peces ya sea 
para venta o autoconsumo. Estos estanques terminan usándose para 
otros fines debido a que, por diversas cuestiones técnicas, climáticas 
y de capacitación no se logra la producción esperada. Con relación a 
esto, María Velasco Ramírez, Presidenta del Consejo de Vigilancia de 
la Cooperativa «Sirenas del Ángel» explica que «un proyecto viable 
de acuacultura necesita mínimo ocho estanques, es como las gallinas, 
pero qué hace el gobierno para justificar dinero, eso sí son tranzas del 
gobierno que yo he visto… les da 200 mil pesos cuando son proyec-
tos de mínimo 400 mil, …les hacen dos o tres estanques y el produc-
tor termina comiéndose el pescado porque ya no hay más estanques 
para que la producción siga… esos tanques terminan de albercas o de 
chapoteaderos para los niños porque no les dan seguimiento...no les 
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mandan un técnico que les diga cómo darles de comer, la alimenta-
ción, oxigenación del agua, los cuidados… ese es el error que tiene SA-
GARPA y no les dan seguimiento y los dejan».

Finalmente pueden señalarse cooperativas pesqueras, aunque son 
las menos, que han gestionado recursos para adquirir cámaras frigo-
ríficas para congelar la pesca, sin embargo, frecuentemente tampoco 
llegan a utilizarse y son abandonadas pues el problema de fondo se re-
laciona más con el acceso a mercados y la agregación de valor4 a los 
productos que con el mero almacenamiento. Sobre esta situación, Pa-
blo Cosme Ríos, Presidente de la cooperativa de producción pesquera 
«Paraíso Escondido» explica que «durante la época de Salinas de Gor-
tari muchas cooperativas se beneficiaron, hubo varios proyectos, dieron 
todo el equipo que necesitaban, embarcaciones, cámaras frigoríficas, 
todo, había mucho dinero; pero al final nada de eso funcionó y se fue 
a la quiebra». 

3.5.  Falta de financiamiento e incapacidad de acceder a los apoyos 
gubernamentales

Dado que la Región de la Costa de Oaxaca es una de las más po-
bres del país, el financiamiento externo a través de recursos públicos 
es fundamental para iniciar las cooperativas. Sin embargo, se identi-
ficó que diez de las treinta cooperativas estudiadas (33%) no han re-
cibido financiamiento público, aunque todas lo han buscado perma-
nentemente. Asimismo, el financiamiento recibido por el resto de las 
cooperativas es muy desigual yendo desde apoyos mínimos en espe-
cie hasta recursos a fondo perdido por varios millones de pesos. Ejem-

4 La «Agregación de Valor» es considerada por algunos autores como la estrategia 
por excelencia para mejorar los ingresos y la calidad de vida de productores primarios. 
Se compone de cinco tipos de utilidades o modalidades de agregación de valor: La 
utilidad de forma consiste en transformar los productos o desarrollar características 
físico-químicas o biológicas en función de lo que el mercado necesita; la utilidad 
de tiempo consiste en ofrecer los productos en épocas donde escasean y por tanto 
el precio es más alto, obviamente esto implica la preservación del producto o su 
producción planeada (por ejemplo en estanques); la utilidad de lugar se relaciona con 
su colocación en lugares donde es más demandado el producto y por tanto puede 
ser vendido a un precio más alto; la utilidad de posesión facilita las transacciones 
comerciales con facilidades de pago, financiamiento, pago con medios electrónicos, 
entre otros; la utilidad de información es aquella que difunde información sobre 
características del producto y su disponibilidad para facilitar e incentivar la 
comercialización. Para mayor información consultar (Sosa, Escobedo y Gutiérrez, 2014 
y Caldentey, 2004).
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plos de cooperativas que han recibido apoyos menores son aquellas 
que se dedican a la conservación de especies en peligro de extinción 
(específicamente tortugas), éstas normalmente reciben una cuatrimoto 
por cooperativa y recursos periódicos para el combustible de la misma. 
Alguna de estas cooperativas recibió únicamente apoyo para colocar 
señalamientos. En contraparte, las cooperativas que destacan por el 
monto de financiamiento público recibido son aquellas dedicadas a ser-
vicios turísticos de hospedaje y alimentación con apoyos para construir 
y equipar cabañas y restaurantes.

La falta de financiamiento público y la disparidad en los apoyos re-
cibidos, parece ser el resultado de dos grupos de factores: los institu-
cionales y los sociales. Los factores institucionales, para este caso, son 
los que tienen que ver con los procesos burocráticos y la discreciona-
lidad de autoridades gubernamentales al ejercer fondos públicos para 
apoyar este tipo de organizaciones. Lo limitado del presupuesto pú-
blico, la corrupción, el nepotismo y la simulación por parte de la bu-
rocracia y autoridades son aspectos señalados por los cooperativistas 
como las causas de no acceder a apoyos públicos. Sobre esto, Arturo 
Méndez, asesor cooperativista y ex dirigente de la «Federación de 
Cooperativas Pesqueras del Estado de Oaxaca», señala que «el presu-
puesto es mínimo comparado con las necesidades de todas las orga-
nizaciones del país, por lo tanto, lo regulan vía las famosas reglas de 
operación…todas las cooperativas van por esta lana, tienen que tener 
todos los papeles en orden que son muchísimos, curiosamente a veces 
cuando cumpliste con los requisitos, la ventanilla ya se cerró, no en-
traste…otra es que si te falta un requisito ya no entraste, y de las que 
se cuelan que cumplieron con todo, ahí va la mano del delegado… ha 
pues es que conozco, es mi compadre y así el recurso va para sus cua-
tes… mientras no cambien las reglas del juego, la operación de hones-
tidad, nada va a funcionar».

Por otra parte, los factores sociales se refieren a la falta de cono-
cimientos y experiencia de los cooperativistas y de los asesores en el 
tema de formulación de proyectos sociales y gestión de fondos públi-
cos. Se pudo apreciar que existe un limitado e ineficiente mercado de 
facilitadores y prestadores de servicios profesionales que fungen como 
asesores y gestores de las cooperativas, pero de los cuales la gran ma-
yoría no cuenta con la experiencia ni preparación para gestionar de 
forma exitosa fondos gubernamentales ni para asesorar emprendi-
mientos sociales. Esto se pudo apreciar en el hecho de que la mayoría 
fracasa en la gestión de fondos y en el tipo de proyectos productivos 
que proponen a los cooperativistas. Sobre este aspecto, Carmelo Silva 
Hernández, Secretario General de la Cooperativa de Producción Pes-
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quera Ribereña de Manialtepec, explica que «eso nos ha pasado con 
algunos proyectistas, que vienen y nos dicen que hay recursos del go-
bierno y que ellos los pueden bajar y que nos van a apoyar, y la verdad 
nos han sacado dinero, nos han engañado por que al final no logran 
nada. Ahora si viene alguien ya tratamos de no darle dinero sino que 
buscamos personas que del mismo proyecto obtengan para ellos». En 
el mismo sentido, Oscar Rodríguez Marcial, Presidente de la Coopera-
tiva Producción y Servicios Eco-turísticos Playa del Cacalote, señala que 
«uno de los problemas es que no tenemos recursos, hemos gestionado 
y no tenemos apoyo. Trabajamos con las tortugas porque nos nace de 
corazón, pero no tenemos apoyo de alguna institución o de alguna 
fundación… hemos metido gestión a SEMARNAT, a CONAGUA, SA-
GARPA, pero no ha salido nada».

Las cooperativas que cuentan con apoyo de las organizaciones de 
segundo piso, tienen mayor probabilidad de obtener apoyos guberna-
mentales ya que los técnicos de las federaciones tienden a ser ex fun-
cionarios de gobierno que conocen mejor las reglas de operación de 
los programas gubernamentales de apoyo. Desafortunadamente, ade-
más de ser únicamente dos federaciones las que tiene actividad en la 
región, resulta que el esquema de asesoría y acompañamiento es total-
mente fragmentado en el sentido de que sólo se les apoya en el diseño 
del proyecto, llenado de expedientes y gestión de fondos, sin que las 
cooperativas reciban la capacitación necesaria para enfrentar los retos 
y problemas organizacionales, administrativos, financieros, mercadoló-
gicos, técnicos y demás que implica un emprendimiento social produc-
tivo. 

3.6. Relaciones clientelares con las organizaciones de segundo piso del 
sector

El clientelismo se puede entender como una relación de depen-
dencia y subordinación no reconocida formal u oficialmente pero que 
opera en la realidad. Se define, según Bobbio, Mateucci y Pasquino 
(2013: 234-235) como «una relación de dependencia económica y po-
lítica… entre sujetos de estatus diverso… que establece una red de fi-
delidades personales…sustentada por el uso de los recursos estatales». 
En esta relación se comparten beneficios, normalmente de forma desi-
gual, pero no se comparten intereses formales de fondo.

Las Redes y Federaciones de Cooperativas (RC) y las Organizacio-
nes de la Sociedad Civil (OSC) que se pueden considerar organizacio-
nes de segundo piso y que han tenido presencia histórica o actual en la 
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región, son las siguientes: a) Red de los Humedales de la Costa de Oa-
xaca; b) Red Lagunas de Chacahua; c) Fondo Oaxaqueño para la Con-
servación de la Naturaleza; d) Fundación Sembrando Trabajo y e) Eco-
solar A.C. conocido actualmente como Red de Organizaciones Sociales 
y Comunitarias Bioplaneta.

Se pudo observar que cuando se encuentran involucrados actores 
con grandes disparidades sociales y económicas, como es el caso de los 
socios cooperativistas con las organizaciones de segundo piso, tienden 
a establecerse relaciones clientelares, sobre todo cuando éstas últimas 
pierden su vocación social y se inclinan por el lucro. En este caso, la re-
lación clientelar tiene efectos negativos en el desarrollo de las coope-
rativas ya que éstas tienden a subordinarse en esta relación desigual, 
convirtiéndose en actores secundarios y dependientes de las organiza-
ciones de segundo piso que son las que gestionan y reciben los apoyos 
y financiamientos del gobierno y otros organismos.

Sobre este aspecto, Luis Antonio Fuentes, Secretario de la Coope-
rativa «Lagarto Real» señala que «en las cooperativas de la Costa ha 
pasado mucho, por el «liderismo» de una sola organización, debido a 
que las cooperativas siguen funcionando como una especie de lavado 
de dinero con las asociaciones civiles, porque bajan muchos recursos, 
tienen posibilidad de adentrarse a las embajadas, organizaciones a ni-
vel internacional con el doble nombre de las cooperativas, pero a fi-
nal de cuentas ellos son los que se quedan con el 60 o con el 70% de 
todos esos apoyos y es una mínima parte lo que dan. Por su parte los 
cooperativistas dicen «si me vas a dar todo regalado pues yo no digo 
nada, me quedo callado», entonces, esas organizaciones en muy poco 
tiempo han crecido, se han hecho populares porque le han estado ex-
primiendo a todas las cooperativas de la zona».

Evidentemente, no se puede generalizar la relación clientelar en-
tre las cooperativas y las organizaciones de segundo piso, sino que pro-
bablemente en algunos casos la relación tiende a ser más equitativa o 
simbiótica; sin embargo, lo cierto es que si éste fenómeno se presenta 
es debido a lagunas u omisiones graves en las reglas de operación de 
los programas o políticas de donde provienen los recursos públicos. 
En todo caso, se requeriría una revisión y en su caso adaptación de las 
normas respectivas para evitar este tipo de disfunciones. 

3.7. Lucha interna por el poder y oportunismo

La frecuencia y complejidad de los conflictos internos en las organi-
zaciones en general ha sido reconocida por diversos estudiosos, lo que 
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ha llevado a desarrollar robustas corrientes teóricas para entender y 
atender este problema5. Las cooperativas estudiadas no se encuentran 
ajenas a la problemática del conflicto intra-organizacional y a la lucha 
por el control de la organización. Se pudo apreciar que este es un pro-
blema que consume gran parte de la energía y capacidades de sus in-
tegrantes. Se observó que el conflicto tiende a aparecer e intensificarse 
cuando se presentan dos factores específicos combinados: a) cuando 
ha habido apoyos gubernamentales para adquirir activos fijos valiosos y 
b) cuando la cooperativa no ha podido desarrollarse económicamente y 
tiende a la desintegración. 

La combinación de estos factores desata una lucha interna por 
controlar los cargos u órganos decisorios de la organización. El meca-
nismo de fondo que parece activar el conflicto, es el intento de algu-
nos por apropiarse de los activos de la organización y privatizar de al-
guna forma lo que se ha obtenido a partir del trabajo de todos. Este 
fenómeno ya se ha identificado en otras regiones con presencia impor-
tante de cooperativas y se le ha identificado como «oportunismo orga-
nizacional» (Sosa, 2013). El oportunismo, entendido como la acción de 
apropiarse de los beneficios generados por el trabajo colectivo, parece 
presentarse ante el hecho de que, en casi todos los casos, los activos 
no pueden dividirse equitativamente entre los socios pues se trata de 
bienes unitarios. Algunos de esos bienes son construcciones, equipo de 
producción, equipo de transporte, muebles, entre otros, que no pue-
den dividirse equitativamente entre el número de cooperativistas sin 
destruirlos y que tampoco es fácil venderlos a precios aceptables para 
luego repartir el dinero. 

Cuando los dos factores anteriores están presentes y los bienes no 
son fácilmente divisibles, la actitud de oportunismo aumenta y termina 
canalizando los esfuerzos y capacidades de los cooperativistas hacia la 
lucha interna, en lugar de enfocar sus capacidades hacia la solución de 
los problemas de fondo y al desarrollo de la organización productiva. 
La lucha interna por el poder y por la apropiación de los activos de la 
cooperativa, termina sumiendo a la misma en una larga agonía pues 
el marco normativo y la falta de consensos imposibilitan soluciones de 
corto plazo. Con relación a esto, en la comunidad de La Pastoría, mu-
nicipio de Tututepec, se encontraron vestigios de antiguas cooperati-

5 Entre las corrientes teóricas que se han desarrollado para atender y entender 
el conflicto organizacional se pueden mencionar la Escuela del Comportamiento 
Humano, la Escuela Psico-sociológica, la Escuela Neo-humano Relacionista, la escuela 
del Desarrollo Organizacional así como la Escuela Neo-institucional, entre otras. Mayor 
información en Robbins y Judge (2013), Arnoletto (2009) y Davis y Newstrom (2002).
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vas pesqueras donde cámaras frigoríficas y embarcaciones terminaron 
siendo abandonadas luego de largo tiempo de conflictos internos y lu-
chas infructuosas por privatizar los activos fijos de las cooperativas. 

Cuando los anteriores elementos no están presentes en una coope-
rativa, el conflicto interno tiende a ser menor pero aún logra impac-
tar la opinión sobre el oportunismo en las cooperativas. En la encuesta 
aplicada, pudo observarse que hay una diferencia, mínima pero esta-
dística significativa, en la percepción de oportunismo, siendo mayor en-
tre cooperativistas que entre no cooperativistas. Esto llama la atención 
pues podría indicar que el oportunismo generado por el estrés del fra-
caso de las cooperativas está afectando el capital social comunitario. En 
todo caso esto llevaría a ampliar la agenda de investigación para cono-
cer en qué condiciones aumenta o disminuye el oportunismo y cuáles 
son las consecuencias para el capital social de las cooperativas y las co-
munidades involucradas.

3.8. Falta de permisos de operación y dificultad para gestionarlos

Los cooperativistas normalmente requieren de un permiso de la au-
toridad correspondiente para realizar su actividad productiva, pero es 
muy difícil obtenerlo. En este aspecto, destacan las cooperativas pes-
queras que requieren un permiso de la «Capitanía de Puerto» para po-
der realizar la pesca ribereña de la que subsisten. Sin embargo, los per-
misos son cada vez más limitados y por tanto difíciles de obtener. Es 
precisamente esto lo que motiva a algunos pescadores a agruparse en 
cooperativas para sufragar de manera conjunta el pago de gestores y 
el costo del propio permiso. La mayoría de las cooperativas pesqueras 
terminan trabajando con un solo permiso para diversas embarcaciones 
y socios, pero en muchos otros casos se trabaja sin permisos. En estos 
casos, las multas que deben pagar cuando son sorprendidos por la au-
toridad pescando, sin el permiso correspondiente, son muy cuantiosas 
y afectan la economía de los cooperativistas y de la cooperativa en ge-
neral considerando que ésta se sostiene con las aportaciones de todos. 

Por otro lado, las cooperativas de transporte turístico, de paseos 
en lancha y de pesca deportiva, se encuentran en condiciones pareci-
das. Todos los socios de la cooperativa trabajan con un solo permiso 
y existe una proporción de cooperativas que trabajan sin permiso y 
otra proporción trabaja con permisos vencidos. Sobre este aspecto, 
Carmelo Silva Hernández, Secretario General de la Cooperativa Pro-
ducción Pesquera Ribereña de Manialtepec explica que «todas las 
cooperativas están atoradas por los trámites. En el municipio se hizo 
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un padrón de todas las cooperativas y todas las cooperativas tienen 
el mismo problema, que no están vigentes con sus permisos, con sus 
actas, todos tienen problemas en eso». En el mismo sentido, Con-
suelo Mujica Hernández, Secretaria del Consejo de Vigilancia de la 
Cooperativa Turismo Alternativo Tututepec, señala que «las depen-
dencias ponen muchos trámites, la burocracia es lo que hace perder 
el tiempo a las cooperativas, que dijeran, no este permiso te lo voy 
a dar tal día, ven tal día y que el permiso ya esté hecho «tengan se-
ñores, vayan a trabajar», pero lo que hacen a uno es perder mucho 
tiempo, no sé si con la intención de no dar un permiso, de no dar un 
apoyo, ponen muchas trabas como decimos aquí, para que solucio-
nen una cosa pequeñita».

En contraparte, existe la opinión generalizada, por parte de los en-
trevistados, sobre que existe favoritismo de la autoridad para expedir 
permisos a las corporaciones y grandes empresas privadas, relacionadas 
con la pesca, mientras que las organizaciones sociales son marginadas 
de alguna forma. 

3.9. Publicidad y promoción deficientes

Dado que las cooperativas son organizaciones sociales productivas 
que compiten en un mercado de bienes y servicios, la publicidad y pro-
moción que realizan es fundamental para su éxito. A partir de la ob-
servación, pudo corroborarse que la gran mayoría de las cooperativas 
estudiadas presentan deficiencias graves en aspectos de publicidad y 
promoción. Destaca que ninguna de las instalaciones cuenta con se-
ñalamientos para su localización, incluyendo las cabañas, restaurantes, 
servicios de embarcaciones, tiendas y demás que operan las coopera-
tivas. Sólo las cabañas de una cooperativa a la orilla de las Lagunas de 
Chacahua se observaron con un anuncio tipo «espectacular», de ta-
maño mediano, el cual, no se puede observar desde la carretera por lo 
que no cumple su función publicitaria. 

Asimismo, la publicidad por internet no es usada por ninguna de 
las cooperativas debido a la falta de habilidades tecnológicas de sus 
miembros y falta de cobertura de este servicio. Televisión y radio no 
son usados tampoco debido a los altos precios. En contraparte, los tríp-
ticos y volantes impresos son la publicidad más usada por las coopera-
tivas turísticas; sin embargo, este tipo de publicidad está supeditada a 
que los puestos de promoción turística, ubicados en las playas principa-
les, distribuyan la publicidad ya que los cooperativistas no distribuyen 
personalmente la publicidad.
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En cuanto a la promoción de cooperativas de servicios turísticos, 
esta se realiza básicamente a través de promotores independientes que 
reciben comisiones cuando logran llevar clientes a las cooperativas. Sin 
embargo, esto no siempre funciona debido a que otras opciones de 
hoteles privados y de cadenas hoteleras ofrecen comisiones más atrac-
tivas a los promotores.

Sobre la necesidad de un medio de publicidad y promoción alterno, 
Luis Antonio Fuentes, Secretario de la Cooperativa «Lagarto Real» 
menciona que «otra de las situaciones que nosotros tenemos es la falta 
de promoción directa. Necesitamos algún tipo de promoción pero di-
ferente, nosotros no nos metemos mucho con volanteo ni nada de eso 
porque al final de cuentas mucha gente no lo lee, a veces es muy poca 
y es raro la gente que tiene la costumbre de leer un folleto». Sobre las 
consecuencias de la falta de publicidad de las diversas cooperativas de 
la Región, la misma persona señala que «hay muchas cooperativas que 
tienen 15 o 20 años que ahí están y que realmente no prestan ningún 
servicio porque nadie las visita».

3.10. Niveles bajos de capital social

El capital social se puede definir como las relaciones, valores, actitu-
des y acciones de solidaridad, confianza y cooperación que prevalecen 
en un grupo social y que pueden ser usadas para enfrentar y resolver 
problemas comunes (Sosa y Bush, 2017). Existen estudios que seña-
lan la estrecha relación entre niveles altos de capital social y el éxito de 
las cooperativas y los emprendimientos sociales, relacionando teórica-
mente este activo social con facilitar la toma de decisiones y la coope-
ración en las cooperativas en una región (Bretos, Díaz-Foncea, Marcue-
llo y Marcuello, 2018). Sobre su composición, algunos estudiosos del 
tema identifican hasta doce dimensiones que componen el capital social, 
pero la gran mayoría reconoce que la confianza es la dimensión princi-
pal de este activo social. En el caso de México, según lo reportado por la 
«World Value Survey» (WVS Association, 2015) los niveles de capital so-
cial son bajos comparados con el promedio de los países del Continente 
Americano. En la Región estudiada, la dimensión «acción colectiva» pa-
rece ser más fuerte pues existe la tradición de realizar trabajo comunita-
rio denominado tequio. Asimismo, se reporta que las comunidades se 
han organizado para enfrentar exitosamente enemigos comunes como 
la presencia del crimen organizado y los intentos de privatización de pla-
yas. Sin embargo, la dimensión de «confianza interpersonal» se observa 
insuficiente en las cooperativas ante el reto de manejar recursos finan-



Diagnóstico multidimensional y morbilidad de las cooperativas… José Luis Sergio Sosa González

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 309-350 

332 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp309-350 • http://www.baidc.deusto.es 

cieros colectivos, sobre todo cuando se combina la gran precariedad 
económica de los socios con la recepción de cuantiosos apoyos guber-
namentales. Con relación a esto, Consuelo Mujica Hernández, Secretaria 
del Consejo de Vigilancia de la Cooperativa Turismo Alternativo Tutute-
pec y Secretaria de la Red Lagunas de Chacahua, explica que «Mientras 
no hay dinero estamos tranquilos, pero cayendo un goterito se arma la 
Troya. Por ambición y necesidad, por la necesidad de que a veces no 
tiene uno nada y la ambición de que de repente ve uno mucho, pue-
den ser las dos cosas». En el mismo sentido, Fidel Oliva Ruiz, tesorero de 
la Cooperativa El Lagartero Tututepec, menciona que «el problema es 
cuando empieza a llegar el recurso y ahí es donde empieza la gente el 
pleito, porque quieren dinero, no quieren trabajar pero quieren dinero, 
empiezan a pelear por el dinero, no es otra cosa». Confirmando esta 
problemática, Lucia Santos López, presidenta de la Cooperativa Flama 
Extraña, señala que «Es cuando ya tiene dinero la cooperativa, cuando 
ya empiezan las dificultades, que ya no anda nada bien, que ya cada 
quien quiere jalar por su lado, el dinero lo quisieran manejar todos…
cuando hay dinero ya empiezan a pelear».

3.11. Otras áreas de oportunidad estudiadas

Otras áreas de oportunidad que se estudiaron pero que no se en-
contró evidencia de ellas son las siguientes: a) Isomorfismo: enten-
dido como el hecho de que una empresa privada, asuma la forma jurí-
dica de cooperativa para aprovechar los apoyos gubernamentales hacia 
este tipo de organizaciones, sin ser realmente una empresa social. Sólo 
se detectó un caso y no se incluyó en las cooperativas estudiadas por 
ser una cooperativa en proceso de formación. El resto de las coopera-
tivas no presentan evidencia de este fenómeno. b) Competencia des-
leal con empresas privadas: En algunos municipios de la Región no 
se ha permitido la instalación de cadenas hoteleras como es el caso de 
«Puerto Escondido» y los hoteles privados no tienden a ser grandes y 
lujosos por lo que la competencia en ese lugar no puede catalogarse 
como desleal. En el caso de las «Bahías de Huatulco», donde existen 
grandes hoteles y cadenas, los cooperativistas consideran que la com-
petencia no es directa pues ellos atienden al turismo nacional e inter-
nacional de playa y de convenciones, mientras las cooperativas buscan 
atender al turismo alternativo. 
Como se puede apreciar, las deficiencias o áreas de oportunidad que 
presentan las organizaciones estudiadas son muy diversas y recurrentes, 
lo cual explica la alta mortalidad de las mismas. Algunas de las causas 
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estratégicas de fondo que podrían intuirse a partir de revisar la literatura 
actual, se abordan en el siguiente apartado.

IV.  Causas sistémicas de la morbilidad y áreas de oportunidad 
encontradas

Las áreas de oportunidad descritas anteriormente producen una se-
rie de efectos que limitan totalmente el desempeño de las cooperativas 
de la Región, generando un proceso progresivo de descomposición en 
las dimensiones social, económica, administrativa, financiera y técnica. 
Esto, determina finalmente su quiebra o desintegración real. Entre los 
síntomas o consecuencias que prevalecen en las cooperativas estudia-
das se pueden mencionar: bajas ventas e ingresos; desconocimiento de 
la situación financiera de la organización; falta de liquidez; empobreci-
miento de los socios; dependencia financiera; venta de activos; subor-
dinación a las organizaciones de segundo piso; informalidad; proyectos 
productivos inconclusos; mala imagen de la economía social; destruc-
ción del capital social comunitario; desorganización; baja competitivi-
dad; frustración y desánimo de los socios; abandono de la organiza-
ción; alta mortalidad de las cooperativas.

Es importante señalar que estos efectos o síntomas no se deben 
confundir con las mismas áreas de oportunidad, ni con las causas estra-
tégicas de fondo. Se deben separar los tres conjuntos por ser las causas 
estratégicas las que deben atenderse para resolver de raíz el problema 
de la mortalidad cooperativa en la Región. En ese sentido, se recurrió 
a la lógica del «método genético»6 de investigación; misma lógica que 
soporta la herramienta del «árbol de problemas» que se presenta en la 
figura No. 1 donde se separan los tres grupos de elementos.

A partir de la revisión de la literatura actual sobre Gestión y Admi-
nistración Pública7, así como sobre economía y sociología, se identifi-
caron seis causas estratégicas de fondo, que indudablemente deben 
confirmarse o negarse con estudios posteriores, las cuales se explican 
brevemente a continuación: 

6 El método genético en investigación se entiende como una aproximación a 
los fenómenos de la realidad a partir de considerar los procesos y factores que lo 
determinan o le dan origen, buscando así identificar las causas de fondo, los hechos o 
fenómenos con sus diversas características y sus consecuencias o efectos (Rodríguez y 
Pérez, 2017)

7 En este caso se utilizaron el «Enfoque Neo-institucional», el «Enfoque de 
Sistemas», la «Nueva Gestión Pública» y el «Enfoque de Administración Estratégica», 
para mayor información se puede consultar Shafrytz y Hyde (1999).
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a)  Excesiva precariedad económica de los socios cooperativistas 
de la Región

México es considerado uno de los países donde más ha crecido la 
pobreza y vulnerabilidad en las últimas décadas. Hasta el año 2018, 
cuando concluye el último gobierno neoliberal, se contabilizaron 52.4 
millones de mexicanos en pobreza y pobreza extrema, además de 45.3 
millones en vulnerabilidad por ingresos o carencias sociales; en total 
97.7 millones (78.1%) de habitantes en condiciones de pobreza o vul-
nerabilidad (CONEVAL, 2018). La situación en la Costa de Oaxaca es 
aún más grave por ser una de las regiones de mayor pobreza y vulnera-
bilidad del país. En esta Región, los socios cooperativistas destacan por 
su precariedad económica lo que los lleva a organizarse en cooperati-
vas para tratar de obtener ingresos.

La precariedad económica, aunada a la incertidumbre de no lograr 
la sostenibilidad de la cooperativa y obtener así beneficios económicos 
de largo plazo, lleva a los socios a la desesperación, explicando así la 
actitud calificada de «oportunista y ambiciosa» en la que caen cuando 
reciben cuantiosos recursos de apoyo gubernamental. La precariedad 
económica los obliga a centrar su atención en las necesidades inmedia-
tas y no en el largo plazo que se les presenta lleno de incertidumbre. 
Esto nos lleva a plantear que debiera existir un piso mínimo de bien-
estar para lograr que las políticas de apoyo a la economía social sean 
efectivas. Esto ya ha sido planteado por otros autores como Guarnizo 
(2011).

b)  Política educativa alienada, sin programas académicos para 
la economía social 

Recientemente en el ámbito académico se ha empezado a cues-
tionar la efectividad de la educación en sus diferentes niveles. Para 
algunos autores como Vallaeys (2006), los programas académicos 
universitarios de muchos países no se interesan, ni difunden, cono-
cimientos útiles para lo que podríamos llamar la economía real, o 
según Max Kneef, Elizalde y Hopenhayn (2006) Economía a Escala 
Humana. Se plantea que la educación formal no está teniendo los 
impactos esperados en cuanto a que desarrolle en los estudiantes las 
capacidades para enfrentar las exigencias de la vida real. Por ejem-
plo, en México es de conocimiento común que la educación univer-
sitaria en las áreas de Gestión y Administración se centra en la ense-
ñanza de teorías, metodologías, técnicas y herramientas diseñadas 
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específicamente para las grandes corporaciones y no para las micro, 
pequeñas y medianas empresas (MiPymes), privadas o sociales, que 
son las que sustentan más del 90% del empleo del país. Se puede 
afirmar entonces que existe una desvinculación entre la educación 
formal, en todos los niveles, principalmente el superior, con su en-
torno y por tanto con las economías alternativas como la social, la 
solidaria, la popular, la familiar y el bienestar. De la misma manera, 
la educación básica y media no proporciona conocimientos para que 
los individuos puedan cultivar, construir, producir, gestionar, comer-
cializar y agregar valor a la producción por sí solos; es decir no les 
proporciona conocimientos para la autogestión y la autoproducción 
que es lo que se requiere en regiones como la Costa de Oaxaca. Esto 
mismo sucede en otras regiones del mundo según lo señala Mar-
tín, et al (2013). Una crítica más contundente la realizan Max Kneef 
(2014) y Galaaz y Prieto (2006), señalando que el sistema educativo 
sólo contribuye a formar empleados u obreros para un mercado la-
boral pauperizado, en franco detrimento o inexistente en muchas re-
giones. De esta forma, se confunde el propósito final de la educa-
ción que es el de la emancipación del hombre y de la vida, con el de 
la formación de recursos humanos baratos al servicio de la reproduc-
ción del capital.

Fuente: Elaboración propia con base en entrevistas, encuesta, observación y revisión bibliográfica.

Figura N.º 1 

Árbol de Problemas de las Cooperativas  
de la Región de la Costa de Oaxaca, México.
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c) Deficiente arreglo institucional externo e interno

Las instituciones se entienden como las reglas del juego que re-
gulan la interacción social entre los diversos actores de un sistema 
determinado (Ayala, 2001), en este caso el sistema cooperativista. 
Alarcón (2016) define las instituciones como «los usos, hábitos, re-
glas, rutinas, costumbres o normas por los que se rigen las rela-
ciones sociales y económicas entre los miembros de un grupo». El 
arreglo institucional es el conjunto de reglas o normas «formales e 
informales»8 que limitan y dan orden a las interacciones o transac-
ciones sociales (Powell y Dimaggio, 1999). Un arreglo institucional 
adecuado o eficiente es el que asegura la cooperación entre los di-
versos actores involucrados en un sistema, de tal manera que todos 
resulten beneficiados a través de establecer la «alineación de inte-
reses» donde cada actor pueda obtener su beneficio personal, «si y 
sólo si, y en la medida que contribuya al beneficio colectivo» (Sosa, 
Gómez, Rodríguez y Sánchez, 2016: 111). En este caso, el beneficio 
colectivo es el que deben recibir las cooperativas y sus socios por ser 
quienes proporcionan la razón de ser del sistema en su totalidad. 
Asimismo, el marco normativo que regula las cooperativas debería 
proveer las bases para su reproducción y desarrollo, sin embargo, 
en el caso de México, este conjunto de normas pone en riesgo la 
autonomía de las cooperativas, supeditándolas al interés de acto-
res externos (Izquierdo, 2019). En la Región estudiada, la motiva-
ción de los gestores externos (facilitadores y Redes o Federaciones 
de Cooperativas) en la obtención del apoyo gubernamental y no así 
en el desarrollo futuro de las cooperativas, manifiesta claramente 
la «falta de alineación de intereses», un fenómeno que parece ser 
muy común en las políticas públicas impulsadas en México y gran 
parte del mundo. En cuanto al arreglo institucional interno, enten-
dido como el agregado de reglas formales e informales que regulan 
la interacción social al interior de cada organización (Murillo, Gon-
zález y García: 2010), se observa que en las cooperativas estudiadas 
prevalece también la falta de alineación de intereses ya que al en-

8 Las leyes, decretos, manuales, reglas de operación y otros documentos oficiales 
que conforman las políticas públicas de apoyo al sistema cooperativista se podrían 
entender como las «normas formales»; mientras que los comportamientos repetitivos 
derivados de la cultura, las preferencias sociales y los usos y costumbres de los actores, 
se pueden considerar las «normas informales». Para los neo-institucionalistas las normas 
informales pueden modificarse en el mediano plazo a través de un rediseño radical de 
las normas formales. A esto le llaman «reingeniería institucional» (Ayala, 1999 y 2001)
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trar en un proceso de crisis de la cooperativa, algunos socios bus-
can su beneficio personal, procurando apropiarse de los activos fi-
jos, en lugar de canalizar su creatividad en el rescate y desarrollo de 
la cooperativa. Los funcionarios públicos también se ocupan única-
mente en cumplir con metas específicas dentro del programa o polí-
tica pública que les corresponde, sin darle la debida importancia a la 
viabilidad futura de las cooperativas.

d)  Deficientes y limitadas políticas públicas de apoyo a la economía 
social

Como se puede observar, muchas de las deficiencias de las 
cooperativas estudiadas se originan por las características de las polí-
ticas gubernamentales de apoyo. En primer lugar, los recursos asigna-
dos son insuficientes para cubrir las necesidades de las cooperativas, 
además de que su ejercicio es muy lento y complejo lo que repercute 
en atrasar el suministro de recursos a los beneficiarios. Sin embargo, 
existen otras deficiencias más importantes como la falta de un sis-
tema de indicadores de gestión que incluya mediciones periódicas de 
eficiencia, eficacia, calidad, impacto, entre otros, que apoyen la eva-
luación y el rediseño de las políticas respectivas. Por otra parte, como 
ya se mencionó, si una política pública no logra «alinear intereses» 
entre los actores involucrados, está condenada a no generar los im-
pactos necesarios. Por lo menos eso afirman los neo-institucionalistas 
(Ben-Ner y Putterman, 1999), (Ayala, 2001). Además, existen estudios 
que confirman que los arreglos institucionales eficientes y la alinea-
ción de intereses son indispensables para el éxito de las políticas pú-
blicas (Sosa, et al., 2016) (Powell y Dimaggio, 1999). La política pú-
blica de apoyo a la economía social en México, supone de antemano 
los intereses y el comportamiento que «debieran» tener los diversos 
actores involucrados en el sistema (autoridades y funcionarios, so-
cios cooperativistas, proveedores, organizaciones de segundo piso, 
entre otros), determinando así las reglas de operación, manuales, le-
yes y demás instrumentos normativos de los programas respectivos. 
Sin embargo, como se ha expuesto, los intereses y los comportamien-
tos reales de los actores difieren de lo «ideal» y por tanto los resulta-
dos e impactos no favorecen el propósito de la política pública. Este 
fenómeno es denominado en el ámbito académico como «juego su-
cio» y ocurre cuando las reglas de operación de los programas guber-
namentales permiten que algún o algunos actores (en este caso los 
facilitadores externos y las organizaciones cooperativas de segundo 
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piso) obtengan su beneficio sin contribuir necesariamente al propó-
sito formal del programa. De esta manera, aunque se cumpla con 
los procesos formalmente establecidos, al final los impactos no son 
los esperados ya que al dejar de lado los intereses reales de los acto-
res involucrados, todo se convierte en una «simulación» de búsqueda 
del propósito formal de la política o programa público. Finalmente, 
la escasa preparación de los funcionarios y autoridades involucradas, 
la falta de información veraz, clara, oportuna y suficiente para orien-
tar la toma de decisiones y la ausencia de dialogo entre beneficiarios 
y gobierno, terminan erosionando cualquier posibilidad de éxito de la 
política de apoyo a la economía social.

e)  Desarrollo de una cultura individualista y oportunista en el supra-
sistema

Para algunos estudiosos de la sociología como Bejar (1989) y 
Cienfuegos, Saldivar, Díaz y Ávalos (2016), el ser humano tiende a ser 
por naturaleza cooperativo y honesto; sin embargo, el supra-sistema 
en que se desenvuelve, compuesto por la cultura, las normas oficia-
les, la educación formal, los medios de comunicación masiva, entre 
otros; alteran su percepción sobre la importancia de la cooperación, 
la honestidad y el interés colectivo y por tanto modifican su compor-
tamiento. De esa forma, a partir de la segunda mitad del siglo pasado 
y especialmente durante el período neo-liberal, se ha ido constru-
yendo, de manera muy efectiva, una cultura individualista y oportu-
nista que resulta totalmente perjudicial para el sistema cooperativo 
que se fundamenta en la colaboración, el beneficio mutuo, la hones-
tidad y la transparencia. Esto ha repercutido en la disminución drás-
tica de los niveles de capital social de la mayor parte de países del 
mundo, incluyendo países desarrollados como Estados Unidos y paí-
ses en vías de desarrollo como México (Sosa y Bush, 2017). Este capi-
tal social, se puede considerar el gran sustento del sistema coopera-
tivista y por tanto su disminución perjudica drásticamente al mismo. 
De esta forma, el desarrollo de una cultura individualista y oportu-
nista, provoca que se pierdan cada vez más los «fines solidarios, de 
equidad y justicia social» del sistema cooperativista, así como el sen-
tido estricto del concepto de cooperación que «significa trabajar jun-
tos y al trabajar juntos, hacerlo igualitariamente sin diferencia al-
guna» (Rivera y Labrador, 2013:3). Se puede decir por tanto que esto 
es una de las principales causas del fracaso del sistema cooperativo 
en México y probablemente en el mundo.
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f)  Educación formal escasa y no pertinente a las necesidades de la 
región

Como ya se ha señalado en este trabajo, el nivel de escolaridad 
formal de los cooperativistas de la Región es muy bajo, el 75% de 
ellos tienen un grado de escolaridad formal de secundaria o me-
nos. Esto los imposibilita a enfrentarse a la complejidad de un em-
prendimiento productivo social o privado. Un porcentaje reducido 
de los cooperativistas tiene educación técnica o universitaria (8%); 
sin embargo, la ausencia de contenidos académicos vinculados a los 
emprendimientos sociales o privados, la autoproducción y la auto-
gestión, provoca que prácticamente toda la población, incluyendo 
técnicos y universitarios, sean incapaces de realizar de manera cabal 
y exitosa un emprendimiento social. En el caso de México, se debe 
tener en cuenta que alrededor del 60% de la población económi-
camente activa ocupada se encuentra en la informalidad laboral 
(INEGI, 2018) y que existen 9.3 millones de personas con licencia-
tura o posgrado que viven en condiciones de pobreza (Reyes, 2018). 
Esto denota la falta de efectividad del sistema educativo, pero sobre 
todo la falta de pertinencia de sus contenidos programáticos, pues 
la gran mayoría de estos (sino es que la totalidad) buscan desarro-
llar competencias únicamente para el mercado laboral vinculado a 
la economía formal u oficial, pero casi ninguno desarrolla capaci-
dades para las economías alternativas como la informal, social, so-
lidaria y cooperativa, entre otras. Considerando que únicamente 
alrededor del 30% de la PEA trabaja en el sector formal, la educa-
ción debería enfocarse a desarrollar competencias para el empren-
dimiento privado y social, la autoproducción y la autogestión que 
apoyen las economías alternativas. Algunas universidades reciente-
mente han incluido en sus programas la impartición de cursos so-
bre emprendimiento pero los intentos son aún mínimos y precarios. 
En otras regiones del mundo ya se ha tomado conciencia sobre la 
necesidad de la educación en emprendimiento social y privado. Un 
ejemplo a resaltar es el hecho de que «el 23 de mayo de 2017 los 
Gobiernos de 11 países de la UE firmaron la “Declaración de Ma-
drid”, en la que destacan la pertinencia de fomentar e incluir el em-
prendimiento bajo fórmulas de la economía social dentro de los pla-
nes de estudio en las diferentes etapas educativas» (Sánchez, et al., 
2018:16); sin embargo en México esto está prácticamente olvidado 
a pesar del fracaso del modelo económico hegemónico y del creci-
miento desmesurado de la pobreza y la marginación en las últimas 
décadas. 
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V. Conclusiones generales

Las cooperativas de la Región de la Costa de Oaxaca en México, 
presentan una diversidad de problemas o áreas de oportunidad en las 
dimensiones administrativa, económica, social, técnica e incluso po-
lítica. Estas áreas de oportunidad impactan negativamente el desem-
peño de las cooperativas llevándolas paulatinamente a un proceso de 
desintegración y desmantelamiento del que son víctimas casi todas. 

Las áreas de oportunidad o problemas que afectan a estas coope-
rativas son, principalmente: 1) Deficiente capital humano y ausencia de 
capital laboral; 2) Asesoría fragmentada y falta de acompañamiento 
profesional; 3) Capacitación insuficiente y no pertinente a las necesida-
des de las cooperativas; 4) Proyectos productivos no viables ni pertinen-
tes desde el punto de económico y técnico; 5) Falta de financiamiento 
e incapacidad de acceder a apoyos gubernamentales; 6) Relaciones 
clientelares con las organizaciones de segundo piso; 7) Lucha interna 
por el poder y oportunismo; 8) Dificultad para obtener permisos de 
operación; 9) Publicidad y promoción deficientes; 10) Bajos niveles de 
capital social.

Los anteriores problemas generan una serie de consecuencias o sín-
tomas que son muy evidentes en las cooperativas estudiadas, entre es-
tos síntomas destacan: bajas ventas e ingresos; desconocimiento de la 
situación financiera de la organización; falta de liquidez; empobreci-
miento de los socios; dependencia financiera; venta de activos; subor-
dinación a las organizaciones de segundo piso; informalidad; proyectos 
productivos inconclusos; mala imagen de la economía social; destruc-
ción del capital social comunitario; desorganización; baja competitivi-
dad; frustración y desánimo de los socios; abandono de la organiza-
ción; repercutiendo finalmente en alta mortalidad de las cooperativas.

Sin embargo, más allá de describir los problemas que enfrentan 
las cooperativas e identificar los síntomas o consecuencias, lo cierto es 
que resulta apremiante encontrar las causas estratégicas de fondo para 
plantear soluciones viables que permitan el rediseño de las políticas pú-
blicas y la emancipación del movimiento cooperativista en la Región y 
en el país.

A partir de la revisión de la literatura disponible sobre administra-
ción, economía y sociología se pueden identificar seis causas estratégi-
cas de fondo de los problemas encontrados, las cuales son: a) Excesiva 
precariedad económica de los socios cooperativistas; b) Política educa-
tiva alienada, sin programas académicos para la economía social; c) De-
ficiente arreglo institucional externo e interno; d) Deficientes y limita-
das políticas públicas de apoyo a la economía social; e) Desarrollo de 
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una cultura individualista y oportunista en el supra-sistema; f) Educa-
ción formal escasa y no pertinente a las necesidades de la región. 

Considerando lo anterior, se puede afirmar que el entorno social, 
educativo, jurídico, institucional, económico e incluso político (por las 
políticas públicas existentes), conforman un supra-sistema o entorno 
que es totalmente adverso al cooperativismo. Este entorno, por un 
lado, financia los emprendimientos sociales y, por el otro, ahoga len-
tamente a las organizaciones cooperativas producto de esos empren-
dimientos. Se puede hablar entonces de una determinación sistémica 
del fracaso de las cooperativas en la Región de la Costa de Oaxaca y 
probablemente en todo México. El entorno determina finalmente el 
desempeño de las cooperativas y termina llevándolas al fracaso. De 
esta forma, se contribuye a estigmatizar la economía social, específica-
mente al cooperativismo y por tanto a reafirmar en la sociedad la idea 
equivocada de que no existe otro tipo de economía posible fuera del 
modelo hegemónico.

Se debe tener presente que el cooperativismo y la economía so-
cial representan opciones exitosas en diversos países y actualmente se 
convierten en opciones más necesarias ante la crisis del modelo eco-
nómico hegemónico. Se debe reconocer que es el entorno adverso en 
México y la Región de estudio el que ahoga el cooperativismo y sus 
organizaciones pues, en varios países con cultura y economía similar, 
el cooperativismo ha tenido un papel destacado en la solución de las 
grandes necesidades y retos que enfrenta la sociedad. Se deben aten-
der las causas estratégicas de fondo del fracaso de las cooperativas 
para asegurar el surgimiento, desarrollo y éxito de estas organizacio-
nes que constituyen un tipo de economía más humana, justa y sus-
tentable, que coloca a las personas, el bienestar social, la ecología y la 
vida misma por encima del reducido concepto del lucro financiero del 
modelo económico hegemónico.
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ANEXO 1.  Cédula de evaluación diagnóstica para cooperativas 
de producción y/o servicios de la región de la Costa de 
Oaxaca, México

Nombre de la cooperativa:

Giro o actividad: Municipio

Entrevistados (nombre y cargo):

Área de 
oportunidad o 

aspecto a evaluar:

Parámetro situación 
deficiente (Muy 

mal) M
u

y 
m

al

M
al

R
eg

u
la

r

B
ie

n

M
u

y 
b

ie
n

N
A

, N
S,

 N
C

.

Parámetro situación 
ideal (Muy bien)

Asesoría y acom-
pañamiento pro-
fesional

No reciben aseso-
ría ni acompaña-
miento por parte 
de ningún especia-
lista u organización, 
más bien resuelven 
sus problemas de 
forma empírica.

Cuentan con ase-
soría permanente 
y acompañamiento 
profesional integral 
en temas de finan-
zas, marketing, pro-
ducción y gestión 
por parte de especia-
listas comprometidos 
con la organización.

Capital humano y 
capital laboral 

La escolaridad o ex-
periencia laboral de 
los socios y/o em-
pleados no se re-
laciona con el giro 
productivo de la or-
ganización ni con 
los emprendimien-
tos sociales.

Tienen socios o em-
pleados con el nivel 
y tipo de escolaridad 
formal necesar io 
para enfrentar exi-
tosamente un em-
prendimiento social, 
o bien que tienen 
experiencia laboral 
integral en organi-
zaciones productivas 
del mismo giro.
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Área de 
oportunidad o 

aspecto a evaluar:

Parámetro situación 
deficiente (Muy 

mal) M
u

y 
m

al

M
al

R
eg

u
la

r

B
ie

n

M
u

y 
b

ie
n

N
A

, N
S,

 N
C

.

Parámetro situación 
ideal (Muy bien)

Distribución equi-
tativa de los be-
neficios. 

Existen algunos po-
cos que terminan 
apropiándose de la 
mayor parte de los 
beneficios genera-
dos por el trabajo 
colectivo (oportu-
nismo).

Los beneficios y uti-
lidades que se gene-
ran en la organiza-
ción se distribuyen 
siempre de manera 
justa y equitativa de 
acuerdo al esfuerzo, 
trabajo y aportación 
de cada socio.

Gobernabilidad. Ex i s ten  muchos 
conf l ic tos  entre 
los miembros de 
la organización, 
los acuerdos se to-
man con mucha di-
ficultad y hay una 
pugna constante 
por puestos direc-
tivos y por tener el 
control de la orga-
nización.

Existe armonía y 
confianza entre los 
miembros de la or-
g a n i z a c i ó n ,  l o s 
acuerdos se toman 
sin problemas, los 
puestos directivos 
son designados por 
unanimidad y no 
existe una lucha por 
el control de la or-
ganización. 

Trámites burocrá-
ticos y permisos 
de operación.

Les ha sido muy di-
fícil y costoso ob-
tener los permisos 
necesarios y realizar 
trámites en gene-
ral ante las autori-
dades. Aún no han 
podido concluir u 
obtener algunos de 
ellos.

Han podido realizar 
sin tantas dificulta-
des los trámites ne-
cesarios ante las au-
toridades y obtener 
los permisos de ope-
ración correspon-
dientes, los costos y 
el grado de dificul-
tad no han sido muy 
altos.
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Área de 
oportunidad o 

aspecto a evaluar:

Parámetro situación 
deficiente (Muy 

mal) M
u

y 
m

al

M
al

R
eg

u
la

r

B
ie

n

M
u

y 
b

ie
n

N
A

, N
S,

 N
C

.

Parámetro situación 
ideal (Muy bien)

Pertinencia y via-
bilidad de proyec-
tos productivos. 

El giro o actividad 
productiva no coin-
cide con los gustos, 
necesidades y de-
manda de los con-
sumidores. No hay 
agregación de valor 
y la infraestructura, 
servicios y ubica-
ción no son atracti-
vos y competitivos.

La actividad produc-
tiva de la organiza-
ción es adecuada a 
los gustos, necesida-
des y demanda de los 
consumidores, defi-
niendo de manera in-
teligente productos, 
servicios, ubicación, 
infraestructura y agre-
gación de valor.

Apoyos guber-
namentales y de 
otros organismos.

No han obtenido 
n ingún t ipo de 
apoyo a fondo per-
dido en dinero o 
en especie del go-
bierno o de otros 
organismos, inde-
pendientemente de 
que lo hayan inten-
tado o no. Carecen 
de los recursos ne-
cesarios para operar 
de forma efectiva.

Han logrado ac-
ceder a cuantiosos 
apoyos a fondo per-
dido, en dinero o 
en especie, del go-
bierno o de otros 
organismos, los que 
se han aplicado para 
la infraestructura y/o 
actividad productiva 
de la organización.

Publicidad y pro-
moción. 

No tienen mecanis-
mos de publicidad 
y promoción por lo 
que sus productos, 
servicios y ubica-
ción no es conocida 
por visitantes y po-
sibles clientes de la 
región.

Cuentan con meca-
nismos efectivos de 
publicidad y promo-
ción que aseguran 
que la gran mayoría 
de visitantes y po-
sibles clientes de la 
región conozcan sus 
productos, servicios 
y ubicación.



Diagnóstico multidimensional y morbilidad de las cooperativas… José Luis Sergio Sosa González

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 309-350 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp309-350 • http://www.baidc.deusto.es 349

Área de 
oportunidad o 

aspecto a evaluar:

Parámetro situación 
deficiente (Muy 

mal) M
u

y 
m

al

M
al

R
eg

u
la

r

B
ie

n

M
u

y 
b

ie
n

N
A

, N
S,

 N
C

.

Parámetro situación 
ideal (Muy bien)

Capacitación o 
educación coope-
rativa (principios 
cooperativos).

No han recibido 
ningún curso de 
educación coopera-
tiva, no conocen ni 
pueden mencionar 
los principios coo-
perativos.

Los socios han reci-
bido cursos de edu-
cación cooperativa, 
conocen y aplican 
permanentemente 
los principios coope-
rativos y los explican 
fácilmente.

C a p a c i t a c i ó n 
para el empren-
dimiento social o 
privado.

No han recibido 
ninguna capaci-
tación sobre em-
prendimiento social 
y/o privado, ni so-
bre planes de ne-
gocios, estudio de 
mercado, estudio 
técnico, estudio fi-
nanciero, mercado-
tecnia y ventas, ma-
nejo de conflictos, 
que son necesarios 
para su actividad 
empresarial.

Los socios han re-
cibido capacitación 
para entender y en-
frentar la compleji-
dad de un empren-
dimiento social y/o 
privado, abordando 
temas como planes 
de negocios, estudio 
de mercado, estudio 
técnico, estudio fi-
nanciero, mercado-
tecnia y ventas, ma-
nejo de conflictos, 
entre otros.

Corrupción o des-
vío de fondos.

Se han presentado 
casos de corrup-
ción, abuso o des-
vío de recursos que 
han perjudicado a 
la organización y 
han disminuido la 
confianza entre los 
miembros. 

Nunca se han pre-
sentado casos de 
corrupción, abuso 
o desvío de recur-
sos entre los miem-
bros de la coope-
rativa, prevalece la 
confianza y la soli-
daridad en las rela-
ciones.
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Área de 
oportunidad o 

aspecto a evaluar:

Parámetro situación 
deficiente (Muy 

mal) M
u

y 
m

al

M
al

R
eg

u
la

r

B
ie

n

M
u

y 
b

ie
n

N
A

, N
S,

 N
C

.

Parámetro situación 
ideal (Muy bien)

Evasión de res-
ponsabilidades y 
falta de compro-
miso entre los 
miembros.

A  m e n u d o  l o s 
miembros de la or-
ganización no cum-
plen bien con sus 
obligaciones y tra-
bajo en la organiza-
ción y es necesario 
estar supervisán-
dolos, motivándo-
los o reclamándoles 
constantemente.

Normalmente los 
miembros son res-
ponsables y entu-
siastas al cumplir 
con sus obligaciones 
dentro de la organi-
zación.

Competencia in-
equitat iva con 
corporaciones o 
grandes empre-
sas.

Ex is ten grandes 
empresas y/o pro-
ductos de las mis-
mas con precios, 
cal idad, publ ic i -
dad, tecnologías o 
infraestructura con 
las que no es po-
sible competir de 
forma exitosa por 
sus dimensiones 
económicas.

No existen empresas 
grandes o productos 
de las mismas en la 
región con los que 
se tenga una com-
petencia directa que 
sea inequitativa, im-
posible de enfrentar 
o no sana.

Otras deficiencias 
(explicar):

Siglas: NA=No aplica; NS=No sabe el entrevistado; NC=No contestó el entrevistado. Jlssg-15jul2019
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Resumen: El cooperativismo en Nicaragua ha sido, es y será, a medio y 
largo plazo, un factor clave de desarrollo socio-económico. A pesar de los di-
ferentes regímenes políticos, el cooperativismo no sólo se ha mantenido, sino 
que se ha desarrollado y consolidado, convirtiéndose en la actualidad en una 
pieza clave dentro de la estructura económica del país. No obstante, la riqueza 
de esta figura desde un análisis filosófico y conceptual permite extender y su-
perar su hasta entonces reducida concepción economicista y traspolarla a otras 
áreas sociales. Si los problemas actuales exigen nuevas respuestas, las solucio-
nes pueden venir de la actualización de figuras ya existentes. Esta cuestión es 
la que atraviesa este breve ensayo, articulando la realidad del cooperativismo y 
el papel que juega como impulsor de desarrollo en otras áreas, tales como el 
medio ambiente, la exclusión social y la Seguridad Social.  

Palabras claves: Derecho cooperativo, medio ambiente, Seguridad So-
cial, Nicaragua.

Abstract: Corporativism in Nicaragua has been, is and will be, in the me-
dium and long term, a key factor in socio-economic development. Despite the 
different political regimes, cooperativism has not only been maintained, but 
has developed and consolidated, becoming today a key part of the country’s 
economic structure. However, the wealth of this figure from a philosophical 
and conceptual analysis allows to extend and overcome its hither to reduced 
economic conception and to transfer it to other social areas. If current prob-
lems call for new answers, solutions may come from updating existing figures. 
This question is the one that this short essay goes through, articulating the re-
ality of cooperativism and the role it plays as a driver of development in other 
areas, such as the environment, social exclusion and Social Security. 

Keywords: Cooperative Law, environment, social security, Nicaragua. 
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Introducción 

Como nicaragüense interesado en los asuntos sociales de mi país, 
he estado siempre cerca de las realidades tan distintas por las que ha 
atravesado este estado centroamericano, siempre intentando cono-
cerlo mejor, para entenderlo y, con toda humildad, explicarlo. En este 
caso, la Universidad de Deusto me ha brindado la oportunidad de ex-
poner en este breve artículo una realidad muy significativa en los países 
Latinoamericanos y que, en el caso de Nicaragua, se vinculó su auge al 
contexto revolucionario ocurrido en la década de los ochentas del si-
glo pasado, impronta que a pesar de los cambios, se ha mantenido y 
expandido lo que permite afirmar que el cooperativismo en Nicaragua 
responde a realidades que van más allá de lo político y que se presenta 
como una respuesta actual a problemas y necesidades vigentes.

En Nicaragua la figura del cooperativismo se comprende desde la 
visión tradicional de su capacidad para integrar al excluido en el mer-
cado, es decir, de la inserción del trabajador en el orden de gestión de 
su propio trabajo y disfrute de sus frutos. De ahí que se enmarque den-
tro de una ideología antiliberal. No obstante, en la actualidad, diversas 
cooperativas están reflejando un cambio en este sentido, encontrán-
donos con cooperativas conformadas por sectores medios (ejemplo, el 
transporte, la caficultura, la ganadería, entre otros). 

Entender el cooperativismo en Nicaragua y evaluar su incidencia en 
el presente nos permitirá proyectar sus enormes posibilidades en el fu-
turo como mecanismo de impulsión económica en general y como ins-
trumento de reducción de la exclusión social, en particular. Es por ello 
que el análisis que procedemos a exponer, aunque breve, pretende in-
corporar lo que entendemos humildemente, son elementos clave para 
entender y valorar el cooperativismo nicaragüense.

El artículo comienza con una sucinta exposición de los anteceden-
tes históricos distinguiendo por etapas marcadas por las drásticas di-
ferencias de régimen político hasta la actualidad. Tras este análisis his-
tórico, se presentará el cooperativismo desde tres ejes fundamentales: 
el papel del cooperativismo como instrumento de protección al medio 
ambiente, su papel ante la exclusión social y la incorporación de sus so-
cios al sistema de Seguridad Social. La elección de estos tres ejes, entre 
otros muchos sobre los que se podría disertar en esta materia tan am-
plia, se justifica por la coincidencia entre acción del cooperativismo y 
su directa incidencia en los ejes señalados, que configuran a su vez tres 
de los problemas más graves por los que atraviesa Nicaragua: deterioro 
grave de su medio ambiente, exclusión social (en la forma en la cual se 
analizará) y una elevadísima tasa de población fuera de la Seguridad 
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Social. Debe observarse que estos ejes se interrelacionan entre sí en un 
esquema de causa-consecuencia. 

Se cierra el artículo con unas conclusiones y propuestas que preten-
den ser la antesala para futuros trabajos de investigación, pero sobre 
todo sirvan como elementos para el debate al servicio de un desarrollo 
del cooperativismo más eficiente y solidario.

1.  Antecedentes históricos del Derecho cooperativo en Nicaragua 

Para hablar del Derecho cooperativo nicaragüense, hay que remi-
tirse a la historia de su legislación, referente a las primeras disposicio-
nes y al desarrollo teórico y legal de estas, pues estos referentes nos 
dan la pauta de su evolución y significado. Por otro lado, el Derecho 
cooperativo atiende en gran manera a la misma historia del país, de-
biendo dirigirse su estudio dentro del marco del contexto histórico del 
país donde actúa.

En Nicaragua como en el resto de los países de América Latina, el 
origen del cooperativismo influenciado por corrientes europeas res-
pondió a modelos específicos de propuestas de organización social y 
gestión económica. La Iglesia católica, los movimientos sindicales y los 
partidos políticos también han participado en la evolución del coopera-
tivismo como factores de impulsión. 

1.1. El cooperativismo de 1914 a 1979

Las cooperativas en Nicaragua fueron establecidas por primera vez 
en el Código de Comercio de 19143. Se dedicaba este cuerpo de leyes 
en su Capítulo VII, del artículo 300 a 328, a las Sociedades Cooperati-
vas. El artículo 300 del citado Código decía que «las sociedades coope-
rativas se caracterizan por la variabilidad del capital social, ilimitación 
del número de socios, y el objeto de ellas, que es por lo regular, el aho-
rro sobre gastos de consumo, la concesión del crédito reciproco, el 
ejercicio de una industria, la construcción de habitaciones, o la partici-
pación de utilidades entre capitalistas y operarlos».

Al promulgarse el Código de Comercio no existía aún en Nicara-
gua ninguna cooperativa organizada (la primera no se constituyó hasta 

3 Ley s/n, de 30 de abril de 1914 (La Gaceta Diario Oficial n.º 248 de 30 de octubre 
de 1916). 
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1926). Lo que existía en Nicaragua hasta antes de 1926 eran agrupa-
ciones de trabajadores en la ciudad como resistencia pacífica ante las 
condiciones laborales impuestas en las fábricas, con características rei-
vindicatorias para defender sus derechos laborales.

Luego de la promulgación del señalado Código se dan algunos 
intentos de formar cooperativas bajo expresiones asistencialistas de 
ayuda mutua con el propósito de enfrentar situaciones de pobreza a 
partir de la creación de un fondo social. No fue sino hasta años poste-
riores que se dan verdaderos intentos de un cooperativismo más con-
solidado. 

Fue en el año 1926 cuando se genera un auténtico movimiento 
cooperativo nicaragüense, el cual nace de la mano de Augusto C. San-
dino4. Tras 1934, fecha que fija el ocaso de la gesta de Sandino, asume 
el poder Anastasio Somoza García, marcando una nueva etapa del 
cooperativismo el cual comienza a visualizarse como un elemento sub-
versivo, al ligarse de manera directa a Sandino.

En 1944 empujado por la presión del movimiento obrero, el régi-
men de Somoza García se vio obligado a promulgar el primer Código 
del Trabajo5. Este Código incorpora el reconocimiento de las coope-
rativas como organizaciones legalmente constituidas, y así fueron ge-
nerándose cooperativas de consumo en empresas que aglutinaban a 
muchos trabajadores, como la Portuaria del Occidente del país y el 
Ferrocarril del Pacífico. En estas cooperativas los trabajadores tuvie-
ron que aportar dinero para su formación al margen de las aportacio-
nes estatales. Este fue un modelo de ayuda mutua asistencialista sin 
carácter empresarial. Cuando se terminó el apoyo del Estado, desa-
parecieron, a finales de los años cincuenta. Téngase en cuenta la di-
ferente conceptualización del cooperativismo desde un enfoque mer-
cantilista (Código de Comercio de 1914) al sentido impreso desde un 
Código Laboral.

No fue hasta la década de los años sesenta, que el cooperativismo 
nicaragüense volvió a ser objeto de la atención del Estado, cuando el 
Gobierno de Estados Unidos impuso apresuradamente el programa de 
Alianza para el Progreso, en respuesta al impacto causado por la revo-
lución cubana de 1959, sobre los movimientos sociales en América La-
tina. Este programa de ayuda económica, política y social cubrió casi 

4 Gómez Izaba, Erwin. 1979. «Apuntes sobre la historia del movimiento cooperativo 
en Nicaragua». Cooperativas en Centroamérica, Historia y Marco Jurídico, s/n: 213.

5 Ley s/n, de 23 de noviembre de 1944 (Diario Oficial La Gaceta n.º  23, de 1 de 
febrero de 1945). Este Código fue derogado por el Código del Trabajo, Ley 185/1996, 
de 5 de septiembre (La Gaceta Diario Oficial n.º 205 de 30 de octubre de 1996).
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toda América Latina y el Caribe desde 1960 a principios de los años se-
tenta6.

En el marco del Programa de Alianza para el Progreso, Nicaragua 
impulsa tres proyectos: a) un programa de reforma agraria; b) la coo-
perativización urbana, fundamentalmente, y c) proyectos agrícolas diri-
gidas a campesinos en zonas determinadas7. Bajo este contexto, en el 
año 1965 se crea en Nicaragua la primera Federación de Cooperativas 
de Ahorro y Crédito (FECACNIC) que era uno de los objetivos del pro-
grama de la Alianza para el Progreso.

Tras el terremoto de diciembre de 1972 que destruyó la ciudad de 
Managua, se da un nuevo auge del cooperativismo, pero esta vez en 
una forma diferente. Resurge el comercio y dentro del Programa nor-
teamericano mencionado, aparece como ente promotor del cooperati-
vismo una ONG llamada «Fundación para el Desarrollo» que organiza 
cooperativas de comerciantes en los mercados. En estos intentos se de-
sarrollaron mecánicas de estilo empresarial con directivas integradas 
por presidentes y gerentes. En este nuevo concepto de cooperativismo 
de corte más mercantilista, el 23 de julio de 1971 se publica la Ley Ge-
neral de Cooperativas. No obstante, y como parte de las políticas pro-
pias de las dictaduras, esta Ley tuvo una marcada visión paternalista 
impulsada por el Estado y apoyada por la empresa privada. El 10 de 
marzo de 1975 se decreta el Reglamento de la Ley General de Coope-
rativas de 1971. 

Con todo lo anterior, podemos afirmar que el cooperativismo en Ni-
caragua como fenómeno socioeconómico antes de 1979 fue marginal.

6 La Alianza para el Progreso creada por el presidente John F. Kennedy en el año 
1961, tenía como objetivo combatir la creciente pobreza y las grandes desigualdades 
sociales en latinoamericana para crear una clase media, mediante la asignación de 
un fondo de aproximadamente de 20.000 millones de dólares por diez años, que 
serían destinados a perfeccionar sus instituciones democráticas, acelerar su desarrollo 
económico y social, ejecutar programas de vivienda, impulsar la reforma agraria, 
asegurar una justa remuneración a los trabajadores, acabar con el analfabetismo, 
desarrollar programas de salubridad e higiene, reformar los impuestos en sentido 
progresivo y profundizar en la integración económica de América Latina, todo ello 
para prevenir la tentación revolucionaria, es decir, contener el comunismo en ese 
subcontinente. En este contexto se definido el rol que tendría la Organización de 
Estados Americanos (OEA), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Comisión 
Económica para América Latina (CEPAL). Se definió asimismo el papel que la OEA, 
el BID y la CEPAL en la canalización de los fondos y la designación de los proyectos. 
También se previó la participación tanto de las inversiones privadas nacionales como de 
las fuentes de financiamiento provenientes de Europa y Japón.

7 Salom Echeverria, Alberto et al. 1992. El estado del cooperativismo en Nicaragua. 
San José: Alianza Cooperativa Internacional. 
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En definitiva, el cooperativo en esta época no jugó un papel trascendental 
en la producción del país. No generó una movilización ni en el campo 
ni en la ciudad, ni fue tampoco importante por el número de asociados 
que alcanzó ni por el peso de la producción.

1.2. El cooperativismo de 1979 a 2020

Como consecuencia de una guerra civil sangrienta denominada 
«guerra de liberación nacional», cuando triunfa la revolución popu-
lar sandinista el 19 de julio de 1979, el gobierno revolucionario adoptó 
una serie medidas tendentes a instaurar un nuevo sistema político y ju-
rídico, como elementos esenciales en la etapa de transición hacia un 
nuevo régimen8. En consideración a lo anterior, la Constitución política 
de Nicaragua de 1974 fue derogada. Como consecuencia de ello, el 
Gobierno de Reconstrucción Nacional promulgó el Estatuto Fundamen-
tal9, la nueva Norma Fundamental del país vigente hasta 1987.

El Estatuto Fundamental establecía «el derecho a fundar y promo-
ver cooperativas de trabajo y producción». En este sentido, el movi-
miento cooperativo tuvo gran empuje siendo especialmente de carác-
ter agropecuario, ya que el Frente Sandinista de Liberación Nacional 
como vanguardia de la revolución adquirió un compromiso histórico de 
trasformar radicalmente las estructuras y las relaciones sociales en be-
neficio de los campesinos10. Este modelo formó parte de una estrate-
gia del gobierno revolucionario que asumió un rol protagónico, canali-
zando el proceso de reforma agraria en formas cooperativas.
De este Estatuto Fundamental se derivaron las siguientes normas jurídicas 
esenciales para apoyar la propiedad cooperativa:

1) Decreto 3-38/1979 de 8 de agosto11, que contemplaba la con-
fiscación de las tierras en manos de la familia Somoza y sus 
allegados a la dictadura para ser entregadas al Estado revolu-

8 Alemán, Estela, et  al. 1992. Revolución, ajuste económico y el cooperativismo 
agrario en Nicaragua 1979-1991. Managua: Universidad Nacional Autónoma de 
Nicaragua. 

9 Ley 52/1979, de 21 de agosto (La Gaceta Diario Oficial n.º  11 de 17 de 
septiembre de 1979).

10 Fitzgerald, Valpy y Chamorro, Amalia. 1987. «Las cooperativas en el proyecto 
de transición en Nicaragua». Encuentro, n.º  30: 21. En el mismo sentido, Jarquín 
Chamorro, Mateo. et  al. 2020. Anhelos de un Nuevo Horizonte. Aportes para una 
Nicaragua Democrática. San José: FLACSO de Costa Rica. 

11 La Gaceta Diario Oficial n.º 6 de 3 de septiembre de 1979. 
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cionario y este a la vez las entregara al campesinado pobre en 
forma de propiedad cooperativa. Con este Decreto se confisco 
el 20 por ciento de las tierras productivas en todo el país12.

2) Ley de Reforma Agraria de 198113, que reconoció tres formas 
de propiedad: privada, cooperativa y estatal. Asimismo, con 
esta Ley se reconoce la propiedad comunal de los indígenas del 
Caribe nicaragüense. Proclamando en su Exposición de Moti-
vos: «Que bajo el régimen somocista el desarrollo agropecua-
rio favoreció únicamente a reducidos grupos privilegiados, su-
miendo a los campesinos y obreros agrícolas en la miseria, el 
atraso y la ignorancia e impidiendo el aprovechamiento pleno 
de los recursos naturales del país. Que por lo tanto es de abso-
luta necesidad impulsar una transformación profunda de las es-
tructuras agrarias heredadas del régimen anterior de tal manera 
que se establezcan las condiciones para avanzar hacia formas 
superiores de organización de la producción y se garantice a los 
campesinos y obreros agrícolas una constante superación mate-
rial y cultural».

3) Ley de Cooperativas Agropecuarias de 198114, que en su apar-
tado V de la Exposición de Motivos decía que: «Ley General de 
Cooperativas» vigente en el país, emitida por el gobierno somo-
cista en julio de 1971, no responde a las aspiraciones revolucio-
narias del campesino nicaragüense ni establece el marco ade-
cuado para el desarrollo de un dinámico y pujante movimiento 
cooperativo como el que impulsa la Revolución Popular Sandi-
nista en el sector agropecuario». Y el art. 2 de la señalada Ley 
proclamaba: «La cooperativa agropecuaria es una forma supe-
rior de organización del trabajo que impulsa el espíritu de soli-
daridad y cooperación superando las relaciones de competencia 
y explotación entre los hombres...».

4) Ley de Reforma a la Ley de Reforma Agraria de 11 de enero de 
1986, sustituyó a la anterior Ley de 198115. Esta reforma su-
pone una extensión subjetiva de la Ley anterior la cual quedaba 

12 Flores Rivas, María Hayde. 1988. La reforma agraria. León: Universitaria.
13 Decreto-Ley 782/1981 de 19 de julio (Diario Oficial La Gaceta n.º 188 de 21 de 

agosto de 1981). Esta Ley establecía la posibilidad de expropiar a cualquier propietario 
de tierras ociosas fijando un límite de 350 hectáreas en las regiones más productivas y 
de 700 en el resto del país. No tenía por objeto esta norma eliminar el latifundio.

14 Decreto-Ley 826/1981 de 17 de septiembre (Diario Oficial La Gaceta n.º 222 de 2 
de octubre de 1981).

15 Ley 14/1986 de 11 de enero (Diario Oficial La Gaceta n.º 8 de 13 de enero de 
1986). 
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circunscrita a la familia y allegados de Somoza. Esta nueva Ley 
se extenderá a cualquier propiedad ociosa, o insuficientemente 
explotada16, otorgándole atribuciones al Estado para afectarlas 
sin excepción.

En 1987 se aprobó la Constitución política de Nicaragua que de-
rogó al Estatuto Fundamental de la República. Esta nueva Norma Fun-
damental establece el fomento y la creación de cooperativas, dispo-
niendo al Estado a favor de su creación y apoyo a las mismas.

El cooperativismo nicaragüense obtiene así una norma de rango 
constitucional a través del artículo 109 que proclama: «El Estado pro-
moverá la asociación voluntaria de los campesinos en cooperativas 
agrícolas, sin discriminación de sexo y de acuerdo con sus recursos fa-
cilitará los medios materiales necesarios para elevar su capacidad téc-
nica y productiva, a fin de mejorar las condiciones de vida de los cam-
pesinos». No obstante, recordemos que, de manera paralela, se está 
aplicando la Ley de Reforma Agraria de 1986 la cual impone el coo-
perativismo a aquellos productores beneficiados por el reparto de la 
tierra auspiciada por el Estado. En estas condiciones, la tenencia de la 
tierra en Nicaragua se modificó radicalmente, hasta el extremo que el 
sector privado tradicional, descendió del cien por cien al 45 % de la 
tierra17. 

Entre los años 1985 a 1989 se profundiza la crisis económica y por 
ende el modelo de gobierno existente. La guerra de «agresión» y el 

16 Para enfrentar esta situación de crisis de la reforma agraria se decidió 
reformar la ley. Las reformas decretadas en enero de 1986, por primera vez deciden 
enfrentarse al latifundio. Se suspenden las limitaciones de 700 hectáreas en las 
regiones al este del país y 350 en la zona del Pacífico, y se establece que pueden 
ser sancionadas las tierras ociosas, abandonadas o mal explotadas por sus dueños, 
independiente del área que posean. A las tierras eficientemente explotadas se 
les garantiza la propiedad, pero se da a la ley el derecho de afectar el derecho 
de la indemnización. estas propiedades en casos puntuales, mediante la facultad 
de expropiar por causas de utilidad pública o interés social. Además, se sanciona 
la ociosidad en los mismos términos del abandono, quitándole el derecho de la 
indemnización. Las reformas a la Ley han puesto en discusión las posibilidades de la 
existencia de la economía mixta. En este nuevo texto la Ley permite afectar cualquier 
propiedad, incluso las que están siendo eficientemente trabajadas, a pesar de que 
se garantiza en la ley este tipo de propiedad. En el pasado reciente, cuando no 
existía una voluntad decidida de liquidar el latifundio, muchas propiedades fueron 
afectadas aun cuando eran eficientemente explotadas. Los argumentos fueron varios, 
algunos provocados por una presión campesina que incidía encima de esa propiedad 
y generaba crisis, y en otros casos se procedió contra propietarios que habían optado 
por colaborar con la agresión norteamericana.

17 (Salom Echeverría, 1992, 15-16). 
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bloqueo económico y comercial de Estados Unidos, por un lado, están 
dejando pérdidas enormes al aparato productivo; por otro lado, se pro-
dujo la reducción de suministros del campo socialista provenientes de 
Europa del Este, como consecuencia de las reformas instauradas por 
el dirigente soviético MIJAÍL GORBACHOV denominadas «perestroika» 
y «glasnost»18. Todo ello, obligó al gobierno sandinista a negociar con 
las fuerzas opositoras llamadas «contrarrevolucionarias» unos acuerdos 
de paz y estabilidad lo que conllevó a elecciones generales el 25 de fe-
brero de 1990, en el cual el Frente Sandinista de Liberación Nacional 
fue desplazado del poder.

De esta época revolucionaria podemos decir que el cooperativismo, 
se consolidó —a pesar de todos problemas que se dieron— como base 
de apoyo social revolucionario con el que contó la revolución sandinista 
a lo largo de los años 80. 

A partir del año 1990, tras la derrota electoral del gobierno sandi-
nista se producen cambios en el orden político, económico y social que 
significaron para el cooperativismo nicaragüense un periodo de trans-
formaciones radicales. 

Estos cambios acelerados, obligaron al cooperativismo a buscar 
mecanismos concretos para desenvolverse ante las nuevas realidades. 
En esta búsqueda se fundó la Federación Nacional de Cooperativas 
Agropecuarias y Agroindustriales. Así se promulgó la Ley de Coopera-
tivas Agropecuarias y Agroindustriales el 24 de marzo de 1990, la cual 
derogó la Ley de Cooperativas del periodo revolucionario. Que en sus 
apartados II y III de la Exposición de Motivos proclamaba que: «El Es-
tado garantiza la propiedad cooperativa y la libre asociación voluntaria 

18 Luis Carrión Cruz, uno de los máximos dirigente de la revolución y Ministro 
de Economía, manifestó: «La economía nicaragüense se encuentra en un estado 
crítico, sin ninguna reserva de divisas, con una infraestructura productiva (puertos 
y carreteras) al borde de la destrucción total, un estancamiento de los créditos, 
tanto de países occidentales como socialistas, y sin perspectivas de solución para 
la sangría que ocasiona la guerra. Como consecuencia, ”el país pasa hambre”». 
Sigue añadiendo el dirigente sandinista que: «Esto no quiere decir que todo lo 
que hayamos hecho nosotros haya estado bien hecho. Hemos cometido errores. 
Por ejemplo, no siempre seguimos una política que estimulara la producción 
agropecuaria». Entre guerra y errores, lo cierto, según reconoce el comandante 
Carrión, es que «el deterioro que se ha acumulado es muy grande». «Hemos 
acumulado», explica, «una tremenda carencia de todo el sistema productivo; no 
tenemos disponibilidad de divisas, nuestra reserva de divisas es cero, es decir, 
estamos siempre por debajo, estamos dependiendo de la venta por adelantado 
de nuestras cosechas». Carrión Cruz, Luis. 1988. «Nicaragua pasa hambre» El 
País, 13 de noviembre. Acceso el 24 de nombre de 2019. https://elpais.com/
diario/1988/11/01/internacional/594342012_850215.html

https://elpais.com/diario/1988/11/01/internacional/594342012_850215.html
https://elpais.com/diario/1988/11/01/internacional/594342012_850215.html
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de los campesinos en cooperativas agrícolas, sin discriminación de nin-
gún tipo, como una alternativa eficaz para el desarrollo económico del 
país. Que la autonomía de las cooperativas es indispensable para su de-
sarrollo y libre desenvolvimiento, de acuerdo a los principios cooperati-
vos universales, por lo que se hace necesario fortalecer su integración a 
través de formas superiores de organización». Como puede observarse, 
recuerda en su esencia al concepto cooperativista de la Constitución de 
Nicaragua de 1987.

Esta Ley de 1990 fue la base de la actual Ley General de Cooperati-
vas, Ley 499/2004, de 29 de septiembre, publicada en La Gaceta n.º 17 
de 25 de enero de 2005, y complementada por su Reglamento apro-
bado el 10 de septiembre del 2007, publicado en La Gaceta n.º 174 de 
11 de septiembre de 2007. 

La Ley General de Cooperativas (en adelante LGC) crea el Instituto 
Nicaragüense de Fomento Cooperativo (INFOCOOP), esta entidad se 
establece con una personalidad jurídica propia, con autonomía admi-
nistrativa y funcional. Se trata del organismo rector de la política na-
cional nicaragüense para lo relacionado a la protección, fomento y de-
sarrollo cooperativo. Además, se encarga de la regulación, suspensión, 
supervisión y control de las cooperativas. Dentro de sus objetivos prin-
cipales se encuentran fomentar, promover, divulgar y apoyar el movi-
miento cooperativo existente en Nicaragua. Asimismo, la misión del IN-
FOCOOP es ser el Instituto autónomo del Estado nicaragüense, rector y 
gestor de las políticas públicas nacionales para la protección, fomento 
y desarrollo del movimiento cooperativo, como modelo de transforma-
ción para el bienestar de las familias nicaragüenses.

El INFOCOOP cuenta con una serie de atribuciones y funciones 
(arts. 114 y ss. LGC), entre las que destacan la promoción y ejecución 
de políticas, fomentar el cooperativismo, autorizar y certificar la consti-
tución de las cooperativas en Nicaragua, velar por el cumplimiento de 
las disposiciones legales por parte de las cooperativas, censar informa-
ciones relacionadas con el sector, investigar en el tema cooperativo en 
Nicaragua, así como todas aquellas acciones que se ejecuten a favor de 
las empresas de la economía social en Nicaragua, especialmente en las 
cooperativas.

La misma LGC en sus artículos 126 y ss., creo el Consejo Nacional 
de Cooperativas (CONACOOP), como un organismo conformado por 
los delegados del sector cooperativo electos en asamblea departamen-
tales, regionales y nacionales que conforman la Asamblea Nacional de 
Cooperativas, quienes eligen a diez representantes del movimiento, 
que conforman la junta directiva, teniendo dentro de sus objetivos el 
definir políticas públicas para el sector. 
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El CONACOOP es el órgano rector del movimiento cooperativo ni-
caragüense, cuya finalidad responde a la representación y defensa del 
sector, consecuentemente es un órgano político por lo que debe de 
dictar los grandes lineamientos por lo que se debe regir el cooperati-
vismo nacional. Tiene como misión y objetivo, beneficiar a todos los 
cooperados, impulsando el desarrollo económico y social de los cinco 
ejes del movimiento cooperativo existentes en el país.

De lo anteriormente expuesto, podemos decir que con sus altos y 
bajos actualmente el movimiento cooperativo nicaragüense ha mani-
festado un desempeño que tiende a su consolidación como opción real 
de desarrollo a nivel nacional. Nicaragua se ha convertido en el país 
con el mayor número de cooperativas de Centroamérica. A falta de un 
censo cooperativo citamos las declaraciones del Gerente general de la 
Cooperativa de Ahorro y Crédito Caja Rural Nacional, quien señala que 
en el año 2007 Nicaragua tenía 1,700 cooperativas con aproximada-
mente 100,000.00 asociados. En el año 2013 había 4,500 cooperativas 
con más de 300.000.00 mil socios19.

2. El rol de las cooperativas en la gestión del medio ambiente

La protección al medio ambiente ha avanzado notablemente en 
Nicaragua en los últimos años, percibiéndose mayor conciencia sobre 
los problemas ambientales, contando con una mejor comprensión de 
las relaciones directas existentes entre el medio ambiente y desarrollo 
del país, hecho que se refleja en la ampliación de la agenda ambien-
tal que paulatinamente ha ido permeando hacia los diversos sectores 
de la actividad económica, social y política. En este sentido, se dis-
pone de una amplia legislación medioambiental estableciéndose de-
rechos y obligaciones para todos, donde los poderes públicos gestio-
nan y supervisan en esta materia. Esto ha llevado a la realización de 
agendas de trabajo en la aplicación de políticas e instrumentos para 
la protección ambiental. 

No obstante, lo anterior, persisten en Nicaragua grandes problemas 
de contaminación, destrucción y degradación de los recursos natura-
les y del medio ambiente, los cuales están asociados a muchos facto-
res, tales como la pobreza la cual incide en los patrones de producción 

19 Aburto Cruz, Manuel. 2013. «Nicaragua el país con más cooperativas en 
Centroamérica», El Nuevo Diario, 5 de febrero, acceso el 13 de diciembre de 2019. 
https://www.elnuevodiario.com.ni/economia/276568-nicaragua-es-pais-mas-
cooperativas-centroamerica/ 

https://www.elnuevodiario.com.ni/economia/276568-nicaragua-es-pais-mas-cooperativas-centroamerica/
https://www.elnuevodiario.com.ni/economia/276568-nicaragua-es-pais-mas-cooperativas-centroamerica/
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y consumo dominantes contarios a las normas mínimas de protección 
ambiental. Por tanto, se requiere de una movilización de recursos ma-
teriales y humanos para fortalecer la gestión ambiental y buscar un me-
jor cumplimiento de la política ambiental, así como crear un mercado 
que cumpla y se ajuste a estas nuevas políticas.

2.1. La protección estatal al medio ambiente 

Históricamente, Nicaragua ha estado estrechamente vinculada al 
aprovechamiento de sus recursos naturales, siendo la base de su eco-
nomía los bienes provenientes del sector primario (agricultura, ganade-
ría, pesca, explotación forestal y minería). Asimismo, se ha incorporado 
el sector secundario o industrial (manufacturas y textiles) y el terciario 
(comercio y turismo). 

En materia ambiental existe una profunda contradicción en Nica-
ragua, dado que este país posee una rica biodiversidad, pero hace un 
uso insostenible de ella. Desgraciadamente, la pobreza ha marcado (ya 
fuera por acción, pero especialmente por omisión) las políticas y espe-
cialmente las prácticas del manejo de los recursos naturales. El ritmo 
de consumo de los recursos naturales y la consiguiente contaminación, 
superan la capacidad de los ecosistemas para recuperarse. Lejos de ge-
nerar mejores condiciones de vida para la población, se trata de resol-
ver problemas de abastecimiento inmediato, comportamiento éste que 
agudiza los problemas sustentabilidad a medio y largo plazo. Nicara-
gua, se ha caracterizado por el uso excesivo de los recursos naturales 
propiciando la destrucción del medio ambiente, situación que es visible 
con la contaminación del agua, aire, suelo y el peligro de extinción o la 
desaparición de especies vegetales y animales, desencadenando otros 
tipos de problemas como los impactos en la salud o en la migración. El 
fenómeno del calentamiento global ha tenido una incidencia especial-
mente negativa ante este panorama tan vulnerable. 

Nicaragua se encuentra, por lo tanto, inmersa en un círculo vicioso, 
en el cual la alternativa más apremiante a la salida de la pobreza tiene 
consecuencias perjudiciales para el suelo y le medio ambiente, lo que 
produce agotamiento, erosión del suelo y contaminación generando 
problemas de salud y modos de vida precarios que se convierten en 
crónicos.

Las propias políticas públicas del Estado buscan cambios en las for-
mas de producción y consumo de los nicaragüenses, a partir de una 
definición clara de los problemas actuales producidos por la interven-
ción del hombre y que pasamos a enumerar:
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1. Contaminación del agua por fuentes agrícolas, industriales y 
domésticas
Nicaragua es un país rico en recursos hídricos. Sin embargo, 
hay grandes extensiones de tierra áridas o semiáridas, tal como 
la región de occidente y parte del llamado «corredor seco»20. A 
pesar de los avances, el acceso al agua potable sigue siendo in-
suficiente, especialmente en las zonas rurales (el 65 % de ac-
ceso a agua potable), en casos en que la mejora de los indica-
dores de salud y nutrición depende directamente de la calidad 
del agua21. 
Una de las causas de la contaminación del agua son las car-
gas orgánicas provenientes de aguas de uso domiciliario que 
no han sido tratadas. Otras causas de la contaminación hí-
drica son los residuos industriales como la minería de oro, 
químicos sintéticos y desechos peligrosos; los basureros y los 
productos agroquímicos. La contaminación de las aguas pro-
paga enfermedades infecciosas como el cólera, tifoidea y 
gastroenteritis22. 

2. La desforestación o tala indiscriminada de árboles
Si bien es cierto que hay prohibición por parte de las autori-
dades para que no se abuse de la tala de los bosques, no obs-
tante, la capacidad institucional de regulación y control es 
muy baja, ya que el Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales (MARENA) no dispone de suficientes recursos hu-
manos y financieros. La deforestación se continúa dando fun-
damentalmente como consecuencia directa del avance de la 
frontera agrícola para actividades agropecuarias, de la cons-

20 Esta es una extensa área de tierra de 1.600 kilómetros de longitud y de 100 a 
400 kilómetros de ancho que inicia en la costa del Pacífico de Chiapas, México, hasta 
al occidente de Panamá. En Nicaragua el corredor seco comprende en el occidente del 
país los departamentos de: León y Chinandega; y en la zona norte los departamentos 
de: Nueva Segovia, Madriz, Estelí y Matagalpa (González Figueroa, Alan. 2012. «Marco 
estratégico regional para la gestión de riesgos climáticos en el sector agrícola del 
corredor seco centroamericano». Organización de Naciones Unidas para la Alimentación 
y la Agricultura. Roma.

21 Servicio Europeo de Acción Exterior. 2014. «Documento de estrategia nacional 
y programa indicativo plurianual 2014-2020. Nicaragua». Acceso el 4 de enero 2020. 
https://eeas.europa.eu/sites/eeas/files/20150610_01_es.pdf 

22 Lara Benavidez, Rebeca Saray. 2015. «Políticas públicas, sostenibilidad ambiental 
y desarrollo de Nicaragua». Revista Electrónica de Investigación en Ciencias Económicas 
de UNAN-Managua, 6: 158-228. Acceso el 7 de diciembre de 2019. https://www.
revistasnicaragua.net.ni/index.php/reice/article/view/2011 

https://eeas.europa.eu/sites/eeas/files/20150610_01_es.pdf
https://www.revistasnicaragua.net.ni/index.php/reice/article/view/2011
https://www.revistasnicaragua.net.ni/index.php/reice/article/view/2011
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trucción de infraestructura y venta de madera y leña para co-
cinar. Todas estas prácticas inadecuadas constituyen un fac-
tor de vulnerabilidad de la cuenca hidrográfica que priva a los 
suelos de vegetación, dificultando además el desarrollo de las 
fuentes de energía renovable23. 

3. Degradación de suelos
La degradación del suelo afecta un porcentaje considerable del 
área de Nicaragua. Entre las principales causas de la degrada-
ción del suelo están la erosión (por deforestación) y la degrada-
ción química24. Entre los efectos de este problema se encuen-
tran la pérdida de productividad agrícola en algunos territorios 
de la región, así como su contribución a los procesos de deser-
tificación que degradan la calidad de la tierra y amenazan a re-
giones áridas, semiáridas y subhúmedas. A su vez, esta degra-
dación reclama un mayor uso de agroquímicos que terminan 
por inutilizar los suelos. 

4. La pérdida de la biodiversidad
La pérdida de la biodiversidad, en buena parte originado por la 
deforestación y la contaminación de las aguas, es hoy la prin-
cipal amenaza ambiental en Nicaragua. Entre los mayores pro-
blemas se mencionan la fragmentación y destrucción de ecosis-
temas, el creciente número especies amenazadas y la erosión 
genética tanto en las zonas naturales como en los agroecosis-
temas. Aun cuando se han incrementado las áreas protegidas, 
se continúan enfrentado grandes dificultades con su manejo y 
muchos ecosistemas del país25.

5. El cambio climático
Si bien Nicaragua emite muy bajos índices de contaminación 
ambiental al planeta, es uno de los más perjudicados en lo que 
se refiere a la recepción de sus efectos. Su posición geográfica y 

23 Aragón, Liliana y Miranda, Miguel. 2013. «Buenas prácticas de mejora ambiental 
de la gestión institucional». Cooperación Nicaragua-Luxemburgo, 1-69. Acceso el 19 de 
diciembre de 2019. https://luxdev.lu/files/documents/LuxDev_GUIA_BPA.pdf

24 Alfaro Alemán, Angelica, Sánchez, Mario y Sosa Jirón, Tania. 2018. 
«Estructura para la defensa del medio ambiente y derechos humanos ante el 
impacto del extractivo minero en Centroamérica». Alianza Centroamericana 
frente a la Minería, Centro Humboldt, Managua, 11-126. Acceso el 9 de enero 
de 2020. http://acafremin.org/images/documentos/Estratgias-para-le-Defensa-del-
Medioambiente.pdf

25 (Servicio Europeo de Acción Exterior. 2014, 6). 

https://luxdev.lu/files/documents/LuxDev_GUIA_BPA.pdf
http://acafremin.org/images/documentos/Estratgias-para-le-Defensa-del-Medioambiente.pdf
http://acafremin.org/images/documentos/Estratgias-para-le-Defensa-del-Medioambiente.pdf
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su vulnerabilidad medioambiental, económica y social son fac-
tores que inciden aún más en la vulnerabilidad del país, siendo 
que el cambio climático incide en Nicaragua de manera espe-
cialmente intensa, causando graves daños a la economía nacio-
nal de forma recurrente, provocando incluso graves desastres 
naturales26.

La cuestión ambiental está directamente relacionada con las con-
diciones de desarrollo económico y social del país, con sus segurida-
des y fortalezas, con sus deficiencias y vulnerabilidades. Es por ello 
que para su correcta evaluación debemos entrar a evaluar diversas 
categorías, tales como, el crecimiento poblacional, el ritmo de de-
sarrollo económico, el patrón de distribución del ingreso, los mode-
los de producción y consumo, el acceso a empleo, acceso a servicios 
de salud y educación, y otros tantos factores que influyen en las va-
riables ambientales del país, de los que hemos citado, sólo, los más 
relevantes.

La gestión ambiental en Nicaragua se enmarca dentro un orden 
normativo e institucional cuyo objetivo ha sido diseñar e implementar 
planes y programas que vengan a reducir la vulnerabilidad medioam-
biental. En este sentido, la Constitución nicaragüense (en lo sucesivo 
Cn) en su artículo 60 proclama: «Los nicaragüenses tienen derecho 
de habitar en un ambiente saludable. Es obligación del Estado la pre-
servación, conservación y rescate del medio ambiente y de los recur-
sos naturales». Y el artículo 102 de la misma norma indica que: «Los 
recursos naturales son patrimonio nacional. La preservación del am-
biente y la conservación, desarrollo y explotación racional de los re-
cursos naturales corresponden al Estado; éste podrá celebrar con-
tratos de explotación racional de estos recursos, cuando el interés 
nacional lo requiera».

A partir de estos fundamentos constitucionales se ha creado una 
red institucional de agencias, departamentos o direcciones, entre otras 
entidades estatales, cuya función unitaria es la aplicación de la norma-
tiva nacional y de aquellas disposiciones contenidas en Tratados inter-
nacionales a las que se ha adherido Nicaragua.

Entre las normas que rigen el marco jurídico ambiental nicara-
güense, se pueden citar, las siguientes: Ley General del Medio Am-

26 Ruiz García, Alfredo y Pelegrín Cruz, Emma. 2017. «Incidencias de la variabilidad 
y el cambio climático en la opción migratoria de familias habitantes de comunidades de 
los municipios de El Viejo, La Paz Centro, Ciudad Darío, Managua y Tola». Cuadernos 
de Investigación n.º 31: 39-68. 
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biente y los Recursos Naturales27, Ley General de Aguas Nacionales28, 
Ley de Contrataciones Administrativas del Estado29, Ley General de Sa-
lud30, Ley General de Turismo31, Reglamento de Áreas Protegidas32, 
Decreto sobre Sistema de Evaluación Ambiental33, Decreto de Política 
Nacional sobre Gestión Integral de Residuos Sólidos34, Decreto que Es-
tablece la Política Nacional de Recursos Hídricos35, Decreto sobre Crea-
ción de Unidades de Gestión Ambienta36. 

A pesar de los avances legales es necesario precisar algunos aspec-
tos. De manera general, es evidente la existencia de una abundante 
legislación ambiental, la cual se ha incrementado de forma exponen-
cial en los últimos años. Pero también se hace evidente el bajo cumpli-
miento de dicha legislación, provocado por los insuficientes mecanis-
mos a su servicio como una falta de concienciación ciudadana.

Lo anterior vuelve a mostrar la ineficacia de una excesiva labor le-
gislativa, cuando no se cuenta con los instrumentos o recursos favo-
rables a su aplicación. Además, muchas veces ello se traduce en una 
grave dispersión de tales disposiciones, contradicciones o incluso apli-
caciones irracionales, deteriorando la credibilidad de los propios fun-
cionarios. 

La baja capacidad operativa, técnica, financiera e institucional para 
aplicar las disposiciones ambientales, para hacer seguimiento a sus 
obligaciones o para ejercer las funciones de control y vigilancia, así 
como la falta de una verdadera voluntad política que respalde estas 
normas, ha dificultado la aplicación efectiva del derecho ambiental. 

27 Ley 217/2014, de 17 de enero (La Gaceta Diario Oficial n.º 20 de 31 de enero de 
2014).

28 Ley 620/2007, de 15 de mayo (La Gaceta Diario Oficial n.º  169 de 4 de 
septiembre de 2007).

29 Ley 737/2010, de 19 de octubre (La Gaceta Diario Oficial n.º 213 y 214, de 8 y 9 
de noviembre de 2010).

30 Ley 423/2002, de 14 de marzo (La Gaceta Diario Oficial n.º 91 de 17 de mayo de 
2002). 

31 Ley 495/2004, de 2 de julio (La Gaceta Diario Oficial n.º 184 de 22 de septiembre 
de 2004). 

32 Decreto-ejecutivo 01-2007, de 8 de enero (La Gaceta Diario Oficial n.º 8 de 11 
de enero de 2007).

33 Decreto 76-2006, de 19 de diciembre (La Gaceta Diario Oficial n.º 248 de 22 de 
diciembre de 2002).

34 Decreto-ejecutivo N.° 47-2005, aprobado el 21 de julio de 2005, publicado en La 
Gaceta N.° 163 de 23 de agosto de 2005. 

35 Decreto 107-2001, de 21 de noviembre (La Gaceta Diario Oficial n.º 233 de 7 de 
diciembre de 2001).

36 Decreto 68-2001, de 12 de julio (La Gaceta Diario Oficial n.º 144 de 31 de julio 
de 2001).
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Los objetivos de las políticas ambientales son: la conservación, dis-
tribución, prevención y control de la contaminación del agua; el sanea-
miento básico de los asentamientos humanos y su hábitat; la regula-
ción ambiental de la industria y de las ciudades; la prevención y control 
de la contaminación atmosférica; el manejo ambiental de sustancias y 
residuos peligrosos; la prevención y reducción de riesgos ambientales; 
el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales; la conserva-
ción y restauración de suelos; y la protección de especies en peligro de 
extinción y de la biodiversidad.

El Estado nicaragüense ha puesto a disposición de la ciudadanía 
una serie de instrumentos económicos como medidas de carácter fi-
nanciero y fiscal que ayudan a fomentar, motivar o incentivar la con-
ducta de los individuos para reducir la contaminación y degradación 
de los recursos naturales. Así lo señala el artículo 47 de la Ley Gene-
ral de Medio Ambiente y de los Recursos Naturales (en adelante LG-
MARN) «El Estado fomentará mediante incentivos fiscales la inversión 
para el reciclaje de desechos domésticos y comerciales para su indus-
trialización y reutilización, acorde a los procedimientos técnicos y sa-
nitarios que aprueben las autoridades competentes». Y el artículo 48 
de la misma Ley dice que «se exonerará de impuestos de importación 
a los equipos y maquinarias conceptualizados como tecnología lim-
pia en su uso, previa certificación del Ministerio del Ambiente y de los 
Recursos Naturales».

Como puede verse a estos instrumentos se le asignan dos funcio-
nes importantes: la de incentivo para reducir la contaminación y fo-
mentar la investigación, y el desarrollo de tecnologías limpias. 

También el Estado otorga estímulos morales para la prevención 
y cuido del medio ambiente, en este sentido, el artículo 41 de la LG-
MARN dispone que «el Estado hará reconocimiento moral a las perso-
nas naturales o jurídicas y a instituciones que se destaquen en la pro-
tección de los recursos naturales y del ambiente».

A pesar del interés del Estado mostrado en el respeto y protección 
del medio ambiente, este interés se reduce, en la práctica, a la parte le-
gislativa. Los problemas por los que atraviesa el gobierno han obligado 
a una reducción de recursos para colmar incluso los servicios sociales, 
con efectos muy negativos en materia medioambiental: educación, sa-
lud, agua potable, recursos financieros, asistencia técnica, infraestruc-
turas básicas, etcétera. Ante esta situación, muchos de los esfuerzos en 
implementar de manera efectiva la normativa aprobada por el Estado 
en esta materia son inaplicables. 

Además de los problemas para monitorear el cumplimiento de las le-
yes y normas ambientales, está la disyuntiva de aplicar con rigor las san-
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ciones correspondientes (e impactar negativamente en una economía de 
por sí débil) o dejarlas sin efecto. Finalmente, se optó por una salida que 
cubre objetivos económicos, políticos y ambientales, pero únicamente de 
forma voluntaria. Se trataría de auditorías ambientales voluntarias.

2.2. El cuidado del medio ambiente por las cooperativas 

El artículo 55 de la LGMARN determina que «todas las perso-
nas naturales o jurídicas, públicas o privadas, están obligadas a par-
ticiparen la prevención y solución de los problemas originados por 
los desastres ambientales». De este modo, las cooperativas quedan 
obligadas a participar en la prevención de riesgos contra el medio 
ambiente como parte de sus deberes de gestión organizativa37. Es-
tas obligaciones son coherentes y deben verse como parte de los 
principios que sustentan a las cooperativas, tales como la solida-
ridad, ayuda mutua, participación e interés de la comunidad. Y es 
que, en Nicaragua, como en otras latitudes, la idea del cooperati-
vismo está íntimamente relacionada con la justicia social. Así se re-
fleja en el aparatado V de la Exposición de Motivos de la LGC pro-
clama que «es responsabilidad del Estado fomentar la educación 
cooperativa en todo el sistema educativo nacional sobre la base de 
los principios e idearios del cooperativismo universal, para contribuir 
a fortalecer una cultura de paz, justicia, equidad y solidaridad, en 
función del bien común de los cooperados y de la sociedad nicara-
güense en general». 

El papel de las cooperativas en su lucha contra la degradación del 
medio ambiente no responde a un plan general de coordinación na-
cional que aúne esfuerzos hacia una misma dirección que permita la 
permeabilidad en beneficios y efectos. Desgraciadamente, la preca-
ria financiación ha limitado enormemente su influencia, generándose 
una atomización de proyectos, muchas veces procedentes de diversas 
fuentes, sin coordinación entre sí, y con alcances muy reducidos.

Algunas cooperativas, sobre todo las agrícolas, concentran su ac-
ción principalmente en programas y proyectos del campo (en la de-

37 El movimiento cooperativo nicaragüense se ha manifestado ante el problema 
de sostenibilidad ambiental, a partir del XXX Congreso de Alianza Cooperativa 
Internacional (ACI) celebrado en Tokio, Japón en 1992 cuya convocatoria se hizo con 
el propósito de tratar este tema y emitir una declaración sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo (Valladares Castillo, Francisco. 1996. Derecho cooperativo en Nicaragua. 
León: Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua). 
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nominada Agenda Verde o Ambiental) que son parte de la agenda 
de los programas de cooperación internacional y las organizaciones 
no gubernamentales europeas o norteamericanas que constituyen 
su principal fuente de financiación. Es un fenómeno que puede ser 
interpretado como un signo positivo en la defensa del medio am-
biente, si bien con los inconvenientes señalados.

La movilización cooperativa en torno a la temática ambiental no 
puede ser vista únicamente como resultado de la existencia de un 
mecanismo gubernamental a través del cual puede ser incorporada 
o consultada. Diversas cooperativas han establecido plataformas pro-
pias que desbordan a la política oficial, o se realizan a pesar de ella. 
Resulta relevante el hecho de que estas han asumido un papel más 
proactivo y participativo en torno a la protección ambiental. No se 
está hablando aquí del sector cooperativo como objeto de la regula-
ción ambiental sino como protagonista de acciones que van más allá 
de lo que la Ley le obliga.

Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en Sébaco. El 17 de 
agosto de 2007 se efectuó en el municipio de Sébaco (Matagalpa) 
un encuentro nacional del movimiento cooperativo nicaragüense con 
las altas autoridades del país, donde participaron más de dos mil lí-
deres de cooperativas agrícolas, pecuarias, transporte, pesca, agroin-
dustria, ahorro y crédito, de mujeres, etc38. De este encuentro nace 
la «Agenda de Sébaco» con un Plan Estratégico del Movimiento 
Cooperativo para los años 2007-2020. Los grupos de trabajo incluye-
ron en la agenda el papel de las cooperativas en la defensa del medio 
ambiente.

Esta Agenda ya ha significado un paso esencial en el proceso de in-
corporación de las cooperativas en la defensa y protección del medio 
ambiente. Así, por ejemplo, han ajustado mecanismos de control, que 
obligan a los miembros de las cooperativas a cumplir con las normas 
ambientales, se ha incrementado la concienciación a favor del uso de 
plaguicidas y herbicidas orgánicos, utilización de técnicas de produc-
ción que reducen el consumo de energía y, siempre que sea posible, el 
recurso a energías renovables que minimizan las emisiones de gases de 
efecto invernadero, entre otros objetivos.

No obstante, los evidentes avances, aún se presentan muchos 
obstáculos, además de los ya descritos en este epígrafe. Al no contar 

38 López Zepeda, Leonardo Francisco. «La revolución y el desarrollo histórico 
del cooperativismo en Nicaragua». Revista Electrónica de Investigación en Ciencias 
Económicas, Departamento de Economía Agrícola, UNAN-Managua, 7 (2016): 216-228. 
https://revistacienciaseconomicas.unan.edu.ni/index.php/REICE/article/view/104 

https://revistacienciaseconomicas.unan.edu.ni/index.php/REICE/article/view/104
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las cooperativas nicaragüenses con fondos propios ni tampoco con 
subvenciones estatales para estos fines, tienen que recurrir a orga-
nismos internacionales para financiación de proyectos de investiga-
ción e innovación científica y tecnológica que les impulsen no sólo 
en la práctica de métodos más amigables con el medio ambiente 
sino también, y como parte de lo anterior, como un incremento de 
la competitividad de las cadenas agroalimentarias, cada vez más exi-
gentes con la normativa estatal e internacional en esta materia.

3. Las cooperativas y la exclusión social 

3.1. La exclusión social en Nicaragua 

Cuando hablamos de exclusión social lo utilizamos como sinónimo 
de pobreza. No obstante, como señala Arrieta Idiakez, el concepto de 
exclusión social es más amplio que el de pobreza, ya que engloba tanto 
las causas como los efectos de la misma, pues se trata de un fenómeno 
multidimensional dado que se ve condicionado por distintos factores 
como el empleo, la protección social, la estructura familiar, la vivienda, 
la educación o la salud39. En otras palabras, la pobreza lleva aparejada 
una privación material para la satisfacción de las necesidades esencia-
les del ser humano. En cambio, la exclusión social no se asienta exclusi-
vamente en la falta de recursos económicos sino en la privación de los 
derechos y libertades básicas de la persona.

La exclusión social como concepto multidimensional tiene, al me-
nos, cuatro características interrelacionadas entre sí: 

1) La primera es el hecho de que algunos grupos son excluidos 
a través de formas no económicas que condicionan el capi-
tal humano. Hay grupos que no tienen el mismo acceso a la 
educación, a la salud u otros servicios que predisponen en 
condiciones diferentes a su inclusión en la sociedad, incluso 
en igualdad de condiciones económicas de ingresos. 

2) La segunda es el acceso desigual a los mercados laborales. 
Aun para las personas con similares niveles de capital hu-
mano y calificación parece haber un importante elemento de 
discriminación determinado, por ejemplo, por la localización 
geográfica.

39 Arrieta Idiakez, Francisco Javier. 2017. «La exclusión social de los jóvenes y las 
cooperativas», Nueva Revista española del Derecho del trabajo, n.º 202: 126.
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3) La tercera se refiere a la exclusión de los mecanismos partici-
pativos, mecanismos que por medio de la participación de di-
versos grupos sociales afectan el diseño, la implementación y 
la evaluación de programas y proyectos del sector público. 

4) Finalmente, la cuarta, y la más general de las características, 
es la exclusión en el sentido del desigual acceso en la práctica 
al ejercicio completo y protección de los derechos políticos y 
las libertades civiles, llegándose incluso a sectores con una 
total negación de derechos básicos.

La exclusión social se vuelve relevante en el pensamiento sobre 
el desarrollo en América Latina hacia comienzos de la década de los 
noventa40. En la base de la argumentación regional sobre el tema se 
encuentra la identificación de mecanismos institucionales que regu-
lan la capacidad de cohesión social de una sociedad y que se em-
piezan a desarrollar en el marco de los procesos de democratización 
que tienen lugar en la región desde inicios de dicha década. Nicara-
gua comparte con los demás países de la región latinoamericana un 
fenómeno social histórico que se remonta, al menos, desde los tiem-
pos de la colonia, a saber, el problema de la pobreza y desigualdad. 
Se conservan las peculiaridades propias de los contextos históricos y 
geográficos de cada país respecto a la reproducción de la pobreza; 
en consecuencia, el alivio o búsqueda de estrategias para la supera-
ción de la desigualdad ha sido una constante en las políticas de Es-
tado41. Es evidente que la exclusión social en Nicaragua es un fenó-
meno estructural que no ha permitido establecer un referente de 
cohesión social, caracterizándose muchas políticas gubernamentales 
en el sojuzgamiento de un grupo social contra otro. La exclusión so-
cial ha dejado secuelas que encontramos en la sociedad actual, so-
ciedades divididas en dos grandes grupos sociales separados a gran 
distancia uno del otro. 

En Nicaragua, el Estado Social constituye un principio estructu-
ral en la configuración del orden constitucional que determina la res-
ponsabilidad del Estado en el aseguramiento de la libertad e igual-

40 Márquez, Gustavo. 2009. «¿Los de afuera?». En La lucha contra la exclusión 
social en América Latina: una mirada desde Europa, 183-184. La Paz: BID/Eurosocial/
Comisión Europea/Plural Editores. 

41 Gómez Santibáñez, Guillermo y Romero Molina, José Luis. 2009. «Desigualdad y 
exclusión social en Centroamérica alternativa de políticas públicas. Caso Nicaragua». En 
Centro de Estudios Latinoamericanos y Caribeños. 7-8. Managua. Acceso 22 de enero 
de 2020.  http://biblioteca.clacso.edu.ar/Nicaragua/cielac-upoli/20140701114049/
desigualdad_exclusion_social_en_nicaragua.pdf

http://biblioteca.clacso.edu.ar/Nicaragua/cielac-upoli/20140701114049/desigualdad_exclusion_social_en_nicaragua.pdf
http://biblioteca.clacso.edu.ar/Nicaragua/cielac-upoli/20140701114049/desigualdad_exclusion_social_en_nicaragua.pdf
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dad de los ciudadanos y la obtención de las condiciones adecuadas 
de la vida social. En este sentido, el artículo 6 de la Constitución ni-
caragüense impone a los poderes del Estado la obligación de promo-
ver las condiciones para que la libertad y la igualdad sean efectivos, 
facilitando la participación de los ciudadanos en la vida política, eco-
nómica, social y cultural. 

La previsión derivada del señalado precepto tiene carácter gené-
rico que se concreta en otras disposiciones constitucionales en los 
que se contienen los objetivos más precisos y que se identifican con 
los llamados «principios rectores» de la política social y económica 
y que hacen referencia a principios de actuación de los poderes pú-
blicos relativos a la cobertura de las necesidades sociales, los instru-
mentos o vías para la consecución de estos objetivos, alguno de ellos 
traducido en derechos inviolables de la persona, que exigen, como 
manifestación básica del Estado Social, una redistribución de recur-
sos económicos a cargo del Estado ha incidido en su configuración 
doctrinal como «derechos sociales» asumidos históricamente por el 
Estado para los ciudadanos.

3.2. La exclusión social en las cooperativas 

En Nicaragua, sin obviar el carácter multidimensional de la exclu-
sión social, su manifestación más acuciante se visualiza especialmente 
en las desigualdades de acceso al empleo y protección social. No sólo 
porque la pérdida o precariedad en el empleo y las deficiencias de la 
protección social impiden que el individuo obtenga los recursos eco-
nómicos necesarios para afrontar las necesidades básicas, tales como 
educación, vivienda, etc., sino también porque cuando el individuo pa-
dece esas deficiencias está quedando al margen de unos de los dere-
chos propios de un Estado social. En este sentido, señala Sánchez-Urán 
Azaña que la relación entre ambas (empleo y protección social) es pro-
porcionalmente inversa a mayor empleo a los ciudadanos con el menor 
riesgo de padecer exclusión social42. 

Ahora bien, en una economía de capitalismo dependiente como la 
nicaragüense, el mercado laboral genera desigualdades entre la pobla-
ción económicamente activa (PEA) por muchos factores, entre los que 
merecen especial atención: 

42 Sánchez-Urán Azaña, Yolanda. 2005. «Excluidos sociales: Empleo y protección 
social», en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, n.º 59: 180-181.
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1. Exclusión por razones de edad
En este supuesto no se incluye a los menores de edad ya que 
por disposición legal no se les permite trabajar43 sino de las 
personas que, por razones de su edad, generalmente mayores 
de 45 o menores 25 años, se encuentran excluidos del mer-
cado laboral44.

2. Exclusión por enfermedad o impedimentos físicos 
Bajo este epígrafe encontramos como población especial-
mente vulnerable a las personas que sufren el Virus de Inmu-
nodeficiencia Humana (VIH). En este sentido, las investigacio-
nes realizadas han demostrado que, a pesar de la prohibición 
legal de discriminación, los portadores de esta enfermedad 

43 El artículo 131 del Código Laboral determina que: «La edad mínima para tra-
bajar mediante remuneración laboral es de 14 años, en consecuencia, se prohíbe el 
trabajo a menores de esa edad. A los adolescentes que trabajan se les reconocerá 
capacidad jurídica para la celebración de contratos de trabajo a partir de los dieci-
séis años de edad. Los adolescentes comprendidos entre las edades de 14 a 16 años 
no cumplidos podrán celebrar contratos de trabajo con el permiso de sus padres o 
representante legal, bajo la supervisión del Ministerio del Trabajo. Corresponderá a 
la Inspectoría General del Trabajo, a solicitud de parte o de oficio, conocer y sancio-
nar denuncias sobre la violación a esta disposición». Y el artículo 133 del mismo Có-
digo prohíbe el desempeño de los adolescentes en trabajos que por su naturaleza, o 
por las condiciones en que se realiza dañen su salud física, psíquica, condición mo-
ral y espiritual, les impida su educación, unidad familiar y desarrollo integral, tales 
como: a) Trabajos que se realizan en lugares insalubres, minas, subterráneos y basu-
reros. b) Trabajos que implique manipulación de sustancias psicotrópicas o tóxicas. 
c) Trabajos en centros nocturnos de diversión y otros que, por su naturaleza, vulne-
ren la dignidad y los derechos humanos o se realicen en jornadas nocturnas en ge-
neral y horarios prolongados. d) Situaciones en que los y las adolescentes quedan 
expuestos a abusos físicos, psicológicos o explotación sexual comercial. e) Trabajos 
que se realizan bajo tierra, bajo agua, en alturas peligrosas o en espacios cerrados, 
temperaturas muy altas o bajas y niveles de ruidos o vibraciones que lesionen su sa-
lud tanto física como psíquica. f) Trabajos que se realizan con maquinaria, equipos y 
herramientas peligrosas, o que conlleven la manipulación o el transporte manual de 
cargas pesadas. g) Cualquier otro trabajo que implique condiciones especialmente 
difíciles, que pongan en riesgo la vida, salud, educación, integridad física o psíquica 
de los y las adolescentes que trabajan. Correspondiendo al Ministerio de Trabajo, 
conjuntamente con la Comisión Nacional para la Erradicación Progresiva del Trabajo 
Infantil y del Adolescente Trabajador, definir, revisar y actualizar anualmente el lis-
tado de los trabajos peligrosos en consulta con las organizaciones de empleadores, 
sindicales y de la sociedad civil. 

44 Baltodano, Ovielt y Pacheco, Eduardo. 2014. «El mercado laboral de Nicaragua 
desde un enfoque de género». Cuadernos de Desarrollo Humano, n.º 6: 13-14. http://
www.cosep.org.ni/rokdownloads/main/cosep/mercado_laboralenfoque_genero.pdf 

http://www.cosep.org.ni/rokdownloads/main/cosep/mercado_laboralenfoque_genero.pdf
http://www.cosep.org.ni/rokdownloads/main/cosep/mercado_laboralenfoque_genero.pdf
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cuando llegan a conseguir un empleo participan en situación 
de desventaja laboral45. 
Así, el Estado nicaragüense aprobó la Ley de Promoción, Pro-
tección y Defensa de los Derechos Humanos ante el VIH y SIDA 
para su Prevención y Atención46 que en su artículo 13 deter-
mina que son derechos de las personas con esta enfermedad: 
«d) Al trabajo. Las personas con VIH o en condición Sida, tienen 
igual derecho al trabajo, salario digno y a todas las prestaciones 
de ley, pudiendo desempeñar labores de acuerdo a sus capaci-
dades físicas y competencia profesional. No podrá considerarse 
su condición de salud como impedimento para su contratación 
y estabilidad laboral. Ninguna institución, empresa privada o 
pública puede obligar a la realización de la prueba de VIH antes 
y durante la contratación. El estado serológico real o supuesto, 
no es un motivo para terminar una relación de trabajo para nin-
gún tipo de ocupación en el sector público o privado. A las per-
sonas con enfermedades relacionadas con el VIH y que se en-
cuentren aptas según criterio médico-epidemiológico, no se les 
deberá negar la posibilidad de continuar realizando su trabajo y 
de ser necesario se harán ajustes razonables a su condición de 
salud para su desempeño. En el caso de las fuerzas armadas y 
policiales no podrán ser dados de baja del servicio activo, si se 
encuentran aptas según criterio médico-epidemiológico, ni será 
causal para la terminación de la relación laboral y no pago de 
sus prestaciones de ley».
En cuanto a los impedimentos físicos suponen otra imposibili-
dad para acceder al empleo por la existencia de múltiples barre-
ras arquitectónicas. En Nicaragua, su historia reciente ha produ-
cido una importante tasa de personas con capacidades físicas 
reducidas y permanentes. Esta realidad que se manifestó de 
manera generalizada en todo el país llevó a la aprobación de 
leyes de reinserción de estas personas al mercado laboral, que 
han tenido bastante éxito tanto en el sector público como pri-
vado. En este sentido, se promulgó la Ley de Prevención, Reha-

45 Según la Organización Panamericana de la Salud, en Nicaragua desde 1987 
a 2017 se han detectado 12,157 casos de VIH, de los cuales han fallecido 2,429 
personas. En la actualidad conviven 9,728 personas con el VIH de una población total 
de casi 7 millones de habitantes. https://www.elnuevodiario.com.ni/nacionales/430802-
principales-portadores-vih-nicaragua-hombres-20-39/

46 Ley 820/2012, de 27 de noviembre (La Gaceta Diario Oficial n.º 242 de 18 de 
diciembre de 2012).

https://www.elnuevodiario.com.ni/nacionales/430802-principales-portadores-vih-nicaragua-hombres-20-39/
https://www.elnuevodiario.com.ni/nacionales/430802-principales-portadores-vih-nicaragua-hombres-20-39/
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bilitación y Equiparación de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad47. 

3. Exclusión por razones políticas e ideológicas
Si bien en Nicaragua existe una genérica prohibición constitu-
cional de discriminación por razones políticas e ideológicas de 
conformidad con el artículo 27 constitucional, en la práctica es 
papel mojado, ya que si no se tiene una carta-aval político en 
muchas empresas públicas o privadas no se le da empleo al so-
licitante.48 Esta situación muy presente en el sector público o 
privado prácticamente es inexistente en el ámbito de las coope-
rativas. Ello tiene su sentido en un país donde no reciben sub-
venciones estatales y que, por tanto, se privilegia el mérito y el 
trabajo. 

4. Exclusión por razones de género 
Hasta el año 2007, las empresas podían someter a las mujeres 
que solicitaban empleo a una prueba de embarazo, de cuyo re-
sultado se hacía depender su contratación. Con el objeto de eli-
minar esta forma de discriminación social, a través del Ministe-
rio del Trabajo se aprobó el Acuerdo Ministerial «Relativo a los 
Exámenes Médicos en los Lugares de Trabajo»49 que en su ar-
tículo 1 prescribe: «La presente normativa tiene como objeto 
garantizar el cumplimiento al principio de no discriminación en 
el acceso al trabajo, de la mujer embarazada, así como comple-
mentar lo relativo a los exámenes médicos preempleo. Los Ins-
pectores del Trabajo estarán a cargo de la aplicación de esta 
normativa e implementarán un sistema de inspección para ga-
rantizar la igualdad de condiciones y oportunidades de empleo 
de la mujer embarazada».

5. Exclusión por razones étnicas 
Si bien es cierto que las personas y pueblos indígenas son vul-
nerables a la exclusión social en casi la mayoría de los países 

47 Ley 202/ 1995, de 23 de agosto (La Gaceta Diario Oficial n.º  180 de 27 de 
septiembre de 1995). 

48 Contreras, Félix. 2011. Déficits de Institucionalidad democrática en Nicaragua 
y su impacto en el Desarrollo económico, político y social. Managua: Fundación 
Friedrich Ebert. En el mismo sentido, Otero, Cirilo Antonio. 2017. «La exclusión social 
en Nicaragua». Opinión en el Diario La Prensa. Acceso el 2 de febrero. https://www.
laprensa.com.ni/2017/05/23/opinion/2233769-exclusion-social-en-nicaragua 

49 Acuerdo N.° JCHG-005-05-07 de 15 de mayo de 2007 (La Gaceta N.° 123 de 29 
de junio de 2007). 

https://www.laprensa.com.ni/2017/05/23/opinion/2233769-exclusion-social-en-nicaragua
https://www.laprensa.com.ni/2017/05/23/opinion/2233769-exclusion-social-en-nicaragua
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de América Latina, producto de las injusticas sufridas como re-
sultado, especialmente, de los procesos de independencia que 
conllevaron la enajenación de sus tierras y recursos, podemos 
decir que en Nicaragua ese fenómeno es prácticamente inexis-
tente. No obstante, la Constitución50 y las leyes reconocen la 
identidad de las personas indígenas y afrodescendientes y las 
de sus pueblos, con sus derechos y tradiciones. Encontramos 
en Nicaragua cooperativas exclusivamente de indígenas y tam-
bién mixtas. 

6. Exclusión social por orientación sexual
Bajo este rubro, tampoco encontramos evidentes causas para 
la exclusión social en el ámbito laboral. En este sentido, hay un 
marco jurídico de medidas integrales que sirven de base para el 
equilibrio del colectivo LGTBI51. No obstante, el matrimonio en-
tre personas del mismo sexo no está amparado por la Ley, man-
teniéndose en la actualidad una lucha para el reconocimiento 
de este y otros derechos derivados. Tampoco, existe una Ley de 
Identidad de Género, ni ningún mecanismo legal para que las 
personas que pertenecen a este colectivo puedan realizar cam-
bio de género y de nombre52.

50 El artículo 5 párrafo sexto de la Cn expresa: «El Estado reconoce la existencia 
de los pueblos originarios y afrodescendientes, que gozan de los derechos, deberes y 
garantías consignados en la Constitución y en especial, los de mantener y desarrollar 
su identidad y cultura, tener sus propias formas de organización social y administrar sus 
asuntos locales; así como mantener las formas comunales de propiedad de sus tierras 
y el goce, uso y disfrute, todo de conformidad con la Ley. Para las comunidades de la 
Costa Caribe se establece el régimen de autonomía en la presente Constitución». 

51 La Cn en su artículo 46 reconoce los derechos fundamentales inherentes a las 
personas, haciendo referencias a diferentes Tratados internacionales suscritos por 
Nicaragua: «En el territorio nacional toda persona goza de la protección estatal y 
del reconocimiento de los derechos inherentes a la persona humana, del irrestricto 
respeto, promoción y protección de los derechos humanos y de la plena vigencia de 
los derechos consignados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos; en la 
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de la Organización de las Naciones Unidas; y en la Convención 
Americana de Derechos Humanos de la organización de Estados Americanos». 
Asimismo, en su artículo 27 de la misma Constitución recoge el principio de igualdad 
ante la Ley, sin embargo, no menciona expresamente motivos de orientación sexual, 
ni identidad de género.

52 Moreno Areso, Leyre. 2018. «Nicaragua: Situación del colectivo LGTBI». 
Comisión Española de Ayuda al Refugiado. https://boletinderechoshumanos.files.
wordpress.com/2019/01/lgtb-nicaragua-2018.pdf

https://boletinderechoshumanos.files.wordpress.com/2019/01/lgtb-nicaragua-2018.pdf
https://boletinderechoshumanos.files.wordpress.com/2019/01/lgtb-nicaragua-2018.pdf
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Ante esta caracterización de las exclusiones más relevantes en las 
sociedades actuales de nuestro entorno, pretendemos plantear el pa-
pel de las cooperativas como modelos de inclusión social, las cuales ya 
han demostrado su valor, especialmente en relación a las desigualda-
des económicas, para ir extendiendo su conceptualización a otras áreas 
de exclusión social. 

La existencia de las cooperativas como figura asociativa con carac-
terísticas propias encuentra su fundamento e importancia en los fac-
tores económicos y sociales. Como se puso de relieve en el primer epí-
grafe, la historia de esta institución viene determinada por los factores 
que impulsaron su origen como instrumento jurídico que respondía a 
una realidad económica. 

La incapacidad del mercado y del sector público para satisfacer 
convenientemente determinadas necesidades colectivas ha propiciado 
la aparición de nuevas formas de organización que se agruparon bajo 
el término de economía social, donde las sociedades cooperativas son 
la entidad de mayor significación histórica y económica que la inte-
gra. Las cooperativas son agentes de desarrollo económico y social pre-
sentes en todos los sectores. Téngase en cuenta que las cooperativas 
son una organización de carácter empresarial que postula una serie de 
principios y valores que informan su naturaleza peculiar. 

En este sentido, el artículo 8 la LGC de Nicaragua expresa que: «Las 
cooperativas se rigen por los siguientes principios: a) Libre ingreso y re-
tiro voluntario de los asociados. b) Voluntariedad solidaria, que implica 
compromiso recíproco y su cumplimiento y prácticas leales. c) Control 
democrático: Un asociado, un voto. d) Limitación de interés a las apor-
taciones de los asociados, si se reconociera alguno. e) Equidad, que im-
plica la distribución de excedentes en proporción directa con la parti-
cipación en las operaciones. f) Respeto y defensa de su autonomía e 
independencia. g) Educación cooperativa. h) Fomento de la coopera-
ción entre cooperativas. i) Solidaridad entre los asociados. j) Igualdad 
en derecho y oportunidades para asociados de ambos sexos».

Estos principios cooperativos se presentan como la base para cual-
quier desarrollo sostenible y, por ello, deben regir la actuación en este 
tipo de sociedades empresariales. Además, se caracterizan por un espí-
ritu comunitario, el cual sienta también las bases del desarrollo al pro-
mover valores como la solidaridad, cooperación, equidad, educación, 
igualdad, la autogestión y la participación de los individuos en un de-
terminado proyecto.

Si bien las cooperativas surgieron en un momento determinado 
respondiendo a demandas y necesidades concretas y a contextos cul-
turales igualmente específicos, los principios y valores que las origina-
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ron no son ni mucho menos obsoletos, sino que se mantienen vigentes 
y cobran un sentido especial a la luz de los nuevos contextos sociocul-
turales. De ahí la necesidad de recuperar esta figura y retomarla desde 
toda su extensión, convirtiéndola en herramienta al rescate de sectores 
definidos hoy como «vulnerables», es decir, excluidos socialmente. 

La cooperativa se erige de por sí en un instrumento importante de 
reforma social en las relaciones capital-trabajo, que se traduce en la au-
togestión de la empresa por parte de los trabajadores, tales como la 
participación en la gestión, en los beneficios o en la propiedad del me-
dio productivo. De conformidad con lo anterior, las cooperativas como 
empresas participativas desempeñan un importante papel para el de-
sarrollo de grupos interesados en encontrar un espacio de reivindica-
ción dentro de la sociedad, asumiendo un papel activo y generativo de 
empoderamiento personal y colectivo. 

De ahí la razón de su éxito en todo tipo de sociedades, especial-
mente donde las desigualdades son más acuciantes. Esto se refleja en 
el incremento de cooperativas en los últimos años en Nicaragua53. Hay 
que señalar que los nombres de las cooperativas no responden, gene-
ralmente, a la recuperación social de un sector social concreto, sino 
que los individuos excluidos socialmente se integran sin barreras en 
estas organizaciones. Excepciones muy escasas encontramos única-
mente en relación a cooperativas fundadas sobre criterios de género o 
edad, en cuyos casos sus nombres delatan su objetivo concreto, como, 
por ejemplo, «cooperativa de mujeres productoras de Yalagüina» o 
«cooperativa de indígenas de Sutiaba».

Y es que el rol del individuo dentro de la cooperativa se adecúa a 
las propias posibilidades y habilidades concretas que, al ponerlas en 
común, se multiplica el fruto bajo parámetros de solidaridad y coope-
ración mutua. Las empresas cooperativas hacen una labor social que 
abarca a la persona en todos sus aspectos y le da posibilidades para 
poder crecer, formarse y participar en la sociedad beneficiándolas a 
ellas personalmente, ya que guía a la persona a pesar de las dificulta-
des que supone todo el proceso; y a la sociedad en general porque re-
duce la tasa de empleo y aumenta la igualdad de oportunidades.

En consecuencia, partiendo de la premisa de que no existe un 
único modelo de desarrollo, las cooperativas son un motor de desarro-
llo local sostenible fundamentado en la utilización de recursos endó-
genos o propios, en perseguir objetivos tanto económicos como so-
ciales para sus grupos de interés y en desarrollar su actividad de forma 

53 Véase nota al pie 18.
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responsable, colaborando así en la construcción de un modelo de de-
sarrollo fundamentado sobre la autoayuda, la movilización de las fuer-
zas locales y la promoción del potencial endógeno de crecimiento. 

Con todo ello, las cooperativas sirven a la comunidad, promo-
viendo un sentido de responsabilidad social, y tratando de paliar el 
conjunto de problemas que dificultan la capacidad de adaptación la-
boral de determinados sectores de población. Así lo ha señalado el 
párrafo IV de la Exposición de Motivos de la LGC al decir que «co-
rresponde al gobierno de la República, junto con el movimiento coope-
rativo, promover la incorporación voluntaria de los nicaragüenses 
de los diferentes sectores económicos de la nación a organizarse en 
cooperativas para impulsar las actividades productivas del sector». Y el 
artículo 2 de la señalada Ley determina que esta norma es «de interés 
económico y social de la nación, la promoción, fomento y protección 
del movimiento cooperativo como instrumento eficaz para el desarrollo 
del sector cooperativo, construyendo así al desarrollo de la democracia 
participativa y la justicia social». 

Por su parte, el sector público ha valorado históricamente el de-
sarrollo cooperativo, en particular en aquellas regiones geográficas y 
aquellos rubros donde la acción del Estado y de la iniciativa privada clá-
sica es débil o inexistente.

4. Las cooperativas y la protección social de sus socios 

4.1. Nociones generales de la Seguridad Social en Nicaragua 

Desde los años sesenta del siglo  pasado, Latinoamérica impulsó 
reformas sociales que vinieron a beneficiar a capas sociales hasta en-
tonces desprotegidas en ámbitos tan cruciales como la salud o la edu-
cación, entre otras54. No obstante, estos avances no llegaron a toda 

54 La evolución histórica de la prevención social en Nicaragua ha sido paulatina 
se inició con el Decreto sobre Jubilación a los Maestros de Enseñanza Primaria, 
aprobado el 11 de enero de 1926, publicado en La Gaceta Diario Oficial n.º  243 de 
27 de octubre de 1926. Posteriormente se aprueba el 15 de julio de 1930 y se publica 
en La Gaceta Diario Oficial n.º  153 de 16 de julio de 1930, la Ley de Jubilación del 
Magisterio Mayores de Sesenta Años de Edad, con un Período Mínimo de Veinte Años 
de Servicio Docente. El 23 de marzo de 1939 se promulga la Constitución política 
que proclamó por primera vez que: «El Estado procurará la creación de un Instituto 
Nacional de Seguros Sociales» (art. 104 Cn) y el art. 105 de la misma Constitución decía 
«la ley regulará la forma de establecer el fondo de seguros a favor de los asalariados, 
mediante racional concurrencia del beneficiario y del patrón, para cubrir los riesgos de 
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la población y ello por diferentes factores. El mercado informal labo-
ral55 cubre extensos segmentos de la población, reduciendo la capaci-
dad adquisitiva del Estado que la obliga a limitar los recursos a grupos 
muy reducidos de la sociedad. Si bien este constituye el factor princi-
pal, otras razones culturales e idiosincráticas vienen a obstaculizar este 
logro: corrupción, deficiencias burocráticas, ausencia de infraestructu-
ras, etc. Avendaño Castellón hace hincapié en otro factor igualmente 
relevante. Así, para este autor una de las principales causas de la defi-
ciencia en la cobertura de los servicios sociales es el aumento de la es-
peranza de vida de los habitantes, que determina una proporción cada 
vez menor de contribuyentes activos en relación a los pensionados56. 
Sobre este aspecto, la Dirección General de Cooperación Internacional 
y Desarrollo de la Unión Europea señala que Nicaragua está sufriendo 
en la actualidad una transición demográfica, con el descenso de las ta-
sas de fertilidad y una creciente población joven (el 55 % de la pobla-
ción tiene menos de 25 años)57. No obstante, esta misma institución 

enfermedad, invalidez, ancianidad y desocupación». Posteriormente se dictó en 1940 el 
Reglamento de Jubilación, Pensiones y Subsidios de Obreros y Empleados Ferroviarios. 
El 23 de noviembre de 1944 se aprobó el primer Código del Trabajo, que fue publicado 
en La Gaceta Diario Oficial n.º  23 de 1 de febrero de 1945. El 2 de julio de 1952 
aprobó mediante Decreto n.º 41 la creación del Ministerio del Trabajo como Secretaría 
del Estado, responsable de la aplicación del Código del Trabajo y del Seguro Social, 
publicado en La Gaceta Diario Oficial n.º 153 de 8 de julio de 1952. Luego el 17 de 
febrero de 1953, se aprobó mediante Decreto Ejecutivo n.º 7, publicado en La Gaceta 
Diario Oficial n.º 45 de 24 de febrero de 1953 el Reglamento de Fondo de Pensiones y 
Ahorro para Empleados de la Banca Nacional que se había aprobado mediante Ley el 
26 de octubre de 1940. El 9 de mayo de 1955 se aprobó el Decreto n.º 1, publicado 
en La Gaceta Diario Oficial n.º  109 de 18 de mayo de 1955 que crea la Comisión 
Planificadora del Instituto Nacional de Seguridad Social. El 11 de noviembre de 1955, 
se aprueba la Ley Orgánica de Seguridad Social, publicada en La Gaceta Diario Oficial 
n.º  1 de 2 de enero de 1956, donde se establece el seguro social obligatorio como 
parte del sistema de seguridad social con un carácter de servicio público, creándose 
el Instituto Nicaragüense de Seguridad Social como ente autónomo para que atienda 
de forma exclusiva a los trabajadores asalariados frente a las siguientes contingencias: 
enfermedad, maternidad, invalidez, vejez, muerte y sobrevivientes y riesgos laboral 
(Martínez Rivera, Eddy. 2010. Derecho de la seguridad social. Managua: Universidad 
Centroamericana. En el mismo sentido, Navarro Medal, Karlos. 2003. La Seguridad 
Social en Nicaragua: Antecedentes histórico-jurídicos. Managua: Bitecsa).

55 La CEPAL a este sector informal de la economía le denomina también «sectores 
de baja productividad» que se caracteriza por la falta de relaciones laborales registrada 
bajo contrato laboral y que presenta porcentajes de cotización al sistema de pensiones 
extremadamente bajos y sustancialmente menores que los registrados en el sector 
formal de la economía. 

56 Avendaño Castellón, Néstor. 2001. El sistema de salud en Nicaragua. Managua: 
Publicaciones Friedrich Ebert Foundation. 

57 (Servicio Europeo de Acción Exterior. 2014). 
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reconoce en este contexto existe una oportunidad única para cambiar 
la estructura del mercado de trabajo e impulsar el desarrollo econó-
mico y social del país, pero siempre y cuando la economía productiva 
ofrezca más oportunidades a los jóvenes y la educación pueda salvar la 
brecha entre la oferta y la demanda en el mercado de trabajo58. 

La Constitución nicaragüense en su artículo 61 proclama que: «El 
Estado garantiza a los nicaragüenses el derecho a la Seguridad Social 
para su protección integral frente a las contingencias sociales de la vida 
y el trabajo, en la forma y condiciones que determine la ley»; y en su 
artículo 82 de la misma Constitución dice que «los trabajadores tienen 
derecho a condiciones de trabajo que les aseguren en especial: (…) 7. 
Seguridad Social para protección integral y medios de subsistencia en 
casos de invalidez, vejez, riesgos profesionales, enfermedad y materni-
dad; y a sus familiares en casos de muerte, en la forma y condiciones 
que determine la ley». 

La brecha entre la proclamación constitucional y la realidad sigue 
siendo grave, no es uniforme y enfrenta muchísimos desafíos. Sólo una 
cuarta parte de la población está cubierta por el sistema que corres-
ponde básicamente a su sector formal, el cual se concentra en la capi-
tal y las principales ciudades del país (León, Chinandega o Matagalpa). 
Nicaragua se encuentra en los cinco países de Latinoamérica con co-
bertura poblacional más baja en Seguridad Social (Guatemala, Hon-
duras, República Dominicana y Haití).59 El grado de informalidad de la 
fuerza de trabajo es de más del 60 %, lo que dificulta la extensión de 
la cobertura. Casi la mitad de la población radica en la zona rural y en 
otros departamentos semirurales60.

Con el objeto de paliar estas deficiencias, en el año 2005 se 
aprueba Ley de Reforma a la Seguridad Social61 (en adelante LSS), cuyo 
artículo 6 recoge un sistema que busca ampliar la cobertura a otros 
sectores sociales no incluidos en el sistema formal. El método de inclu-
sión es la cotización voluntaria al sistema.

58 (Servicio Europeo de Acción Exterior. 2014).
59 Organización Internacional del Trabajo. 2018. «Presente y futuro de la protección 

social en América Latina y el Caribe». Panorama Temático Laboral. Publicaciones: 
Oficina Regional para América Latina y el Caribe. Acceso el 14 de diciembre de 2019. 
https://www.ilo.org/americas/publicaciones/WCMS_633654/lang--es/index.htm 

60 Navarro Medal, Karlos. 2018. «Repeal of the privatization of the pension system 
in Nicaragua, extension of social security», Reversing Pension Privatizations: Rebuilding 
public pension systems in Eastern Europe and Latin America, ILO, paper n.º 70: 284-285. 

61 Ley 539/2005, de 12 de mayo (La Gaceta Diario Oficial n.º  225 de 20 de 
noviembre de 2006). Esta Ley, derogo el Decreto-Legislativo 974/1982, de 11 de 
febrero (La Gaceta Diario Oficial n.º 42 de 1 de marzo de 1982).

https://www.ilo.org/americas/publicaciones/WCMS_633654/lang--es/index.htm
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Dicho artículo 8 señala expresamente que «sobre la base del Princi-
pio de Universalidad y Solidaridad, podrán inscribirse en el Régimen Fa-
cultativo: (…) 5. Los trabajadores por cuenta propia». De este modo, se 
pueden afiliar al Seguro Social las personas físicas que no están sujetas 
al seguro obligatorio, al que hace referencia el art. 5 de dicha Ley62. El 
régimen facultativo tiene dos modalidades: 1) facultativo integral que 
comprende enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y muerte; y 2) fa-
cultativo por invalidez, vejez y muerte. 

En la práctica, es un sistema que queda igualmente fuera del al-
cance de muchos autónomos y es que la contribución que deben pa-
gar es muy elevada y corresponde a más de tres veces la del trabajador 
asalariado en el régimen integral, debido a la falta de empleador que 
es el que aporta el grueso de la cotización cuando existe una relación 
de dependencia. La crisis económica en Nicaragua forzó al gobierno a 
elevar todavía más la tasa de cotización en la última reforma al Regla-
mento de la Ley de Seguridad Social de 201963, pasando de 18.25 % 
del salario al 22.25% y en la del facultativo de invalidez maternidad y 
muerte subiendo del 10 % al 14 %64. Este hecho movilizó a la pobla-
ción que salió a las calles de forma masiva y apoyadas por el empresa-

62 De acuerdo con este precepto están «sujetos de aseguramiento obligatorio las 
personas que se encuentren comprendidas dentro de las siguientes normas: a) Las 
personas nacionales y extranjeros residentes que mediante una relación laboral verbal o 
escrita, o por cualquier tipo de contratación en calidad de dependiente o independiente 
por la realización de obras o servicios, sea en forma temporal o permanente con 
vinculo a un empleador sea este persona natural o jurídica, entidad privada, estatal, 
mixta, o institución u organismo extranjero residente o no en el país e incluyendo a 
los organismos e instituciones de Integración Centroamericana. Independientemente 
de la cantidad de trabajadores, el empleador está sujeto al aseguramiento obligatorio. 
De igual manera son sujetos de aseguramiento obligatorios las personas que se 
desempeñen en el ejercicio de la función pública sean electos o nombrados en 
las instituciones y Poderes del Estado; b) Los trabajadores agrícolas, domésticos 
y del transporte de acuerdo a las condiciones y peculiaridades de sus trabajos; c) 
Los nicaragüenses y extranjeros residentes que prestan sus servicios en misiones 
diplomáticas y organismos internacionales acreditados en el país, de conformidad con 
los convenios internacionales ratificados por Nicaragua; d) Todos los integrantes o 
beneficiarios de los programas de Reforma Agraria, ya sea bajo la forma cooperativa, 
colectiva, parcelamiento o cualquier sistema que adopte el ministerio respectivo; 
e) Los miembros de asociaciones gremiales de profesionales y demás trabajadores 
independientes que se encuentren debidamente organizados; f) Los miembros de 
cooperativas debidamente reconocidas».

63 Decreto 06/2019, de 28 de enero, por el que se reforma el Reglamento de la Ley 
de Seguridad Social (La Gaceta Diario Oficial n.º 21 de 1 de febrero de 2019). 

64 El aporte del Estado para el seguro facultativo es del 0.25 % para el régimen de 
invalidez, vejez y muerte y del 0.50 para el régimen que comprende el aporte solidario 
para el Sistema Nacional Único de Salud (art. 29 LSS). 
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riado. Definitivamente, el alza de las cotizaciones a la Seguridad Social 
se convirtió en el símbolo de la ruptura definitiva de un pueblo con un 
sistema que hasta entonces había sobrevivido gracias a un modelo cor-
porativista. Esta brecha se mantiene hasta el día de hoy.

4.2. El régimen de Seguridad Social de las cooperativas 

Como ya señalábamos anteriormente, la tipología de las cooperati-
vas en Nicaragua responde a un modelo de listas abiertas, siendo que 
el artículo 14 de la LGC únicamente menciona alguna de ellas, sin con-
templar todas las posibles. Así, y en atención a esta norma, en Nicara-
gua existen cooperativas de consumo, de ahorro y crédito, de vivienda, 
de producción, etc.

Ahora bien, el artículo 5 de la LSS indica una peculiaridad muy inte-
resante con respecto a la temática que nos ocupa en este epígrafe. Di-
cha disposición reza así: «Sobre la base de los principios de Universali-
dad, Integralidad e Igualdad son sujetos de aseguramiento obligatorio 
las personas que se encuentren comprendidas dentro de las siguientes 
normas: (…) f) Los miembros de cooperativas de producción debida-
mente reconocidas» (la negrita es nuestra).

Puede observarse, por tanto, que el único tipo de cooperativas 
a las que la ley somete a un régimen de suscripción obligatoria es 
la cooperativa de producción y de trabajo. Las cooperativas de pro-
ducción son aquellas que tienen por objeto proporcionar trabajo a 
sus socios, mediante su esfuerzo personal y directo65. Este tipo de 
cooperativas siempre habrá de contar con un mínimo de socios, los 
cuales han de ser todos trabajadores de la misma (art. 19 LGC). Por 
su parte, la cooperativa de producción puede contratar a su vez tra-
bajadores asalariados que no sean socios de ella. En estos casos, la 
cooperativa queda obligada al pago de la cotización por parte del tra-
bajador. Ambos sujetos se circunscriben al sistema general de la Se-
guridad Social.

En realidad, la contribución de las cooperativas de producción a 
la Seguridad Social es, proporcionalmente, muy bajo. Sería intere-
sante ahondar sobre la realidad empírica que ponga en correspon-
dencia la existencia de cooperativas debidamente reconocidas y su 
reflejo en la tesorería. Téngase en cuenta que Nicaragua es uno de 

65 Gadea, Enrique, Sacristán, Fernando y Vargas Vasserot Carlos. 2009. Régimen 
jurídico de la sociedad cooperativa del siglo  XXI. Realidad actual y propuesta de 
reforma. Madrid: Dykinson. 
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los países de America Latina donde el modelo de la cooperativa es 
más fuerte. 

Por su parte, es de señalar que ni la LGC ni su Reglamento, en nin-
guno de sus preceptos hace referencia a la Seguridad Social. 

5. Conclusiones 

Nicaragua al igual que los demás países de Latinoamérica nos pre-
senta una historia económica caracterizada por la persistente existencia 
de pequeños grupúsculos de poder económico cerrados e impermea-
bles, accesibles únicamente a la alta burguesía. Esta situación excluía 
a las grandes masas de población de cualquier intervención en el mer-
cado que no fuera a través de su mano de obra, la gran mayoría de las 
veces en calidad de servidumbre.

El cooperativismo emerge como una figura novedosa, de liberación 
y de refugio para un importante sector de la sociedad que en relación 
directa con una actividad económica de producción puede convertirse 
en propietario y participar del destino, uso y gestión de su trabajo y, 
por supuesto, de sus beneficios. 

A partir de este escenario, las conclusiones más importantes que 
hemos deducido del presente estudio del cooperativismo en Nicaragua 
son las siguientes:

1. El cooperativismo en Nicaragua tiene una larga trayectoria his-
tórica que, si bien ha repuntado en ciertos momentos de ma-
nera más sobresaliente que en otros, puede afirmarse que es 
una constante en la realidad económica del país, siendo Nicara-
gua en la actualidad el país centroamericano con el mayor nú-
mero de cooperativas. Ello convierte a la cooperativa en mere-
cedora de un lugar privilegiado dentro de la agenda política y 
económica del país. 

2. Las cooperativas en Nicaragua van actuando lentamente en el 
tejido social y cultural del país en todos sus órdenes. Si, por un 
lado, se deja atrás la visión única de la cooperativa como ele-
mento de integración del excluido, ofreciéndose, así como ele-
mento democrático integrador, por otro lado, se funge como 
canalizador de reivindicación política, como respuesta unitaria 
ante posibles injusticias desde el poder público. 

3. El efecto del cooperativismo en la protección del medio am-
biente es leve por cuanto una infraestructura adecuada re-
quiere de capacitación, inversión y seguimiento técnico, lo cual 
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ha sido si no deficiente, insuficiente. En este sentido, la capaci-
dad de influencia depende en gran medida de la voluntad y dis-
ponibilidad de los órganos estatales. No obstante, encontramos 
alguna cooperativa enfocada al cumplimiento de esta respon-
sabilidad apoyada, en todo caso, en fondos de cooperación ex-
tranjera.

4. En cuanto a la exclusión social, la cooperativa se mantiene 
como elemento integrador de valor indiscutible. A lo largo de 
los años se han venido incorporando al mercado nuevas coope-
rativas aglomerando a una proporción cada vez mayor del país, 
creando empleo y fuentes de ingreso a muchas familias nicara-
güenses.

5. A pesar de la importante incidencia de la cooperativa en el país 
como fuente de empleo y recursos, sus efectos en la protección 
efectiva de sus miembros en relación la Seguridad Social es es-
casa. Por un lado, su limitación obligatoria a las cooperativas de 
producción en las que el socio es trabajador deja fuera al resto 
de tipologías; por otro lado, en el ámbito de la producción, aún 
nos encontramos con un importante sector de pequeño propie-
tario no cooperativista.

6. Por último, al margen de los importantes avances señalados, 
el desarrollo del cooperativismo adolece de deficiencias que 
no le han permitido convertirse en un generador de mayor po-
der económico de estos grupos a pesar de su gran potencial: 
falta de capacitación técnica, recursos para la inversión o me-
joramiento de infraestructuras. Si ponemos el acento en defi-
ciencias de origen interno, nos encontramos con actitudes con-
formistas, visiones cortoplacistas y un cierto temor al riesgo, 
muchas veces justificado por gobiernos inestables.
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Resumen: El presente artículo analiza los diversos factores que inciden en 
la situación de vulnerabilidad en el que se encuentra el sector rural en Colom-
bia, la cual se ha visto reforzada por el régimen de certificación de semillas que 
les prohíbe a los campesinos resembrar material parental no certificado. A tra-
vés de una serie de reflexiones llevadas a cabo en el marco de un enfoque me-
todológico analítico-deductivo, los autores proponen un redimensionamiento 
del rol que debe tener el Estado para garantizar sus derechos e invitan, a ma-
nera de resultado, a considerar al cooperativismo como una solución a esta 
problemática, a través de las cooperativas rurales como un eje motor de la re-
cuperación y la revitalización del campo. 

Palabras clave: Cooperativas rurales; Cooperativismo; Derechos de los 
campesinos; Certificación de semillas; Obtenciones vegetales.

Abstract: This paper analyzes the causes that affect the rural sector in 
Colombia, making farmers vulnerable. The situation is made worse as a result 
of the seed certification regime that prohibits farmers from replanting non-cer-
tified parental material. The authors present some reflections from an analyti-
cal-deductive approach, with an invitation to rethink the role of the State, to 
guarantee their rights. As a result, the cooperativism is proposed as a solution 
to this problem, through rural cooperatives as a driving force for the recovery 
and revitalization of the countryside.

Keywords: Cooperativism; Peasant Rights; Plant varieties; Rural coopera-
tives; Seed certification; 
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Introducción

Colombia hasta hace unas décadas era un país con una alta 
concentración de ciudadanos establecidos en zonas rurales, en su 
mayoría campesinos. Esto es algo que ha venido cambiando en la 
medida que el desplazamiento forzado, el acaparamiento de tie-
rras o la alta monetización, entre otros fenómenos, han impactado 
el sector rural (Giraldo, 2015). Pese a ello con el nuevo régimen de 
certificación de semillas que trajo consigo el Tratado de Libre Co-
mercio entre Colombia y Estados Unidos, se agravó aún más esta si-
tuación. 

Desde el año 2010 los campesinos no pueden resembrar se-
millas que no sean certificadas por el Estado colombiano, que las 
puertas a las multinacionales obtentoras vegetales para introducir 
sus semillas modificadas genéticamente. Con este escenario, los pa-
peles en el mercado se han invertido, y ahora son los campesinos 
quienes dependen de terceros para sacar adelante sus cosechas. 

El presente artículo, busca poner de relieve el rol de las coope-
rativas rurales como una solución para hacer frente a la problemá-
tica antes mencionada. Se resaltan los beneficios que trae consigo 
el cooperativismo de la mano del Derecho cooperativo, para organi-
zar a los campesinos con miras a afrontar conjuntamente y de una 
manera más coordinada el nuevo escenario resultante tras la prohi-
bición. 

Para ello, en primer lugar se procederá a plantear el escenario ya 
descrito. En el segundo y tercer apartado se cuestiona el lugar que 
ocupa el Estado como garante de los derechos de los campesinos, y 
se invita a repensar su papel, además de concebir al cooperativismo 
como un enfoque integral e integrador. Por último, se lleva a cabo 
un análisis sobre los beneficios que traerían las cooperativas rura-
les para afrontar la situación precaria que tienen los campesinos, en 
un mercado que les repliega obligándoles a abandonar su modo de 
vida.

La metodología escogida mantiene un enfoque analítico-deduc-
tivo, a partir de los postulados que se extraen de teóricos referentes 
en este ámbito. Como resultados se analizan y se comparan diver-
sas perspectivas sobre estudios rurales, derechos de los campesinos 
y cooperativismo. En los apartados finales se sintetizan una serie de 
reflexiones que a juicio de los autores son relevantes para la línea 
argumentativa; además de proponer unos argumentos propios para 
enriquecer el debate de cara a futuras aproximaciones. 
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1. Planteamiento de la problemática

El actual modelo de desarrollo rural basado en el acaparamiento, la 
producción, la transformación y la comercialización de productos agrí-
colas además de deteriorar el ambiente, ha afectado notablemente los 
intereses de los campesinos quienes hoy apenas participan —otros no 
logran hacerlo— en los procesos de transformación y generación de 
valor agregado a lo que ellos mismos cultivan (Brush, 2001; Carolan, 
2008). 

Este panorama se refuerza por políticas públicas y una normativi-
dad que privilegia la producción agroindustrial y a estas grandes mul-
tinacionales (Archila y Betancurt, 2015). El mercado internacional tam-
bién adquiere un rol protagónico, mientras que la demanda interna 
pasa a un segundo plano, al mismo tiempo que la soberanía alimenta-
ria, el derecho a un trabajo y a una vida digna se ven comprometidos. 

Colombia pasó de ser un país agrario basado en el trabajo de los 
campesinos —como lo fue hasta mediados del siglo pasado— a uno 
en el que la agroindustria es el principal y casi único motor de este 
sector. Así, mientras la decisiva influencia de la economía campesina 
quedó atrás, en el campo se han venido concentrando las grandes ten-
siones que han disparado el fenómeno del desplazamiento hacia las ur-
bes (Perfetti, 2009).

«El modelo de desarrollo agrícola seguido en Colombia durante 
los últimos 55 años, ha creado las condiciones para que en el país 
no se logren mayores avances en materia de reducción tanto de la 
pobreza como de la inequidad en el campo colombiano.» (CRECE, 
2006, p. 24)

Este fenómeno se ha acentuado más debido a la confluencia de 
otros factores igual de importantes, tales como la violencia armada, 
el narcotráfico que ha masificado la producción de cultivos de uso ilí-
cito, el acaparamiento de tierras o una inequitativa distribución del 
ingreso rural generada en parte por el monto percibido por los inter-
mediarios en la comercialización de los productos y el valor que re-
cibe el campesino. 

Sobre este último aspecto, señala Schejtman (1980), histórica-
mente la capacidad de las unidades campesinas de enfrentar al mer-
cado a precios «que a un eficiente productor empresarial lo llevarían 
muchas veces a incurrir en pérdidas hasta de sus costos corrientes» de-
muestra que existe una discriminación de parte del Estado en valorar 
recursos y productos de los campesinos versus el sector privado. 
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En efecto, la cadena de valor de los productos de la cosecha es 
controlada por intermediarios —entre estas plantas de procesamien-
tos, centrales de sacrificio y de abastos, frigoríficos o los distribui-
dores como lo son las grandes superficies y almacenes de cadena— 
que se terminan quedando con el mayor volumen de ganancias 
posible (Archila y Betancurt, 2015; Baquero-Melo, 2017). Por no 
dejar de mencionar la confluencia de otros fenómenos como el es-
tancamiento del nuevo empleo en el campo, la falta de apoyo y es-
tímulo a los campesinos, además de una y pobre política de forma-
ción de talento humano cualificado y de gasto público al sector rural 
(Bolaños, 2018). 

No en vano el Estado colombiano está en mora de redefinir su po-
lítica agraria de cara a enfrentar los desafíos que trae consigo la cuarta 
revolución industrial y la tecnificación de la producción agrícola. 

Pero si hay un factor que ha resultado ser un detonante social, 
económico y que ha intensificado la pobreza, las desigualdades y 
la afectación del mínimo vital de los campesinos en Colombia, es 
el régimen de certificación de semillas implementado a través de 
la Resolución 970 de 2010 del Instituto Colombiano Agropecuario, 
por sus siglas ICA, que trajo como una de sus novedades la prohi-
bición de resembrar semillas que no estuviesen certificadas por esta 
entidad. 

Antes de esta norma el campesino contaba con dos opciones, 
siendo la primera de ellas la compra de la semilla o material pa-
rental en los dispensarios habilitados para tal fin. A través de la se-
gunda opción, que es la resiembra, el campesino seleccionaba los 
mejores frutos de una cosecha y los utilizaba como semillas para el 
siguiente ciclo tras haber tomado como referencia el rendimiento 
del cultivo en el ciclo anterior. De esta manera elegía la semilla más 
vigorosa tras ventear el grano o tratar el material parental para la 
especie, en el caso de los bulbos, tubérculos u otros órganos de la 
variedad utilizados con fines de multiplicación (Álvarez, 2011). 

«Reutilizar la semilla era una práctica común para más de 
3.500.000 de familias campesinas en Colombia (…) Después de 
ventear la semilla, esta se airea para eliminar los restos de maleza o 
cualquier otro rastro que pueda tener, esto se hace manual, poste-
riormente las semillas se exponen al sol durante varios días para eli-
minar la humedad que pueda tener el grano (…) Esta es la etapa en 
la cual algunos campesinos separan las semillas para así, seleccionar 
cuales serán usadas en la próxima cosecha y el resto de semillas es 
guardado en sacos en un lugar seco para en un futuro ser intercam-
biado.» (Vargas-Chaves y Luna-Galván, 2017, p. 61)
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En este régimen a los campesinos no les está permitido resem-
brar semillas que no se encuentren certificadas salvo una excepción, y 
es que la resiembra se realice por una única vez en un terreno no ma-
yor a un determinado número de hectáreas, y siempre que la semilla 
del ciclo anterior haya sido adquirida en un dispensario. A partir del si-
guiente ciclo —tras esa resiembra— el campesino deberá adquirir una 
vez más la semilla o material parental, y esperar un ciclo más para re-
sembrarlo nuevamente por una única vez. Es lo que se conoce como la 
excepción del agricultor. 

A manera de aclaración, es importante resaltar que, aunque la Re-
solución 970 de 2010 del ICA fue suspendida por orden del Gobierno 
tras negociar la terminación del Paro Nacional Agrario de 2013, luego 
fue derogada y reemplazada por la Resolución 3168 de 2015 del ICA. 
Esta nueva resolución no contempló cambios estructurales por lo que, 
en esencia, el régimen se mantiene. 

En relación con las semillas certificadas, éstas son de capital ex-
tranjero y provienen de un mercado bajo el dominio de las multinacio-
nales obtentoras vegetales, entre estas, Monsanto/Bayer, Dow, BASF, 
Dupont o Syngenta (Gomiero y Di Donato, 2017). Este fue un sector 
que participó de manera activa en las negociaciones del Tratado de Li-
bre Comercio entre Estados Unidos y Colombia, donde se negoció este 
régimen para favorecer la entrada de semillas modificadas genética-
mente y abrirse con el mercado obligando a todos los campesinos a 
adquirirlas (Mejía-Toro, 2014; Vargas-Chaves, Gómez-Rey & Rodríguez, 
2018). 

Además, con la adquisición de semillas certificadas en dispensarios, 
los campesinos deben adquirir de manera simultánea los insumos para 
la cosecha, por ejemplo, abonos o pesticidas. Es lo que se denomina el 
argumento de la dependencia. Mientras mayor sea la dependencia de 
los campesinos en cuanto a bienes e insumos que deben adquirir para 
poder producir, tanto mayor será la «fuerza con que consideraciones 
de tipo mercantil intervengan en las decisiones sobre el qué y el cómo 
producir» en palabras del mismo Schejtman (1980). 

Si los campesinos deben por sí asumir ya un costo no contemplado 
en su modelo tradicional de producción al tener que adquirir las semillas 
certificadas, sin duda éste aumentará con los insumos. El resultado será 
una escasa o nula participación en este proceso, además de bajas utilida-
des y los riesgos que estas semillas modificadas genéticamente traen a la 
biodiversidad y los cultivos adyacentes (Archila y Betancurt, 2015)

Así, pues, mientras en la balanza del mínimo vital de los campe-
sinos se decanta el peso hacia los intereses económicos versus la so-
beranía alimentaria de millones de familias campesinas, el escenario 
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resultante invita a repensar el rol que debe tener el Estado. Para Cam-
pos (2015), Glipo y Pascual (2005) es el inicio de la desestabilización de 
economías rurales como la nuestra, en la que los campesinos al no lo-
grar producir a costos razonables, terminan abandonando este modo 
de vida y por consiguiente el campo.

2.  El mínimo vital de los campesinos y el rol del Estado: 
entre los derechos liberales y sociales 

La distinción entre derechos liberales y derechos sociales se sustenta 
en una visión de derecho subjetivo en el marco de las distintas catego-
rías de derechos fundamentales. La doctrina ha sido generosa en apro-
ximaciones tanto críticas como a favor (Peces Barba, 1999; Aldunate, 
2008; Ruiz, 1994), logrando llegar a consensos que sitúan a los primeros 
como derechos «indiscutiblemente reconocidos» y a los segundos como 
«esencialmente controvertidos» (Arriagada Cáceres, 2015). 

Pese a ello, en la práctica, insistir en mantener distinciones entre 
derechos fundamentales implica asumir que unos tienen más peso que 
otros. Esto se puede ver en el caso del derecho al mínimo vital. Un de-
recho cuyo reconocimiento se dio por vía jurisprudencial a través de la 
Sentencia T-426 de 1992 de la Corte Constitucional, y que contempla 
caracterizar en un único derecho todo un conjunto de intereses jurídi-
cos tutelados en el marco del Estado Social de derecho, tales como la 
dignidad humana, la igualdad o la integridad personal. 

Si se analiza este derecho en el contexto de derechos liberales, es po-
sible encontrarse con que el Estado tendría el deber de abstenerse en 
aras de garantizar su pleno cumplimiento. En el caso de los campesinos, 
debería entonces permitirles autoabastecerse mediante la resiembra de 
semillas, de la misma manera como, en otros escenarios, tiene el deber 
de garantizar la libre circulación de los ciudadanos por las carreteras o 
dar todas las condiciones para que se ejerza el derecho al voto. 

Por otra parte, si se sitúa el derecho al mínimo vital de los campe-
sinos sobre las bases de los derechos sociales, se comprendería que el 
Estado tiene una obligación de prestación. Sería el caso de los subsidios 
dirigidos al campesinado colombiano, o las deducciones que en mate-
ria arancelaria se contemplan para la adquisición de maquinaria. Ello, 
de la misma manera en que —en otros escenarios— asume la carga 
prestacional de la educación pública o el régimen subsidiado de salud. 

Nótese cómo en los dos casos el mínimo vital de los campesinos se 
sitúa en el escenario de los derechos liberales y en de los derechos so-
ciales ¿Cómo es esto posible? ¿Acaso no son visiones que permiten 
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distinguir el rol del Estado respecto a sus administrados? en este caso 
los campesinos.

Ciertamente hay una aproximación dogmática que logra dar res-
puesta a estos cuestionamientos de manera satisfactoria. Desde la con-
cepción práctica y «terrenal» que Ife (2012) propone para los Derechos 
humanos, es posible rechazar cualquier distinción en tanto que ello no 
resuelve los problemas de fondo. 

La distinción entre derechos liberales y sociales debe dejar a un 
lado cualquier consideración relacionada con la conducta que debe 
asumir el Estado: no debe ser una conducta pasiva para algunos dere-
chos y una conducta activa para otros. Todos los derechos fundamen-
tales tienen igual valor, y el Estado por activa o por pasiva debe garan-
tizar su cumplimiento. 

Volviendo al caso de los campesinos, al mantener este erró-
neo enfoque de los derechos liberales, se admite entonces una con-
ducta pasiva que llevaría al Estado a permitir —o lo que es lo mismo, a 
acoplarse a la máxima de Laissez faire, laissez passer— que la agroin-
dustria acapare los medios de producción alimentaria. Así, con la prohi-
bición de resembrar semillas, el Estado permite el libre mercado en aras 
de garantizar una supuesta estabilidad y homogeneidad de las semillas 
certificadas aunque, como se reseñó, en el fondo cumpla con un com-
promiso establecido vía TLC con los Estados Unidos.

Como resultado, en la última década ha aumentado de manera drás-
tica el desplazamiento de campesinos a las grandes ciudades (Naranjo, 
2004), un fenómeno que no es otra cosa sino la consecuencia del aban-
dono del campo por parte del Estado, quien actuó en contravía de los in-
tereses de sus administrados. Ello, al permitir un monopolio injustificado 
y no acatar con su deber de garantizar el mínimo vital de los campesinos 
al permitirles alimentarse para subsistir por su propia cuenta. 

Desde el otro enfoque conductual de derechos, propio de quienes 
propugnan por el deber prestacional del Estado sobre los derechos so-
ciales —o lo que es lo mismo, de mantener una conducta activa— el 
derecho al mínimo vital se consumaría por medio de los subsidios que 
éste dispone para los campesinos desplazados a las grandes ciudades. 

Son subsidios que tampoco aseguran el mínimo vital, pues las 
condiciones de vida son cada vez más complejas para un sector tan 
vulnerable. La inflación, el desempleo, la pobreza y la violencia, en-
tre otros problemas no resueltos, dejan entrever que el Estado aún no 
cumple con el mandato impuesto por la Corte Constitucional en la ci-
tada sentencia. 

Por lo anterior, se insiste en la necesidad de dejar a un lado este 
tipo de dicotomías doctrinales para repensar una vez más el lugar que 
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ocupan los derechos humanos «en el terreno», un concepto que se re-
laciona principalmente con la penetración de la gobernabilidad en to-
dos los ámbitos de la relación Estado y administrados. 

Sin duda, al igual que Geiger y Pécoud (2010), coincidimos en que 
es viable afirmar que los derechos humanos tienen un papel protagó-
nico y, al mismo tiempo, ambivalente y adaptable a las necesidades y 
expectativas de la sociedad en la que rija el contrato social. 

3. Repensando el rol del Estado a través del cooperativismo

Ante un panorama de un incumplimiento notorio de ese deber que 
tiene el Estado de garantizar el mínimo vital a los campesinos, resulta vá-
lido preguntarse ¿Qué otras estrategias puede promover éste en aras de 
cumplir con su mandato constitucional? Cracogna (2019) invita a repensar 
el rol del Estado en pro del bienestar social y la sostenibilidad de las comu-
nidades a través de una dignificación del trabajo y de su empoderamiento. 

Esta visión toma a las cooperativas como el eje motor de políticas 
públicas, basado en su autonomía e independencia; políticas que por 
demás pueden llegar a articular eficientemente los esfuerzos de todos 
los integrantes de una comunidad. El cooperativismo, más allá de ser 
una pieza dentro del engranaje de la economía centralmente planifi-
cada, es un engranaje de las comunidades en sí. 

Ahora bien, es un hecho que la prohibición de resiembra —además 
de los factores reseñados en el primer apartado de este artículo— pone 
en una situación de desventaja a las pequeñas y medianas comunida-
des campesinas en el mercado frente a sus competidores provenientes 
del sector agroindustrial (Perelmuter, 2013; Ceceña, 2001). Los pro-
ductos de sus cosechas no pueden competir en igualdad de condicio-
nes, y el derecho a su mínimo vital se ve comprometido. Con el fortale-
cimiento de las cooperativas rurales, el Estado podría llegar a equilibrar 
la balanza, y esto no es algo nuevo.

El conjunto normativo que recoge las bases del cooperativismo 
en lo que se denomina Derecho Cooperativo, tiene sus orígenes en el 
Reino Unido a mediados del siglo xix. La Ley de Cooperativas de 1852 
se convirtió en el primer antecedente de un sistema de normas que im-
pulsan la defensa y salvaguarda, tanto de intereses jurídicos tutelados 
como de valores fundamentales en nuestra sociedad (Yorg & Ramírez-
Zarza, 2018). Todo esto, en procura de la justicia social para afianzar la 
coexistencia entre todos los individuos.

Sobre las bases del cooperativismo, es pertinente traer a colación la 
Declaración Mundial sobre Cooperativismo de Trabajo Asociado de 2005. 
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Allí se establece un norte que para el desarrollo del presente artículo 
puede ser esclarecedor: los hombres debemos buscar permanentemente 
la superación cualitativa de cualquier forma de organizar el trabajo, en 
búsqueda de lograr unas mejores, justas y más dignas relaciones laborales. 

En relación al modelo asociativo «donde el trabajo y la gestión se 
realizan conjuntamente, sin las limitaciones propias del trabajo indi-
vidual ni exclusivamente bajo las reglas del trabajo asalariado depen-
diente» se conciben a las cooperativas como la modalidad que «más 
desarrollo e importancia alcanza actualmente en el mundo y está es-
tructurado en base a los principios, valores y métodos de operación 
que tienen las cooperativas a nivel universal» (Declaración Mundial so-
bre Cooperativismo de Trabajo Asociado de 2005, art. 3)

Este enfoque está consagrado en la Recomendación 193/2002 
de la Organización Internacional del Trabajo sobre la Promoción de 
las Cooperativas y en la Declaración de Manchester sobre Identidad 
Cooperativa de 1995 donde se instituye el fin supremo que tienen las 
cooperativas: trabajar en pro del desarrollo sostenible de su comunidad 
basado en los valores de ayuda mutua, solidaridad, participación de-
mocrática y solidaria, responsabilidad, equidad e igualdad.

En relación con la naturaleza jurídica de esta importante figura, 
ésta suele enfocarse varios ángulos, de los cuales destacan tres visio-
nes. La primera, concibe a las cooperativas como asociaciones, la se-
gunda de ellas las concibe como sociedades y la tercera las enmarca 
como una categoría autónoma (Hernández Aguilar, 2015). Esta clasifi-
cación resulta bastante ilustrativa para evidenciar qué tan avanzada se 
encuentra esta disciplina jurídica. 

Para los efectos del hilo argumentativo del artículo, y más allá de en-
cajar en una de estas visiones, es importante considerar que su origen se 
da como organización y organismo constituido por un grupo representa-
tivo de individuos quienes, de manera voluntaria, deciden aportar bienes 
o trabajo en procura del cumplimiento de unos fines comunes. 

En el caso de las cooperativas rurales estos fines comunes contem-
plan el fomento de su actividad, la soberanía alimentaria, el acceso a 
nuevos mercados y la salvaguarda de los intereses de los campesinos 
en el mercado en el que participan.

Si los Estados comprenden que, al incentivar la asociación de cam-
pesinos en cooperativas, éstos contarán con una plataforma para lle-
gar a consensos sobre la mejor forma de actuar coordinadamente para 
hacer valer sus derechos, en especial el derecho a un mínimo vital, así 
como para autorregularse y buscar vías para una distribución equitativa 
de los beneficios, pero, sobre todo, para hacer frente a un sector que 
década tras década crece: la agroindustria.
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Al hablar de un redimensionamiento del rol del Estado a partir de 
las cooperativas rurales, y en relación con la situación que aqueja a 
cientos de miles de campesinos en Colombia, lo que se busca es su-
perar la dicotomía entre conducta activa o pasiva según se mire al mí-
nimo vital como un derecho liberal o social. Es una ruta a ser tomada 
por las mismas autoridades públicas, quienes deben tener presente 
que el cooperativismo es un camino idóneo para solucionar los diver-
sos problemas que trae consigo la desigualdad y que aquejan no solo 
al campo, sino a la sociedad en general. En palabras de Hagen Henrÿ:

«No se puede creer que un funcionario de autoridad fiscal va a 
aplicar un régimen específico a las cooperativas si en su prepara-
ción nunca ha oído el término Cooperativa (…) a futuro, el coopera-
tivismo traerá grandes soluciones al quehacer social» (Henrÿ, 2016)

Asimismo, el Estado debe reconsiderar su visión limitada de coope-
rativas como sociedades mercantiles, en pro de generar las condiciones 
para un verdadero desarrollo sostenible, tal como lo propone la Alianza 
Cooperativa Internacional (Pacheco Almaraz et al., 2019). A su vez, se 
garantizará el mínimo vital en consonancia con la Declaración de Esto-
colmo de 1972, que propugna por el disfrute de unas condiciones de 
vida adecuadas en un medio que permita al individuo llevar una vida 
digna y gozar de bienestar.

4.  Las cooperativas rurales como oportunidad ante los impactos 
de la prohibición de resiembra de semillas no certificadas

Como se mencionó en el primer apartado del artículo, con la prohi-
bición de resiembra de semillas no certificadas los campesinos deben 
asumir costos adicionales, entre estos el tener que adquirir en dis-
pensarios las semillas que pasaron por un proceso de certificación, así 
como de forma simultánea adquirir los pesticidas y abonos que sólo sir-
ven para las cosechas provenientes de dichas semillas. Así, los campesi-
nos se ven limitados en sus opciones, y como consecuencia de esta di-
námica sus ingresos disminuyen notablemente. 

A ello se suma el problema de adaptabilidad de las semillas certifi-
cadas a los terrenos de siembra, pues no en todos los casos logran pro-
ducir cosechas en las condiciones de estabilidad esperadas (Perelmuter, 
2017). Los campesinos pueden llegar a perder cosechas enteras, sin 
que por su propia cuenta puedan ser capaces de afrontar las pérdidas. 
Lo lograrían con suficiencia en el marco de un modelo de economía so-
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lidaria donde una cooperativa rural tendría mayor robustez para asumir 
las pérdidas. 

Y es que los procesos de propagación, multiplicación o reproduc-
ción de las especies nativas —es decir las semillas no certificadas— se 
han dado a lo largo de décadas o siglos en un terreno, lo cual garanti-
zaba que estas semillas se habían ya adaptado al mismo (Rees, 2008). 
Con las nuevas semillas certificadas, este proceso es inexistente pues 
el material parental se creó en un laboratorio (Elmore et al., 2001). De 
hecho, en su gran mayoría, son obtenciones vegetales no convenciona-
les modificadas genéticamente, o lo que es lo mismo semillas transgé-
nicas (CITA). 

Así, pues, con un modelo de economía solidaria los campesinos 
tendrían posibilidades de organizarse a través de cooperativas rurales 
para hacer frente a la financiación de las cosechas, capacitarse para el 
manejo de las nuevas semillas, compartir experiencias y, en últimas re-
partir cargas de pérdidas y ganancias. De esta manera el Estado dota-
ría a los campesinos de una herramienta poderosa a través de la cual se 
aseguraría el mínimo vital de los campesinos. 

Es preciso señalar en este punto que el cooperativismo no es algo 
nuevo en Colombia. Sus orígenes datan del inicio de la década de los 
treinta como un modelo impulsado por la Iglesia católica en aras de im-
pulsar el desarrollo rural, social y la economía provincial (Dávila, 1996). 
En ámbito latinoamericano, a partir de los sesenta es posible observar 
un aumento importante de la actividad de la economía social y solida-
ria, que ya para entonces se proyectaba como un sector desmarcado 
de toda lógica mercantilista (García-Müller y Álvarez, 2012). 

Y aunque en estas primeras etapas a ninguna de las cooperativas 
se le habría ocurrido acudir al Estado para sostenerse, con el tiempo 
fue surgiendo lo que Münkner (2005) denominó ‘una inédita relación 
entre Estado y cooperativas’. Con este importante antecedente nace 
una relación de colaboración que pone a las cooperativas como orga-
nizaciones que coadyuvan al Estado a lograr los objetivos de progreso 
económico y social (Cracogna, 2019).

Ese rol clave que debe asumir el Estado con los campesinos que se 
han visto afectados por la dinámica antes descrita, debe partir por le-
gislar y regular los modelos asociativos para que puedan crearse nue-
vos —o mejorarse los actuales— modelos para prestar servicios fi-
nancieros y complementarios; para mantener en estructuras sólidas el 
capital económico y social acumulado; y para fomentar la transparencia 
en la gestión de los recursos. De este modo, para autores como Dávila 
(1996), las cooperativas se convertirán en verdaderos motores del de-
sarrollo local y regional.
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Desde la óptica del Derecho cooperativo comparado, la experien-
cia cubana nos muestra que un modelo cooperativista impulsado desde 
el mismo Estado, permite formar cooperativas «a partir de medios de 
producción del patrimonio estatal, tales como inmuebles y otros, que 
se decida gestionar de forma cooperativa y para ello puedan cederse 
estos, por medio del arrendamiento, usufructo u otras formas legales 
que no impliquen la transmisión de la propiedad». (República de Cuba, 
Decreto-Ley 305 de 2012, art. 6)

Si a lo anterior le añadimos una normatividad que promueva el 
acceso a créditos, reduzca o elimine exenciones arancelarias, deduc-
ciones tributarias o impulse medidas para acceder a nuevos merca-
dos, se podrá asegurar la sostenibilidad de las cooperativas y un éxito 
en la relación entre el Estado y las cooperativas rurales. Estas coope-
rativas también podrían verse beneficiadas por una regulación que 
proyecte el cooperativismo de servicios de carácter periférico, un mo-
delo que, según Larranñaga (1993), además de permitir el desarrollo 
de una sociedad provincial rural, coadyuva al sostenimiento de la eco-
nomía campesina.

Por último, el Derecho cooperativo juega también un papel cru-
cial en la promoción de la cooperación, la justicia social y la solidari-
dad como valores superiores de una escala axiológica (Yorg & Ramí-
rez-Zarza, 2018). Valores que sean capaces de trasformar el actual 
escenario por un orden solidario y cooperativo, dejando a través el or-
den económico-social individualista y competitivo promovido en el pa-
sado por el Estado a favor de las grandes multinacionales obtentoras 
vegetales. 

En definitiva, al darle a las cooperativas el lugar que merecen como 
ejes motores que permiten superar cualquier rezago propio de un régi-
men de certificación de semillas que no logró dimensionar sus efectos 
en la economía campesina, el Estado propenderá no sólo por el mejo-
ramiento de la calidad de vida de los campesinos, sino que garantizará 
su mínimo vital y les mantendrá como un sector muy importante de 
nuestra sociedad. 

5. Conclusiones 

Son varios factores los que inciden en la problemática de pobreza 
en el campo colombiano y desplazamiento de los campesinos hacia 
las grandes ciudades. En los últimos años, el nuevo régimen de cer-
tificación de semillas impuesto por el Gobierno tras negociar vía TLC 
con los Estados Unidos la prohibición de resembrar aquellas que no 
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estuviesen certificadas por el ICA, supuso un detonante que agravó 
aún más la situación. 

En la práctica, para que un campesino pueda llevar a cabo esta 
práctica ancestral que consiste en tomar la mejor parte de su cosecha, 
y reutilizarla como semilla para una próxima siembra, debe dirigirse hoy 
en día a un dispensario y adquirir semillas que previamente hayan sido 
certificadas. Adicional a lo anterior, con el pago de éstas debe además 
asumir valor de los insumos que sólo sirven para dichas semillas. 

Así, los campesinos se ven absorbidos por un mercado dominado 
por las multinacionales obtentoras vegetales, el cual les sitúa en un es-
cenario de vulnerabilidad y afectación de su derecho a un mínimo vital. 
Ante esta situación, el Estado debe repensar su rol, pues los actuales 
enfoques de intervención para salvaguardar éste y otros derechos que 
conexamente se vulneran, no solucionan con suficiencia esta proble-
mática. Se necesita un enfoque que empodere a los campesinos para 
que puedan actuar de manera coordinada. 

Aquí es donde surge el Derecho cooperativo, una disciplina que 
está diseñada con el fin de dotar a la sociedad de herramientas para 
organizarse y actuar coordinadamente, ello en el marco de la economía 
social y en pro de una justicia social. En el presente artículo se invita a 
considerar el cooperativismo como una solución a tener muy en cuenta 
para empoderar a las comunidades campesinas, quienes durante siglos 
han sido el pilar de la economía en Colombia. 

Con las cooperativas rurales no sólo se logra integrar a todos los 
campesinos productores de una comunidad para que actúen de ma-
nera coordinada, sino además se promueve un mejoramiento de sus 
condiciones de vida, además, de prescindir de intermediarios y por 
ende eliminar la dependencia hacia terceros. 

El cooperativismo implica para estos efectos compartir responsabi-
lidades, ganancias y pérdidas, así como acceder en igualdad de condi-
ciones a los recursos técnicos y formación especializada. Implica tam-
bién que los campesinos podrán estar mejor informados sobre esas 
‘nuevas’ semillas que ahora deben utilizar; anticipándose a los riesgos 
y eventuales pérdidas de la cosecha. Por último, implica que podrán re-
distribuir los excedentes entre todos los integrantes, así como negociar 
en un único bloque con terceros manteniendo una mejor posición y, 
en definitiva, implica una incidencia activa en el mercado para recupe-
rar su cuota de participación.

Sin duda el Derecho cooperativo como el brazo que el cooperati-
vismo extiende para regular sus relaciones con el Estado, es lo que esti-
mulará el desarrollo sostenible de las comunidades campesinas, garan-
tizando un trabajo digno y evitando la exclusión social. En los términos 
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de la Declaración Mundial sobre Cooperativismo de Trabajo Asociado 
de 2005, es una solución a los problemas de exclusión social que aque-
jan a nuestra sociedad, y un modelo que apunta por una relación labo-
ral más avanzada, digna y justa de democratización y distribución de la 
riqueza.

El cooperativismo es, pues, lo que le permitirá a las comunidades 
campesinas hacer frente a los impactos relacionados con la dependen-
cia y los altos costos. Con todo, no se concluye en el artículo que sea la 
solución definitiva, pero sí es una solución a tener muy presente, y que 
el Estado deberá considerar. Solo así podría retornarle al campo su dig-
nidad; una dignidad que ha venido perdiendo a lo largo del tiempo. 

6. Referencias bibliográficas

ALIANZA COOPERATIVA INTERNACIONAL, 1995. Declaración de Manchester 
sobre Identidad Cooperativa, 1995.

ALIANZA COOPERATIVA INTERNACIONAL, 2005. Declaración Mundial sobre 
Cooperativismo de Trabajo Asociado.

ÁLVAREZ, Martha. 2011. Multiplicación de plantas: Una guía esencial para co-
nocer los distintos tipos de multiplicación y su correcta aplicación en el ini-
cio de un cultivo. Buenos Aires: Editorial Albatros. 

ARCHILA, Aleida y John BETANCURT. 2015. «La Economía campesina y soli-
daria: Una ruta para la Paz de Colombia». Atas CIAIQ2015, 3: 204-207. 
Desde https://proceedings.ciaiq.org/index.php/ciaiq2015/article/view/334

BAQUERO-MELO, Jairo. 2017. «Vulnerabilidad socioecológica y socioeconómica 
en cadenas de valor agrícola. El caso de la producción del plátano en Colom-
bia». Revista Latinoamericana de Estudios Rurales, 2(3): 96-128. Desde http://
www.ceil-conicet.gov.ar/ojs/index.php/revistaalasru/article/view/198/114

BOLAÑOS, José Víctor. 2018. Problema agrario y lucha armada en Colombia: 
El caso de las FARC-EP. Ciudad de México: Universidad Nacional Autó-
noma de México.

BRUSH, Stephen. 2001. «Genetically modified organisms in peasant farming: 
social impact and equity». Indiana Journal of Global Legal Studies, 9(1): 
135-162. Desde http://www.repository.law.indiana.edu/ijgls/vol9/iss1/8

CAMPOS, Carolina. 2015. Empoderamiento campesino y soberanía alimenta-
ria en Colombia: la defensa de las semillas y los mercados campesinos. Lei-
den: Universidad de Leiden. 

CAROLAN, Michael. 2008. «The multidimensionality of environmen-
tal problems: The GMO controversy and the limits of scientific ma-
terialism». Environmental Values, 17(1): 67-82. doi: https://doi.
org/10.3197/096327108X271950

CECEÑA, Ana. 2001. «La territorialidad de la dominación: Estados Unidos y 
América Latina». Revista Chiapas, 12: 7-30. Desde https://chiapas.iiec.
unam.mx/No12-PDF/ch12cecena.pdf 

https://proceedings.ciaiq.org/index.php/ciaiq2015/article/view/334
http://www.ceil-conicet.gov.ar/ojs/index.php/revistaalasru/article/view/198/114
http://www.ceil-conicet.gov.ar/ojs/index.php/revistaalasru/article/view/198/114
http://www.repository.law.indiana.edu/ijgls/vol9/iss1/8
https://chiapas.iiec.unam.mx/No12-PDF/ch12cecena.pdf
https://chiapas.iiec.unam.mx/No12-PDF/ch12cecena.pdf


Las cooperativas rurales I. Vargas-Chaves, F. Acevedo-Caicedo y E. Salgado-Figueroa

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 391-408 

406 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp391-408 • http://www.baidc.deusto.es 

CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL MEDIO HUMANO, 1972. 
Declaración de Estocolmo de 1972 sobre el Medio Humano.

CRACOGNA, Dante. 2019. «El principio de autonomía e independencia en 
la declaración sobre la identidad cooperativa». Boletín de la Asocia-
ción Internacional de Derecho Cooperativo, 55: 19-34. doi: http://dx.doi.
org/10.18543/baidc-55-2019pp19-34

CRECE. 2006. Pobreza Rural: Diagnóstico y Evaluación de las Políticas Naciona-
les. Manizales: MIMEO.

DÁVILA, Ricardo. 1996. «Las cooperativas rurales y el desarrollo regional: el 
caso de las provincias del sur de Santander, Colombia». Cuadernos de De-
sarrollo Rural, 37: 47-62. Desde: https://revistas.javeriana.edu.co/index.
php/desarrolloRural/article/view/3300 

ELMORE, Roger, Fred W. ROETH, Lenis A. NELSON, Charles A. SHAPIRO, Ro-
bert N. KLEIN, Stevan Z. KNEZEVIC y Alex MARTIN. 2001. «Glyphosate-re-
sistant soybean cultivar yields compared with sister lines». Agronomy Jour-
nal, 93(2): 408-412. doi: https://doi.org/10.2134/agronj2001.932408x 

ESTEBAN SALVADOR, María Luisa, PÉREZ SANZ, Francisco Javier y GARGALLO 
CASTEL, Ana. 2018. «Áreas rurales y cooperativas: iniciativas de mujeres 
para el desarrollo». REVESCO, Revista de Estudios Cooperativos, 127: 116-
138. doi: http://dx.doi.org/10.5209/REVE.58397.

GARCÍA-MÜLLER, Alberto. 2012. «Cómo determinar qué entidades forman 
parte de la economía social y solidaria». Unisangil Empresarial, 5(1): 39-
46. Desde: http://publicaciones.unisangil.edu.co/index.php/revista-unisan-
gil-Empresarial/article/download/22/27 

GIRALDO, Omar. 2015. «Agroextractivismo y acaparamiento de tierras en 
América Latina: una lectura desde la ecología política». Revista Mexicana 
de Sociología, 77(4), 637-662. Desde: http://www.scielo.org.mx/scielo.
php?pid=S0188-25032015000400637&script=sci_abstract

GLIPO, Arze y Francisco PASCUAL. 2005. «Food sovereignity framework: con-
cept and historic context» Nyleni, Diciembre de 2005: 1-23. Recuperado 
de: http://www.nyeleni.org/IMG/pdf/FoodSovereignityFramework.pdf

GOMIERO, Tiziano y Monica DI DONATO. 2017. «Megafusiones en el sistema 
agroalimentario: el caso de Bayer-Monsanto. ¿Qué riesgos hay en Eu-
ropa?». Papeles de Relaciones Ecosociales y Cambio Global, 139: 39-53. 
Desde: https://www.fuhem.es/papeles_articulo/megafusiones-en-el-sis-
tema-agroalimentario-el-caso-de-bayer-monsanto-que-riesgos-hay-en-eu-
ropa/

HENRŸ, Hagen. 2016. «Conferencia sobre tendencias del derecho cooperativo 
y solidario» Universidad Cooperativa de Colombia, Bogotá D.C., 16 de fe-
brero de 2016.

HERNÁNDEZ AGUILAR, Orisel. 2015. «Algunas reflexiones en torno a la di-
mensión jurídico-formal del proceso de constitución de cooperativas no 
agropecuarias en Cuba a partir del análisis del caso del municipio Pinar del 
Río». Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, 49: 
279-306. doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-49-2015pp279-306 

https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/desarrolloRural/article/view/3300
https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/desarrolloRural/article/view/3300
https://doi.org/10.2134/agronj2001.932408x
http://publicaciones.unisangil.edu.co/index.php/revista-unisangil-Empresarial/article/download/22/27
http://publicaciones.unisangil.edu.co/index.php/revista-unisangil-Empresarial/article/download/22/27
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?pid=S0188-25032015000400637&script=sci_abstract
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?pid=S0188-25032015000400637&script=sci_abstract
http://www.nyeleni.org/IMG/pdf/FoodSovereignityFramework.pdf
https://www.fuhem.es/papeles_articulo/megafusiones-en-el-sistema-agroalimentario-el-caso-de-bayer-monsanto-que-riesgos-hay-en-europa/
https://www.fuhem.es/papeles_articulo/megafusiones-en-el-sistema-agroalimentario-el-caso-de-bayer-monsanto-que-riesgos-hay-en-europa/
https://www.fuhem.es/papeles_articulo/megafusiones-en-el-sistema-agroalimentario-el-caso-de-bayer-monsanto-que-riesgos-hay-en-europa/
http://dx.doi.org/10.18543/baidc-49-2015pp279-306


Las cooperativas rurales I. Vargas-Chaves, F. Acevedo-Caicedo y E. Salgado-Figueroa

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 391-408 

 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp391-408 • http://www.baidc.deusto.es 407

HERNÁNDEZ SALAZAR, Giovanni Andrés y OLAYA PARDO, Ana María. 2018. 
«El marco legislativo y su efecto sobre el crecimiento del sector coopera-
tivo en Colombia (1933-2014)». REVESCO, Revista de Estudios Cooperati-
vos, 127: 139-158. doi: http://dx.doi.org/10.5209/REVE.58398.

INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO, 2010. Resolución 970/2010. 
INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO, 2015. Resolución 3168/2015.
LARRAÑAGA, Jesús. 1993. «Las claves de la experiencia de Mondragón. Enfo-

que del futuro.» Jornadas sobre Cooperativismo, Cali, Colombia, 4 de ju-
nio de 1993. 

MÜNKNER, Hans-H. 2005. 100 Years Co-operative Credit Societies Act India, 
1904. Nueva Delhi: ICA Regional Office for Asia and the Pacific.

NARANJO, Gloria. 2004. «Ciudadanía y desplazamiento forzado en Colombia: 
una relación conflictiva interpretada desde la teoría del reconocimiento». 
Estudios Políticos, 25: 137-160. Desde: https://dialnet.unirioja.es/descarga/
articulo/5263737.pdf 

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, 2002. Recomendación 
193/2002 sobre la Promoción de Cooperativas. 

PACHECO ALMARAZ, Victoria, María Isabel PALACIOS RANGEL, Fernando 
CERVANTES ESCOTO, Jorge OCAMPO LEDESMA y Jorge Aguilar Ávila. 
2019. «La asociación cooperativa como factor de sostenibilidad del sis-
tema cafetalero en comunidades marginadas». REVESCO. Revista de Estu-
dios Cooperativos, 131: 125-150. doi: https://doi.org/10.5209/REVE.63563

PARDO MARTÍNEZ, Luz Patricia y HUERTAS DE MORA, María Victoria. 2017. 
«Modelos influyentes en las cooperativas de ahorro y crédito en Colom-
bia». REVESCO. Revista de Estudios Cooperativos, 125: 109-133. doi: 
http://dx.doi.org/10.5209/REVE.58134.

PERELMUTER, Tamara. 2017. El rol de la propiedad intelectual en los actuales 
procesos de cercamientos. El caso de las semillas en la Argentina (1973-
2015). Buenos Aires: Universidad de Buenos Aires.

PERELMUTER, Tamara. 2018. «Apropiación de semillas: soberanía alimenta-
ria y tecnológica en riesgo». Ciencia, Tecnología y Política, 1(1): 1-9. doi: 
https://doi.org/10.24215/26183188e008 

PERFETTI, Juan José. 2009. «Crisis y pobreza rural en América Latina: el caso 
de Colombia». Rimisp Latin American Center for Rural Development 
Working papers, 43: 1-31. Desde: https://rimisp.org/wp-content/files_
mf/137210305043_CrisispobrezaruralColombia_Perfetti_2009.pdf

REES, Andy. 2008. Alimentos modificados genéticamente: una guía breve para 
las personas confundidas. Barcelona: Intermón Oxfam Editorial.

SCHEJTMAN, Alexander. 1980. «Economía campesina: lógica interna, articula-
ción y persistencia». Revista de la CEPAL, 11: 121-140. Desde: https://re-
positorio.cepal.org/handle/11362/11934

SOUSA SILVA, Lindomar De Jesus de, COSTA PINHEIRO, José Olenilson, MO-
RAIS DOS SANTOS, Endrio, COSTA, Jemima Ismael da y MENEGHETTI, 
Gilmar Antonio. 2019. «O cooperativismo como instrumento para a au-
tonomia de comunidades rurais da Amazônia: a experiência dos agricul-
tores extrativistas do municipio de Lábrea, AM». Boletín de la Asociación 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/5263737.pdf
https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/5263737.pdf
https://doi.org/10.24215/26183188e008
https://repositorio.cepal.org/handle/11362/11934
https://repositorio.cepal.org/handle/11362/11934


Las cooperativas rurales I. Vargas-Chaves, F. Acevedo-Caicedo y E. Salgado-Figueroa

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 391-408 

408 doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-57-2020pp391-408 • http://www.baidc.deusto.es 

Internacional de Derecho Cooperativo, 55: 199-226. doi: http://dx.doi.
org/10.18543/baidc-55-2019pp199-226.

VARGAS-CHAVES, Iván y Mauricio LUNA-GALVÁN. 2017. «Tres enfoques so-
bre las implicaciones de la prohibición de resiembra de semillas no cer-
tificadas en Colombia. En Memorias del Simposio de Investigación. Uni-
versidad Tecnológica de Colombia, Cartagena de Indias. Desde: https://
investigaciones.utb.edu.co/sites/investigaciones.unitecnologica.edu.co/fi-
les/descargas/memorias_invisible_0.pdf#page=58 

VARGAS-CHAVES, Iván, Andrés GÓMEZ-REY y Gloria Amparo RODRÍGUEZ. 
2018. «La invocabilidad de la acción de cumplimiento frente a los compro-
misos suscritos en el Paro Nacional Agrario de 2013: un análisis desde la 
regulación de las semillas certificadas». Jurídicas, 16(1): 28-45. doi: https://
doi.org/10.17151/jurid.2018.15.1.3 

VARGAS PRIETO, Amanda y CASTAÑEDA GUZMÁN, Diana Carolina. 2019. 
«Efecto de las cooperativas exportadoras de café en el crecimiento de la 
economía solidaria en Colombia». REVESCO, Revista de Estudios Coopera-
tivos, 130: 213-234. doi: http://dx.doi.org/10.5209/REVE.62810.

YORG, José Alberto y Ana María RAMÍREZ-ZARZA. 2018. «Interrelación en-
tre el derecho laboral, derecho de incidencia colectiva y el derecho 
cooperativo. Estudio de caso». Boletín de la Asociación Internacional de 
Derecho Cooperativo, 53: 275-288. doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-
53-2018pp275-288.

YORG, José Alberto y Ana María RAMÍREZ-ZARZA. 2018. «El derecho coope-
rativo y el docente cooperativo». Boletín de la Asociación Internacional de 
Derecho Cooperativo, 53: 169-180. doi: http://dx.doi.org/10.18543/baidc-
56-2020pp169-180.

http://dx.doi.org/10.18543/baidc-55-2019pp199-226
http://dx.doi.org/10.18543/baidc-55-2019pp199-226
https://investigaciones.utb.edu.co/sites/investigaciones.unitecnologica.edu.co/files/descargas/memorias_invisible_0.pdf#page=58
https://investigaciones.utb.edu.co/sites/investigaciones.unitecnologica.edu.co/files/descargas/memorias_invisible_0.pdf#page=58
https://investigaciones.utb.edu.co/sites/investigaciones.unitecnologica.edu.co/files/descargas/memorias_invisible_0.pdf#page=58
https://doi.org/10.17151/jurid.2018.15.1.3
https://doi.org/10.17151/jurid.2018.15.1.3
http://dx.doi.org/10.18543/baidc-53-2018pp275-288
http://dx.doi.org/10.18543/baidc-53-2018pp275-288
http://dx.doi.org/10.18543/baidc-56-2020pp169-180
http://dx.doi.org/10.18543/baidc-56-2020pp169-180


Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 409-410 

 http://www.baidc.deusto.es 409

Congreso sobre  
El principio de educación, formación 

e información de las cooperativas
 

De izda. a dcha., D. Alberto Atxabal, D. José M.ª Vaquero, D. Fernando Sacristán, D.  José 
Miguel Gorostiza, D.ª Gema Tomás, D. Jokin Díaz, D.ª Vega M.ª Arnáez, D. Javier Divar , 
D. Enrique Gadea y D. Alejandro Martínez Charterina.

De izda. a dcha., D. Alberto Atxabal, D. Jose M.ª Vaquero, D. Jorge de la Calle, D. Fernando 
Sacristán y D. Enrique Gadea.



Congreso sobre El principio de educación, formación e información de las cooperativas

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 309-410 

410 http://www.baidc.deusto.es 

De izda. a dcha., D. Gonzalo Martínez, D. Francisco Javier Arrieta, D. Santiago Larrazabal, D.ª 
Josune López y D. Héctor Mata.

Vista general del público.



III

Listado de la Asociación Internacional  
de Derecho Cooperativo





Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 413-418 

 http://www.baidc.deusto.es 413

EUROPA

ESPAÑA

1. AFANADOR BELLIDO, JOSE
2. ALONSO RODRIGO, EVA
3. ALONSO SOTO, FRANCISCO
4. ANCHIA ESCOBAR, AITOR
5. ARDANZA VILLALABEITIA, JOSEBA
6. ARNAEZ ARCE, VEGA M.ª
7. ARREGUI, ZORIONE
8. ARRIETA IDIAKEZ, FCO. JAVIER
9. ARRIETA, JUAN LUIS
10. ATXABAL RADA, ALBERTO
11. ÁVILA ORIVE, JOSÉ LUIS
12. BARAHONA, ALEJANDRO
13. BLANCO LÓPEZ, JORGE
14. BUITRÓN ANDRADE, PABLO
15. CABRERIZO GARCÍA, OLIVIA
16. CAO FERNÁNDEZ , MANUEL ANTONIO
17. CELAYA ULIBARRI, ADRIÁN
18. COLOMER VIADEL, ANTONIO
19. DIEZ ÁCIMAS , LUIS ÁNGEL
20. DIVAR GARTEIZAURRECOA, JAVIER
21. EMBID IRUJO, JOSE MIGUEL
22. ENCISO SANTOCILDES, MARTA

23. FAJARDO GARCIA, GEMMA
24. FIOL RUIZ, JUAN ANTONIO
25. FRESNILLO MARTÍN, JOSE ANTONIO
26. GADEA SOLER, ENRIQUE
27. GALLASTEGI ORMAETXEA, ITXASO
28. GÁLVEZ VEGA, JOSÉ 
29. GAMINDE EGIA, EBA
30. GARAY UGALDE, ENRIQUE ANTONIO
31. GARCÍA ÁLVAREZ, BELÉN
32. GÓMEZ URQUIJO, LAURA
33. GONDRA ELGEZABAL, GOTZON
34. GUTIÉRREZ DE ÁLAMO MAHOU, JOA-

QUÍN
35. HERNÁNDEZ SANTIAGO, SANTIAGO
36. HIGUERA, CARLOS DE LA
37. ILMA. SRA. DECANA DE LA FACULTAD 

DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD DE 
DEUSTO 

38. ISPIZUA ZUAZUA, ALFREDO
39. LAMPREABE MARTÍNEZ, JAVIER
40. LARRAZABAL BASAÑEZ, SANTIAGO
41. LASIERRA RIGAL, CARLOS MANUEL
42. LLAMOSAS TRÁPAGA, AÍDA
43. LLARENA ALBEAR, M.ª BEGOÑA
44. LLEDO YAGÜE, FRANCISCO
45. LÓPEZ ALONSO, FERNANDO

Lista de asociados por países



Listado de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo Javier Divar

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 413-418 

414 http://www.baidc.deusto.es 

46. LÓPEZ GARDE, PABLO
47. LÓPEZ RODRÍGUEZ, JOSUNE
48. LUNA FERNÁNDEZ, FERNANDO
49. MACIA Y GONZÁLEZ, JOSE M.ª
50. MARTIN ANDRES, JESÚS
51. MARTÍN SEGOVIA, FRANCISCO
52. MARTINEZ CHARTERINA, ALEJANDRO
53. MARTINEZ ETXEBERRIA, GONZALO
54. MARTINEZ ORDORICA, JUAN LUIS
55. MARTINEZ SAENZ, ÓSCAR
56. MENDIOLA GOROSPE, AGUSTÍN
57. MERINO ANTIGÜEDAD, JOSÉ M.ª
58. MERINO HERNÁNDEZ, SANTIAGO
59. MERINO ORTIZ DE ZARATE, YOLANDA
60. MONTERO SIMO, MARTA
61. MONTOLIO HERNÁNDEZ, JOSE M.ª
62. MUGARZA YENES, JUAN MARTÍN
63. MUÑOZ GARCÍA, ALFREDO
64. NAGORE APARICIO, ÍÑIGO
65. ORAÁ ORAÁ, JAIME
66. PABLO-ROMERO GIL-DELGADO, M.ª 

CONCEPCIÓN
67. PANIAGUA ZURERA, MANUEL 
68. PAZ CANALEJO, NARCISO
69. PÉREZ GINER, FRANCISCO
70. PONT GOIRICELAYA, RAFAEL
71. PRIETO JUAREZ, JOSE ANTONIO
72. PUY FERNANDEZ, GLORIA, GLORIA
73. REAL FLORES, MIREN JOSUNE
74. RIERA OLIVE, SANTIAGO
75. RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, AMALIA
76. ROSEMBUJ, TULIO
77. RUEDA VIVANCO, JESÚS
78. SACRISTÁN BERGIA, FERNANDO
79. SAEZ GABICAGOGEASCOA, JAVIER
80. SALVADO, MANUEL
81. SAMANIEGO RUIZ DE INFANTE, JOSU
82. SAN JOSE MARTINEZ, FERNANDO
83. SANZ JARQUE, JUAN JOSÉ
84. SANZ SANTAOLALLA, FCO. JAVIER
85. SUÁREZ-ALBA AZANZA, M.ªEUGENIA
86. SUSO VIDAL, JOSE M.ª
87. TOSCANO, FERNANDO
88. VARGAS VASEROT, CARLOS 
89. ZULUETA SAN NICOLÁS, JOSU

ITALIA

1. AFFERNI VITORIO
2. BASSI AMEDEO
3. BIAGI, MARCO
4. BONFANTE, GUIDO
5. CABRAS, GIOVANNI
6. COLANTONIO, GIULIANA
7. DABORMIDA, RENATO
8. FERRETI, GIAN ALBERTO
9. FICI, ANTONIO
10. GALGANO, FRANCESCO
11. GATTI, SERAFINO
12. GIACCARDI MARMO, LUCIA
13. GROSSO, PATRICIA
14. MICELA, VINCENZO
15. PAOLUCCI, LUIGI F.
16. PEZZINI, ENZO
17. RACUGNO, GABRIELE
18. SANTANGELO, PATRIZIA
19. SIMONETTO, ERNESTO
20. SPATOLA, GIUSEPPE

RESTO EUROPA

ALEMANIA

1. MANTLER, DIANA
2. MUNKNER, HANS H.

REINO UNIDO

1. SNAITH, IAN
2. SWINNEY, IAN

PORTUGAL

1. MEIRA APARICIO, DEOLINDA
2. NAMORADO, RUI
3. RODRIGUES, JOSE ANTONIO



Listado de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo Javier Divar

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 413-418 

 http://www.baidc.deusto.es 415

FINLANDIA

1. HENRY, HAGEN

AMÉRICA

ARGENTINA

1. ACUÑA, MONICA
2. ALEGRE, ANTONIA JOSEFA
3. ALEGRE, NELIDA MARIA
4. ALEM, CARLOS ROBERTO
5. ALTHAUS, ALFREDO
6. ALZARI, FRANCISCO JOSE
7. ANTON, JUAN PEDRO
8. ARACAMA, NORA GABRIELA DE
9. BALESTRA, RENE H.
10. BARBEITO DE COUZO, BEATRIZ
11. BARRIENTOS, JORGE
12. BASAÑES, JUAN CARLOS
13. BOGLINO, GLADIS
14. BRUNO, MARIA DE LAS MERCEDES
15. CAFFARATTI, ROBERTO DANIEL
16. CAFFARATTI, SERGIO
17. CALLEJO, ALFREDO V.
18. CARAMANICO, JORGE GUSTAVO
19. CARDOSO, NORBERTO NICOLAS
20. CARELLO, LUIS ARMANDO
21. CASA, ANTONIO LUIS DE
22. CASTAGNINO, ENRIQUE F.,
23. CLARK, HORACIO ERNESTO
24. CMET, JUAN D.
25. CORDARA, ALBERTO E.
26. CORVALAN, ALFREDO R.
27. CRACOGNA, DANTE
28. CUESTA, ELSA
29. DALLA FONTANA, ELVIO N.
30. DE BIASSI, ROMINA
31. DE LORENZI, ESTEBAN MARIO
32. DE NIRO, NICOLAS HUMBERTO
33. DEBIAGGI, CARLOS ALBERTO
34. DELLEPIANE
35. DOMINGUEZ, ELENA
36. DONETA, WALKER

37. EWAN, C.
38. FARIAS, CARLOS ALBERTO
39. FERRARIO, PATRICIO
40. FORNARI, OSWALDO CARLOS
41. GALEAZZI, ALBERTO NICOLAS
42. GARCIA ARROUY, JULIO
43. GARCIA ARROUY, OSVALDO
44. GAUNA, VICTOR ALBERTO
45. GIGENA, EDGAR R.
46. GOMEZ LUNA, STELLA MARIS
47. GUGLIELMONE, RICARDO LUIS
48. IAÑEZ, EMILIO ADELIO
49. IBERLUCIA, MIGUEL
50. JENSEN, PABLO ANDRES
51. JUNG, ROLANDO VICTOR
52. JUSTO, LIA
53. KESSELMAN, JULIO
54. KESSELMAN, SILVIA
55. KLUG, RICARDO MIGUEL
56. LACREU, ALDO SANTIAGO
57. LENTI, RUBEN JORGE
58. LORENZO, NORBERTO
59. LUNA, ERNESTO GASPAR FRANCISCO
60. MARTIN, CARLOS ALBERTO
61. MATUSEVICH, ELVA M. ENCINAS DE
62. MATZKIN, ENRIQUE
63. MEILIJ, GUSTAVO RAUL
64. MOIRANO, ARMANDO ALFREDO
65. MORIENA, HUGO JUAN BARTOLO
66. OMARINI, CESAR JUAN ARIEL
67. ORELLANO, RICARDO
68. PAROLA, AGUSTIN
69. PASCUAL, EDUARDO TOMAS
70. PERALTA REYES, VICTOR
71. PEREZ COLMAN, MARIA SUSANA
72. POGGI, JORGE DANIEL
73. PUGLIESE, SANTIAGO A.
74. QUESTA, JOSE MANUEL
75. RATTENBACH, BEATRIZ SUSANA
76. REZZONICO, ALBERTO EDMUNDO
77. RISSO, MARCELO ROBERTO
78. ROSANO, OBDULIO L. H.
79. ROSELL, RAUL HECTOR
80. ROSSI, LUIS MARIA
81. ROSSINI, REYNALDO LUIS



Listado de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo Javier Divar

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 413-418 

416 http://www.baidc.deusto.es 

82. RUESGA, MARIANO EUSEBIO (FEDE-
COOBA)

83. SANTOS, MARÍA SOLEDAD
84. SCHMIDT BENDER, HORACIO F.
85. SCHMIDT, SERGIO FERNANDO
86. SEPERTINO, SUSANA MARÍA
87. SOMOZA, RICARDO FRANCISCO
88. STANISLAVSKY, MARIO WALTER
89. TORVISO, FERNANDO M.B.
90. URIBE, JANI
91. VALLATI, JORGE ARMANDO
92. VERLY, HERNAN
93. VESCO, CARLOS ALBERTO

BRASIL

1. ANDRADE RAMOS RODRIGUES, ANA 
PAULA

2. BATISTA CAPETTINI, HAYNNER
3. BELLATO KALUF, MARCO AURÉLIO
4. BITARELLO, MÁRCIA ELISA
5. BORBA DE AZEVEDO, MARIA OTILIA
6. CALLEGARI, ANDRÉ
7. CHAVES GAUDIO, RONALDO
8. CRISTO, PE. AMÉRICO
9. DA CONTO, MARIO
10. DA SILVA GALHARDO, JOSÉ HENRIQUE
11. DA SILVA SILVEIRA, FELIPE
12. DE MIRANDA SOUZA, JOSÉ EDUARDO
13. DE SOUZA, LEONARDO RAFAEL
14. GIBELLO PASTORE, JOSÉ EDUARDO 
15. GONÇALVES LINS VIEIRA, PAULO
16. KRUEGER, GUILHERME
17. MIRANDA OLIVEIRA, ALEXANDRE
18. NAGAO MENEZES, DANIEL FRANCISCO
19. NASSER FEITOZA, JAMED ABDUL
20. OLIVEIRA REZENDE MARTINS, ANNE 

SHIRLEY DE
21. PEREIRA SALOMÃO, BRASIL DO PINHAL
22. PERIUS, VERGILIO
23. POZZA, PEDRO LUIZ
24. RONISE DE MAGALHÂES FIGUEIREDO
25. STRECK, LENIO

PARAGUAY

1. ASOCIACIÓN PARAGUAYA DE DERE-
CHO COOPERATIVO. COOPERATIVA 
YBAPOBO LTDA. 

2. BERNI, MIGUEL ANGEL
3. BOBADILLA, ALCIDES
4. DRELICHMAN, SAMUEL
5. FRANCO, RICARDO
6. GAUTO VIELMAN, RIGOBERTO
7. GAMARRA DOLDAN, PEDRO
8. GONZALEZ PALUMBO, PARIS
9. INSFRAN, RAMÓN ADALBERTO
10. MARTÍNEZ RUIZ DIAZ, NELSON MA-

NUEL
11. MARTYNIUK, SERGIO
12. MODICA, JUAN O
13. MORAN, HUGO HERAN
14. MORLAS CANDIA, MARIO
15. POLETTI, GREGORIO
16. RAMIREZ RAMOS, ANTONIO
17. RIVAROLA, MIGUEL ANGEL
18. SOLER, JUAN JOSE
19. SOLJANCIC MORA, JOSE
20. SACCO, CARLOS A.
21. TROCHE DE CABRAL, MARIA ISABEL
22. VALIENTE LARA, PEDRO RAFAEL

23. VINCI, JUAN MANUEL

PERÚ

1. FERNANDEZ DAVILA, ANTONIO
2. HUERTAS, NELLY
3. LIRA LINARES, ARTURO
4. LIRA LINARES, JORGE
5. MARTINEZ GUERRERO, LUIS
6. MORALES, ALONSO
7. REYES, DANIEL
8. ROSALES AGUIRRE, JORGE
9. TASSARA DE MUÑIZ M.ª TERESA
10. TORRES MORALES, CARLOS

11. ZELAYARAN, MAURO



Listado de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo Javier Divar

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 57/2020, Bilbao, págs. 413-418 

 http://www.baidc.deusto.es 417

VENEZUELA

1. ESTELLER ORTEGA, DAVID
2. GARCIA MULLER, ALBERTO
3. HERRERA, JOSEFINA DEL CARMEN
4. MOLINA CAMACHO, CARLOS

RESTO AMÉRICA

BOLIVIA

1. TECEROS BANZER, ADALBERTO

COLOMBIA

1. GUARIN TORRES, BELISARIO
2. MEJÍA PALACIO, LUZ PATRICIA
3. PÉREZ ZEA, MARÍA EUGENIA
4. RODRÍGUEZ BARRERA, WILSON DARIO

CUBA

1. CÁNDANO PÉREZ, MABEL
2. HERNÁNDEZ AGUILAR, ORISEL
3. MARTÍNEZ MONTENEGRO, ISNEL
4. MESA MEJIAS, MARIA DEL PILAR
5. MESA TEJEDA, NATACHA TERESA
6. RODRÍGUEZ MUSA, ORESTES
7. ROJAS JIMÉNEZ, ANDY
8. SOTO ALEMÁN, LIEN

ECUADOR

1. ESPINOZA, M.ª LORENA
2. NARANJO MENA, CARLOS

MÉXICO

1. ESPINOZA BELLO, CARLOS FROYLAN
2. GONZALEZ PALACIOS, ,SERGIO
3. HERNÁNDEZ CORDERO, ROBERTO 

CARLOS
4. IZQUIERDO MUCIÑO, MARTHA ELBA

REPÚBLICA DOMINICANA

1. MÉNDEZ PÉREZ, JORGE ELIGIO

URUGUAY

1. REYES LAVEGA, HÉCTOR SERGIO

PUERTO RICO

1. COLÓN MORALES, RUBÉN A.

COSTA RICA

1. ABELLAN CISNEROS, ALEJANDRO
2. AGUILAR SANTAMARIA, ROXANA
3. BARRANTES CESPEDES,  MARIO 

EDUARDO
4. BARRANTES, ROLANDO
5. CASTRO HERNÁNDEZ, LUIS PAULO
6. CEDENIL MONGE, GUSTAVO ADOLFO
7. CHACON SANTORESI, CARLOS MI-

GUEL
8. ELIZONDO VARGAS, MARTA MARIA
9. ESPINOZA, ROLANDO
10. JACOBO ZELAYA, CARLOS JOSÉ
11. LAO MENDEZ, ROSANA
12. LEON DIAZ, EDGAR EMILIO
13. LOPEZ, ORLANDO
14. MONTERO, ALEXANDER Y STEVE
15. MORALES, FRANCISCO
16. PERAZO SEGURA, CARMEN MARIA
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17. PEREZ SANCHEZ, YAMILEH
18. PIZARRO MATARRITA, EDGAR
19. QUIROS MONTOYA, ANA LUCRECIA
20. RAMOS, RENE
21. RODRIGUEZ GONZALEZ, RAFAEL MAU-

RICIO
22. ROJAS HERRERA, OSCAR MIGUEL
23. SANCHEZ BOZA, ROXANA
24. SOLANO MURILLO, ADOLFO
25. SUBIRÓS BARRANTES, SILVIA
26. VARDERLUCH LEAL, ANTONIO
27. VARGAS ALFARO, ALEJANDRO
28. VARGAS CHAVARRIA, JEREMIAS
29. VILLALOBOS, KARLOS

RESSEAU AFRICAN DE DROIT 
COOPERAFIT

1. MAHAMAT, ADOUDOU
2. MIDAGON, ERNEST
3. PAPA, BAL

JORDANIA

1. ELSAYYED, ABDELHAKEEM
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1. ABELLAN CISNEROS, ALEJANDRO
2. ACUÑA, MONICA
3. AFANADOR BELLIDO, JOSE
4. AFFERNI, VITORIO
5. AGUILAR SANTAMARIA, ROXANA
6. ALEGRE, ANTONIA JOSEFA
7. ALEGRE, NELIDA MARIA
8. ALEM, CARLOS ROBERTO
9. ALONSO RODRIGO, EVA
10. ALONSO SOTO, FRANCISCO
11. ALTHAUS, ALFREDO
12. ALZARI, FRANCISCO JOSE
13. ANCHIA ESCOBAR, AITOR
14. ANDRADE RAMOS RODRIGUES, ANA 

PAULA
15. ANTON, JUAN PEDRO
16. ARACAMA, NORA GABRIELA DE
17. ARDANZA VILLALABEITIA, JOSEBA
18. ARNAEZ ARCE, VEGA MARÍA
19. ARREGUI, ZORIONE
20. ARRIETA IDIAKEZ, FRANCISCO JAVIER
21. ARRIETA, JUAN LUIS
22. ASOCIACIÓN PARAGUAYA DE DERE-

CHO COOPERATIVO. COOPERATIVA 
YBAPOBO LTDA.

23. ATXABAL RADA, ALBERTO

24. AVILA ORIVE, JOSÉ LUIS
25. BALESTRA, RENE H.
26. BARAHONA, ALEJANDRO
27. BARBEITO DE COUZO, BEATRIZ
28. BARRANTES CESPEDES,  MARIO 

EDUARDO
29. BARRANTES, ROLANDO
30. BARRIENTOS, JORGE
31. BASAÑES, JUAN CARLOS
32. BASSI, AMEDEO
33. BATISTA CAPETTINI, HAYNNER
34. BELLATO KALUF, MARCO AURÉLIO
35. BERNI, MIGUEL ÁNGEL
36. BIAGI, MARCO
37. BITARELLO, MÁRCIA ELISA
38. BLANCO LÓPEZ, JORGE
39. BOBADILLA, ALCIDES
40. BOGLINO, GLADIS
41. BONFANTE, GUIDO
42. BORBA DE AZEVEDO, MARÍA OTILIA
43. BRUNO, MARIA DE LAS MERCEDES
44. BUITRÓN ANDRADE, PABLO
45. CABRAS, GIOVANNI
46. CABRERIZO GARCÍA, OLIVIA
47. CAFFARATTI, ROBERTO DANIEL
48. CAFFARATTI, SERGIO

Lista de asociados por orden alfabético
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49. CALLEGARI, ANDRÉ
50. CALLEJO, ALFREDO V.
51. CÁNDANO PÉREZ, MÁBEL
52. CAO FERNÁNDEZ, MANUEL ANTONIO
53. CARAMANICO, JORGE GUSTAVO
54. CARDOSO, NORBERTO NICOLAS
55. CARELLO, LUIS ARMANDO
56. CASA, ANTONIO LUIS DE
57. CASTAGNINO, ENRIQUE F.,
58. CASTRO HDEZ, LUIS PAULO
59. CASTRO HERNÁNDEZ, LUIS PAULO
60. CEDENIL MONGE, GUSTAVO ADOLFO
61. CELAYA ULIBARRI, ADRIAN
62. CHACON SANTORESI, CARLOS MI-

GUEL
63. CHAVES GAUDIO, RONALDO
64. CLARK, HORACIO ERNESTO
65. CMET, JUAN D.
66. COLANTONIO, GIULIANA
67. COLOMER VIADEL, ANTONIO
68. COLÓN MORALES, RUBÉN A.
69. CORDARA, ALBERTO E.
70. CORVALAN, ALFREDO R.
71. CRACOGNA, DANTE
72. CRISTO, PE. AMÉRICO
73. CUESTA, ELSA
74. DA SILVA GALHARDO, JOSÉ HENRIQUE
75. DA SILVA SILVEIRA, FELIPE
76. DABORMIDA, RENATO
77. DALLA FONTANA, ELVIO N.
78. DE BIASSI, ROMINA
79. DE LORENZI, ESTEBAN MARIO
80. DE CONTO, MARIO
81. DE MIRANDA SOUZA, JOSÉ EDUARDO
82. DE NIRO, NICOLAS HUMBERTO
83. DE SOUZA, LEONARDO RAFAEL
84. DEBIAGGI, CARLOS ALBERTO
85. DECANA DE LA FACULTAD DE DERE-

CHO DE LA UNIVERSIDAD DE DEUSTO
86. DELLEPIANE
87. DÍAZ DE SANTOS, S.A. (0007617-

000734/05)
88. DIEZ ÁCIMAS, LUIS ÁNGEL
89. DIVAR GARTEIZAURRECOA, JAVIER
90. DOMINGUEZ, ELENA
91. DONETA, WALKER

92. DRELICHMAN, SAMUEL
93. ELIZONDO VARGAS, MARTA MARIA
94. ELSAYYED, ABDELHAKEEM
95. EMBID IRUJO, JOSE MIGUEL
96. ENCISO SANTOCILDES, MARTA
97. ESPINOZA BELLO, CARLOS FROYLAN
98. ESPINOZA, MARÍA LORENA
99. ESPINOZA, ROLANDO
100. ESTELLER ORTEGA, DAVID
101. EWAN, C.
102. FAJARDO GARCIA, GEMMA
103. FARIAS, CARLOS ALBERTO
104. FERNÁNDEZ DAVILA, ANTONIO
105. FERRARIO, PATRICIO
106. FERRETI, GIAN ALBERTO
107. FICI, ANTONIO
108. FIOL RUIZ, JUAN ANTONIO
109. FORNARI, OSWALDO CARLOS
110. FRANCISCO LUNA, ERNESTO GASPAR
111. FRANCO, RICARDO
112. FRESNILLO MARTIN, JOSE ANTONIO
113. GADEA SOLER, ENRIQUE
114. GALEAZZI, ALBERTO NICOLAS
115. GALGANO, FRANCESCO
116. GALLASTEGUI ORMAETXEA, ITXASO
117. GALVEZ VEGA, JOSÉ
118. GAMARRA DOLDAN, PEDRO
119. GAMINDE EGIA, EBA
120. GARAY UGALDE, ENRIQUE ANTONIO
121. GARCÍA ÁLVAREZ, BELÉN
122. GARCIA ARROUY, JULIO
123. GARCIA ARROUY, OSVALDO
124. GARCIA MULLER, ALBERTO
125. GATTI, SERAFINO
126. GAUNA, VICTOR ALBERTO
127. GAUTO VIEZMAN, RIGOBERTO
128. GIACCARDI MARMO, LUCIA
129. GIBELLO PASTORE, JOSÉ EDUARDO 
130. GIGENA, EDGAR R.
131. GOMEZ LUNA, STELLA MARIS
132. GOMEZ URQUIJO, LAURA
133. GONÇALVES LINS VIEIRA, PAULO
134. GONDRA ELGEZABAL, GOTZON
135. GONZÁLEZ PALACIOS, SERGIO
136. GONZÁLEZ PALUMBO, PARIS
137. GROSSO, PATRICIA
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138. GUARIN TORRES, BELISARIO
139. GUGLIELMONE, RICARDO LUIS
140. GUTIÉRREZ DE ÁLAMO MAHOU, JOA-

QUIN
141. HDEZ CORDERO, ROBERTO CARLOS
142. HENRY, HAGEN
143. HERNÁNDEZ AGUILAR, ORISEL 
144. HERNANDEZ SANTIAGO, SANTIAGO
145. HERRERA, JOSEFINA DEL CARMEN
146. HIGUERA, CARLOS DE LA
147. HUERTAS, NELLY
148. IAÑEZ, EMILIO ADELIO
149. IBERLUCIA, MIGUEL
150. INSFRAN, RAMÓN ADALBERTO
151. INSTITUTO ARGENTINO DE INVESTIGA-

CIONES DE ECONOMÍA SOCIAL (IAIES)
152. ISPIZUA, ALFREDO
153. IZQUIERDO MUCIÑO, MARTHA ELBA
154. JACOBO ZELAYA, CARLOS JOSÉ
155. JAMED ABDUL NASSER, FEITOZA
156. JENSEN, PABLO ANDRES
157. JOSÉ EDUARDO GIBELLO PASTORE, 

EDUARDO PASTORE
158. JUNG, ROLANDO VICTOR
159. JUSTO, LIA
160. KALUF BELLATO, MARCO AURÉLIO
161. KESSELMAN, JULIO
162. KESSELMAN, SILVIA
163. KLUG, RICARDO MIGUEL
164. KRUEGER, GUILHERME
165. LACREU, ALDO SANTIAGO
166. LAMPREABE MARTÍNEZ, JAVIER
167. LAO MENDEZ, ROSANA
168. LARRAZABAL BASAÑEZ, SANTIAGO
169. LASIERRA RIGAL, CARLOS MANUEL
170. LENTI, RUBEN JORGE
171. LEON DIAZ, EDGAR EMILIO
172. LIRA LINARES, ARTURO
173. LIRA LINARES, JORGE
174. LLAMOSAS TRÁPAGA, AIDA
175. LLARENA ALBEAR, MARIA BEGOÑA
176. LLEDO YAGÜE, FRANCISCO
177. LÓPEZ ALONSO, FERNANDO
178. LOPEZ GARDE, PABLO
179. LOPEZ, ORLANDO
180. LÓPEZ RODRÍGUEZ, JOSUNE

181. LORENZO, NORBERTO
182. LUNA FERNÁNDEZ, FERNANDO
183. LUNA, ERNESTO GASPAR FRANCISCO 
184. MACIA Y GONZALEZ, JOSE MARIA
185. MAHAMAT, ADOUDOU
186. MANTLER, DIANA
187. MARTIN ANDRES, JESUS
188. MARTÍN SEGOVIA, FRANCISCO
189. MARTIN, CARLOS ALBERTO
190. MARTINEZ CHARTERINA, ALEJANDRO
191. MARTÍNEZ ETXEBERRIA, GONZALO
192. MARTÍNEZ GUERRERO, LUIS
193. MARTÍNEZ MONTENEGRO, ISNEL
194. MARTINEZ ORDORICA, JUAN LUIS
195. MARTÍNEZ RUIZ DÍAZ, NELSÓN MA-

NUEL
196. MARTINEZ SAENZ, OSCAR
197. MARTYNIUK, SERGIO
198. MATUSEVICH, ELVA M. ENCINAS DE
199. MATZKIN, ENRIQUE
200. MEILIJ, GUSTAVO RAUL
201. MEIRA APARÍCIO, DEOLINDA
202. MEJÍA PALACIO, LUZ PATRICIA
203. MÉNDEZ PÉREZ, JORGE ELIGIO
204. MENDIOLA GOROSPE, AGUSTIN
205. MERINO ANTIGÜEDAD, JOSÉ MARIA
206. MERINO HERNÁNDEZ, SANTIAGO
207. MERINO ORTIZ DE ZARATE, YOLANDA
208. MESA MEJIAS, MARIA DEL PILAR
209. MESA TEJEDA, NATACHA TERESA
210. MICELA, VINCENZO
211. MIDAGON, ERNEST
212. MIRANDA OLIVEIRA, ALEXANDRE
213. MODICA, JUAN O
214. MOIRANO, ARMANDO ALFREDO
215. MOLINA CAMACHO, CARLOS
216. MONTERO SIMO, MARTA
217. MONTERO, ALEXANDER Y STEVE
218. MONTOLIO HERNANDEZ, JOSE MARIA
219. MORALES, ALONSO
220. MORÁN, HUGO HERÁN
221. MORIENA, HUGO JUAN BARTOLO
222. MORLAS CANDIA, MARIO
223. MUGARZA YENES, JUAN MARTIN
224. MUNKNER, HANS H.
225. MUÑOZ GARCÍA, ALFREDO
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226. NAGAO MENEZES, DANIEL FRANCISCO
227. NAGORE APARICIO, IÑIGO
228. NAMORADO, RUI
229. NARANJO MENA, CARLOS
230. NASSER FEITOZA, JAMED ABDUL
231. OLIVEIRA REZENDE MARTINS, ANNE 

SHIRLEY DE
232. OMARINI, CESAR JUAN ARIEL
233. ORAA ORAA, JAIME
234. ORELLANO, RICARDO
235. PABLO-ROMERO GIL-DELGADO, MA-

RIA CONCEPCIÓN
236. PALACIOS GONZALEZ, SERGIO
237. PANIAGUA ZURERA, MANUEL
238. PAOLUCCI, LUIGI F.
239. PAPA, BAL
240. PAROLA, AGUSTIN
241. PASCUAL, EDUARDO TOMAS
242. PAZ CANALEJO, NARCISO
243. PERALTA REYES, VICTOR
244. PERAZO SEGURA, CARMEN MARIA
245. PEREIRA SALOMÃO, BRASIL DO PINHAL
246. PEREZ COLMAN, MARIA SUSANA
247. PEREZ GINER, FRANCISCO
248. PEREZ SANCHEZ, YAMILEH
249. PÉREZ ZEA, MARIA EUGENIA
250. PERIUS, VERGILIO
251. PEZZINI, ENZO
252. PIZARRO MATARRITA, EDGAR
253. POGGI, JORGE DANIEL
254. POLETTI, GREGORIO
255. PONT GOIRICELAYA, RAFAEL
256. POZZA, PEDRO LUIZ
257. PRIETO JUAREZ, JOSE ANTONIO
258. PUGLIESE, SANTIAGO A.
259. PUVILL LIBROS S.A.
260. PUY FERNANDEZ, GLORIA
261. QUESTA, JOSE MANUEL
262. QUIROS MONTOYA, ANA LUCRECIA
263. RACUGNO, GABRIELE
264. RAMÍREZ RAMOS, ANTONIO
265. RAMOS, RENE
266. RATTENBACH, BEATRIZ SUSANA
267. REAL FLORES, MIREN JOSUNE
268. REYES LAVEGA, HÉCTOR SERGIO
269. REYES, DANIEL

270. REZZONICO, ALBERTO EDMUNDO
271. RIERA OLIVE, SANTIAGO
272. RISSO, MARCELO ROBERTO
273. RODRIGUES ANDRADE RAMOS, ANA 

PAULA
274. RODRIGUES, JOSE ANTONIO
275. RODRÍGUEZ BARRERA, WILSON DARIO
276. RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, AMALIA
277. RODRIGUEZ GONZALEZ, RAFAEL MAU-

RICIO
278. RODRÍGUEZ MUSA, ORESTES
279. ROJAS HERRERA, OSCAR MIGUEL
280. ROJAS JIMÉNEZ, ANDY
281. RONISE DE MAGALHÂES FIGUEIREDO
282. ROSALES AGUIRRE, JORGE
283. ROSANO, OBDULIO L. H.
284. ROSELL, RAUL HECTOR
285. ROSEMBUJ, TULIO
286. ROSSI, LUIS MARIA
287. ROSSINI, REYNALDO LUIS
288. RUEDA VIVANCO, JESÚS
289. RUESGA, MARIANO EUSEBIO (FEDE-

COOBA)
290. RUIZ DIAZ MARTÍNEZ, NELSON MA-

NUEL
291. SACRISTÁN BERGIA, FERNANDO
292. SACCO, CARLOS A
293. SAEZ GABICAGOGEASCOA, JAVIER
294. SALVADO, MANUEL
295. SAMANIEGO RUIZ DE INFANTE, JOSU
296. SAN JOSE MARTINEZ, FERNANDO
297. SANCHEZ BOZA, ROXANA
298. SANTANGELO, PATRIZIA
299. SANTOS, MARÍA SOLEDAD
300. SANZ JARQUE, JUAN JOSE
301. SANZ SANTAOLALLA, FRANCISCO JA-

VIER
302. SCHMIDT BENDER, HORACIO F.
303. SCHMIDT, SERGIO FERNANDO
304. SECCIÓN NACIONAL PERUANA
305. SEPERTINO, SUSANA MARÍA
306. SIMONETTO, ERNESTO
307. SNAITH, IAN
308. SOLANO MURILLO, ADOLFO
309. SOLER, JUAN JOSÉ
310. SOLIANCIC MORA, JOSÉ
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311. SOMOZA, RICARDO FRANCISCO
312. SOTO ALEMÁN, LIEN
313. SPATOLA, GIUSEPPE
314. STANISLAVSKY, MARIO WALTER
315. STRECK, LENIO
316. SUÁREZ-ALBA AZANZA, M.ª EUGENIA
317. SUBIRÓS BARRANTES, SILVIA
318. SUSO VIDAL, JOSE MARIA
319. SWINNEY, IAN
320. TASSARA DE MUÑIZ, M.ª TERESA
321. TECEROS BANZER, ADALBERTO
322. TORRES MORALES, CARLOS
323. TORVISO, FERNANDO M.B.
324. TOSCANO, FERNANDO

325. TROCHE DE CABRAL, MARÍA ISABEL
326. URIBE, JANI
327. VALIENTE LARA, PEDRO RAFAEL
328. VALLATI, JORGE ARMANDO
329. VARDERLUCH LEAL, ANTONIO
330. VARGAS ALFARO, ALEJANDRO
331. VARGAS CHAVARRIA, JEREMIAS
332. VARGAS VASEROT, CARLOS
333. VERLY, HERNAN
334. VESCO, CARLOS ALBERTO
335. VILLALOBOS, KARLOS
336. VINCI, JUAN MANUEL
337. ZELAYARAN, MAURO
338. ZULUETA SAN NICOLAS, JOSU
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Boletín de la Asociación Internacional  
de Derecho Cooperativo (BAIDC)

Normas de publicación

1. Contenido. El BAIDC publica, con carácter semestral a partir de 2018, trabajos de 
investigación sobre Cooperativismo y Economía social.

2. Envío de originales. Los originales han de ser inéditos y deberán ser en-
viados en línea en la dirección: http://baidc.revistas.deusto.es/about/
submissions#authorGuidelines.

3. Formato. En la primera página se incluirá el título, el nombre del autor y su filiación 
académica. La segunda página recogerá dos resúmenes, en castellano e inglés, de 
unas 120 palabras cada uno, y las palabras clave del trabajo (entre 3 y 5 palabras), 
tanto en castellano como en inglés. Asimismo, el título y el sumario del artículo se 
enviarán en castellano e inglés.

4. Normas de edición. Las citas bibliográficas y las referencias a otras fuentes do-
cumentales se harán siguiendo el sistema ‘Autor-Fecha’ del manual de estilo de 
Chicago (http://www.deusto-publicaciones.es/deusto/content/openbooks/manual_
breve/manual_breve_chicago_deusto.html). El artículo debe incluir las referencias 
bibliográficas completas en la última página. Los trabajos presentados podrán te-
ner una extensión entre 15 y 35 páginas.

Ejemplos:

a) Libros

— Última página: Duch, Lluís. 1998. Mito, interpretación y cultura. Barcelona: 
Herder.

— Cita en el texto: (Duch 1998, 99-100).

b) Capítulos de libro

— Última página: Gómez Mendoza, Josefina. 2009. «Ecología urbana y paisaje 
de la ciudad». En La ciudad del futuro, editado por Antonio Bonet Correa, 
177-217. Madrid: Instituto de España.

— Cita en el texto: (Gómez Mendoza 2009).

c) Artículos de revista

— Última página: Hernández Guerrero, María José. 2011. «Presencia y utiliza-
ción de la traducción en la prensa española». Meta 56, n.º 1: 101-118.

— Cita en el texto: (Hernández Guerrero 2011, 115).

5. Proceso de publicación. El Director y la Editora del Boletín con la participación del 
Consejo de redacción y del Consejo asesor decidirán la publicación de los trabajos 
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basándose en una evaluación externa independiente. El proceso de evaluación de 
los trabajos será una revisión ciega por pares, siguiendo el código ético del Boletín. 
Los autores podrán realizar la corrección de pruebas de imprenta y, si en el plazo de 
10 días no se recibiese su corrección, se entenderá que el autor está conforme con 
la impresión recibida.

6. Tasas. No se cobran costos de envío, procesamiento ni publicación de los artículos.

7. Copyright. Los autores de los trabajos inéditos publicados en esta revista podrán 
reproducirlos en otro lugar con la debida anotación de su publicación original en el 
BAIDC.

Código ético

Con el fin de mejorar la transparencia y la información sobre el proceso de publica-
ción del Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo (en adelante, la 
Revista) se han elaborado y adoptado los compromisos que se exponen a continuación:

1. Obligaciones generales del director de la Revista

El director de la Revista deberá:

1. Velar por la continua mejora de la Revista;
2. Asegurar la calidad de los artículos que se publican;
3. Mantener la integridad académica del contenido de la Revista;
4. Respetar la libertad de expresión; 
5. Estar dispuestos a publicar las correcciones, retractaciones, y las disculpas que 

en su caso sean necesarias.

2. Obligaciones en relación con los autores

2.1. Promoción de conductas éticas

Los miembros de la Revista deberán asegurarse de adoptar las medidas oportunas 
para asegurar la calidad del material publicado, y evitar en la medida de lo posible la pu-
blicación de plagios o de trabajos no originales, salvo que en este último caso se per-
mita de forma extraordinaria y justificadamente por parte de la dirección de la revista 
y se haga constar explícitamente en el artículo correspondiente dicha característica del 
trabajo publicado.

2.2. Normas de publicación para los autores

Se publicará y se mantendrá debidamente actualizado el proceso de publicación en 
la Revista con el fin de que los autores puedan tener toda la información que necesiten 
al respecto, y que solamente por causas debidamente justificadas y explicadas se podrá 
alterar. En particular, se publicará el funcionamiento del proceso de revisión por pares 
de los artículos recibidos. 
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2.3. Proceso de revisión por pares

Se publicará y se mantendrá actualizada una lista de evaluadores, que no será com-
pletamente cerrada, ya que a juicio del director de la Revista en función del tema y de 
otras circunstancias debidamente justificadas podrá someterse un artículo a la revisión 
de un experto que no se encuentre incluido en la lista de evaluadores publicada. 

Los evaluadores deberán emitir juicios y evaluaciones claras y precisas, suficiente-
mente argumentadas e imparciales. Igualmente, se evitarán los conflictos de intereses 
del tipo que fuere (personales, académicos, comerciales, etc.). 

En cualquier caso, el proceso de evaluación quedará sujeto a estrictas condiciones 
de confidencialidad. Ni los revisores ni los autores conocerán sus respectivas identida-
des, evitando de esta forma los conflictos de intereses que se pudiesen producir. Al res-
pecto, el director de la Revista ostentará un estricto deber de confidencialidad. 

Los artículos serán revisados por dos evaluadores, recurriéndose a la opinión de un 
tercer evaluador en caso de que haya discrepancias sobre la publicación del artículo en-
tre las dos evaluaciones realizadas. 

2.4. Decisiones respecto a la publicación

Las decisiones relativas a la aceptación o al rechazo de un artículo para su publica-
ción deberán basarse únicamente en la calidad del artículo, esto es, en su claridad, origi-
nalidad, importancia y en su adecuación a los objetivos y al ámbito de la Revista. 

En ningún caso, se rechazarán artículos debido a las críticas u opiniones divergen-
tes de posturas mayoritarias y/o manifestadas por miembros de la Revista, siempre que 
se trate de artículos de calidad que justifiquen sus posturas sin caer en la descalificación. 

Igualmente, la decisión, bien de aceptación, bien de rechazo, se comunicará siem-
pre al autor en el tiempo indicado en las normas de publicación, y deberá ser motivada, 
especialmente en caso de rechazo. Esta decisión no deberá modificarse posteriormente, 
salvo que se hayan producido serios problemas en el proceso de publicación que debe-
rán justificarse. 

En cualquier caso, los cambios en la estructura de la Revista no afectarán a las de-
cisiones adoptadas previamente en cuanto a la aceptación o al rechazo de los artículos 
enviados para su publicación.
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Relación de evaluadores

 • Marina Aguilar Rubio (Universidad de Almería)
 • Eva Alonso Rodrigo (Universidad de Barcelona)
 • Vega María Arnáez Arce (Universidad de Deusto)
 • Francisco Javier Arrieta Idiakez (Universidad de Deusto)
 • Baleren Bakaikoa Azurmendi (UPV/EHU)
 • Aitor Bengoetxea Alkorta (UPV/EHU)
 • Dante Cracogna (Universidad de Buenos Aires)
 • Renato Dabormida (Universidad de Génova)
 • Javier Divar Garteiz-aurrecoa (Universidad de Deusto)
 • Marta Enciso Santolcides (Universidad de Deusto)
 • Antonio Fici (Universidad de Molise)
 • Enrique Gadea Soler (Universidad de Deusto)
 • Eba Gaminde Egia (Universidad de Deusto)
 • Belén García Álvarez (Universidad de Deusto)
 • Alberto García Müller, (Universidad de los Andes)
 • Gotzon Gondra Elguezabal (abogado)
 • Orisel Hernández Aguilar (Universidad de Pinar del Río)
 • Martha E. Izquierdo (Universidad Autónoma del Estado de México)
 • Javier Larena Beldarrain (Universidad de Deusto)
 • Santiago Larrazabal Basáñez (Universidad de Deusto)
 • Aida Llamosas Trápaga (Universidad de Deusto)
 • Josune López Rodríguez (Universidad de Deusto)
 • Alejandro Martínez Charterina (Universidad de Deusto)
 • Gonzalo Martínez Etxeberria (Universidad de Deusto)
 • Francisco José Martínez Segovia (Universidad de Castilla-La Mancha)
 • Deolinda A. Meira (Instituto Politécnico de Porto)
 • Natacha Teresa Mesa Tejeda (Universidad de La Habana)
 • José Eduardo Miranda (FMB)
 • Marta Montero Simó (Universidad Loyola Andalucia)
 • Alfredo Muñoz García (Universidad Complutense de Madrid)
 • Iñigo Nagore Aparicio (abogado)
 • Miren Josune Real Flores (Universidad de Deusto)
 • Siegbert Rippe (Universidad de Montevideo)
 • Orestes Rodríguez Musa (Universidad de Pinar del Río)
 • Tulio Rosembuj (Universidad de Barcelona)
 • Fernando Sacristán Bergia (Universidad Rey Juan Carlos)
 • Roxana Sánchez Boza (Universidad Nacional de San José de Costa Rica)
 • Francisco Javier Sanz Santaolalla (abogado)
 • Lenio Streck (Universidad de Unisinos)
 • Isabel Tur Vilas (Universidad de Barcelona)
 • Carlos Vargas Vasserot (Universidad de Almería)
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Boletines de la AIDC correspondientes a 2021

Por decisión de la Asamblea General Ordinaria de la Asociación Internacional de 
Derecho Cooperativo, del pasado día 21 de julio de 2020, se acordó: 

 • Establecer como tema monográfico de investigación para los Boletines de la AIDC 
correspondientes al año 2021 el de «El Principio de cooperación entre coopera-
tivas. Consecuencias jurídicas y económicas derivadas de su aplicación prác-
tica». 

Se invita a los miembros de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo a 
que realicen sus aportaciones sobre esta materia para los dos próximos Boletines, sin 
perjuicio de que sean admitidos trabajos sobre otros temas que se estimen de interés. 

Les recordamos que la fecha final de recepción de trabajos será el 31 de mayo de 
2021 para el número 59 del Boletín de 2021.

La Dirección del Boletín de la AIDC.
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Derechos de autor

El Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo es 
una revista de acceso abierto lo que significa que es de libre acceso en su 
integridad inmediatamente después de la publicación de cada número. Se 
permite su lectura, la búsqueda, descarga, distribución y reutilización legal en 
cualquier tipo de soporte sólo para fines no comerciales y según lo previsto 
por la ley; sin la previa autorización de la Editorial (Universidad de Deusto) o 
el autor, siempre que la obra original sea debidamente citada (número, año, 
páginas y DOI si procede) y cualquier cambio en el original esté claramente 
indicado.

Copyright

The International Association of Cooperative Law Journal is an Open 
Access journal which means that it is free for full and immediate access, 
reading, search, download, distribution, and lawful reuse in any medium only 
for non-commercial purposes, without prior permission from the Publisher or 
the author; provided the original work is properly cited and any changes to the 
original are clearly indicated.
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